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El deber de neutralidad religiosa entendido como criterio de actuación de la 
actividad de los Estados en la gestión del hecho social religioso, cobra cada vez 
mayor peso en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
relacionada con la protección del derecho de libertad religiosa y de creencias. 
Implícito en el artículo 9 del Convenio, la Corte de Estrasburgo ha identificado en 
este mandato uno de sus principios generales más sobresalientes. Desde 
planteamientos cercanos a los postulados del liberalismo clásico, que niega a los 
poderes públicos competencia para valorar la validez o legitimidad secular de 
creencias y prácticas religiosas, el Estado es percibido por el Tribunal, sobre todo, 
como un organizador neutral e imparcial de la vida religiosa de la polis y como el 
garante último del orden público y del pluralismo. 
El propósito de esta tesis es indagar, a partir del análisis casuístico de la 
jurisprudencia de Estrasburgo, en qué sentido y con qué efectos es interpretado y 
aplicado el principio de neutralidad en un contexto muy concreto: el que se 
refiere a la protección del derecho de autonomía de los grupos religiosos, tanto en 
su capacidad para gestionar sus asuntos internos libres de interferencias 
arbitrarias del Estado; como para desenvolverse con plenitud en sus relaciones 
externas en el tráfico jurídico de los países en los que están presentes. 
Finalmente, se trata de buscar responder a la pregunta de cuál es la operatividad 
real de un mandato al que sistemáticamente se acude como factor determinante 
en la gestión de la proyección social del factor religioso. Cómo, cuándo y cuanto 
afecta la actuación neutral —o no neutral del Estado— a creyentes y 
comunidades religiosas. 
Esta indagación va precedida de una inquietud anterior que justifica la 
primera parte de este trabajo. El creciente interés por la jurisprudencia del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha venido frecuentemente acompañado 
de un intento por medir la incidencia y la recepción de su doctrina en los 
diferentes ordenamientos estatales, pero tradicionalmente se ha prestado menos 
atención a la relación inversa: a la influencia que sistemas normativos y 
decisiones judiciales nacionales tienen en la doctrina de la Corte. En Europa, los 
los países que históricamente más han influido en la configuración del principio 
de neutralidad, han sido probablemente Alemania y Francia. Por ello, esta tesis 
propone una primera investigación en los principios de laïcité y de 
weltanschaulich-religiöse Neutralität con el objeto de acometer el estudio de la 






The duty of religious neutrality as a criterion for the State management of 
religion as a social factor, is gaining momentum in the jurisprudence of the 
European Court of Human Rights relating to the protection of the right to freedom 
of religion or belief. Implicit in Article 9 of the Convention, the Court of 
Strasbourg has identified in this mandate one of its most outstanding general 
principles. From a standpoint closely rooted in the tenets of classical political 
liberalism, which denies public authorities any competence to assess the validity 
or secular legitimacy of religious beliefs and practices, the State is perceived by 
the Court, above all, as a neutral and impartial organizer of the religions life of the 
polis and as the ultimate guarantor of public order and pluralism. 
 The purpose of this doctoral thesis is to investigate, through an analysis of 
the case-law of the Strasbourg Court, in what sense and with what effects the 
principle of neutrality is interpreted and applied in a very specific context: that 
which concerns the protection of the right to autonomy of religious groups, both 
in their ability to manage their internal affairs free of arbitrary State interference; 
as well as to fully develop their external relations in the legal order of the 
countries in which they are present. Finally, the aim is to answer the question of 
what is the real effectiveness of a mandate that is systematically used as a 
determining factor in the management of the social projection of religion. How, 
when, and how much does neutral or non-neutral action of the State affect 
religious believers and communities. 
 This ultimate goal is preceded by an earlier concern that justifies the first 
part of this work. The growing interest in the jurisprudence of the European 
Court of Human Rights has often been accompanied by an attempt to measure the 
influence and reception of its doctrine in different state systems, but traditionally 
less attention has been paid to the inverse relationship: to the influence which 
normative systems and national judicial decisions have had in the doctrine of the 
Court. In Europe, the countries that historically have most influenced the 
configuration of the principle of neutrality are probably Germany and France. For 
this reason, this thesis proposes an initial investigation into the principles of 
laïcité and weltanschaulich-religiöse Neutralität in order to undertake the study of 
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 El principio, deber, obligación o mandato de neutralidad religioso-
ideológica del Estado, pese a la generalidad de su uso tanto en el lenguaje 
académico como en la jurisprudencia de cortes nacionales e internacionales 
ocupadas de la protección del derecho fundamental de libertad religiosa y de 
creencias, es un concepto de difícil —puede ser que de imposible— aprehensión. 
Su singularidad, unida a su creciente protagonismo en la protección de la que 
tantas veces ha sido llamada la primera de las libertades, ha hecho de él objeto de 
numerosas formulaciones teóricas no sólo —ni siquiera principalmente— en el 
campo de las ciencias jurídicas. Son ya clásicos y de referencia ineludible los 
trabajos llevados a cabo en Estados Unidos por juristas como Douglas Laycock, 
Michael McConnell o Ronald Dworkin; los desarrollados por historiadores como 
el francés Jean Baubérot; filósofos como el estadounidense John Rawls, el alemán 
Stefan Huster o los canadienses Charles Taylor y Will Kymlicka; y sociólogos 
como la británica Grace Davie o el austriaco Peter Berger. En España son 
especialmente notables, por su calidad y cantidad, las sobresalientes 
contribuciones realizadas por el profesor Rafael Palomino Lozano a la 
interpretación y comprensión del —en ocasiones confuso y contradictorio— 
principio de neutralidad.  
La neutralidad ética, religiosa y filosófica del Estado, creación liberal nacida 
de las teorías de la separación entre los poderes públicos y las confesiones 
religiosas, es a la vez principio político y jurídico, ideal y mito, realidad 
inalcanzable y aspiración permanente, criterio de actuación del Estado y límite 
competencial de los poderes públicos. Se han identificado neutralidades positivas 
y negativas; formales, sustantivas y disgregadas; justificativas y de resultado; 
abiertas y cerradas. No puede hablarse de una sola neutralidad unívoca y 
absoluta. 
Pero en última instancia, en su aplicación práctica, el principio de 
neutralidad ¿para qué sirve y a quién? En la vida cotidiana del creyente o del no 
creyente, en el día a día de la existencia y actividad de las confesiones religiosas 
en las distintas comunidades sociales y políticas en las que están presentes, 
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¿cómo repercute el hecho de que los poderes públicos observen o ignoren en su 
actuación el deber de permanecer neutrales e imparciales ante las diversas 
creencias existentes en sus sociedades?  
Esta pregunta tan aparentemente banal, constituye el punto de partida 
intelectual del trabajo que desarrollan las páginas siguientes. Se trata de una duda 
inicial que, inmediatamente, se ramifica en otras muchas. ¿Desde cuándo se 
invoca el mandato de neutralidad? ¿Quién lo reclama? ¿Con qué objetivo? ¿Se 
trata de un mandato que protege al sujeto activo del derecho de libertad religiosa 
de la intervención indebida del Estado, o es por el contrario un concepto comodín 
que permite a ese mismo Estado vaciar de presencia religiosa determinados 
ámbitos percibidos como sensibles o como potencialmente conflictivos? ¿Es 
ambas cosas? ¿Puede ser ambas cosas sin corromperse o vaciarse de significado? 
Esta pregunta inicial no nace de manera espontánea y aislada en un 
momento de elucubración teórica. Al contrario, obedece a una inquietud real que 
surge tras años de leer y de intentar comprender y sistematizar un importante 
número de documentos —en su mayoría sentencias— que, procedentes de 
ordenamientos jurídicos muy diversos, y relativos a diferentes áreas relacionadas 
con la libertad religiosa y de creencias, comparten una común remisión a la 
neutralidad del Estado o a la actuación neutral de los poderes públicos como 
elemento de análisis, si bien no siempre definitivo, sí de referencia obligada. La 
neutralidad parece ser el new black del derecho fundamental de libertad de 
pensamiento, conciencia y religión. Su protagonismo ha crecido hasta el extremo 
de que, hoy en día, se hace difícil encontrar una faceta de este derecho en la que 
no se apele, en un sentido u otro, a dicho principio. En pocas décadas, el mandato 
de neutralidad se ha hecho omnipresente.  
La identificación de esta pregunta inicial me llevaría inmediatamente a una 
primera consecuencia metodológica: cualquier análisis que me permitiese 
aproximar una respuesta a alguna de las cuestiones planteadas exigía una 
investigación en clave esencialmente funcional y jurisprudencial. Con 
independencia de adjetivos biensonantes o de rígidas clasificaciones, más allá de 
intentar construir modelos teóricos de neutralidad ideal o de pretender 
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identificar, en la actuación conjunta de normativa y jurisprudencia, sistemas 
coherentes y estructurados de protección del derecho de libertad religiosa y de 
creencias, lo que verdaderamente interesa a creyentes e iglesias es conocer —y 
en cierta medida, poder prever— cuál es la operatividad real de ese principio de 
neutralidad al que sistemáticamente se acude como factor determinante en la 
gestión estatal de la proyección social del factor religioso. Cómo, cuándo y cuánto 
les afecta. 
Sin perder de vista la importancia de las fórmulas constitucionales o normas 
convencionales como definidoras del marco general de la neutralidad, y por tanto 
como guía interpretativa, la respuesta se halla, sobre todo, en la jurisprudencia. 
Sentencia a sentencia. El derecho es esencialmente conflictual en su naturaleza, y 
el litigo es el banco de pruebas real de la cohesión y eficacia de cualquier 
ordenamiento jurídico. Aunque la prevención de conflictos forma parte ineludible 
de la norma y de su razón de ser, es en la actuación de los órganos 
jurisdiccionales como el derecho se hace vivo y se realiza.1 Como ha señalado el 
profesor Navarro-Valls “la actividad judicial constituye hoy la columna vertebral 
del derecho.”2 Esto se aplica también al ámbito de los derechos fundamentales, al 
que la libertad de religión y creencia pertenece. No olvidemos que en España, en 
virtud de los artículos 117.3 y 53.2 de la Constitución, la primera garantía 
jurisdiccional de las libertades individuales radica, precisamente, en la judicatura 
ordinaria.  
El fin de esta tesis no es proponer una definición última y definitiva del 
mandato de neutralidad ideológico-religiosa del Estado, sino simplemente 
indagar en la operatividad jurídica de este principio, en su capacidad de resolver 
conflictos relacionados con la presencia del factor religioso en la sociedad, ya se 
trate de problemas actuales o potenciales. Y todo ello, como indicaré enseguida, 
en el marco de lo que podríamos llamar derecho pan-europeo: es decir, aquél que 
                                                 
1 Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, Religión Derecho y Sociedad. Antiguos y nuevos planteamientos en el 
Derecho eclesiástico del Estado, Comares, Granada 1999, pp. 117-118. 
2 Cfr. R. NAVARRO-VALLS, “Justicia Constitucional y factor religioso”, en La libertad religiosa y de 
conciencia ante la justicia constitucional. Actas del VIII Congreso Internacional de Derecho 
Eclesiástico del Estado. Granada, 13-16 de mayo de 1997 (J. Martínez-Torrón ed.), Comares, 
Granada 1998, p. 31. 
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emana de la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, y que es 
de aplicación a los cuarenta y siete Estados miembros del Consejo de Europa. 
Pretender averiguar la operatividad jurídica real de un principio 
omnipresente, aun limitándolo a un estudio funcional y jurisprudencial, se 
revelaba como una tarea inacabable, y desde luego excesiva para los límites en los 
que razonablemente debe moverse una memoria de doctorado. Definido un 
primer parámetro metodológico, era preciso a continuación delimitar un área 
temática precisa, acotar un concreto campo de análisis. De entre todos los 
escenarios en los que la libertad religiosa se desenvuelve, opté por centrar mi 
estudio en su dimensión colectiva y, de forma más específica, en el derecho de 
autonomía de los grupos religiosos. ¿Cómo condiciona la actuación neutral o no 
neutral de los poderes públicos el derecho de iglesias y confesiones religiosas a 
organizarse internamente y a proyectar su actividad y sus creencias en el Estado? 
Como ha puesto recientemente de manifiesto Schouppe, la literatura 
jurídica en este campo es relativamente escasa y relativamente reciente,3 aunque 
es justo señalar el creciente interés académico en España por esta vertiente del 
derecho de libertad religiosa y de creencias. Son, por el contrario, 
significativamente más abundantes los estudios que han indagado en la relación 
entre el principio de neutralidad y la vertiente más individual de este derecho.  
La noción liberal del Estado neutral como organización política 
independiente de cualquier credo o creencia ha proyectado sus efectos 
modulando desde luego, la forma y la extensión con la que el elemento religioso 
puede hacerse presente en el espacio público tutelado por el Estado. Pero 
también ha condicionado la intensidad con la que los ciudadanos pueden acceder 
al ámbito social —en ocasiones incluso al ámbito privado— en su condición de 
creyentes religiosos o creyentes no religiosos. De igual modo, cierta concepción del 
mandato de neutralidad, que subraya su aspecto de instrumento de prohibición, y 
en concreto de prohibición de que los poderes públicos valoren la legitimidad 
secular de las creencias religiosas o de sus modos de expresión, ha determinado 
                                                 
3 Cfr. J.-P. SCHOUPPE, La dimension institutionnelle de la liberté de religion dans la jurisprudence 
de la Cour Européenne des Droits de l’Homme, Pedone, París 2015, pp. 13-16. 
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la capacidad del individuo de ajustar su vida a su personal cosmovisión, sea esta 
teística o no. Esta centralidad de la dimensión individual de la libertad religiosa 
halla su razón de ser en el hecho último de que la fundamentación de la propia 
soberanía del Estado se cimenta en el hombre, en su dignidad y en su libertad.  
Pero las actuales incertidumbres relacionadas con el factor religioso no se 
agotan en la dimensión personal de cada individuo. Los problemas que plantean 
las creencias en las sociedades modernas tienen también mucho que ver con la 
necesidad de abordar la convivencia social de muy diversos grupos y confesiones 
religiosas en un mismo —y cambiante— espacio político. Hoy en día, el problema 
de Europa no es sólo el recurrentemente mencionado resurgir de lo religioso en 
una sociedad que hasta hace poco tiempo parecía abocada a deshacerse de 
cualquier vinculación con la trascendencia, sino también la dificultad que hallan 
los Estados para gestionar la dimensión colectiva de lo que Maclure y Taylor 
denominan el “pluralismo moral”.4 Como en su día afirmó Rubio Llorente, “uno de 
los problemas más difíciles que tienen hoy día las sociedades europeas es 
determinar la relación entre política y religión y la presencia pública de las 
religiones”.5  
Lo que hace especialmente interesante el estudio de la dimensión colectiva 
del derecho de libertad religiosa y de creencias, es que no se aparta de la 
preocupación por el ciudadano individual. Como tantas veces se ha ocupado de 
subrayar la Corte de Estrasburgo, la libertad del creyente religioso depende, en 
no poca medida, de la salud de la que goce el derecho de autonomía de la 
confesión a la que pertenezca: de su capacidad para definir su moral y sus 
dogmas, para solucionar sus conflictos internos, para regular el estatus de sus 
ministros de culto y a los miembros del clero, o para dotarse de sus propias 
normas y de sus particulares mecanismos e instrumentos procesales. Además, esa 
autonomía no se agota en la dimensión organizativa interna de las entidades 
religiosas. También está involucrada en la posibilidad que el ordenamiento 
                                                 
4 Vid. J. MACLURE y C. TAYLOR, Secularism and Freedom of Conscience, Harvard University Press, 
Massachusetts 2011, pp. 9 ss. y passim. 
5 La cita la recoge T. PRIETO ÁLVAREZ, Libertad religiosa y espacios públicos. Laicidad, pluralismo, 
símbolos, Thomson Reuters Aranzadi, Cizur Menor (Navarra) 2010, p. 66. 
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jurídico les brinda de poder ser partícipes activos de la vida social de la polis: en 
su capacidad de tener personalidad jurídica, de abrir y operar centros de culto, de 
llevar a cabo sus actividades de forma pacífica y sin censura estatal, de poder 
realizar su misión evangelizadora en ámbitos asistenciales y educativos, de poder 
financiarse, de poder llegar a acuerdos con el Estado para la gestión de intereses 
comunes, etc. La lista es inacabable. 
Un estudio de la implicación del principio de neutralidad en la dimensión 
colectiva de la libertad de pensamiento, conciencia y religión, en clave funcional y 
jurisprudencial, ya tiene definidos el qué y el cómo. Faltaba por definir el 
elemento cuantitativo, el cuánto. La respuesta se la debo a mi director de tesis: 
centrar el análisis en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos 
 Los estudios y trabajos relacionados con la Corte de Estrasburgo en 
general, y con su jurisprudencia en materia de libertad religiosa y de creencias en 
particular, se cuentan a día de hoy por decenas, cuando no centenas. Somos 
muchos los que nos sentimos académica e intelectualmente atraídos por la 
actividad de esta particular Corte internacional como consecuencia del trabajo 
realizado desde hace años entre nosotros por Javier Martínez-Torrón, Rafael 
Navarro-Valls, Isidoro Martín Sánchez y Lorenzo Martín-Retortillo Baquer, y fuera 
de nuestras fronteras por autores como Francesco Margiotta Broglio, Malcom 
Evans, Carolyn Evans, Silvio Ferrari o Ian Leigh.  
A este respecto, hay un dato que es importante hacer notar, porque se 
encuentra en la raíz misma del enfoque metodológico y temático de esta tesis. El 
interés por la jurisprudencia de Estrasburgo ha venido acompañado 
frecuentemente de un intento por medir la incidencia y la recepción de su 
doctrina en los diferentes ordenamientos estatales, sobre todo en cuanto afecta a 
la actuación de los órganos jurisdiccionales internos. Y sin embargo, 
tradicionalmente se ha prestado menor atención a la relación inversa: a la 
influencia que sistemas normativos y decisiones judiciales nacionales, que suelen 
ser producto de una historia constitucional y política única y singular, han tenido 
y continúan teniendo en la orientación doctrinal, e incluso en la definición de los 
21 
 
propios principios generales, de la Corte. El Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos no actúa en un vacuum sólo habitado por el estándar mínimo común y 
cambiante que representan el Convenio Europeo de Derechos Humanos y la 
necesidad de proteger un determinado modelo de sociedad democrática y plural. 
Su actividad se desenvuelve en unas coordenadas de tiempo y espacio precisas, 
en las que cohabita con los cuarenta y siete países que integran el Consejo de 
Europa y con el resto del mundo. Las recíprocas recepciones son inevitables. 
Cuando intentaba traspasar este planteamiento al concreto objeto de este 
trabajo, dos eran los países europeos que, a mi juicio, presentaban mayor 
potencial para influir en la construcción teórica y en la aplicación concreta del 
mandato de neutralidad por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos: Francia 
y su laïcité; y Alemania y su weltanschaulich-religiöse Neutralität. Ambos países 
comparten una serie de rasgos comunes que hacían aconsejable acometer con 
cierto detalle el análisis de sus sistemas constitucionales, y de sus respectivas 
interpretaciones de qué significa que un Estado sea religiosa e ideológicamente 
neutral. De ahí que se les hayan dedicado abundantes páginas en un trabajo cuyo 
objetivo último se centra en Estrasburgo: porque sin esa indagación en la historia 
y presente de la noción de neutralidad en Alemania y Francia, no resulta posible 
comprender de manera plena el itinerario seguido por el Tribunal Europeo en 
relación con este complejo e importante concepto. 
El primero de esos rasgos comunes es que, con sus aciertos y desaciertos, 
con sus avances y retrocesos, los dos países tienen a sus espaldas varios siglos de 
elaboración doctrinal de sus respectivas concepciones del principio de 
neutralidad. Tal vez no sea aventurado afirmar que se trata de las dos naciones 
europeas que más han influido en el resto de Estados del continente en esta 
materia, a partir de unas construcciones teóricas y dogmáticas —en el caso de 
Francia, también políticas— razonablemente estructuradas. 
El segundo, que no deja de ser consecuencia del primero, es que sus 
respectivas historias han propiciado la definición de modelos constitucionales 
particulares, cuya arquitectura condiciona la forma en la que los poderes públicos 
reaccionan e interactúan con el elemento religioso presente en sus sociedades. 
22 
 
Como trataré de explicar, en Francia, heredera de su revolución liberal y de su 
afán centralista y unificador, ha primado el componente individual frente al 
colectivo y, en las últimas décadas, la neutralité política del vivre ensemble sobre 
la neutralidad jurídica de la lucha por la libertad de conciencia. En Alemania, país 
que alumbró la Reforma Protestante, debido a la fuerte presencia histórica de las 
Iglesias Católica y Evangélica en los distintos Länder que configuran el Estado 
federal, se ha diseñado todo un sistema de protección y tutela de la autonomía de 
las confesiones religiosas que ha favorecido la extraordinaria influencia social de 
estas.  
El tercer rasgo común deriva de cambios sociológicos. En ambos países la 
intensificación en la atención al principio de neutralidad a partir de la conclusión 
de la Segunda Guerra Mundial, y sobre todo desde la década de 1970, ha sido en 
gran medida consecuencia de fenómenos migratorios y de la pluralización 
religiosa que estos han producido con arreglo a parámetros bastante parecidos.  
Como tendré ocasión de exponer, la neutralité francesa del vivre-ensemble, 
más política o sociológica que jurídica, y que más que neutralidad en lo religioso 
busca la neutralización de lo religioso —o al menos, de una parte de lo religioso 
relacionada con la visibilidad del Islam— en el espacio público institucional, 
escolar, asistencial e incluso informal, no es ajena a ciertas nociones de 
neutralidad que maneja el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en una parte 
de su jurisprudencia. En ocasiones no se trata tanto de que el Estado o los Estados 
actúen de manera neutral, sino de que ellos mismos sean, no neutrales, sino 
neutros. En contraste con esta noción, la weltanschaulich-religiöse Neutralität 
alemana se traduce en un principio que abre el espacio público —sobre todo el 
educativo— a la influencia de las distintas sensibilidades religiosas existentes en 
la sociedad; y que, además, aborda el elemento colectivo del derecho de libertad 
religiosa desde la convicción inicial de la bondad de la presencia e imbricación de 
iglesias y confesiones en el tejido social. Al igual que ocurría con los 
planteamientos franceses, los ecos de la concepción alemana de neutralidad 
también se han hecho sentir en la doctrina de la Corte de Estrasburgo en otras 
materias, algunas de ellas tan sensibles como el empleo eclesiástico o la relación 
de los grupos religiosos con sus ministros de culto. 
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Identificados los elementos fundamentales de mi investigación, faltaba 
únicamente definir un esquema expositivo y un criterio de selección bibliográfica. 
Respecto a lo segundo, mi opción fue, sin desmerecer ni desatender en ningún 
momento las magníficas aportaciones hechas en las materias objeto de estudio 
por autores españoles, tratar de acercar al lector el abanico más amplio posible 
de literatura especializada procedente de fuera de nuestras fronteras, publicada 
en inglés, francés y alemán.  
El primer aspecto, en cambio, se reveló como algo más complicado de lo 
inicialmente esperado. En su origen, las páginas dedicadas a Francia y Alemania 
estaban previstas como un sencillo capítulo introductorio. Sin embargo, a medida 
que iba adentrándome en la materia, me di cuenta de que la realidad era más 
compleja de lo que había sospechado, y que el análisis riguroso exigía un espacio 
y una atención muy superiores a lo previsto. De ahí que se convirtieran —
felizmente— en sendos y amplios Capítulos de la Parte I de esta tesis. Y digo 
felizmente porque creo que, gracias a ellos, la Parte II dedicada a la influencia del 
principio de neutralidad en el derecho de autonomía de las confesiones religiosas 
se ha beneficiado de una mejor perspectiva y de una mayor profundidad. La Parte 
II se ha dividido en tres bloques temáticos: un primer Capítulo de aproximación al 
Consejo de Europa, al Convenio Europeo de Derechos Humanos, al propio 
Tribunal Estrasburgo y a unas nociones generales e introductorias de la 
concepción del mandato de neutralidad en la jurisprudencia de la Corte; un 
segundo Capítulo dedicado a la relación entre neutralidad y autonomía 
organizativa de las confesiones religiosas; y un tercer y último Capítulo que 
aborda la relación entre este mismo principio y la capacidad de los grupos 
religiosos de desenvolverse en la vida social y política de los Estados en los que 
están presentes.  
El propósito último de esta tesis viene a ser sintetizado en las palabras que 
pronunciaba hace unos años la entonces vicepresidenta del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, la magistrada Françoise Tulkens: “los jueces y la doctrina 
asumen roles complementarios e interactúan con el fin de garantizar la 
protección y el desarrollo de los derechos fundamentales. Nosotros, los jueces, 
tenemos la misión de adoptar decisiones y sentencias con el máximo grado de 
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diligencia posible. Pero una vez que han sido pronunciados, estos textos ya no nos 
pertenecen y el trabajo de analizarlas e interpretarlas revierte a ustedes, 
investigadores. En la realización de esta función, ustedes están llamados a 
realizar un trabajo como verdaderos protagonistas. Es más, tal como demuestra 
nuestra experiencia casi cotidiana en la Corte, nosotros tenemos necesidad del 
aporte de la doctrina, de una buena doctrina, crítica y exhaustiva, que nos ayude a 
decidir desapasionadamente, a ver más lejos, que nos oriente.” 6 Me gustaría que 
este trabajo fuese una de estas aportaciones doctrinales de las que habla la 
magistrada —y profesora— Tulkens. Que, desde un análisis crítico y exhaustivo 
de una materia y unas jurisdicciones muy concretas, permita, desde su modestia, 
contribuir a garantizar y desarrollar la protección de la libertad de pensamiento, 
conciencia y religión. Nada más. Y nada menos. 
Sería insensato concluir las líneas que pretenden introducir este trabajo sin 
reconocer que las páginas siguientes son, en realidad, el fruto de un esfuerzo 
colectivo. Para todos sus protagonistas, mi gratitud más sincera. 
Gracias, en primer lugar, a todos los profesores del área de Derecho 
eclesiástico del Estado de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense 
de Madrid por su cariño, por su apoyo y por su aliento constante. En especial, mi 
agradecimiento caluroso a las profesoras Montserrat Perales Agustí, Irene 
Briones Martínez y Silvia Meseguer Velasco, y a los profesores Rafael Navarro-
Valls, Rafael Palomino Lozano y Santiago Cañamares Arribas, por el simple pero 
meritorio hecho de estar siempre ahí, con la palabra y el gesto precisos.  
También quisiera mencionar con agradecimiento a dos de mis principales 
comunidades de apoyo. En primer lugar, a todos cuantos integran la comunidad 
universitaria del Colegio Mayor Magistral Antonio de Honcala de Ávila, en 
especial su director y su capellán, a los que agradezco haber sido mi familia 
subrogada en las épocas más intensas de redacción de este trabajo. Y en segundo 
                                                 
6 Cfr. F. TULKENS, “Questioni teoriche e metodologische sulla natura e l’oggetto delle sentenze 
della Corte europea dei diritti dell’uomo”, en Diritto e religione in Europa. Rapporto sulla 
giurisprudenzia della Corte europea dei diritti dell’uomo in materia di libert{ religiosa  (R. Mazzola 
dir.), Il Mulino, Bolonia 2012, p. 87. Traducción de la autora. 
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lugar, a los profesores y alumnos del Centro Universitario Villanueva, fuente 
permanente de inspiración, aliento e ilusión.  
Un apartado especial de agradecimientos merece mi familia, siempre “el 
viento bajo mis alas”, como dice la canción de la genial Dolly Parton. Gracias a mis 
suegros, a mi madre y a mi maravillosa hermana Isabel, por ser mi permanente 
equipo de intervención rápida. A mis increíbles hijos Jesús y Margarita, por haber 
aceptado con tanta generosidad la presencia en sus vidas de un trabajo 
académico que tanto protagonismo les ha robado en los últimos tiempos. Y 
gracias, sobre todo, a mi marido Jesús, que me ha sostenido en mis momentos de 
cansancio o de duda y ha hecho lo imposible para que los superase. 
Pero mi más sentido y sincero agradecimiento va dirigido a mi director de 
tesis, el profesor Javier Martínez-Torrón. Si hay algo de lo que estoy segura es de 
que, cuando los años diluyan las horas de trabajo ocupadas en investigar, leer y 
redactar este trabajo, lo que permanecerá en mi memoria será el recuerdo de 
nuestras rocambolescas conversaciones —a veces discusiones—, de su esfuerzo 
permanente por hacerme pensar más y mejor, con más profundidad y con más 
perspectiva, de la brillantez de su mente y, sobre todo, de su calidad humana. 
Gracias a él he comprendido por qué existe una palabra que permite expresar el 
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1.   LA DIFÍCIL PRECISIÓN DEL SIGNIFICADO DE LA LAICIDAD EN FRANCIA 
El tan empleado término de laicidad, antes de sugerir siquiera un particular 
modelo de gestión del fenómeno social religioso por parte de los poderes 
públicos, evoca un país, Francia. Existe una “laicidad a la francesa”.1 O al menos en 
el imaginario popular, existe un mito de laicidad francesa que para algunos 
constituye el paradigma, el arquetipo ideal del modo en que los Estados 
democráticos y plurales deben abordar la presencia de lo religioso en la 
sociedad,2 y en cambio para otros no es más que sinónimo de un combate contra 
credos y creencias que, si bien en el pasado identificaba como principal 
adversario a la Iglesia Católica, hoy parece haber desplazado su lucha al 
enfrentamiento contra la visibilidad del Islam.3 
A pesar de la general difusión y aceptación de su uso, la laicidad se ha 
revelado como una noción de difícil definición,4 en primer lugar, porque en ella 
confluyen diferentes aspectos filosóficos, políticos, ideológicos y jurídicos, y en 
segundo lugar, porque en sí misma carece de contenido positivo concreto y 
estable.5 A partir del momento en que hace referencia a la dinámica entre dos 
realidades distintas susceptibles de cambio y evolución —en cuanto a ellas 
                                                 
1 Vid. Mª T. ARECES PIÑOL, El principio de laicidad en las jurisprudencias española y francesa, 
Universidad de Lleida, Lérida 2003, p. 160. 
2 Vid. A. RUIZ MIGUEL, Laicidad y Constitución, Universidad Autónoma de México, México D. F. 
2013, p. 5. 
3 Cfr. O. ROY, La laïcité face { l’islam, Edición para Kindle 2005, p. 39; y E. POULAT, Nuestra 
laicidad pública, Fondo de cultura económica, México D. F. 2012, p. 53. Aborda la cuestión del 
Islam en el siglo XXI, Z. COMBALÍA, “Nuevos desafíos sociales y jurídicos derivados de la presencia 
del Islam en las sociedades occidentales del s. XXI”, en Derecho e Islam en una sociedad globalizada 
(Z. Combalía, Mª P. Diago Diago y A. González-Varas Ibáñez coords.), Tirant lo Blanch, Valencia 
2016, pp. 17-44. 
4 De hecho, ningún texto de carácter jurídico contiene una definición del concepto “laicidad”, ni 
existe tampoco unanimidad al respecto en doctrina o jurisprudencia. Cfr. C. DURAND-PRINBORGNE, 
La laïcité (2ª ed.), Dalloz, París 2004, pp. 12 y 13. 
5 Vid. S. HENNETTE-VAUCHEZ y V. VALENTIN, L’affaire Baby Loup ou la Nouvelle Laïcité, LGDJ/Coll. 
Exégèses, París 2014, pp. 17 y 18; también J.-M. WOEHRLING, “Réflexions sur le principe de la 
neutralité de l’État en matière religieuse et sa mise en œuvre en droit français”, en Archives des 
Sciences Sociales des Religions 101 (1998), p. 31. 
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mismas y en cuanto a sus relaciones—, la laicidad también es capaz de mutar y de 
adoptar distintas formas según el contexto y las circunstancias.6 
Francia, autoproclamada patria de la laicidad,7 parece de hecho vivir casi de 
forma permanente inmersa en un proceso de redefinición del que constituye uno 
de los principios fundadores de la República,8 proceso que ya se venía 
acrecentando en los últimos treinta años y que se ha visto nuevamente sacudido 
por la violencia vivida en París en el año 2015.9 Cuando parecía superada la ya 
clásica afirmación de Rivero, “Laïcité: le mot sent la poudre”,10 el país galo se 
enfrenta a nuevos retos sociales que parecen estar desplazando la tradicional 
noción de laicidad entendida como principio constitucional que garantiza la 
libertad de conciencia de los ciudadanos, para sustituirla progresivamente por un 
principio de convivencia que personifica el ideal de la Francia republicana, y cuya 
                                                 
6 Cfr. D. LLAMAZARES FERNÁNDEZ, “Libertad religiosa, aconfesionalidad, laicismo y cooperación 
con las confesiones religiosas en la Europa del siglo XXI”, en Estado y religión en la Europa del siglo 
XXI. Actas de las XIII Jornadas de la Asociación de letrados del Tribunal Constitucional, Tribunal 
Constitucional-Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid 2008, p. 19; M. BARBIER, La 
laïcité, Editions l’Harmattan, París 1995, p.69; y J. BAUBÉROT, La laïcité falsifiée, La Découverte, 
París 2014, pp. 121 ss. En este mismo sentido se pronuncia el Consejo de Estado en su Informe de 
actividad del año 2004 Un siècle de Laïcité (CE Informe 2004), p. 246. Disponible en 
http://www.conseil-etat.fr/content/download/367/1129/version/1/file/rapportpublic2004.pdf. 
Salvo que se indique lo contrario, todas las páginas web que figuran en este documento fueron 
consultadas por última vez el 29 de marzo de 2017. 
7 Cfr. A. T. KURU, Secularism and State Policies Toward Religion. The United States, France and 
Turkey, Cambridge University Press, Cambridge 2009, pp. 114 y 115.  
8 Vid. CE Informe 2004 cit. nota 6; y Rapport annuel de l’Observatoire de la laïcité 2014-2015 
(Observatorio 2014-2015), p. 1. Disponible en 
http://www.gouvernement.fr/sites/default/files/contenu/piece-
jointe/2015/07/laicite_rapport_annuel_2014-2015_.pdf. El Observatorio de la laicidad es un 
organismo encargado de aconsejar y asistir al gobierno en su actuación relacionada con el respeto 
al principio de laicidad. Pese a que fue creado en 2007 bajo la presidencia Jacques Chirac, no fue 
realmente operativo hasta 2013, durante el mandato de François Hollande. 
9 Me estoy refiriendo a los atentados de Paris de los días 7 y 9 de enero de 2015 que se 
iniciaron con el asalto al semanario satírico Charlie Hebdo. Cfr. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “Laicidad, 
neutralidad y libertad religiosa y de conciencia en Francia tras ‘Charlie Hebdo’: ¿Hacia la 
consolidación de una ‘nouvelle neutralité’?”, en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado 32 
(2016), pp. 724 ss. En general, vid. J.-M. SAUVÉ, “La France est une République… laïque...”, discurso 
pronunciado por Jean-Marie Sauvé, vicepresidente del Conseil d’État en la cena anual del Grand 
Loge de France, el 21 de septiembre de 2013, pp. 5 y 6. Disponible en http://www.conseil-
etat.fr/Actualites/Discours-Interventions/La-France-est-une-Republique-laique. También, J. 
BAUBEROT, Histoire de la laïcité en France (6ª ed.), Presses Universitaires de France, París 2013, pp. 
118-122.  
10 “Laicidad: la palabra huele a pólvora.” Cfr. J. RIVERO, La notion juridique de laïcité, Dalloz, 




salvaguarda constituye un fin en sí mismo.11 Es el paso de una laicidad liberal a 
una laicidad política, el abandono de una laïcité ouverte y la progresiva 
introducción de una nouvelle laïcité que, desde hace unos trece años, ha 
desplegado una intensa actividad dirigida a limitar considerablemente el derecho 
individual a expresar públicamente las creencias religiosas.12 
Y, en esta mutación del concepto y contenido de la laïcité, cobra cada vez un 
mayor protagonismo el principio de neutralidad religioso-ideológica del Estado 
como clave interpretativa de uno de los principios constitucionales de Francia 
más controvertidos y más utilizados en el lenguaje político contemporáneo. 
Tanto, que podríamos incluso afirmar que en la actualidad, más que de una nueva 
laicidad, cabría hablar de una renovada concepción del principio de neutralidad: 
de una nouvelle neutralité. 
Desde la génesis misma de la noción de laïcité, el principio de neutralidad ha 
ocupado una posición prominente en la deliberación acerca del lugar de lo 
religioso en la sociedad francesa, posición que ha venido reforzándose y 
ampliándose progresivamente desde la promulgación, en el año 2004, de la ley 
que reguló la presencia de símbolos de adhesión religiosa en los centros 
educativos públicos.13 Como veremos con mayor detalle más adelante, la Ley de 
2004 alteró por vez primera desde 1905 el contenido jurídico original de la 
laicidad mediante una modificación del sentido y alcance del principio de 
neutralidad: pasa de ser una obligación que pesa sobre el Estado en beneficio de la 
libertad de conciencia y la igualdad de los ciudadanos, a ser una obligación que 
pesa sobre los ciudadanos en beneficio de un principio identitario de organización 
social de la República, del vivre ensemble .14 No es, ciertamente, poca cosa. 
                                                 
11 Cfr. H. VAN OOIJEN, Religious symbols in Public Functions. A Comparative Analysis of Dutch, 
English and French Justifications for Limiting the Freedom of Public Officials to Display Religious 
Symbols, Intersentia, Cambridge 2013, p. 166. 
12 Vid. S. HENNETTE-VAUCHEZ y V. VALENTIN, L’affaire… cit. nota 5, pp. 10 y 18; y D. GAMPER, 
Laicidad europea. Apuntes de filosofía política postsecular, Bellaterra, Barcelona 2016, pp. 62 y 63.  
13 Loi n° 2004-228 encadrant, en application du principe de laïcité, le port de signes ou de tenues 
manifestant une appartenance religieuse dans les écoles, collèges et lycées publics, de 15 de marzo 
de 2004. Cfr. J.-M. WOEHRLING, “Réflexions…” cit. nota 5, p. 31; y B. CHELINI-PONT, “Opinión pública 
francesa y el velo islámico”, en Derecho y Religión 1 (2006), pp. 266 ss. 
14 Vid. S. HENNETTE-VAUCHEZ y V. VALENTIN, L’affaire… cit. nota 5, p. 30. Como veremos, esta 
concepción francesa del vivre ensemble, entendido como “el respeto a las exigencias mínimas de la 
34 
 
Para poder entender la actual transformación del principio de neutralidad 
del Estado en una obligación de neutralidad de los ciudadanos, es preciso hacer 
en primer lugar, un recorrido por la historia de la laicidad en Francia —
necesariamente breve— que nos permita delimitar el sentido y alcance 
originarios, tanto jurídico como político, del principio de neutralidad. Desde ahí 
será posible, a continuación, entrar en el análisis pormenorizado de la evolución 
que en los últimos treinta años han experimentado los principios de laicidad y 
neutralidad, así como del contexto y de los escenarios en que se está fraguando la 
nouvelle neutralité. Lo cual me permitirá, finalmente, formular algunas 
conclusiones proyectadas al futuro.  
2. LAICIDAD Y LIBERTAD DE CONCIENCIA. LA GÉNESIS DEL CONCEPTO JURÍDICO DE 
NEUTRALIDAD (1879-2004) 
El sustantivo laïcité aparece en Francia durante el último tercio del siglo XIX 
a partir del adjetivo laïque. Etimológicamente, procede del griego laos (pueblo) y 
laikos (popular), término usado en la antigüedad cristiana para significar a 
aquellos que no formaban parte del clero.15 En un primer estadio, el vocablo 
laicidad estará vinculado —cuando no asimilado— con la neutralidad religiosa 
del Estado francés.16 Así, en 1882, Littré identificaba la laicidad como la cualidad 
                                                                                                                                             
vida en sociedad”, ha sido recientemente avalada por la Gran Sala del TEDH en su sentencia S.A.S. 
c. Francia (GS ap. nº 43835/11), de 1 de julio de 2015. Vid. G. GONZALEZ, “La notion de « vivre 
ensemble » dans la jurisprudence de la Cour européenne des droits de l’homme relative { la 
liberté de religion”, en Quaderni di diritto e politica ecclesiastica 24 (2016), pp. 99-110; y C. LE BRIS, 
“La contribution du droit | la construction d’un « vivre ensemble »”, en Droit et société 92 (2016), 
pp. 75-97. 
15 Cfr. J. HERVADA, Tres estudios sobre el uso del término laico, Universidad de Navarra, 
Pamplona 1973, pp. 19 ss.; y C. GÓMEZ MARTÍNEZ, “Aconfesionalidad y laicidad; dos nociones 
¿coincidentes, sucesivas o contrapuestas?, en Estado aconfesional y laicidad (L. Aguiar de Luque y 
J. L. Requero Ibáñez dirs.), Cuadernos de Derecho Judicial I-2008, Consejo General del Poder 
Judicial, Madrid 2008, pp. 13 y 14; también cfr. C. DURAND-PRINBORGNE, La laïcité cit. nota 4, p. 10. 
Como destaca este autor, resulta paradójico que el término que se convertirá en no pocas 
ocasiones en el paradigma de la lucha anticlerical e, incluso, antirreligiosa, provenga precisamente 
del lenguaje eclesial. 
16 Durante la primera mitad del siglo XX aparecerá un segundo término, laïcisme, que se alejará 
de la neutralidad propia de la laïcité para significar una ideología activamente anticlerical. Vid. CE 
Informe 2004 cit. nota 6, p. 245 citando a su vez a G. BEDOUELLE y J.-P. COSTA, Les laïcités à la 
française, Presses Universitaires de France, París 1998. También, Vid. H. VAN OOIJEN, Religious 
symbols… cit. nota 11, p. 175. Reflexionan acerca del paso de la laicidad al laicismo, R. ADHAR e I. 
LEIGH, Religious Freedom in the Liberal State (2ª ed.), Oxford University Press, Oxford 2013, p. 123; 
y M. HUNTER-HENIN, “Living Together in an Age of Religious Diversity: Lessons from Baby Loup and 
SAS”, en Oxford Journal of Law and Religion 4 (2015), p. 94. 
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de aquella comunidad política neutral entre las religiones y tolerante hacia todos 
los cultos.17 Y, en un contexto más específico, Buisson la definía en 1887 como un 
neologismo que, heredero de la idea revolucionaria de un Estado laico neutro 
entre todos los cultos, independiente de todos los clérigos y separado de toda 
concepción teológica, significa la neutralidad confesional de la escuela.18 En todo 
caso, es importante hacer notar que en Francia la aspiración y la génesis de la 
laicidad son anteriores a la aparición del propio término que la designa, y su 
régimen jurídico se enraíza en una pluralidad de disposiciones legales fechadas 
en épocas históricas diferentes que se remontan a la Revolución de 1789.19 
Se ha dicho con acierto que la Revolución Francesa marca el acta de 
nacimiento de la acepción contemporánea de la laicidad,20 si bien, en contra de la 
generalizada percepción popular, la paternidad de esta laicidad no es atribuible a 
una inicial voluntad revolucionaria de separar el Estado de las instituciones 
religiosas y de acabar con la Iglesia Católica, sino a la vocación de afirmar la 
igualdad de todos los ciudadanos y de reconocer su libertad de conciencia.21 
Como afirma Poulat, “cuando se habla de laicidad, por lo general se piensa en la 
                                                 
17 Emile Littré, autor del famoso Dictionnaire de la langue française, afirmó en su opúsculo Pour 
la dernière fois que “le progrès continu de la laïcité, c’est-{ dire de l’Etat neutre entre les religions, 
tolérant pour tous les cultes et forçant l’Eglise { lui obéir en ce point capital”. La cita en J. COSTA—
LASCOUX, “La longue marche de la laïcité”, en La laïcité en question, Ligue de l’enseignement, París 
2000, p. 5.  
18 La cita en M. BARBIER, La laïcité cit. nota 6, p. 8. Dictionnaire de Pédagogie et d’instruction 
primaire (F. Buisson dir.), 2ª ed., Hachette, París 1911, entrada laïcité. Ferdinand Buisson fue uno 
de los grandes teóricos de la laicidad durante la III República. Protestante liberal y librepensador, 
militó en las filas del socialismo radical y fue ministro de instrucción pública entre 1879 y 1883. 
Una breve biografía en P. DALED, “Aux origines du principe de « Laïcité »”, en Laïcité et 
sécularisation dans l’Union européenne (A. Dierkens y J.-P. Schreiber eds.), Université de Bruxelles, 
Bruselas 2006, p. 38. En cuanto a la relación entre laicidad y escuela en Francia, vid. K. KINTZLER, 
La laïcité (3ª ed.), Librairie Philosophique J. Vrin, París 2014, pp. 33, 34 y 47ss. 
19 Vid. A. VALERO HEREDIA, Libertad de Conciencia, Neutralidad del Estado y Principio de Laicidad 
(Un Estudio Constitucional Comparado), Ministerio de Justicia, Madrid 2008, p. 140. Interesante, N. 
BAVEREZ, “Le principe de laïcité face aux chocs et aux crises du XXIe siècle”, en La laïcité, Dalloz, 
París 2005, pp. 249 y 250.  
20 Informe elaborado para el Presidente de la República por la Commission de réflexion sur 
l’application du principe de laïcité dans la République, de 11 de diciembre de 2003 (Informe Stasi), 
p. 10. Cfr. M. SALGUERO, “El laicismo y la neutralidad como instancias de legitimación. A propósito 
de la prohibición del velo isl|mico en Francia”, en Multiculturalidad y laicidad. A propósito del 
informe Stasi (I. Lasagabaster Herrarte dir.), LETE, Pamplona 2004, p. 33.  
21 Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, de 26 de agosto de 1789, artículo 
10: “Nul ne doit être inquiété pour ses opinions, même religieuses, pourvu que leur manifestation 
ne trouble pas l'ordre public établi par la Loi.” 
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del Estado o en la de la escuela, que no son en esta historia más que condición, 
medio o consecuencia. Hay que invertir la perspectiva, recordar que fue 
inicialmente un asunto de conciencia, de conciencias que demandaban su lugar en 
el Sol en una sociedad que se lo negaba.” La laicidad, “antes de ser una palabra, 
fue un espíritu”, un espíritu de libertad.22 
En efecto, la Revolución no aspirará en un primer momento a separar 
Estado e Iglesia —separación violenta y parcial que no llegaría hasta 1795—,23 
sino que su principal preocupación será la de garantizar la autonomía de la 
conciencia humana como espacio de privacidad sustraído a la influencia unos 
poderes públicos, que han de permanecer neutrales frente las opciones religiosas 
de los ciudadanos.24 Es precisamente a través de ese doble reconocimiento de 
autonomía y de neutralidad como se sientan los cimientos de la progresiva 
diferenciación entre lo estatal y lo religioso: si las creencias religiosas son de libre 
elección, pertenecen entonces al ámbito de la conciencia privada de cada 
ciudadano como locus diferenciado de la esfera pública regida por la ley.25 Será la 
afirmación de la libertad de conciencia la que incentive al Estado a pugnar por 
independizarse de la Iglesia Católica o de cualquier otro culto y la que engendre 
                                                 
22 Cfr. E. POULAT, Nuestra laicidad… cit. nota 3, pp. 43 y 24 respectivamente.  
23 Hasta la separación Iglesia-Estado de 1795, desde 1789 se sucedieron dos etapas: una 
primera de catolicidad heredada de la monarquía que se simultaneó con un ensayo de sustitución 
de la religión tradicional por una nueva religión revolucionaria; y una segunda de intento de 
creación de una Iglesia nacional separada de Roma con la promulgación de la Constitución civil 
del clero en 1790. Fueron posteriormente la ley de 18 de septiembre de 1794 y el decreto de 3 de 
ventoso del año III [21 de febrero de 1795], los que permitieron instaurar un breve periodo de 
precaria y parcial separación entre el Estado y la Iglesia Católica, caracterizado por el 
reconocimiento de las libertades de conciencia y de ejercicio de todos los cultos, pero sin que la 
República reconociese o financiase ninguno de ellos. El régimen de 1794-1795, permaneció en 
vigor hasta la promulgación del Concordato en 1801-1802, y fue el gran referente de los 
impulsores de la laicización francesa operada durante la III República. Vid. M. BARBIER, La laïcité 
cit. nota 6, pp. 31-33. 
24 Cfr. C. DURAND-PRINBORGNE, La laïcité cit. nota 4, p. 24; y M. FROMONT, “La liberté religieuse et 
le principe de laïcité en France”, en Universal Rights in a World of Diversity. The Case of Religious 
Freedom. Proceedings of the 17th Plenary Session 29 April-3 May 2011 (M. A. Glendon y H. F. 
Zachens eds.), The Pontifical Academy of Social Sciences, Ciudad del Vaticano 2011, p. 307. 
Discrepa en parte Langeron, para quien la Revolución desaprovecha la ocasión histórica de 
proclamar expresamente la libertad de conciencia. Sin embargo, pese a no ser total, “ce nouveau 
droit de l’homme est désormais acquis”. Cfr. P. LANGERON, Liberté de conscience des agents publics 
et laïcité, Presses Universitaires d’Aix-Marseille, Aix-Marseille 1986, p. 48. 
25 En palabras de Barbier, “l’existence de la liberté individuelle en matière religieuse est à la 
fois la condition et le fondement de la séparation entre la religion et l’Etat.” Cfr. M. BARBIER, La 
laïcité cit. nota 6, pp. 24-26. 
37 
 
—como corolario más que como punto de partida— el principio de laicidad.26 La 
progresiva separación entre las dimensiones espiritual y temporal que se iniciará 
con la Revolución Francesa, y culminará con la Ley de 1905, será en gran medida 
tributaria del reconocimiento del derecho de libertad religiosa, y la neutralidad 
del Estado se erigirá desde un principio en la garantía de este derecho en todas 
sus dimensiones.27 
La Revolución, así, sentó las bases de la laicidad pero fue sin embargo 
incapaz hacer mucho más que proclamar sus principios. En palabras de Baubérot, 
“la Révolution est le temps de l’impossible laïcité”.28 No obstante, y a pesar de sus 
deficiencias, su herencia se hará sentir de forma acusada a lo largo de todo el siglo 
XIX.29 La convicción de que la independencia de las instituciones públicas 
respecto de las religiosas era presupuesto inexcusable para la plenitud de la 
libertad de conciencia de los ciudadanos, puso en marcha un proceso de 
laicización que secularizó en gran medida la sociedad, redujo la influencia política 
y social de la Iglesia Católica, y fortaleció tanto la autonomía del Estado como la 
de la propia Iglesia.30  
                                                 
26 Vid. P. LANGERON, Liberté de… cit. nota 24, p. 9. 
27 Cfr. M. FROMONT, “La liberté religieuse…” cit. nota 24, p. 310; también V. CAMARERO SUÁREZ, El 
velo integral y su respuesta jurídica en democracias avanzadas, Tirant lo Blanch, Valencia 2012, p. 
24. 
28 “La Revolución es el tiempo de la laicidad imposible”. Cfr. J. BAUBEROT, Histoire… cit. nota 9, p. 
16. El texto de 1789, por su carácter meramente declarativo y no organizador, omitió la 
formulación de obligaciones positivas para el Estado derivadas del reconocimiento de los 
derechos en él incluidos, posponiendo a las efímeras Constituciones de 1791 y 1793 la garantía de 
estos mismos derechos, y limitándose a imponer a los poderes públicos deberes negativos de 
respeto. Vid. J. RIVERO, Les libertés publiques. Tome 1 Les droits de l'homme, Presses Universitaires 
de France, París 1987, pp. 59, 61 y 118; y E. POULAT, Nuestra laicidad… cit. nota 3, pp. 64 y 65. 
29 Vid. M. MIAILLE, La laïcité: problèmes d’hier, solutions d’aujourd’hui, Dalloz, París 2014, pp. 27 
ss. 
30 El decreto de 20 de septiembre de 1792 secularizará el estado civil, si bien ya un edicto de 
tolerancia de 1781, que reconocía a los protestantes el derecho a ejercer profesiones privadas, 
plena capacidad patrimonial y la posibilidad de contraer matrimonio civil, había anticipado esta 
secularización. Vid. J. BAUBÉROT, Histoire… cit. nota 9, pp. 6 y 8; y P. LANGERON, Liberté de… cit. nota 
24, p. 64. En Francia hay que hablar más de laicización legal que de secularización social, en el 
sentido de que, mientras la primera es obra de la voluntad política de disociar ciudadanía y 
religión, de lograr la autonomía e independencia de la Iglesia y el Estado, de reducir la 
importancia social de la Iglesia como institución y de eliminar la dimensión religiosa de la 
identidad política de la nación, la segunda es un proceso progresivo de pérdida de relevancia 
social y cultural de las religiones. Cfr. E. POULAT, Nuestra laicidad… cit. nota 3, p. 131; y M. MIAILLE, 
La laïcité… cit. nota 29, pp. 81-83 y 88 ss. En Francia, el proceso de desconfesionalización se hará 
por la vía de la ruptura y el conflicto. La pugna entre las dos Francias enfrentó a sendas 
concepciones divergentes de una misma identidad nacional —Francia, hija primogénita de la 
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Es habitual dar por sentado que, tras el paréntesis del Imperio y la 
Restauración, durante la III República la secularización iniciada durante la 
Revolución recibirá un impulso definitivo. No obstante, con sus avances y 
retrocesos, lo cierto es que los más de cien años transcurridos entre 1789 y 1905, 
fueron preparando la laicidad y la separación entre el Estado y la Iglesia Católica. 
Aunque suele señalarse la III República como el segundo gran hito histórico de la 
laicidad en Francia, paradójicamente durante el Imperio se promulgó el que para 
algunos autores constituye uno de los fundamentos jurídicos de la laicidad 
francesa: el Código Civil de 1804 (el Code Napoleon). Con la deliberada omisión en 
este texto legal de cualquier mención a la autoridad de la Iglesia Católica, la 
identificación de la “razón natural” como fuente de todas las leyes positivas, y la 
afirmación de la existencia de una “ley inmutable universal” que gobierna a todos 
los hombres, el Code Civil des Français secularizó los derechos de la persona y de 
la sociedad, y constituyó un escalón más en el proceso de laicización que alcanzó 
su apogeo durante la III República.31 En todo caso, resulta innegable que la etapa 
de la III República, marcada por las denominadas leyes laicas de la década de 
1880 y por la Ley de Separación de 1905,32 fue de crucial significación en la 
construcción jurídica de la laïcité y en la consolidación del principio de 
neutralidad ideológico-religiosa del Estado francés.33 
                                                                                                                                             
Iglesia, contra Francia, hija de la Revolución—. Vid. J. BAUBÉROT, Histoire… cit. nota 9, pp. 16 y 18. 
En relación con el concepto de secularización, cfr. D. MARTIN, A General Theory of Secularization, 
Basil Blackwell, Oxford 1978, pp. 12-94 y passim; y Mª C. GARCIMARTÍN MONTERO, La religión en el 
espacio público, Thomson Reuters Aranzadi, Cizur Menor (Navarra) 2016, pp. 17-35.  
31 Cfr. J. BAUBEROT, Histoire… cit. nota 9, pp. 21 ss. 
32 Loi concernant la séparation des Eglises et de l'Etat, de 9 de diciembre de 1905 (ley de 
Separación), artículo 1: “La République assure la liberté de conscience. Elle garantit le libre 
exercice des cultes sous les seules restrictions édictées ci-après dans l'intérêt de l'ordre public.” 
Analizan la génesis de la ley de Separación de 1905, M.-A. JUSDADO RUIZ-CAPILLA, “Laicismo en 
Francia: Precedentes de la Ley de Separación de 1905 (en el Centenario de la Ley)”, en Anuario de 
Derecho Eclesiástico del Estado 22 (2006) pp. 345-355; y J. FOYER, “La genèse de la loi de 
séparation”, en La laïcité cit. nota 19, pp. 75-83. 
33 Durante el último cuarto del s. XIX, las relaciones entre el Estado y las iglesias se ven 
afectadas por una serie de disposiciones legales, todas ellas orientadas a la progresiva laicización 
del ámbito estatal: la ley de 8 de julio de 1880 suprime las capellanías militares; la ley de 12 de 
julio del mismo año deja de considerar el domingo y las fiestas religiosas como días de descanso 
obligatorio; la ley de 14 de noviembre de 1881 prohíbe la distinción por cultos en los cementerios; 
las leyes de 27 de diciembre de 1879, 5 de abril de 1884, 21 de marzo de 1887 y 15 de julio de 
1889 reducen ciertos privilegios personales y económicos hasta entonces reconocidos a la Iglesia 
Católica. Pero la gran empresa de la laicización de la III República es la enseñanza. Las leyes Ferry 
de 16 de junio de 1881 y de 28 de marzo de1882 desconfesionalizaron la educación primaria e 
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2.1 La Ley de Separación de 1905 
La Ley de 9 de diciembre de 1905 relativa a la separación de las iglesias y 
del Estado (Ley de Separación), norma clave de la laicidad francesa pese a que 
omite cualquier referencia explícita a ella, definió el régimen jurídico de las 
relaciones entre los poderes públicos y las confesiones religiosas sobre la base de 
dos grandes principios recogidos en su artículo 1: la libertad de conciencia y la 
separación entre el Estado y los cultos religiosos.34 Considerada justamente una 
disposición de corte liberal, la Ley de Separación de 1905 garantizaba no sólo las 
libertades de culto y de conciencia, sino también el derecho de los ciudadanos a 
manifestar la propia religión tanto en la esfera pública como en privado. Como ha 
señalado expresivamente el vicepresidente del Consejo de Estado al referirse a 
esta, “la liberté est en son cœur”.35 Concebida en sus orígenes como una norma 
anticlerical y “de combate” destinada a denunciar unilateralmente el Concordato 
de 1801-1802, la Ley de Separación terminaría siendo un instrumento de relativa 
pacificación religiosa,36 que optaría por asegurar la libertad de conciencia desde 
una concepción no abstencionista de la neutralidad del Estado francés, así como 
por garantizar el libre ejercicio de los cultos mediante una separación que no iba 
unida a la ignorancia del fenómeno religioso.37 
                                                                                                                                             
instauraron su gratuidad y obligatoriedad. Se suprime la enseñanza religiosa, que debe realizarse 
fuera de los recintos escolares, y se reserva un día de la semana distinto del domingo para la 
catequesis de los niños. Por su parte, la ley Goblet, de 30 de octubre de 1886, confiaría en 
exclusiva la enseñanza primaria a personal no religioso, toda vez que se mantendría la libertad de 
enseñanza. Vid. M. BARBIER, La laïcité cit. nota 6, pp. 39 y 40; y B. GAUDEMET-BASDEVANT, La 
jurisprudence constitutionnelle en matière de liberté confessionnelle et le régime juridique des cultes 
et de la liberté confessionnelle en France. Rapport du Conseil constitutionnel français, noviembre 
1998, pp. 12 y 13. 
34 CE Informe 2004 cit. nota 6, p. 258. 
35 “La libertad est| en su corazón.” Cfr. J.-M. SAUVE, La France… cit. nota 9, p. 3. 
36 Vid. M. GUILBAUD, “La loi de séparation de 1905 ou l´impossible rupture”, en Revue d’histoire 
du XIXe siècle 28 (2004), par. 9. La interpretación de la ley de Separación de 1905 ha hecho correr 
ríos de tinta, tanto en Francia como fuera de sus fronteras. Se hace eco J. BAUBEROT, “Les enjeux 
scientifiques de l’historiographie de la loi de 1905. Un bilan”, en Laïcité et sécularisation… cit. nota 
18, pp. 21-28. Para Martí Sánchez, se trata de una norma caracterizada por la protección estatal 
activa de la libertad de conciencia y por la neutralidad del dominio público. Cfr. J. Mª MARTÍ 
SÁNCHEZ, “El concepto de laicidad y su evolución en el derecho francés”, en REDC 50 (1993), pp. 
259 y 260.  
37 Cfr. E. POULAT, Nuestra laicidad… cit. nota 3, p. 316. También Mª T. ARECES PIÑOL, El principio… 
cit. nota 1, pp. 170 y 171; y A. VALERO HEREDIA, Libertad de Conciencia… cit. nota 19, p. 143. Así lo 
recalcó en 2004 el Consejo de Estado (CE Informe 2004 cit. nota 6, p. 276). 
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A partir de 1905, la neutralidad del Estado será entendida en sentido 
fundamentalmente instrumental, es decir, como el medio más idóneo para 
garantizar la igualdad y la libertad de conciencia de los ciudadanos en su relación 
con los poderes públicos.38 En una interpretación que en lo sustancial se 
mantiene hasta nuestros días, el principio de neutralidad exigirá a las 
instituciones públicas, en su trato con los administrados, abstenerse de hacer 
ninguna distinción por razón de las creencias u opiniones de los usuarios de los 
servicios del Estado, y limitará la libertad de conciencia de los propios 
funcionarios y agentes públicos,39 sobre los que todavía hoy pesa una estricta 
obligación de no manifestar sus creencias religiosas en el desempeño de sus 
funciones.40 En su formulación jurídica originaria, el principio de neutralidad 
impondrá obligaciones al Estado en beneficio de los ciudadanos, de sus derechos 
y libertades.41 
Pero el legislador de 1905 no considerará que la neutralidad religiosa 
negativa del Estado en la prestación de servicios públicos sea garantía suficiente 
de la libertad de conciencia, e introducirá el aspecto positivo de la laicidad ausente 
en la Declaración de 1789. Al optar por usar los términos assure y garantit en su 
artículo 1, el texto decimonónico reconoce que la efectividad de las libertades de 
                                                 
38 CE Informe 2004 cit. nota 6, p. 272. 
39 Vid. H. VAN OOIJEN, Religious symbols… cit. nota 11, pp. 180 ss.; y P. WEIL, “Why the French 
Laïcité is Liberal”, en Cardozo Law Review 30 (2008-2009), p. 2705. La libertad de conciencia de 
funcionarios y agentes públicos queda sin embargo garantizada tanto en lo que se refiere al 
derecho de acceso a la función pública, como a su vida privada. Así lo ha reiterado en su 
jurisprudencia el Conseil d’État (CE Informe 2004 cit. nota 6, pp. 273-276. En particular, Consejo 
de Estado nº 217017, de 3 de mayo de 2000, Dlle. Marteaux). Un análisis detallado en Conseil 
d’État, Étude demandé par le Défenseur des droits, de 19 de diciembre de 2013 (CE Estudio 2013), 
pp. 15, 16, 28 y 29. Disponible en el original francés en 
http://www.defenseurdesdroits.fr/sites/default/files/atoms/files/ddd_avis_20130909_laicite.pd
f.  
40 En cuanto al binomio neutralidad-judicatura y las iniciativas legislativas que han existido al 
respecto, vid. H. VAN OOIJEN, Religious symbols… cit. nota 11, pp. 189-191; y M. C. IVALDI, “Verso una 
nuova definizione della laicitá? La recente normativa a proposito dei segni religiosi nella scuola in 
Francia”, disponible en http://www.olir.it/areetematiche/74/documents/Ivaldi_velo.pdf, pp. 21 y 
22. En el año 2003, se presentó una propuesta de ley que prohibiese el uso de vestimenta 
ostentosamente religiosa, política o filosófica a toda persona investida de autoridad pública 
(proposition de loi nº 1305 visant à interdire le port de vêtements religieux à toute personne investie 
de l'autorité publique, chargée d'une mission de service public ou investie d'un mandat électif public 
dans l'exercice de ses fonctions. Disponible en www.assemblee-
nationale.fr/12/propositions/pion1305.asp).  
41 Vid. M. LEROUX, “Usager du service public et laïcité”, en Revue française de droit administratif 
2013/09 (4), p. 727. 
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religión y de culto exigirá una actuación positiva del Estado, en aquellas ocasiones 
en que la abstención de los poderes públicos pueda equivaler a su limitación.42 
Esta dimensión obligacional y positiva de la laicidad, presente de forma expresa 
en la regulación de las capellanías contenida en la propia Ley de Separación,43 
continúa definiendo hoy numerosos aspectos de las relaciones entre el Estado 
francés y las confesiones religiosas, modulando la separación entre ambos —
pretendidamente estricta— en muy distintos ámbitos: desde el particular 
régimen jurídico de propiedad y uso de los muebles e inmuebles eclesiásticos 
anteriores a 1905, al sistema concordatario vigente aún en Alsacia-Mosella,44 
pasando por la regulación de asistencia religiosa en entornos diversos,45 por el 
reconocimiento de un régimen fiscal de cultos o por la financiación con fondos 
públicos de escuelas privadas bajo contrato con el Estado.46 
Un último aspecto especialmente significativo de la Ley de Separación de 
1905, corroborado por la posterior jurisprudencia del Consejo de Estado, es que 
no tiene por objeto deslegitimar o proscribir la presencia de cultos e iglesias en la 
sociedad, sino más bien redefinir su lugar en la República y en el presupuesto del 
                                                 
42 Cfr. J. RIVERO, Les libertés publiques. Vol. II Le régime des principales libertés, Presses 
Universitaires de France, París 1989, p. 176; Mª T. ARECES PIÑOL, El principio… cit. nota 1, pp. 170 y 
187; y P. LANGERON, Liberté de… cit. nota 24, p. 84. 
43 Artículo 2 de la ley de Separación de 1905. 
44 Tras la anexión por parte del nuevo Estado unificado alemán de los territorios de Alsacia y 
Lorena, el Kaiser Alemán y la Santa Sede acordaron no modificar las leyes en materia religiosa 
vigentes en el momento y que databan del Concordato napoleónico de 1801. Cuando en 1918 la 
región volvió a formar parte del territorio francés, políticos y población local decidieron mantener 
el statu quo existente y el reconocimiento de ciertos grupos religiosos (católicos, judíos, luteranos 
e iglesias reformadas). Vid. Liberté religieuse et régimes des cultes en droit français (2ª ed.), Les 
éditions du cerf, París 2005, pp. 401 ss. y 1019 ss. 
45 El Estado es el encargado de pagar el salario de algunos miembros de la Iglesia, como es el 
caso de los capellanes castrenses y los que sirven en hospitales y prisiones. Vid. Mª T. ARECES 
PIÑOL, El principio… cit. nota 1, pp. 176 ss.; y A. LÓPEZ-SIDRO LÓPEZ, “Asistencia religiosa en las 
Fuerzas Armadas en Francia, Estados Unidos y Alemania”, en Fuerzas Armadas y factor religioso 
(S. Meseguer Velasco, S. Cañamares Arribas y M. Domingo Gutiérrez dirs.), Thomson Reuters 
Aranzadi, Cizur Menor (Navarra) 2015, pp. 124 ss.  
46 Aunque la educación pública es estrictamente laica, la Iglesia Católica cuenta en la red 
privada de educación con un número importante de centros de enseñanza, a los que asisten al 
menos el 15% de los alumnos del país. Estos centros perciben financiación pública a través de 
acuerdos. Vid. C. DURAND-PRINBORGNE, La laïcité cit. nota 4, pp. 162 ss. Analiza el sistema de 
enseñanza religiosa en Francia F. MESSNER, “Religion et éducation en France”, en Religion in Public 
Education. La religion dans l’éducation publique. Proceedings of the Conference Trier, 11-14 




Estado. En definitiva, configurar su estatuto jurídico.47 No se pone en duda que la 
religión sea un hecho social cuya lógica propia exige una manifestación externa, 
una existencia en el ámbito público,48 una expresión que no es sino constatación 
de que los derechos fundamentales del individuo pertenecen al dominio de las 
libertades públicas.49 En consecuencia, laicidad y neutralidad se predicarán del 
Estado, no de la sociedad, y ni tan siquiera de la vía pública.50 En cuestiones como 
el tañido de las campanas de iglesias, procesiones, cortejos fúnebres, sacerdotes 
ataviados en público con sotana, etc., la jurisprudencia del Consejo de Estado se 
encargará, desde una concepción abierta de la laicidad y una interpretación 
liberal de la Ley acorde con la voluntad del legislador decimonónico, de afirmar 
repetidamente que la libertad es la regla y la restricción la excepción:51 que no 
cabe una interpretación de la norma de 1905 que vacíe las calles de la República 
de toda presencia religiosa sin que exista para ello una justificación suficiente de 
orden público material.52 
2.2. La consolidación de la laicidad abierta durante el siglo XX 
Con la opción de la Ley de Separación de 1905 de anclarse en la afirmación 
de derechos y libertades, la laicidad de combate y anticlerical que caracterizó los 
últimos decenios del siglo XIX,53 se transformará progresivamente en una laicidad 
                                                 
47 Vid. CE Informe 2004 cit. nota 6, p. 263: “pour les pères fondateurs de la loi de 1905 […], la 
laïcité n’est pas le refoulement des religions ou de leurs manifestations de l’espace public vers la 
sphère privée”. Cfr. M. BARBIER, La laïcité cit. nota 6, pp. 84 y 85. Discrepa H. VAN OOIJEN, Religious 
symbols… cit. nota 11, p. 166. 
48 Vid. P. WEIL, “Why the French…” cit. nota 39, p. 2705. 
49 Vid. E. POULAT, Nuestra laicidad… cit. nota 3, p. 292. 
50 Artículo 27 de la ley de Separación de 1905. Vid. J. RIVERO y H. MOUTOUH, Les libertés 
publiques. Tome II (7ª ed.), Presses Universitaires de France, Paris 2003, p. 160. En cuanto al 
concepto de vía pública, vid. PALOMINO LOZANO, La religión en el espacio público. Los símbolos 
religiosos ante el Derecho, Digital Reasons, Madrid 2016, pp. 50 ss. 
51 Vid. CE Informe 2004 cit. nota 6, pp. 258 y 259. Cfr. J.-M. SAUVÉ, La France… cit. nota 9, p. 3; y 
R. SCHWARTZ, “La jurisprudence de la loi de 1905”, en La laïcité cit. nota 19, pp. 90 y 91.  
52 Muy interesante el estudio de P. CABANEL, “Les catholiques dans la rue: l’Église et le contrôle 
de la voie publique en France (XIXe- XXe siècle)”, en La Rue (J. Brody dir.), Presses Universitaires 
du Mirail, Toulouse 2005, pp. 76 y 77. En cuanto al Consejo de Estado, vid. por todas las decisiones 
de 13 de enero de 1909 (Abbé Martin, rec. p. 15), 19 de febrero de 1909 (Abbé Olivier, rec. p. 181), 
2 de febrero de 1912 (Abbé Broussard, nº 40587) y 24 de mayo de 1938 (Abbé Touron, rec. p.462). 
Las comenta B. GAUDEMET-BASDEVANT, La jurisprudence… cit. nota 33, p. 20. 
53 Es célebre la intervención de Gambetta ante la Cámara de diputados en la sesión de 4 de 
mayo de 1877: “Le cléricalisme? Voil{ l’ennemi.” La cita en J.-M. SAUVE, La France… cit. nota 9, p. 1. 
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de libertad, más pacífica y flexible, que eventualmente favorecerá la consolidación 
de la laïcité como un concepto clave fundador de la República, cimentado en una 
concepción de la neutralidad del Estado entendida como garantía de la libertad de 
conciencia, de la igualdad y del pluralismo religioso.54 
A lo largo de la primera mitad del siglo XX, la laicidad se afianzaría como 
principio esencial de la República, y la neutralidad del Estado como garantía de la 
libertad de conciencia de los ciudadanos, sobre todo después de la catarsis que 
para Francia supuso la Segunda Guerra Mundial.55 En 1946, el proyecto de 
Constitución de la IV República, rechazado por referéndum el 5 de mayo de ese 
mismo año, incluiría en su preámbulo una interesante formulación:  
“Nul ne peut être inquiété en raison de ses origines, de ses 
opinions ou croyances en matière religieuse, philosophique ou 
politique. La liberté de conscience et des cultes est garantie par la 
neutralité de l’État | l’égard de toutes les croyances et de tous les 
cultes. Elle est garantie notamment par la séparation des Eglises et de 
l’Etat, ainsi que par la laïcité des pouvoirs et de l’enseignement 
publics.”56 
Por vez primera en Francia, un texto constitucional pretende consagrar el 
carácter instrumental de la laicidad de los poderes públicos y de la neutralidad 
del Estado para la garantía de la libertad religiosa en su doble dimensión interna 
y externa.57 Libertad de conciencia e igualdad son identificados como fines y la 
laicidad —definida como neutralidad del Estado frente a las diversas creencias 
religiosas— no es sino el medio para lograrlos.58 Tan importante era la libertad 
                                                 
54 Vid. P. CAYE y D. TERRE, “Le neutre { l’épreuve de la puissance. Les conditions métaphysiques 
de la laïcité”, en La laïcité cit. nota 19, pp. 29 y 30.  
55 Cfr. M. BARBIER, La laïcité cit. nota 6, p. 58. 
56 “Nadie puede ser inquietado por razón de sus orígenes, de sus opiniones o creencias en 
materia religiosa, filosófica o política. La libertad de conciencia y de cultos está garantizada por la 
neutralidad del Estado frente a todas las creencias y todos los cultos. Está garantizada 
especialmente por la separación de las Iglesias y del Estado, así como por la laicidad de los 
poderes y de la enseñanza públicos.” Cfr. P. LANGERON, Liberté de… cit. nota 24, pp. 76 y 77. 
57 Vid. J. DE SOUSA E BRITO, “General Aspects of Religion and Education in the Secular State”, en 
Religion in… cit. nota 46, pp. 9 y 10.  
58 Cfr. C. DURAND-PRINBORGNE, La laïcité cit. nota 4, p. 51. 
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de conciencia a ojos del constituyente francés de 1946, que ésta vendría 
garantizada nada menos que por tres principios de rango constitucional: 
neutralidad, separación y laicidad. 
El texto finalmente aprobado el 27 de octubre de 1946 fue mucho más 
parco,59 como también lo es la mención a la laicidad contemplada en la vigente 
Constitución de 1958.60 A diferencia de lo que se intentaba con el preámbulo del 
proyecto de 1946, cuando finalmente se inscribe la noción de laicidad en un texto 
constitucional, se hace sin precisar su contenido jurídico, aunque sí su sujeto: la 
República.61 Ni laicidad ni neutralidad se imponen a la sociedad —donde la 
religión tiene un lugar que puede y debe ocupar— o a los ciudadanos —titulares 
indiscutibles de las libertades de conciencia y de culto—.62 En 1977, el Conseil 
constitutionnel declaraba que la libertad de conciencia debe ser considerada como 
uno de los principios fundamentales de valor constitucional reconocidos por las 
leyes de la República,63 mientras que en 1984 este mismo organismo determinó 
                                                 
59 Constitución francesa de 27 de octubre de 1946, artículo 1 inciso 1: “La France est une 
République indivisible, laïque, démocratique et sociale”. En relación con la educación pública, el 
pre|mbulo del texto constitucional establece que “L’organisation de l’enseignement public gratuit 
et laïque { tous les degrés est un devoir de l’État”. 
 60 Constitución francesa de 4 de octubre de 1958, artículo 1: “La France est une République 
indivisible, laïque, démocratique et sociale. Elle assure l’égalité devant la loi de tous les citoyens 
sans distinction d’origine, de race ou de religion. Elle respecte toutes les croyances […].” Adem|s, 
la Constitución de 1958 mantiene en vigor el preámbulo del texto constitucional de 1946, y con él 
su referencia a la laicidad de la enseñanza pública (vid. supra nota 59). Vid. S. CAÑAMARES ARRIBAS, 
Libertad Religiosa, Simbología y Laicidad del Estado, Thomson Aranzadi, Cizur Menor (Navarra) 
2005, p. 68. 
61 Vid. C. DURAND-PRINBORGNE, La laïcité cit. nota 4, pp. 30 y 37. También, M. MIAILLE, La laïcité… 
cit. nota 29, pp. 74 y 78.  
62 Así lo destacan M. BARBIER, La laïcité cit. nota 6, p. 63; y C. DURAND-PRINBORGNE, La laïcité cit. 
nota 4, pp. 30 y 37. Parece discrepar J. J. RUIZ RUIZ, “La prohibición del velo isl|mico en los centros 
públicos de enseñanza”, en Los símbolos religiosos en el espacio público (M. Revenga Sánchez, G. 
Ruiz-Rico y J. J. Ruiz Ruiz dirs.), Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid 2011, p. 
84. 
63 Conseil constitutionnel Décision n° 77-87 DC liberté de l'enseignement, de 23 de noviembre de 
1977, considerando 5. El Consejo Constitucional ha desarrollado el concepto jurisprudencial de 
“principio fundamental reconocido por las leyes de la República” para referirse a aquellos 
principios de valor constitucional resultantes de las grandes leyes aprobadas bajo las tres 
primeras repúblicas francesas. La Primera República, nacida de la Revolución, se extiende desde 
septiembre de 1792 a noviembre de 1799. La Segunda República comienza en febrero de 1848 y 
finaliza con la proclamación del Segundo Imperio (diciembre de 1852). La Tercera República se 
desarrollará entre 1879 y el comienzo del régimen de Vichy, en 1940. 
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que sólo la ley puede establecer una restricción general de las libertades 
fundamentales, entre las que se halla la libertad religiosa y de conciencia.64 
En definitiva, tal y como ha señalado el Consejo de Estado, la laicidad en su 
sentido jurídico no es sino el término en torno al que Francia ha estructurado el 
reconocimiento y garantía de las libertades de conciencia y religión.65 La laïcité, 
por tanto, viene a ser el concepto que sintetiza una concepción política partidaria 
de la independencia del Estado frente a las confesiones religiosas. Esta 
concepción política se encarna jurídicamente en un principio estatal de 
organización que exige la neutralidad de los poderes públicos en su actuación en 
beneficio de una sociedad en la que deben convivir en igualdad todos los 
ciudadanos.66 Y es que, según afirmaba Rivero en 1949, más allá de cualquier 
discrepancia política o filosófica acerca de la laicidad, una vez traspasada la 
barrera del Derecho, ésta tiene una única transposición jurídica: la neutralidad 
religiosa del Estado.67 
No quisiera concluir este epígrafe sin hacer una breve precisión 
terminológica. A pesar de que los términos de laicidad y neutralidad tienden en 
los últimos años a equipararse y a usarse como sinónimos en el lenguaje común y 
en el discurso político —cuestión a la que me referiré más adelante—,68 desde 
                                                 
64 Conseil constitutionnel Décision n° 84-181 DC, Loi visant à limiter la concentration et à assurer 
la transparence financière et le pluralisme des entreprises de presse, de 11 de octubre de 1984, 
considerando 47. 
65 CE Informe 2004 cit. nota 6, p. 245. Vid. H. VAN OOIJEN, Religious symbols… cit. nota 11, p. 177. 
66 Avis du Conseil économique, social et environnemental, Le fait religieux dans l'entreprise, de 12 
de noviembre de 2013 (CESE 2013), p. 17. Texto disponible en 
http://www.lecese.fr/sites/default/files/pdf/Avis/2013/2013_25_fait_religieux_entreprise.pdf. 
Vid. P. CAYE y D. TERRE, “Le neutre...” cit. nota 54, pp. 27 y 29. En este sentido, vid. las decisiones del 
Consejo de Estado nº 309354, de 21 de septiembre de 1972: “les dispositions constitutionnelles 
qui ont établi la laïcité de l’État et celle de l’enseignement imposent la neutralité de l’ensemble des 
services publics […].”(Sin cursiva en el original); y nº 217017, de 2 de noviembre de 1992, MM. 
Kherouaa et Balo.  
67 Cfr. J. RIVERO, La notion… cit. nota 10, p. 137. Coincide con el profesor Rivero J.-M. WOEHRLING, 
“Réflexions…” cit. nota 5, p. 31. Por su parte, Hebrard destaca la “cacofonía medi|tica” que existe 
en torno al término laïcité. Vid. G. HEBRARD, “L’éclairage du Conseil d’État sur les obscurités de 
l’exigence de neutralité religieuse. Liberté de religion (Conseil d’État et Défenseur des droits)”, en 
La Revue des Droits de l’Homme 5 (2014), p. 2. Disponible en 
file:///C:/Users/usuario/Downloads/revdh-504-liberte-de-religion-conseil-d-etat-et-defenseur-
des-droits.pdf. 
68 Vid. infra apartado 3. 
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una perspectiva estrictamente jurídica no son lo mismo, ni en cuanto a su 
jerarquía normativa ni en cuanto a su contenido.69 
La laicidad es un principio de valor constitucional reconocido expresamente 
en la Carta Magna francesa, mientras que la neutralidad es un principio autónomo 
de funcionamiento de los servicios públicos que se deriva del también principio de 
igualdad que debe informar el acceso de los usuarios a dichos servicios.70 Ya en 
1972, el Consejo de Estado diferenció la laicidad del Estado de la neutralidad de 
los servicios públicos,71 distinción que reiteró en el año 2000 en la sentencia del 
caso Marteaux.72 En 2004, en su estudio conmemorativo de la Ley de Separación 
de 1905, el Conseil afirmó que en Francia la laicidad se declina en tres principios 
—neutralidad, libertad religiosa y pluralismo— en estos términos: “con la ley de 
1905, se consagraron de una parte la neutralidad del Estado frente a las 
religiones, de otra parte la garantía por ley de la libertad de conciencia y de 
opinión. El principio de laicidad impone obligaciones al servicio público: la 
neutralidad frente a todas las opiniones o creencias, corolario de la igualdad de 
trato del usuario del servicio público”.73 
En cuanto a su contenido, la neutralidad, al contrario que la laicidad, no se 
limita a la religión, sino que se extiende también a la política y a la filosofía. De 
acuerdo con los grandes principios del sistema educativo francés hechos públicos 
por el Ministerio de Educación, “l'enseignement public est neutre: la neutralité 
philosophique et politique s'impose aux enseignants et aux élèves”, mientras que 
“le principe de laïcité en matière religieuse est au fondement du système éducatif 
français (…)”.74 En este mismo sentido, en su Estudio de 2013 el Consejo de 
                                                 
69 Cfr. C. DURAND-PRINBORGNE, La laïcité cit. nota 4, pp. 54 y 55. 
70 El Conseil constitutionnel considera el principio de neutralidad, junto con los de continuidad 
e igualdad, uno de los tres principios fundamentales de los servicios públicos (Conseil 
constitutionnel Décision n° 86-217 DC, de 18 de septiembre de 1986, apartado 15). 
71 Consejo de Estado nº 309354, de 21 de septiembre de 1972. La cita en C. DURAND-
PRINBORGNE, La laïcité cit. nota 4, p. 51.  
72 Consejo de Estado nº 217017, de 3 de mayo de 2000, Dlle. Marteaux, punto 1º. Vid. T. PRIETO 
ÁLVAREZ, Libertad religiosa y espacios públicos. Laicidad, pluralismo, símbolos, Thomson Reuters 
Aranzadi, Cizur Menor (Navarra) 2010, p. 111. 
73 CE Informe 2004 cit. nota 6, pp. 272 y 273. 
74 “La enseñanza pública es neutra: la neutralidad filosófica y política se impone a los maestros 
y a los discentes.”, mientras que “el principio de laicidad en materia religiosa fundamenta el 
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Estado reiterará que el principio de neutralidad de los servicios públicos no se 
circunscribe a lo religioso, sino que se aplica también a los campos filosófico y 
político.75 
3. LAICIDAD, IDENTIDAD NACIONAL Y VIVRE ENSEMBLE (2004-2017). UNA NUEVA 
NEUTRALIDAD  
Del relato histórico esbozado en las páginas anteriores, podría llegarse a la 
errónea conclusión de que el camino hacia la constitucionalización y 
consolidación de la laïcité fue en Francia lineal y relativamente pacífico.76 Nada 
más lejos de la realidad. Como ha señalado Gunn, el clima revolucionario y post-
revolucionario está caracterizado por una generalizada violencia y una profunda 
hostilidad contra la Iglesia Católica, que se manifestará a lo largo de casi dos 
siglos tanto en medidas legislativas como en decisiones ejecutivas y en 
actuaciones espontáneas de los ciudadanos.77 Esta violencia inicial contra la 
jerarquía católica, unida al intento teñido aún de galicanismo por parte de la 
Revolución de crear una iglesia nacional sometida al control del Estado,78 tuvo un 
efecto que se proyecta en la actual deriva conceptual de la laicidad, en su 
creciente identificación ideal con la República, y también en una muy importante 
mutación de la comprensión de su función jurídica: de garante de la libertad de 
conciencia a principio de defensa de un determinado modelo republicano de 
comunidad política y de convivencia social, el vivre ensemble.79 
                                                                                                                                             
sistema educativo francés (…).” Sin cursiva en el original. Disponible en 
http://www.education.gouv.fr/cid162/les-grands-principes.html%20-%20la-neutralite. 
75 Cfr. CE Estudio 2013 cit. nota 39. 
76 Cfr. M. MIAILLE, La laïcité… cit. nota 29, pp. 7-12. 
77 Vid. T. J. GUNN, “Religious Freedom and Laïcité: a Comparison of the United States and 
France”, en Brigham Young University Law Review (2004), p. 438. Del mismo autor, “Mitos 
Fundacionales: "Libertad religiosa" en los Estados Unidos y "Laicidad" en la República francesa”, 
en RGDCDEE 4 (2004), p. 7. También en B. CHELINI-PONT y J. T. GUNN, Dieu en France et aux États-
Unis : « quand les mythes font la loi », Berg International, París 2005, pp. 25-29. En relación con la 
reacción de la Iglesia Católica, vid. T. PRIETO ÁLVAREZ, Libertad religiosa… cit. nota 72, pp. 43-45.  
78 Vid. CE Informe 2004 cit. nota 6, p. 250. 
79 Reflexiona acerca de la relación entre laicidad y República, M. BARBIER, La laïcité cit. nota 6, p. 
16. En una intervención televisiva en TF-1 el día 17 de marzo de 2015, Nicolás Sarkozy llegó a 
identificar la República fancesa con la laïcité (http://www.lefigaro.fr/flash-
actu/2015/03/17/97001-20150317FILWWW00438-voile-a-l-universite-sarkozy-est-contre.php. 




3.1 Las posibles razones de una novedad no tan nueva 
Volvamos de nuevo atrás en la historia por un momento. Con la Constitución 
civil del clero de 1790, la Asamblea constituyente no sólo incendió el panorama 
religioso del país dividiendo a los católicos en partidarios de sacerdotes 
juramentados y refractarios,80 sino que obligó a los ciudadanos a elegir entre su 
religión o su nación, entre su fe y la Revolución, dando a entender que no se podía 
ser a la vez genuinamente católico y genuinamente francés.81 La aparente 
incompatibilidad entre identidad nacional francesa y religiosidad que se planteó 
en los últimos años del siglo XVIII, se verá reforzada durante el siglo XIX con la 
pugna de las deux France.82 En respuesta a este conflicto latente, la laicidad como 
concepto se gestará durante la III República no sólo en su vertiente jurídica de 
neutralidad religiosa del Estado, sino también como principio político 
vertebrador de la indivisibilidad de la nación francesa por encima de diferencias 
particulares.83 Ejemplos paradigmáticos de ese planteamiento, tanto la Ley Ferry 
de 1882, como la Ley de 1905, serán dos regulaciones jurídicas de libertad —de 
enseñanza la primera, de conciencia la segunda— que políticamente pretenderán 
contribuir a la unidad de la nación mediante el reconocimiento de unas libertades 
públicas comunes a todos los ciudadanos bajo “el patrimonio común de una 
enseñanza moral y cívica.”84 
Será precisamente el fin del conflicto de las deux France, y la reconciliación 
entre la Iglesia Católica y el Estado francés motivada por el trauma común de las 
                                                 
80 Constitución civil del clero, de 12 de julio de 1790. Desarrolla su contenido y sus efectos, T. J. 
GUNN, “Religious Freedom…” cit. nota 77, pp. 434-438. 
81 Ibid., p. 438. 
82 Cfr. C. GÓMEZ MARTÍNEZ, “Aconfesionalidad…” cit. nota 15, pp. 19 y 20; y P. WEIL, “Why the 
French…” cit. nota 39, p. 2704. 
83 Cfr. N. BAVEREZ, “Le principe…” cit. nota 19, p. 250. En 2012, una Circular del Ministerio de 
educación señalaba cómo “la laïcité est un principe constitutionnel de la République: elle donne le 
cadre qui, au-del{ des appartenances particulières, permet de vivre ensemble.” (Vid. infra nota 
192). 
84 Vid. E. POULAT, Nuestra laicidad… cit. nota 3, p. 25. Como indica Martí Sánchez, la 
consolidación legislativa de la laicidad escolar en la III República trató de servir de revulsivo para 
la revertebración de una sociedad hundida tras la derrota de la Guerra franco-prusiana (1871), 
mediante la búsqueda de la “unidad de la nación entendida como unicidad o uniformidad.” Cfr. J. 
Mª MARTÍ SÁNCHEZ, “El lugar de lo religioso en Europa (especial atención a la escuela pública)”, en 
RGDCDEE 6 (2004), p. 8.  
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dos guerras mundiales, lo que finalmente conducirá a la constitucionalización de 
la laicidad.85 La sanación, en 1946, de la herida religiosa abierta desde la 
Revolución, se escenificará precisamente en torno a la aceptación por parte de la 
Iglesia Católica de un cierto concepto de laicidad,86 lo cual contribuirá a su 
afirmación como un principio político llamado a desempeñar un papel esencial en 
la definición de la identidad de Francia como polis, y en la construcción del hogar 
común de todos los ciudadanos.87 La identificación entre laicidad e identidad 
nacional aparecerá de forma explícita en los debates que precedieron la 
aprobación de la Constitución de 1946, durante los cuales se invocará la laïcité ya 
no como la mera neutralidad religiosa del Estado, sino como algo más. En 
concreto, como la afirmación de una serie de valores positivos comunes entre los 
que se halla la patria: “lorsque nous affirmons la laïcité, nous affirmons 
simplement la patrie, c’est-à-dire, par delà de nos divergences d’opinion, ce lien 
commun qui nous unit dans une commune foi”.88  
                                                 
85 En 1946, existía un amplio consenso nacional en torno a la noción de laicidad, tanto en el 
arco político como en el seno de la Iglesia Católica, como lo evidencia la declaración de la 
Asamblea de cardenales y arzobispos de Francia dedicada precisamente a establecer los criterios 
de reconstrucción de la nación tras la Segunda Guerra Mundial (vid infra nota 86). Cfr. J. MESNARD, 
“Raison et laïcité”, en La laïcité cit. nota 19, p. 17; y P. LANGERON, Liberté de… cit. nota 24, p. 71. 
También la calificación de la República como laica fue fruto del acuerdo entre socialistas, 
comunistas y demócrata-cristianos, como señala J.-P. DELANNOY, “Le centenaire de la Loi de 
Séparation du 9 décembre 1905: Commémoration d’un événement juridique ou réaffirmation du 
principe de la laïcité?”, en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado 23 (2007), p. 433. 
86 Déclaration de l'épiscopat français sur «la personne, la famille et la société», de 13 de 
noviembre de 1945, en la que los obispos franceses admitirán el principio de una juste laïcité, que 
no puede ser confundida con una laicidad de persecución —mediante la cual el Estado impone 
una concepción materialista y atea de la vida humana— o con una laicidad positivista que implica 
la desvinculación del poder civil de toda moral superior. Nada impide, sin embargo, la aceptación 
de la laïcité como sistema de separación entre confesiones y Estado o incluso como régimen de 
libertad de religión en sociedades pluriconfesionales. La comenta P. PORTIER, “L'Église catholique 
face au modèle français de laïcité”, en Archives de Sciences Sociales des Religions 129 (2005), pp. 
121 ss. Se superaría así la Encíclica Vehemeter Nos, por la que en 1906, el Papa Pío X se opuso a la 
ley de Separación de 1905. Vid. T. PRIETO ÁLVAREZ, Libertad religiosa… cit. nota 72, pp. 43 y 44. 
Hace un recorrido histórico por la relación entre Iglesia Católica y laicidad, A. LATREILLE, “La Iglesia 
Católica y el laicismo”, en La Laicidad, Taurus, Madrid 1963, pp. 35-89. 
87 Vid. N. BAVEREZ, “Le principe…” cit. nota 19, p. 250; y S. FERRARI, “Religioni e spazio pubblico 
in Europa”, en RGDCDEE 34 (2014), p. 4. 
88 “Cuando afirmamos la laicidad, afirmamos simplemente la patria, es decir, por encima de 
nuestras diferencias de opinión, ese lugar común que nos una en una fe compartida.” La cita en M. 
BARBIER, La laïcité cit. nota 6, pp. 60 y 61. 
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La fe religiosa como factor histórico aglutinante, es sustituida en Francia por 
la fe en la patria común,89 de manera que la unidad política recurre al concepto de 
laicidad como elemento de pacificación y de identidad, y lo presenta como el 
resultado de un equilibrio de fuerzas que propone a todos un nuevo arte “de vivir 
juntos”.90 La laicidad de la República se identifica no ya sólo con un principio de 
neutralidad de la gestión estatal, sino que es un “todo a la conciencia y a la 
libertad de los hombres llamados a vivir juntos, a pesar de cuanto los separa, los 
opone o los divide.”91 En Francia, la laicidad es una definición del Estado en sí 
mismo,92 un principio estructurador que se vincula a la propia idea de la unidad 
del territorio galo, una especificidad histórica del ideario republicano francés 
caracterizado por la proclamación universalista de los derechos, por el 
centralismo y por la unificación institucional de tipo lingüístico,93 educativo y 
administrativo.94 
Esta vocación de unidad de la nación francesa, reconciliada alrededor del 
concepto de laicidad, es la que una notable parte de la sociedad gala percibe como 
amenazada en la actualidad.95 No resulta aventurado afirmar que la separación 
entre Estado francés y confesiones religiosas, gestada en la Revolución y 
establecida en 1905, es hoy un realidad reconocida y escasamente problemática. 
El problema actual en torno a los conceptos de laicidad y de neutralidad, surge en 
                                                 
89 Cfr. P. CABANEL, “Le modèle laïque français est-il exportable?”, en Laïcité et sécularisation… 
cit. nota 18, pp. 53 y 54 ; y F. MESSNER, “Les rappports entre les églises et les états en Europe: la 
laïcité comme modèle?”, en Laïcité, liberté de religion et Convention européenne des droits de 
l’homme. Actes du colloque organisé le 18 de novembre 2005 par l’Institut de Droit Européen des 
Droits de L'Homme (G. Gonzalez dir), Bruylant-Nemesis, Bruselas 2005, pp. 51 ss. 
90 Cfr. E. POULAT, Nuestra laicidad… cit. nota 3, pp. 25, 26 y 132; y C. KINTZLER, “Laïcité et 
philosophie”, en La laïcité cit. nota 19, pp. 53 y 54. 
91 Vid. E. POULAT, Nuestra laicidad… cit. nota 3, p. 29. 
92 Assamblée nationale, Rapport nº 1275 sur la question du port des signes religieux a l'école, de 
4 de diciembre de 2003, Tomo 1 – 1ª parte, p. 12.  
93 Vid. J. Mª MARTÍ SÁNCHEZ, “El lugar…” cit. nota 84, p. 6. Estudia la relación entre laicidad y 
lenguas, I. URRUTIA LIBARONA, “Laicidad y lenguas: La paradoja del informe Stasi”, en 
Multiculturalidad… cit. nota 20, pp. 151 ss.  
94 Vid. B. CHÉLINI-PONT y J. T. GUNN, Dieu en France… cit. nota 77, pp. 13-16; M. SALGUERO, “El 
laicismo…”; e I. LASAGABASTER HERRARTE, “Jurisprudencia europea sobre la prohibición de llevar el 
velo isl|mico”, ambos en Multiculturalidad… cit. nota 20, pp. 40-41 y 92-93 respectivamente. 
95 La laicidad ha sido descrita como el espejo de la angustia con la que los franceses asisten a la 
disolución de la identidad de una nación cuyo modelo republicano está en crisis, y que ve declinar 
su prestigio internacional. Vid. N. BAVEREZ, “Le principe…” cit. nota 19, p. 253. 
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un contexto nacional en el que, a la vez que se pretende avanzar hacia una 
apertura al pluralismo moral existente en la sociedad, hacia el reconocimiento de 
la riqueza que supone la diversidad cultural y religiosa, se teme la implosión —se 
habla incluso de balcanización identitaria— de la patria común y la dilución de 
sus valores.96 
La laïcité ouverte et souple, favorable a la apertura hacia el enriquecimiento 
propiciado por la diversidad cultural y religiosa de una Francia crecientemente 
plural,97 chocará a partir de finales del siglo XX con una renovada concepción 
política de la laicidad, que pone cada vez más el acento en su condición de 
principio vertebrador de la unidad de la República.98 El debate acerca de la laïcité 
abandonará sus habituales feudos para trasladarse forma preferente a los retos 
que plantea la gestión de una sociedad pluricultural y plurirreligiosa, que no 
olvida sin embargo su histórica vocación integradora y asimiladora de la 
diversidad.99 Es más, la realidad social y legislativa de los últimos quince años 
demuestra cómo, cuestionando incluso el principio de separación, el Estado 
francés se implica profundamente en cuestiones religiosas, sobre todo cuando 
estas plantean dudas acerca de la identidad francesa.100 Hoy, esa desconfianza 
inicial hacia el católico que, si era fiel a Roma, no podía ser igualmente fiel a la 
Revolución, se ha desplazado mayoritariamente hacia los musulmanes, en 
particular las musulmanas. Parece existir el temor de que las mujeres que visten 
prendas de significación religiosa no sean realmente francesas, sino que sean, y 
prefieran ser, ante todo, musulmanas.101 
                                                 
96 Vid. C. DURAND-PRINBORGNE, La laïcité cit. nota 4, p. 3. En relación con la balcanización 
identitaria, O. ABEL, “Tolérance et laïcité”, en La laïcité cit. nota 19, pp. 19-26. 
97 Cfr. I. BRIONES MARTÍNEZ, “La laicidad en la jurisprudencia francesa”, en Ius Canonicum 71 
(1996), pp. 260 y 261. 
98 Cfr. J. BAUBÉROT, La laïcité falsifiée cit. nota 6, pp. 46 ss.; y T. PRIETO ÁLVAREZ, Libertad 
religiosa… cit. nota 72, p. 62. 
99 Vid. C. DURAND-PRINBORGNE, La laïcité cit. nota 4, p. 16. 
100 T. J. GUNN. “Mitos fundacionales…” cit. nota 77, p. 11. Acerca de la identidad francesa y su 
relación con la laicidad, es paradigmático el discurso del entonces Presidente de la República, 
Nicholas Sarkozy, en la basílica de San Juan de Letrán de Roma en 2007. Texto disponible en Le 
Monde http://www.lemonde.fr/politique/article/2007/12/21/discours-du-president-de-la-
republique-dans-la-salle-de-la-signature-du-palais-du-latran_992170_823448.html#. 
101 Cfr. T. J. GUNN, “Religious Freedom…” cit. nota 77, p. 456. En este sentido, vid. R. A. KAHN, “Are 
Muslims the New Catholics? Europe’s Headscarf Laws in Comparative Historical Perspective”, en 
Duke Journal of Comparative and International law 21(2010-2011), pp. 567 ss. 
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La laicidad entendida como un sustrato básico de la vida en común dentro 
de la República, comenzará a experimentar sus primeras tensiones a partir de la 
década de los 1960, con la llegada al Hexágono de comunidades de inmigrantes 
que pretendían incorporarse a la sociedad francesa sin renunciar por ello a su 
propia identidad cultural y religiosa.102 Con ocasión de la conmemoración de las 
Leyes Ferry, a principios de los años 1980, se abriría en Francia una reflexión 
acerca del significado y alcance del principio de laicidad en un nuevo marco social 
caracterizado por la diversidad. Dos eran las posturas que polarizaron el debate a 
partir de este momento. Una primera que, apoyada en la tradición jurídica 
francesa y en el Derecho vigente, se resistía a abandonar el modelo liberal de 
laicidad pluralista orientada a la protección del derecho de libertad religiosa. Y 
una segunda que, promovida principalmente desde círculos políticos, subvertía 
los principios de la Ley de Separación de 1905 y se mostraba partidaria de 
recuperar una laicidad militante y combativa que —bajo el engañoso calificativo 
de nouvelle— pretendía generalizar a la obligación de estricta neutralidad 
tradicionalmente reservada al ejercicio del poder público, al conjunto de la 
sociedad.103 
Consecuencia de esta reflexión iniciada a finales del siglo XX, en las últimas 
décadas se ha venido gestando en Francia una nueva laicidad, una nouvelle laïcité, 
que habría logrado su primer reconocimiento en la Ley de 2004 que reguló la 
presencia de símbolos de adhesión religiosa en los centros educativos públicos, y 
que, a juicio de ciertos autores poco tiene realmente de novedosa.104 Apelando a 
                                                 
102 Vid. H. VAN OOIJEN, Religious symbols… cit. nota 11, pp. 168 y 169. En cuanto al origen del 
Islam en Francia, vid. J. A. SELBY, “France”, en The Oxford Handbook of European Islam (J. Cesari 
ed.), Oxford University Press, Oxford 2015, pp. 23-50. Para una perspectiva más internacional, vid. 
P. BEYER, “Religious Pluralism as a Self-Evident Problem in the Context of Globalization”, en 
Secular States and Religious Diversity (B. J. Berman, R. Bhargava y A. Laliberté eds.), UCV Press, 
Vancouver 2013, pp. 37-42. 
103 Vid. S. HENNETTE-VAUCHEZ y V. VALENTIN, L’affaire… cit. nota 5, p. 18. También J. BAUBEROT en 
el editorial “De 1905 { l’après Charlie, la laïcité dans tous ses états”, publicado tras el atentado 
contra Charlie Hebdo y disponible en http://www.telerama.fr/idees/de-1905-a-l-apres-charlie-la-
laicite-dans-tous-ses-etats,122532.php. Sorprendentemente, el concepto nouvelle laïcité nació 
como sinónimo de laicidad abierta (vid. A. T. KURU, Secularism… cit. nota 7, p. 113). En relación a la 
tendencia a “adjetivar” la laicidad, cfr. K. KINTZLER, Penser la laïcité, Minerve, París 2014, pp. 109 y 
110; y J. MACLURE y C. TAYLOR, Laïcité et liberté de conscience, La Découverte, París 2011, pp. 39 y 
40.  
104 Baubérot llega a calificarla de “laicidad falsificada” a lo largo de su monografía La laïcité 
falsifiée cit. nota 6. Vid. también S. HENNETTE-VAUCHEZ y V. VALENTIN, L’affaire… cit. nota 5, p. 57.  
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un discurso propio de épocas pretéritas de laicidad jacobina y “de combate”, la 
nueva laicidad parece haber recuperado en el actual lenguaje político su 
condición de concepto aglutinador que pone de acuerdo a corrientes políticas de 
derecha y de izquierda,105 que coinciden en ver en ella una herramienta de 
neutralización de la sociedad francesa dirigida principalmente a eliminar la 
visibilidad del Islam.106  
Nueva época y, sin embargo, mismo escenario. Si la laïcité histórica maduró 
y cristalizó al abrigo de la escuela pública, será también en ésta donde, en el 
marco del affaire du foulard islamique, comenzará a fraguarse una concepción 
renovada del contenido y alcance jurídico del principio constitucional de laïcité, 
que continúa afianzándose en el presente. Esta evolución de una laicidad nacida 
en la lucha por la emancipación de la conciencia del individuo y concebida como 
garantía de la libertad religiosa, a una laicidad entendida como principio de 
convivencia que puede llegar a exigir del ciudadano una renuncia a manifestar 
sus creencias en un cada vez mayor número de situaciones, tendrá precisamente 
como catalizador y como instrumento una interpretación expansiva del principio 
de neutralidad. De forma creciente, la laicidad política ha ido suplantando el 
principio jurídico de neutralidad, convirtiendo ambos términos en conceptos cada 
vez más intercambiables. Es esta nueva interpretación del principio de laicidad la 
que busca en la actualidad afirmarse en textos de derecho positivo.107 
La verdadera revolución está por tanto en el profundo cambio que se ha 
producido en el principio de neutralidad. Más que de una nouvelle laïcité, 
entiendo que debe hoy hablarse de la irrupción en Francia de una nouvelle 
neutralité, de una nueva neutralidad que ha sido el vehículo que la noción política 
de laicidad ha encontrado para subvertir el régimen jurídico de protección de los 
                                                 
105 Vid. supra nota 85. Cfr. A. T. KURU, Secularism… cit. nota 7, pp. 128 y 134. Vid. también J. 
FORNÉS DE LA ROSA, “La libertad religiosa en Europa”, RGDCDEE 7 (2005), p. 5. 
106 Vid. S. HENNETTE-VAUCHEZ y V. VALENTIN, L’affaire… cit. nota 5, pp. 56 y 57. Algunos autores 
destacan la existencia en Francia de una mayoría partidaria de una laicidad asertiva o de combate, 
frente a una minoría abierta a la laicidad plural. Vid. A. T. KURU, Secularism... cit. nota 7, p. 12. 
107 Cfr. S. HENNETTE-VAUCHEZ y V. VALENTIN, L’affaire… cit. nota 5, p. 26. 
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derechos de libertad religiosa y de conciencia en Francia, y para debilitarlo hasta 
los niveles actuales.108 
A partir del siglo XXI, la neutralidad del Estado como principio de 
funcionamiento de los servicios públicos que garantiza la igualdad y la libertad de 
conciencia de los administrados, irá paulatinamente difuminando sus contornos 
para ser invocada en nuevos contextos como condición necesaria para la 
supervivencia de una laicidad que pierde relevancia como garante de las 
libertades públicas y la gana como elemento de unión y pacificación social. La 
laicidad del sistema educativo republicano se hace depender progresivamente no 
ya sólo de la neutralidad de currículos y profesores,109 sino también de la 
neutralidad del personal escolar no docente,110 de la neutralidad de los 
alumnos,111 de la neutralidad de los padres que acompañan a sus hijos en salidas 
o viajes escolares, y es posible que, en un futuro, se haga también depender de la 
neutralidad de los centros públicos de enseñanza universitaria.112 Igualmente, en 
nombre de la laicidad del Estado la neutralidad sale de los edificios escolares para 
ser requerida a la publicidad que se exhibe en el Metro de París,113 a los usuarios 
de los hospitales públicos,114, a los asistentes a eventos deportivos,115 a los 
ciudadanos que concurren a las calles y plazas de la República —o a sus playas—
116 y, finalmente, incluso a los trabajadores de empresas privadas.117 
                                                 
108 Vid. M. HUNTER-HENIN, “Living Together…” cit. nota 16, p. 95. 
109 Consejo de Estado nº 213303, de 18 de octubre de 2000.  
110 Consejo de Estado nº 217017, de 3 de mayo de 2000, Dlle. Marteaux. 
111 Loi n° 2004-228 encadrant, en application du principe de laïcité, le port de signes ou de tenues 
manifestant une appartenance religieuse dans les écoles, collèges et lycées publics, de 15 de marzo 
de 2004 (vid. supra nota 13).  





115 Proposition de loi n° 155 visant { interdire l’emploi, le port ou la présentation d’objets du 
culte, ou ayant un caractère ostentatoire, ainsi que toute manifestation de prosélytisme religieux lors 
de manifestations sportives, depositada ante la Asamblea Nacional el 12 de septiembre de 2012 
(disponible en http://www.assemblee-nationale.fr/14/propositions/pion0155.asp). 
116 Loi n° 2010-1192 interdisant la dissimulation du visage dans l'espace public, de 11 de octubre 
de 2010. En relación con el affaire del burkini, y la posterior reacción del Consejo de Estado de 26 
de agosto de 2016 (CE Mesure d’interdiction des tenues regardées comme manifestant de manière 
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3.2 El principio del cambio: laicidad, neutralidad y escuela pública en 
el affaire des foulards islamiques 
La invocación política del principio de neutralidad como argumento para la 
limitación del derecho de libertad religiosa y de conciencia, dará en Francia sus 
primeros pasos con ocasión del affaire des foulards islamiques a finales del siglo 
XX. En este affaire, encontramos por un lado la mesurada y matizada posición del 
Consejo de Estado que, desde la reflexión de las consecuencias jurídicas que tiene 
para los alumnos la afirmación de los derechos de libertad religiosa y de 
conciencia por el ordenamiento francés, propondrá un sistema casuístico de 
ponderación de conflictos. Y, en claro contraste, se manifiesta la toma de postura 
de las autoridades educativas, más preocupadas por la promoción del vivre 
ensemble, entendido de una manera concreta y peculiar, y que parte de una 
interpretación extensiva de la exigencia de neutralidad de la escuela pública. Será 
esta segunda concepción la que, tras los informes Debré y Stasi, prevalecerá con 
la aprobación de la Ley de 2004. 
3.2.a) Origen y primera evolución del conflicto 
Los orígenes del affaire des foulards son sobradamente conocidos.118 En 
1989, ante la mediatización de una serie de incidentes relacionados con el uso por 
                                                                                                                                             
ostensible une appartenance religieuse lors de la baignade et sur les plages, de 26 de agosto de 
2016) cfr. V. CAMARERO SUÁREZ, “Decisión del Consejo de Estado francés de 26 de agosto de 2016 
sobre el affaire del burkini: una solución acertada, que no agota el problema”, en RGDCDEE 42 
(2016), pp. 1-22. 
117 Vid. infra en este mismo Capítulo 1 apartado 3.4. Cfr. M. HUNTER-HENIN, “Living Together…” 
cit. nota 16, p. 95. 
118 Para una detallada síntesis de la principal bibliografía en esta cuestión, Vid. R. NAVARRO-
VALLS y J. MARTÍNEZ-TORRÓN, Conflictos entre conciencia y ley. Las objeciones de conciencia (2ª ed.), 
Iustel, Madrid 2012, pp. 335 ss. En particular, D. LE TOURNEAU, “La laïcité { l’épreuve de l’Islam : le 
cas du port du « foulard islamique » dans l’école publique en France”, en Revue Générale de Droit 
28 (1997), pp. 275-306; A. GARAY, “Laïcité, école et appartenance religieuse : pour un bilan 
exigeante de la loi nº 2004-228 du 15 mars 2004”, en Cahiers de la Recherche sur les Droits 
Fondamentaux 4 (2005): « Quel avenir pour la laïcité cent ans après la loi de 1905 ? », pp. 33-48; J. 
CAMARASA CARRILLO, “Separatismo y cooperación. La experiencia francesa”, en Acuerdos del Estado 
español con confesiones religiosas minoritarias: actas del VII Congreso Internacional de Derecho 
Eclesiástico del Estado, Barcelona 1994 (V. Reyna y M. A. Félix coords.), Marcial Pons, Madrid 1996, 
pp. 85 ss.; I. Mª BRIONES, “El uso del velo isl|mico en Europa. Un conflicto de libertad religiosa y de 
conciencia. Especial referencia a Francia, Alemania, Reino Unido, España e Italia”, en Anuario de 
Derechos Humanos 10 (2009), pp. 21-34. De la misma autora, “La laicidad…” cit. nota 97, pp. 259 
ss.; Mª T. ARECES PIÑOL, “Límites a la expresión individual de la libertad religiosa: el «burka», 
incompatible con la igualdad de sexos”, en RGDCDEE 18 (2008), pp. 1-31; y M. ALENDA SALINAS, “La 
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parte de algunas alumnas menores de edad del velo islámico en instituciones 
educativas públicas, el Consejo de Estado fue interrogado acerca de la 
compatibilidad jurídica entre la laicidad de la escuela pública y el uso por 
discentes de símbolos o prendas de significación religiosa.119 En su Avis de 27 de 
noviembre del mismo año, el Conseil d’État se pronunció a favor de dicha 
compatibilidad a partir de una doble reflexión: en primer lugar, el principio de 
laicidad de la escuela pública impone el respeto a la libertad de conciencia de los 
alumnos; y en segundo lugar, la neutralidad del Estado y del conjunto de los 
servicios públicos se concreta en la escuela pública únicamente en la exigencia de 
que tanto los programas como el personal sean neutrales.120 En consecuencia, el 
Consejo de Estado reconoció el derecho de los alumnos a expresar sus creencias 
religiosas en el interior de los establecimientos escolares, también a través de su 
indumentaria, siempre y cuando no se viesen afectados ni el orden ni el buen 
funcionamiento del centro.121 
Inmediatamente después del Avis, el Ministerio de Educación publicaba una 
circular dirigida a los colegios con recomendaciones sobre esta cuestión. En ella, 
invocando una neutralidad escolar de mayor alcance que la contemplada por el 
Conseil d’État, sutilmente invertiría la lógica de la Alta corte administrativa, para 
justificar que se pueda llegar a exigir a los alumnos renunciar a ciertas formas de 
expresión de sus creencias religiosas en aras del respeto a la libertad de 
conciencia de terceros. La circular tomará como punto de partida, al igual que el 
Consejo de Estado, la libertad de conciencia de los alumnos, pero a diferencia de 
                                                                                                                                             
presencia de símbolos religiosos en las aulas públicas, con especial referencia a la cuestión del 
velo isl|mico”, en RGDCDEE 9 (2005), pp. 11-22. 
119 Explica los hechos que desencadenaron el affaire T. J. GUNN, “Religious Freedom…” cit. nota 
77, pp. 454 ss. En relación a la intervención del Consejo de Estado, vid. V. REINA, “Laicidad y 
escuela pública en Francia”, en Estudios jurídicos en homenaje al profesor Vidal Guitarte vol. 2, 
Diputación de Castellón, Valencia 1999, pp. 794 y 795.  
120 Consejo de Estado nº 346893, de 27 de noviembre de 1989, Port du foulard islamique, en 
respuesta a la solicitud formulada por el Ministro de Educación Lionel Jospin. Lo analiza S. 
CAÑAMARES ARRIBAS, Libertad religiosa… cit. nota 60, pp. 72-74. 
121 En su posterior jurisprudencia en relación con el velo islámico en las escuelas, el Consejo de 
Estado optará por un análisis casuístico atento a la protección de la libertad de conciencia de las 
alumnas que no impedirá, sin embargo, la justificación de ciertas restricciones relacionadas con su 
uso cuando este afecte al orden público escolar. Analiza esta jurisprudencia A. LE GOFF, “Le port du 
voile islamique dans le domaine scolaire en France et Allemagne”, en Revue Internationale de Droit 
Comparé 2 (2005), pp. 401-405. 
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éste no lo hará desde su vertiente positiva —el derecho a expresar creencias 
religiosas también a través de cierta indumentaria— sino desde su dimensión 
negativa —el derecho de los discentes a no ser expuestos a presiones religiosas e 
ideológicas—.122 A través de esta circular, el Ministerio extendía la neutralidad 
escolar más allá de los docentes y los programas educativos, y la ampliaba “al 
conjunto de una comunidad educativa” que debe vivir “al abrigo de toda presión 
ideológica o religiosa”, por lo que los alumnos deben “aprender y comprender que 
el respeto de la libertad de conciencia de los demás exige de su parte una reserva 
personal”.123  
Un paso más dará la posterior y polémica circular Bayrou (Circular Bayrou), 
la cual, bajo el título específico de Neutralité de l’enseignement public: port des 
signes ostentatoires dans les établissements scolaires,124 desterraría de su texto 
cualquier referencia a la libertad de conciencia de los alumnos, poniendo el 
acento en el papel de la escuela como lugar de aprendizaje del vivre ensemble que 
exige un proyecto nacional y republicano construido “en torno a una cierta noción 
de la ciudadanía” que excluye el comunitarismo. En la letra y el espíritu de esta 
Circular, se impone la concepción de que en Francia, como consecuencia de su 
vocación integradora y asimiladora, debe prevalecer un modelo de escuela 
pública igualitaria y neutral, abierta a todos los ciudadanos, que deje sin embargo 
fuera de ella todo cuanto pueda constituir un foco de división, aun a costa de 
sacrificar parcelas de la libertad de conciencia.125 
                                                 
122 En relación con las circulares ministeriales, se ha señalado con acierto que pese a que no 
pueden crear o extinguir derechos, a través de ellas se expresa una ideología que en ciertos casos 
puede llevar a la distorsión paulatina de principios constitucionales. Vid. I. BRIONES, “La laicidad…” 
cit. nota 97, p. 269. 
123 Circular del Ministerio de Educación Nacional, Juventud y Deportes, de 12 de diciembre de 
1989, Laïcité, port de signes religieux par les élèves et caractère obligatoire des enseignements.  
124 Circular del Ministerio de Educación Nacional, de 20 de diciembre de 1994, Neutralité de 
l’enseignement public: port des signes ostentatoires dans les établissements scolaires. Por medio de 
esta circular, se solicita a los establecimientos educativos públicos que introduzcan en sus 
reglamentos internos prohibiciones al uso por los alumnos de signos ostentosos de adhesión 
personal a convicciones, en particular, a convicciones religiosas, por entenderse que estos signos 
son en sí mismos elementos de proselitismo y de discriminación. Vid. S. CAÑAMARES ARRIBAS, 
Libertad religiosa… cit. nota 60, p. 75; y V. CAMARERO SUÁREZ, El velo… cit. nota 27, pp. 27 y 28.  
125 Cfr. C. DURAND-PRINBORGNE, La laïcité cit. nota 4, p. 2. También, V. FAGGIANI, “Laicidad y 
respeto de la identidad cultural en el ámbito educativo. Aspectos jurídicos en relación al uso del 
velo isl|mico en Europa”, en RGDCDEE 33 (2003), p. 5. 
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En 2003, con el conocido como Rapport Debré (Informe o Rapport Debré),126 
la Asamblea Nacional avanzará en una interpretación del principio constitucional 
de laicidad cada vez más alejado de su configuración jurídica original —
instrumento al servicio de la libertad de conciencia de los ciudadanos— y más 
identificado con un proyecto político y social, con un principio de unidad que 
aspira a la integración del individuo en una comunidad nacional indivisible en la 
que el reconocimiento de la diversidad no puede sustituir el vivre ensemble por un 
vivre côte à côte.127  
En una cuando menos sorprendente reinterpretación de la historia, el 
Rapport de la Asamblea expresa su temor a que se produzca una “tercera época” 
de laicidad, en la que la neutralidad del Estado se supedite a la afirmación de un 
pluralismo para el que la prioridad no sea, como antaño, la realización del interés 
común, sino una legitimación excesiva del individualismo y de los derechos 
particulares. Ignorando la concepción tradicional de una neutralidad que sólo se 
exige de los poderes públicos como garantía de pluralidad e igualdad, el Informe 
Debré parece equiparar neutralidad del Estado con neutralización religiosa del 
espacio público y del medio escolar, calificando de ajena a la tradición republicana 
francesa una laicidad en virtud de la cual el individuo pretenda acceder al espacio 
público como representante activo de su identidad propia, y no como ciudadano 
desvestido de toda impronta ideológica,128 algo ciertamente curioso si se piensa 
que la noción de ciudadano es inseparable del ejercicio de las libertades públicas, 
libertad religiosa e ideológica incluida. Al referirse en general al “carácter neutro 
del espacio escolar”,129 sin circunscribirlo al que era hasta entonces considerado 
como su único sujeto —el Estado en la prestación de un servicio público—, el 
Informe abre la puerta a una expansión e imposición de la neutralidad a aquellos 
                                                 
126 Assamblée nationale, Rapport nº 1275 sur la question du port des signes religieux a l'école, de 
4 de diciembre de 2003 (Informe Debré). El informe fue realizado por iniciativa de la Conferencia 
de presidentes de la Asamblea Nacional y se pronunció a favor de una prohibición legal del uso 
por parte de los alumnos de símbolos religiosos en la escuela. Disponible en 
http://www.assemblee-nationale.fr/12/rapports/r1275-t1.asp. 
127 Informe Debré Tomo 1 – 1ª parte, pp. 42 y 44.  
128 Ibid. pp. 44 y 47.  




miembros de la comunidad escolar cuya igualdad y libertad de conciencia se 
pretendía salvaguardar en un primer momento: los discentes.130 
3.2.b) Del Informe Stasi a la Ley de 2004 sobre símbolos religiosos en la 
escuela pública 
Pocos días después del Rapport Debré, se publicaba en Francia el Informe 
Stasi (Informe o Rapport Stasi), que coincidirá con el primero en apoyar una 
intervención legislativa que limitase el uso de vestimenta o simbología religiosa 
por parte de los alumnos en las escuelas públicas.131 Si bien esa recomendación 
de regulación legislativa del uso de símbolos religiosos se apoyó finalmente en un 
argumento de orden público,132 a los efectos de este trabajo merece la pena 
subrayar cómo el Informe introduce el argumento de que la exigencia de 
neutralidad ético-religiosa que pesa sobre el Estado es fuente no sólo de 
garantías, sino también de obligaciones para los ciudadanos. La laicidad, al 
requerir de los poderes públicos un deber de neutralidad que les prohíbe 
privilegiar o promover ninguna opción religiosa o ideológica, se constituye en 
garante de la libertad de conciencia de los individuos.133 Pero la afirmación de 
esta libertad a través de la neutralidad hace necesaria, según el Informe, una 
contrapartida: “el respeto que garantiza el Estado a las diferentes opciones 
espirituales o religiosas, la ausencia de intrusión del poder político, la creación de 
un marco propicio para la libertad de culto, la protección de las religiones no 
mayoritarias permiten exigir un esfuerzo a cambio.”134 Por ello, la laicidad exige 
tanto de comunidades religiosas como de personas individuales una adaptación, 
                                                 
130 Informe Debré Tomo 1 – 1ª parte, pp. 31-33. 
131 Commission de réflexion sur l’application du principe de laïcité dans la République. Rapport au 
Président de la République, de 11 de diciembre de 2003 (Informe Stasi). Lo analizan en detalle H. 
LABAYLE, “El informe Stasi: Origen y contenido”, en Multiculturalidad… cit. nota 20, pp. 17 ss.; y S. 
CAÑAMARES ARRIBAS, “El empleo de simbología religiosa en Francia. Las propuestas de la Comisión 
para la reflexión sobre la aplicación del principio de laicidad”, en Anuario de Derecho Eclesiástico 
del Estado 22 (2006), pp. 249-343. Interesante estudio de la composición de la Commission 
(Comisión Stasi), en la que estaba mayoritariamente representada la laicidad más combativa 
defendida por Regis Debray y Henri Pena-Ruiz, en A. T. KURU, Secularism… cit. nota 7, pp. 130 y 
131. Vid. también L. B. TREMBLAY, “Les signes religieuses { l’école: réflexions sur le rapport Stasi et 
les accommodements raisonnables”, en Archives de Philosophie du Droit 48 (2005), pp. 169-195.  
132 Informe Stasi, p. 58.  
133 Ibid., pp. 13 y 14. 
134 Ibid., p. 15.  
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una acomodación que en el ciudadano se traduce en el respeto del espacio público 
común. La neutralidad del Estado resulta así incompatible con un proselitismo 
agresivo, especialmente en el espacio escolar. Por ello, “aceptar adaptar la 
expresión pública de las propias particularidades confesionales y establecer 
límites a la afirmación de la propia identidad, permiten el encuentro de todos en 
el espacio público.”135 A juicio de la comisión (Comisión Stasi), es precisamente 
desde esta concepción de la neutralidad, unida a un reconocimiento tanto de la 
unidad nacional como de la realidad de la diversidad, como la laicidad puede 
erigirse en principio aglutinante de la sociedad, en creador de “ese conjunto de 
imágenes, de valores, de sueños y de voluntades que fundan la República.” 
“Cuando la laicidad est| en crisis, la sociedad francesa apenas puede ofrecer un 
destino común.”136 
La incontestable grandilocuencia de esta redacción, no puede distraer la 
atención de un hecho jurídicamente relevante: el Informe Stasi realiza aquí una 
auténtica pirueta argumental. Desde una reelaboración distorsionadora del 
sentido original del principio de neutralidad del Estado, el Rapport identifica la 
laicidad con un criterio político de convivencia social susceptible de limitar, por sí 
mismo, el derecho fundamental de todo ciudadano a manifestar las propias 
creencias religiosas en —nada más y nada menos— el espacio público.137  
La coherencia del ordenamiento jurídico se impondrá finalmente. En 
Derecho francés, el Estado sólo puede limitar el ejercicio de un derecho 
fundamental cuando se vea comprometido el orden público o el ejercicio de 
derechos de terceros.138 A la vista de esta barrera jurídica, el Informe habrá de 
apelar a la interferencia que supone para el orden escolar la coacción a la que se 
ven sometidas ciertas alumnas obligadas a portar el velo islámico, y a las 
dificultades administrativas derivadas de la aplicación de la doctrina ad casum 
defendida en 1989 por el Consejo de Estado, para justificar una intervención 
                                                 
135 Ibid., p. 16. 
136 Ibid., p. 18.  
137 Esta grandilocuencia no es ajena al discurso político francés sobre la laicidad. Así lo señala 
T. J. GUNN, “Religious Freedom…” cit. nota 77, p. 429. 
138 Artículo 10 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano; y artículo 1 de la 
ley de Separación de 1905.  
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legislativa que despoje a los alumnos de sus prendas y símbolos religiosos y 
políticos.139 Aun así, el Rapport no desistirá de su idea original, y afirmará que: 
“no se trata de establecer una prohibición, sino de fijar una regla de vida en 
común,”140 una regla de vida en común a la que implícitamente se atribuye un 
valor jurídico tal que es susceptible de limitar un derecho fundamental como la 
libertad de conciencia. 
Pero ¿es esto posible? ¿Puede una “regla de vida en común” limitar 
válidamente los derechos fundamentales de libertad religiosa y de conciencia? 
¿No son el orden público y los derechos de los demás los únicos límites legales y 
convencionales de tales derechos? La respuesta habrá de ser afirmativa si esa 
norma política de convivencia social logra quedar incorporada, como pretende el 
Informe, al propio concepto de orden público mediante su identificación con el 
principio de laicidad.141 A lo largo de su trabajo, la Comisión Stasi alterará el 
sentido de la laicidad como elemento que define e informa la República, mediante 
la incorporación a su contenido de un principio de neutralidad dotado ahora de 
un nuevo alcance tanto material como subjetivo. No se asimilará ya sólo a la 
autonomía del Estado con relación a iglesias o creencias, ni tampoco se 
identificará exclusivamente con un principio de actuación de los servicios 
públicos que tenga por objeto garantizar la libertad de conciencia e igualdad de 
los administrados. Además, se reclamará la neutralidad de la totalidad del espacio 
público y de unos ciudadanos que se erigen en corresponsables de su preservación, 
aun cuando para ello deban sacrificar parcelas de su derecho de libertad religiosa 
y de conciencia. 
Resultado de los informes anteriores fue la promulgación de la Ley 2004-
228, de 15 de marzo de 2004, que modificaba el Código de Educación añadiendo 
el siguiente inciso: “En las escuelas, colegios y liceos públicos, se prohíbe llevar 
                                                 
139 Muy crítico con el análisis realizado por la Comisión Stasi, T. J. GUNN, “Religious Freedom…” 
cit. nota 77, pp. 466 ss. También en B. CHÉLINI-PONT y J. T. GUNN, Dieu en France… cit. nota 77, pp. 
45-66. 
140 Informe Stasi, p. 59. 
141 La Comisión recuerda que el TEDH protege la laicidad cuando ésta es un valor fundamental 
del Estado, mientras que el juez constitucional francés admite que la necesidad de preservar el 
orden público y de salvaguardar los derechos y principios constitucionales constituye en sí misma 
un objetivo de valor constitucional (Informe Stasi, p. 59). 
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signos o vestimentas mediante los que los alumnos manifiesten ostensiblemente 
su pertenencia religiosa”. Claro veto a las expresiones de religiosidad externa, 
motivado por el interés del legislador de evitar la presencia de hiyabs en los 
colegios públicos, su rigor intentaba ser mitigado con la referencia a que los 
procedimientos disciplinarios por incumplimiento hubiesen de ir precedidos de 
un diálogo con el estudiante en cuestión.142 
La Ley de 2004 ha sido interpretada como el triunfo de la laicidad militante 
frente opciones más abiertas y pluralistas,143 como el éxito de la Francia liberal,144 
como un retroceso en la interpretación favor libertatis mantenida hasta ahora por 
el Consejo de Estado en su jurisprudencia,145 o como una ley de prohibición.146 A 
mi juicio, lo verdaderamente innovador de la norma de 2004 es que juridifica, 
quizás por vez primera, una interpretación del principio de neutralidad que —a 
pesar de solemnes declaraciones en contrario— corta amarras con la laïcité 
liberal de 1905 para entroncarse con la laicidad política y filosófica del vivre 
ensemble, que aplaude al buen ciudadano que renuncia a sus particularidades en 
favor de la paz social de la República y que señala como sospechoso al que 
pretende vivir públicamente según los dictados de su conciencia, una laicidad que 
exige una “domesticación de las particularidades” de los ciudadanos que apuntale 
el proyecto político republicano.147  
                                                 
142 Loi nº 2004-228 du 15 mars 2004 encadrant, en application du principe de laïcité, le port de 
signes ou de tenues manifestant une appartenance religieuse dans les écoles, collèges et lycées 
publics. Artículo 1: “il est inséré, dans le code de l’éducation, après l’article L. 141-5, un article L. 
141-5-1 ainsi rédigé : « Art. L. 141-5-1 Dans les écoles, les collèges et les lycées publics, le port de 
signes ou tenues par lesquels les éleves manifestent ostensiblement une appartenance religieuse 
est interdit. Le règlement intérieur rappelle que la mise en œuvre d’une procédure disciplinaire 
est précédée d’un dialogue avec l’élève. »” Vid. Mª J. CIÁURRIZ, “Laicidad y la ley sobre símbolos 
religiosos en Francia”, en El pañuelo islámico en Europa (A. Motilla coord.), Marcial Pons, Madrid 
2009, pp. 91 ss. Se hace eco de los problemas de su aplicación, C. VIVARELLI, “L’ambivalence des 
pratiques laïques en milieu scolaires : la régulation de l’islam visible”, en Quand le religieux fait 
conflit. Désaccords, négociations ou arrangements (A. S. Lamine dir.), Presses Universitaires de 
Rennes, Rennes 2013, pp. 98 ss. 
143 Vid. M. SALGUERO, “El laicismo…” cit. nota 20, p. 69. 
144 Cfr. P. WEIL, “Why the French…” cit. nota 39, pp. 2705 ss.  
145 Cfr. A. VALERO HEREDIA, Libertad de Conciencia… cit. nota 19, p. 145. 
146 Cfr. S. CAÑAMARES ARRIBAS, Libertad religiosa… cit. nota 60, p. 70. 
147 Vid. S. HENNETTE-VAUCHEZ y V. VALENTIN, L’affaire… cit. nota 5, p. 19. También T. PRIETO 
ÁLVAREZ, Libertad religiosa… cit. nota 72, p. 102.  
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En la pugna entre lo jurídico y lo político, con la promulgación de la Ley de 
2004, el vencedor es claro: se pasa de una laicidad sustentada en un principio de 
neutralidad instrumental para la protección de la libertad de conciencia del 
ciudadano, a una nueva concepción de la misma que implica una obligación de 
neutralidad que exige del alumno del sistema escolar público el sacrificio de su 
derecho a manifestar sus creencias religiosas en favor de un ideario político de 
convivencia.148  
Será precisamente esta noción de laicidad la que, a posteriori, valide el 
Conseil constitutionnel cuando, al analizar la posición del ordenamiento 
constitucional francés respecto del Tratado por el que se establece una 
Constitución para Europa, recuerde que la laicidad francesa “prohíbe a cualquiera 
valerse de sus creencias religiosas para liberarse de las reglas comunes que 
regulan las relaciones entre colectividades públicas y particulares”.149 La laicidad 
deja de garantizar una libertad pública y pasa a garantizar una forma de ser 
nación.150 
3.3 Las leyes de la nouvelle neutralité  
La Ley de 2004 supuso un cambio de paradigma.151 La ampliación del 
alcance y contenido del principio de neutralidad del Estado que tuvo lugar 
durante los años del affaire des foulards, y que tomó forma en el Informe Stasi, ha 
convertido a este en el argumento central de una pluralidad de iniciativas 
políticas y legislativas que, inspiradas en una lucha en contra de la visibilidad del 
Islam, están contribuyendo a limitar de un modo sin precedentes desde 1905 los 
derechos de libertad religiosa y de conciencia de los ciudadanos franceses. Pero 
también la Ley de 2004 mostró el camino a la nouvelle neutralité. En defecto de 
                                                 
148 Así lo expresa la Charte de la laïcité { l’école, publicada por el Ministerio de Educación en 
septiembre de 2013: “4. La laïcité permet l’exercice de la citoyenneté, en conciliant la liberté de 
chacun avec l’égalité et la fraternité de tous dans le souci de l’intérêt général” (en negrita en el 
original). Disponible en 
http://cache.media.education.gouv.fr/file/09_Septembre/64/0/chartelaicite_3_268640.pdf. 
149 Décision n° 2004-505 DC Traité établissant une Constitution pour l’Europe, de 19 de 
noviembre de 2004, considerando 18. 
150 Vid. S. HENNETTE-VAUCHEZ y V. VALENTIN, L’affaire… cit. nota 5, p. 87. 
151 Ibid., p. 19. 
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limitación legal específica, el ordenamiento jurídico galo impide que la laicidad, 
en su sentido jurídico, pueda ser interpretada como limitación de las libertades 
religiosa y de conciencia. Para que la laïcité entendida como principio político de 
vivre ensemble se consolide y genere obligaciones específicas para los ciudadanos, 
es necesaria su incorporación a normas de derecho positivo que sigan el modelo 
de la Ley de 2004. Es por ello por lo que el debate acerca de la laicidad en Francia 
se ha juridificado profundamente en los últimos trece años, tal y como 
demuestran las actuaciones previas a la aprobación en 2010 de la loi sur le voile 
intégrale, así como las más recientes polémicas acerca del uso del velo islámico 
por parte trabajadoras de empresas privadas, de madres de alumnos de colegios 
públicos y de alumnas que acceden al espacio francés de educación universitaria. 
3.3.a) Un intento relativamente fallido: la pretendida neutralidad del 
espacio público y la Loi sur le voile intégrale  
Cuando los ecos del conflicto de los pañuelos islámicos en la escuela apenas 
comenzaban a remitir, se suscitaba en Francia una nueva polémica, esta vez a 
propósito del uso en público por parte de algunas mujeres musulmanas de 
prendas que —como el niqab y el burka— ocultan la práctica totalidad del 
rostro.152 Resulta natural plantearse la pregunta de qué fue lo que motivó este 
                                                 
152 La denominación genérica de velo integral incluye una pluralidad de prendas como el burka 
y el niqab. Vid. V. CAMARERO SUÁREZ, El velo… cit. nota 27, p. 16; y J. A. SELBY, “Hijab”, en The Oxford 
Handbook… cit. nota 102, pp. 702-705. Para un estudio del velo integral en el Islam, R. A. BECK-
PECCOZ, “Burqa and Islam”, en The Burqa Affair Across Europe. Between Public and Private Space (A. 
Ferrari y S. Pastorelli eds.), Ashgate, Surrey 2013, pp. 15-24. La cuestión del velo integral 
femenino comienza a hacerse presente en la opinión pública francesa a mediados de la primera 
década del siglo XXI. El Consejo de Estado se pronunció en 2006 en relación con la obligación de 
presentar fotografías de identidad con la cabeza descubierta (Consejo de Estado nº 289946, de 15 
de diciembre de 2006, Association United Sikhs et Mann Singh). En este caso, la Corte 
administrativa confirmó la proporcionalidad de la exigencia prevista en una circular ministerial 
de 2005, de que las fotografías de identidad necesarias para la obtención del permiso de conducir 
se realizasen con la cabeza descubierta para evitar supuestos de fraude o falsificación, teniendo en 
cuenta alcance que tendría en los ritos religiosos de los sij el carácter puntual de esta obligación 
de retirarse el turbante preceptivo.  
En el año 2008, una ciudadana marroquí residente en Francia y casada con un ciudadano 
francés, vio rechazada su petición de nacionalización como consecuencia de portar el burka. A 
juicio del Consejo de Estado, pese a que la demandante poseía un dominio adecuado de la lengua 
francesa, no cumplía sin embargo los requisitos de asimilación necesarios para obtener la 
nacionalidad previstos por la ley, al haber adoptado “una pr|ctica radical de su religión, 
incompatible con los valores esenciales de la comunidad francesa, en especial con el principio de 
igualdad entre los sexos (Consejo de Estado nº 286798, de 27 de junio de 2008, Faiza Simil). Vid. 
M. MELÉNDEZ-VALDÉS NAVAS, “Reflexiones jurídicas entorno a los símbolos religiosos”, en RGDCDEE 
24 (2010), pp. 24 y 25.  
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rechazo a la visibilidad pública de ciertas prendas vinculadas con una concreta 
religión, cuando la tradición jurídica francesa había sido hasta ahora partidaria —
como hemos visto— de concebir las calles de la República como el lugar en el que 
los ciudadanos concurren para expresar sus creencias, sin más límites que el 
orden público.153 En opinión de Chelini-Pont y Ferchiche, la respuesta, hay que 
buscarla en el vivre ensemble, en ese imaginario republicano antes mencionado, 
que se traduce en el sentimiento de la población gala de pertenecer a una 
comunidad de destino, en ese ideal de convivencia heredado como Leitmotiv del 
contrato social roussoniano que podría verse cuestionado por el velo integral.154  
Esta nueva controversia confrontará por lo tanto, de nuevo, la laicidad 
política que defiende la incompatibilidad con los valores franceses de la presencia 
en el espacio público compartido por los ciudadanos de prendas como el burka y 
el niqab, y la laicidad jurídica que —desde el derecho vigente y las normas 
convencionales europeas en materia de derechos fundamentales— hace valer su 
papel de garante de los derechos de libertad de conciencia y religión.155 
                                                                                                                                             
El 23 de septiembre de 2008, el diputado del UPM Jaques Myard, presentó una primera 
proposición de ley relativa a la limitación del uso de prendas que ocultasen el rostro en el espacio 
público (disponible en http://www.assemblee-nationale.fr/13/propositions/pion1121.asp).  
A petición de la Agence nationale de l’accueil et des migrations, la todavía activa Haute autorité 
de lutte contre les discriminations el pour l’égalité (HALDE), emitió el 15 de septiembre de 2008 
una opinión en la que se manifestó a favor de la compatibilidad entre la prohibición del uso del 
burka y el principio de no discriminación, invocando para ello tanto el CEDH como la 
jurisprudencia del TEDH (Délibération nº 2008-193, relative á une demande de consultation de 
l’Anaem sur la compatibilité d’interdiction du port de la burqa dans le cadre d’une formation 
linguistique obligatoire en vertu d’un contrat d’accueil et d’intégration). Para una cronología 
exahustiva, vid. S. NANWANI, “The Burqa Ban: An Unreasonable Limitation on Religions Freedom or 
a Justifiable Restriction”, en Emory International Law Review 25 (2011), pp. 1440-1442. 
153 Consejo de Estado nº 27355, de 19 de febrero de 1909; y Consejo de Estado nº 36765, de 8 
de julio de 1910. En comparación con España, vid. Mª J. FARIÑAS DULCE, “Laicismo y libertades 
públicas: Hijab (pañuelo islámico), niqab (velo completo) y Burka en los espacios públicos”, en La 
laicidad (A. Pele, O. Celador Angón y H. Garrido Suárez eds.), Dykinson, Madrid 2014, pp. 321-329. 
154 Vid. B. CHELINI-PONT y N. FERCHICHE, “L’interdiction du voile intégral en France, enjeux 
sociaux et constitutionnels”, en RGDCDEE 24 (2010), pp. 3-7. También A. FORNEROD, “The Burqa 
Affair in France”, en The Burqa… cit. nota 152, pp. 59-76. 
155 Resulta muy reveladora la afirmación que hará el Haut Conseil { l’intégration en sus 
recomendaciones al Primer ministro relativas a la expresión religiosa en el espacio público, de que 
el debate en esta cuestión se plantea entre dos extremos: de un lado, los valores democráticos 
promovidos por la ley y por el vivre ensemble republicano; de otro, ciertos valores religiosos que 
buscan imponerse promovidos desde posiciones “casi sectarias” (Recommandations du Haut 
Conseil { l’intégration au Premier ministre relatives { l’expression religieuse dans les espaces publics 




Paradigmático de la primera posición, el Informe presentado en 2010 por la 
Asamblea Nacional (Informe o Rapport Gérin), sostendrá que en la cuestión del 
velo integral no se ve afectado el principio de laicidad en su sentido jurídico, sino 
en su proyección política y filosófica, en el vivre ensemble.156 El Rapport 
identificará un nuevo escenario, distinto de la escuela o de los servicios prestados 
por el Estado y sus agentes, cuya neutralidad es preciso salvaguardar: la esfera 
pública, el espacio común que es lugar de encuentro e intercambio de los 
ciudadanos.157  
Desaparecida la barrera geográfica que confinaba la neutralidad jurídica al 
espacio institucional, ésta alcanza la vía pública desde el contenido filosófico de la 
laicidad.158 Vestimentas como el burka o el niqab, invaden de forma violenta un 
espacio al que concurren todos los ciudadanos, atentando así contra el proyecto 
común republicano. La Asamblea Nacional, haciendo suya la interpretación de la 
Comisión Stasi de un principio de neutralidad que exige a los ciudadanos ciertas 
obligaciones, entre las que se incluye la discreción en la exteriorización de sus 
convicciones religiosas,159 aconsejar| “hallar un equilibrio entre, de una parte la 
libertad de conciencia y de expresión de las convicciones religiosas y la libertad 
de terceros y el respeto a la neutralidad en la esfera pública.”160 Lo que parece no 
                                                                                                                                             
El Haut Conseil à l’intégration fue un órgano consultivo del Primer ministro creado en 1989 con 
el encargo de reflexionar y realizar propuestas en materia de integración de extranjeros. Tras 
varias polémicas, el 24 de diciembre de 2012 el Alto Consejo para la integración cesaría en sus 
funciones. 
156 Assemblée nationale, Rapport nº 2262, sur la pratique du port du voile intégral sur le 
territoire national, de 26 de enero de 2010 (Informe Gérin), pp. 93-95. Lo analiza detenidamente, 
V. CAMARERO SUÁREZ, El velo… cit. nota 27, pp. 32-57. También, HCI 2010, p. 4 (vid. supra nota 155). 
157 Informe Gérin, p. 87. 
158 Ibid., pp. 93-95. Vid. P. WEIL, “Why the French…” cit. nota 39, pp. 2705 y 2714. 
159 Opinión compartida por el entonces presidente de la República Nicolás Sarkozy, en un 
editorial publicado en Le Monde el 9 de diciembre de 2009: “chrétien, juif ou musulman, homme 
de foi, quelle que soit sa foi, croyant, quelle que soit sa croyance, chacun doit savoir se garder de 
toute ostentation et de toute provocation et, conscient de la chance qu'il a de vivre sur une terre 
de liberté, doit pratiquer son culte avec l'humble discrétion qui témoigne non de la tiédeur de ses 
convictions mais du respect fraternel qu'il éprouve vis-à-vis de celui qui ne pense pas comme lui, 
avec lequel il veut vivre.” Disponible en http://www.lemonde.fr/idees/article/2009/12/08/m-
sarkozy-respecter-ceux-qui-arrivent-respecter-ceux-qui-accueillent_1277422_3232.html. Sin 
cursiva en el original. 
160 Informe Gérin, pp. 87-89. Resulta también significativo que, a la hora de analizar la 
implicación del principio de laicidad en la cuestión del velo integral, el informe de la Asamblea 
Nacional no sólo evita cualquier reflexión en profundidad acerca de la libertad de conciencia, sino 
que, además, opta por encabezar los dos epígrafes dedicados a ello con los elocuentes títulos de 1. 
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considerar el Rapport Gérin es que, a partir del momento en que se equipara la 
neutralidad del Estado con la de un espacio público, esfera pública o campo 
público neutro, el efecto que se consigue es el de invertir la esencia misma del 
principio de laicidad. En efecto, si el objeto de la neutralidad es proteger a los 
ciudadanos de cualquier presión o parcialidad estatal en lo religioso, la 
neutralidad que se impone a ese mismo ciudadano desde el Estado logra el efecto 
contrario, al llevar aparejada una lógica de censura y de sumisión que se aleja de 
la finalidad original de la laicidad.161 
El argumento político o filosófico se revelará en última instancia como 
insuficiente. Ante la necesidad de procurar un razonamiento legal que dé 
cobertura a la limitación de derechos y libertades individuales implícita en una 
prohibición general y absoluta de ocultar el rostro en el espacio público, el 
Informe Gérin habrá de optar finalmente por desvincular la cuestión del velo 
integral del principio de laicidad, y acudirá una vez más a la seguridad jurídica 
que proporciona el recurso a la categoría de orden público. Como novedad, el 
Rapport acuñará una acepción de orden público inmaterial en la podría intuirse 
un eco de la vocación del Informe Stasi de integrar en él un principio de vivre 
ensemble, y que lo aproximaría a las nociones de buenas costumbres o de código 
social.162 La ventaja de esta elección es doble: el recurso a una noción ampliada de 
orden público satisfacería de un lado los requisitos legales exigidos tanto por el 
Derecho interno francés, como por el Convenio Europeo de Derechos Humanos, 
para restringir el derecho de libertad religiosa, a la vez que permitiría introducir 
un cierto elemento político de pertenencia a una sociedad nacional en el que 
constituye el principal límite de los derechos fundamentales.163 
                                                                                                                                             
[Laïcité] Un principe moteur dans la construction de notre vivre-ensemble; y 2. Un principe qui oblige 
l’État mais aussi les citoyens. Cfr. Mª T. ARECES PIÑOL, “¿El velo integral, burka y niqab, queda 
amparado por el legítimo ejercicio de la libertad religiosa?”, en RGDCDEE 26 (2011), p. 36. 
161 Vid. M. JACQUEMAIN y G. BRAUSCH, “Neutralité: de quoi, pour qui, comment?”, en La Revue 
Nouvelle 9 (2010), p. 3. 
162 Informe Gérin, pp. 88, 89, 173 ss., 187 y 188. Vid. Mª T. ARECES PIÑOL, “¿El velo…” cit. nota 
160, p. 42; y A. LÓPEZ-SIDRO, “Restricciones al velo integral en Europa y en España: la pugna 
legislativa para prohibir un símbolo”, en RGDCDEE 32 (2013), p. 2. 
163 Vid. S. HENNETTE-VAUCHEZ y V. VALENTIN, L’affaire… cit. nota 5, pp. 58-61. 
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El Consejo de Estado, que tendría ocasión de intervenir en la cuestión en 
marzo de 2010 a petición del Primer ministro, rechazó desde una reflexión 
estrictamente jurídica los dos planteamientos desarrollados por la Asamblea 
Nacional.164 En primer lugar, evitaba escrupulosamente cualquier mención o 
referencia a una pretendida neutralidad de la esfera pública, e insistía en que, en 
su dimensión jurídica, los principios de laicidad y de neutralidad han de 
imponerse a las instituciones públicas, y no a la sociedad o a los ciudadanos, salvo 
cuando así lo requiera la adecuada prestación de un determinado servicio 
público.165 En segundo lugar, calificaba de frágil y susceptible de censura 
constitucional y convencional una concepción jurídica inédita del orden público 
inmaterial, entendido como un sustrato mínimo de exigencias recíprocas y de 
garantías esenciales de la vida en sociedad.166 Finalmente, el Conseil d’État 
desaconsejaría la opción de prohibir de forma general el velo integral basada 
únicamente en su incompatibilidad con los valores y principios de la República.167 
Pese a la opinión de la Alta corte administrativa francesa, el 11 de octubre 
de 2010 se promulgó en Francia la Ley 2010-1192 que prohíbe la ocultación del 
rostro en el espacio público.168 De acuerdo con lo dispuesto en su artículo 1 
“nadie puede llevar, en el espacio público, una prenda destinada a disimular el 
rostro”, precisando la norma que por espacio público han de entenderse “las vías 
públicas así como los lugares abiertos al público o afectados a un servicio 
                                                 
164 Conseil d’État, Étude relative aux possibilités juridiques d’interdiction du port du voile 
intégral, de 25 de marzo de 2010 (CE Estudio 2010). Lo analizan B. ALÁEZ CORRAL, “Democracia 
constitucional y prohibición del velo isl|mico en los espacios públicos”, en Democracia 
constitucional y prohibición del velo islámico en los espacios públicos (B. Aláez Corral y J. J. Ruiz 
Ruiz), Fundación Coloquio Jurídico Europeo, Madrid 2014, pp. 49-52; V. CAMARERO SUÁREZ, El velo… 
cit. nota 27, pp. 59 ss.; y Mª T. ARECES PIÑOL, “La prohibición del velo integral, burka y niqab: el caso 
francés a propósito del informe del Consejo de Estado”, en RGDCDEE 24 (2010), pp. 5 ss. 
165 CE Estudio 2010 cit. nota 164, pp. 9 y 18. 
166 Ibid., pp. 26-29. 
167 Cfr. Mª T. ARECES PIÑOL, “El Tribunal Europeo de Derechos Humanos valida la ley francesa 
que prohíbe el burka en los espacios públicos”, en RGDCDEE 37 (2015), pp. 12-14. 
168 Loi nº 2010-1192 du 11 octobre 2010 interdisant la dissimulation du visage dans l’espace 
public. La norma fue sometida a dictámen previo del Consejo Constitucional, el cual avaló su 
constitucionalidad en su Décision n° 2010-613 DC, Loi interdisant la dissimulation du visage dans 
l'espace public, de 7 de octubre de 2010. 
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público.”169 Como subrayan Navarro-Valls y Martínez-Torrón, la Ley optó por 
ignorar la advertencia del informe del Consejo de Estado de que “una prohibición 
absoluta del burka o niqab sería poco justificable jurídicamente, y generaría 
importantes dudas respecto a su compatibilidad con ciertos derechos 
fundamentales, aunque sí sería sostenible exigir que se lleve el rostro descubierto 
en ciertos lugares públicos cuando la naturaleza o circunstancias del lugar así lo 
aconsejen”.170 Por el contrario,171 la Ley de 2010 sí seguirá la vía apuntada por el 
Conseil d’État de acudir al concepto de orden público, en su dimensión de 
seguridad pública, para justificar las prohibiciones que contiene.172  
En la posterior validación constitucional de la norma, el Conseil 
constitutionnel evitaría cuidadosamente hacer ninguna mención al principio de 
laicidad o a la neutralidad del espacio público no institucional.173  
El triunfo de la nouvelle neutralité será en este caso sólo parcial. Apartada 
del lenguaje jurídico y del texto legal, la expresión “neutralidad del espacio 
público” sí logrará no obstante ser aceptada en el lenguaje político, periodístico y 
coloquial, de modo que son muchos los franceses que están hoy erróneamente 
convencidos de que la neutralidad se aplica a todos los ciudadanos y al conjunto 
de la sociedad cuando concurren al espacio común.174 
Aunque su estudio pormenorizado excede el ámbito y propósito de este 
trabajo, no quisiera concluir este epígrafe dedicado a la Ley de 2010, sin hacer 
una breve mención a la reciente sentencia de Gran Sala del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos en el caso S.A.S c. Francia, del año 2014.175  
                                                 
169 Ley 2010-1992. Artículo 2: “Pour l’application de l’article 1er, l’espace public est constitué 
des voies publiques ainsi que des lieux ouverts au public ou affectés { un service public.”  
170 Cfr. R. NAVARRO-VALLS y J. MARTÍNEZ-TORRÓN, Conflictos… cit. nota 118, p. 380. Vid. CE Estudio 
2010, p. 8. 
171 Cfr. V. CAMARERO SUÁREZ, El velo… cit. nota 27, pp. 70 y 73. 
172 Vid. Mª J. GUTIÉRREZ DEL MORAL, “A propósito del velo isl|mico: ¿es posible una solución 
intercultural?”, en RGDCDEE 24 (2010), pp. 3 ss. 
173 Vid. supra nota 168. 
174 CESE 2013 cit. nota 66, p. 11. 
175 Vid. supra nota 14. 
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Algunas páginas atrás, al reflexionar acerca de la modificación conceptual 
que el Informe Stasi introdujo en las nociones de laicidad y de neutralidad, me 
preguntaba si era posible que una “regla de vida en común”, pudiese llegar a 
justificar una limitación de los derechos fundamentales de libertad religiosa y de 
conciencia. La respuesta, después de la sentencia del caso S.A.S de la Gran Sala de 
Estrasburgo, es que, en Francia, sí.  
El recurso ante el Tribunal Europeo fue interpuesto por una ciudadana 
francesa de origen pakistaní que se declaraba musulmana practicante. La 
recurrente alegaba que en ocasiones vestía voluntariamente, sin ser objeto de 
presión externa alguna, prendas como el burka o el niqab prohibidos por la Ley 
de 2010. Afirmaba vestirlos, tanto en público como en privado, con el fin de 
sentirse en consonancia con su fe, su cultura y sus convicciones personales. La 
actora argumentó ante la Corte de Estrasburgo que la Ley francesa de 2010 
relativa a la prohibición del uso del velo integral en el espacio público, suponía 
una injerencia grave en los derechos garantizados por el artículo 9 del Convenio, 
que no podía ser justificada por su necesidad en una sociedad democrática. La 
norma, afirmaba, le impedía manifestar, vivir y observar sus preceptos religiosos 
fuera del ámbito estrictamente privado.176 Si bien la Gran Sala admitiría que la 
Ley gala suponía una injerencia permanente en el ejercicio de los derechos 
protegidos por el artículo 9 CEDH, justificaría su necesidad y proporcionalidad en 
Francia a partir de una particular opción social de proteger una determinada 
forma de convivencia y de interacción entre los individuos. 
En una decisión muy criticada por Areces Piñol, la sala plenaria de la Corte 
europea rechazó como posible “fin legítimo” de la norma del año 2010, dos de los 
tres argumentos alegados por el gobierno galo: la seguridad pública y el respeto a 
la igualdad de hombres y mujeres.177 Sí admitiría sin embargo el tercero, el vivre 
                                                 
176 S.A.S c. Francia §§ 10-14 y 76. La recurrente alegaba igualmente la vulneración de varios 
preceptos del CEDH. La Corte cincunscribiría su análisis a la pretendida lesión de los artículos 8 y 
9 CEDH, con especial atención al segundo (§§ 74 ss.). Vid. V. CAMARERO SUÁREZ y J. ZAMORA CABOT, 
“La sentencia del TEDH en el caso S.A.S c. Francia: un an|lisis crítico”, en RGDCDEE 37 (2015), pp. 
11 ss.; y F.-X. MILLET, “When the European Court of Human Rights encounters the face: A case-note 
on the burqa ban in France”, en European Constitutional Law Review 11 (2015), pp. 408-424.  




ensemble, entendido como el “respeto a las exigencias mínimas de la vida en 
sociedad”, que puede reconducirse al “fin legítimo de la protección de los 
derechos y libertades de terceros”.178 No sin mucha reticencia, finalmente la 
sentencia validará la opción francesa de elevar el vivre ensemble a la condición de 
fin legítimo lo suficientemente relevante como para justificar la limitación de un 
derecho fundamental protegido por el Convenio: “el Estado demandado pretende 
proteger una modalidad de interacción entre los individuos, esencial a sus ojos 
para la expresión no solo del pluralismo, sino también de la tolerancia y del 
espíritu de apertura, sin los cuales no hay sociedad democr|tica […]. Parece así 
que la cuestión de la aceptación o no del uso del velo integral en el espacio 
público constituye una opción de sociedad.”179 Ante la reserva de revisión por los 
órganos del Convenio de esta particularidad social francesa, la Corte opta 
finalmente por deferir al amplio margen de apreciación del que gozan los Estados 
miembros del Consejo de Europa para gestionar el fenómeno social religioso.180 
Como en cierto modo ya apuntó el Rapport Stasi en el año 2003, en la 
sentencia del caso S.A.S, la Gran Sala de la Corte de Estrasburgo ha avalado que en 
Francia, el vivre ensemble como norma política de convivencia social forma parte 
del concepto de orden público. A través de su identificación con un elemento que 
“protege los derechos y libertades de terceros”, la regla de la “vida en común” es 
en efecto susceptible de justificar hoy en este país, limitaciones a los derechos 
fundamentales de libertad religiosa y de conciencia. 
                                                 
178 S.A.S c. Francia §§ 121 y 122. La Corte tomaría en consideración la especial importancia que 
en Francia se atribuye a la visibilidad del rostro en los lugares públicos como instrumento que 
facilita la interacción social y, con ello, el propio vivre ensemble. Dentro de su razonada crítica a la 
sentencia de Gran Sala, Hunter-Henin reflexiona acerca del hecho significativo de que la Corte ha 
aceptado que el velo integral es un elemento particular habida cuenta de la importancia que hoy 
en día se da en las sociedades democráticas a la comunicación visual. Esta justificación social, 
señala la autora, se alimenta de la categoría m|s amplia del “vivre ensemble”. Con acierto afirma 
que “lo que el tribunal no explica es por qué esta consideración sociológica debería transformar 
radicalmente el modo en que operan en derecho los test de proporcionalidad y la protección 
frente a la discriminación. Tampoco explica —de forma más teórica— por qué la ley debería de 
repente reducirse a reflejar normas sociales.” Cfr. M. HUNTER-HENIN, “Living Together…” cit. nota 16, 
p. 96. Sin cursiva en el original. 
179 S.A.S c. Francia §§ 140-142 y 153. Sin cursiva en el original. 
180 Ibid., § 155. 
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3.3.b) Nuevos escenarios para la nouvelle neutralité: excursiones 
escolares y espacio de educación superior 
A pesar de su gran repercusión mediática y política, los foulard islámicos de 
las alumnas de los colegios y liceos públicos no eran los únicos que generaban 
tensiones en el medio escolar galo a principios de este siglo. Preocupaban además 
los portados por las madres de los alumnos de las escuelas primarias que 
acompañaban a sus hijos en las excursiones escolares, y también los que vestían 
las estudiantes que ocupaban las aulas de los centros públicos de educación 
superior universitaria.181 
La cuestión de las denominadas accompagnatrices voilées de sorties 
scolaires, se ha revelado en los últimos años como un foco problemático en la 
aplicación de los principios de laicidad y neutralidad en el campo de la enseñanza 
pública, así como un nuevo frente de batalla de los partidarios de la nouvelle 
laïcité. En Francia, una sortie scolaire no es más que una excursión escolar, un 
desplazamiento de alumnos de educación primaria que, relacionada con aspectos 
pedagógicos y con una duración variable, se realiza fuera del recinto del centro 
educativo. En dichas salidas, la normativa en vigor estipula que los docentes sean 
asistidos por otros adultos autorizados por el director del colegio que organiza la 
excursión, y es costumbre en el país galo que sean algunas madres de los propios 
alumnos las que ejerzan esta función de acompañamiento no retribuida.182  
Sumándose a esta ya recurrente polémica de las “madres con velo”, tras los 
atentados de enero de 2015 en París, un sector de la clase política francesa no 
tardó en identificar un segundo nicho de resistencia a la herida laicidad de la 
República en el que la libertad de expresión religiosa —en concreto, del Islam— 
permanece inalterada. Días después de los acontecimientos en la sede del 
semanario satírico Charlie Hebdo, se reabría en Francia un debate —que parecía 
haberse apaciguado en los últimos años— acerca de la conveniencia de extender 
                                                 
181 Vid. H. VAN OOIJEN, Religious symbols… cit. nota 11, pp. 197 y 198. 






las prohibiciones incluidas en la Ley de 2004 a los alumnos de los centros 
universitarios públicos.183  
Las distintas reacciones a estas dos controversias han vuelto a dejar en 
evidencia las discrepancias de fondo que existen entre las concepciones jurídica y 
política de la laïcité, así como la necesidad de acudir a la vía legislativa para poder 
limitar de forma global aspectos de la libertad de conciencia de ciertas categorías 
de ciudadanos a través de su sujeción a nuevas obligaciones de neutralidad. Al 
igual que ocurrió a finales del siglo XX con los alumnos de los centros escolares 
públicos, el catalizador de los actuales procesos legislativos en que han 
desembocado estas dos polémicas es una nueva concepción de la neutralidad, que 
cede su papel como principio de salvaguarda de la libertad de conciencia para ser 
invocado como instrumento de protección de una paz social que precisa 
neutralizar la visibilidad del Islam.184 Una nouvelle neutralité que, como 
ejemplifican la Ley de 2004, y en cierta medida también, la de 2010,185 busca 
decidida e intencionadamente consolidarse en una norma de derecho positivo 
para ser totalmente operativa, para no correr el riesgo de verse en ocasiones 
rechazada como consecuencia de una valoración casuística de los conflictos reales 
que pudiesen suscitarse.186 
Veamos cómo han evolucionado en Francia estos dos conflictos. 
En el año 2003, la Comisión Stasi ya se hizo eco de las protestas de un cierto 
número de profesores y directores de centros públicos por la presencia, tanto en 
recintos como en excursiones escolares, de madres de alumnos que vestían el 
                                                 




184 Contrasta con la defensa que también desde ciertos ámbitos políticos se hace de la 
visibilidad del cristianismo, incluso en el espacio público institucional, como ocurre con el siempre 
polémico asunto de los belenes navideños en instituciones públicas. Por todos, vid. 
http://www.lefigaro.fr/actualite-france/2014/12/03/01016-20141203ARTFIG00003-un-
tribunal-interdit-la-creche-de-noel-au-conseil-general-de-la-vendee.php). 
185 Cfr. E. DALY, “Laïcité in the Private Sphere? French Religious Liberty After the Baby-Loup 
Affair”, en Oxford Journal of Law and Religion 5 (2016), pp. 213 y 214.  
186 Cfr. H. VAN OOIJEN, Religious symbols… cit. nota 11, p. 190. 
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velo islámico.187 A partir del curso escolar de 2006, comienza a tenerse 
conocimiento en Francia de un pequeño número de casos en los que, previa 
invocación de los principios de laicidad y de neutralidad de la función pública, los 
directores de algunos centros educativos primarios del sistema público habrían 
denegado a mujeres musulmanas la autorización para acompañar a sus hijos en 
salidas escolares por el solo hecho de vestir un foulard islámico. Ante un discreto 
aumento de situaciones similares, la Haute Autorité de lutte contre les 
discriminations et pour l'égalité (HALDE) intervino con una Délibération en la que 
recordó que el principio de neutralidad invocado por las escuelas y por el 
Ministerio de Educación para justificar dichas prohibiciones, se aplica a agentes y 
funcionarios, pero no a los usuarios de los servicios públicos.188 En consecuencia, 
y dado que los progenitores que acompañan a sus hijos en excursiones escolares 
carecen de estatus de agente público, no están sujetos ni les es exigible deber 
alguno de neutralidad. La HALDE, retomando el tono del Avis del Consejo de 
Estado de 1989 en el affaire des foulards, concluía que “ni el principio de laicidad, 
ni el de neutralidad del servicio público se oponen a priori a que madres de 
alumnos que porten el foulard colaboren con el servicio público de la educación” 
en el marco de las salidas escolares.189 
Significativamente, la Délibération de la HALDE será pronto contradicha 
tanto por la justicia ordinaria como desde instancias gubernamentales. En 
noviembre de 2011, el Tribunal Administrativo de Montreuil rechazaba anular 
una disposición del reglamento de la escuela Paul Lafargue de Seine-Saint-Denis 
del siguiente tenor literal: “los padres voluntarios para acompañar las salidas 
escolares deben respetar en su atuendo y palabras la neutralidad de la escuela 
                                                 
187 Informe Stasi, p. 41. 
188 Délibération nº 2007-117, de 14 de mayo de 2007. La Haute Autorité de lutte contre les 
discriminations et pour l'égalité (HALDE), fue creada en 2005 como organismo administrativo 
independiente encargado de la lucha contra la discriminación. Disuelta en 2011, hoy sus 
competencias han sido absorbidas por el Défenseur des droits. Vid. A. GARAY, “Intolérance et 
discrimination des faits religieux en France”, en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado (2011), 
pp. 41 y 53; y H. VAN OOIJEN, Religious symbols… cit. nota 11, p. 167. 
189 Ibid. Por el contrario, su exclusión, en ausencia de toda circunstancia que permita deducir 
que una determinada madre atribuye al uso del velo una intención de presión o de proselitismo 
resulta, a juicio de la HALDE, contraria a la prohibición de discriminación fundada en la religión. 
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laica.”190 Desde una postura opuesta a la mantenida por la HALDE, el Tribunal 
afirmaba que los padres que acompañan a sus hijos en salidas escolares 
“participan efectivamente” en el servicio público de educación, por lo que quedan 
limitados por el principio de neutralidad en la manifestación, a través de su 
vestimenta o de sus palabras, de sus convicciones religiosas, políticas o 
filosóficas.191 Por su parte, el Ministerio de Educación, al comienzo del curso 
escolar 2012-2013, encomendaba a los directores de centros educativos públicos 
garantizar la laicidad, ese “factor de cohesión social” que “se impone a todos en el 
tiempo y el espacio escolar”.192 Y aconsejaba “recordar en los reglamentos 
interiores que los principios de laicidad de la educación y de neutralidad de los 
servicios públicos son plenamente aplicables en el seno de los establecimientos 
escolares públicos. Estos principios permiten, en particular, impedir que los 
padres de alumnos o cualquier otro interviniente manifieste, por su atuendo o sus 
palabras, sus convicciones religiosas, políticas o filosóficas cuando acompañan a 
los alumnos en salidas y viajes escolares.”193 Tras haber extendido en 2004 la 
neutralidad de la escuela pública a los alumnos, otra vez se acudía a este principio 
para justificar la limitación del derecho de libertad religiosa de un nuevo sujeto 
de la comunidad educativa, los padres, quienes son considerados, antes que 
titulares de su libertad de conciencia, partícipes activos de la aplicación y el 
respeto a la laïcité del vivre ensemble.194 
El posicionamiento político se verá pronto contrarrestado por el análisis 
jurídico. El Consejo de Estado era requerido por el Défenseur des droits para que, a 
partir de un análisis de las posibilidades que ofrece el derecho positivo vigente, se 
pronunciase acerca del alcance subjetivo del principio de neutralidad del 
                                                 
190 Sentencia del Tribunal Administratif de Montreuil nº 1012015, de 23 de noviembre de 2011. 
Sin cursiva en el original. 
191 Es más, la sentencia no dudará en extender la validez de su toma de posición más allá del 
caso concreto, al afirmar que “la disposición denunciada constituye, independientemente del 
contexto local, una aplicación del principio constitucional de neutralidad del servicio público al 
acompañamiento de salidas escolares por los padres de los alumnos, que participan, en tanto que 
acompañantes, del servicio público de la escuela elemental.” (Ibid., considerandos 3º y 4º). 
192 Circular del Ministerio de educación nº 2012-056, 27 de marzo de 2012, punto 10 Soutenir 
l’engagement de la communauté éducative. Garantir la laïcité. Sin cursiva en el original. 
193 Ibid. Sin cursiva en el original. 
194 Ibid. Sin cursiva en el original. 
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Estado.195 La carta de misión identificaba como objetivo prioritario recabar la 
opinión del Conseil acerca del status legal de los padres de alumnos cuando 
cooperan de forma no retribuida con el servicio público de educación,196 ya que 
las consecuencias jurídicas de la aplicación del principio de neutralidad del 
Estado serían diferentes si, como entendió la HALDE en 2007, deben ser tratados 
como terceros no vinculados al servicio o si, por el contrario, como afirmó el 
Tribunal Administrativo de Montreuil, deben ser considerados partícipes del 
mismo.197  
El estudio del Consejo de Estado, de 2013, será rotundo al afirmar que no 
existe en los servicios públicos categoría intermedia alguna entre agente y 
usuario sujeta como tal a la exigencia de neutralidad religiosa, por lo que los 
padres de alumnos sólo pueden ser considerados como terceros ajenos al servicio 
público de enseñanza incluso cuando colaboren con él.198 Apoyándose en su ya 
tradicional doctrina de que la libertad religiosa es el principio, mientras que su 
restricción —que ha de ser justificada y proporcional— constituye la excepción, 
el Conseil circunscribirá la posibilidad de limitar la libertad de usuarios o terceros 
de manifestar sus creencias religiosas, a aquellas restricciones establecidas por 
ley o que sean necesarias para el mantenimiento del orden público o para el buen 
funcionamiento del servicio comprometido.199 Sin embargo, añadirá que “las 
exigencias relacionadas con el buen funcionamiento del servicio público de 
educación pueden conducir a la autoridad competente, tratándose de padres de 
                                                 
195 CE Estudio 2013 cit. nota 39. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 de la ley orgánica 
nº 2011-333, de 29 de marzo de 2011, el Défenseur des droits solicitó del Consejo de Estado un 
estudio jurídico relativo a ciertas cuestiones relacionadas con la aplicación del principio de 
neutralidad en los servicios públicos. Primero en su género, este Étude genera dudas en cuanto a 
su naturaleza, al no tratarse ni de un Avis pronunciado por el Conseil en el desempeño de sus 
funciones de asesoramiento al gobierno, ni tampoco de un Arrêt de la jurisdicción administrativa.  
196 CE Estudio 2013 cit. nota 39, carta de misión, p. 5. 
197 Vid. supra nota 190, considerando 3º. 
198 CE Estudio 2013, pp. 30-32. 
199 Vid. G. HÉBRARD, “L’éclairage…” cit. nota 67, p. 1; y CE Estudio 2013, pp. 12 y 29-36. El 
Estudio del Consejo de Estado identificará como primera limitación particular de la libertad de 
manifestar opiniones religiosas, la ley de 15 de marzo de 2004. El Estudio menciona igualmente 
como restricciones de este orden las dispuestas por las normas procesales penales en relación con 
los miembros de los jurados populares (cour d’assises), las establecidas en los códigos 
deontológicos de colaboradores del servicio público penitenciario o las enunciadas en la Charte de 
la laïcité dans les services publics de 9 de septiembre de 2013. 
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alumnos que participen en desplazamientos o actividades escolares, a 
recomendar que se abstengan de manifestar su pertenencia o sus creencias 
religiosas.”200 En definitiva, y pese a haber afirmado solemnemente que las 
madres de alumnos no están sujetas al principio de neutralidad religiosa —sino 
que, por el contrario, son sus beneficiarias—, el Consejo de Estado finalmente 
reconoce que en ocasiones puede resultar necesario, para el adecuado desarrollo 
del servicio público de enseñanza, que las autoridades educativas les 
recomienden despojarse del velo en las salidas escolares a las que concurran. 
Esta toma de posición de la máxima autoridad administrativa francesa, que 
ha sido criticada por la doctrina por su aparente ambigüedad salomónica,201 
conserva en mi opinión la prudencia y pragmatismo de que ya hacía gala el 
Consejo de Estado en 1989, al optar por un sistema de valoración ad casum de los 
supuestos conflictivos de uso por parte de alumnas del velo islámico en los 
colegios públicos; y en 2010, cuando afirmaba que el principio de laicidad no 
puede fundamentar prohibiciones generales a formas de expresión religiosa de 
los ciudadanos. Lejos de proponer o avanzar argumentos que incentiven la 
adopción de soluciones legislativas que impongan con carácter general 
obligaciones de neutralidad a los ciudadanos, el Étude no abandona el sentido 
jurídico originario de un principio concebido exclusivamente como criterio de 
funcionamiento de los servicios públicos, el cual no cabe exigir más que de los 
servicios mismos o de sus agentes en sentido estricto. En efecto, al igual que en su 
Avis de 1989, en el caso de las mères voilées, el Conseil defiende, por encima del 
recurso legislativo, la intervención puntual de los responsables educativos como 
el medio más efectivo para garantizar la libertad de expresión religiosa de las 
mujeres afectadas.  
El problema es que ni la realidad social ni el ordenamiento jurídico vigente 
en Francia en 1989, son exactamente los mismos que en 2013. Desde el año 2004, 
existe una disposición normativa concreta que de hecho limita esa libertad de 
                                                 
200 CE Estudio 2013, p. 34. 
201 En Le Monde, disponible en http://www.lemonde.fr/societe/article/2013/12/23/les-
meres-pourront-rester-voilees-lors-des-sorties-scolaires_4339220_3224.html. Vid. S. HENNETTE-
VAUCHEZ y V. VALENTIN, L’affaire… cit. nota 5, p. 16. Cfr. G. HÉBRARD, “L’éclairage…” cit. nota 67, p. 3.  
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expresión de las convicciones religiosas de los usuarios de un servicio público 
determinado. Por ello, ya no puede el Conseil acudir a una mención genérica del 
orden público como límite de los derechos fundamentales de los ciudadanos, 
porque se ha legalizado la limitación general de la libertad religiosa y de 
conciencia de toda una categoría de ciudadanos; porque la Ley de 2004 
constituye un precedente que no puede ser ignorado. 
La historia del affaire des foulards parece así repetirse en este nuevo affaire 
des mères voilées, que genera una sensación de déjà vu. Lamentando la ya 
mencionada ambigüedad del Consejo de Estado, el 22 de octubre de 2014 un 
grupo de diputados del Partido Republicano interponía ante la Asamblea Nacional 
una proposición de ley con el objeto de ampliar a las salidas escolares la 
prohibición contenida en la Ley de 2004 —reveladoramente identificada como la 
Ley “acerca de la neutralidad religiosa en la escuela”—, que se encuentra 
actualmente en tramitación.202 Menos de un año después, la jurisdicción 
administrativa ponía de manifiesto la pertinencia del pragmatismo promovido 
por el Consejo de Estado para la protección de las libertades individuales. El 9 de 
junio de 2015, el Tribunal administrativo de Niza resolvía anular la decisión por 
la cual a la madre de un alumno de la escuela elemental Jules Ferry de dicha 
localidad, se le había denegado el permiso para acompañar a su hijo en una salida 
escolar por el hecho de portar el velo. En una resolución basada en el análisis de 
las circunstancias concurrentes en el caso juzgado, el tribunal no halló ninguna 
alteración del orden público o del buen funcionamiento escolar que permitiese 
justificar la limitación del derecho fundamental de una mujer a manifestar sus 
creencias religiosas en el contexto de una salida educativa.203 
Pasemos ahora a la cuestión del velo en el entorno universitario. Como he 
avanzado unas páginas atrás, pocos días después de los atentados de París del 7 y 
                                                 
202 Sin cursiva en el original. Proposition de loi nº 2316, visant à inclure les sorties scolaires dans 
la loi du 15 mars 2004 encadrant, en application du principe de laïcité, le port de signes ou de tenues 
manifestant une appartenance religieuse dans les écoles, collèges et lycées publics, depositada ante 
la Asamblea Nacional francesa el 22 de octubre de 2014. La propuesta de ley ha sido enviada a la 
Comisión de leyes constitucionales, de la legislación y de la administración general. El texto se 
puede consultar en http://www.assemblee-nationale.fr/14/pdf/propositions/pion2316.pdf. 




9 de enero de 2015, perpetrados por personas que aducían actuar en defensa del 
Islam, nuevamente será el Partido Republicano quien, argumentando en favor de 
la defensa de la neutralidad de los establecimientos educativos, presente ante la 
Asamblea Nacional una proposición de ley destinada a extender la aplicación de la 
Ley de 2004 a los alumnos que cursan estudios universitarios en establecimientos 
públicos de enseñanza superior.204 Al igual que en el caso de las mères voilées, 
esta prohibición genérica del uso de prendas de significación religiosa en la 
universidad pública francesa ya había sido descartada con anterioridad tanto por 
el Consejo de Estado, como por el Informe Stasi, sobre la base de la sólida 
tradición que existe en Francia de promover y fomentar la libertad de expresión 
en la universidad.205 Sin embargo, en el año 2013, el hoy suspendido Haut Conseil 
à l'Intégration (HCI) elaboró un Proyecto de Avis en el que recomendaba ampliar 
la Ley de 2004 y la noción de neutralidad contenida en ella, al espacio 
universitario de educación.206 
                                                 
204 Proposition de loi visant à étendre le principe de laïcité aux établissements publics 
d'enseignement supérieur n° 2595, depositada ante la Asamblea Nacional francesa el 18 de febrero 
de 2015. La propuesta de ley ha sido enviada a la Comisión de leyes constitucionales, de la 
legislación y de la administración general en ausencia de constitución de Comisión especial. Se 
puede consultar en http://www.assemblee-nationale.fr/14/propositions/pion2595.asp.  
El entonces Primer ministro francés, Manuel Valls se pronunció en su momento en contra de 
dicha propuesta de prohibir los símbolos religiosos en las universidades públicas. Vid. 
http://www.lepoint.fr/politique/le-voile-ne-sera-pas-interdit-a-l-universite-assure-manuel-valls-
06-03-2015-1910785_20.php.  
Por el contrario, en la ya mencionada intervención televisiva de Nicolás Sarkozy en TF-1 el día 
17 de marzo de 2015, este se manifestó a favor de tal prohibición (vid. supra nota 79). 
205 En el año 1996, el Consejo de Estado anuló dos decisiones del Decano de la facultad de 
ciencias jurídicas, políticas y sociales de la Universidad de Lille II, por las que se prohibía a dos 
alumnas acceder al recinto de la facultad mientras vistiesen un velo islámico. El Decano había 
adoptado dicha medida como respuesta a una serie de amenazas anónimas recibidas en relación 
con la presencia en la facultad de estudiantes ataviadas con el foulard. El Consejo de Estado 
recordó que la legislación vigente reconoce la libertad de expresión de los alumnos, lo cual incluye 
la posibilidad de que éstos manifiesten sus convicciones religiosas en el interior de los centros 
universitarios, siempre y cuando dicha expresión no perjudique al orden público o a la actividad 
de enseñanza e investigación de la universidad. A juicio del Conseil, las autoridades universitarias 
disponían de medios alternativos para garantizar el orden en la facultad amenazada (Consejo de 
Estado nº 170106, de 26 de julio de 1996, considerandos 1º, 2º y 3º).  
Por su parte, el punto 4.2.2.2 del Informe Stasi, afirmó que “la situation de l’université, bien 
que faisant partie intégrante du service public de l’éducation, est tout { fait différente de celle de 
l’école. Y étudient des personnes majeures. L’université doit être ouverte sur le monde. Il n’est 
donc pas question d’empêcher que les étudiants puissent y exprimer leurs convictions religieuses, 
politiques ou philosophiques.” Informe Stasi, p. 60.  
206 Haut Conseil { l'intégration Project d’Avis expression religieuse et laïcité dans les 
établissements publics de l’enseignement supérieur en France, de 5 de agosto de 2013. Disponible 
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El Proyecto de Avis de 2013, lamentaba en primer término que en los 
debates relativos a la Ley de 2004 se hubiera obviado toda referencia a la 
educación superior universitaria como si se tratase de un campo de enseñanza 
diferente, cuando en realidad, en tanto que servicios públicos, los centros 
universitarios, al igual que los no universitarios “están sometidos al principio de 
laicidad y deben conciliar libertad de conciencia y neutralidad del servicio 
público”207 A partir de esta afirmación, el HCI enumeraba una serie de 
recomendaciones entre las que se incluiría la propuesta de promulgar una ley que 
prohibiese el uso de signos o prendas ostentosas de pertenencia religiosa en las 
aulas y espacios de enseñanza e investigación de las universidades públicas.208 
Otra de sus recomendaciones expresaba claramente el cambio de sentido de la 
laicidad propiciado por la nouvelle neutralité, que pasa de principio de defensa de 
la libertad religiosa del alumno a obligación del estudiante universitario: el HIC 
no dudó en recomendar a todos los establecimientos públicos de enseñanza 
superior que incluyesen en sus reglamentos una mención expresa a “las 
obligaciones del estudiante en relación con el principio de laicidad”.209 
A la intervención de una instancia política le sigue, de nuevo, la respuesta 
desde el mundo del derecho. Apenas dos meses después, en su Avis sur la laïcité 
de 9 de octubre de 2013, la Commission nationale consultative des droits de 
l’homme (CNCDH) analizará la legalidad vigente en Francia para rechazar la 
posibilidad de regulación propuesta por el HIC. Recordaba la CNCDH que un 
comportamiento que no atenta ni contra el orden público ni contra las libertades 
de terceros, y que no compromete el buen desarrollo de un servicio público, no 
puede ser prohibido sin cuestionar los propios fundamentos de la concepción 
francesa de libertades públicas. Por ello, una prohibición general del uso de 
signos religiosos a los alumnos de la educación superior y universitaria, atentaría 
contra las libertades fundamentales y dejaría en entredicho la tradición de 
                                                                                                                                             
en http://www.lefigaro.fr/assets/pdf/Avis.pdf. Una relación de qué comprende el espacio de 
enseñanza superior en Francia en las pp. 7 y 8. 
207 Ibid., p. 4. 
208 Ibid., p. 15. 
209 Ibid., p. 11. 
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diálogo y de apertura de la universidad, lugar privilegiado de confrontación 
dialéctica, de escucha y de intercambio.210 
Sólo el futuro dirá si las dos proposiciones de ley que actualmente están 
siendo debatidas en las cámaras legislativas francesas, culminarán en sendas 
disposiciones legales que amplíen las obligaciones de neutralidad introducidas 
por la Ley de 2004. De ser así, se habrá dado un paso significativo en la 
construcción y consolidación legal de esta noción renovada de laicidad que, 
cimentada en un principio de neutralidad que se interpreta como un principio 
neutralizador de la diversidad en el espacio educativo público, va 
progresivamente limitando parcelas de libertad a los ciudadanos. 
3.4 Nouvelle neutralité y empresa privada: el affaire Baby Loup  
A lo largo de las páginas anteriores he tenido ocasión de analizar la 
mutación que está experimentando el principio de neutralidad del Estado en dos 
entornos adjetivados por el calificativo público —el servicio público de enseñanza 
y la esfera o espacio público—, con el objeto de mostrar cómo éste ya no se 
entiende limitado exclusivamente a la actuación de funcionarios o autoridades, 
sino que se identifica crecientemente con la neutralización de la visibilidad 
religiosa en aquellos lugares que puedan ser considerados como situados o 
controlados bajo el paraguas normativo y tuitivo del Estado. Pero la nueva 
neutralidad no tiene vocación de detenerse en lo público, sino que persigue 
afirmarse también —no sin dificultad, como veremos— en ciertos ámbitos 
regidos por el derecho privado. En particular, tal y como demuestra la evolución 
del conocido como affaire Baby Loup, la laicidad de la nouvelle neutralité busca 
afianzarse en las empresas privadas.211 Este caso, que dura ya más de seis años, 
constituye un buen ejemplo de cómo el ordenamiento jurídico francés continúa 
                                                 
210 Commission nationale consultative des droits de l’homme (CNCDH) Avis sur la laïcité JORF n° 
0235, texte nº 41, de 9 de octubre de 2013 (CNCDH 2013). Creada en 1947, la CNCDH es un 
organismo independiente del Estado francés que desarrolla funciones de asesoramiento al 
gobierno y al parlamento en materia de derechos del hombre y de las garantías fundamentales 
reconocidas a los ciudadanos para el ejercicio de las libertades públicas. Este Avis responde a la 
consulta formulada por el presidente del Observatorio de la laicidad en relación con “las vías y 
medios de una buena aplicación del principio de laicidad, respetuosos con las libertades 
fundamentales y con el principio de no discriminación”. 
211 Vid. K. KINTZLER, Penser la… cit. nota 103, pp. 140-147; y O. BOREL, “L’idéal de neutralité 
religieuse”, en Derecho e Islam… cit. nota 3, pp. 115-118. 
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siendo un bastión de protección de la libertad de conciencia de sus ciudadanos 
frente a la voluntad política de generalizar una obligación de neutralidad que 
limite la libertad religiosa del individuo cuando no se halla estrictamente en la 
intimidad de su hogar o en un lugar de culto.212 
A finales del año 2008, la guardería privada Baby Loup, situada en una zona 
socialmente conflictiva de Île-de-France y financiada en gran parte con fondos 
públicos, despidió a una de sus educadoras por falta grave derivada del 
incumplimiento del reglamento del centro tras negarse a renunciar al uso de su 
velo islámico durante la jornada laboral.213 Dicho reglamento, incluía una cláusula 
                                                 
212 Vid. E. DALY, “Laïcité…” cit. nota 185, pp. 211 y 212.  
213 La asociación Baby Loup nació a mediados de los años 80 del siglo pasado como resultado 
del esfuerzo colectivo de un grupo de mujeres de La Noé, una zona urbana considerada como uno 
de los conjuntos residenciales más conflictivos de Île-de-France, con tasas de desempleo 
superiores al 25% y una población procedente en su mayoría de la inmigración del norte de África 
y sub-sahariana. La guardería Baby Loup comenzó su andadura en el año 1990, con el objetivo de 
dar respuesta a las necesidades de integración socio-laboral y cultural de las mujeres de la zona, y 
con una vocación expresa de atender a las familias que les confiasen a sus hijos sin distinción de 
opinión política o religiosa. Ese mismo año, la asociación Baby Loup aprobó un reglamento interno 
que sujetaba a una obligación de neutralidad política y confesional al personal que prestase sus 
servicios profesionales en la guardería. En el año 2002, Baby Loup se convertirá en el primer 
centro de atención a párvulos de Francia en permanecer abierto 24 horas al día y 7 días a la 
semana, con el fin de favorecer la conciliación profesional de madres de niños pequeños con 
turnos laborales irregulares. 
El mismo año de la apertura del centro Baby Loup, la Sra. Fatima Afif fue reclutada como 
asistente bajo una modalidad de contrato social. En el año 1994, la actora decidió comenzar a 
portar el foulard islámico, si bien existen discrepancias entre su versión y la de los responsables 
de Baby Loup en relación con el uso que hacía del mismo en su lugar de trabajo. En los años 
posteriores a su contratación, la actora compatibilizó su ocupación en la guardería con diversos 
cursos de capacitación profesional, lo que le permitió, en 1997, firmar un contrato indefinido con 
Baby Loup como educadora infantil y directora adjunta del centro. A partir de mayo de 2003, 
como consecuencia de cinco embarazos muy seguidos, la empleada enlazó varios permisos y 
excedencias parentales hasta el 8 de diciembre de 2008, fecha en la había de reintegrarse a su 
puesto de trabajo. 
En julio de 2003, la asociación Baby Loup adoptó un nuevo reglamento interior que limitaba 
más que el anterior la manifestación externa de creencias religiosas por parte de sus empleados. 
El texto del reglamento modificado le fue comunicado a la Sra. Afif durante su permiso de 
maternidad, junto con un apercibimiento expreso de que, a su regreso a la guardería, no podría 
vestir el velo islámico. Consciente de la incompatibilidad de su opción de vestimenta con el nuevo 
reglamento, antes de la fecha prevista para su reincorporación la Sra. Afif solicitó por escrito la 
resolución amistosa de su contrato. Tras reiterar, en una primera reunión celebrada en los locales 
de la asociación, tanto su negativa a hacer ninguna concesión en el uso del foulard, como su deseo 
de resolver de forma pactada la relación contractual que la unía con la asociación, los máximos 
representantes de esta le informaron de la dificultad de poder llegar a un acuerdo. A partir de este 
momento se iniciará un enfrentamiento entre la guardería y la todavía empleada que se 
prolongará hasta el 19 de diciembre de 2008, fecha en la que esta será formalmente despedida 




en la que se establecía que la libertad de conciencia y de religión de los 
empleados, no podía obstaculizar los principios de laicidad y neutralidad que se 
aplicaban en el ejercicio de todas las actividades relacionadas con la guardería.214 
Considerándose víctima de discriminación por razón de sus convicciones 
religiosas, la hasta entonces trabajadora emprendió simultáneamente dos 
acciones: solicitar la intervención de la HALDE, y personarse ante la jurisdicción 
laboral, iniciando un procedimientos que se cerraría cuatro años más tarde con la 
decisión del Pleno de la Cour de Cassation de 25 de junio de 2014, y que 
ramificaría, poco después, en varios procesos legislativos.  
A partir de este momento se desató en Francia una intensa actividad 
política, mediática e institucional en relación con la aplicación del principio de 
laicidad en el sector privado. En los últimos cuatro años, se han presentado hasta 
seis proposiciones de ley encaminadas a ampliar la posible imposición a los 
trabajadores de empresas privadas de obligaciones de neutralidad religiosa.215 A 
estas proposiciones de ley se han unido los informes o estudios emitidos sobre 
esta materia por la Commission nationale consultative des droits de l’homme;216 el 
Observatoire de la laïcité;217 el Conseil économique, social et environnemental;218 y 
                                                 
214 Reglamento interno de Baby Loup, de 9 de julio de 2003 artículo II A) : “Le principe de la 
liberté de conscience et de religion de chacun des membres du personnel ne peut faire obstacle 
des principes de laïcité et de neutralité qui s'appliquent dans l'exercice de l'ensemble des activités 
développées par Baby Loup tant dans les locaux de la crèche, ses annexes ou en accompagnement 
des enfants confiés { la crèche { l’extérieur.” 
215 Proposition de loi nº 56 (rectifiée) visant à étendre l'obligation de neutralité aux structures 
privées en charge de la petite enfance et à assurer le respect du principe de laïcité, depositada ante 
el Senado el 25 de octubre de 2011; Proposition de loi nº 593 visant à étendre l'obligation de 
neutralité à certaines personnes ou structures privées accueillant des mineurs et à assurer le respect 
du principe de laïcité, depositada ante la Asamblea Nacional el 16 de enero de 2013; Proposition de 
loi nº 865 visant { donner la possibilité aux entreprises d’inscrire dans leur règlement intérieur le 
principe de neutralité { l’égard de toutes les opinions ou croyances, depositada ante la Asamblea 
Nacional el 28 de marzo de 2013; Proposition de loi nº 864 relative { l’application des principes de 
laïcité et de neutralité dans les entreprises régies par le code du travail, depositada ante la Asamblea 
Nacional el 28 de marzo de 2013; Proposition de loi nº 998 relative au respect de la neutralité 
religieuse dans les entreprises et les associations, depositada ante la Asamblea Nacional el 24 de 
abril de 2013; y Proposition de loi nº 1027 visant à assurer le principe de laïcité dans les entreprises 
privées, depositada ante la Asamblea Nacional el 15 de mayo de 2013.  
216 CNCDH 2013, vid. supra nota 210.  
217 Avis de l’Observatoire de la laïcité sur la définition et l’encadrement du fait religieux dans les 
structures privées qui assurent une mission d’accueil des enfants, de 15 de octubre de 2013 
(Observatorio 2013).  
218 CESE 2013, vid. supra nota 66. 
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la Asamblée nationale,219 además del Étude del Consejo de Estado de 2013 al que 
me he referido con anterioridad.220 
A nivel judicial, el caso Baby Loup exigió de los tribunales galos una 
indagación acerca de cómo y bajo qué condiciones es legítimo limitar los derechos 
fundamentales de libertad religiosa y de conciencia de los trabajadores de 
empresas privadas mediante su sujeción a obligaciones de neutralidad.221 En este 
sentido, es preciso recordar en primer lugar que en las empresas privadas no 
existe un deber de neutralidad exigible a los empleados que sea asimilable al que 
rige en la función pública para agentes y funcionarios.222 Como ha señalado el 
Conseil économique, social et environnemental, el trabajador no tiene por qué 
despojarse de su libertad religiosa cuando franquea la puerta del centro de 
trabajo,223 si bien será necesario hallar un equilibrio entre su derecho a expresar 
sus convicciones, la libertad de terceros y la buena marcha de la empresa.224 
A medida que las sucesivas resoluciones emanadas de los órganos 
jurisdiccionales en el caso Baby Loup fueron poniendo en evidencia la dificultad 
jurídica de extender la aplicación del principio de neutralidad del Estado a la 
empresa privada,225 la reacción política partidaria de la nouvelle neutralité se 
                                                 
219 Assemblée nationale Résolution nº 672 sur l’attachement au respect des principes de laïcité, 
fondement du pacte républicain, et de liberté religieuse, de 31 de mayo de 2011; y Rapport nº 2614, 
de 4 de marzo de 2015. 
220 CE Estudio 2013, vid. supra nota 39. 
221 También se abordó desde instancias jurisdiccionales la controvertida noción de “empresa 
de tendencia laica” (vid. infra nota 225). Para un estudio de esta cuestión, que excede el propósito 
de este trabajo, me remito a Mª J. VALERO ESTARELLAS, “Laicidad…”, cit nota 9, pp. 758 y 759. Vid. 
también E. DALY, “Laïcité…” cit. nota 185, pp. 217-220; y O. BOREL, “L’idéal de neutralité…” cit. nota 
211, p. 111.  
222 Tal y como se establece, entre otros, en la Charte de la laïcité dans les services publics, de 13 
de abril de 2007. Disponible en http://www.sante.gouv.fr/IMG/pdf/charte_laicite.pdf. Insiste en 
ello en varias ocasiones el Observatoire de la laïcité (Observatorio 2014-2015 cit. nota 8, pp. 2, 16 
y 37). 
223 En derecho francés, salvo disposición expresa, las creencias religiosas no forman parte del 
contrato de trabajo. Es lo que se denomina la neutralidad del contrato laboral (CESE 2013 cit. nota 
66, p. 6). Cfr. F. LARONZE, “Liberté de religion et non discrimination en droit du travail français”, en 
Derecho y Religión 11 (2016), pp. 104-119. 
224 Observatorio 2014-2015 cit. nota 8, p. 54.  
225 Muy brevemente, estos fueron los hitos del procedimiento judicial: 
La primera instancia de la jurisdicción social gala, el Conseil de prud’hommes de Mantes-la-Jolie, 
confirmará el despido de la actora tras hallar ajustado al code du travail el reglamento de la 
asociación Baby Loup, al entender que la guardería, pese a ser un establecimiento privado, 
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centró en la promoción de una serie de intervenciones legislativas, encaminadas a 
franquear las barreras que el ordenamiento jurídico francés establece para la 
imposición en las estructuras empresariales privadas de obligaciones 
profesionales de neutralidad similares o asimilables a las que existen en el campo 
de los servicios públicos: de un lado, se busca ampliar el deber de neutralidad que 
pesa sobre agentes y funcionarios a los trabajadores de determinadas empresas 
privadas dedicadas a actividades socioeducativas en las que concurran una serie 
de requisitos; de otro, se ha pretendido modificar la legislación laboral con el 
objeto de introducir entre las limitaciones legales a las libertades públicas de los 
asalariados, la laicidad o la neutralidad religiosa y política. 
3.4.a) Empresas privadas de intervención socioeducativa, neutralidad 
y libertad religiosa y de conciencia de los trabajadores 
A día de hoy, existen en el ordenamiento galo dos situaciones en las que el 
trabajador de una empresa privada puede válidamente quedar sujeto a una 
exigencia de neutralidad religiosa en el desempeño de su actividad profesional: 
cuando se trata de empleados de entidades de derecho privado que gestionan 
servicios públicos;226 y cuando la obligación de neutralidad impuesta por el 
                                                                                                                                             
desarrollaba “una actividad de servicio público” debido a que estaba financiada, en un 80%, con 
fondos públicos (Sentencia del Conseil de prud’hommes de Mantes-la-Jolie, de 13 de diciembre de 
2010). 
El tribunal de apelación de Versalles, por el contrario, validará igualmente el despido pero lo 
hará desde un análisis del derecho privado que le permitirá constatar la concurrencia en el 
reglamento Baby Loup de los requisitos de justificación y proporcionalidad que para la limitación 
al derecho de libertad de conciencia de los trabajadores exige la legislación laboral francesa 
(Sentencia de la Cour d’appel de Versailles, de 27 de octubre de 2011). 
La sala de lo social de la Cour de cassation declarará la improcedencia del despido al entender 
que Baby Loup, una empresa de derecho privado, había vulnerado el derecho laboral vigente al 
incluir en su reglamento interno una prohibición general e imprecisa que limitaba injustificada y 
desproporcionadamente la libertad de conciencia de sus trabajadores (Sentencia de la Cour de 
cassation Chambre sociale n° 536, de 19 de marzo de 2013). 
La jurisdicción de reenvío volverá a justificar la validez del despido al considerar a Baby Loup 
como una empresa de tendencia laica (Sentencia de la Cour d’appel de Paris, de 27 de noviembre 
de 2013). 
Finalmente, la asamblea plenaria de la Corte de casación confirmará el despido de la actora al 
validar la limitación introducida en el reglamento Baby Loup, si bien rechazará su estatus como 
empresa de tendencia (sentencia de la Cour de cassation Assemblée Plénière n° 612, de 25 de junio 
de 2014).  
226 El derecho francés exige una estricta obligación de neutralidad en la prestación de servicios 
públicos, con independencia de que dichos servicios sean gestionados por entidades de derecho 
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empresario a sus asalariados cumple los requisitos de necesidad y 
proporcionalidad exigidos por el ordenamiento laboral para limitar las libertades 
públicas de un trabajador.227 
El primer escollo que halló la asociación Baby Loup para justificar la 
legitimidad de la cláusula de laicidad de su reglamento fue que, al tratarse de una 
empresa privada no gestionaria de un servicio público, no podía considerarse 
sometida de forma inmediata y absoluta al principio de neutralidad que rige en 
Francia la actuación de agentes y funcionarios.228 La aparente contradicción de 
que una asociación privada financiada mayoritariamente con fondos públicos y 
dedicada además a una actividad de interés general, no pudiese ser asimilada a un 
servicio público a efectos de la imposición de una obligación general de laicidad a 
sus trabajadores, fue rápidamente contestada por los defensores de la nouvelle 
neutralité: era necesaria una ley que extendiese la neutralidad de los servicios 
públicos a todas las empresas privadas dedicadas a la atención socioeducativa de 
la primera infancia.229 En una resolución de mayo de 2011, la Asamblea Nacional 
                                                                                                                                             
público o por delegatarios de derecho privado controlados desde la administración del Estado (CE 
Estudio 2013 cit. nota 39, p. 11; y Observatorio 2014-2015 cit. nota 8, p. 65). 
227 Vid. infra 3.4.b) 
228 Tal y como señaló la Sentencia de 2013 de la sala de lo social de la Cour de cassation, Baby 
Loup era una organización de derecho privado que prestaba un servicio que podía ser 
considerado de interés general, pero ni era un organismo público ni cabía su asimilación a una 
entidad privada a la que le hubiese sido delegada una función pública. 
229 En el año 2011, la HALDE se pronunciará a favor de examinar la oportunidad de ampliar a 
todas las empresas privadas dedicadas a la atención social, médico social y de la primera infancia, 
las obligaciones de neutralidad que se imponen a los servicios públicos (HALDE Délibération nº 
2011-67, de 28 de marzo de 2011, p. 2). La actuación de la HALDE a lo largo del affaire Baby Loup 
será muy variable. Requerida su intervención por petición de la empleada demandante, en una 
primera Délibération fechada en 2010, la Alta Autoridad considerará el despido como 
discriminatorio, rechazará que la guardería ejerciese delegadamente un servicio público que la 
sujetase de forma genérica e inmediata a la obligación de neutralidad, y hallará su reglamento 
contrario al derecho laboral por incluir una interdicción general y absoluta a la libertad religiosa 
de sus trabajadores (HALDE Délibération nº 2010-82, de 1 de marzo de 2010). Tras la salida de la 
HALDE de su presidente, Louis Schweitzer, a finales de marzo de 2010, asumirá este cargo 
Jeannette Bougrab. Siendo ya presidenta de la HALDE, la Sra. Bougrab no sólo intervino en el 
procedimiento ante la jurisdicción laboral a favor de la guardería, contradiciendo la Délibération 
emitida unos meses antes por el organismo que presidía, sino que también anunció que el caso 
sería nuevamente objeto de examen por parte de la Alta Autoridad. La revisión de produjo en 
2011 bajo un tercer presidente, Éric Moliniéla. Si la Délibération de 2010 se centraba en la 
protección del trabajador que, en el marco de una empresa privada, puede ver limitados 
injustificada o desproporcionalmente sus derechos de libertad religiosa y de conciencia, un año 
más tarde serán las empresas, su buen funcionamiento, su cohesión social y su vivre-ensemble, los 
que sean el principal objeto de preocupación de la HALDE. Vid. O. BOREL, “L’idéal de neutralité…” 
cit. nota 211, p. 127. 
87 
 
promovió la extensión del principio de laicidad a las estructuras privadas 
dedicadas a la atención social, médico social y de párvulos, y aconsejó imponer 
cierto grado de neutralidad religiosa en el resto de empresas privadas, en 
particular en relación con prácticas o vestimentas que pudiesen dañar un vivre-
ensemble armonioso.230 En octubre del mismo año 2011, la senadora Françoise 
Laborde, de la Agrupación Democrática y Social Europea, depositó en el Senado 
una proposición de ley destinada a ampliar la obligación neutralidad que pesa 
sobre los servicios públicos a todas las instituciones privadas encargadas en 
Francia de la atención a la primera infancia.231 
Como hizo notar en su momento el Observatoire de la laïcité, este proyecto 
de ley proponía una aplicación inédita del principio de neutralidad, ya que por 
vez primera propugnaba su aplicación fuera del campo de los servicios públicos y 
de sus delegatarios, con el consiguiente riesgo que esto suponía para los derechos 
fundamentales de los trabajadores.232 Tanto la sala de lo social de la Corte de 
casación, como posteriormente el Consejo de Estado, vendrán a poner en 
entredicho la viabilidad de esta iniciativa legislativa. La Cour de cassation será 
rotunda en su afirmación de que el principio de laicidad no es aplicable a 
instituciones de derecho privado que no gestionen un servicio público.233 Por su 
parte, el Conseil d’État recordará que una empresa privada sólo puede ser 
asimilada a un servicio público cuando le haya sido delegada una potestad pública 
por la administración del Estado, delegación que no resulta del mero hecho de 
que una asociación que desarrolla una actividad de interés general se beneficie de 
fondos públicos.234 
                                                 
230 Assemblée nationale Résolution nº 672 cit. nota 219, puntos 7 y 10. 
231 Proposition de loi nº 56 (rectifiée) visant à étendre l'obligation de neutralité aux structures 
privées en charge de la petite enfance et à assurer le respect du principe de laïcité, depositada ante 
el Senado el 25 de octubre de 2011. Tras su paso por el Senado, la proposición de ley se vio 
sustancialmente reducida. El texto finalmente aprobado y remitido a la Asamblea Nacional limita 
la sujeción a una obligación de neutralidad en materia religiosa únicamente a los establecimientos 
privados que perciban financiación pública, salvo que estos se hayan dotado de un ideario propio 
que sea conocido por los destinatarios del servicio prestado (disponible en 
http://www.assemblee-nationale.fr/14/propositions/pion0061.asp). 
232 Observatorio 2013 cit. nota 217, pp. 7-10. 
233 Sentencia de la sala de lo social de la Cour de cassation (cit. nota 225). 
234 CE Estudio 2013 cit. nota 39, pp. 21-27. 
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A partir de este momento, la tramitación parlamentaria del proyecto de ley 
ante la Assemblée nationale quedó suspendida hasta su reactivación pocos días 
después de los atentados de París de enero de 2015.235 El 12 de mayo de 2015, la 
Asamblea Nacional aprobó por unanimidad una nueva redacción de la 
proposición legislativa que, de ser finalmente aprobada, dividiría a las empresas 
privadas dedicadas a la atención a niños menores de seis años en dos grandes 
grupos: aquellas que por tener encomendada una misión de servicio público 
están sometidas a una obligación general de neutralidad en materia religiosa; y 
aquellas que, por no haberle sido encomendada dicha misión, sólo podrán 
introducir restricciones a la libertad de sus empleados de manifestar sus 
creencias religiosas en los términos previstos en el code du travail. 
Sorprende de este texto el hecho de que, aparentemente, poco añade o 
modifica respecto de la situación jurídica existente ya en Francia y podría pasar 
por no ser más que un precipitado intento cosmético de justificar una acción 
política en favor de la laicidad tras los atentados de Charlie Hebdo.236 Tal y como 
he señalado, el ordenamiento jurídico galo ya somete al principio de neutralidad 
del Estado a las empresas privadas que realizan misiones de servicio público bajo 
el control y organización de entidades públicas.237 Tampoco añade nada la 
proposición de ley a la legalidad aplicable a las demás instituciones privadas 
dedicadas a la atención de la primera infancia. Como veremos inmediatamente, y 
tal como ha señalado la Cour de cassation, bajo el vigente Derecho laboral francés, 
                                                 
235 Tan pronto como febrero de 2015 se designará un nuevo ponente. En marzo del mismo año 
la Comisión de leyes de la Asamblea Nacional presentará un Informe en el que, haciéndose eco de 
la inseguridad jurídica manifestada por el caso Baby Loup, recomendará la intervención del 
legislador con el objeto de someter a las organizaciones de derecho privado que acojan menores 
de edad a una obligación de neutralidad en tanto se beneficien de financiación pública (Assemblée 
nationale Rapport nº 2614 cit. nota 219, pp. 6-9). 
236 La relación entre la aprobación del texto en la Asamblea Nacional y los atentados islamistas 
de enero de 2015 fue en su día señalada por la prensa. Por todos http://www.lefigaro.fr/actualite-
france/2015/03/13/01016-20150313ARTFIG00007-laicite-une-proposition-de-loi-qui-heurte-
les-religions.php. 
237 Vid. supra nota 226. Si quedase alguna duda, esta ya habría sido resuelta en 2013 por la 
Cour de cassation en su sentencia sobre la CPAM de Seine-Saint-Denis (Sentencia de la Cour de 
cassation Chambre sociale n° 537, de 19 de marzo de 2013). En cuanto a esta sentencia, vid. P. 
AUVERGNON, “Diversidad religiosa en el trabajo en Francia: lo visible y lo invisible”, en El ejercicio 
del derecho de libertad religiosa en el trabajo en el ámbito internacional y europeo. Estudio 
comparado de Reino Unido, Francia, Bélgica y España (F. Camas Roda coord.), Huygens, Barcelona 
2016, pp. 57 y 58. En cuanto al concepto de misión de servicio público, vid. CE Estudio 2013 cit. 
nota 39, p. 10. 
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las empresas privadas no pueden incluir en sus reglamentos prohibiciones 
generales, absolutas e imprecisas que limiten la libertad de conciencia de sus 
trabajadores,238 pero nada les impide a día de hoy prever restricciones concretas, 
justificadas y proporcionadas a la libertad de estos a manifestar sus convicciones 
religiosas.239  
3.4.b) Empresas privadas, neutralidad y libertad religiosa y de 
conciencia de los trabajadores 
Descartada la extensión directa y absoluta a la asociación Baby Loup de la 
obligación de neutralidad a la que quedan sometidas las empresas privadas 
gestionarias de servicios públicos, la resolución de la controversia judicial hacía 
necesario abandonar el ámbito del derecho público para centrarse en un análisis 
de derecho privado. Era preciso determinar si la limitación de la libertad religiosa 
y de conciencia de los trabajadores incorporada al reglamento de la guardería, 
resultaba conforme con el ordenamiento laboral francés.240 
 
La regulación del ejercicio de la libertad religiosa en el seno de la empresa 
privada, así como la de sus posibles limitaciones, se enmarca jurídicamente en el 
derecho del trabajo, especialmente en las normas que regulan el derecho de 
igualdad y a la no discriminación en el acceso al empleo.241 La prohibición de 
discriminación en el ámbito laboral por razón de creencias religiosas, ha sido 
                                                 
238 Sentencia de la sala de lo social de la Cour de cassation (cit. nota 225). 
239 Sentencia del pleno de la Cour de cassation (cit. nota 225). 
240 Esta será finalmente la vía de resolución elegida por el pleno de la Corte de casación quien, 
en una decisión muy centrada en las circunstancia particulares del caso, justificará el despido de la 
empleada al entender que el reglamento de Baby Loup no contenía una cláusula que limitase de 
manera general y absoluta la libertad de conciencia de sus trabajadores, sino que de los hechos 
concurrentes podía deducirse que se trataba de una restricción “suficientemente precisa, 
justificada por la naturaleza de las tareas realizadas por los trabajadores de la asociación y 
proporcional al fin perseguido”. Sentencia del pleno de la Cour de cassation (cit. nota 225). Vid. P. 
AUVERGNON, “Diversidad religiosa…”, cit. nota 237, pp. 62 y 63. 
241 Recordemos que la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 y el 
todavía vigente preámbulo de la Constitución de 1946, conforman en Francia el fundamento legal 
del derecho de libertad de conciencia. Sin embargo, la Constitución de 1946 no se limitará a 
retomar sin más los principios de la Declaración de 1789, sino que presentará la novedad de 
relacionarlos con los derechos económicos y sociales en ella enunciados, de suerte que la cuestión 
religiosa, prevista en los incisos 1º y 5º del texto, aparece vinculada en ambos casos con una 
prohibición de discriminación en el acceso a otros derechos, en particular, en el acceso al empleo. 
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recientemente regulada en el ámbito del derecho europeo por la Directiva 
2000/78/CE de igualdad en materia de empleo, que prevé que un empresario no 
podrá limitar los derechos fundamentales de sus trabajadores, salvo cuando esté 
justificado por una necesidad de la actividad profesional que se desempeñe y 
dicha limitación sea proporcional al fin buscado.242 
 
Estas disposiciones comunitarias han sido incorporadas al derecho interno 
francés, de suerte que el code du travail recoge diversas disposiciones que 
garantizan la libertad de conciencia y de religión de los asalariados en el 
desempeño de una actividad laboral.243 Así, su artículo L. 1132-1 prohíbe que un 
empleado sea sancionado, despedido o discriminado, directa o indirectamente, 
por razón de sus convicciones religiosas.244 En relación con el poder de 
organización del empresario, el mismo texto legal impide gravar los derechos de 
las personas o las libertades individuales o colectivas con restricciones que no 
puedan hallar justificación en la naturaleza del trabajo que debe ser realizado y 
que no sean proporcionados al fin perseguido.245 Idénticas prohibiciones aplican 
a los reglamentos de las empresas privadas.246 
 
En definitiva, en derecho francés el reglamento interno de una empresa 
privada no puede limitar de forma general y absoluta la libertad de sus 
trabajadores de manifestar sus creencias religiosas, sino que cualquier restricción 
particular que se imponga debe cumplir los requisitos de justificación y 
proporcionalidad exigidos tanto por la legislación laboral como por la 
                                                 
242 Directiva 2000/78/CE del Consejo, 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de 
un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación, artículo 4.1. Vid. G. 
MORENO BOTELLA, La libertad de conciencia del trabajador en las empresas ideológicas confesionales, 
Fundación Universitaria Española, Madrid 2003, p. 184; y C. ODRIOZOLA IGUAL, “Relaciones de 
trabajo en el contexto de organizaciones ideológicas y religiosas. La Directiva 2000/78/CE de 27 
de noviembre sobre empleo y trabajo”, en RGDCDEE 6 (2004), pp. 1-29. 
243 Primera incorporación de la Directiva 2000/78/CE a derecho francés mediante la Loi nº 
2001-1066 relative à la lutte contre les discriminations, de 16 de noviembre de 2001. 
Incorporaciones posteriores en 
http://www.legifrance.gouv.fr/affichTexte.do?cidTexte=JORFTEXT000000883358. 
244 Code du travail Artículo L1132-1. 
245 Code du travail Artículo L1121. 
246 Code du travail Artículo L1321-3. 
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jurisprudencia de los tribunales franceses.247 Esta particularización y no 
generalización de las restricciones a las libertades religiosa y de conciencia exige, 
además, una discriminación entre las tareas profesionales encomendadas a los 
distintos empleados.248 
 
Después de que las primeras instancias judiciales afirmasen la conformidad 
de la obligación de neutralidad incorporada al reglamento de Baby Loup con los 
requisitos de justificación y proporcionalidad previstos por el código de 
trabajo,249 en su sentencia de marzo de 2013 la sala de lo social de la Cour de 
cassation sorprendió al dar la razón a trabajadora despedida por entender que la 
limitación impuesta a los trabajadores de la guardería demandada tenía carácter 
general y era lo suficientemente imprecisa como para poder ser considerada 
contraria a lo dispuesto en el código de trabajo.250 
 
De nuevo la respuesta política encaminada a eliminar el escollo que para la 
extensión de la obligación de neutralidad en las empresas privadas había puesto 
de manifiesto la Corte de casación, fue inmediata. Entre marzo y mayo de 2013, se 
depositaron ante la Asamblea Nacional cuatro nuevas proposiciones de ley 
tendentes modificar la legislación laboral en el sentido de poder introducir la 
neutralidad como causa legítima de limitación de los derechos fundamentales y 
libertades individuales de los trabajadores de empresas privadas.251 Este frenesí 
                                                 
247 Han sido los órganos jurisdiccionales franceses los que, por medio de sus resoluciones, han 
delimitado progresivamente la naturaleza y el alcance de aquellas restricciones a la libertad 
religiosa que, en el marco de las empresas privadas, reúnen los requisitos de necesidad y 
proporcionalidad exigidos por el derecho interno y convencional. Estas limitaciones se agruparían 
grosso modo en dos categorías, aquellas destinadas a proteger al empleado (seguridad, higiene, 
salud y ausencia de proselitismo); y las encaminadas a garantizar una correcta operatividad 
empresarial (Observatorio 2013 cit. nota 217, p. 5; y Observatorio 2014-2015 cit. nota 8, p. 57). 
Un estudio detallado de estas limitaciones en CESE 2013 cit. nota 66, pp. 7, 8 y 52 ss. 
248 Vid. Observatorio 2014-2015 cit. nota 8, p. 57. 
249 Vid. supra nota 225. 
250 Sentencia de la sala de lo social de la Cour de cassation (cit. nota 225). 
251 Proposition de loi nº 865 visant { donner la possibilité aux entreprises d’inscrire dans leur 
règlement intérieur le principe de neutralité { l’égard de toutes les opinions ou croyances, 
depositada ante la Asamblea Nacional el 28 de marzo de 2013, propone modificar el Código de 
trabajo para permitir limitaciones a las libertades fundamentales de los trabajadores cuando la 
tarea a desempeñar exija de estos una neutralidad frente a opiniones o creencias; Proposition de 
loi nº 864 relative { l’application des principes de laïcité et de neutralité dans les entreprises régies 
par le code du travail, depositada ante la Asamblea Nacional el 28 de marzo de 2013, que 
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legislador desató a su vez una intensa actividad de los órganos consultivos del 
Estado, quienes fueron requeridos desde diversas instituciones para expresar su 
opinión acerca de la conveniencia o no de legislar en la materia. La respuesta de 
estos órganos consultivos fue unánime: tras poner en evidencia la escasa 
conflictividad existente en el ámbito laboral en materia de acomodación de 
reivindicaciones relativas a la expresión religiosa, y rechazar la existencia de 
lagunas legislativas, la Commission nationale consultative des droits de l’homme, el 
Observatorio de la laicidad y el Conseil économique, social et environnemental 
rechazaron el recurso a la vía legislativa.252 A día de hoy, tres de las cuatro 
proposiciones de ley de 2013 continúan su proceso parlamentario, si bien desde 
su remisión a la Comisión de leyes constitucionales de la República, no se ha 
avanzado en su aprobación.253  
Concluyo este epígrafe y este Capítulo, con una breve referencia a una 
interesante novedad que, en relación con la pregunta de si los empresarios 
pueden sujetar a sus trabajadores a deberes generales de neutralidad, ha llegado 
por vía de dos resoluciones pronunciadas en marzo de 2017 por la Gran Sala del 
Tribunal de Justicia la Unión Europea (Tribunal o Corte de Luxemburgo o 
TJUE).254 En sendos procedimientos prejudiciales, la Corte de Luxemburgo ha 
sido cuestionada —por las jurisdicciones belga y francesa respectivamente— 
acerca de cómo debe interpretarse la Directiva 2000/78, en los casos de dos 
                                                                                                                                             
promueve también una modificación del code du travail que permita limitaciones a los derechos y 
libertades de los asalariados que tengan por objeto garantizar, en cualquier circunstancia, los 
principios de laicidad y neutralidad a los usuarios, clientes y demás trabajadores; Proposition de 
loi nº 998 relative au respect de la neutralité religieuse dans les entreprises et les associations, 
depositada ante la Asamblea Nacional el 24 de abril de 2013. Esta proposición fue rechazada por 
la Asamblea Nacional el 6 de junio de 2013; y Proposition de loi nº 1027 visant à assurer le principe 
de laïcité dans les entreprises privées, depositada ante la Asamblea Nacional el 15 de mayo de 2013, 
que modificaría el Código de trabajo en el sentido de requerir a todos los trabajadores de 
empresas privadas para que, en aras a la armonía social de la empresa, se abstengan de usar 
prendas o signos religiosos y de expresar actividades reconducibles a una pertenencia religiosa. 
Igualmente prevé que el reglamento interior pueda establecer a tal fin una obligación de 
neutralidad de creencias. Los tres dosieres legislativos están disponibles en 
http://www.assemblee-nationale.fr/.  
252 Observatorio 2014-2015 cit. nota 8, p. 18.  
253 Vid. supra nota 251.  
254 Sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea ECLI:EU:C:2017:203 (Samira 
Achbita, Centrum voor gelijkheid van kansen en voor racismebestrijding y G4S Secure Solutions NV); 
y ECLI:EU:C:2017:204 (Asma Bougnaoui, Association de défense des droits de l’homme (ADDH) y 
Micropole SA), ambas de 14 de marzo de 2017. 
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empleadas de centros de trabajo privados despedidas tras negarse a cumplir con 
la exigencia empresarial de dejar de usar del velo islámico en sus relaciones con 
clientes.  
En el primero de ellos, interpretando los apartados a) y b) del artículo 2.2 de 
la Directiva, el TJUE ha determinado que la normativa interna de una empresa 
privada que prohíbe el uso visible de cualquier signo político, filosófico o religioso 
en el lugar de trabajo, no constituye una discriminación directa por motivos de 
religión o de convicciones en el sentido de la Directiva; pero sí puede serlo de 
discriminación indirecta si se acredita que una norma aparentemente neutral 
ocasiona, de hecho, “una desventaja particular sobre las personas que profesan 
una religión o que tienen unas convicciones determinadas, salvo que pueda 
justificarse objetivamente con una finalidad legítima, como el seguimiento por 
parte del empresario de un régimen de neutralidad política, filosófica y religiosa en 
las relaciones con sus clientes, y que los medios para la consecución de esta finalidad 
sean adecuados y necesarios […]”.255 En el segundo, ha puntualizado que el 
artículo 4.1 de la Directiva debe interpretarse “en el sentido de que la voluntad de 
un empresario de tener en cuenta los deseos de un cliente de que los servicios de 
dicho empresario no sigan siendo prestados por una trabajadora que lleva un 
pañuelo islámico, no puede considerarse un requisito profesional esencial y 
determinante en el sentido de esta disposición.”256  
Con matices, ambas decisiones parecen apuntar una predisposición del 
TJUE a interpretar la neutralidad en el ámbito empresarial, y su relación con la 
prohibición de discriminación laboral, muy cercana a los planteamientos de la 
laicidad política apuntados desde diversas instancias en Francia durante el caso 
Baby Loup. 
4. CONCLUSIONES 
En mayo de 2015, la versión digital del periódico Libération publicaba una 
lúcida reflexión acerca de cómo Francia vive, desde hace quince años, inmersa en 
                                                 
255 ECLI:EU:C:2017:203, in fine. Sin cursiva en el original. 
256 ECLI:EU:C:2017:204, in fine. 
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un clima de exceso de un cierto tipo laicidad que, en nombre de las exigencias del 
vivre ensemble, aspira a prohibir toda forma de exteriorización de las creencias 
religiosas en el espacio social, en particular las vestimentas musulmanas.257  
A lo largo de este Capítulo, he reflexionado acerca de la transformación que 
desde hace ya varias décadas se observa en el país galo en cuanto a la 
interpretación y aplicación del principio de laicidad: en su instrumentalización 
con el fin de disminuir la visibilidad social del hecho religioso —
fundamentalmente del Islam —; y en cómo, en esta mutación del concepto y 
contenido de la laïcité, ha cobrado un creciente protagonismo el principio de 
neutralidad religioso-ideológica del Estado. En la actualidad en Francia, más que 
de nueva laicidad, puede hablarse de una nueva neutralidad, de una nouvelle 
neutralité. 
Desde el inicio del affaire des foulards a finales del siglo XX, hasta el reciente 
affaire Baby Loup, se aprecia en Francia una tendencia cada vez más acusada a 
interpretar el principio de neutralidad no ya en su sentido jurídico original de 
obligación que pesa sobre el Estado en beneficio de la libertad de conciencia y la 
igualdad de los ciudadanos, sino en su vertiente política de obligación que pesa 
sobre los ciudadanos en beneficio de un modelo social de convivencia que pasa 
por neutralizar a la sociedad y a los individuos. El deber del ciudadano es respetar 
la neutralidad de una polis en la que el espacio público compartido por la 
sociedad, se transforma en un espacio sin visibilidad religiosa, en un espacio no 
confesional en lugar de en un espacio pluriconfesional.258 
En el otro lado del espectro, si algo ha venido demostrando desde el affaire 
des foulards el ordenamiento jurídico galo —y los organismos encargados de su 
interpretación y tutela—, es su intento, muchas veces infructuoso, de ofrecer una 
cierta protección al derecho de libertad religiosa y de conciencia de los 
ciudadanos. Como ha señalado reiteradamente el Conseil d’État a lo largo de los 
años, la propia arquitectura del sistema de libertades públicas francés, determina 
                                                 
257 Disponible en http://www.liberation.fr/societe/2015/05/04/l-universite-publique-et-la-
laicite_1289397.  
258 Cfr. S. HENNETTE-VAUCHEZ y V. VALENTIN, L’affaire… cit. nota 5, pp. 18 ss. 
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que sólo sea posible exigir a la sociedad y a sus miembros la renuncia a la 
expresión pública de sus convicciones o creencias religiosas a través de 
intervenciones normativas concretas. A día de hoy, la obligación de neutralidad 
religiosa, filosófica o política, sólo es exigible al Estado, a las colectividades 
territoriales y a los servicios públicos, no a sus usuarios y tampoco a los 
ciudadanos. Con una importante excepción: los alumnos de colegios públicos 
sometidos a la Ley de 2004. 
El deseo de extender a la sociedad obligaciones de neutralidad que limiten 
el derecho de los ciudadanos a vivir pública y visiblemente según los dictados de 
su conciencia, parece ser hoy una prioridad en la agenda política gala. Como 
expresión de esa nouvelle neutralité de la que he hablado en las páginas de este 
primer Capítulo, existen en la actualidad al menos cinco proposiciones de ley 
depositadas ante las cámaras legislativas francesas cuyo propósito es crear 
nuevas categorías de ciudadanos que, siguiendo el camino abierto por la Ley de 
2004, se hallen sometidos a una exigencia de neutralidad que les obligue a 
desvestirse de toda impronta religiosa en un creciente número de situaciones. 
Sólo el futuro desvelará cuál será la suerte que corran estas proposiciones de ley, 
y con ello se resolverá, al menos en parte, la actual incógnita acerca de cuál sea el 
camino que Francia decida tomar en la construcción de esa laicidad 
apasionadamente invocada tras los atentados de Charlie Hebdo.259 
Con independencia del resultado de los procedimientos normativos todavía 
abiertos a nivel interno, Francia y su nueva laicidad reclaman también atención 
fuera de sus fronteras. En el año 2014, la Gran Sala del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos avaló, en la sentencia S.A.S. c. Francia, que la noción gala del 
vivre ensemble puede, dentro del margen de apreciación de los Estados, 
constituirse en fin legítimo que permita justificar una limitación al derecho de 
libertad religiosa y de conciencia reconocido en el artículo 9 del Convenio. Más 
recientemente, interrogada con carácter prejudicial acerca de si los empresarios 
pueden sujetar a sus trabajadores a deberes generales de neutralidad, la Gran 
Sala del Tribunal de Luxemburgo ha interpretando Directiva 2000/78 de igualdad 
                                                 
259 Cfr. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “Laicidad…” cit. nota 9, pp. 2 y 3. 
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en materia de empleo, en un sentido que parece aproximarse a ciertos postulados 
de laicidad política y de nouvelle neutralité apuntados en Francia durante el caso 
Baby Loup. 
No conviene perder de vista que las dos nociones de laicidad que he 
analizado en este Capítulo —jurídica y política—, no son necesariamente 
incompatibles ni mutuamente excluyentes. Así lo ha demostrado hasta fechas 
recientes la experiencia histórica francesa, y así lo ha recordado hace poco el 
presidente del Observatorio de la laicidad, Jean-Louis Blanco.260 La laïcité puede 
ser a la vez el instrumento jurídico que vela por la mutua independencia de 
Estado y confesiones religiosas y que garantiza las libertades religiosa y de 
conciencia, y el principio político de convivencia alrededor del cual se construye 
la noción de ciudadanía francesa, la identidad nacional. Pero la laicidad sólo 
podrá cumplir en plenitud sus dos funciones si su dimensión política, el vivre-
ensemble, no fagocita su dimensión jurídica en un intento de neutralizar la 
visibilidad del fenómeno religioso en un cada vez mayor número de espacios 
públicos, sociales y privados. 
La distorsión del principio de neutralidad del Estado, corolario de la laïcité, 
y la consolidación por vía legal de esa interpretación del mismo que yo he 
denominado nouvelle neutralité, conducirían finalmente a una concepción 
restrictiva del principio de laicidad que abocaría a Francia a una situación tantas 
veces advertida por el Consejo de Estado, y más recientemente también por la 
Commission nationale consultative des droits de l’homme, en la que se correría el 
riesgo no sólo de privar a categorías enteras de ciudadanos de ciertos derechos, 
sino también de confinar toda expresión de la libertad religiosa a la estricta esfera 
íntima contraviniendo así el espíritu de la Revolución Francesa y de la Ley de 
Separación de 1905. 
En los momentos de turbación que vive en la actualidad nuestro vecino del 
norte, creo conveniente volver una sosegada mirada a la historia —remota y 
reciente— que permita, con la conveniente perspectiva, identificar las claves 
                                                 




precisas para interpretar adecuadamente el presente y planificar el futuro. Un 
futuro que no puede permitir que un presente convulso termine por debilitar los 
logros que en la defensa y promoción de la libertad, con tanto esfuerzo, se 
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1. ACTUALES TENSIONES EN EL PRINCIPIO DE WELTANSCHAULICH-RELIGIÖSE NEUTRALITÄT 
EN ALEMANIA 
Del mismo modo que, como veíamos en el Capítulo anterior, Francia se halla 
en medio de un nuevo proceso de redefinición del significado del principio de 
laicidad que, desde una nueva concepción del mandato de neutralidad —una 
nouvelle neutralité—, estaría diluyendo su dimensión jurídica como instrumento 
de defensa del derecho constitucional de libertad de conciencia, para reforzar su 
condición de ideal político de convivencia social, también Alemania, aunque de 
forma más silenciosa y menos mediatizada, está inmersa en la actualidad en su 
propio debate acerca de cómo gestionar un escenario religioso cada vez más 
alejado del que existía cuando, en 1949, se promulgó su Ley Fundamental (en lo 
sucesivo Ley Fundamental, Constitución, Carta Magna o LF).261  
La República Federal de Alemania ha sido testigo, al igual que Francia y que 
una buena parte de Europa occidental, de un proceso que en pocas décadas ha 
puesto fin a la histórica hegemonía de las confesiones cristianas a partir de dos 
fenómenos paralelos y aparentemente contradictorios. De un lado, una creciente 
secularización que ha contribuido a la disminución de la afiliación a las iglesias 
tradicionales; de otro, una diversificación en las creencias de los ciudadanos 
caracterizada por la irrupción en el panorama religioso de comunidades 
minoritarias, en su mayoría extrañas a la espiritualidad europea. Por su número 
de creyentes y por su visibilidad mediática y social, la más importante de estas 
comunidades es el Islam.262  
                                                 
261 Cfr. W. HEUN, “Integration des Islam”, en Staatskirchenrecht oder Religionsverfassungsrecht? 
(H. M. Heinig y C. Walter eds.), Mohr Siebeck, Tübingen 2007, pp. 341ss.  
262 Las estadísticas muestran que en el año 2014 el número de musulmanes en Alemania era de 
aproximadamente de 4 millones, un 5% de la población, lo que convierte al Islam en el mayor 




Religion-in-Deutschland.html ). Estas estadísticas todavía no reflejan el aumento de presencia 
musulmana en el país tras la masiva afluencia de refugiados, mayoritariamente sirios, en el año 
2015 (https://de.statista.com/statistik/daten/studie/157446/umfrage/hauptherkunftslaender-
der-zuwanderer-nach-deutschland-2009/). La pregunta de si el Islam puede considerarse una 




Junto a estos rasgos comunes, la situación alemana presenta sin embargo 
notables diferencias con su vecino galo, que no se reducen a la menor politización 
del debate acerca de la religión o al hecho de que éste se desenvuelva 
principalmente en el entorno jurídico y académico.263 Alemania aborda la 
presencia del factor religioso en la sociedad a partir de unas coordenadas 
históricas particulares, como particular es también el sistema de relaciones entre 
el Estado y las comunidades religiosas que prevé la Ley Fundamental.  
La traumática experiencia del nacional-socialismo y el sufrimiento 
provocado por la sucesiva derrota en dos guerras mundiales, alentaron al 
constituyente alemán de 1948-1949 a blindar moral y jurídicamente al país frente 
a eventuales futuros intentos de totalitarismo o de ateísmo de Estado, mediante el 
establecimiento de un sistema constitucional fuertemente anclado en la dignidad 
humana y en el libre desarrollo de la personalidad. La Ley Fundamental germana 
tiene como objetivo primordial dotar a los ciudadanos del entramado jurídico 
necesario para que cada uno pueda vivir de la manera más libre posible. Dentro 
de ese marco de autonomía y libertad que configura la constelación de valores del 
orden constitucional alemán, el derecho subjetivo de libertad religiosa y creencias 
goza de especial protagonismo.  
La misma historia reciente que justificó la importancia acordada a la 
dimensión individual del derecho de libertad religiosa, influyó también en la 
especial posición que iglesias y confesiones ocupan en el texto constitucional 
germano. El rechazo a la degradación ética en la que se había sumido la sociedad 
                                                                                                                                             
Deutschland-Ja-wie-der-Faschismus.html y http://www.zeit.de/gesellschaft/2015-
03/kirchensteuer-islam-reform-religion-finanzierung; y http://www.zeit.de/gesellschaft/2015-
03/kirchensteuer-islam-reform-religion-finanzierung). Analiza los orígenes de la presencia del 
islám en Alemania K. ROSENOW-WILLIAMS, Organizing Muslims and Integrating Islam in Germany: 
New Developments in the 21st Century, Brill, Leiden 2012, pp. 14 ss. 
263 Esta diferencia es apreciable en el diferente discurso que en los últimos tiempos han 




sur-l-islam_4575109_823448.html. Esto no implica sin embargo negar el elemento político 
inherente al debate. Cfr. D. FRINGS, “La libertad de culto de los empleados de la administración 
pública conforme al Art. 33. Párr. 3 de la Ley Fundamental con respecto a la neutralidad del 
Estado”, en La neutralidad del Estado y el papel de la religión en la esfera pública en Alemania (M. 
Elósegui Itxaso coord.), Fundación Manuel Jiménez Abad, Zaragoza 2012, p. 195. 
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alemana durante la era nazi, unida a la percepción tras el final de la Segunda 
Guerra Mundial de que las comunidades religiosas históricas —principalmente 
las Iglesias Católica y Evangélica— habían permanecido en mayor o menor 
medida, como reductos de respeto a los derechos fundamentales, hizo que los 
constituyentes viesen la contribución activa de estas en la reconstrucción moral y 
democrática de postguerra como algo deseable.264 Favorecida por la tradición de 
un país en el que la dialéctica entre los poderes públicos y los grupos religiosos no 
ha venido marcada por la confrontación violenta,265 la percepción positiva de la 
presencia y actividad en la sociedad de las iglesias, es en parte responsable del 
particular modelo alemán de aconfesionalidad estatal, alejado de sistemas 
laicistas o de separación radical entre el Estado y las confesiones religiosas. 
A partir de la década de los 1960, y durante los treinta años siguientes, el 
Tribunal Constitucional Federal contribuyó a través de su jurisprudencia a 
consolidar estos presupuestos constitucionales mediante el desarrollo del 
principio de neutralidad (en lo sucesivo, también en su formulación original de 
weltanschaulich-religiöse Neutralität).266 Concebido como el reverso ineludible 
del derecho de libertad religiosa y de creencias, en sus primeros años el mandato 
de neutralidad al que la Ley Fundamental sujeta a los poderes públicos, no sólo no 
tendrá como objeto la privatización de las creencias de los ciudadanos, sino que 
por el contrario justificará la presencia en la esfera pública y en el ámbito 
institucional del elemento religioso —tanto individual como colectivo— y 
apuntalará el sistema alemán de apertura a la diversidad religiosa e ideológica 
diseñado por la Constitución. 
Desde finales del siglo XX, se observa sin embargo en la doctrina y en la 
jurisprudencia alemanas, una tendencia a hacer disminuir la relevancia de la 
                                                 
264 Cfr. J.-P. WILLAIME, “Séparation et coopération Eglises-État en Allemagne”, en Laïcité et 
sécularisation… cit. nota 18, pp. 90 y 91; e I. B. WUERTH, “Private Religious Choice in German and 
American Constitutional Law: Government Funding and Government Religious Speech”, en 
Vanderbilt Journal of Transnational Law 31 (1998), pp. 1145-1147. 
265 Vid. E. J. EBERLE, Church and State in Western Society. Established Church, Cooperation and 
Separation, Ashgate, Surrey 2011, p. 63. 
266 Vid. C. STARCK, Jurisdicción constitucional y Derechos Fundamentales, Dykinson, Madrid 2011, 
pp. 27-55; y P. HÄBERLE, “Recientes desarrollos sobre derechos fundamentales en Alemania”, en 
Derechos y Libertades 1 (1993), pp. 79-82.  
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dimensión colectiva del derecho de libertad religiosa y a potenciar su vertiente 
más individual, llegando incluso a plantearse entre la doctrina la oportunidad de 
cambiar el tradicional nombre de la disciplina académica que cultiva su estudio, 
Staatskirchenrecht (Derecho eclesiástico del Estado) y sustituirla por el de 
Religionsverfassungsrecht (Derecho constitucional de la religión).267 Lejos de 
tratarse de una discusión bizantina, la cuestión terminológica es la punta del 
iceberg de un debate de mucho mayor calado que cuestiona en última instancia la 
bondad del actual sistema constitucional de gestión del fenómeno social 
religioso.268 El debilitamiento del componente institucional del derecho de 
libertad religiosa no es tan sólo el inevitable resultado de la pérdida de relevancia 
social de las Iglesias Católica y Evangélica como consecuencia de la secularización 
y de la privatización de las creencias religiosas de los ciudadanos alemanes, sino 
que obedece en primer término a las dudas que una mayor presencia de ciertos 
grupos religiosos, especialmente del Islam, han generado respecto de la 
oportunidad de un sistema nacido bajo unos presupuestos sociales y religiosos 
muy diferentes a los actuales.  
La Alemania del siglo XXI se enfrenta al reto de determinar si el modelo 
constitucional de apertura al fenómeno religioso, originalmente ideado en el 
contexto de una sociedad religiosamente homogénea, y previsto para regular la 
relación entre el Estado y dos iglesias cristianas hegemónicas, es todavía hoy el 
más adecuado para acomodar creencias y grupos religiosos que plantean dudas 
incluso en cuanto a su propia conformidad con el sistema democrático alemán.269  
                                                 
267 Cfr. C. WALTER, Einleitung, en Staatskirchenrecht... cit. nota 261, pp. 1-4; y Mª J. ROCA, “La 
neutralidad del Estado. Fundamento doctrinal y actual delimitación en la jurisprudencia”, en 
REDC 16 (1996), p. 259. 
268 Cfr. K.-H. LADEUR e I. AUGSBERG, Toleranz – Religion – Recht, Mohr Siebeck, Tübingen 2007, p. 
48. Como apunta Navarro-Valls, no es esta una tendencia aislada de Alemania. Cfr. R. NAVARRO-
VALLS, “Los Estados frente a la Iglesia”, en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado 9 (1993), pp. 
19-23. 
269 Cfr. C. HILLGRUBER, Staat und Religion. Überlegungen zur Säkularität, zur Neutralität und zum 
religiös-weltanschaulichen Fundament des modernen Staates, Ferdinand Schöningh, Padeborn 
2007, pp. 47 ss.; y C. E. HAUPT, Religion–State Relations in the United States and Germany. The Quest 
for Neutrality, Cambridge University Press, Cambridge 2012, pp. 162 ss. 
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El principio de neutralidad no ha quedado fuera ni ha sido ajeno a este 
debate.270 Por el contrario, ha adquirido una relevancia cada vez mayor ante la 
necesidad de dar respuesta a dos preguntas fundamentales: ¿debe avanzar 
Alemania hacia una noción de neutralidad más distanciadora, menos inclusiva de 
la diversidad religiosa y más cercana a modelos de separación, que limite la 
presencia e influencia de elementos religiosos en ciertos ámbitos sometidos a la 
tutela del Estado?;271 y ¿cómo puede el Estado religiosa e ideológicamente neutral 
distinguir entre aquellos grupos positivos para la sociedad democrática de 
aquellos que no lo son, sin lesionar el derecho de libertad religiosa del que la Ley 
Fundamental les hace titulares? 272 
El propósito del presente Capítulo es indagar en el modo en que la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional Federal (en lo sucesivo también 
Bundesverfassungsgericht o Tribunal o Corte de Karlsruhe) ha tratado de dar 
respuesta a estas dos preguntas a través de la invocación de principio de 
weltanschaulich-religiöse Neutralität, tanto en las sentencias que abordan la 
dimensión individual del derecho de libertad religiosa y de creencias, como en 
aquellas que se refieren a su componente colectivo. Con carácter previo, se 
propone una indagación en la regulación constitucional del derecho de libertad 
religiosa y del principio de neutralidad, en la que he considerado pertinente 
incluir unas breves reflexiones históricas que permitan aportar una cierta 
perspectiva al análisis que se realiza a continuación. 
 
                                                 
270 Cfr. Mª J. ROCA, “La neutralidad...” cit. nota 267, p. 259; S. HUSTER, “Die Bedeutung des 
Neutralitätsgebotes für die verfassungstheoretische und verfassungsrechtliche Einordnung des 
Religionsrechts”, en Staatskirchenrecht oder... cit. nota 261, pp. 107 ss.; S. KORIOTH, “Vom 
institutionellen Staatskirchenrecht zum grundrechtlichen Religionsverfassungsrecht? Chancen 
und Gefahren eines Bedeutungswandels des Art. 140 GG”, en Der Staat des Grundgesetzes - 
Kontinuität und Wandel: Festschrift für Peter Badura zum siebzigsten Geburtstag (P. M. Huber, M. 
Brenner y M. Möstl eds.), Mohr Siebeck, Tübingen 2004, pp. 727 ss.; y U. FÜLBIER, Die 
Religionsfreiheit in der Bundesrepublik Deutschland und den Vereinigten Staaten von Amerika unter 
spezieller Berücksichtigung der jeweiligen Methodik der Verfassungsinterpretation, Duncker & 
Humbolt, Berlín 2003, p. 91. 
271 Vid. D. FRINGS, “La libertad…” cit. nota 263, p. 196; y C. E. HAUPT, Religion–State... cit. nota 
269, p. 164. 
272 Vid. I. B. WUERTH, “Private Religious…” cit. nota 264, p. 1147. 
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2. LIBERTAD RELIGIOSA Y WELTANSCHAULICH-RELIGIÖSE NEUTRALITÄT EN LA LEY 
FUNDAMENTAL  
Como ha destacado el Tribunal Constitucional Federal alemán en su 
jurisprudencia, el derecho de libertad religiosa y de conciencia ocupa un lugar 
privilegiado en la constelación de valores que conforman y sustentan el orden 
constitucional germano,273 no sólo por la rotundidad con que este derecho del 
espíritu fue afirmado en la Ley Fundamental de 1949, o por la hasta entonces 
desconocida amplitud con la que se protegió su ejercicio.274 Ese lugar destacado 
lo ocupa en virtud de la función que la libertad ideológica y de creencias estaba —
y está— llamada a desempeñar en el Estado constitucional democrático surgido 
de las cenizas de la Segunda Guerra Mundial.  
El Preámbulo a la Ley Fundamental de la República Federal de Alemania de 
1949 se inicia con esta significativa invocatio dei: 
“Consciente de su responsabilidad ante Dios y ante los hombres, 
animado de la voluntad de servir a la paz del mundo, como miembro con 
igualdad de derechos de una Europa unida, el pueblo alemán, en virtud 
de su poder constituyente, se ha otorgado la presente Ley 
Fundamental.”275 
El movimiento del constituyente de postguerra hacia el reconocimiento de 
un elenco de derechos humanos naturales e inalienables fue en gran medida, 
como he señalado en la introducción a este Capítulo, atribuible a la reacción 
contra su historia más reciente y contra los excesos del nacional-socialismo. 
Anclando el orden constitucional en la dignidad humana y en el libre desarrollo 
                                                 
273 BVerfGE 33, 23 (1972) § 14. Vid. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, Staatskirchenrecht (3ª ed), C.H. 
Beck, Múnich 1996, p. 60. 
274 La protección expresa de la práctica religiosa que contempla el artículo 4 LF constituyó un 
novedoso desarrollo del texto constitucional de 1949 y marcó una diferencia importante con la 
precedente Constitución Imperial de Weimar (vid. infra nota 353). Así lo ha señalado el Tribunal 
Constitucional Federal en BVerfGE 24, 236 (1968) §§ 19 y 20. Cfr. E. J. EBERLE, Church… cit. nota 
265, p. 59; e I. B. WUERTH, “Private Religious…” cit. nota 264, p. 1143. 
275 Preámbulo a la Ley Fundamental de la República Federal de Alemania, de 23 de mayo de 




de la personalidad, y el orden social en los principios naturales de justicia y 
equidad, el país centroeuropeo anhelaba blindarse moral y jurídicamente frente a 
futuras veleidades humanas.276 Es precisamente desde este anhelo desde donde 
es preciso leer e interpretar esa invocatio dei o nominatio dei contenida en el 
Preámbulo al texto constitucional.277 Lejos de retrotraerse a modelos pretéritos 
de confesionalidad estatal, con esta fórmula los redactores del texto de 1949 
pretendieron, al reconocer la responsabilidad del pueblo alemán no sólo ante la 
comunidad humana, sino también ante un Ser Superior —no identificado 
expresamente con el Dios del cristianismo—,278 hacer una referencia explícita a la 
trascendencia que a su vez supusiese el rechazo implícito de cualquier forma de 
ateísmo de Estado o de totalitarismo.279  
El sistema jurídico alemán está construido para ser no un instrumento 
represor, sino una herramienta orientada a proveer a los ciudadanos de 
estructuras en las que cada uno pueda vivir de la manera más libre posible. La 
finalidad última de todo el engranaje constitucional germano es evitar que el 
individuo se vea ante el dilema de tener que obedecer a la ley en contra de su 
propia conciencia.280 En una sentencia de 1976, al analizar la relación entre el 
                                                 
276 Artículo 1 LF: “1. La dignidad humana es intangible. Respetarla y protegerla es obligación de 
todo poder público. 2. El pueblo alemán, por ello, reconoce los derechos humanos inviolables e 
inalienables como fundamento de toda comunidad humana, de la paz y de la justicia en el mundo.” 
Artículo 2 LF: “1. Toda persona tiene el derecho al libre desarrollo de su personalidad siempre 
que no viole los derechos de otros ni atente contra el orden constitucional o la ley moral.” Vid. C. 
HILLGRUBER, Staat und... cit. nota 269, p. 47; y J. ISENSEE, “Würde des Menschen”, en Handbuch der 
Grundrechte in Deutschland und Europa: Band IV: Grundrechte in Deutschland - Einzelgrundrechte I 
(D. Merten y H.–J. Paier eds.), C. F. Müller, Heidelberg 2011, pp. 39 ss. 
277 Vid. supra nota 275; y M. HECKEL, “The Impact of Secular Modern Law on Church and State in 
Germany”, en Tel Aviv University Studies in Law 13 (1997), pp. 187-189. Interesante reflexión 
acerca del car|cter casi sagrado que se otorga a las “constituciones adoptadas por las sociedades 
moralmente corruptas de la Segunda Guerra Mundial” como la alemana en J. H. H. WEILER, “El 
principio de tolerancia constitucional: la dimensión espiritual de la integración europea”, en 
Derecho constitucional y cultura. Estudios en homenaje a Peter Häberle (F. Balaguer Callejón 
coord.), Tecnos, Madrid 2004, p. 113. 
278 Cfr. C. HILLGRUBER, Staat und... cit. nota 269, p. 58. 
279 Vid. G. ROBBERS, Religion and Law in Germany (2ª ed.), Wolters Kluwer, Austin 2013, pp. 49 
ss.; y D. B. TRAPP, Religiöse Neutralität und Rundfunkfreiheit, Mohr Siebeck, Tübingen 2013, pp. 70 
y 71.  




Estado y las diversas comunidades religiosas, el Tribunal Constitucional Federal 
realizaba esta interesante reflexión: 
“[…] la Ley Fundamental establece límites b|sicos al poder del 
Estado —entre otros la dignidad y la libertad de la voluntad humana—. 
Así se desprende del sentido normativo de los derechos de libertad de la 
Ley Fundamental. La Ley Fundamental no ha regulado un poder estatal 
virtualmente universal, sino [un poder] limitado al propósito material del 
Estado de salvaguardar el bien común, en cuyo centro se hallan la 
libertad y la justicia social. La garantía de las libertades es expresión de 
que la Ley Fundamental no concibe el Estado como custodio de un plan 
salvífico, en virtud del cual aparecería legitimado para poder ordenar a 
los hombres el diseño de su vida hasta en las facetas más internas de las 
creencias y del pensamiento. Esta noción ha hallado particularmente en 
el artículo 4 LF su expresión constitucional; prohíbe al Estado el acceso a 
la dimensión religiosa o ideológica del hombre.”281 
Como se desprende de este texto del Bundesverfassungsgericht, en ese 
blindaje moral y jurídico al que me he referido antes, el derecho fundamental de 
libertad religiosa, de creencias y de conciencia desempeña un papel protagonista. 
En un sistema constitucional cimentado en la dignidad humana y en el libre 
desarrollo de la personalidad, tanto la maduración espiritual como la necesidad 
de trascender son consideradas elemento indispensable del proceso de 
crecimiento vital.282 La Constitución alemana reconoce la creencia —sea esta 
religiosa o no— como una realidad antropológica del ser humano.283 En palabras 
                                                 
281 BVerfGE 42, 312 (1976) § 55.  
282 BVerfGE 32, 98 (1971) § 21. Cfr. E. J. EBERLE, Church… cit. nota 265, p. 59. 
283 En lo sucesivo, y con el objeto de evitar reiteraciones innecesarias, cuando no se especifique 
otra cosa el sustantivo “creencias” habr| de entenderse como referido tanto a creencias religiosas 
como a no religiosas. De acuerdo con la jurisprudencia constante del Bundesverfassungsgericht, en 
Alemania los grupos filosóficos, humanistas y no religiosos (Weltanschauungsgemeinschaften) 
tienen la misma consideración que las comunidades religiosas a efectos de protección 
constitucional. Vid. P. TIEDEMANN, Religionsfreiheit - Menschenrecht oder Toleranzgebot?: Was 
Religion ist und warum sie rechtlichen Schutz verdient, Springer, Berlín 2012, pp. 142-145. De 
hecho, en Alemania declara no pertenecer a ninguna religión el 23’8% de la población, lo cual 
convierte a este grupo de ciudadanos en el segundo del país en cuanto a creencias, sólo superado 
por las iglesias cristianas que aglutinan al 40’8% de los creyentes (25’7% de católicos y 25’1% de 
miembros de Iglesias Evangélicas –evangelisches Landeskirchen–). Datos del año 2013, disponibles 
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de Trapp, la Ley Fundamental, al incluir las libertades religiosa y de creencias 
dentro del elenco de derechos fundamentales, no tutela un “hobby cualificado”, 
sino que reconoce la intrínseca vocación del hombre al pensamiento y a la 
trascendencia.284  
Corolario de este reconocimiento de las libertades de creencia y de 
conciencia, a nivel constitucional se establece una cautela adicional que informa y 
dota de coherencia a todo el sistema: el Estado no sólo no puede negar la 
dimensión trascendente del ser humano, tampoco puede impedirla, imponerla o 
pretender sustituirla.285 Surge así la concepción de la moderna nación alemana 
como una organización política que, patria común de todos sus ciudadanos, se 
reconoce como religiosa e ideológicamente neutral.286 Como lúcidamente destaca 
Starck, “en el momento en el que se impuso la convicción de que la religión debía 
separarse de las funciones del Estado y que el Estado debía ser religiosamente 
neutral, comenzó la era de la libertad religiosa.”287 El sistema constitucional 
alemán de relaciones entre el poder político y el fenómeno social religioso —en 
sus vertientes individual y colectiva— halla en la neutralidad de los poderes 
públicos uno de sus principios más sobresalientes y plurifacéticos ya que, además 
de prohibir formas de confesionalidad estatal, tiene encomendado garantizar la 
paz religiosa, asegurar el libre desarrollo de las creencias individuales y de las 
confesiones y hacer posible que cualquier ciudadano pueda sentirse plenamente 
identificado con su nación.288 
                                                                                                                                             
en  http://remid.de/info_zahlen_grafik/. Detallados por confesión en G. ROBBERS, Religion… cit. 
nota 279, pp. 30-37. 
284 Cfr. D. B. TRAPP, Religiöse Neutralität… cit. nota 279, p. 52. Anticipa esta idea A. HOLLERBACH, 
Religion und Kirche im freiheitlichen Verfassungsstaat, Walter de Gruyter, Berlín 1998, p. 8. 
285 Vid. K. SCHLAICH, Neutralität als verfassungsrechtliches Prinzip vornehmlich im 
Kulturverfassungs- und Staatskirchenrecht, Mohr Siebeck, Tübingen 1972, p. 16. 
286 BVerfGE 19, 206 (1965) § 37; y BVerfGE 108, 282 (2003) § 42. Vid. M. HECKEL, “The 
Impact…” cit. nota 277, p. 190; y S. GANZ, Das Tragen religiöser Symbole und Kleidung in der 
öffentlichen Schule in Deutschland, Frankreich und England. Eine rechtsvergleichende Untersuchung 
unter Berücksichtigung der EMRK, Dunker & Humblot, Berlín 2009, p. 41. 
287 La cita en C. STARCK, “Nuevo desarrollo de las relaciones entre Estado e Iglesia en el Derecho 
alem|n”, en RGDCDEE 23 (2010), p. 2. Vid. una aproximación diferente en H. KRÜGER, Allgemeine 
Staatslehere (2ª ed.), Kohlhammer, Stuttgart 1966, p. 181.  
288 BVerfGE 93, 1 (1995) § 35; BVerfGE 108, 282 (2003) § 43; BVerfGE 137, 273 (2014) § 86; y 
BVerfGE 138, 296 (2015) § 110. Vid. R.WIEDEMANN, Der Streit um das Schulkreuz in Deutschland 
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Es importante hacer notar que, lejos de incorporar exclusivamente un 
componente distanciador o negativo, la neutralidad alemana es también 
benevolente y positiva. A partir del momento en que la libertad religiosa y de 
creencias queda configurada como un derecho subjetivo ajeno al ámbito de las 
funciones estatales, compete a los poderes públicos no sólo respetar sus 
límites,289 sino también promover de forma activa que exista el espacio social y 
moral necesario para que dicha libertad pueda desarrollarse.290 Dado que el 
Estado se reconoce incompetente para atender las necesidades espirituales de 
sus ciudadanos, la propia exigencia de neutralidad “aconseja la existencia de 
estructuras institucionales independientes” que las satisfagan y que se relacionen 
con los poderes públicos bajo la dirección de los principios de separación, 
neutralidad, paridad y cooperación.291 Desde esta concepción, en Alemania se ha 
generado históricamente una consideración positiva de la presencia y actividad 
en la sociedad de las iglesias y de otras comunidades religiosas que hoy, debido a 
una pluralidad de factores, está viviendo un cierto retroceso.292  
2.1 Breve reflexión histórica: de la Reforma Protestante a la 
Constitución Imperial de Weimar 
De la misma manera que resulta imposible comprender la deriva conceptual 
de la laïcité y del principio de neutralidad ideológico-religiosa del Estado en 
Francia, sin evocar la Revolución de 1789 y la posterior evolución de sus 
principales postulados en materia de libertad de conciencia, en Alemania no es 
                                                                                                                                             
und Italien. Weltanschaulich-religiöse Neutralität und Laicitá des Staates im Vergleich, Duncker & 
Humblot, Berlín 2012, pp. 95 y 96; y S. HUSTER, Die ethische Neutralität des Staates. Eine liberale 
Interpretation der Verfassung, Mohr Siebeck, Tübingen 2002, pp. 47 y 48. Del mismo autor, “Die 
Bedeutung...” cit. nota 270, p. 110. 
289 Cfr. W. BOCK, Das für alle geltende Gesetz und die kirchliche Selbstbestimmung: eine 
verfassungsrechtliche Untersuchung am Beispiel des Amtsrechts der evangelischen Kirchen, Mohr 
Siebeck, Tübingen 1996, p. 48. 
290 BVerfGE 41, 29 (1975) § 100. Vid. R. PALOMINO LOZANO, Neutralidad del Estado y espacio 
público, Thomson Reuters Aranzadi, Cizur Menor (Navarra), pp. 141 ss. 
291 Cfr. C. STARCK, “La libertad religiosa en Alemania como libertad positiva y negativa”, en La 
neutralidad… cit. nota 263, p. 64. Del mismo autor, “Nuevo desarrollo…” cit. nota 287, p. 2. 
También, A. HOLLERBACH, Religion... cit. nota 284, p. 6.  
292 Vid. A. SAJÓ y R. UITZ, “Freedom of Religion”, en The Oxford Handbook of Comparative 




posible aprehender la actual complejidad del armazón constitucional del 
principio de weltanschaulich-religiöse Neutralität sin tomar, como punto de 
partida, el impacto que la Reforma Protestante iniciada en 1517 por el monje 
agustino Martín Lutero, y los subsiguientes tratados de Augsburgo y Westfalia, 
tuvieron en la historia de los territorios hoy unificados bajo el Estado alemán.293  
Como recuerda Campenhausen, la Reforma fue, ante todo, un movimiento 
teológico.294 En sus orígenes no se concibió a si misma ni como un levantamiento 
político ni como una revolución contra el poder eclesial, sino como un anhelo de 
depurar y perfeccionar una Iglesia que, con el paso de los siglos, se habría 
apartado de la verdad originariamente revelada por Cristo. Su renovada 
interpretación de los Evangelios tuvo, no obstante, importantes repercusiones 
tanto para el Sacro Imperio Romano Germánico como para la propia sociedad, 
sentando las bases de una nueva concepción del Derecho canónico, del derecho 
secular y de las relaciones entre el poder político y el poder religioso.295  
A nivel confesional, la Reforma dividió de facto y casi al cincuenta por ciento 
los estados germanos, bien manteniéndolos bajo el paraguas religioso de la Iglesia 
Católica, bien sometiéndolos a la dependencia de las nuevas iglesias protestantes 
en una unión que se prolongó, para los segundos prácticamente sin fisuras, hasta 
el término de la Primera Guerra Mundial y la proclamación de la República de 
                                                 
293 Cfr. G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, pp. 38-42. Para un análisis histórico anterior a la 
Edad Moderna, vid. A. FRHR. VON CAMPENHAUSEN, Staatskirchenrecht cit. nota 273, pp. 7-11; y J. Mª 
COELLO DE PORTUGAL, “La libertad religiosa de los antiguos y la libertad religiosa de los modernos”, 
en Religión, matrimonio y derecho ante el siglo XXI: estudios en homenaje al profesor Rafael 
Navarro-Valls Vol. I (J. Martínez-Torrón, S. Meseguer Velasco, R. Palomino Lozano coords.), Iustel, 
Madrid 2013, pp. 484-486.  
294 La cita en A. FRHR. VON CAMPENHAUSEN, Staatskirchenrech cit. nota 273, p. 12. Resumen los 
postulados de Lutero F. MARTÍN HERNÁNDEZ y J. C. MARTÍN DE LA HOZ, Historia de la Iglesia. II. La 
Iglesia en la época moderna (4ª ed.), Ediciones Palabra, Madrid 2011, pp. 147 y 148. En este 
mismo sentido, Mª J. ROCA, “La influencia de la Reforma protestante en el Derecho”, en e-Legal 
History Review 14 (2012), p. 2. Vid. en especial la amplia monografía de M. HECKEL, Martin Luthers 
Reformation und das Recht. Die Entwicklung der Theologie Luthers und ihre Auswirkung auf das 
Recht under den Rahmenbedingungen der Reichsreform un der Territorialstaatsbildung im Kampf 
mit Rom und den „Schwärmern“, Mohr Siebeck, Tübingen 2016, pp. 47ss.; y M. SCHMOECKEL, Das 
Recht der Reformation. Die epistemologische Revolution der Wissenschaft und die Spaltung der 
Rechtsordnung in der Frühen Neuzeit, Mohr Siebeck, Tübingen 2014, pp. 4 ss. 
295 Vid. A. FRHR. VON CAMPENHAUSEN, Staatskirchenrech cit. nota 273, p. 12; y Mª J. ROCA, “La 
influencia…” cit. nota 294, pp. 2 ss. 
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Weimar.296 El problema principal que se ha planteado históricamente en 
Alemania es el que resulta no de la pluralidad religiosa, sino de la 
biconfesionalidad.297 En una época en la que religión y política estaban 
estrechamente entrelazadas, la cuestión principal durante los siglos XVI al XIX fue 
la de dilucidar cómo organizar el ejercicio de la soberanía política en presencia de 
dos confesiones que, tras haber fracasado en su intento de dominarse 
mutuamente, por diversas vías y con distinta intensidad habían pasado a ser 
competencia del ordenamiento estatal.298 
Sorprende advertir cómo los principios de la Reforma, en sus inicios 
contrarios a la confusión medieval entre autoridad temporal y eclesiástica, no 
sólo no lograron acabar con la dependencia recíproca de Estado e Iglesia sino que, 
por el contrario, terminaron afianzando el dominio de príncipes y monarcas 
sobre las nuevas comunidades reformadas e incluso sobre la propia Iglesia 
Católica.299 Hasta tal punto fue así que en los territorios donde triunfaron las 
teorías de Lutero, no se buscó tanto aclarar si los reformadores realmente 
deseaban o simplemente soportaban las nuevas iglesias estatales sino, de un lado, 
integrar de manera coherente la reforzada posición de los soberanos en ellas, y de 
otro, buscar los argumentos tanto eclesiales como seculares necesarios para 
interpretar, justificar y limitar dicha posición.300  
Hasta la fractura en la hasta entonces Iglesia única propiciada por la 
Reforma, ni su existencia ni su reglamentación o administración habían sido 
                                                 
296 De hecho, hasta 1920 las Iglesias Evangélicas no comenzaron verdaderamente a dotarse de 
un derecho interno independiente del derecho estatal. Vid. G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, p. 
40; y Mª J. ROCA, “La influencia…” cit. nota 294, pp. 8 y 9.  
297 Cfr. G. CZERMAK, Religions - und Weltanschauungsrecht: Eine Einführung, Springer, Berlín 
2008, p. 2; y A. HOLLERBACH, “Neutralität, Pluralismus und Toleranz in der heutigen Verfassung”, en 
Ausgewälte Schriften (G. Robbers, J. Bohnert, C. Gramm, U. Kindhäuser, J. Lege, A. Rinken eds.), 
Duncker & Humblot, Berlín 2006, pp. 294 y 295. 
298 Vid. S. KORIOTH, “Die Entwicklung des Staatskirchenrechts in Deutschland seit der 
Reformation”, en Staatskirchenrecht oder... cit. nota 261, pp. 41 ss.; y J.-P. WILLAIME, “Séparation...”, 
cit. nota 264, p. 89. 
299 Cfr. C. HILLGRUBER, Staat und... cit. nota 269, pp. 31 ss. 
300 Vid. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN y H. DE WALL, Staatskirchenrecht (4ª ed.), C. H. Beck, Múnich 
2006, pp. 10, 15-19. En la justificación del poder temporal sobre cuestiones eclesiales se suceden 
varias teorías: el sistema episcopal (s. XVII), el territorialismo racional (ss. XVII y XVIII) y la teoría 
colegial (ss. XVIII y XIX). Vid. Mª J. ROCA, “La influencia…” cit. nota 294, pp. 12-20. 
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objeto inmediato y directo del derecho estatal.301 Esta situación cambió con el 
Tratado de Augsburgo de 25 de septiembre de 1555 y con la posterior Paz de 
Westfalia,302 que sentaron las bases tanto del derecho de libertad religiosa como 
de los principios de neutralidad, paridad y tolerancia.303 En los territorios 
luteranos, los monarcas temporales asumieron las competencias propias de los 
obispos católicos en relación con las nuevas iglesias reformadas —summus 
episcopus— y estas y su reglamentación se convirtieron en objeto y parte del 
ordenamiento jurídico secular.304 A demás, en virtud del principio cuius regio, eius 
religio, cada soberano tenía la potestad de decidir su religión y la de sus súbditos, 
si bien a estos les fue reconocido un ius emigrandi para el caso de que profesasen 
en una confesión —luterana o católica— distinta a la del monarca.305 El ius 
emigrandi es considerado como el origen del derecho de libertad religiosa, al 
introducir la noción de que nadie puede ser forzado a seguir una religión en 
contra de su voluntad o de su conciencia.306 A esta nueva situación jurídica de los 
territorios de la Reforma, se añadirá en los estados católicos, sobre todo a partir 
del siglo XVIII, el Josefismo. Impulsado por la Casa de Augsburgo, el Josefismo fue 
una forma de regalismo influenciada por el absolutismo ilustrado que, sin 
                                                 
301 Cfr. S. KORIOTH, “Die Entwicklung...” cit. nota 298. p. 41. 
302 Calificada por Voltaire como un tratado abocado a ser en el futuro “la base de todos los 
tratados”, la Paz de Westfalia puso fin a la guerra de los Treinta Años y resultó en la conclusión de 
dos tratados, el de Osnabrück y el de Münster, los días 15 de mayo y 24 de octubre de 1648. En 
VOLTAIRE, Le siècle de Louis XIV, R. Dodsley, Londres 1752, pp. 45 y 46 [digitalización disponible en 
https://books.google.es/books?id=g3AHAAAAQAAJ&printsec=frontcover&hl=es&source=gbs_ge_
summary_r&cad=0#v=onepage&q&f=false]; y J. H. ELLIOTT, “Europa después de la Paz de 
Westfalia”, en Revista Pedralbes 19 (1999), p. 131. 
303 Cfr. G. CZERMAK, Religions… cit. nota 297, p. 2; H. M. HEINIG, “Die religiös-weltanschauliche 
Neutralität nach dem Grundgesetz”, en edp-Dokumentation 31 (2009), p. 17; y G. ROBBERS, 
Religion… cit. nota 279, p. 41. 
304 Vid. S. KORIOTH, “Die Entwicklung...” cit. nota 298, p. 43; y Mª J. ROCA, “La influencia…” cit. 
nota 294, p. 3.  
305 Con dos importantes excepciones. De un lado, en las ciudades imperiales libres (Freie und 
Reichstädte) —aquellas ciudades que carecían de otro poder soberano que el del propio 
Emperador como Núremberg o la propia Augsburgo— adheridas a la Reforma, a los ciudadanos 
católicos les fue garantizado el respeto a la manifestación de su religión y a la propiedad 
eclesiástica. De otro, se estableció una reserva eclesiástica (reservatum ecclesiasticum) que 
afectaba a los territorios directamente subordinados al Imperio —Tréveris, Colonia, Maguncia y 
los territorios gobernados por autoridades eclesiásticas romanas— y que les obligaba a 
permanecer siendo católicos. Cfr. J. A. WAGNER, Voices of the Reformation: Contemporary Accounts 
of Daily Life, Greenwood, Santa Bárbara (California) 2015, p. 62; y F. MARTÍN HERNÁNDEZ y J. C. 
MARTÍN DE LA HOZ, Historia… cit. nota 294, p. 147. 
306 Vid. G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, p. 41; y A. FRHR VON CAMPENHAUSEN y H. DE WALL, 
Staatskirchenrecht cit. nota 300, p. 12. 
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renunciar formalmente al dualismo, sí supeditó localmente a la Iglesia Católica a 
un control y dirección estatales que la alejó de la influencia y de los designios del 
Papado.307 
La confesionalización de los diferentes territorios trajo consigo, sin 
embargo, un primer germen de neutralidad religiosa. El Sacro Imperio Romano 
Germánico se convierte en una entidad política religiosamente neutral, es decir, 
deja de ser confesional y pasan a serlo los diversos territorios del mismo.308 A 
demás, católicos y protestantes se reconocieron como iguales, lo cual hizo 
necesario el desarrollo del principio de paridad que permitió, en algunos de los 
territorios más meridionales del Imperio, una coexistencia religiosa 
relativamente pacífica.309 Por último, el reconocimiento de la pluralidad religiosa 
llevó a la tolerancia dentro del Imperio de las tres confesiones cristianas 
reconocidas —católica, luterana y reformada—.310 
Aunque influenciada por los hitos de la Revolución Francesa, como ha 
señalado Robbers en Alemania la libertad religiosa nació de la “evolución, no de la 
revolución”.311 Una segunda característica alemana, la historia liberará antes las 
                                                 
307 Se denomina Josefismo o Josefinismo al sistema de relaciones con la Iglesia Católica propio 
del regalismo absolutista que se intentó imponer a finales del siglo XVIII en los territorios 
contralados por la Casa de Augsburgo y en Baviera. Recibe su nombre del emperador José II de 
Austria (1780-1790), uno de los principales impulsores del sistema junto con la emperatriz María 
Teresa. El Josefismo pretendió justificar la subordinación de la Iglesia al Estado en todos sus 
aspectos externos en atención al interés de este en promover el bien común, lo que le llevaba —
según sus promotores— a interesarse también por la salud espiritual de sus súbditos. Explican 
sus antecedentes históricos A. FRHR VON CAMPENHAUSEN y H. DE WALL, Staatskirchenrecht cit. nota 
300, pp. 10, 20 y 21. 
308 Vid. Mª J. ROCA, “La influencia…” cit. nota 294, p. 3; y C. E. HAUPT, Religion–State... cit. nota 
269, pp. 143 y 144.  
309 Cfr. J. H. ELLIOTT, “Europa…” cit. nota 302, pp. 134 y 135. En la Paz de Westfalia, uno de los 
grandes triunfos protestantes a nivel del Impero fue la decisión de que las cuestiones religiosas no 
se decidiesen por mayoría, dado que los estamentos católicos eran más numerosos dentro de la 
Dieta Imperial. Cfr. Mª J. ROCA, “La influencia…” cit. nota 294, pp. 21 ss.  
310 Esta tolerancia propició el reconocimiento a las minorías religiosas, a partir de la Paz de 
Westfalia, del derecho a la devoción privada en el hogar. Vid. S. KORIOTH, “Die Entwicklung...” cit. 
nota 298, pp. 43 y 44; y Mª J. ROCA, La tolerancia en el Derecho, Colegio de Registradores de la 
Propiedad y Mercantiles de España, Madrid 2009, pp. 72-79.  
311 Cfr. G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, p. 44. Maier ejemplifica la diferencia de base entre la 
Ilustración francesa y alemana en cuanto a la religión, al señalar que la expresión volteriana 
“Écrasez l’inf}me” hubiese sido impensable en los labios de Kant o de Lessing. Vid. H. MAIER, 




conciencias individuales, pero será más lenta a la hora de separar la dimensión 
política de la religiosa.312 La autonomía de las iglesias reformadas y la 
independencia de la Iglesia Católica serán el resultado de un largo proceso 
histórico en el que el Estado y las confesiones cristianas se irán liberando 
paulatinamente de su recíproca influencia.313 La diferenciación en el ámbito 
protestante entre los asuntos religiosos sobre los que los soberanos podían 
ejercer su autoridad (Kirchenhoheit) —los iura circa sacra— de aquellas 
cuestiones internas sustraídas de la misma —los iura in sacra—, permitió en el 
siglo XIX la paulatina reducción de la presión del poder político sobre las iglesias. 
La neutralidad del Estado, a partir de su incompetencia para intervenir en los iura 
in sacra, nacerá paradójicamente de la inicial atribución a los príncipes de 
competencia en materia eclesiástica.314 A esta evolución de la situación en los 
territorios protestantes, se uniría la activa oposición de la Iglesia Católica a la 
intromisión estatal en asuntos intraeclesiales, y su pugna por recuperar su 
independencia y por espiritualizar sus funciones.315  
El siglo XIX vendrá por lo tanto marcado por un debilitamiento gradual del 
control del poder político sobre las iglesias —sobre todo la Católica— y por un 
                                                 
312 Vid. H. M. HEINIG, “Die religiös-weltanschauliche...” cit. nota 303, p. 17; y H. MAIER, 
“Religionsfreiheit...” cit. nota 311, pp. 291-295. 
313 Vid. Mª J. ROCA, “La influencia…” cit. nota 294, pp. 17-19. 
314 Cfr. C. SCHLAICH, Neutralität… cit. nota 285, p. 134; A. UHLE, Staat-Kirche-Kultur, Duncker & 
Humblot, Berlín 2004, p. 79; Mª J. ROCA, “La influencia…” cit. nota 294, p. 16. Vid. También J. GOTI 
ORDEÑANA, Sistema de Derecho eclesiástico del Estado. Parte General, G. Kursaal, San Sebastián 
1991, pp. 131 y 132; y D. LLAMAZARES FERNÁNDEZ, “Libertad religiosa… cit. nota 6, pp. 29-32. 
315 Cfr. J.-P. SCHOUPPE, La dimension institutionnelle de la liberté de religion dans la jurisprudence 
de la Cour Européenne des Droits de l’Homme, Pedone, París 2015, pp. 54-57. Vid. G. CZERMAK, 
Religions… cit. nota 297, pp. 5-9. Fundamental para la autonomía de la Iglesia Católica será la 
derogación de las potestades religiosas sobre el Estado en la Reichsdeputationshauptschluss de 25 
de febrero de 1803, así como su defensa en la Asamblea constituyente de la que resultó la 
Paulskirchenverfassung (vid. infra nota 318) de la adopción de un modelo de separación y de 
libertad de las iglesias inspirado en los sistemas existentes en los Estados Unidos de América y en 
Bélgica. La Reichsdeputationshauptschluss fue la última ley importante del Sacro Imperio Romano 
Germánico antes de su disolución en 1806. Vid. I. KNECHT, Der Reichsdeputationshauptschluss vom 
25. Februar 1803: Rechtmässigkeit, Rechtswirksamkeit und verfassungsgeschichtliche Bedeutung, 




desarrollo progresivo de la libertad religiosa individual, si bien este proceso 
seguirá unas pautas y un ritmo distinto en los diferentes territorios germanos.316  
Así, Prusia, con una mayoría protestante y una muy fuerte minoría católica, 
fue siempre a la cabeza de la protección de la libertad religiosa, pero no fue capaz 
de abolir la Iglesia de Estado y sometió a las confesiones religiosas, a través de su 
derecho general (Allgemeines Landrecht für die Preußischen Staaten), a una 
estrecha reglamentación y supervisión en la que sin embargo pueden percibirse 
los primeros atisbos de una neutralidad material en cuestiones religiosas.317 El 
primer intento de plena neutralidad a través de la separación entre la esfera 
política y la religiosa llegó con la fallida Constitución revolucionaria y liberal de 
1848-1849 (Paulskirchenverfassung), que pretendió proscribir la existencia de 
una Iglesia de Estado; reconoció el derecho de autonomía de las sociedades 
religiosas dentro de los límites de las leyes generales; estableció la igualdad entre 
las distintas confesiones y la prohibición de privilegios estatales a las mismas; y 
reguló el derecho de asociación religiosa.318  
La posterior Constitución prusiana de 1850 (Verfassungsurkunde für den 
Preußischen Staat), tomó elementos de los dos cuerpos constitucionales 
anteriores, reconociendo el derecho de libertad de creencia, la autonomía de las 
sociedades religiosas para regular y administrar sus asuntos internos y liberando 
                                                 
316 Cfr. H. M. HEINIG, “Die religiös-weltanschauliche...” cit. nota 303, p. 17. 
317 Cfr. S. KORIOTH, “Die Entwicklung...” cit. nota 298, pp. 46 y 47. La ley general prusiana 
(Allgemeines Landrecht für die Preußischen Staaten-ALR) de 1794 estableció que las cuestiones de 
fe no podían ser objeto de regulación coactiva, reconoció los derechos de creencia y de conciencia 
a los ciudadanos, en gran medida limitados al forum internum y a la devoción doméstica, y reguló 
por primera vez de manera detallada las normas de derecho eclesiástico del Estado (ALR Parte II, 
Titulo 11 §§ 1 ss.). Cfr. G. CZERMAK, Religions… cit. nota 297, p. 4; y C. STARCK, Jurisdicción… cit. nota 
266, p. 263. Las constituciones liberales decimonónicas de los Länder también avanzaron en el 
reconocimiento y protección de la libertad religiosa y de conciencia. Vid. G. ROBBERS, Religion… cit. 
nota 279, p. 43. 
318 Constitución del Imperio Alemán (Paulskirchenverfassung, de 28 de marzo de 1848), 
Sección VI Artículo V § 147 (1-3). Texto en alemán disponible en 
http://verfassungen.de/de/de06-66/verfassung48-i.htm. A demás, los §§ 144 y 145 del mismo 
Artículo V reconocieron de manera novedosamente amplia las libertades religiosa y de conciencia 
tanto en sus dimensiones positiva y negativa como interna y externa. La Constitución de 1849 fue 
formalmente revocada en 1851 y existen dudas en la doctrina acerca de su realmente llegó a 
entrar en vigor. Vid. S. KEMPNY, Die Staatsfinanzierung nach der Paulskirchenverfassung: Eine 
Untersuchung des Finanz- und Steuerverfassungsrechts der Verfassung des deutschen Reiches vom 
28. März 1849, Mohr Siebeck, Tübingen 2011, pp. 22 ss. 
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en cierta medida a las confesiones minoritarias —sobre todo a la Iglesia 
Católica— de la presión del control estatal.319 Sin embargo, contradiciendo la 
separación entre Iglesia y Estado, el artículo 14 de la Constitución de 1850 
privilegió confesionalmente al cristianismo al declararlo la base de las 
instituciones estatales relacionadas con el ejercicio de la religión, alejándose con 
ello de una pretendida neutralidad religiosa y aproximándose más a un modelo de 
neutralidad confesional.320 El final del siglo XIX presenciará un nuevo repunte 
tanto de la libertad religiosa como de la autonomía de la Iglesia Católica, tras la 
persecución a la que esta fue sometida, en el ya unificado Reich alemán del 
canciller Bismark, durante los años de la Kulturkampf.321  
Pero no será hasta el fin de la Primera Guerra Mundial, con la promulgación 
en 1919 de la Constitución Imperial de Weimar (en lo sucesivo CIW), cuando 
quedará abolido definitivamente en Alemania el sistema de Iglesia de Estado.322  
                                                 
319 Artículos 12 y 15 de la Constitución prusiana de 1850 (Verfassungsurkunde für den 
Preußischen Staat, de 31 de enero de 1850). Texto en alemán disponible en 
http://www.documentarchiv.de/nzjh/verfpr1850.html). Sorprende en la redacción original del 
artículo 15, que regula el derecho de autonomía de las iglesias, la omisión de la reserva a la 
observancia de las leyes generales. Esta omisión fue suplida mediante la reforma del texto 
constitucional de 5 de abril de 1873. Vid. K. SUN-RYOL, Die Vorgeschichte der Trennung von Staat 
und Kirche in der Weimarer Verfassung von 1919. Eine Untersuchung über das Verhältnis von Staat 
und Kirche in Preußen seit der Reichsgründung von 1871, LIT, Hamburgo 1996, pp. 14-19. 
320 Cfr. S. KORIOTH, “Die Entwicklung...” cit. nota 298, pp. 50-54.  
321 Cfr. G. CZERMAK, Religions… cit. nota 297, pp. 7 y 8; y C. STARCK, Jurisdicción… cit. nota 266, p. 
264. La Kulturkampf (1871-1887) fue en gran medida resultado del intento del norte protestante 
por controlar el sur católico y liberarlo de la influencia de Roma, así como de la intención del 
canciller Otto von Bismark de anular los sentimientos nacionalistas polacos en la zona oriental del 
Imperio. Durante los años 1871 y 1875, se promulgaron una serie de leyes dirigidas a limitar la 
influencia social de la Iglesia Católica, incluyendo una modificación del código penal que castigaba 
con dos años de prisión la manifestación de opiniones políticas desde el púlpito. Vid. R. J. ROSS, The 
Failure of Bismarck’s Kulturkampf: Catholicism and State Power in Imperial Germany, 1871–1887, 
The Catholic University of America Press, Washington D.C. 1997, pp. 4-8 y passim. De esta época, 
considerada uno de los mayores fracasos políticos de Bismark, se conserva la competencia 
exclusiva del Estado sobre el matrimonio así como su autoridad sobre el sistema escolar y 
universitario, lo cual contribuyó eventualmente a la separación del Estado y las confesiones 
religiosas. Algunos autores han comparado esta persecución de los católicos en la Alemania del 
siglo XIX con el actual sentimiento anti Islam existente en el país. Cfr. R. A. KAHN, “Are Muslims…” 
cit. 101, pp. 570 ss. 
322 Constitución Imperial de Weimar, de 11 de agosto de 1919 (Verfassung des Deutschen 
Reiches o Weimarer Reichsverfassung-CIW), artículo 137. La separación institucional con el Estado 
planteó no pocos problemas a la Iglesia Evangélica, que en gran medida carecía de derecho y 
organización interna independiente del derecho estatal (vid supra. nota 296). Esta debilidad se 
palió en parte con la que es considerada por algunos autores como la gran anomalía del sistema 
alemán, el impuesto eclesiástico. Cfr. G. CZERMAK, Religions… cit. nota 297, p. 9.  
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El derrumbamiento del Imperio tras la Gran Guerra y el ascenso al poder del 
socialismo, hacían presagiar una época difícil para las iglesias. Sin embargo, una 
solución de compromiso alcanzada entre el SPD y los católicos del partido 
Zentrum permitió incluir en el texto de 1919 una serie de disposiciones en 
materia de derecho eclesiástico que inauguraron una nueva época en el modo de 
abordar la gestión del fenómeno social religioso.323 Considerada la gran primera 
Constitución social de Europa, el texto de Weimar garantizó el derecho de 
libertad religiosa y de conciencia —si bien su ejercicio podía limitarse por ley— y 
la autonomía de las confesiones religiosas en la gestión de sus asuntos propios, a 
la vez que estableció un modelo de separación institucional entre los poderes 
públicos y las iglesias basado en la mutua cooperación, de acuerdo con un modelo 
que ha sido denominado como de “separación coja” (hinkende Trennung) —en 
oposición a sistemas de separación absoluta como los establecidos en Francia o 
en los Estados Unidos—.324 Adicionalmente, como respuesta al aumento y 
consolidación en Alemania durante el siglo XIX de grupos socialistas y ateos, la 
constitución de Weimar elevó a los grupos filosóficos, humanistas y no religiosos 
(Weltanschauungsgemeinschafen) al mismo estatus legal que las comunidades 
religiosas a efectos de protección constitucional. En palabras de Korioth, “el 
programa de la Constitución [de Weimar] fue, desde la neutralidad confesional del 
siglo XIX llegar a la neutralidad religiosa del siglo XX, sin caer en una privatización 
laicista de la Religión.”325 
2.2 El derecho de libertad religiosa en la Ley Fundamental  
La garantía constitucional del derecho de libertad de religión y de creencias 
se halla recogida en los artículos 4.1 y 4.2 de la Ley Fundamental. Mientras el 
apartado primero de dicho precepto declara la inviolabilidad de la libertad 
                                                 
323 Vid. C. GÓMEZ MARTÍNEZ, “Aconfesionalidad…” cit. nota 15, p. 21. El SPD (Sozialdemokratische 
Partei Deutschlands) es el partido político más antiguo de Alemania y fue fundado en el año 1863 
bajo el nombre de Allgemeinen Deutschen Arbeitervereins. Por su parte, Die Deutsche 
Zentrumspartei o Zentrum, aglutinó desde 1870 al catolicismo político alemán. Reducida hoy a un 
partido minoritario, su base electoral y política se transfirió mayoritariamente a la CDU (Christlich 
Demokratische Union Deutschlands) tras la Segunda Guerra Mundial. 
324 Cfr. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN y H. DE WALL, Staatskirchenrecht cit. nota 300, p. 32; y K. SUN-
RYOL, Die Vorgeschichte... cit. nota 319, p. 318. 
325 Cfr. S. KORIOTH, “Die Entwicklung...” cit. nota 298, p. 55. Analiza detenidamente la 
Constitución Imperial de Weimar en la misma obra, pp. 54-68. Sin cursiva en el original. 
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religiosa, ideológica, de creencia y de conciencia, el apartado segundo puntualiza 
su formulación mediante el reconocimiento del libre ejercicio del culto.326 
El artículo 4 de la Carta Magna alemana se completa y concreta con los 
apartados 1 y 3 del artículo 3 LF —principio de igualdad y prohibición de 
discriminación por razón de religión o creencias—; con el artículo 33.3 LF —que 
extiende dicha prohibición al campo de los servicios públicos—; con el artículo 
7.2 LF —que reconoce el derecho de los padres a elegir para sus hijos una 
educación religiosa dentro del sistema escolar—; con el artículo 7.3 LF —que 
configura la enseñanza de la religión como asignatura ordinaria en las escuelas 
públicas alemanas no aconfesionales—;327 y, por último, con el artículo 136 de la 
Constitución Imperial de Weimar incorporado a la Ley Fundamental por el 
artículo 140 LF —que complementa el artículo 4 LF con la dimensión negativa del 
derecho de libertad religiosa y lo pone en relación con el principio de igualdad y 
no discriminación contemplado en el artículo 3.1 LF—.328  
Imprescindibles a la hora de analizar la arquitectura del sistema 
constitucional alemán en materia religiosa y de creencias, los conocidos como 
artículos eclesiásticos o garantías eclesiásticas de la Constitución Imperial de 
Weimar incorporados por el artículo 140 LF, están dedicados en su mayor parte a 
la regulación de la dimensión institucional de iglesias y comunidades religiosas, 
                                                 
326 Artículo 4 LF: “1. La libertad de creencia y de conciencia y la libertad de confesión religiosa 
e ideológica son inviolables. 2. Se garantiza el libre ejercicio del culto.” 
327 Artículo 3 LF: “1.Todas las personas son iguales ante la ley. 3. Nadie podr| ser perjudicado 
ni favorecido a causa de su sexo, su ascendencia, su raza, su idioma, su patria y su origen, sus 
creencias y sus concepciones religiosas o políticas. Nadie podrá ser perjudicado a causa de un 
impedimento físico o psíquico.” Desarrolla su contenido, M. HECKEL, Gleichheit oder Privilegien, 
Mohr Siebeck, Tübingen 1996, pp. 72 ss. 
Artículo 33.3 LF: “El goce de los derechos civiles y cívicos, la admisión a los cargos públicos, así 
como los derechos adquiridos en el servicio público son independientes de la confesión religiosa. 
Nadie podrá ser discriminado a causa de su pertenencia o no pertenencia a una confesión o 
ideología.”  
Artículo 7 LF: “2. Las personas autorizadas para la educación tienen el derecho de decidir la 
participación de sus hijos en la enseñanza de la religión. 3. La enseñanza de la religión es 
asignatura ordinaria del programa en las escuelas públicas, con excepción de las no confesionales. 
Sin perjuicio del derecho de supervisión del Estado, la enseñanza religiosa será impartida de 
acuerdo con los principios de las comunidades religiosas. Ningún profesor podrá ser obligado 
contra su voluntad a impartir la enseñanza de la religión.” 
328 Vid. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, Staatskirchenrecht cit. nota 273, p. 49. 
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así como de sus relaciones con el Estado y los poderes públicos.329 Siempre 
problemáticos tanto en su interpretación como en su coordinación con el resto 
del texto constitucional,330 el Bundesverfassungsgericht ha declarado sin embargo 
que forman parte integrante de la Ley Fundamental, por lo que corresponde 
analizarlos a la luz de los derechos y libertades en ella reconocidos.331 En 
consecuencia, los artículos eclesiásticos deben ser entendidos ante todo como 
instrumentos orientados a la realización del derecho de libertad religiosa y de 
creencias,332 de manera que forman con el artículo 4 LF un “todo org|nico”.333 
El artículo 4 LF ha sido interpretado por el Tribunal Constitucional Federal 
en el sentido de que sus apartados 1 y 2 se refieren a un único derecho 
fundamental —el derecho de libertad religiosa y de creencias—,334 que no puede 
                                                 
329 Las disposiciones heredadas del texto constitucional de Weimar son los artículos 136 a 139 
CIW y el artículo 141 CIW. En la mente de los constituyentes de 1949 no estaba en un primer 
momento la regulación constitucional de la dimensión institucional de las relaciones iglesias-
Estado. En principio estaba previsto introducir en la Carta Magna únicamente un artículo que 
reconociese el derecho de libertad religiosa y garantizase su ejercicio libre de injerencias en el 
sentido del actual artículo 4 LF. Con ello los padres de la Constitución pretendían, de un lado, no 
inmiscuirse en el ámbito competencial de los Länder y de otro, ceñirse al presupuesto liberal de 
considerar como derechos fundamentales sólo los relativos a libertades individuales. La decisión 
final de incorporar a la Ley Fundamental los artículos eclesiásticos de la Constitución Imperial de 
Weimar fue producto de un acuerdo entre las distintas fuerzas políticas que tuvo como objetivo 
principal mantener el estatus del que hasta entonces habían gozado las iglesias dentro del Estado. 
Cfr. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, “Der heutige Verfassungsstaat und die Religion”, en Gesammelte 
Schriften II, Mohr Siebeck, Tübingen 2014, pp. 8 y 9; y D. B. TRAPP, Religiöse Neutralität... cit. nota 
279, pp. 47-50. Así lo recordó el propio Tribunal Constitucional Federal en BVerfGE 19, 206 
(1965) § 44. 
330 Excedería los límites de este trabajo el reproducir aquí toda la problemática generada por la 
interpretación de los artículos eclesiásticos de la Constitución de Weimar incorporados a la Ley 
Fundamental de 1949. Un resumen de la misma en B. GRZESZICK, “Verfassungstheoretische 
Grundlagen des Verhältnisses von Staat und Religion”, en Staatskirchenrecht oder... cit. nota 261, 
pp. 133 y 134; S. KORIOTH, “Die Entwicklung...” cit. nota 298, pp. 59-68; y G. NEUREITHER, Recht und 
Freiheit im Staatskirchenrecht. Das Selbstbestimmungsrecht der Religionsgemeinschaften als 
Grundlage des staatskirchenrechtlichen Systems der Bundesrepublik Deutschland, Duncker & 
Humblot, Berlín 2002, pp. 126 y 127. 
331 BVerfGE 19, 226 (1965) § 32; BVerfGE 19, 206 (1965) §§ 45-49; BVerfGE 53, 366 (1980) § 
119; y BVerfGE 137, 273 (2014) § 83. Cfr. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, Staatskirchenrecht cit. nota 
273, p. 49; y S. MAGEN, Körperschaftsstatus und Religionsfreiheit: zur Bedeutung des Art. 137 Abs. 5 
WRV im Kontext des Grundgesetzes, Mohr Siebeck, Tübingen 2004, pp. 4-6.  
332 BVerfGE 42, 312 (1976) § 31; y BVerfGE 102, 370 (2000) § 69. 
333 BVerfGE 137, 273 (2014) § 83. 
334 Por todos, BVerfGE 24, 236 (1968) § 19; y BVerfGE 138, 296 (2015) § 85. Vid. el comentario 
al artículo 4 LF de J. KOKOTT, “Art. 4 Glaubens-, Gewissens- und Bekenntnisfreiheit, 
Kriegsdienstverweigerung”, en Grundgesetz Kommentar (M. Sachs ed.), C.H. Beck, Múnich 1996, 
pp. 252 y 253; y A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, Staatskirchenrecht cit. nota 273, p. 61. Críticos con esta 
interpretación, A. UHLE, “Die Integration des Islam in das Staatskirchenrecht der Gegenwart”, en 
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ser confundido con la mera tolerancia.335 De hecho, la doctrina no ha dudado en 
calificar el artículo 4 LF como el núcleo a partir del cual se desarrolla todo el 
entramado constitucional de relaciones ente el Estado y el fenómeno social 
religioso.336 Sólo la libertad de conciencia ha sido reconocida como un derecho 
independiente con un sistema propio de tutela y protección.337  
De acuerdo con lo establecido por la jurisprudencia de la Corte de 
Karlsruhe, el artículo 4 LF protege tanto la dimensión individual como la 
dimensión colectiva e institucional del derecho de libertad religiosa y de 
creencias —dimensiones a las que hay que añadir el reconocimiento del derecho 
de autonomía de las confesiones previsto en el artículo 137.3 CIW en relación con 
el artículo 140 LF—;338 tanto la libertad religiosa como la no religiosa o 
ideológica;339 tanto la libertad positiva como la negativa;340 y tanto el forum 
internum —incluida la facultad de disentir de los dogmas de la propia confesión 
religiosa— como el forum externum, entendido como el derecho de todo 
ciudadano a expresar o manifestar las propias creencias.341  
En relación con el forum externum, el Tribunal Constitucional Federal ha 
interpretado el término “manifestación” o “exteriorización” de creencias 
                                                                                                                                             
Staatskirchenrecht oder... cit. nota 261, pp. 300 y 301; y U. FÜLBIER, Die Religionsfreiheit... cit. nota 
270, pp. 193 y 194. Otros autores de la doctrina alemana se han pronunciado también en contra 
de esta interpretación unificada de los dos causales del artículo 4 LF, así como de la protección 
expansiva del forum externum llevada a cabo por la jurisprudencia del Bundesverfassungsgericht. 
Vid. T. ANGER, Islam in der Schule: Rechtliche Wirkungen der Religionsfreiheit und der 
Gewissensfreiheit sowie des Staatskirchenrechts im öffentlichen Schulwesen, Duncker & Humblot, 
Berlín 2003, p. 36; y M. POTTMEYER, Religiöse Kleidung in der Öffentlichen Schule in Deutschland und 
England: staatliche neutralität und individuelle rechte im rechtsvergleich, Mohr Siebeck, Tübingen 
2011, pp. 116-118. 
335 BVerfGE 12, 1 (1960) § 7; y BVerfGE 32, 98 (1971) § 21. 
336 Cfr. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, “Der heutige...” cit. nota 329, pp. 12 y 13. 
337 Vid. A. HENSE, “Zwischen Kollektivität und Individualität. Einige geschichtliche Aspekte der 
Religionsfreiheit”, en Staatskirchenrecht oder... cit. nota 261, p. 7; y S. GANZ, Das Tragen... cit. nota 
286, p. 60. 
338 BVerfGE 105, 279 (2002) §§ 52 y 53. Vid. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, Staatskirchenrecht cit. 
nota 273, pp. 60 y 61. 
339 BVerfGE 12, 1 (1960) § 7; BVerfGE 24, 236 (1968) § 19; y BVerfGE 41, 29 (1975) § 101. Vid. 
Mª J. ROCA, “La influencia…” cit. nota 294, p. 6. 
340 BVerfGE 24, 236 (1968) §19; BVerfGE 52, 223 (1979) §§ 53 y 54; y BVerfGE 41, 29 (1975) § 
101. 
341 BVerfG 24, 236 (1968) § 19; y BVerfGE 41, 29 (1975) § 100.  
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inherente al derecho de libertad religiosa e ideológica en un sentido amplio,342 de 
manera que no sólo comprende las habituales expresiones de religiosidad por 
parte de las confesiones religiosas y la observancia de los mandatos establecidos 
con carácter preceptivo por una determinada iglesia o confesión, sino también 
aquellos deberes que, atendidas las circunstancias, son percibidos por el creyente 
como necesarios para la mejor orientación de su vida hacia la realización de su 
fe.343 Así, la expresión de creencias comprende los actos de culto, la observancia 
de costumbres religiosas, la realización de colectas y oraciones, la dispensación y 
recepción de los sacramentos, la organización y participación en procesiones, la 
exhibición de emblemas eclesiásticos, el tañido de las campanas de las iglesias,344 
el derecho de asociación religiosa,345 el derecho a impartir y recibir educación 
confesional y a participar en festivales religiosos o ateos,346 y la posibilidad de 
vestir prendas de significación religiosa,347 de practicar ciertos ritos o de seguir 
determinadas prescripciones alimentarias.348 Además, el derecho de libertad 
                                                 
342 Por todos, BVerfGE 24, 236 (1968) §§ 19 y 21; y BVerfGE 138, 296 (2015) § 85.  
343 BVerfGE 32, 98 (1971) § 21; BVerfGE 33, 23 (1972) § 13; y BVerfGE 108, 282 (2003) § 37. 
344 En cuanto al tañido de campanas cfr. BVerfGE 68, 62 (1983). En relación con la llamada a la 
oración por el almuecín, vid. S. MUCKEL y R. TILMANS, “Die religionsverfassungsrechtlichen 
Rahmenbedingungen für den Islam”, en Der Islam im öffentlichen Recht des säkularen 
Verfassungsstaates (S. Muckel ed.), Duncker & Humblot, Berlín 2008, p. 257.  
345 BVerfGE 83, 341 (1991) §§ 54 ss.  
346 Vid. V. HELLMAN, “Der so gennante Gewährleistungsgehalt – Eine Analyse der 
Rechtsprechung des Bundesverfassungsgericht”, en Linien der Rechtsprechung des 
Bundesverfassungsgerichts - erörtert von den wissenschaftlichen Mitarbeiterinnen und Mitarbeitern. 
Band 2 (S. Emmenegger y A. Wiedmann eds.), De Gruyter, Berlín 2011, pp. 164-167. 
347 Vid. G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, p. 75; y X. ARZOZ SANTISTEBAN, “Aproximación a la 
relación entre Estado y religión en el |mbito escolar en Alemania”, en Multiculturalidad… nota 20, 
p. 218. En el año 2003 el Tribunal Constitucional Federal no admitió a trámite el recurso de 
amparo contra una sentencia que declaraba improcedente el despido de una trabajadora 
musulmana, dependienta de unos grandes almacenes, por negarse a retirarse el velo islámico que 
vestía durante su jornada laboral (1 BvR 792/03, de 30 de junio de 2003. BVerfGK 1, 308). 
Comenta la sentencia A. LÓPEZ-SIDRO LÓPEZ, “Despido improcedente de una dependienta de 
grandes almacenes por llevar velo islámico. (Comentario a la resolución del Tribunal 
Constitucional Federal alem|n de 30 de junio de 2003 (1 BvR 792/03)”, en RGDCDEE 3 (2003), 
pp. 1-9. 
348 Analiza la observancia de prescripciones alimentarias por motivos religiosos en las 
instituciones públicas G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, pp. 81 y 82. Por su parte, en 2002 el 
Tribunal Constitucional Federal entendió que la actividad de un carnicero sunita de nacionalidad 
turca, de proporcionar carne sacrificada sin previo aturdimiento en la manera halal es 
constitucional bajo el artículo 2.1 LF en relación con los artículos 4.1 y 4.2 LF (1 BvR 1783/99, de 
15 de enero de 2002. BVerfGE 104, 337). En la práctica, la concesión administrativa de 
excepciones a la obligación de previo aturdimiento de los animales para la realización de 
sacrificios destinados al consumo de carne kosher o halal continúa siendo problemática. 
Reproduce esta sentencia Entscheidungen in Kirchensachen seit 1946 Band 40 1.1.-30.6.2002 (S. 
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religiosa se extiende también a la facultad de poder difundir las propias 
convicciones, de tratar de persuadir a terceros e incluso de manifestarse en 
contra de ideas ajenas.349 Supone, en suma, el derecho del ser humano a orientar 
todas las facetas de su propia vida a partir de sus creencias.350 En sentido 
contrario, sin embargo no existe un derecho a exigir del Estado que el espacio 
público o el institucional estén libres de expresiones y manifestaciones 
religiosas.351 
En la vinculación del Estado con los derechos fundamentales de sus 
ciudadanos, el constitucionalismo alemán parte de la idea de que estos llevan 
aparejada una dimensión objetiva, positiva o prestacional que complementa su 
dimensión subjetiva o negativa como límites a la actuación del poder estatal. Los 
derechos reconocidos en el artículo 4 LF son, en su concepción liberal más 
primigenia, derechos de defensa del individuo frente a la actuación o injerencia 
del Estado (Abwehrrechte) y los diferentes poderes públicos cumplen este deber 
absteniéndose de realizar conductas o de adoptar medidas que puedan resultar 
ofensivas. Su vertiente positiva o activa obliga por el contrario al Estado a actuar, 
bajo determinadas condiciones, en defensa del derecho fundamental reconocido. 
En el caso del derecho de libertad religiosa y de creencias, esa dimensión positiva 
se traduce en la necesidad de que los poderes públicos garanticen la existencia de 
un “espacio para el ejercicio activo de la fe y para la realización de la propia 
personalidad en el |mbito de las creencias religiosas e ideológicas”.352  
                                                                                                                                             
Muckel et. al. eds.), De Gruyter, Berlín 2002, pp. 1-5; y la comentan A. FRHR VON CAMPENHAUSEN y H. 
DE WALL, Staatskirchenrecht cit. nota 300, p. 57; y J. BRAGE CAMAZANO, “Libertad religiosa, libertad 
de profesión y matanza de animales (comentario a dos recientes sentencias del Tribunal 
Constitucional Alem|n y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos)”, en UNED Teoría y 
Realidad Constitucional 12-13 (2003-2004), pp. 402-406. 
349 BVerfGE 12, 1 (1960) § 8. 
350 BVerfGE 12, 1 (1960) §§ 7 y 8; BVerfGE 33, 23 (1972) § 13; BVerfGE 41, 29 (1975) §§ 99 y 
100; BVerfGE 108, 282 (2003) § 37; y BVerfGE 138, 296 (2015) § 85. Cfr. M. MORLOK, 
Selbstverständnis als Rechtskriterium, Mohr Siebeck, Tübingen 1993, pp. 439 ss. 
351 Vid. P. BADURA, Der Schutz von Religion und Weltanschauung durch das Grundgesetz, Mohr 
Siebeck, Tübingen 1989, pp. 3 y 4; y G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, pp. 72 y 73. 
352 Vid. BVerfGE 41, 29 (1975) § 100; y BVerfGE 52, 223 (1979) § 53. Cfr. J. LIMBACH, “Religious 
Freedom in the Case Law of the Federal Constitutional Court of Germany. Intervención en la mesa 
redonda: La libertad religiosa en los Tribunales Constitucionales y en los Tribunales 
Internacionales de Derechos Humanos”, en La libertad religiosa y de conciencia ante la justicia 
constitucional. Actas del VIII Congreso Internacional de Derecho Eclesiástico del Estado. Granada, 
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El artículo 4 LF no establece límites expresos al ejercicio del derecho de 
libertad religiosa, lo cual supone un importante avance respecto de la 
Constitución Imperial de Weimar.353 De hecho, la jurisprudencia del 
Bundesverfassungsgericht ha destacado en reiterados pronunciamientos que el 
artículo 4 LF se superpone a los artículos eclesiásticos incorporados por el 
artículo 140 LF y que tampoco le son de aplicación los límites contenidos en los 
artículos 2.1 y 5.2 LF, por lo que los derechos en él recogidos están protegidos sin 
más reservas que las que puedan deducirse de la Ley Fundamental, del conjunto 
de valores en ella establecidos y de la unidad del propio sistema constitucional.354 
En definitiva, el derecho de libertad religiosa sólo podrá ser limitado cuando sea 
indispensable para proteger o avanzar intereses o bienes jurídicos que tengan 
rango constitucional.355  
Por último, no podemos olvidar que Alemania es un país federal (Bund) 
integrado por dieciséis estados o Länder. Esa estructura política y territorial hace 
que, aun cuando los principios fundamentales sean los mismos, existan en 
                                                                                                                                             
13-16 de mayo de 1997 (J. Martínez-Torrón ed.), Comares, Granada 1998, p. 52; y M. GERMANN y C. 
WACKERNAGEL, “The Circumcision Debate from a German Constitutional Perspective”, en Oxford 
Journal of Law and Religion 4 (2015), p. 449.  
353 Así lo preveía el Artículo 135 CIW, no incorporado a la Ley Fundamental de 1949. Vid. P. 
BADURA, Der Schütz… cit. nota 351, pp. 14 y 15. Lo destaca también BVerfGE 33, 23 (1972) § 14. 
354 Vid. J. KOKOTT en Grundgesetz... cit. nota 334, pp. 270 y 271. En la jurisprudencia 
constitucional, BVerfGE 24, 236 (1968) §§ 20 y 27; BVerfGE 32, 98 (1971) §§ 22-26; BVerfGE 76, 
143 (1987) § 41; BVerfGE 33, 23 (1972) § 14; BVerfGE 108, 282 (2003) § 38; y BVerfGE 138, 296 
(2015) § 98. 
355 Tratan los límites al derecho de libertad religiosa y de creencias Mª J. ROCA, La tolerancia… 
cit. nota 310, pp. 158 y 159; A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, Staatskirchenrecht cit. nota 273, pp. 68-72; 
G. CZERMAK, Religions... cit. nota 297, pp. 65-68; A. UHLE, “Die Integration...” cit. nota 334, pp. 310 
ss.; y G. ROBBERS, “The Permissible Scope of Legal Limitations on the Freedom of Religion or Belief 
in Germany”, en Emory International Law Review 19 (2005), pp. 855 ss. Algún sector de la doctrina 
más crítico con la interpretación expansiva del derecho de libertad religiosa realizado por el 
Bundesverfassungsgericht sostiene la aplicabilidad de los límites establecidos en el artículo 136.1 
CIW, interpretación que ha sido rechazada por el Tribunal Constitucional Federal (BVerfGE 33, 23 
(1972) § 14). Vid. G. NEUREITHER, Recht... cit. nota 330, pp. 136 ss.; y P. TIEDEMANN, Religionsfreiheit... 
cit. nota 283, p. 29. Defiende una interpretación más estricta de los límites del artículo 4 LF sobre 
todo S. MUCKEL, Religiöse Freiheit und staatliche Letztentscheidung: die verfassungsrechtlichen 
Garantien religiöser Freiheit unter veränderten gesellschaftlichen Verhältnissen, Duncker & 
Humblot, Berlín 1997, pp. 13 ss. Lo reitera el miemo autor en “Islam und 
Religionsverfassungsrecht”, en Staat und Religion (K. Ebner, T. Kraneis, M. Minkner, Y. Neuefeind y 
D. Wolff eds.), Mohr Siebeck, Tübingen 2014, pp. 145-148. Recoge esta doctrina crítica U. FÜLBIER, 
Die Religionsfreiheit… cit. nota 270, p. 190 nota al pie 92.  
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ocasiones, como veremos, diferencias significativas entre unos estados y otros en 
materia de gestión del fenómeno religioso.356  
2.3 El principio de neutralidad. El mandato de weltanschaulich-
religiöse Neutralität des Staates en la Ley Fundamental 
Mientras que, según explico en el Capítulo anterior, en Francia la 
neutralidad es fundamentalmente un criterio de actuación del Estado y los 
servicios públicos frente a los ciudadanos,357 en Alemania todo el marco jurídico 
regulador del fenómeno social religioso se cimenta en la actualidad en la actuación 
combinada del mandato de neutralidad y de los principios de tolerancia 
(Toleranz)358 y de paridad (Parität).359  
                                                 
356 Cfr. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, Staatskirchenrecht cit. nota 273, pp. 50-55; y G. ROBBERS, 
Religion… cit. nota 279, pp. 23 y 24. En la misma obra, un resumen de las constituciones federales 
y su contenido en materia de libertad religiosa y de creencias, pp. 53-57. También, vid. J. ROSSELL 
GRANADOS, “Estatuto jurídico de las entidades religiosas en el ordenamiento jurídico alem|n”, en 
Entidades eclesiásticas y derecho de los estados: Actas del II Simposio Internacional de Derecho 
Concordatario. Almería 9-11 de noviembre de 2005 (Mª del M. Martín Granada coord.), Comares, 
Granada 2006, p. 99. Del mismo autor, “La cuestión del velo y la vestimenta religiosa en la 
República Federal de Alemania”, en El pañuelo… cit. nota 142, pp. 174-176.  
357 Vid. supra Capítulo 1. 
358 Cfr. A. HOLLERBACH, “Neutralität...” cit. nota 297, pp. 291 y 292. El principio de tolerancia 
(Grundsatz der Toleranz) goza, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte de Karlsruhe, del 
máximo rango constitucional. Vid. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, Staatskirchenrecht cit. nota 273, pp. 
64 y 65. Para un análisis detallado del principio de tolerancia P. TIEDEMANN, Religionsfreiheit... cit. 
nota 283, pp. 15-17; y sobre todo el volumen monográfico de Mª J. ROCA, La tolerancia… cit. nota 
310, pp. 153-165. El principio de tolerancia, vinculado a la dimensión positiva del derecho de 
libertad religiosa, implica que toda creencia y credo deben ser soportados. Vid. G. ROBBERS, 
“Religious Freedom in Germany”, en La libertad… cit. nota 352, p. 201. Como señala Roca, para los 
cultivadores del derecho público alemán, la tolerancia como principio jurídico ha sido considerada 
como principio relacional, como principio complementario de la libertad religiosa, como principio 
regulativo del ejercicio de este derecho o como un principio identificado con el pluralismo. Para 
otros autores, m|s que ante un principio, nos hallaríamos ante un “mandato constitucional 
dirigido al Estado, que debe servir para adoptar soluciones justas en determinados casos 
conflictivos”, o simplemente ante “una actitud ética general, pero no como un mandato jurídico”. 
Cfr. Mª J. ROCA, “La jurisprudencia y la doctrina alemana e italiana sobre simbología religiosa en la 
escuela y los principios de tolerancia y laicidad. Crítica y propuestas para el Derecho Español”, en 
Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado 23 (2007), pp. 261 y 262.  
359 Vid. G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, p. 58. Muy relacionado con el principio de 
neutralidad, el principio de paridad (Parität) o de trato no discriminatorio (Gleichbehandlung) 
exige al Estado no avanzar o promover ninguna creencia religiosa (o no religiosa). Esto no 
significa que sistemáticamente todos los grupos religiosos o ideológicos deban ser tratados por 
igual. Vid. P. BADURA, Der Schütz… cit. nota 351, p. 82. A juicio del Tribunal Constitucional Federal, 
la Ley Fundamental permite diferencias de trato entre las distintas confesiones religiosas basadas 
en sus propias particularidades (BVerfGE 19, 1 (1965) § 13). En cualquier caso, no pueden existir 
distinciones basadas en la relevancia numérica o social de estos grupos. Vid. A. HOLLERBACH, 
“Neutralität...” cit. nota 297, p. 292; y D. FRINGS, “La libertad…” cit. nota 263, pp. 182 y 183. 
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Considerado elemento estructural del ordenamiento constitucional alemán 
pese a no ser mencionado en la Ley Fundamental, el principio de weltanschaulich-
religiöse Neutralität ha sido objeto de un desarrollo tanto teórico como 
jurisprudencial relativamente reciente.360 Sinónimo en la época de Weimar de la 
prohibición de intromisión del Estado en cuestiones internas de las iglesias y 
posterior objeto de disquisición académica acerca de cuál podía o debía ser el 
sustrato ideológico del Estado liberal éticamente neutral, no fue hasta los años 
1960 cuando el paradigma de la neutralidad ideológico-religiosa de los poderes 
públicos adquirió verdadera carta de naturaleza, tanto en la doctrina 
constitucionalista y eclesiasticista germana, como en los pronunciamientos del 
Bundesverfassungsgericht.361  
No obstante su relativa modernidad, el principio de neutralidad se ha 
convertido en las últimas décadas en piedra angular del entramado de protección 
y gestión de los derechos de libertad religiosa e ideológica en Alemania, aun 
cuando adolece todavía de la falta de una necesaria aclaración y depuración 
dogmática que se ha visto agravada en los últimos años por una jurisprudencia 
constitucional federal algo confusa y, como veremos, en ocasiones 
contradictoria.362 Si bien los parámetros básicos de este principio parecen lo 
suficientemente claros desde una perspectiva teórica, es en su aplicación concreta 
donde se plantean las principales paradojas y problemas, especialmente en el 
contexto de un Estado tradicionalmente caracterizado por la cooperación entre 
                                                 
360 El Tribunal Constitucional Federal acudió por vez primera a la expresión “ideológicamente 
neutral” para definir al Estado alemán en el año 1960 (BVerfGE 12, 1. Vid. infra nota 412). En 
2014, el Bundesverfassungsgericht afirmó que el principio de neutralidad “es el fundamento del 
moderno Estado liberal” (BVerfGE 137, 273 § 86). La primera gran monografía dedicada a este 
principio data de 1972 (K. SCHLAICH, Neutralität… cit. nota 285). 
361 La doctrina se dividirá entre aquellos autores que acudirán al principio de neutralidad 
como criterio para justificar la privatización de la religión y la supremacía del Estado sobre las 
confesiones religiosas (Herbert Krüger) y quienes se centrarán en la dimensión positiva de un 
principio orientado esencialmente a la promoción estatal del fenómeno religioso (Martin Heckel, 
Alexander Hollerbach y Konrad Hesse). Vid. un resumen de las distintas posturas en H. M. HEINIG, 
“Die religiös-weltanschauliche...” cit. nota 303, p. 18.  
362 Se plantean dudas en la doctrina acerca de su verdadera naturaleza jurídica, así como de su 
relación e interacción con otros principios del derecho como el de paridad o el de no-
identificación. Vid. H. M. HEINIG, “Die religiös-weltanschauliche...” cit. nota 303, p. 17. Algunos 
autores rechazan que la solución a los complejos problemas que el fenómeno social religioso 
plantea en la actualidad pueda encomendarse a una difusa apelación a un mandato de neutralidad 
en sí mismo también poco definido. Cfr. K.-H. LADEUR e I. AUGSBERG, Toleranz... cit. nota 268, p. 137. 
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los poderes públicos y las iglesias, pero que recientemente ha sufrido relevantes 
cambios sociales.363  
Pese a esta indefinición —o tal vez precisamente por ella—, lo cierto es que 
no hay en la actualidad cuestión jurídicamente relevante relativa al fenómeno 
religioso y de creencias en la que no se apele en mayor o menor grado a la 
neutralidad religioso-ideológica del Estado, lo cual comprende asuntos tan 
dispares como el nivel de autonomía del que gozan las confesiones religiosas en la 
relación con sus trabajadores, la constitucionalidad de la práctica de la oración en 
los colegios públicos, la presencia en los mismos recintos educativos de 
determinados símbolos o prendas de significación religiosa, el reconocimiento de 
personalidad jurídica a nuevos grupos religiosos o la protección de los domingos 
y de ciertos festivos como días de descanso laboral.364  
Ausente del texto constitucional como ya he señalado, el mandato de 
weltanschaulich-religiöse Neutralität ha sido interpretado por la jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional Federal como corolario de la garantía de los derechos 
de libertad religiosa e ideológica (artículos 4.1 y 4.2 LF y artículo 136.4 CIW en 
relación con el artículo 140 LF) y del principio de igualdad, concretado en la 
exigencia que pesa sobre el Estado y los poderes públicos de no favorecer o 
perjudicar a los ciudadanos por razón de sus creencias (artículos 3.3 y 33.3 LF y 
artículo 136.1 CIW en relación con el artículo 140 LF).365 A nivel institucional, el 
deber de neutralidad religioso-ideológica se traduce en una prohibición de 
confesionalidad estatal que ni es sinónimo de laicismo, ni exige la radical 
separación del Estado y las confesiones religiosas, que más bien sería contraria a 
                                                 
363 Cfr. G. CZERMAK, Religions... cit. nota 297, pp. 85 y 86. 
364 Vid. S. HUSTER, “Die Bedeutung...” cit. nota 270, p. 109; H. M. HEINIG, “Die religiös-
weltanschauliche...” cit. nota 303, p. 17; y R. WIEDEMANN, Der Streit… cit. nota 288, pp. 91 y 92. 
365 Vid. J. KOKOTT, Grundgesetz... cit. nota 334, p. 251; y R. WIEDEMANN, Der Streit … cit. nota 288, 
pp. 94 y 95. El Bundesverfassungsgericht vinculará por primera vez el principio de neutralidad con 
dichos artículos en BVerfGE 19, 206 (1965) § 37. Vid. S. HUSTER, Die ethische... cit. nota 288, pp. 12-
14; y J. LIMBACH, “Religious Freedom…” cit. nota 352, p. 5. 
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los principios constitucionales (artículo 137.1 CIW en relación con el artículo 140 
LF).366  
Por eso, la separación alemana ha sido definida como una “separación para 
la libertad”,367 una “separación de cooperación”,368 una separación “distante”, en 
el sentido de no identificación del Estado con religiones y concepciones 
ideológicas, a la par que “respetuosa y previsora” y “cercana”, al promover por 
igual la libertad religiosa de todos los ciudadanos.369 En una expresión muy 
gráfica heredada de la época de Weimar, el Tribunal Constitucional Federal ha 
calificado la separación alemana entre el Estado y las iglesias como una 
separación imperfecta, como una “separación coja” (hinkende Trennung), cuando 
quiz| hubiera sido m|s apropiado entenderla como “separación amigable” o 
“cooperativa”:  
“Tras siglos de estrecha relación entre el Estado y la Iglesia, en el 
siglo XIX comienza un proceso de creciente relajación de esta relación no 
en el sentido de una separación de enemistad, a pesar de algunas disputas 
entre Estado e Iglesia, sino desde el recíproco reconocimiento y 
cooperación. El llamado principio de separación no se desarrolla en 
Alemania como un concepto de lucha, sino como piedra angular de la 
equiparación. [...] El Estado deviene un “Estado laico”, m|s tarde un 
“Estado ideológica y religiosamente neutral”, la Iglesia refuerza, 
principalmente tras 1945, su independencia. El Estado se limita al ámbito 
                                                 
366 BVerfGE 19, 206 (1965) § 37. Vid. D. B. TRAPP, Religiöse Neutralität… cit. nota 279, p. 73; y S. 
GANZ, Das Tragen… cit. nota 286, p. 40. Cfr. K. SCHLAICH, Neutralität… cit. nota 285, pp. 22 y 23; y 
R.WIEDEMANN, Der Streit … cit. nota 288, pp. 96 ss. Existe sin embargo un sector minoritario de la 
doctrina alemana que, siguiendo a Herbert Krüger, se manifiesta a favor de esa privatización de lo 
religioso a través una interpretación más estricta y distanciadora del principio de neutralidad 
ideológico-religiosa del Estado. Cfr. M. POTTMEYER, Religiöse Kleidung... cit. nota 334, p. 39. 
367 Cfr. A. UHLE, Staat... cit. nota 314, p. 55. La protección de la libertad religiosa como objetivo 
del principio de neutralidad también está muy presente en la doctrina del Tribunal Constitucional 
Federal (BVerfGE 108, 282 (2003); BVerfGK 10, 423 (2007); y BVerfGE 138, 296 (2015). Cfr. R. 
WIEDEMANN, Der Streit... cit. nota 288, pp. 95 y 96). 
368 BVerfGE 42, 312 (1976) § 53. 
369 Cfr. R. PALOMINO LOZANO, “Religion and Neutrality: Myth, Principle and Meaning”, en Brigham 
Young University Law Review 3 (2011), pp, 679 y 680; P. H. HUBER “Die korporative 
Religionsfreiheit und das Selbstbestimmungsrecht nach art. 137 Abs. 3 WRV einschließlich ihrer 
Schranken”, en Staatskirchenrecht oder... cit. nota 261, pp. 165 y 184; C. E. HAUPT, Religion–State... 
cit. nota 269, p. 64; y X. ARZOZ SANTISTEBAN, “Aproximación…” cit. nota 347, p. 220. 
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de lo “terrenal”, y no asume competencia alguna para decidir en materia 
de religión y de almas, encomendando su cuidado a las Iglesias y 
reconociendo a su vez el especial significado de las iglesias para la vida 
en la nación y en la sociedad. Por su parte, las iglesias entienden su 
separación del Estado como una liberación de dependencia, reconocen el 
carácter indispensable del ordenamiento estatal y de la autoridad para la 
sociedad, reclaman su independencia en el cumplimiento de sus 
obligaciones espirituales y religiosas, que según su propia comprensión, 
no sólo competen al más allá, sino que también son un mandato en este 
mundo. Para el Estado y la Iglesia, que se reconocen responsables de los 
mismos hombres, de la misma sociedad, existe la necesidad de una 
cooperación razonable […]. Fundamentalmente es esto lo que se quiere 
significar cuando se caracteriza la relación de base entre el Estado y la 
Iglesia en la República Federal Alemana como la relación de una 
“separación coja”, como recíproca autonomía dentro de un sistema de 
coordinación o como una colaboración entre Iglesia y Estado.”370 
2.3.a) Mandato de neutralidad, aconfesionalidad y principio de no 
identificación 
En un primer escalón, neutralidad significa aconfesionalidad del Estado y 
separación de cualquier grupo religioso o ideológico, lo que se traduce en el 
reconocimiento de su recíproca autonomía y su mutua independencia.371 En este 
estrato inicial, el principio de weltanschaulich-religiöse Neutralität se declina a su 
vez en varios mandatos reconducibles a sendos ámbitos de libertad individual y 
colectiva:372 la no identificación del Estado con ninguna religión o ideología;373 la 
                                                 
370 BVerfGE 42, 312 (1976) § 53. 
371 Cfr. en cuanto a la pluralidad de dimensiones y de funciones del principio de neutralidad 
BVerfGE 137, 273 (2014) § 88. Vid. C. STARCK, “Nuevo desarrollo…” cit. nota 287, pp. 2 y 3. 
372 Cfr. S. KORIOTH, “Vom institutionellen...” cit. nota 270, pp. 739 y 740. A juicio de Schlaich, el 
principio de neutralidad abarca cuatro dimensiones: (i) la prohibición de cualquier forma de 
iglesia de Estado, de la que deriva su autonomía; (ii) la prohibición de intromisión en asuntos 
eclesiásticos que compete a los poderes públicos, de la que deriva la correlativa autonomía de las 
iglesias; (iii) la obligación de dispensar un trato igual a las distintas confesiones religiosas —
paridad—; y (iv) la obligación de que los poderes públicos estén abiertos a las creencias de sus 
ciudadanos —pluralismo—. Cfr. K. SCHLAICH, Neutralität… cit. nota 285, p. 24. 
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apertura hacia la pluralidad religiosa e ideológica existente en la sociedad;374 la 
obligación de dispensar un trato igualitario a las distintas religiones y 
cosmovisiones;375 y el veto al que queda sometido el Estado de intervenir en 
cuestiones religiosas salvo cuando así lo prevea expresamente la propia 
Constitución.376 En efecto, dado que el principio de weltanschaulich-religiöse 
Neutralität es el precipitado de la interpretación conjunta de diversos artículos de 
la Ley Fundamental, este no puede situarse por encima de aquellos preceptos 
constitucionales que expresamente excluyen la neutralidad —concebida como 
separación estricta— de la acción estatal.377 
                                                                                                                                             
373 Formulado por H. KRÜGER, Allgemeine… cit. nota 287, p. 178. En la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional Federal, por todos, BVerfGE 35, 366 (1973) §§ 26-28. Vid. J. ENNUSCHAT, 
“La cooperación entre el Estado y la Iglesia en escuelas y universidades”, La neutralidad… cit. nota 
263, p. 91; K. SCHLAICH, Neutralität… cit. nota 285, p. 21; y V. CAMARERO SUÁREZ, El velo… cit. nota 27, 
p. 103. 
374 BVerfGE 41, 29 (1975) § 101. Vid. R. WIEDEMANN, Der Streit... cit. nota 288, pp. 100 y 101; y 
A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, “Der heutige...” cit. nota 329, p. 31. 
375 Vid. R. WIEDEMANN, Der Streit... cit. nota 288, pp. 102 y 103. BVerfGE 19, 206 (1965) § 37; 
BVerfGE 33, 23 (1972) § 13; BVerfGE 93, 1 (1995) § 35; BVerfGE 105, 279 (2002) § 54; BVerfGE 
108, 282 (2003) § 42; y BVerfGK 8, 151 (2006) § 19. 
376 Cfr. G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, pp. 60 y 61. BVerfGE 105, 279 (2002). 
377 Vid. B. GRZESZICK, “Verfassungstheoretische...” cit. nota 330, p. 144; y K. OBERMAYER, Staat und 
Religion. Bekenntnisneutralität zwischen Traditionalismus und Nihilismus, De Gruyter, Berlín 1977, 
p. 10. Así, se entiende que no vulnera el principio de neutralidad la recaudación por el Estado del 
impuesto eclesiástico, la existencia de capellanías y asistencia religiosa en diversos ámbitos o la 
presencia de ciertas confesiones religiosas en los medios públicos de comunicación Vid. D. B. 
TRAPP, Religiöse Neutralität... cit. nota 279, passim; A. FRHR VON CAMPENHAUSEN y H. DE WALL, 
Staatskirchenrecht cit. nota 300, p. 58; y A. HOLLERBACH, “Neutralität...” cit. nota 297, pp. 298 y 299.  
Tampoco se entiende contrario al principio de neutralidad la especial protección del domingo 
como día festivo contemplada en el artículo 139 CIW en relación con el artículo 140 LF. Vid. W. 
MOSBACHER, Sonntagsschutz und Ladenschluß: Der verfassungsrechtliche Rahmen für den 
Ladenschluß an Sonn- und Feiertagen und seine subjektiv-rechtliche Dimension, Duncker & 
Humblot, Berlín 2007, pp. 86-108. En el año 2009 el Tribunal Constitucional Federal declaró 
contrarios a la Ley Fundamental determinados preceptos de la ley berlinesa de horarios de 
apertura de los comercios (Berliner Ladensöffnungsgesetz, de 14 de noviembre de 2006) que 
permitía abrir al público un cierto número de domingos o festivos al año, por vulnerar el derecho 
fundamental de libertad religiosa garantizado por los artículos 4.1 LF y 139 CIW en relación con el 
artículo 140 LF. En su sentencia, la Corte Constitucional vinculó directamente las garantías 
institucionales contenidas en los artículos eclesiásticos de la CIW con el ejercicio del derecho de 
libertad religiosa, a la vez que reconoció la compatibilidad entre el principio de weltanschaulich-
religiöse Neutralität y la protección dominical contemplada en el artículo 139 CIW en relación con 
el artículo 140 LF (1 BvR 2857/07, de 1 de diciembre de 2009. BVerfGE 125, 39). Vid. Mª J. ROCA, 
“Comentario a la sentencia de 1 de diciembre de 2009 del Tribunal Constitucional Federal alem|n. 
La garantía institucional del descanso dominical como concreción del derecho fundamental de 
libertad religiosa”, en RGDCDEE 22 (2010), pp. 5-10. 
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Uno de esos ámbitos en los que se observa con claridad que la noción 
constitucional de neutralidad de los poderes públicos alemanes no tiene por qué 
traducirse, al contrario que lo que sucede en la concepción francesa, en la 
exclusión del factor religioso, es el sistema público de educación.378 En Alemania, 
tanto la Ley Fundamental como la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
Federal, han entendido que el principio de neutralidad no se ve afectado cuando 
el Estado, en el cumplimiento de su misión educativa, no renuncia a la presencia 
de determinadas referencias o influencias de tipo religioso o ideológico en los 
centros educativos estatales.379  
De esta manera, sin perjuicio del reconocimiento de la libertad de 
enseñanza y del correlativo derecho del que goza la sociedad civil para crear 
escuelas privadas,380 la Ley Fundamental establece que la enseñanza confesional 
de la religión debe estar integrada como asignatura ordinaria en el programa 
educativo de las escuelas públicas, a excepción de aquellos centros escolares que 
expresamente se declaren no confesionales. Dicha asignatura de religión ha de ser 
trasmitida de acuerdo con los principios de las comunidades religiosas y tiene 
carácter voluntario tanto para los alumnos como para los profesores, que no 
pueden ser obligados a impartirla en contra de su voluntad.381 En la actualidad, 
                                                 
378 Vid. K. SCHLAICH, Neutralität... cit. nota 285, p. 18; Mª J. ROCA, “El modelo alem|n de 
enseñanza de la religión en la escuela pública”, en La enseñanza de la religión en la escuela pública. 
Actas del VI Simposio internacional de Derecho concordatario. Alcalá de Henares, 16-18 de octubre 
de 2013 (I. Cano Ruiz ed.), Comares, Granada 2014, pp. 139-163; G. ROBBERS, Religion… cit. nota 
279, p. 265; y H. M. HEINIG, “Religion in Public Education – Germany”, en Religion in Public 
Education. La religion dans l’éducation publique. Proceedings of the Conference Trier, 11-14 
November 2010 (G. Robbers ed.), European Consortium of Church and State Research 2011, pp. 
167-176.  
379 Vid. X. ARZOZ SANTISTEBAN, “Aproximación…” cit. nota 347, p. 221. Analiza la génesis del 
sistema público de enseñanza alemán desde la Reforma Protestante J. WITTE JR., “The Civic 
Seminary: Sources of Modern Public Education in the Lutheran Reformation of Germany”, en 
Journal of Law and Religion 12 (1995-1996), pp. 183 ss. 
380 Artículo 7.4 LF. 
381 Artículo 7.3 LF. Queda fuera del ámbito de aplicación de esta disposición, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 141 LF, el Land de Bremen, donde el 1 de enero de 1949 existía otra 
regulación. Conocida como la Bremer Klausel, el artículo 141 LF se entiende también aplicable no 
obstante al estado de Berlín y ha sido reclamada a su vez por Brandemburgo, donde rigen una 
serie de normas particulares. En este antiguo Land de la República Democrática, se ofrece a los 
alumnos una controvertida asignatura de ética (Lebensgestaltung, Ethik, Religionskunde) contra la 
que tanto la Iglesia Católica como la Evangélica interpusieron sendos recursos ante el Tribunal 
Constitucional Federal que concluyeron con un acuerdo entre las partes. Vid. Mª J. ROCA, “El 
modelo…” cit. nota 378, p. 154. 
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no sólo la Iglesia Católica y las iglesias protestantes hacen uso de este sistema, 
sino que también tienen acceso a la escuela pública grupos religiosos minoritarios 
como los judíos o los cristianos ortodoxos.382 En cuanto al Islam, pese a los 
esfuerzos llevados a cabo en diversos Länder, su presencia en los colegios 
estatales como asignatura ordinaria es todavía limitada, quizá por razones no del 
todo ajenas a las propias comunidades islámicas alemanas.383 
Con independencia de la asignatura de religión, y de acuerdo con las 
particularidades propias de cada Land, las escuelas públicas alemanas pueden 
tener a demás una concreta orientación ideológica o religiosa, pudiendo 
clasificarse grosso modo en confesionales (Bekenntnisschule), en las que el 
conjunto de las enseñanzas son impartidas según la visión de una determinada 
confesión; cristianas comunes (christliche Gemeinschaftschule), escuelas que 
integran en su formación una expresa orientación cristiana no confesional que 
toma en consideración la influencia histórica y cultural del cristianismo en la 
configuración de Alemania y de occidente; y seculares o no confesionales 
(bekenntnisfreie Schule), si bien estas últimas son muy raras fuera de los estados 
de Berlín, Brandemburgo y Bremen.384 
La neutralidad entendida como no identificación del Estado con una iglesia 
o comunidad ideológica impide que este, desde su condición de creación secular, 
plantee o dé respuesta a preguntas relativas a la verdad, pero no establece ni la 
prohibición de que pueda hacer suyos conceptos o valores acuñados en el ámbito 
religioso,385 ni un mandato constitucional que le obligue a distanciarse de las 
                                                                                                                                             
La competencia para determinar quién es idóneo para ser profesor de religión en la escuela 
pública corresponde a las respectivas iglesias y confesiones. Vid. S. MÜCKL, “Das kirchliche 
Selbstbestimmungsrecht im nationalen und europäischen Recht”, en Religión, matrimonio… cit. 
nota 293, pp. 1650-1655.  
382 Cfr. G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, pp. 270 y 271. 
383 Vid. T. ANGER, Islam… cit. nota 334, pp. 79 ss. También en G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, 
pp. 276-278; Mª J. ROCA, “El modelo…” cit. nota 378, pp. 159-162; y J. ENNUSCHAT, “La 
cooperación…” cit. nota 373, pp. 94 y 95. Se hace eco la prensa nacional alemana en 
https://www.welt.de/politik/deutschland/article154769649/Islam-etabliert-sich-als-grosse-
Religion-in-Deutschland.html.  
384 Vid. Mª J. ROCA, “El modelo…” cit. nota 378, p. 141. 
385 Cfr. K. SCHLAICH, Neutralität... cit. nota 285, p. 201. A lo que sí está obligado el Estado neutral 
es a llevar esa neutralidad a la interpretación de los fundamentos y principios constitucionales, 
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creencias de sus ciudadanos o de los grupos en los que estos se organizan.386 Al 
contrario, implica la apertura hacia el fenómeno religioso de un Estado social 
activamente comprometido con la efectiva realización de los derechos 
fundamentales de sus habitantes.387 Esta neutralidad positiva no está sólo 
presente en la ley, sino que históricamente ha formado parte del discurso oficial 
sobre la religión en Alemania, y es tenida en cuenta tanto por autoridades 
estatales como por tribunales de justicia.388 Lejos de privatizar las creencias de 
sus ciudadanos, el principio de neutralidad inspira el sistema de cooperación a 
través de la formulación de fuentes bilaterales reguladoras de materias de interés 
común entre el Estado y los diversos grupos religiosos, a la vez que justifica la 
presencia y participación de las confesiones en la esfera política y en el espacio 
público.389  
Así concebido, el principio de neutralidad del Estado se muestra como el 
reverso ineludible del derecho de libertad religiosa.390 
 
                                                                                                                                             
evitando acudir para ello a conceptos relacionados con una religión o ideología (BVerfGE 24, 236 
(1968) § 25; y BVerfGE 137, 273 (2014) § 101).  
386 Cfr. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, Staatskirchenrecht cit. nota 273, p. 67; y M. HECKEL, 
Gesammelte schriften. Band V, Staat, Kirche, Recht, Geschichte, Mohr Siebeck, Tubingen 2004, pp. 
308 y 309.  
387 BVerfGE 27, 195 (1969) § 24; BVerfGE 41, 29 (1975) § 101; BVerfGE 75, 40 (1986) §§ 89 y 
119; y BVerfGE 137, 273 (2014) §§ 86 ss. En su reciente sentencia de 30 de junio de 2015, el 
Tribunal Constitucional Federal ha insistido en que “este privilegio de las comunidades religiosas 
deja claro que la obligación de neutralidad del Estado en cuestiones ideológicas y religiosas no ha 
de entenderse en el sentido de una obligación de mantener una distancia crítica respecto de la 
religión, ni cabe equipararlo con indiferencia religiosa e ideológica. La relación entre la Iglesia y el 
Estado se caracteriza más por la atención mutua y la cooperación y menos en términos de una 
separación estricta, sino más bien en el sentido de un mutuo reconocimiento y colaboración y 
sobre la base de unos derechos fundamentales de libertad.” BVerfGE 139, 321 (2015) § 93. 
388 Cfr. G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, p. 193. Esta neutralidad positiva es percibida de 
forma crítica por ciertos autores. Vid. S. HUSTER, Die ethische... cit. nota 288, pp. 18 ss.; y G. CZERMAK, 
Religions... cit. nota 297, pp. 85 ss.  
389 Vid. G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, pp. 148, 149 y 194 ss.; y A. FRHR VON CAMPENHAUSEN y 
H. DE WALL, Staatskirchenrecht cit. nota 300, p. 58. Crítico con esta faceta del principio de 
neutralidad, que califica de “desintegradora” de la unidad del poder y derecho del Estado, K. 
SCHLAICH, Neutralität... cit. nota 285, pp. 134 ss. 
390 Vid. H. DREIER, Säkularisierung und Sakralität, Mohr Siebeck, Tübingen 2014, p. 25; y M. 
POTTMEYER, Religiöse Kleidung... cit. nota 334, p. 40. 
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2.3.b) Mandato de neutralidad y prohibición de valoración de creencias 
individuales y colectivas 
Si en un primer nivel el principio de neutralidad prohíbe la existencia en 
Alemania de una iglesia de Estado, e impide la identificación de este con ninguna 
confesión religiosa o comunidad ideológica, del mandato de weltanschaulich-
religiöse Neutralität se deduce también en un segundo escalón la prohibición que 
pesa sobre los poderes públicos de valorar las creencias religiosas de sus 
ciudadanos o de los grupos religiosos o ideológicos.391  
Las implicaciones prácticas de esta dimensión del mandato de neutralidad 
se proyectan en una pluralidad de materias que afectan de manera directa a las 
relaciones entre el Estado y sus ciudadanos y entre los poderes públicos y las 
confesiones religiosas: desde cómo abordar el uso por parte de funcionarios y 
empleados del sector público de prendas o símbolos que revelan su afiliación 
religiosa o ideológica, hasta la valoración del tratamiento que los tribunales 
estatales deben dar a la autonomía de las confesiones para sujetar a sus 
trabajadores a deberes contractuales de lealtad que se proyectan en la vida 
privada y familiar de estos, pasando por la capacidad de calificación por la 
administración del Estado de los grupos religiosos que pretenden acceder al 
particular estatus de corporación de derecho público previsto en la Ley 
Fundamental.  
En todos estos supuestos, en los que finalmente lo que se cuestiona es el 
alcance con el que los titulares del derecho de libertad religiosa pueden vivir y 
estar presentes en la sociedad y en el Estado, en armonía con sus propias 
                                                 
391 Cfr. BVerfGE 137, 273 (2014) § 88. Vid. M. HECKEL, “The Impact…” cit. nota 277, p. 200. En la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional Federal, BVerfGE 12, 1 (1960) § 9; BVerfGE 24, 236 
(1968) § 25; y BVerfGE 93, 1 (1995). Vid. D. WIESCHEN, Politik – Rechtsethik – Theologie, Ferdinand 
Schöningh, Padeborn 2013, pp. 74-76. Un ejemplo muy gráfico del alcance de esta prohibición, lo 
ofrece el Tribunal Constitucional Federal en su sentencia relativa a la concesión de la condición de 
corporación de derecho público a los Testigos de Jehová (2 BvR 1500/97, de 19 de diciembre de 
2000. BVerfGE 102, 370). A la hora de valorar si dicho grupo religioso cumplía con el requisito de 
tener una estructura que garantizase la razonable permanencia del mismo en el tiempo, afirma la 
Corte Constitucional que “en cualquier caso, le estaría prohibido al Estado religiosa e 
ideológicamente neutral tomarle la palabra a la demandante [Testigos de Jehová] y negar la 
continuidad de su existencia debido a su creencia en la inminencia del fin del mundo” (§ 67). 
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creencias, el principio de neutralidad está llamado a desempeñar un papel 
principal.392 
La limitación a la capacidad estatal de juzgar las creencias de sus 
ciudadanos que conlleva el mandato de neutralidad, fue aprehendida y 
desarrollada precozmente por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
Federal. En la misma sentencia en la que el Bundesverfassungsgericht empleó por 
primera vez el término neutral para referirse al Estado, afirmó la incompetencia 
de los poderes públicos alemanes para valorar el contenido de las creencias 
personales más allá de la constatación de que en el ejercicio de los derechos 
protegidos por el artículo 4 LF no se superan los límites exigidos por la Ley 
Fundamental.393 En el plano colectivo, desde el año 1965 la Corte de Karlsruhe se 
ha mantenido constante en su afirmación de que en la determinación de aquello 
que en cada caso concreto debe ser considerado como ejercicio o expresión del 
derecho de libertad religiosa e ideológica, es preciso que los órganos estatales 
tengan en cuenta la propia percepción que de sí mismas y de su identidad tienen 
iglesias y organizaciones filosóficas (Selbstverständnis).394  
Esta opción del Tribunal Constitucional Federal de optar por un criterio 
eminentemente subjetivo para determinar aquello que debe ser considerado 
como religioso o ideológico, plantea no pocos interrogantes. ¿Hasta qué punto 
pueden los titulares de un derecho subjetivo ser los responsables de definir su 
extensión y límites?395 ¿Acaso está reconociendo el Bundesverfassungsgericht a 
individuos y comunidades la facultad de imponer al Estado sus creencias, sean 
cuales sean?396 ¿Qué ocurre cuando la propia percepción religiosa o ideológica 
                                                 
392 Cfr. P. BADURA, Der Schutz... cit. nota 351, p. 51; y J. KOKOTT, Grundgesetz... cit. nota 334, p. 
253. 
393 BVerfGE 12, 1 (1960) § 9. 
394 BVerfGE 24, 236 (1968) § 25. 
395 Cfr. P. BADURA, Der Schutz... cit. nota 351, pp. 40 ss. y 89-91; J. ISENSEE, Wer definiert die 
Freiheitsrechte?: Selbstverständnis der Grundrechtsträger und Grundrechtsauslegung des Staates, C. 
F. Müller, Heidelberg 1980, passim; y G. NEUREITHER, Recht... cit. nota 330, pp. 172 y 173, este 
último citando a Isensee. 
396 Cfr. T. ANGER, Islam… cit. nota 334, pp. 40-50; K. SCHLAICH, Neutralität… cit. nota 285, pp. 205 
ss.; y K.-H. LADEUR e I. AUGSBERG, Toleranz... cit. nota 268, pp. 55-58. 
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colisiona con la Ley Fundamental y con el resto del ordenamiento jurídico?397 
¿Cuál es en este caso el papel que deben desempeñar los tribunales estatales?398 
Ante estos interrogantes, un sector de la doctrina alemana, preocupado por 
delimitar unas coordenadas nítidas que permitan definir qué constituye ejercicio 
legítimo de la libertad de creencias, defiende la pertinencia de que sea el Estado 
quien, a través de criterios objetivos —también a través de una objetivación del 
mandato de neutralidad—, establezca aquello que constituye expresión religiosa 
o filosófica.399 
Con los matices que señalaré a lo largo de las siguientes páginas, en líneas 
generales el Tribunal Constitucional Federal se ha mostrado reticente a modificar 
su doctrina.400 En su jurisprudencia más reciente, la Corte Constitucional ha 
insistido nuevamente en la importancia de acudir a una interpretación amplia del 
forum externum que, desde una aproximación subjetiva, permita dentro de los 
límites de la Ley Fundamental que ciudadanos y comunidades disfruten de la 
mayor libertad posible para concretar su genérico derecho constitucional a poder 
vivir y actuar de acuerdo con sus creencias: 
“La libertad individual y colectiva de orientar la conducta a la 
doctrina que corresponde a las propias creencias y de actuar de 
acuerdo a ellas, carecería de sentido si el Estado estableciese a través 
de su autoridad y de forma ilimitada su propia valoración acerca del 
contenido y el significado de un dogma en lugar de la correspondiente 
iglesia, pudiendo contradecir las decisiones de esta. Cualquier análisis 
por parte de instancias estatales de objetivos y actividades de una 
iglesia o de una comunidad religiosa debe realizarse bajo la 
                                                 
397 Cfr. C. HILLGRUBER, Staat und... cit. nota 269, pp. 49 ss.; y J. KOKOTT, Grundgesetz... cit. nota 
334, pp. 260 ss. y 271. 
398 Cfr. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN y H. DE WALL, Staatskirchenrecht cit. nota 300, pp. 55-57.  
399 Es conocida la afirmación de Isensee de que “aquello que el Estado no puede definir 
tampoco lo puede proteger.” Cfr. J. ISENSEE, Wer definiert… cit. nota 395, p. 35; G. CZERMAK, 
Religions... cit. nota 297, pp. 91 y 94-97; M. MORLOK, Selbstverständnis... cit. nota 350, pp. 410 y 411; 
y T. ANGER, Islam… cit. nota 325, pp. 51 y 52. Crítico, S. HUSTER, “Die Bedeutung...” cit. nota 261, pp. 
131 ss. 
400 Participa del criterio del Tribunal Constitucional Federal la mayoría de la doctrina alemana. 
Vid. G. NEUREITHER, Recht... cit. nota 330, pp. 175 y 176. 
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observancia del principio de neutralidad. Al Estado le está vedada la 
regulación de asuntos genuinamente religiosos o ideológicos que 
exigen una intromisión no imparcial en las creencias y actuaciones 
individuales o de comunidades religiosas o ideológicas, al carecer de 
opinión y de criterio para ello. Cuestiones relativas a doctrina, religión 
y la autonomía de las confesiones religiosas no competen al Estado. 
Antes bien, está obligado a tener en cuenta los principios de las 
iglesias y comunidades ideológicas y a no formular una opinión propia 
en materia de creencias”.401 
Sin embargo, el propio Tribunal Constitucional Federal ha señalado que, sin 
perjuicio de que al Estado le esté prohibido juzgar las creencias de sus 
ciudadanos o calificarlas como “correctas” o “falsas”, y pese a que en la valoración 
de aquello que en cada caso concreto debe ser considerado como ejercicio de 
religión e ideología, la percepción propia de comunidades y particulares no puede 
dejar de ser tenida en cuenta, esto no significa que toda conducta personal pueda, 
por su determinación subjetiva, ser considerada como expresión de la libertad de 
creencias. Los órganos estatales deben comprobar y decidir si se ha demostrado 
suficientemente que dicha conducta, por su contenido espiritual y su apariencia 
externa, puede razonablemente (in plausibler Weise) estar comprendida en el 
ámbito de protección del artículo 4 LF.402 Tienen que verificar que subyazca una 
motivación que, de facto, pueda considerarse como religiosa.403 
En conclusión, el Estado neutral se prohíbe a sí mismo definir y organizar lo 
religioso y deja que, bien los particulares, bien las iglesias y confesiones mediante 
el reconocimiento y protección de su autonomía (Selbstbestimmung), sean los 
responsables de hacerlo.404 Como afirma Heckel: “el Estado se ha retirado 
                                                 
401 BVerfGE 137, 273 (2014) §§ 88 y 89. 
402 Vid. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN y H. DE WALL, Staatskirchenrecht cit. nota 300, p. 56. 
403 BVerfGE 138, 296 (2015) § 86. El control de razonabilidad (Plausibilitätskontrolle) en la 
vinculación entre expresión religiosa y creencia religiosa, está también presente en BVerfGE 83, 
341 (1991) §§ 51 ss.; BVerfGE 108, 282 (2003) § 40 y especialmente en BVerfGE 137, 273 (2014) 
§§ 81 y 103 ss.  
 404 Artículo 137.3 CIW en relación con el artículo 140 LF. Vid. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, “Der 
heutige…” cit. nota 329, pp. 5 y 6. 
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completamente de las luchas teológicas acerca de la ‘verdad’. El Estado moderno 
se limita a hacer como Pilatos, lav|ndose las manos.”405 Esta actitud no debe ser 
interpretada en el sentido de que el Estado se desentiende de las creencias de la 
sociedad. Al contrario. Este aparente distanciamiento implica una voluntad de 
tomarse realmente en serio su compromiso de permitir que cada individuo o cada 
comunidad religiosa se rija de acuerdo con sus propias creencias.406 El derecho a 
la autodeterminación y a la autogestión de las confesiones religiosas, no es por lo 
tanto sino manifestación del derecho fundamental de libertad religiosa.407 
3. LIBERTAD RELIGIOSA INDIVIDUAL Y WELTANSCHAULICH-RELIGIÖSE NEUTRALITÄT EN LA 
JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL FEDERAL 
Hace años destacaba Campenhausen que en el derecho eclesiástico alemán 
se dan cita dos fenómenos aparentemente contradictorios. De un lado, sus 
conceptos directrices, su terminología, tienden a permanecer inmutables a lo 
largo del tiempo. Sin embargo, tal vez por tratarse de la rama del ordenamiento 
jurídico que antes acusa los cambios sociales, esos mismos términos y conceptos 
van mutando de contenido con el fin de acomodarse a las nuevas realidades 
espirituales y religiosas de Alemania.408 El análisis de la jurisprudencia del 
Bundesverfassungsgericht en relación con el deber de neutralidad religioso-
ideológica al que el texto constitucional sujeta a los poderes públicos, permite 
constatar la pertinencia de esta observación.  
En la concepción de la Corte de Karlsruhe, el deber de weltanschaulich-
religiöse Neutralität ha resultado ser ante todo un principio proteico, capaz de 
acomodarse a las vicisitudes sociales que ha vivido el país germano desde la 
promulgación en 1949 de la Ley Fundamental y al que, desde 1975, se acude de 
manera preferente para delimitar el lugar que las creencias religiosas e 
ideológicas pueden o deben tener en la escuela pública alemana.409 A lo largo de 
                                                 
405 Vid. M. HECKEL, “The Impact…” cit. nota 277, p. 193.  
406 Vid. C. STARCK, “Nuevo desarrollo…” cit. nota 287, p. 2. Cfr. S. HUSTER, Die ethische... cit. nota 
288, p. 12.  
407 Vid. P. BADURA, Der Schutz... cit. nota 351, p. 17. 
408 Cfr. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, “Der heutige...” cit nota 329, pp. 3 y 4. 
409 Ibid., p. 30; y K.-H. LADEUR e I. AUGSBERG, Toleranz... cit. nota 268, p. 112. 
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los años, en la actividad del Tribunal Constitucional Federal el principio de 
neutralidad ha pasado de ser un mero criterio interpretativo de otras normas o 
principios constitucionales para irse dotando de un contenido autónomo que lo 
configurará en un primer momento como una barrera a la limitación indebida de 
la libertad de creencias y que, en fechas más recientes, se transformará en un 
estándar ético constitucional a partir del cual se pretende definir de manera 
objetiva los contornos del derecho de libertad religiosa.  
Resultado de esta evolución que he llamado proteica en la concepción del 
mandato de weltanschaulich-religiöse Neutralität, a partir la década de 1960 la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional Federal se servirá del principio de 
neutralidad para poner un alto a la tendencia observada tras la promulgación de 
la Ley Fundamental de privilegiar a las dos grandes Iglesias cristianas —Católica 
y Evangélica—, para consolidar el sistema alemán de apertura al pluralismo 
religioso e ideológico, y para interpretar de forma amplia el derecho de libertad 
religiosa en su vertiente individual.  
Las incertidumbres que han provocado en los últimos cuarenta años la 
creciente presencia del Islam y la cada vez mayor secularización de la sociedad 
alemana, también encontrarán a partir de mediados de los años 1990 eco en las 
sentencias de la Corte de Karlsruhe, que avanzará una noción más separatista y 
distanciadora del principio de neutralidad con el objetivo de tratar de limitar la 
presencia e influencia religiosa en el delicado campo de la enseñanza pública. En 
el año 2015, un para muchos inesperado regreso del Bundesverfassungsgericht a 
una concepción abierta del mandato de neutralidad, plantea la duda de cómo 
podrán coordinarse en el futuro inmediato las divergencias doctrinales del 
máximo intérprete constitucional alemán. 
Esta adaptabilidad en la interpretación del mandato constitucional de 
neutralidad, y el uso contradictorio que del mismo ha hecho en los últimos años el 
Tribunal Constitucional Federal en relación a la dimensión individual del derecho 
de libertad religiosa, han contribuido a la devaluación conceptual de la que 
adolece en la actualidad un principio que inicialmente estaba llamado a apuntalar 
los derechos de libertad religiosa e igualdad y a abrir al Estado a las distintas 
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cosmovisiones existentes en la sociedad, pero que hoy, paradójicamente, es 
invocado como principal argumento por quienes buscan expulsar el fenómeno 
religioso de ciertos ámbitos sometidos a la autoridad estatal.410  
3.1 Los primeros pasos del principio de weltanschaulich-religiöse 
Neutralität en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional Federal 
(1960-1973)  
El Tribunal Constitucional Federal acudió por vez primera a la expresión 
“ideológicamente neutral” para definir al Estado alem|n en el año 1960, en la 
sentencia del caso conocido entre la doctrina alemana como Tabak (tabaco).411 
Durante esta etapa inicial, que se prolongaría durante casi quince años, el 
Bundesverfassungsgericht se sirvió del concepto de neutralidad para afianzar la 
doble opción constitucional de, por un lado, reconocer un derecho fundamental 
de libertad religiosa e ideológica de amplio espectro, y por otro, de no establecer 
una iglesia oficial en un Estado caracterizado por la homogeneidad religiosa —
cristiana— de una sociedad habituada, ya desde el siglo XIX, a la presencia en su 
seno de organizaciones y comunidades ateas, filosóficas y humanistas.412 La 
                                                 
410 Vid. supra nota 366. 
411 BVerfGE 12, 1 (1960). Vid. infra nota 412. Cfr. C. HILLGRUBER, Staat und... cit. nota 269, pp. 47 
y 48; y H. M. HEINIG, “Die religiös-weltanschauliche...” cit. nota 303, p. 18. 
412 Las principales sentencias en materia de neutralidad de esta primera etapa son: 
BVerfGE 12, 1 (Tabak), de 8 de noviembre de 1960. El demandante de amparo, historiador del 
arte y diseñador gráfico, tenía un largo historial de lucha y activismo contra las religiones 
organizadas desde su adolescencia. Abandonó formalmente la Iglesia Evangélica a la edad de 20 
años y durante el nacional-socialismo asumió cargos de responsabilidad en las Schutzstaffel (las 
conocidas como SS), ocupándose sobre todo de la persecución de masones, judíos y cristianos. 
Tras la guerra fue condenado por actividades de espionaje a cuatro años de prisión. Durante su 
encarcelamiento trató de difundir sus ideas antirreligiosas entre los demás reclusos, animándoles 
a que apostatasen de sus respectivas confesiones y llegando a ofrecerles tabaco como incentivo 
para hacerlo. Este hecho motivó que le fue denegada una petición de libertad condicional. 
BVerfGE 18, 385 (Teilung einer Kirchengemeinde), de 17 de febrero de 1965. En este caso el 
Tribunal Constitucional Federal tuvo que resolver el recurso de amparo interpuesto por una 
feligresa de la Iglesia Evangélica de Hessen y Nassau (Evangelischen Kirche in Hessen und Nassau) 
en contra de la decisión interna de su comunidad religiosa de dividirse en dos congregaciones 
diferentes delimitadas por la línea ferroviaria Frankfurt/Main – Frankfurt/Main-Höchst. 
BVerfGE 19, 1 (Neuapostolische Kirche), de 28 de abril de 1965. El objeto del recurso era una 
norma preconstitucional que eximía a las iglesias del pago de tasas judiciales. Hasta entonces, 
dicha norma había sido aplicada a la Iglesia Católica, a las Iglesias Evangélicas de los distintos 
Länder, así como a las confesiones acatólicas. La duda se planteaba respecto de su posible 
extensión a otra comunidad religiosa que gozaba del estatus de corporación de derecho público 
(die Neueapostolische Kirche des Landes Nordrhein-Westfalen). 
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acusada indefinición de la que adolecía la noción de neutralidad como concepto 
jurídico en estos primeros años la expresa nítidamente Schlaich en 1972: “[la 
neutralidad] tiene, obviamente, una función liberadora en la sustitución y 
modificación de términos tales como paridad, separación, prohibición de iglesia 
de Estado, libertad religiosa y eclesiástica, estatus del servicio público estatal, 
cooperación. Estos términos parecen haberse endurecido, desgastado, debilitado 
o pervertido. La neutralidad se ofrece como sustituta, sin introducir por sí misma 
un nuevo significado unívoco.”413 
Las primeras apariciones de la noción de weltanschaulich-religiöse 
Neutralität en la jurisprudencia del Alto Tribunal alemán vendrán caracterizadas 
por una triple pauta común: (i) la neutralidad del Estado no es reclamada ni 
                                                                                                                                             
BVerfGE 19, 206 (Kirchenbausteuer), de 14 de diciembre de 1965. En este caso de 1965, la 
Corte de Karlsruhe consideró contraria a los derechos de las personas jurídicas su sujeción a un 
impuesto a favor de determinadas comunidades religiosas (Kirchenbausteuer) establecido por el 
Land de Baviera, al no estar incluidas en el ámbito de aplicación de los artículos 3.1 y 4 LF. 
BVerfGE 24, 236 (Rumpelkammer), de 16 de octubre de 1968. En esta ocasión el 
Bundesverfassungsgericht hubo de resolver un recurso de amparo interpuesto por un trapero 
profesional contra una asociación benéfica juvenil dependiente de la Iglesia Católica, que 
desarrollaba su actividad misionera mediante la recogida de ropa usada, papel y otros objetos 
reciclables que luego vendía. 
BVerfGE 27, 195 (Privatschulen), de 14 de noviembre de 1969. En un caso centrado en la 
relación entre el derecho constitucional a crear instituciones educativas privadas y la obligación 
que recae sobre los poderes públicos de educar a los ciudadanos, el Tribunal Constitucional 
Federal reflexionó acerca cómo la apertura del Estado a la diversidad de formas y contenidos que 
puede adoptar la escuela, se fundamenta en los valores del ordenamiento jurídico liberal y 
democrático comprometido con la dignidad humana y la neutralidad religiosa e ideológica (§ 24). 
BVerfGE 32, 98 (Gesundbeter), de 19 de octubre de 1971. En uno de sus casos más polémicos 
de esta primera época, el Tribunal de Karlsruhe eximió de responsabilidad penal al esposo de una 
mujer fallecida tras haberse negado ambos a que le fuese practicada una transfusión sanguínea 
necesaria para sobrevivir a las complicaciones del parto de su cuarto hijo. Los cónyuges eran 
miembros devotos de una comunidad religiosa Evangélica que defería a la exclusiva voluntad 
divina todo lo relativo a sus problemas mundanos. Esta confianza en Dios y en la oración se 
extendía también a las enfermedades, lo que les llevaba a rechazar cualquier tratamiento médico. 
Vid. R. NAVARRO-VALLS y J. MARTÍNEZ-TORRÓN, Conflictos entre… cit. nota 118, p. 206; y J. LIMBACH, 
“Religious Freedom…” cit. nota 352, p. 54. 
BVerfGE 33, 23 (Eidesverweigerung aus Glaubensgründen), de 11 de abril de 1972. En esta 
sentencia de su sala segunda, el Bundesverfassungsgericht resolvió un recurso de amparo 
interpuesto por un ministro evangélico multado tras haberse negado a prestar juramento como 
testigo en un procedimiento penal mediante una fórmula que omitía cualquier referencia a Dios. 
Entendía este clérigo que prestar juramento constituía blasfemia, al contravenir la prohibición 
impuesta por Cristo en el Sermón del Monte tal y como venía recogido en el Evangelio de San 
Mateo. El Tribunal Constitucional Federal interpretó que la negativa del ministro evangélico 
formaba parte de su derecho de libertad religiosa y que estaba por lo tanto protegida por el 
artículo 4 LF. Vid. K.-H. LADEUR e I. AUGSBERG, Toleranz... cit. nota 268, p. 57. 
413 Cfr. K. SCHLAICH, Neutralität… cit. nota 285, p. 129.  
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alegada por los recurrentes en amparo, sino que es la propia Corte la que la 
menciona obiter dictum como criterio interpretativo de otras normas 
constitucionales, sin ulterior desarrollo doctrinal y siempre en el sentido de 
apuntalar una interpretación amplia de los derechos fundamentales de libertad 
religiosa y de creencias;414 (ii) no se identifica la neutralidad del Estado con un 
principio constitucional autónomo dotado de un contenido preciso, sino que se 
acude a él a partir de una remisión genérica al ordenamiento jurídico 
democrático y a la Ley Fundamental;415 y (iii) en un afán por asentar la opción del 
constituyente de 1949 de no establecer una iglesia de Estado, el Tribunal acude a 
la invocación conjunta de los mandatos de neutralidad y paridad para garantizar 
un tratamiento jurídico equitativo —que no uniforme— a las distintas 
confesiones religiosas y organizaciones ideológicas, evitando privilegiar a las 
comunidades cristianas históricas.416 
                                                 
414 Cfr. R. WIEDEMANN, Der Streit... cit. nota 288, pp. 108-111. BVerfGE 33, 23 (1972) § 13.  
415 En BVerfGE 19, 1 (1965) § 13: “De acuerdo con el sistema de derecho eclesi|stico 
establecido por la Ley Fundamental el Estado, en interés de la libertad de pensamiento y religiosa 
de todos los ciudadanos, debe permanecer neutral respecto de las distintas religiones y 
cosmovisiones.” También en BVerfGE 27, 195 (1969) § 24; y BVerfGE 19, 206 (1965) §§ 45-49. 
Vid. R. WIEDEMANN, Der Streit... cit. nota 288, pp. 92-95; y S. GANZ, Das Tragen... cit. nota 286, p. 41. 
416 Así, en BVerfGE 18, 385 (1965) § 6, el Tribunal Constitucional Federal señaló que la 
neutralidad religiosa e ideológica del Estado derivada de la Ley Fundamental impide que las 
iglesias que gozan de la condición de corporaciones de derecho público puedan ser jurídicamente 
equiparadas a otros organismos públicos dependientes del Estado. Estos grupos religiosos gozan 
simplemente de un estatus especial que los eleva sobre las asociaciones de derecho privado, sin 
que quepa hablar de autoridad estatal ni sobre las iglesias (Kirchenhoheit) ni sobre la dimensión 
espiritual de los ciudadanos. 
Igualmente, en BVerfGE 19, 206 (1965) § 37 y BVerfGE 30, 415 (1971) § 16, el 
Bundesverfassungsgericht negó a las confesiones religiosas autoridad sobre personas no 
pertenecientes a las mismas. 
En BVerfGE 24, 236 (1968) § 20, la Corte Constitucional insistió en que la acción combinada de 
los principios de paridad y neutralidad exige que la protección dispensada por el artículo 4 LF no 
se limite a las iglesias cristianas, sino que se extienda también a “las dem|s comunidades 
religiosas e ideológicas.” También en BVerfGE 32, 98 (1971) § 20; y BVerfGE 33, 23 (1972) § 13.  
El principio de paridad también se combina con el mandato de neutralidad en BVerfGE 32, 98 
(1971) § 20 y BVerfGE 33, 23 (1972) § 13, en tanto la protección de las creencias no puede 
hacerse depender de la relevancia social o numérica de los grupos religiosos o ideológicos que las 
profesen o del hecho de que esta protección sea reclamada por miembros de comunidades no 
reconocidas por el Estado. Esta vinculación del mandato de neutralidad y el principio de paridad 
contribuye “a garantizar la justa consideración de la religión/filosofía en sus propios términos”, y 
también ayuda a garantizar un campo de juego justo entre las distintas creencias cuando compiten 
por obtener influencia social. Cfr. E. J. EBERLE, Church… cit. nota 265, p. 65. 
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En definitiva, en esta primera etapa de desarrollo jurisprudencial del 
principio de weltanschaulich-religiöse Neutralität, la Corte de Karlsruhe no eleva 
la neutralidad del Estado a la categoría de paradigma objetivo ideal al cual debe 
orientarse la acción de los poderes públicos en su actuación relativa a las 
creencias de sus ciudadanos, sino que acude a ella como argumento adicional 
para reforzar el deber que compete a los primeros de no interferir indebidamente 
en los derechos de libertad religiosa e ideológica de los segundos.417 La nación 
alemana, en su condición de patria común,418 está sometida a una obligación de 
neutralidad que, en su dimensión negativa, no sólo proscribe formas de 
confesionalidad estatal,419 sino que en particular prohíbe a los poderes públicos 
establecer, valorar, privilegiar o desfavorecer las creencias —teísticas o no 
teísticas— de individuos y comunidades.420 En su faceta positiva, esa misma 
obligación de neutralidad empieza a perfilarse como concepto base para la 
apertura del Estado a la constelación de valores religiosos e ideológicos 
existentes en la sociedad, en una interpretación que se consolidará en la siguiente 
etapa.421 
3.2 La consolidación del principio de weltanschaulich-religiöse 
Neutralität en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional Federal 
(1973-1995) 
Desde los años 1970, y durante las dos décadas siguientes, la jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional Federal irá consolidando el principio de 
weltanschaulich-religiöse Neutralität como elemento estructural esencial en la 
                                                 
417 Cfr. S. HUSTER, Die ethische... cit. nota 288, p. 133; y K.-H. LADEUR e I. AUGSBERG, Toleranz… cit. 
nota 268, p. 60. 
418 BVerfGE 19, 206 (1965) § 37. 
419 BVerfGE 19, 1 (1965) § 13; y BVerfGE 19, 206 (1965) § 37.  
420 BVerfGE 12, 1 (1960) § 9; BVerfGE 19, 206 (1965) § 37; y BVerfGE 33, 23 (1972) § 13. Vid. 
A. HOLLERBACH, “Neutralität...” cit. nota 297, pp. 297 ss.; y E. J. EBERLE, Church… cit. nota 265, pp. 61 
ss. 
421 BVerfGE 27, 195 (1969) § 25: “Esta apertura del Estado a la diversidad de formas y 
contenidos en las que se puede manifestar la escuela se corresponde con los valores del 
ordenamiento jurídico liberal y democrático, comprometido con la dignidad humana y la 
neutralidad religiosa e ideológica.”  
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protección constitucional del derecho de libertad ideológica y de creencias.422 Dos 
sentencias relativas a la presencia de cruces o crucifijos en el espacio público 
institucional marcarán el principio y el final de esta segunda etapa, que se inicia 
con la resolución en 1973 del caso conocido entre la doctrina alemana como 
Kreuz im Gerichtssaal (cruz en sala de audiencias) y que puede darse por 
concluida en 1995 con el célebre y polémico caso de los crucifijos en las escuelas 
públicas del Land de Baviera.423  
Una diferencia significativa entre las dos primeras etapas de la 
jurisprudencia en materia de neutralidad de la Corte Constitucional, que permite 
marcar una nítida frontera entre ambas, es el hecho de que en este segundo 
periodo el principio de weltanschaulich-religiöse Neutralität pasa a ser alegado 
por los recurrentes en amparo como parte de sus argumentos a favor de la 
inconstitucionalidad de la concurrencia de determinados símbolos, ritos o 
referencias religiosas en el espacio público tutelado por el Estado.424 Tal vez no 
sea por mera casualidad que este cambio de tendencia lo inauguran sendos 
recurrentes que, aun siendo alemanes de origen, en el momento de autos residían 
en países anglosajones.425 No puede descartarse que esta primera reclamación de 
protección jurisdiccional de las libertades de creencia y de conciencia basada en 
la posible infracción de una alegada obligación de estricta neutralidad del Estado 
(der Pflicht des Staates zu strikter Neutralität),426 no fuese del todo ajena a la 
concepción que de los principios de neutralidad y de separación se tiene en el 
                                                 
422 BVerfGE 35, 366 (1973) § 26; BVerfGE 41, 29 (1975) §§ 101 y 105; BVerfGE 41, 65 (1975) § 
95; y BVerfGE 52, 223 (1979) § 43. Vid. H. M. HEINIG, “Die religiös-weltanschauliche...” cit. nota 303, 
p. 18; y C. E. HAUPT, Religion–State... cit. nota 269, p. 85. 
423 BVerfGE 35, 366 (1973) y BVerfGE 93, 1 (1995), respectivamente. Cfr. H. M. HEINIG, “Die 
religiös-weltanschauliche...” cit. nota 303, p. 18; y S. HAERING, “The Presence of the Cross in Public 
Spaces: the Current Situation in Germany”, en Presence of the Cross in Public Spaces (P. Stanisz, M. 
Zawislak y M. Ordon eds.), Cambridge Scholars Publishing, Cambridge 2016, pp. 53-67. 
424 BVerfGE 35, 366 (1973) § 9; BVerfGE 41, 29 (1975) § 69; BVerfGE 41, 65 (1975) §§ 50, 52 y 
53; y BVerfGE 52, 223 (1979) §§ 9, 21, 26 y 28. 
425 Uno de ellos, abogado, vivía en Londres y pese a haber sido ciudadano alemán, en el 
momento de la interposición del recurso poseía la ciudadanía israelí. Por su parte, la segunda 
recurrente, también alemana de origen, residía en el momento de autos en los Estados Unidos de 
América (BVerfGE 35, 366 (1973) § 3).  
426 Cfr. BVerfGE 52, 223 (1979) § 9. 
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mundo anglosajón, muy especialmente el estadounidense, significativamente 
distinta a la del contexto germano.427 
A través de los pronunciamientos de estos casi veinte años,428 el 
Bundesverfassungsgericht fue dotando al principio de neutralidad de una mayor 
                                                 
427 Cfr. K.-H. LADEUR e I. AUGSBERG, Toleranz… cit. nota 268, pp. 61 ss.; y Mª J. ROCA, “La 
neutralidad...” cit. nota 267, pp. 252 y 253.  
428 Las principales sentencias de esta segunda etapa son: 
BVerfGE 35, 366 (Kreuz im Gerichtssaal), de 17 de julio de 1973. En el año 1973, el Tribunal 
Constitucional Federal conoció de la demanda en amparo interpuesta por dos recurrentes judíos 
—un abogado y su representada— en contra de las cruces presentes en las salas de audiencia de 
los tribunales contencioso-administrativos del Land de Renania del Norte-Westfalia. Se alegaba 
como argumento principal del recurso que la negativa del tribunal a retirar los símbolos 
cristianos, o a llevar a cabo las actuaciones judiciales en una sala desprovista de los mismos, 
vulneraba el principio de estricta neutralidad del Estado y los derechos fundamentales de libertad 
religiosa y de conciencia, de igualdad y de no discriminación de los recurrentes. Considerada por 
la doctrina como precedente de la sentencia sobre los crucifijos en las escuelas públicas de 
Baviera —BVerfGE 93, 1(1995) —, esta sentencia concluye sin embargo con una importante 
diferencia respecto del pronunciamiento de 1995. Mientras que en 1973 el 
Bundesverfassungsgericht, si bien dio la razón a los recurrentes, rechazó que la presencia de 
cruces en las salas de audiencia vulnerase con carácter general la Ley Fundamental, la sentencia 
de 1995 parece sugerir precisamente lo contrario, que la presencia ordenada por el Estado de 
cualquier crucifijo en el espacio escolar público no confesional vulnera la Constitución. Vid. E.-W. 
BÖCKENFÖRDE, “Kreuze (Kruzifixe) in Gerichtssälen? Zum Verständnis von staatlicher 
Selbstdarstellung und religiös weltanschaulicher neutralität des Staates”, en Zeitschrift für 
evangelisches Kirchenrecht 20 (1975), pp. 119 ss.; e I. B. WUERTH, “Private Religious…” cit. nota 
264, p. 1184. Como consecuencia de esta sentencia, casi todos los tribunales alemanes retiraron 
de sus salas cruces y crucifijos. Vid. F. FEDE y S. TESTA BAPPENHEIM, Dalla "laïcité" di Parigi alla 
"nominatio dei" di Berlino, passando per Roma, Giuffre, Milán 2007, p. 45. 
BVerfGE 41, 29 (Simultanschule), de 17 de diciembre de 1975. Primera de un trío de sentencias 
pronunciadas por el Tribunal Constitucional Federal el 17 de diciembre de 1975 en relación con la 
conformidad con la Ley Fundamental de las escuelas públicas de orientación cristiana y las 
escuelas confesionales. Los demandantes de amparo reclamaban que la unificación por ley de las 
escuelas públicas del Land de Baden-Wurtemberg bajo la forma de Simultanschule mit christlichem 
Charakter (escuela con orientación cristiana), había producido el efecto de modificar su 
orientación ideológica a una más confesional, lo cual, a su juicio, vulneraba los artículos 4 y 6 LF y 
dificultaba su opción de no educar a sus hijos menores de edad bajo influencia religiosa alguna. La 
escuela en cuestión atendía a las raíces cristianas tanto de Alemania como de occidente, pero 
limitaba la educación religiosa estrictamente a la asignatura de religión. El 
Bundesverfassungsgericht rechazó el amparo y declaró la constitucionalidad de dicha modalidad 
de escuela pública. Comentan los tres casos Mª J. ROCA, “El modelo…” cit. nota 378, pp. 141-144; y 
C. WALTER, “From the Acceptance of Interdenominational Christian Schools to the Inadmissibility 
of Christian Crosses in the Public Schools”, en Religion in the Public Sphere: A Comparative Analysis 
of German, Israeli, American and International Law (W. Brugger y M. Karayanni eds.), Springer, 
Berlín 2007, pp. 175-179. 
BVerfGE 41, 65 (Gemeinsame Schule), de 17 de diciembre de 1975. Segundo del trío de casos 
resuelto por la Corte Constitucional el 17 de diciembre de 1975 y muy similar al anterior. En este 
caso era una modificación en la Ley de educación de Baviera que configuraba las Volkschule como 
christlichen Schule y, bajo ciertas condiciones, las convertía en Bekenntnisschule, la que a juicio de 
los recurrentes vulneraba el principio de neutralidad y los derechos contenidos en los artículos 4 
y 6 LF. En este caso se añadía la existencia de un acuerdo o guía entre las Iglesias Católica y 
Luterana en materia de enseñanza cristiana en las escuelas públicas no confesionales que, 
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autonomía que le permitió independizarse progresivamente de sus fundamentos 
constitucionales positivos, sin perder por ello protagonismo en la protección y 
promoción del derecho de libertad religiosa y de creencias.429 Paradójicamente, 
esa mayor autonomía y este papel tutelar de los derechos subjetivos 
contemplados en el artículo 4 LF, lo obtendría el deber de neutralidad desde una 
posición subordinada, complementando al verdadero protagonista en la 
jurisprudencia de estos años: el principio constitucional de tolerancia o de 
concordancia práctica.430 Otra novedad destacable de esta época es que el Alto 
                                                                                                                                             
alegaban los padres demandantes, entraba directamente en cuestiones de fe y no se limitaba como 
en otros land, a meras referencias a la influencia del cristianismo en la historia y la cultura de 
Alemania y de occidente. El Alto Tribunal se apoyará en la doctrina expuesta en la sentencia 
anterior para confirmar la compatibilidad del modelo escolar público bávaro con la Ley 
Fundamental. 
BVerfGE 41, 88 (Gemeinschaftsschule), de 17 de diciembre de 1975. Tercera y última sentencia 
del trío de recursos resuelto por el Bundesverfassungsgericht el 17 de diciembre de 1975, en este 
caso una modificación en la legislación educativa del estado de Renania del Norte-Westfalia 
obligaba a unos padres que deseaban que sus hijos atendiesen escuelas públicas confesionales 
(Bekenntnisschule) a escolarizarlos en Gemeinschaftsschule cristianas pero no confesionales. El 
Tribunal Constitucional Federal declaró una vez más la adecuación del sistema de escuelas 
públicas de Renania del Norte-Westfalia con la Ley Fundamental. 
BVerfGE 52, 223 (Schulgebet), de 16 de octubre de 1979. Esta sentencia acumuló para su 
resolución sendos recursos de amparo que cuestionaban la constitucionalidad de la práctica, fuera 
de la clase de religión, de oraciones cristianas ecuménicas en colegios públicos no confesionales 
del Land de Hesse. Siguiendo la doctrina establecida en los casos de 1975, el Tribunal 
Constitucional Federal entendió que la presencia de expresiones cristianas en la escuela pública 
no es por sí misma contraria a la Ley Fundamental siempre que esté sometida a una serie de 
cautelas. Vid. F. FEDE y S. TESTA BAPPENHEIM, Dalla "laïcité”... cit. supra, pp. 49 y 50; e I. B. WUERTH, 
“Private Religious…” cit. nota 264, pp. 1180-1181.  
429 Vid. H. M. HEINIG, “Die religiös-weltanschauliche...” cit. nota 303, p. 18. En fechas más 
recientes, algunos autores han advertido del potencial peligro que puede suponer que el mandato 
de neutralidad se desligue de sus bases constitucionales para perfilarse crecientemente como un 
principio más autónomo, lo cual repercutiría también en una interpretación del mismo por los 
órganos jurisdiccionales cada vez más desviada de su sentido originario. Cfr. C. HILLGRUBER, Staat 
und... cit. nota 269, p. 49. 
430 Resulta especialmente revelador comprobar cómo en los fundamentos jurídicos de tres de 
las cinco resoluciones más destacadas de esta etapa, el Tribunal Constitucional Federal evita 
mencionar el principio de neutralidad. Así, en BVerfGE 41, 65 (1975), salvo una breve referencia 
en § 89 en el sentido de negar que sea “competencia del Estado religiosa e ideológicamente 
neutral indagar cuáles son los contenidos fundamentales y coincidentes de las distintas creencias 
cristianas.” Tampoco se menciona en BVerfGE 41, 88 (1975) ni en BVerfGE 52, 223 (1979) salvo, 
en esta última, en su acepción de no identificación (§ 43). Es más, en la sentencia Kreuz im 
Gerichtssaal, el mismo órgano jurisdiccional rechazó expresamente la petición de los recurrentes 
de acudir a dicho principio para enjuiciar la compatibilidad con la Ley Fundamental de la 
presencia de cruces cristianas en algunos tribunales de justicia. A juicio del Tribunal 
Constitucional Federal, esta indagación en el principio de neutralidad y no identificación suponía 
una intromisión en el ámbito competencial propio de los diferentes Länder que no era pertinente 
para la resolución del caso concreto sometido a su conocimiento (BVerfGE 35, 366 (1973) § 26). 
En cuanto al principio de tolerancia, vid. supra nota 358 y BVerfGE 12, 1 (1960) § 7; BVerfGE 32, 
98 (1971) § 21; BVerfGE 41, 29 (1975) § 103; y BVerfGE 93, 1 (1995) §§ 35 y 54. 
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Tribunal alemán acude al principio de weltanschaulich-religiöse Neutralität no ya 
sólo como criterio interpretativo del alcance de otras normas constitucionales 
como en la etapa anterior sino, sobre todo, en su condición de barrera que impide 
la limitación del contenido esencial del derecho fundamental de libertad religiosa 
y de conciencia.431 Es lo que en la dogmática constitucional alemana se conoce 
con el nombre de Schranken-Shranke.432  
La ya señalada preponderancia del principio constitucional de tolerancia 
frente al carácter neutral del Estado, que fue anticipada en la anterior doctrina del 
Tribunal Constitucional Federal,433 obedecerá en primera instancia a la 
consciente opción de la Corte de Karlsruhe de plantear los conflictos subyacentes 
en los recursos de amparo sometidos a su jurisdicción durante este periodo, no 
como un enfrentamiento entre la neutralidad de los poderes públicos y el derecho 
de libertad religiosa de sus ciudadanos, sino como una colisión entre las 
dimensiones positiva y negativa del derecho fundamental de libertad de creencias 
de estos. El Bundesverfassungsgericht identifica como problemático no un 
potencial antagonismo entre el Estado y el individuo, sino el desencuentro real 
que puede darse, en determinados ámbitos especialmente sometidos al paraguas 
tuitivo de las administraciones públicas, entre distintos grupos de ciudadanos 
titulares por igual de los derechos contemplados en el artículo 4 LF.434  
                                                 
431 Cfr. R. WIEDEMANN, Der Streit… cit. nota 288, pp. 106-108. 
432 Los Schranken-Shranke marcan las fronteras que no pueden ser traspasadas en la limitación 
de derechos fundamentales (https://www.iurastudent.de/definition/schranken-schranke ). En 
ocasiones, tal y como ocurre con el Artículo 4 LF, la Ley Fundamental reconoce y garantiza un 
derecho fundamental sin hacer referencia a sus límites. A la hora de establecerlos, el legislador ha 
de tener necesariamente en cuenta el contenido esencial del derecho limitado, de suerte que éste 
no se vea mermado. Es decir, la restricción de un derecho fundamental no puede llegar a vaciar de 
contenido la garantía constitucional inicialmente contemplada. Esta es la llamada “barrera de 
barreras” o Schranken-Shranke. Cfr. B. PIEROTH y B. SCHLINK, Grundrechte Staatsrecht II (28ª ed.), 
C.F. Müller, Heidelberg 2012, pp. 66 ss.; y G. ROBBERS, “The Permissible…” cit. nota 355, p. 842.  
433 Así, ya en BVerfGE 32, 98 (1971) § 26: “como parte del sistema de valores constitucional, la 
libertad de creencias está relacionada con el mandato de tolerancia, en particular con la dignidad 
humana establecida en el art. 1.1 LF, que rige como valor supremo de todo el sistema 
constitucional.” De igual modo, en BVerfGE 33, 23 (1972) §21, el Bundesverfassungsgericht 
anticipaba cómo el principio constitucional de tolerancia constituye el sustento de la democracia 
liberal. 
434 Vid. I. B. WUERTH, “Private Religious…” cit. nota 264, p. 1177. 
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Las controversias resueltas por la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional Federal en esta etapa pueden reconducirse a la pregunta más 
genérica de cuál es el lugar de lo religioso en aquellos espacios tutelados por el 
Estado por razón de su necesidad social o de su interés político, pero de los que el 
individuo no puede ausentarse voluntariamente. Dos escenarios conflictivos en 
los que coinciden dichas características reclamarán en estos años la atención de la 
justicia constitucional: las salas de audiencias de algunos tribunales de la 
jurisdicción ordinaria, dotadas de cruces o crucifijos, y las escuelas públicas 
cristianas no confesionales.435 En estos escenarios, a juicio del 
Bundesverfassungsgericht, concurren dos categorías de ciudadanos 
eventualmente enfrentadas entre sí. En el caso de los tribunales de justicia, una 
mayoría que nada tiene que objetar a la presencia de un crucifijo en una sala de 
audiencias y una minoría discrepante que, por el contrario, se siente lesionada en 
la faceta negativa de su libertad de creencias al ser confrontada con dicho 
símbolo.436 En los casos relativos a escuelas públicas con orientación cristiana, los 
padres que desean educar a sus hijos según las creencias que inspiran el carácter 
de la institución educativa cuestionada y aquellos que discrepan con esa 
orientación.437 Y en el caso de escuelas estatales en las que se lleva a cabo algún 
tipo de oración cristiana ecuménica, los padres y alumnos que desean participar 
en ella y quienes la rechazan.438  
Ante las diferentes opciones religiosas e ideológicas de los ciudadanos, el 
Estado se obliga a permanecer neutral y se prohíbe a sí mismo tomar partido a 
                                                 
435 BVerfGE 52, 223 (1979) § 40.  
436 BVerfGE 35, 366 (1973) § 27. 
437 BVerfGE 41, 29 (1975) § 101. 
438 BVerfGE 52, 223 (1979) §§ 53 y 54. Vid. I. B. WUERTH, “Private Religious…” cit. nota 264, p. 
1181. La cuestión del rezo en instituciones educativas públicas volvió a plantearse en el año 2003 
en relación con una guardería (1BvR 1522/03, de 2 de octubre de 2003). El Tribunal 
Constitucional Federal rechazó la admisibilidad de un recurso de amparo interpuesto por un 
padre ateo que se oponía a que en la guardería pública a la que asistía su hijo se bendijese la mesa, 
por entender que dicha oración contravenía el principio de religiös-weltanschaulichen Neutralität 
del Estado. El Tribunal no resolvió sobre el fondo del asunto, pero sí apuntó la necesidad de que 
los centros educativos estén atentos a las creencias de todos los alumnos a la hora de establecer 
actividades de tipo religioso. Cfr. Mª J. ROCA, La tolerancia… cit. nota 310, pp. 177 y 178; y E. J. 
EBERLE, Church… cit. nota 265, p. 138. Es preciso recordar que, al contrario de lo que ocurre con la 
escolarización obligatoria —que en Alemania comienza a los seis años—, la asistencia a un jardín 
de infancia o guardería no es preceptiva, lo cual matiza el deber de educación y de supervisión 
estatal. Vid. D. FRINGS, “La libertad…” cit. nota 263, p. 189. 
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favor de unas en detrimento de otras, sin que esta prohibición equivalga no 
obstante a un distanciamiento de los poderes públicos de las creencias presentes 
en la sociedad alemana. En palabras del Bundesverfassungsgericht, el “est|ndar 
ético” de la Constitución no es preservar la conciencia de los individuos de 
cualquier influencia, sino “m|s bien la apertura al pluralismo de las diversas 
creencias ideológicas y religiosas sobre el ser humano, que, a partir de la dignidad 
humana y del libre desarrollo de la personalidad, se afirma en su propia 
autonomía y responsabilidad. En esta apertura protege el Estado liberal de la Ley 
Fundamental su neutralidad religiosa e ideológica.”439 Es precisamente la 
inoperatividad de la obligación de neutralidad como criterio de resolución de un 
conflicto entre las dimensiones positiva y negativa de los derechos reconocidos 
en el artículo 4 LF, la que reclama la intervención del principio de tolerancia y la 
que exige hallar soluciones concretas en las que “los bienes jurídicos protegidos 
queden en un ponderado equilibro”.440 Desde este rol subordinado, el principio 
de weltanschaulich-religiöse Neutralität se consolida como instrumento de 
defensa de los ciudadanos y de sus derechos fundamentales. 
Según la doctrina establecida por el Tribunal Constitucional Federal en estas 
sentencias, la solución a la tensión que se produce en la libertad religiosa negativa 
del sujeto expuesto a símbolos e influencias religiosas o ideológicas contrarias a 
sus creencias personales, no es hacer desaparecer dichos símbolos o influencias 
en atención al principio de neutralidad, sino hallar el modo en que la mayoría 
aquiescente y la minoría disidente puedan tolerarse mutuamente, puedan 
convivir.441 Se establecen para ello una serie de cautelas tendentes a salvaguardar 
no tanto el carácter neutral de tribunales o escuelas públicas —en definitiva, del 
Estado—, sino a proteger la faceta negativa del derecho de libertad de creencias 
de quienes no pueden sustraerse a estar en un lugar público en el que concurre 
                                                 
439 BVerfGE 41, 29 (1975) § 101. Sin cursiva en el original. 
440 Cfr. Mª J. ROCA, “La jurisprudencia…” cit. nota 358, p. 273; y A. GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, “Los 
actos religiosos en las escuelas públicas en el derecho español y comprado”, en RGDCDEE 19 
(2009), pp. 23 y 24. En BVerfGE 35, 366 (1973) §§ 28 y 29, el Bundesverfassungsgericht admitió 
que en ciertas ocasiones particulares, los obligados a intervenir en procedimientos judiciales “bajo 
la cruz” y a tolerar un símbolo contrario a sus creencias en una esfera puramente secular, podrían 
llegar a sentirse lesionados en sus derechos reconocidos por el 4.1 LF. 
441 Vid. K.-H. LADEUR e I. AUGSBERG, Toleranz... cit. nota 268, p. 71. 
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un elemento religioso al que se oponen. En el caso de los crucifijos en las salas de 
audiencias de los tribunales de justicia, será preciso alcanzar soluciones 
puntuales que, sin exigir la retirada general y definitiva de los símbolos religiosos 
objetados, sí protejan a quienes se oponen a ellos aun cuando su mera presencia 
no les exija ni identificación con las creencias representadas ni ninguna conducta 
activa.442 Para las escuelas públicas con una orientación cristiana, se establece la 
triple prevención de que no podrán tener carácter misionero o adoctrinador ni 
exigir adhesión personal a los dogmas del cristianismo, toda vez que deberán 
estar abiertas a las creencias y valores de otras religiones y cosmovisiones.443 
Finalmente, en los colegios o clases que opten por la práctica de una oración, se 
busca minimizar cualquier intento de coacción de la conciencia de los alumnos o 
de los profesores mediante la insistencia en el carácter no institucional y 
voluntario del rezo.444  
Una desviación de esta doctrina supondría, en palabras del Tribunal 
Constitucional Federal, una discriminación de quienes están a favor de la 
presencia, en un concreto espacio público, de los símbolos, ritos o referencias 
religiosas que otros ciudadanos rechazan: “la eliminación de todas las referencias 
ideológicas y religiosas [de la escuela] no neutralizaría las tensiones y 
contradicciones ideológicas existentes, sino que discriminaría en su libertad de 
creencias a aquellos padres que desean una educación cristiana para sus hijos y 
que se verían obligados por el Estado a enviarlos a un colegio laico (laizistische 
Schule).”445  
En consecuencia, de acuerdo con la doctrina desarrollada por la Corte 
Constitucional en esta segunda etapa de su jurisprudencia, el principio de 
neutralidad, lejos de erigirse como parámetro que justificaría la limitación de la 
expresión religiosa en ciertos ámbitos sometidos al control directo del Estado, se 
                                                 
442 BVerfGE 41, 29 (1975) § 98. 
443 BVerfGE 41, 29 (1975) § 104; BVerfGE 41, 65 (1975) § 72; y BVerfGE 52, 223 (1979) § 42. 
Vid. E. J. EBERLE, Church… cit. nota 265, p. 129.  
444 BVerfGE 52, 223 (1979) §§ 47-54. Vid. C. STARCK, “Nuevo desarrollo…” cit. nota 287, pp. 8 y 
9. 
445 BVerfGE 41, 29 (1975) § 101. Sin cursiva en el original. 
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transforma en un instrumento de apertura a la pluralidad y diversidad religiosa y 
social. Estas sentencias demuestran cómo el Alto Tribunal alemán se resiste a 
identificar secular con neutral y neutral con expulsión de lo religioso en el ámbito 
público.446 Una vez enfrentados dos derechos fundamentales, entiende la Corte 
que no puede darse acomodo completo a ninguna de las dos partes y opta por 
delegar la responsabilidad última de garantizar la convivencia en el poder 
político, al que compete acomodarse a la realidad histórica, religiosa y social de 
sus respectivas poblaciones, y especialmente en el poder legislativo, quien deberá 
actuar siempre bajo la estricta observancia de un principio constitucional de 
tolerancia que impida la tiranía normativa de la mayoría sobre la minoría.447 
3.3 Un cambio de paradigma: de la neutralidad abierta a la 
neutralidad distanciadora en la escuela pública alemana 
La creciente diversificación religiosa e ideológica protagonizada por la 
sociedad alemana en el último cuarto del siglo XX, se reflejó de manera 
significativa en la jurisprudencia del Bundesverfassungsgericht a partir de 
mediados de la década de 1990.448 Ante fenómenos tan novedosos y 
aparentemente contradictorios como el aumento del pluralismo religioso, la 
privatización o individualización de las creencias, la progresiva pérdida de 
relevancia social de las principales confesiones cristianas, el regreso al ámbito 
público de las religiones organizadas, la mayor presencia del Islam y la aparición 
de los fundamentalismos o los nuevos movimientos religiosos tildados a veces de 
sectas, la reacción de la justicia constitucional consistió en tratar de replegar la 
                                                 
446 Vid. I. B. WUERTH, “Private Religious…” cit. nota 264, p. 1178. 
447 Cfr. C. E. HAUPT, Religion–State... cit. nota 269, p. 91. Con matices en BVerfGE 41, 29 (1975) § 
98. 
448 Vid. I. ZABALZA BAS, “Separatismo y cooperación. La experiencia alemana”, en Acuerdos del 
Estado español con confesiones religiosas minoritarias: actas del VII Congreso Internacional de 
Derecho Eclesiástico del Estado, Barcelona 1994 (V. Reyna y M. A. Félix coords.), Marcial Pons, 
Madrid 1996, pp. 49-51; F.- X. KAUFMANN, “Kirchen, Religion und sozialer Wandel in Deutschland”, 
en Staat und Religion (K. Ebner, T. Kraneis, M. Minkner, Y. Neuefeind y D. Wolff eds.), Mohr 
Siebeck, Tübingen 2014, p. 13.; y H. M. HEINIG, “Ein neues Kapitel in einer unendlichen Geschichte? 
Verfassungsrechtliche, prozessrechtliche und religionspolitische Anmerkungen zum 
Kopftuchbeschluss des Bundesverfassungsgerichts vom 27. Januar 2015”, en GOEDOC 






visibilidad y capacidad de influencia del fenómeno religioso en la escuela pública 
alemana a través de un cambio en el modo de invocar y aplicar el principio de 
neutralidad del Estado.449  
Durante estos años, la realidad social del país germano situará al Tribunal 
Constitucional Federal en la no fácil posición de tener que decidir entre dos 
alternativas: mantener su anterior interpretación en clave positiva y tolerante de 
un mandato de neutralidad que abre la escuela pública a la integración de una 
pluralidad de cosmovisiones; o bien hacer suya una nueva concepción más 
distante y, a decir de algunos autores, más liberal, que proteja a los alumnos de la 
influencia de ciertos símbolos o expresiones religiosas.450  
El punto de inflexión que marca el comienzo de esta tercera etapa es la 
célebre y polémica Kruzifix Beschluß (sentencia del crucifijo), que aborda un 
conflicto surgido en las escuelas públicas de Baviera.451 Su consolidación, casi 
diez años más tarde, llegará con la resolución del no menos famoso y mediático 
caso de la profesora musulmana de Baden-Wurtemberg, Fereshta Ludin 
(Ludin).452  
                                                 
449 Cfr. H. M. HEINIG, “Die religiös-weltanschauliche...” cit. nota 303, p. 18; y H. DREIER, 
Säkularisierung... cit. nota 390, pp. 3 y 4.  
450 BVerfGE 108, 282 (2003) §§ 62 y 65. Cfr. S. HUSTER, Die ethische... cit. nota 288, p. 129.  
451 1 BvR 1087/91 BVerfGE 93, 1 (Kruzifix Beschluß), de 16 de mayo de 1995. Este caso ya 
había sido sometido a la jurisdicción del Tribunal Constitucional Federal cuatro años antes, pero 
había sido rechazado por falta de fundamentación suficiente. Vid. BVerfGE 85, 94 (1991). La 
sentencia fue aprobada por la exigua mayoría de 5 votos a favor y 3 en contra y motivó la 
formulación de dos opiniones discrepantes. Acerca de la conflictiva presencia de referencias 
cristianas en la educación pública bávara, cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Símbolos religiosos 
institucionales, neutralidad del Estado y protección de las minorías en Europa, en Ius Canonicum 
54 (2014), pp. 131-134; y F. HAUSCHILD, Die Christlichkeit der Schulen: Die Bayerische Schule und ihr 
Umgang mit Religion, Peter Lang, Fráncfort 2010, pp. 112, 113, 143-147 y passim.  
452 2 BvR 1463/02 BVerfGE 108, 282 (Ludin), de 3 de junio de 2003. La sentencia fue también 
aprobada por la estrecha mayoría de 5 votos a favor y 3 en contra y fue objeto de un duro voto 
discrepante. Analizan en detenimiento la sentencia, R. NAVARRO-VALLS y J. MARTÍNEZ-TORRÓN, 
Conflictos entre… cit. nota 118, pp. 352-355. Heinig resume la principal doctrina alemana sobre la 
misma (H. M. HEINIG, “The Headscarf of a Muslim Teacher in German Public Schools”, en Religion in 
the Public… cit. nota 428, pp. 182-197. La bibliografía en p. 182, nota al pie 3). También en alemán, 
con fechas de publicación posteriores a la recopilación de Heinig, dos monografías especialmente 
interesantes dedicadas al uso de vestimenta religiosa en la escuela pública europea, S. GANZ, Das 
Tragen... cit. nota 286, passim; y M. POTTMEYER, Religiöse Kleidung... cit. nota 334, passim.  
En España, Mª J. ROCA, La tolerancia… cit. nota 310, pp. 180 y 181; B. ALÁEZ CORRAL, 
“Democracia constitucional…” cit. nota 164, pp. 56 y 57; M. ELÓSEGUI ITXASO, “La laicidad abierta en 
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Transcurridos ya más de veinte años desde su publicación, la sentencia del 
crucifijo del año 1995 continúa siendo una de las decisiones más polémicas de la 
Corte de Karlsruhe.453 No sólo ha sido durante este tiempo objeto incesante de 
análisis, comentario y crítica académica,454 sino que en su momento generó tal 
grado de rechazo y desazón social, que el Tribunal Constitucional Federal se vio 
en la necesidad sin precedentes de tener que realizar a posteriori una aclaración 
extrajudicial de la misma a través de los medios de comunicación.455 En una 
decisión que ha sido calificada de más cercana a la que sería propia de un sistema 
separatista de relaciones entre los poderes públicos y las confesiones religiosas, 
que la que cabría esperar del modelo de cooperación germano,456 el 
Bundesverfassungsgericht optó por apartarse de la doctrina seguida en su etapa 
anterior e interpretar el mandato de neutralidad del Estado desde una 
perspectiva más distanciadora y menos proclive a abrir la escuela pública a 
determinados símbolos o influencias religiosas.457  
                                                                                                                                             
Charles Taylor y J. Maclure versus las nuevas leyes de neutralidad de los funcionarios públicos en 
Alemania”, en La neutralidad… cit. nota 263, p. 109; C. VIDAL PRADO, “La cooperación entre el 
Estado y la iglesia en escuelas y universidades”, en La neutralidad…, cit. nota 263, pp. 102 y 103; J. 
ROSSELL GRANADOS, “La cuestión…” cit. nota 356, pp. 186 ss.; A. LÓPEZ-SIDRO LÓPEZ, “Breve 
comentario sobre la sentencia del Tribunal Constitucional Federal de Alemania, de 24 de 
septiembre de 2003 (2 BvR 1436/02), sobre el velo islámico de una profesora en centro escolar 
público”, en RGDCDEE 3 (2003), pp. 1-3; e I. Mª BRIONES, “El uso del velo isl|mico en Europa. Un 
conflicto de libertad religiosa y de conciencia. Especial referencia a Francia, Alemania, Reino 
Unido, España e Italia”, en Anuario de Derechos Humanos 10 (2009), pp. 36-42.  
453 Vid. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, “Offene Fragen im Verhältnis von Staat und Kirche”, en 
Gesammelte... cit. nota 329, p. 54. 
454 Vid. S. MÜCKL, “Crucifijos en las aulas: ¿lesión a los derechos fundamentales?, en RGDCDEE 
23 (2010), p. 2; y J. LIMBACH, “Religious Freedom…” cit. nota 352, p. 56. La sentencia del crucifijo 
causó tal revuelo que sería imposible reproducir aquí toda la bibliografía que se ha ocupado de 
ella. Resume la más importante en alemán, A. HOLLERBACH, Religion... cit. nota 284, p. 20, nota al pie 
63. Con posterioridad a la fecha de edición de la obra, también recoge una síntesis de la doctrina 
alemana, C. STARCK, “La libertad religiosa…” cit. nota 291, p. 72, nota al pie 41. Destacable la 
monografía de R. WIEDEMANN, Der Streit… cit. nota 288, pp. 142 ss. En español, vid. por todos Mª J. 
ROCA, “La jurisprudencia…” cit. nota 358, pp. 268 y 269; T. PRIETO ÁLVAREZ, Libertad religiosa… cit. 
nota 72, passim; Mª C. LLAMAZARES CALZADILLA, “La presencia de símbolos religiosos en las aulas de 
centros públicos docentes”, en La libertad… cit. nota 352, pp. 560-565; A. GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, 
“La polémica “sentencia del crucifijo” (Resolución del Tribunal Constitucional alem|n de 16 de 
mayo de 1995)”, en REDC 47 (1996), pp. 347-356; y Mª MORENO ANTÓN, “La simbología religiosa 
est|tica en la jurisprudencia: no solo cuestión de principios”, en RGDCDEE 32 (2013), pp. 13 ss.  
455 Vid. infra nota 462. 
456 Vid. E. J. EBERLE, Church… cit. nota 265, pp. 136 y 137.  
457 Por todos, C. WALTER, “From the Acceptance…” cit. nota 428, pp. 175-179. 
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La intervención de la primera sala (Erster Senat) del Tribunal Constitucional 
Federal vino motivada tras plantearse dudas acerca de la posible 
inconstitucionalidad de una ordenanza del Land de Baviera que obligaba a colocar 
una cruz en todas las aulas de sus escuelas públicas.458 Los demandantes de 
amparo, seguidores de la ideología antroposófica de Rudolf Stein, eran padres de 
tres menores de edad escolarizados en un centro público de enseñanza primaria 
(Volksschule) dotado con los preceptivos crucifijos.459 Los recurrentes 
esgrimieron como argumento principal de su reclamación la incompatibilidad 
constitucional de la mencionada normativa bávara con el mandato de 
weltanschaulich-religiöse Neutralität al que están sujetos los poderes públicos.460 
Es preciso recordar que la Ley de educación de este estado configura las 
Volksschule como christlichen Schule, es decir, como escuelas con un carácter o 
una orientación cristiana, y que la compatibilidad de esta opción de organización 
del sistema público de enseñanza con la Ley Fundamental ya había sido 
previamente avalada por la misma sala del Tribunal Constitucional Federal en 
1975.461  
En una decisión que adolece de una considerable ambigüedad, el Tribunal 
falló a favor de los demandantes al entender que, si bien el carácter neutral del 
Estado no lleva aparejada necesariamente la expulsión de las creencias religiosas 
e ideológicas de la escuela pública, la presencia de una cruz sobrepasa los límites 
permisibles de la neutralidad escolar.462  
                                                 
458 Volksschulordnung, de 21 de junio de 1983, artículo 13 inciso 1: “La escuela colabora con 
quienes ejercen la patria potestad en la educación religiosa de sus hijos. La oración en la escuela, 
los actos de culto y los servicios religiosos son formas posibles de colaboración. En cada aula debe 
colocarse un crucifijo. Los profesores y los alumnos están obligados a respetar la concepción 
religiosa de todos”. Para un desarrollo pormenorizado de las distintas instancias del 
procedimiento judicial, vid. Mª J. ROCA, “La neutralidad...” cit. nota 267, pp. 265 y 266; y A. 
GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, “La polémica...”cit. nota 454, pp. 348 y 349. 
459 Recordemos que en Alemania la escolarización tiene carácter obligatorio. Vid. Mª J. VALERO 
ESTARELLAS, “Homeschooling o Educación en casa: Ilegalidad o derecho de los padres”, en Anuario 
de Derecho Eclesiástico del Estado 29 (2013), pp. 698 y 699. De la misma autora, “Homeschooling 
en España: Una reflexión acerca del artículo 27.3 de la Constitución y del derecho de los padres a 
elegir la educación de sus hijos”, en Religión, matrimonio… cit. nota 293, p. 1495. 
460 BVerfGE 93, 1 (1995) §§ 13 y 14.  
461 Vid. supra nota 428. Así lo reconoce BVerfGE 93, 1 (1995) §§ 53 y 54. 
462 BVerfGE 93, 1 (1995) §§ 46, 56 y 57. Tal vez la principal perplejidad del fallo es que no 
dejaba claro si el vicio de inconstitucionalidad alcanzaba a cualquier cruz o crucifijo expuesto en el 
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En el año 2003, la Corte de Karlsruhe tuvo que enfrentarse de nuevo a un 
recurso de amparo relativo a la compatibilidad constitucional de la presencia en 
los colegios públicos alemanes de símbolos religiosos. La novedad, en este caso el 
símbolo conflictivo era el velo islámico de una candidata a profesora.  
La demandante, alemana de origen afgano, no había sido considerada apta 
para incorporarse como docente en una escuela pública del Land de Baden-
Wurtemberg pese a haber aprobado los exámenes requeridos para ello.463 
Alegaban las autoridades educativas que el deseo de la Sra. Ludin de vestir un 
pañuelo islámico durante las clases, a la vista de sus alumnos, la incapacitaba para 
el adecuado desempeño de sus funciones pedagógicas. La segunda sala (Zweiter 
Senat) del Tribunal Constitucional Federal, si bien falló a favor de la recurrente al 
no poder apreciar en su conducta —amparada por el artículo 4 LF— un riesgo 
real y efectivo para los bienes y derechos constitucionales en conflicto, abrió la 
puerta a la posible limitación general por vía legal de la expresión religiosa de los 
docentes.464 Entendieron los magistrados de la mayoría que, desde una 
interpretación menos abierta y más distanciadora del principio de neutralidad en 
la escuela pública, los parlamentos de los Länder podían limitar la libertad de los 
profesores de vestir prendas con una connotación religiosa por constituir un 
                                                                                                                                             
espacio escolar público o sólo a aquellos cuya presencia venía ordenada por una autoridad 
pública. Por medio de su presidente, Johan Friedrich Henschel, con posterioridad a la publicación 
de la sentencia el Tribunal Constitucional Federal tuvo que precisar que “la exposición de una cruz 
o un crucifijo, dispuesta por el Estado, en las aulas de una escuela pública obligatoria diferente de 
una escuela confesional viola el artículo 4.1 LF. Solo esto ha sido objeto de la decisión de 15 de 
mayo de 1995.” La cita en T. PRIETO ÁLVAREZ, Libertad religiosa… cit. nota 72, p. 83. Vid. también J. 
KOKOTT, Grundgesetz... cit. nota 334, p. 158. Reflexiona sobre la influencia pasiva de los símbolos 
religiosos en la escuela pública, D. MCCLEAN, “Religious Dress and Symbols in School”, en Religion… 
cit. nota 378, p. 24. 
463 Muy crítico con la recurrente, H. M. HEINIG, “Religion…” cit. nota 378, pp. 180-184. 
464 En efecto, de un lado reconocen los magistrados de la mayoría la moderna tradición 
jurisprudencial constitucional alemana de tutelar en sentido amplio del derecho individual de 
libertad religiosa, mientras que de otro basan finalmente su decisión en una cuestión meramente 
técnica —muy contestada en el voto particular— como es la necesidad de que una prohibición 
general del velo para las docentes en centros educativos públicos sea establecida por ley. En 
definitiva, el Tribunal Constitucional Federal desplaza a las legislaturas estatales la 
responsabilidad de regular una cuestión emergente, lo cual, desde una perspectiva de teoría 
constitucional, equivale a hacer a los propios ciudadanos responsables en primera instancia del 
proceso deliberativo que culmina en la producción de normas legales. Vid. E. J. EBERLE, Church… cit. 
nota 265, p. 82; y Mª J. VALERO ESTARELLAS, “Neutralidad ideológico-religiosa del Estado y derecho 
de libertad religiosa en la escuela pública alemana: reflexiones a propósito de la sentencia del 
Tribunal Constitucional alem|n de 27 de enero de 2014”, en RGDCDEE 38 (2015), pp. 10 y 11. 
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riesgo abstracto para la paz escolar, para el mandato educativo del Estado y para 
los derechos fundamentales del resto de miembros de la comunidad escolar.465  
Una primera novedad que distingue la sentencia del crucifijo y Ludin de la 
anterior jurisprudencia del Tribunal Constitucional Federal, es que ambas 
decisiones identifican la paz social como fin último del principio de 
neutralidad.466 Por vez primera, el Alto Tribunal sitúa como finalidad del carácter 
neutral del Estado un objetivo político de convivencia que se aleja de la 
protección o promoción de la libertad o igualdad religiosa de los ciudadanos. En 
la sentencia del crucifijo, los magistrados de la mayoría señalaron que “el Estado, 
en el que conviven partidarios de convicciones religiosas e ideológicas distintas o 
incluso opuestas, sólo puede garantizar su coexistencia pacífica, cuando él mismo 
se mantiene neutral en cuestiones de creencias. El [Estado] no puede poner en 
peligro la paz religiosa de la sociedad.”467 Más concreta, Ludin especifica que los 
poderes públicos amenazan la paz social cuando ejercen “una influencia 
deliberada en servicio de una determinada tendencia política, religiosa o 
ideológica o cuando en medidas emanadas de o atribuibles [al Estado, el Estado] 
se identifica expresa o implícitamente con una concreta creencia o 
cosmovisión”.468  
La convergencia en el medio escolar de una pluralidad de creencias, es 
percibida por el Tribunal no sólo como el reflejo de la diversidad religiosa e 
ideológica existente en la sociedad, sino sobre todo como un potencial elemento 
de discordia cuya adecuada gestión estatal sólo puede verificarse si los poderes 
públicos se mantienen neutrales —distantes— en materia de creencias.469 En 
consecuencia, en la interpretación del Tribunal Constitucional Federal la 
                                                 
465 BVerfGE 108, 282 (2003) §§ 57 y 58. Vid. J. ROSSELL GRANADOS, “La cuestión…” cit. nota 356, 
pp. 190 y 191. 
466 BVerfGE 93, 1 (1995) § 35. Vid. S. KORIOTH, “Freiheit der Kirchen und 
Religionsgemeinschaften”, en Handbuch der Grundrechte... cit. nota 276, p. 622. 
467 BVerfGE 93, 1 (1995) § 35. Esta interpretación del principio de neutralidad ya fue 
anticipada en 1975 por Obermayer, entre otros. Cfr. K. OBERMAYER, “State and Religion in the 
Federal Republic of Germany”, en Journal of Church and State 17 (1975), p. 103. 
468 BVerfGE 108, 282 (2003) § 43. 
469 BVerfGE 93, 1 (1995) §§ 50 y 52; y BVerfGE 108, 282 (2003) §§ 49 y 65. 
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neutralidad deja de ser un mandato constitucional de apertura hacia la diversidad 
del fenómeno social religioso e ideológico y muta en un principio que podría 
justificar, bajo determinadas circunstancias, la limitación de los mismos derechos 
fundamentales que antes incentivaba.470  
Obedeciendo a este novedoso planteamiento, el Bundesverfassungsgericht 
tenía a continuación que dar respuesta a dos preguntas. Por una parte, en los 
concretos casos sometidos a la Corte ¿atentaba contra la paz escolar la presencia 
de crucifijos o el uso del velo islámico por parte de funcionarios y personal 
docente? Y por otra, ¿cómo se justifica que el principio de neutralidad pueda 
vaciar el espacio público escolar de ciertas influencias religiosas? O lo que es lo 
mismos ¿vulneran crucifijos y velos el mandato constitucional de neutralidad en 
su vertiente de no identificación o por incurrir en adoctrinamiento?  
La respuesta a esta segunda pregunta no es insignificante, ya que en uno u 
otro caso nos hallamos ante dos concepciones diversas de la neutralidad con 
consecuencias también muy diferentes. Si la contestación es que la 
incompatibilidad de los símbolos conflictivos en la escuela pública con la Ley 
Fundamental obedece a que su presencia vulnera el principio de no identificación 
del Estado, el Tribunal Constitucional Federal se estaría planteando una 
neutralidad objetiva que dejaría fuera del espacio institucional todo elemento 
religioso o ideológico cuya presencia venga ordenada por los poderes públicos. El 
principio de neutralidad definiría una forma de ser Estado a la que tendrían que 
plegarse y acomodarse las creencias religiosas de los ciudadanos. Si por el 
contrario la lesión constitucional hay que buscarla en el efecto adoctrinador que 
cruces y velos pueden ejercer sobre los alumnos, el Bundesverfassungsgericht 
estaría sobre todo manejando un concepto subjetivo de neutralidad que sitúa al 
individuo en el centro de la valoración acerca de la pertinencia o no de la 
presencia en el espacio público estatal únicamente de aquellas influencias 
religiosas que vulneran sus derechos fundamentales. En este caso, el principio de 
neutralidad participaría del carácter defensivo de los derechos subjetivos del 
                                                 
470 Vid. R. WIEDEMANN, Der Streit … cit. nota 288, pp. 95 y 96; y H. M. HEINIG, “Die religiös-
weltanschauliche...” cit. nota 303, p. 18. 
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artículo 4 LF como elemento de prevención del daño que en la libertad religiosa 
puede causar un Estado que ignora su obligación de permanecer neutral.471  
La respuesta dada por la Corte de Karlsruhe en la sentencia del crucifijo dista 
mucho de ser clara. En primer lugar, los magistrados omitieron cualquier análisis 
relativo a si la paz escolar del centro al que acudían los menores recurrentes se 
había visto efectivamente perturbada por la presencia de los crucifijos.472 Pero, 
                                                 
471 Cfr. S. HUSTER, Die ethische... cit. nota 288, pp. 39 ss. y 133-138.  
472 De hecho, sorprende que tras la transformación del principio de neutralidad llevada a cabo 
por el Tribunal Constitucional Federal al ligarlo con el requisito de la “paz social”, la sentencia del 
crucifijo no vuelva a mencionarlo, ni tan siquiera referido a la normalidad educativa del centro al 
que acudían los menores afectados. Esta fue sin embargo la vía por la que finalmente optó el 
legislador bávaro. Como consecuencia de esta sentencia, el estado de Baviera modificó su 
legislación sobre la materia, manteniendo la presencia del crucifijo en las aulas pero 
introduciendo la posibilidad de que este fuese retirado cuando así lo entendiesen oportuno las 
autoridades educativas atendiendo a cada caso concreto. Cfr. Mª C. LLAMAZARES CALZADILLA, “La 
presencia…” cit. nota 454, p. 565. Acerca de la posterior validación por el Tribunal Administrativo 
Federal (Bundesverwaltungsgericht) de esta nueva legislación, vid. R. WIEDEMANN, Der Streit… cit. 
nota 288, pp. 151-165; y X. ARZOZ SANTISTEBAN, “Aproximación…” cit. nota 347, pp. 233-237 
(BVerwGE 109, 40, de 21 de abril de 1999. Disponible en 
http://www.judicialis.de/Bundesverwaltungsgericht_BVerwG-6-C-18-
98_Urteil_21.04.1999.html). 
Contrasta esta omisión del análisis de las circunstancias del caso concreto en Kruzifix Beschluß 
con una sentencia posterior del mismo Tribunal Constitucional Federal, en la que resolvió el 
recurso de amparo planteado por una mujer de nacionalidad turca, residente desde hacía años en 
Alemania, a la que el juez de un tribunal de menores había ordenado abandonar la sala de 
audiencias en la que se hallaba entre el público, por vestir el pañuelo islámico. Aunque el caso no 
se resolvió ni por vía del principio de neutralidad, ni por el artículo 4 LF, sino desde el mandato de 
igualdad contenido en el artículo 3.1 LF, la sentencia sí recalcó al fallar a favor de la recurrente 
que el juez había limitado indebidamente los derechos fundamentales de la actora al no haber 
comprobado si su indumentaria comportaba un peligro para la buena marcha del procedimiento 
en curso (2 BvR 677/05, de 27 de junio de 2006). Comentan la sentencia, y otras instancias 
inferiores, R. NAVARRO-VALLS y J. MARTÍNEZ-TORRÓN, Conflictos entre… cit. nota 118, pp. 376 y 377; y 
Mª T. DE LEMUS DIEGO, Libertad religiosa, simbología y Derecho comparado, Universidad de 
Salamanca, Salamanca 2016, p. 393.  
De igual modo, el recurso al argumento de la paz social fue determinante para que, en el año 
2011, el Tribunal Administrativo Federal (Bundesverwaltungsgericht) negase a un alumno 
musulmán de un colegio público de Berlín, la posibilidad de rezar la oración as-salat orientado a la 
meca en momentos no lectivos (BVerwGE 6 C 20.10, de 30 de noviembre de 2011 §§ 27 ss.). En 
instancias inferiores ya se había confirmado la decisión del colegio de prohibir el rezo por 
entender que este podía poner en peligro la paz escolar del centro, que había vivido situaciones 
pasadas de disputas entre los propios alumnos musulmanes sobre el uso o no del pañuelo 
islámico por las alumnas y la observancia de ciertos preceptos como el ayuno y la oración. El 
colegio había incluso acondicionado en el pasado un lugar como sala común de oración que había 
tenido que ser cerrada por las disputas entre los propios alumnos de religión islámica. Se temía, 
ante estas experiencias, que autorizar el rezo aumentase la volatilidad social en el centro. El 
Bundesverwaltungsgericht entendió que el derecho de libertad religiosa del alumno, en su 
manifestación de llevar a cabo una oración en el colegio, no podía ser limitado en virtud de la 
dimensión negativa de este mismo derecho del que son titulares otros alumnos o profesores, ni 
por el derecho de los padres sobre la educación de sus hijos, ni tan siquiera por el mandato de 
neutralidad que compete exclusivamente al Estado. El único, y último, motivo que podía justificar 
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sobre todo, el Tribunal Constitucional Federal parece no saber o no querer 
delimitar si la presencia de un símbolo religioso en el espacio escolar público es 
inconstitucional por vulnerar el mandato de no identificación —neutralidad 
objetiva— o y si lo es por ejercer sobre los alumnos un indebido efecto 
adoctrinador —neutralidad subjetiva—.473 Aunque de la parte dispositiva de la 
sentencia del crucifijo parece intuirse que se desaconseja la presencia de las 
cruces por su efecto apelativo e indoctrinador,474 será finalmente la aclaración 
extrajudicial de la sentencia la que revele la presumiblemente verdadera 
intención de los magistrados de la mayoría de la primera sala: “la exposición de 
una cruz o un crucifijo, dispuesta por el Estado, en las aulas de una escuela pública 
obligatoria diferente de una escuela confesional viola el artículo 4.1 LF.”475 El 
Bundesverfassungsgericht parece inclinarse por tanto a favor de una noción 
objetiva del mandato de neutralidad alejándose de su anterior jurisprudencia. 
Sin que sea el propósito de este trabajo realizar una valoración crítica global 
de la sentencia del crucifijo,476 sí quisiera señalar brevemente que a mi juicio, su 
mayor debilidad argumental reside en la errónea interpretación que el Tribunal 
Constitucional Federal hace del principio de neutralidad en su prohibición 
                                                                                                                                             
la prohibición de la práctica religiosa era la paz escolar (§§ 16 ss.) A juicio de Robbers, si el caso 
hubiese llegado al Bundesverfassungsgericht es previsible que este órgano jurisdiccional hubiese 
anulado la decisión del tribunal administrativo, permitiendo el rezo del alumno y obligando al 
colegio a admitirlo en virtud del derecho de libertad religiosa y del principio de tolerancia en el 
ámbito escolar. Vid. Cfr. S. KORIOTH e I. AUGSBERG, “Neue Religionskonflikte und staatliche 
Neutralität – Erfordern weltanschauliche und religiöse Entwicklungen Antworten des Staates?”, 
en Neue Juristische Wochenschrift 63 (2010), pp. 832 y 833; y G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, 
pp. 95 y 96. Comenta este caso con detenimiento en las instancias anteriores al 
Bundesverwaltungsgericht, D. GAMPER, “Rezar en el recreo: un caso alem|n”, en RGDCDEE 23 
(2010), pp. 1-23. 
473 BVerfGE 93, 1 (1995) §§ 30 y 40. Cfr. S. HUSTER, Die ethische... cit. nota 288, pp. 133-138. 
474 BVerfGE 93, 1 (1995) §§ 39, 42 ss. 
475 Vid. supra nota 462.  
476 Valoración ampliamente llevada a cabo por la doctrina. A modo meramente ejemplificativo, 
se muestran especialmente críticos con el fallo A. HOLLERBACH, Religion… cit. nota 284, pp. 20-25; S. 
MÜCKL, “Crucifijos en…” cit. nota 454, p. 11; J. KOKOTT, Grundgesetz... cit. nota 334, p. 257; K.-H. 
KÄSTNER, “Art. 4 Glaubens-, Gewissens- und Bekenntnisfreiheit, Kriegsdienstverweigerung”, en 
Grundrechte-Kommentar: Die Grundrechte des Grundgesetzes mit ihren europäischen Bezügen 1ª 
ed. (K. Stern y F. Becker eds.), Carl Heymanns Verlag, Colonia 2009, pp. 186 ss.; Mª J. ROCA, “La 
jurisprudencia…” cit. nota 358, pp. 271 y 272; B. ROX, Schütz religiöser Gefühle im freiheitlichen 
Verfassungsstaat?, Mohr Siebeck, Tübingen 2012, p. 148; C. WALTER, “From the Acceptance…” cit. 
nota 428, pp. 165 y 166. En una situación intermedia parece situarse Robbers, en G. ROBBERS, 
“Religious Freedom…” cit. nota 358, p. 204. Celebran el fallo, aunque también con matices, S. 
HUSTER, Die ethische... cit. nota 288, pp. 131 ss.; y S. MUCKEL, “Islam und…” cit. nota 355, p. 134. 
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dirigida a los poderes públicos de no identificarse con una iglesia, creencia o 
ideología concreta.477  
Para poder apreciar una lesión del principio de no identificación en la 
existencia de cruces o crucifijos en los colegios públicos, no basta simplemente 
con constatar, como parece hacer la sentencia, que es el Estado quien determina 
la presencia de un símbolo religioso en el espacio público, sino que es preciso 
preguntarse también por qué y para qué lo hace y, sobre todo, si tiene soporte 
constitucional para ello.478 Tal y como se desprende del texto de la ordenanza 
impugnada,479 la colocación de cruces o crucifijos en las aulas públicas no 
respondía en el caso de autos a la voluntad del estado de Baviera de identificarse 
confesionalmente —ni de forma explícita, ni de manera implícita— con el 
cristianismo,480 sino que estaba llamada a servir un doble propósito. De un lado, 
favorecer la libertad religiosa positiva de una gran parte de la comunidad escolar. 
De otro, dar visibilidad simbólica a los valores del cristianismo que desde una 
perspectiva histórica y cultural inspiran la pedagogía de las christlichen Schule.481 
A decir de la jurisprudencia anterior del propio Tribunal Constitucional Federal, 
ninguno de estos dos propósitos adolece per se de vicio de inconstitucionalidad o 
lesiona el principio de weltanschaulich-religiöse Neutralität.482 No cabría hablar 
de identificación porque ni la presencia ordenada por el estado de Baviera de 
cruces y crucifijos en las aulas públicas equivalía a una adhesión de este al 
cristianismo en el sentido prohibido por la Ley Fundamental, ni respondía 
tampoco a un fin proselitista que pretendiese, desde el estado, evangelizar a los 
no cristianos. Sólo en el caso de que el centro hubiese desatendido las cautelas 
                                                 
477 Cfr. K.-H. LADEUR e I. AUGSBERG, Toleranz... cit. nota 268, pp. 111-120. Más en la línea del fallo, 
S. HUSTER, Die ethische... cit. nota 288, pp. 135 y 136.  
478 Esta afirmación será reiterada con posterioridad por el Tribunal Constitucional Federal en 
BVerfGE 108, 282 (2003) § 43; y en BVerfGE 138, 296 (2015) § 112. 
479 Vid. supra nota 458. 
480 Vid. K.-H. LADEUR e I. AUGSBERG, Toleranz... cit. nota 268, p. 84. 
481 Estos argumentos serán igualmente avanzados tanto por las jurisdicciones inferiores que 
conocieron del caso, como por algunos de los terceros personados ante el Tribunal Constitucional 
Federal, así como por los magistrados disidentes (Vid. BVerfGE 93, 1 (1995) §§ 8, 19, 20, 21 y 72 
ss.). 
482 BVerfGE 35, 366 (1973); BVerfGE 41, 29 (1975); BVerfGE 41, 65 (1975); BVerfGE 41, 88 
(1975); y BVerfGE 52, 223 (1979). 
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establecidas por el propio Bundesverfassungsgericht para garantizar el carácter 
no adoctrinador de las escuelas públicas con orientación cristiana, hubiesen 
podido llegar a ser cruces o crucifijos, en el caso concreto, lesivos para la libertad 
religiosa y de conciencia de los alumnos no cristianos, pero no por su mera 
presencia ordenada por la legislación impugnada.483  
Es precisamente la incapacidad del Tribunal de diferenciar adecuadamente 
esas dos facetas del principio de neutralidad —la prohibición de identificación y 
la prohibición de adoctrinamiento— la que, en mi opinión, finalmente le abocará 
a adentrarse en el espinoso terreno de tener que acudir a la grandilocuencia de 
expresiones como “aprender bajo la cruz” o de verse en la necesidad de atribuir al 
crucifijo un significado religioso preciso —ignorando deliberadamente su 
carácter polisémico— y a la imposible tarea de establecer de forma unívoca la 
necesariamente plural percepción subjetiva que de cualquier símbolo tiene quien 
se ve enfrentado a él.484 
Mediante la objetivación del principio de neutralidad, en Kruzifix Beschluß la 
Corte de Karlsruhe invierte el esquema de resolución seguido en su etapa 
anterior. Pese a las evidentes similitudes fácticas que guardaba el recurso con 
anteriores demandas resueltas por la Corte, los magistrados de la mayoría 
optaron en este caso por entender que se hallaban no en presencia de la tensión 
que puede surgir entre las vertientes positiva y negativa del derecho de libertad 
religiosa e ideológica en una determinada comunidad escolar, sino ante un 
enfrentamiento entre el Estado y sus ciudadanos. Consecuencia de esta inversión 
de perspectiva, el principio de tolerancia queda relegado en beneficio la 
weltanschaulich-religiöse Neutralität del Estado como criterio determinante de 
validación de constitucionalidad. El Tribunal ya no invoca el principio de 
neutralidad como apoyo interpretativo de otras normas constitucionales, o en su 
sentido de barrera de la limitación excesiva del derecho de libertad religiosa 
(Schranken-schranke), sino como argumento directo de determinación de la 
                                                 
483 Vid supra 3.2. 
484 Vid. A. OLLERO, “Racionalidad, derecho y símbolos religiosos”, en Persona y Derecho 64 
(2011), pp. 56 y 57; R. PALOMINO LOZANO, La religión en el espacio público. Los símbolos religiosos 
ante el Derecho, Digital Reasons, Madrid 2016, pp. 11-20; y J. FERRER ORTIZ, “El crucifijo en la 
escuela pública”, en La neutralidad… cit. nota 263, pp. 51 ss. 
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conformidad o disconformidad de ciertas normas con la Ley Fundamental,485 
como un estándar ético constitucional que define de manera objetiva los 
contornos del derecho de libertad religiosa dentro del ámbito de influencia del 
Estado.486 
Frente a la indefinición que caracteriza la sentencia del crucifijo, el Tribunal 
Constitucional Federal es sin embargo más claro en Ludin. Ni el hecho de que los 
poderes públicos acepten que una profesora use un pañuelo islámico durante su 
actividad docente implica identificación del Estado con sus creencias o ideología, 
ni en el caso de Fereshta Ludin podía apreciarse un riesgo concreto contra los 
derechos subjetivos de padres o alumnos, o contra la paz escolar, puesto que 
nunca había llegado a dar clase.487 El Tribunal Constitucional Federal plantea un 
doble test jurisdiccional de control de neutralidad que se despliega en dos fases 
sucesivas. En primer lugar, es necesaria una verificación de que se cumple la 
neutralidad objetiva del Estado; y en segundo lugar, constatada la no 
identificación, es preciso determinar si no se vulnera la neutralidad subjetiva 
dirigida a la protección de los derechos fundamentales comprometidos. Es desde 
esta consideración de la exigencia de neutralidad escolar como requisito para la 
protección de los derechos subjetivos de padres y alumnos, desde donde el 
Bundesverfassungsgericht propondrá una posible solución al conflicto de 
intereses que plantea la manifestación por parte del personal docente de las 
escuelas públicas alemanas de sus creencias religiosas o ideológicas.  
Sostienen los magistrados de la mayoría de la segunda sala del Tribunal 
Constitucional Federal que sólo mediante una disposición normativa puede 
prohibirse el uso por parte de funcionarios y profesores de colegios públicos de 
                                                 
485 Cfr. R. WIEDEMANN, Der Streit … cit. nota 288, pp. 104-108. Este autor continúa viendo sin 
embargo en algunos pasajes de Ludin ejemplos del uso del principio de neutralidad como 
Schranken-Schranke (p. 107). De la no pertinencia de convertir mandatos constitucionales como el 
de paridad o neutralidad, en principios rectores dominantes de la interpretación de las normas 
contenidas en la Ley Fundamental en materia de gestión del fenómeno social religioso, ya advertía 
Campenhausen en 1994. Vid. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, “Der heutige...”, cit nota 329, pp. 9 y 10. 
486 En este sentido, cfr. Mª J. ROCA, “La jurisprudencia…” cit. nota 358, p. 275. Crítica, J. M. 
MUSHABEN, “Women Between a Rock and a Hard Place: State Neutrality vs. EU Anti-Discrimination 
Mandates in the German Headscarf Debate”, en German Law Journal 14 (2013), pp. 1768 y 1769.  
487 BVerfGE 108, 282 (2003) §§ 54, 58 y 60. 
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vestimenta o simbología religiosa que no requiera una valoración caso por caso 
de su efecto real y concreto sobre la paz escolar.488 A falta de dicha previsión legal 
expresa, la acción combinada de los artículos 3, 4 y 33 LF y de la interpretación 
abierta y positiva del mandato constitucional de neutralidad seguida en el pasado 
por la jurisprudencia de Karlsruhe, impide que se puede prohibir con carácter 
general a profesores y pedagogos de colegios públicos expresar su afiliación 
religiosa o ideológica mediante su apariencia externa.489 Pero los cambios 
sociales y la creciente pluralidad religiosa de Alemania permitirían, a juicio del 
Tribunal Constitucional Federal, una reinterpretación del principio constitucional 
de weltanschaulich-religiöse Neutralität en clave más estricta y distanciadora en 
un campo tan sensible como el de la educación pública.490 La decisión final del 
Bundesverfassungsgericht tendrá por lo tanto algo de salomónica.491 Si bien 
reconocerá que en Ley Fundamental caben tanto la tradicional interpretación 
positiva del principio de neutralidad, como la novedosa reinterpretación negativa 
propuesta en Ludin, deferirá la responsabilidad última de optar por una u otra en 
el poder legislativo de los distintos Länder.492 
Si en 1995 la Corte de Karlsruhe dio un paso atrás en su previa validación de 
las escuelas públicas de orientación cristiana, al entender contrario al principio 
de neutralidad el hecho de que las autoridades educativas opten por dar 
visibilidad al símbolo que por antonomasia representa los valores que, desde una 
perspectiva cultural y no confesional, dichas escuelas deben transmitir,493 en 
2003 ser|n los “otros contenidos y valores religiosos e ideológicos” que también 
debían tener cabida en los centros públicos de enseñanza los que, como 
                                                 
488 Ibid., §§ 49, 57 ss.  
489 Ibid., § 59. 
490 Ibid., §§ 64 ss. 
491 Vid. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “Neutralidad ideológico-religiosa…” cit. nota 464, p. 10. 
492 BVerfGE 108, 282 (2003) §§ 62-65. Vid. M. MAHLMANN, “Religious Tolerance, Pluralist 
Society and the Neutrality of the State: The Federal Constitutional Court’s Decision in the 
Headscarf Case”, en German Law Journal 4 (2003), pp. 1104-1106; y C. VIDAL PRADO, “La 
cooperación…” cit. nota 452, p. 103. Se muestran a favor de esta deferencia al poder legislativo, H. 
M. HEINIG y M. MORLOK, “Von Schafen und Kopftüchern”, en JuristenZeitung 58 (2003), p. 785; y S. 
HUSTER, “Die Bedeutung…” cit. nota 270, pp. 118 ss. 
493 Cfr. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, “Steht das Religionsverfassungsrecht vor einem Wandel?”, 
en Gesammelte... cit. nota 329, pp. 92 y 93. En cuanto a la culturización de la religión en Alemania, 
vid. H. MAIER, “Religionsfreiheit...” cit nota 311, pp. 301 y 302. 
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consecuencia de la interpretación de la Corte de Karlsruhe, podrían llegar a 
quedar fuera de los mismos.494  
Sin duda la principal consecuencia política y legal del cambio de orientación 
llevado a cabo en esta etapa por la jurisprudencia del Bundesverfassungsgericht, 
en la que tendré ocasión de adentrarme con más detalle en el apartado siguiente, 
será la validación en Ludin de la tendencia ya apuntada en la sentencia del crucifijo 
de favorecer en Alemania una educación pública más neutralizada, menos abierta 
a las influencias religiosas, a partir de la invocación de un principio de 
weltanschaulich-religiöse Neutralität ya desde una perspectiva objetiva, ya desde 
una perspectiva subjetiva interpretada en un sentido más estricto y 
distanciador.495 No es difícil advertir que este cambio en el esquema deductivo 
del Alto Tribunal conduce a la postre a hacer prevalecer la dimensión negativa del 
derecho de libertad religiosa frente a su contraparte positiva.496 En palabras de 
los magistrados que suscribieron el primer voto particular a la sentencia del 
crucifijo, el Tribunal Constitucional Federal eleva la libertad religiosa negativa a la 
categoría de derecho preponderante, de “derecho fundamental de rango 
superior” (Obergrundrecht), mientras avanza en una interpretación distanciadora 
del deber de weltanschaulich-religiöse Neutralität inexistente hasta entonces en 
su jurisprudencia y en una secularización o laicización de la escuela pública que la 
Ley Fundamental está lejos de exigir.497 La paradoja de este planteamiento la 
verbaliza Muckl al observar que si hay algo que contradice la neutralidad es, 
                                                 
494 BVerfGE 108, 282 (2003) § 44. 
495 Aunque ambos pronunciamientos se remitan en diversas ocasiones a la anterior doctrina 
del Tribunal Constitucional Federal de concebir el espacio educativo público como un lugar 
abierto a valores y expresiones religiosas e ideológicas (BVerfGE 93, 1 (1995) § 52; y BVerfGE 
108, 282 (2003) § 44). 
496 BVerfGE 93,1 § 57. Vid. R. WIEDEMANN, Der Streit… cit. nota 288, pp. 129 y ss., en especial pp. 
146 y 147. 
497 BVerfGE 93, 1 (1995) § 77. Cfr. A. HOLLERBACH, Religion... cit. nota 284, p. 21. Vid. también C. 
STARCK, “La libertad religiosa…” cit. nota 291, p. 71; J. KOKOTT, Grundgesetz... cit. nota 334, p. 158; y 
J. LIMBACH, “Religious Freedom…” cit. nota 352, p. 56. Wiedemann reflexiona acerca de la paradoja 
de que una sentencia que parte de una definición positiva del principio de neutralidad ideológica 
del Estado, lejos de afianzarlo, derive hacia una concepción más negativa y afrancesada de dicho 
principio. Cfr. R. WIEDEMANN, Der Streit... cit. nota 288, p. 175. También crítica con la decisión del 
Alto tribunal alemán, Mª J. ROCA, “La neutralidad...” cit. nota 267, pp. 267-270. 
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precisamente, primar una dimensión del derecho de libertad religiosa sobre 
otra.498 
En cualquier caso, el Tribunal Constitucional Federal terminará en esta 
etapa por pervertir el sentido originario de la previsión de neutralidad 
pretendida por la Ley Fundamental. Ya no es la libertad religiosa la que 
fundamenta la obligación que pesa sobre los poderes públicos de permanecer 
neutrales ante las diversas creencias de sus ciudadanos, sino que es el principio 
de weltanschaulich-religiöse Neutralität el que, en último extremo, determina y 
modula en cada caso cuáles son los límites dentro de los cuales es posible 
garantizar, en el contexto escolar, los derechos subjetivos reconocidos en el 
artículo 4 LF.499  
3.4 La sentencia del Tribunal Constitucional Federal de 27 de enero 
2015 
Las consecuencias prácticas de la nueva interpretación del principio de 
weltanschaulich-religiöse Neutralität avanzada por el Tribunal Constitucional 
Federal en Ludin, no tardaron en hallar acomodo en el ordenamiento jurídico 
germano. Apenas seis meses después su publicación, y en pleno debate social 
sobre la creciente visibilidad del Islam en Alemania, el estado de Baden-
Wurtemberg modificó su Ley de educación para dejar fuera de los colegios 
públicos cualquier prenda o símbolo que, revelador de la afiliación política, 
religiosa o ideológica de profesores y pedagogos, fuese susceptible de alterar la 
paz y neutralidad escolares.500 A Baden-Wurtemberg le seguirían poco tiempo 
después la mitad de los demás Länder alemanes: Baja Sajonia, Baviera, Berlín, 
Bremen, Hesse, Renania del Norte-Westfalia y Sarre no tardaron en promulgar 
normas en el mismo sentido.501 El estado de Berlín dio un paso más, y en el año 
                                                 
498 Cfr. S. MÜCKL, “Crucifijos en…” cit. nota 454, p. 13.  
499 Especialmente, H. M. HEINIG, “Die religiös-weltanschauliche...” cit. nota 303, p. 18. 
500 Redacción dada al artículo 38. 2 de la Schulgesetz für Baden-Württemberg de 1 de agosto de 
1983 por medio de la Gesetz zur Änderung des Schulgesetzes, de 1 de abril de 2004. Vid. M. 
POTTMEYER, Religiöse Kleidung... cit. nota 334, pp. 22-30; y R. NAVARRO-VALLS y J. MARTÍNEZ-TORRÓN, 
Conflictos entre… cit. nota 118, pp. 354 y 355. 
501 En Baja Sajonia, Gesetz zur Änderung des Niedersächsischen Schulgesetzes und des 
niedersächsischen Besoldungsgesetzes, de 29 de abril de 2004; en Baviera, Gesetz zur Änderung des 
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2005 modificó su Constitución con el objetivo de prohibir a la práctica totalidad 
de sus funcionarios el uso de cualquier distintivo que revele su identificación con 
una religión o ideología, prohibición que también llevó a cabo el Land de Hesse a 
través de su legislación ordinaria.502 De los ocho estados que optaron por 
modificar su normativa escolar, cinco de ellos introdujeron en las nuevas 
regulaciones cláusulas que, de un modo u otro, privilegiaban la presencia de 
símbolos o valores cristianos y occidentales en los centros educativos públicos.503  
La promulgación de estas “leyes de neutralidad” —como acertadamente las 
ha denominado algún autor—,504 y sobre todo la constatación de la multiplicación 
de demandas por discriminación interpuestas ante la jurisdicción ordinaria 
germana que motivó su aplicación, llevaron a Human Rights Watch a advertir en 
2009 que tanto la nueva normativa como la forma en que estaba siendo 
interpretada e implementada por autoridades educativas y tribunales de justicia, 
contravenían las obligaciones internacionales asumidas por Alemania en materia 
de derechos humanos.505 Dichas normas, a juicio de este organismo internacional 
                                                                                                                                             
Bayerischen Gesetzes über das Erziehungs- und Unterrichtswesen, de 24 de noviembre de 2004; en 
Bremen Gesetz zur Änderung des Bremischen Schulgesetzes und des Bremischen 
schulverwaltungsgesetzes, de 28 de junio de 2005; en Renania del Norte Westfalia, Gesetz zur 
Änderung des Schulgesetzes für das Land Nordrhein-Westfalen, de 13 de junio de 2006; y en Sarre, 
Gesetz zur Änderung des Gesetzes zur Ordnung des Schulwesens im Saarland (Schulordnungsgesetz), 
de 23 de junio de 2004. Un análisis detallado en M. ELÓSEGUI ITXASO, “La laicidad…” cit. nota 452, 
pp. 132 ss.; y en J. ROSSELL GRANADOS, “La cuestión…” cit. nota 356, pp. 193-197. El Instituto de 
Derecho Constitucional Europeo de la Universidad de Trier tiene disponibles en su página web 
todos los documentos relevantes sobre esta cuestión, tanto sentencias como leyes estatales 
(https://www.uni-trier.de/index.php?id=24373).  
502 En Berlín, Gesetz zur Schaffung eines Gesetzes zu Artikel 29 der Verfassung von Berlin und zur 
Änderung des Kindertagesbetreuungsgesetzes, de 27 de enero de 2005. La prohibición alcanza a 
profesores de centros públicos y de guarderías —en este segundo caso sólo si así lo solicitan los 
padres—, policías, jueces y fiscales, así como funcionarios judiciales y de prisiones. En Hesse, 
Gesetz zur Sicherung der staatlichen Neutralität, de 18 de octubre de 2004, por la que se modifican 
tanto la Ley de enseñanza (Hessischen Schulgesetzes, de 2 de agosto de 2002) como la Ley del 
funcionariado (Hessischen Beamtengesetzes, de 11 de enero de 1989). Vid. M. ELÓSEGUI ITXASO, “La 
laicidad…” cit. nota 452, pp. 134-136. 
503 Recogen o recogían estas cláusulas, en Baviera, el artículo 59.2 de la Bayerische Gesetz über 
das Erziehungs- und Unterrichtswesen, de 31 de mayo de 2000; en Baden-Wurtemberg, el artículo 
38.1 de la Schulgesetz für Baden-Württemberg, de 1 de agosto de 1983; en Hesse, el artículo 68.2 
de la Hessischen Beamtengesetzes, de 11 de enero de 1989; en Renania del Norte Westfalia, el 
artículo 57.4 de la Schulgesetz für das Land Nordrhein-Westfalen, de 15 de febrero de 2005; y en 
Sarre, el artículo 1.2 a de la Gesetzes zur Ordnung des Schulwesens im Saarland, de 21 de agosto de 
1996. 
504 Cfr. M. ELÓSEGUI ITXASO, “La laicidad…” cit. nota 452, p. 129. 
505 Human Rights Watch, Discrimination in the Name of Neutrality. Headscarf Bans for Teachers 
and Civil Servants in Germany, Nueva York 2009. Disponible en inglés y en alemán en 
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no gubernamental, “discriminan a las mujeres musulmanas, excluyéndolas de la 
docencia y de otros sectores públicos de empleo por motivo de su religión.”506 En 
los estados en los que se ha introducido una restricción al uso de símbolos 
religiosos, la prohibición afecta específicamente “a mujeres musulmanas que usan 
el velo. La consecuencia práctica, la prohibición también discrimina por razón de 
género. Las medidas eficazmente obligan a las mujeres a elegir entre su trabajo y 
la expresión de sus creencias religiosas, violando su derecho de libertad de 
religión y a [recibir] un tratamiento igualitario.”507 Si bien Human Rights Watch 
admitía que podían existir motivos que justificasen la regulación del uso de 
símbolos y prendas religiosas por parte de profesores y funcionarios, “las actuales 
restricciones amplias y discriminadoras adoptadas por los estados alemanes no 
demuestran ser proporcionadas a su pretendida finalidad, y por ello constituyen 
una discriminación ilegítima según la normativa internacional de derechos 
humanos así como una violación de los derechos de religión y privacidad de los 
afectados.”508 
La judicialización denunciada por Human Rights Watch de los conflictos 
derivados de la aplicación de las “leyes de neutralidad” propició, en el año 2015, 
una nueva intervención del Tribunal Constitucional Federal en relación con el uso 
del velo islámico por el personal docente en los centros educativos estatales.509 
Apenas transcurridos doce años desde la publicación de Ludin, con un panorama 
legislativo y una praxis administrativa en la materia significativamente diferente 
a la que existía en Alemania a principios de este siglo,510 el Erster Senat de la 
Corte de Karlsruhe dictó el 27 de enero de 2015 una sentencia en la que, para 
sorpresa de muchos, retrotrajo la interpretación del principio de weltanschaulich-
                                                                                                                                             
https://www.hrw.org/sites/default/files/reports/germany0209_webwcover.pdf y 
https://www.hrw.org/sites/default/files/reports/germany0209deweb_0.pdf. Las citas que se 
hagan en lo sucesivo están referidas a la paginación de la versión inglesa. 
506 Ibid., p. 2.  
507 Ibid. 
508 Ibid., p. 3. 
509 Para una relación de los principales casos, ibid., pp. 31-35.  
510 Cfr. J. M. MUSHABEN, “Women Between…” cit. nota 486, p. 1170. 
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religiöse Neutralität a la que el Tribunal había mantenido hasta 2003.511 
Desaparece del lenguaje de la sentencia toda referencia a esa innovadora 
interpretación del mandato de neutralidad más estricta y distanciadora que, tras 
Ludin, había sido acogida por un número nada desdeñable de estados alemanes a 
fin de limitar la visibilidad del Islam en la escuela pública.512 Al contrario, la 
neutralidad de la Ley Fundamental, insiste el Alto Tribunal, es amplia, es 
benevolente y está abierta a todas las creencias, sin que las peculiaridades de la 
escuela pública exijan una lectura del Estado neutral en clave separatista que deje 
fuera de la misma toda expresión de la adhesión religiosa o ideológica de 
docentes y pedagogos.513  
La sentencia del Tribunal Constitucional Federal de 27 de enero de 2015 
(Kopftuchverbot), resolvió de forma acumulada sendos recursos de amparo 
interpuestos por una pedagoga y una profesora musulmanas a las que, en 
aplicación de la normativa escolar aprobada en Renania del Norte-Westfalia tras 
Ludin, se les había prohibido el uso del velo islámico en el ejercicio de su labor 
profesional.514 Agotadas las instancias judiciales inferiores, las recurrentes 
                                                 
511 BVerfGE 138, 296 (Kopftuchverbot), de 27 de enero de 2015. No han faltado voces en la 
doctrina que han criticado el hecho de que parecen existir en Alemania no uno, sino dos 
Tribunales Constitucionales Federales, la sala primera —que resolvió la sentencia de 2015— y la 
sala segunda —responsable en 2003 de Ludin—, incapaces de seguir una línea decisoria 
homogénea. Igualmente se ha criticado la, para algunos, artera actuación de la sala primera, que 
en 2015 evitó que el caso fuese reconducido a resolución por el pleno de la Corte de Karlsruhe. 




512 BVerGE 108, 282 (2003) § 65. Cfr. H. M. HEINIG, “Ein neues Kapitel…” cit. nota 448, p. 5. 
513 BVerfGE 138, 296 (2015) §§ 108-111. 
514 La primera recurrente, musulmana nacida en Alemania de origen turco, ejercía como 
pedagoga escolar en régimen laboral en una Gesammtschule de Dusseldorf donde tenía 
encomendadas tareas de mediación y resolución de conflictos escolares. Su labor estaba 
principalmente relacionada con alumnos y padres extranjeros, lo cual le obligaba estar en 
contacto con estudiantes de diversas nacionalidades y religiones. Desde los 17 años vestía un velo 
islámico por motivos religiosos. Tras la entrada en vigor de los artículos 57.4 y 58 de la Ley de 
educación de Renania del Norte-Westfalia, la recurrente fue requerida por las autoridades 
escolares para que dejase de usar el velo que hasta ahora había portado durante su ejercicio 
profesional. La pedagoga atendió dicha petición, pero a partir de ese momento acudió al colegio 
vistiendo en todo momento una gorra de lana similar a una chapela vasca que le cubría la parte 
alta de la frente, el cabello y las orejas. A demás de la chapela, la trabajadora también se cubría el 
cuello bien con un pañuelo, bien con un jersey alto. Durante una entrevista personal con la 
directora del centro educativo, la pedagoga evitó contestar a la pregunta de cuáles eran los 
motivos por los que ocultaba su cabeza con la gorra, si bien sí dejó constancia de que su uso en el 
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denunciaron ante Bundesverfassungsgericht la inconstitucionalidad tanto de la 
disposición que proscribía con carácter general a los docentes la expresión de 
creencias que en abstracto pudiesen alterar la neutralidad y la paz escolares, 
como de la excepción que dejaba fuera de dicha prohibición la representación de 
valores o tradiciones educativas y culturales cristianas y occidentales.515 La 
primera sala del Tribunal Constitucional Federal falló, esta vez por una más 
cómoda mayoría de seis votos a favor y dos en contra, que la conformidad de la 
prohibición introducida en la Ley de educación Renania del Norte-Westfalia con 
el artículo 4 de la Ley Fundamental depende de que sea interpretada y aplicada 
                                                                                                                                             
pasado del velo islámico obedecía a razones religiosas. Tras ser apercibida por el centro para que 
se retirase la chapela de lana bajo amenaza de despido, la recurrente acudió ante la jurisdicción 
social para solicitar que dicho apercibimiento fuese eliminado de su expediente personal. 
La segunda recurrente, también alemana de origen turco, había sido contratada en régimen 
laboral como profesora por el Land de Renania del Norte-Westfalia con el objeto de enseñar el 
idioma turco en distintos centros educativos. El hecho de que vestía habitualmente el velo 
islámico era una circunstancia conocida por las autoridades escolares desde un primer momento, 
pues ya en su solicitud de empleo había adjuntado una fotografía en la que aparecía portando esta 
prenda. Sus clases eran atendidas voluntariamente sólo por alumnos musulmanes, y el hecho de 
que durante la impartición de su asignatura vistiese el pañuelo islámico, nunca había sido motivo 
de queja. Pese a ser requerida en diversas ocasiones por la dirección del centro para que se 
retirase el velo tras la entrada en vigor de la nueva normativa educativa estatal en 2005, la 
recurrente se negó reiteradamente a hacerlo, argumentando que ella lo usaba voluntariamente 
con el fin de cumplir con una obligación de carácter religioso. Después de varios apercibimientos, 
la profesora fue finalmente despedida el 30 de junio de 2007.  
A juicio los tribunales de lo social de las instancias inferiores, las dos trabajadoras, a través de 
su vestimenta, exteriorizaban de manera consciente su pertenencia al Islam. Estas 
manifestaciones externas eran en sí mismas susceptibles en abstracto de perturbar la paz y la 
neutralidad escolares protegidas por la normativa que en materia de neutralidad escolar regía en 
este estado desde 2005. Para un comentario detallado de la sentencia, vid. Mª J. VALERO ESTARELLAS, 
“Neutralidad ideológico-religiosa…” cit. nota 464, pp. 11-33.  
515 El artículo 57.4 de la ley de educación de Renania del Norte-Westfalia estaba entonces 
redactado con el siguiente tenor literal: “(1º) Las profesoras y los profesores no podrán mostrar en 
la escuela manifestaciones políticas, religiosas, ideológicas u otras expresiones externas similares 
que resulten idóneas para poner en peligro o alterar la neutralidad del Estado frente a las/los 
estudiantes y los padres o la paz política, religiosa o ideológica escolar. (2º) En particular, queda 
prohibida cualquier conducta externa que pueda dar la impresión a las/los estudiantes o a los 
padres de que una profesora o un profesor vulnera la dignidad humana, la igualdad de derechos 
contemplada en el artículo 3 de la Ley Fundamental, los derechos fundamentales de libertad o el 
ordenamiento constitucional liberal-democrático. (3º) El cumplimiento del mandato de educación 
contenido en los artículos 7 y 12.6 de la Constitución del Estado de Renania del Norte-Westfalia, y 
de la correspondiente representación de valores o tradiciones educativas y culturales cristianas y 
occidentales no se contradice con la obligación de conducta contenida en el apartado 1. (4º) El 
deber de neutralidad contemplado en el inciso 1º no será de aplicación en la clase de enseñanza 
religiosa ni en las escuelas confesionales o ideológicas.” Sin cursiva en el original. Se han 
numerado los incisos de (1º) a (4º), a pesar de que dicha numeración no constase en el texto 
original. 
Por su parte, el artículo 58 del mismo texto legal extiende la aplicación de las disposiciones 
contenidas en el artículo 57.4 al personal que en las escuelas desarrolla labores pedagógicas 
(pädagogische und sozialpädagogische Personal).  
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en sentido restrictivo, limitando su operatividad a aquellos escenarios en los que 
se pueda constatar que el uso de un símbolo religioso por parte de un profesor o 
pedagogo supone un riesgo real y cierto para la paz y neutralidad escolares o para 
los derechos fundamentales de padres y alumnos.516 Contradiciendo la doctrina 
de Ludin, a juicio de los magistrados de la mayoría en Kopftuchverbot una 
prohibición general que impida a los docentes del sector público manifestar sus 
propias creencias religiosas, basada en un riesgo meramente abstracto para los 
bienes jurídicos concurrentes, resulta manifiestamente desproporcionada, sobre 
todo en aquellos casos en que la conducta proscrita está vinculada para el sujeto 
afectado al cumplimiento de un deber religioso que él considera preceptivo.517  
A partir de esta reflexión, la sentencia recupera para la dimensión positiva 
de los derechos reconocidos en el artículo 4 LF el lugar central que habían 
perdido tanto en la sentencia del crucifijo como en Ludin, protegiendo la expresión 
religiosa del personal educativo de una interpretación maximalista y 
neutralizadora de la correlativa faceta negativa de la libertad ideológica y de 
conciencia de padres y alumnos.518 El Estado ha recibido de la Ley Fundamental 
un mandato educativo que debe cumplir desde la observancia del principio de 
neutralidad ideológico-religiosa. Sin embargo, este principio no excluye a priori ni 
de forma inmediata el ejercicio positivo del derecho de libertad religiosa de los 
docentes a través del uso de símbolos o prendas dotados de un sentido 
religioso.519 El principio de neutralidad no sólo no prohíbe la exteriorización de 
las creencias de funcionarios o empleados públicos a través de su apariencia 
                                                 
516 BVerfGE 138, 296 (2015) §§ 78, 99-101, 116. Esta regla general sin embargo cederá ante 
dos supuestos excepcionales: (i) cuando en un caso concreto la manifestación de creencias de un 
profesor o docente atente de manera cierta contra la paz y la neutralidad escolar, o (ii) cuando el 
riesgo para estos bienes jurídicos no provenga de un caso aislado, sino de la generalización de 
conflictos en un centro o en un distrito educativo concreto. En el primer caso estará 
constitucionalmente justificada la prohibición individual de una conducta externa relacionada con 
la observancia de un deber religioso; en el segundo, podrá justificarse constitucionalmente la 
necesidad de acudir a una prohibición general de manifestaciones religiosas externas en el centro 
o distrito educativo afectado y por un periodo de tiempo concreto. En ambas situaciones, las 
autoridades educativas deberán, en atención al derecho fundamental del empleado afectado, 
considerar la posibilidad de encomendarle una función pedagógica alternativa (§§ 113 y 114). Vid. 
Mª JOSÉ VALERO ESTARELLAS, “Neutralidad ideológico-religiosa…” cit. nota 464, pp. 17-21. 
517 BVerfGE 138, 296 (2015) §§ 80, 88, 112.  
518 Ibid., §§ 84 ss. 
519 Ibid., § 87. 
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externa, sino que obliga al Estado a tenerlas en cuenta de forma cualificada 
cuando dicha exteriorización pueda relacionarse razonablemente con un deber 
religioso que el sujeto considera de obligado cumplimiento.520 Reconoce la 
sentencia que, aun tratándose de un entorno particularmente sensible en el que la 
diversidad religiosa e ideológica puede ser causa de confrontación y conflicto,521 
un centro educativo no deja de ser en definitiva reflejo de la sociedad. La 
diversidad de creencias que concurre en sus aulas no es diferente de aquella en la 
que padres y alumnos tienen que desenvolverse en su día a día.522 
Paradójicamente, pese a la reapertura de la escuela pública a influencias 
religiosas que propicia la sentencia de 2015, en la decisión del Tribunal de fallar 
en contra de la conformidad constitucional de la excepción contenida en la Ley de 
educación de Renania del Norte-Westfalia a favor de la expresión en las escuelas 
públicas de valores o tradiciones educativas y culturales cristianas y occidentales, 
es posible sin embargo percibir atisbos de la noción de neutralidad introducida 
por la Corte de Karlsruhe en la sentencia del crucifijo, menos proclive que en 
etapas anteriores a abrir las escuelas públicas a la influencia secularizada del 
cristianismo.523  
La argumentación dada por el Alto Tribunal en este aspecto parece dirigida 
en primera instancia a alejar cualquier sospecha de la discriminación en el acceso 
al empleo y a la función pública por razón de creencias apuntada por el informe 
de 2009 de Human Rights Watch. Entiende el Tribunal que, de igual manera que a 
                                                 
520 Ibid., § 112. El Tribunal acoge un doble criterio para determinar la seriedad de las 
convicciones invocadas por los profesores y personal escolar afectado —el de la propia confesión 
religiosa y el del individuo afectado, siempre bajo la última supervisión del Estado—, extendiendo 
la más amplia protección del derecho a manifestar externamente las propias creencias a través de 
vestimentas con connotación religiosa a prácticas que, sin ser consideradas unánimemente 
obligatorias por el grupo religioso al que pueden reconducirse, sí tienen esa consideración por el 
creyente que hace depender de su observancia el libre desarrollo de su personalidad y el ejercicio 
efectivo de su derecho a poder conducir su vida de acuerdo con sus más íntimas creencias. 
521 Ibid., §§ 103, 104. La expresión por parte de profesores y pedagogos de creencias religiosas 
en la escuela pública “abre al menos la posibilidad a influencias sobre los alumnos y a conflictos 
con los padres, que conducen a una alteración de la paz escolar y que pueden poner en peligro el 
cumplimiento de la obligación educativa [del Estado].” (§ 103).  
522 Ibid., § 105. Destaca este sentido de “cotidianeidad” del contacto con el Islam, H. M. HEINIG, 
“Ein neues Kapitel…” cit. nota 448, pp. 4 y 5. 
523 BVerfGE 138, 296 (2015) §§ 78 y 123 ss. Vid. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “Neutralidad 
ideológico-religiosa…” cit. nota 464, pp. 31 y 32. 
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la luz de la Ley Fundamental, no cabe prohibir de manera general toda expresión 
religiosa ajena a valores y tradiciones cristianas y occidentales, tampoco pueden 
privilegiarse de forma general las expresiones de fe asociadas al cristianismo o al 
judaísmo.524 Prohibida la manifestación externa de las creencias del personal 
docente de centros educativos públicos, no cabe someter sus diferentes 
modalidades a un tratamiento jurídico diferenciado.525 Para que una determinada 
conducta o forma de expresión religiosa pueda ser objeto de prohibición, de 
acuerdo con la interpretación restrictiva que exige la Constitución, es preciso que 
pueda atribuírsele un efecto adoctrinador. Este efecto adoctrinador no concurre 
necesariamente en todas y cada una de las manifestaciones religiosas externas 
ajenas al cristianismo o al judaísmo, del mismo modo que tampoco está 
necesariamente ausente de todas y cada una de las exteriorizaciones asociadas 
con dichas religiones.526 El criterio decisivo no debe ser por lo tanto la tradición 
religiosa a la que puedan reconducirse las prendas o símbolos portados por 
profesores y pedagogos, sino el riesgo real que su uso comporte para los derechos 
fundamentales y los bienes jurídicos susceptibles de verse comprometidos en el 
espacio escolar público.  
A pesar de que a primera vista la línea de razonamiento seguida por el 
Tribunal Constitucional Federal parece incontestable, en una lectura más atenta 
del fallo surge la duda de por qué la constitucionalidad de la excepción 
contemplada en el inciso 3º del artículo 57.4 de la Ley de educación de Renania 
del Norte-Westfalia no podía ser salvada, al igual que la prohibición establecida 
en el inciso 1º, acudiendo a una interpretación restrictiva que sólo la hiciese 
extensible a aquellas expresiones de valores y tradiciones cristianas y 
occidentales que no impliquen un riesgo real para la neutralidad escolar. La 
declaración de inconstitucionalidad del inciso 3º del artículo cuestionado y su 
subsiguiente desaparición del texto de la Ley de educación del Land de Renania 
del Norte-Westfalia, podría nuevamente apuntar a un deseo del Tribunal 
Constitucional Federal de reducir en la educación pública la misma influencia del 
                                                 
524 BVerfGE 138, 296 (2015) §§ 128 ss.  
525 Ibid., §§ 128-130.  
526 Ibid., § 129. 
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cristianismo que, en su dimensión no confesional, su propia jurisprudencia había 
avalado en décadas anteriores. 
No es esta a mi juicio la única debilidad de una sentencia que ha recibido sin 
embargo, en su mayoría, valoraciones positivas por el tratamiento que hace del 
derecho de libertad religiosa y del principio de neutralidad religioso-ideológica 
del Estado en el campo de la educación pública.527  
En primer lugar, llama la atención la sustancial disparidad de las sentencias 
de 2003 y 2015, que no hace sino sacar a la superficie la división de fondo que 
existe en el seno del Tribunal Constitucional Federal, entre sus dos salas y 
también entre los magistrados que integran cada uno de ellas. No en vano ambas 
sentencias han dado lugar a sendos votos particulares, muy desarrollados y 
sólidamente argumentados, que sin disimulo dejan traslucir una diametralmente 
distinta manera de entender el mandado constitucional de neutralidad en el 
concreto ámbito escolar.528  
Centrándonos únicamente en la sentencia de 2015, podemos apreciar cómo 
donde la mayoría habla de una neutralidad que abre la escuela a la pluralidad de 
influencias religiosas, incluso cuando dicha pluralidad entra de la mano del 
funcionariado o del personal encargado de tareas docentes y pedagógicas, el voto 
particular pretende recuperar la neutralidad distante y estricta de 2003 
cristalizada en las “leyes de neutralidad” de los Länder. Mientras la sentencia 
Kopftuchverbot ve en el profesor de un colegio público —no sólo fuera sino, sobre 
todo, dentro del centro— esencialmente a un sujeto titular del derecho de 
libertad religiosa, los magistrados disidentes ven en él antes que nada a un 
representante del Estado neutral, obligado a su vez a moderar —a neutralizar— 
la manifestación externa de sus creencias en el desempeño de su labor educativa: 
“el Estado no puede actuar como un ente anónimo, sólo puede hacerlo a través de 
sus cargos y de sus pedagogos. Estos son sus representantes. La obligación de 
neutralidad del Estado no puede ser otra que la obligación de neutralidad de sus 
funcionarios. De los pedagogos como individuos en la escuela se requiere algo 
                                                 
527 Cfr. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “Neutralidad ideológico-religiosa…” cit. nota 464, p. 35. 
528 Cfr. H. M. HEINIG, “Ein neues Kapitel…” cit. nota 449, p. 2. 
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distinto que del individuo en contextos exclusivamente sociales, que ejerzan 
moderación en la expresión religiosa, cuando sus creencias puedan colisionar con 
los derechos fundamentales de terceros en el cumplimiento del mandato estatal 
de educación.”529  
Las posiciones parecen estar tan distanciadas la una de la otra que surge la 
duda razonable de si futuras decisiones en materia de neutralidad del Estado y 
simbología religiosa no se verán condicionadas —o tal vez lastradas— por esta 
división interna del máximo intérprete constitucional alemán.  
La segunda debilidad de la que adolece la sentencia de 2015 es que, si bien 
acierta en modular la interpretación restrictiva de la dimensión positiva del 
derecho de libertad religiosa avanzada en la sentencia del crucifijo y en Ludin, 
mediante la reelaboración —o, mejor, recuperación— de una noción amplia del 
principio de neutralidad, en esta ocasión son los derechos de padres y alumnos 
los que no parecen merecer suficiente atención por parte de los magistrados de la 
mayoría.530  
En sus anteriores sentencias referidas a la presencia de símbolos religiosos 
en las escuelas públicas, el Tribunal Constitucional Federal había interpretado 
que la principal diferencia entre una cruz cristiana y un velo islámico residía en el 
diferente modo en que una y otro incidían en la prohibición que la Ley 
Fundamental impone a los poderes públicos de identificarse con una ideología o 
confesión determinada. Pero por encima de esta nota que distinguía ambos 
símbolos, en la decisión del juez constitucional de validar su exclusión de los 
centros educativos públicos había prevalecido la característica de la que 
participan, la especial intensidad con la que dentro del cerrado universo escolar, 
la cruz y el velo podían llegar a interferir con los derechos educativos de los 
padres y con la libertad religiosa negativa de los alumnos.  
Más allá de la exigencia de que concurra un riesgo cierto para la neutralidad 
escolar como criterio que permita rechazar la aceptabilidad del uso de prendas de 
                                                 
529 BVerfGE 138, 296 voto disprepante § 16. 
530 Cfr. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, “Der heutige...” cit. nota 329, pp. 15 y 16. 
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significación religiosa por parte de los docentes, en Kopftuchverbot el Erster Senat 
de la Corte de Karlsruhe no parece diferenciar suficientemente el efecto que 
produce una convivencia social, a veces meramente casual, con el pañuelo 
islámico, del impacto que la confrontación con la misma prenda tiene en la 
escuela pública, donde convive un gran número de horas al día con un público 
cautivo al que, por su edad, se le presume además muy influenciable.531 Si la 
sentencia del crucifijo y Ludin minimizaban la dimensión subjetiva del símbolo —
la percepción que del mismo tiene quien ordena su presencia o quien opta por su 
uso—, Kopftuchverbot minimiza por el contrario su vertiente objetiva —la 
percepción que del mismo tiene quien se ve inevitablemente enfrentado a él—, 
independientemente de cuál sea la intención o el sentido de quien lo usa.532  
Cabe preguntarse si la Corte no tiene todavía que lograr perfilar un criterio 
que permita ponderar adecuadamente los derechos fundamentales y los bienes 
jurídicos de todos los interesados en el complejo entramado de derechos y 
deberes recíprocos que definen el contexto de la educación pública; un criterio 
que no pase sistemáticamente por acudir, según interese, a una interpretación 
más amplia o más restrictiva de un principio de neutralidad que se aleja de su 
pretendida función constitucional cuando es forzado a convertirse en árbitro del 
alcance del derecho de libertad religiosa para los distintos actores del espacio 
escolar público.533 
Una última crítica que en mi opinión se le puede atribuir a la sentencia de 
2015 es que, rompiendo con una constante iniciada en época temprana por el 
Tribunal Constitucional Federal en sus decisiones relacionadas con el derecho de 
libertad religiosa e ideológica y el principio de weltanschaulich-religiöse 
Neutralität, es probable que haya contribuido a debilitar la autoridad que hasta 
ahora había reconocido la jurisprudencia del Bundesverfassungsgericht a los 
parlamentos estatales para adecuarse normativamente a sus propias realidades 
religiosa, social y cultural. La acusación lanzada al Erster Senat por los 
                                                 
531 Cfr. S. KORIOTH e I. AUGSBERG, “Neue Religionskonflikte...” cit. nota 472, p. 832. 
532 BVerfGE 138, 296 voto discrepante § 105. Cfr. H. M. HEINIG, “Ein neues Kapitel…” cit. nota 
448, pp. 7-12. 
533 Cfr. D. WIESCHEN, Politik... cit. nota 391, pp. 51-53. 
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magistrados responsables del voto particular, de que en Kopftuchverbot se 
minimiza la capacidad de autorregulación de los estados, parece ser corroborada 
por un hecho significativo: los mismos Länder que, tras Ludin, cambiaron su 
legislación, han rechazado ahora con férrea resistencia, adecuar su normativa a la 
nueva doctrina del Tribunal Constitucional Federal.534 De hecho, por lo que me 
consta, hasta la fecha sólo el Estado de Renania del Norte-Westfalia ha modificado 
su Ley de educación, y lo ha hecho únicamente en el sentido de eliminar la 
excepción que favorecía la representación de valores y tradiciones cristianas y 
occidentales. Una propuesta de ley orientada a producir el mismo cambio en 
Baden-Wurtemberg no llegó a prosperar.535 El resto de estados han manifestado 
por diversas vías su intención de mantener el tenor literal de sus legislaciones y 
adecuarse simplemente en su interpretación y aplicación a la nueva orientación 
dada por el Tribunal Constitucional Federal.536  
Más allá del hecho de que la sentencia de 2015 y Ludin fuesen falladas por 
distintas salas del Tribunal Constitucional Federal, o del deseo de la justicia 
constitucional germana de remediar la discriminación en el acceso al empleo y a 
la función pública por motivos de género y de religión que de facto habían 
generado las nuevas “leyes de neutralidad”,537 cabe plantearse la pregunta de qué 
ha podido motivar este cambio de orientación tan acusado del máximo intérprete 
constitucional alemán en un tiempo relativamente corto.  
Una interpretación optimista podría llevar a pensar que, durante estos 
quince años, la República Federal de Alemania ha realizado el esfuerzo de 
                                                 
534 En contra de lo que yo misma predije en un trabajo anterior. Cfr. Mª J. VALERO ESTARELLAS, 
“Neutralidad ideológico-religiosa…” cit. nota 464, p. 35. 
535 La propuesta de modificación fue presentada conjuntamente por los grupos del partido de 
los Verdes y del SPD en el parlamento de Stuttgart (Gesetzentwurf zur Änderung des Schulgesetzes 
für Baden-Württemberg und des Kindertagesbetreuungsgesetzes, de 24 de junio de 2015. 
Disponible en https://www.landtag-
bw.de/files/live/sites/LTBW/files/dokumente/WP15/Drucksachen/7000/15_7061_D.pdf). 
Dicha propuesta fue duramente contestada tanto a nivel social como desde la CDU (vid. 
http://fraktion.cdu-bw.de/fileadmin/user_upload/infothek/Bildung/2015-07-
08_Wacker_zu_Gesetz_zur_%C3%84nderung_des_Schulgesetzes_f%C3%BCr_BW.pdf). 
536 Para un resumen de la situación actual en los distintos Länder, vid. http://www.deutsche-
islam-konferenz.de/DIK/DE/Magazin/SchwerpunktKopftuch/Urteile/Ein_Jahr_Beschluss/ein-
jahr-beschluss-node.html.  
537 BVerfGE 138, 296 § 96. 
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asimilar e integrar su pluralización religiosa e ideológica y se ve capaz de afrontar 
de una manera más serena la presencia social normalizada del Islam.538 En 
palabras de Heinig, el Tribunal Constitucional Federal en 2015 ha 
“desdramatizado” el Islam en Alemania, usando para referirse a él “un tono m|s 
sobrio” y recuperando el discurso de que el mandato de weltanschaulich-religiöse 
Neutralität tiene como trasfondo constitucional no un modelo laicista o 
separatista, sino un sistema de cooperación entre el Estado, las creencias 
religiosas e ideológicas de sus ciudadanos y las comunidades y grupos en los que 
estos se integran.539  
4. LIBERTAD RELIGIOSA COLECTIVA Y WELTANSCHAULICH-RELIGIÖSE NEUTRALITÄT EN LA 
JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL FEDERAL 
Si en la introducción al epígrafe anterior, consagrado al estudio del sentido 
en el que la jurisprudencia del Tribunal Constitucional Federal ha invocado y 
aplicado el mandato de weltanschaulich-religiöse Neutralität en relación con la 
dimensión individual del derecho de libertad religiosa, se hacía especial hincapié 
en la cualidad proteica de un principio que, implícito en la Ley Fundamental, se ha 
ido acomodando a la cambiante realidad social y espiritual de Alemania hasta el 
punto de haber caído en una cierta degradación o difuminación conceptual, a la 
hora de enfrentar el mismo análisis desde la perspectiva de la dimensión 
colectiva del derecho reconocido en el artículo 4 LF, debemos partir de la 
afirmación opuesta. Ante ese mismo cambio protagonizado por el país germano a 
partir del último cuarto del siglo XX, el principio de neutralidad parece estar 
consolidándose en la reciente doctrina de la Corte de Karlsruhe como un doble 
pilar de estabilidad en la tutela de la dimensión colectiva e institucional del 
fenómeno social religioso. 
En su sentido constitucional más primario, el deber de neutralidad continúa 
participando de la vertiente subjetiva y defensiva del derecho fundamental de 
libertad religiosa, erigiéndose como barrera de protección de iglesias, 
                                                 
538 Vid. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “Neutralidad ideológico-religiosa…” cit. nota 464, pp. 28 y 29. 
539 Vid. H.M. HEINIG en su blog http://verfassungsblog.de/kurswechsel-in-der-kopftuchfrage-
nachvollziehbar-aber-mit-negativen-folgewirkungen/#.VQjA9uGizQM; y en “Ein neues Kapitel…” 
cit. nota 448, p. 4. 
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confesiones, comunidades, grupos y movimientos religiosos frente a tentativas de 
los distintos poderes públicos de interferir indebidamente en su autonomía. A 
modo de ejemplo, el Bundesverfassungsgericht ha recordado recientemente a los 
órganos jurisdiccionales estatales su obligación de permanecer neutrales y de no 
adentrarse en la esfera competencial de las confesiones religiosas en una materia 
tan sensible como el empleo eclesiástico. En un país como Alemania, cada vez más 
sensibilizado con la lucha por la igualdad y la no discriminación laboral, pero en 
el que las instituciones católicas y evangélicas proveen un número significativo de 
puestos de trabajo, el Tribunal Constitucional Federal ha sido claro al afirmar que 
en la protección del personal contratado por las Iglesias, jueces y tribunales no 
pueden poner en cuestión el derecho de libertad religiosa colectiva traspasando 
en su actuación los límites que impone el principio de neutralidad.  
Lejos de ser las Iglesias cristianas históricas las únicas beneficiarias de un 
sistema de gestión del fenómeno religioso colectivo que se configuró 
precisamente teniéndolas a ellas en mente, la apelación por la jurisprudencia del 
Bundesverfassungsgericht al mandato de neutralidad en la protección de la 
libertad religiosa de grupos minoritarios —como los Testigos de Jehová— e 
incluso marginales —como el movimiento OSHO-Bhagwan—, ha venido a hacer 
de él un concepto bisagra que está favoreciendo la progresiva acomodación del 
derecho eclesiástico alemán a un renovado escenario confesional —acomodación 
no exenta por otro lado de importantes incógnitas que tanto doctrina como 
jurisprudencia se esfuerzan por despejar—.540 La inserción de estas nuevas 
comunidades en un sistema inicialmente construido a partir de unas coordenadas 
histórico-culturales y de comprensión del fenómeno religioso extraños a ellas, ha 
planteado no pocas perplejidades a la Alta Corte Constitucional alemana, la cual 
ha acudido al principio de weltanschaulich-religiöse Neutralität para limitar la 
actividad inquisitiva del Estado en los dogmas, creencias y actividades de las 
comunidades religiosas. 
El presente epígrafe propone un estudio de esta doble faceta del mandato de 
neutralidad en relación con el derecho de libertad religiosa colectiva: como 
                                                 
540 Vid. C. E. HAUPT, Religion–State... cit. nota 269, p. 79. 
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principio al que se acude para proteger la autonomía de las tradicionales Iglesias 
cristianas frente a las consecuencias de la secularización y de los avances en 
materia de legislación antidiscriminación; y como concepto bisagra que limita la 
actuación del Estado en la gestión de los grupos religiosos minoritarios, a la vez 
que posibilita su acceso —bajo ciertas condiciones— al sistema constitucional de 
relaciones entre los poderes públicos y los grupos religiosos. Para ello, propongo 
el análisis de tres de las sentencias más relevantes pronunciadas por la Corte de 
Karlsruhe en las últimas décadas, dedicadas respectivamente a la relación del 
principio de weltanschaulich-religiöse Neutralität con la autonomía de las 
confesiones religiosas y los deberes de lealtad de los empleados eclesiásticos; a 
los requisitos para la adquisición del estatus de corporación de derecho público 
por los grupos religiosos; y finalmente a los limites del Estado a la hora de 
advertir en contra de determinados movimientos religiosos no tradicionales.  
4.1 Weltanschaulich-religiöse Neutralität y las grandes Iglesias 
cristianas: autonomía de las confesiones religiosas y derecho laboral  
En Alemania, las dos principales Iglesias cristianas constituyen el segundo 
proveedor de empleo del país —superadas únicamente por el sector público— y 
ocupan en la actualidad a más de un millón y medio de trabajadores en los 
ámbitos educativo y de atención social, así como en la actividad desarrollada por 
Caritas (Iglesia Católica) y Diakonie (Iglesia Evangélica).541 La mayor parte de los 
asalariados de estas confesiones están vinculados a sus empleadoras eclesiásticas 
a través de relaciones laborales de derecho privado sujetas al ordenamiento 
estatal,542 si bien estas relaciones están matizadas por las particularidades de una 
                                                 
541 Vid. G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, p. 209; y C. STARCK, “Nuevo desarrollo…” cit. nota 
287, p. 5. Desde los años 1950, este número de trabajadores ha crecido sustancialmente, debido 
sobre todo a la necesidad de profesionalización de los sectores en los que están presentes las 
Iglesias. Cfr. H. REICHOLD, “Vorwort”, en Loyalitätsobliegenheiten im Umbruch: Ist die Kirche bereit 
für neue Wege der Mitarbeiterführung? (H. Reichold ed.), LIT, Berlín 2015, p. 5. Analiza en 
profundidad los nuevos retos que enfrentan las confesiones religiosas en este ámbito, F. M. 
BUCHWALD, Zwischen Religion und Selbstbestimmung. Karitative Tätigkeit der 
Religionsgemeinschaften vor neuen Herausforderungen anlässlich der gesetzlichen Reglung zur 
Patientenverfügung, Duncker & Humblot, Berlín 2013, pp. 30 ss. 
542 Como excepciones, los ministros de culto y su régimen de servicio con la confesión suelen 
quedar fuera del derecho laboral estatal y son considerados por los tribunales seculares como 
asuntos propios de las iglesias. Vid. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “La jurisprudencia europea sobre 
profesores de religión (la autonomía institucional de las confesiones religiosas)”, en La 
enseñanza… cit. nota 378, pp. 215 y 216. En relación con la autonomía de las confesiones religiosas 
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modalidad de contratación que admite la posibilidad de sujetar a los empleados a 
ciertos deberes de lealtad que no se agotan en el entorno profesional, sino que se 
proyectan también en su vida personal.543 En su contrato, ejercitando su 
autonomía privada, el trabajador de una confesión religiosa puede asumir un 
compromiso de guardar fidelidad a los dogmas y a la moral de su empleador —en 
palabras y obras— que alcance globalmente las diversas facetas tanto 
profesionales como personales de su vida.544  
En virtud del derecho de autonomía del que son titulares las iglesias y 
confesiones religiosas (Selbstbestimmungsrecht), es competencia exclusiva de 
estas determinar quién debe quedar contractualmente sujeto a dichas 
obligaciones de fidelidad, cuál es su contenido concreto y con qué grado de 
intensidad pueden ser exigidas a cada trabajador, siempre manteniéndose dentro 
de los límites constitucionales que garantizan la moral y el orden público (guten 
Sitten y ordre public), la buena fe y la prohibición de arbitrariedad. Tal y como ha 
                                                                                                                                             
para organizar internamente a sus ministros de culto, incluso para establecer incompatibilidades 
en el ejercicio de cargos públicos, vid. BVerfGE 42, 312 (1976) §§ 61 y 62; y BVerfGE 137, 273 
(2014) § 96. Por su parte, en el año 2003 el Tribunal Federal Supremo (Bundesgerictshof-BGH) 
aceptó el criterio del Ejército de Salvación de que sus oficiales no son empleados, sino que, de 
acuerdo con la compresión que de sí misma tiene esta comunidad, forman parte con ella de una 
especial relación espiritual (BGH V ZR 261/02, de 28 de marzo de 2003). En el año 2011 el TEDH 
no admitió la demanda interpuesta en este mismo caso contra Alemania (Hanna y Peter Müller c. 
Alemania (dec. adm. ap. nº 12986/04), de 6 de diciembre de 2011). En 2004 y 2008 la segunda 
sala del Tribunal Constitucional tampoco admitió a trámite los recursos de amparo presentados 
por dos pastores protestantes que habían sido puestos en situación de reserva por sus 
comunidades religiosas tras varios desencuentros con ellas (2 BvR 496/01, de 27 de enero de 
2004 y 2 BvR 717/08, de 8 de diciembre de 2008). Los recursos ante el TEDH también fueron 
inadmitidos (Andreas Baudler c. Alemania (dec. adm. ap. nº 38254/04); y Roland Reuter c. 
Alemania (dec. adm. ap. nº 39775/04), ambas de 6 de diciembre de 2011). Vid. Mª J. VALERO 
ESTARELLAS, “La jurisprudencia…” cit. supra, pp. 215-217. 
En cuanto a los ministros encargados de las capellanías militares, son considerados 
funcionarios y perciben su sueldo del Estado. Lo mismo ocurre con los profesores de teología de 
las universidades públicas y con los maestros de religión en las escuelas estatales. La neutralidad 
de los poderes públicos en estos casos queda salvaguardada por la cautela de que sólo las 
confesiones religiosas pueden seleccionarlos o determinar el contenido de su trabajo. La 
competencia del Estado sobre ellos se limita exclusivamente a cuestiones seculares relacionadas 
con su particular estatus. Vid. G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, pp. 227 y 228. 
543 BVerfGE 70, 138 (1985) §§ 61 y 65. Cfr. C. SCHMITZ-SCHOLEMANN, “Loyalitätsobliegenheiten 
kirchlicher Arbeitnehmer in der neueren Rechtsprechung des Bundesarbeitsgerichts”, en 
Loyalitätsobliegenheiten... cit. nota 541, pp. 17 y 18; A. SEIFERT, “Religious Expression in the 
Workplace: The Case of the Federal Republic of Germany”, en Comparative Labor Law & Policy 
Journal 30 (2008-2009), pp. 542-554; y Erfurter Kommentar zum Arbeitsrecht 14ª ed. (R. Müller-
Glöge, U. Preis e I. Schmidt eds.), C. H. Beck, Múnich 2014, 10 § 2, 80 (p. 35), § 5, 38 (p. 80), § 5, 58 
(p. 83); y 230 § 611, 278 (p. 1453), § 626, 84 (p. 1730), § 626, 99 (p. 1734), § 626, 125 (p. 1740). 
544 Cfr. Erfurter Kommentar... cit. nota 543, 230 §§ 611, 122 y 123 (p. 1422). 
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señalado el Tribunal Constitucional Federal, las confesiones religiosas no pueden 
exigir a sus empleados demandas de lealtad que resulten inaceptables 
(unannehmbare Anforderungen).545  
El incumplimiento de las cláusulas contractuales de fidelidad puede 
constituir causa de despido del trabajador.546 En caso de disputa entre las partes, 
son los tribunales de lo social quienes tienen que resolver, desde la neutralidad 
que exige el mandato de weltanschaulich-religiöse Neutralität, acerca de la 
procedencia o improcedencia del despido, atendiendo para ello tanto al derecho 
de autonomía de la iglesia empleadora como a las cautelas que en defensa del 
trabajador establece el derecho laboral alemán.547 
Los criterios para la revisión por la jurisdicción estatal de deberes de lealtad 
de empleados eclesiásticos, fueron establecidos por el Tribunal Constitucional 
Federal en 1985 en una de sus sentencias más conocidas. Sin embargo, no ha sido 
hasta fechas relativamente recientes cuando la jurisprudencia de Karlsruhe ha 
concretado cuál es la implicación del principio de neutralidad en esta particular 
modalidad de empleo, avanzando no sólo en la protección de la autonomía de las 
confesiones, sino también en la consolidación del protagonismo del mandato de 
                                                 
545 BVerfGE 70, 138 (1985) § 66. Por todas, vid. sentencia del Tribunal Federal de Trabajo 
(Bundesarbeitsgericht-BAG), BAG 2 AZR 268/96, de 24 de abril de 1997 § 21. Disponible en 
https://www.jurion.de/Urteile/BAG/1997-04-24/2-AZR-268_96. Vid. G. ROBBERS, Religion… cit. 
nota 279, p. 210. 
546 Existen en Alemania dos modalidades de despido, ordinario con preaviso y extraordinario 
por causa grave sin preaviso. Regula el primero la Ley de protección frente al despido 
(Kündigungsschutzgesetz-KSchG), de 10 de agosto de 1951. En cuanto al despido extraordinario 
sin preaviso por causa grave, el Código Civil alemán (Bürgerliches Gesetzbuch-BGB) establece en § 
626 que “1. La relación de trabajo puede ser terminada por cualquiera de las partes del contrato 
por causa grave sin observancia del plazo de preaviso si de los hechos, atendidas todas las 
circunstancias del caso particular y valorando los intereses de ambas partes en el contrato, no 
puede razonablemente esperarse que la parte denunciante continúe en la relación de trabajo 
hasta el final del plazo de preaviso o hasta el término contractual de la relación. 2. El preaviso de 
despido solo puede darse en un plazo de dos semanas. El plazo computa desde el momento en el 
que la parte legitimada para realizar el despido tiene conocimiento de los motivos determinantes 
del despido. La parte denunciante deberá notificar a petición de la parte contraria 
inmediatamente y por escrito, las razones de dicho despido”. Vid. Erfurter Kommentar... cit. nota 
543, 230 § 626, 84 (p. 1730), § 626, 99 (p. 1734), § 626, 125 (p. 1740); y 430 § 1, 174 (p. 2154), § 
15, 3 (p. 2285). 
547 BVerfGE 70, 138 (1985) § 65. También en BVerfGE 66, 1 (1983) § 57. Vid. G. ROBBERS, 
Religion… cit. nota 279, p. 211; y J. KÜHLING y G. THÜSING, “Was hat die Religion am Arbeitsplatz zu 
suchen?”, en Nun sag, wie hast Du's mit der Religion?: Der Staat, das Recht und die Religionen 
(Adolf-Arndt-Kreis ed.), Berliner Wissenschafts-Verlag, Berlín 2006, p. 61. 
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weltanschaulich-religiöse Neutralität en una de las facetas del elemento social 
religioso más conflictivas y judicializadas en la actualidad.548  
4.1.a) Breves apuntes acerca del derecho de autonomía de las 
confesiones religiosas (Selbstbestimmungsrecht) 
De acuerdo con lo dispuesto en los incisos 3º y 7º del artículo 137 CIW en 
relación con el artículo 40 LF, confesiones religiosas y grupos o comunidades 
filosóficas e ideológicas regulan y administran sus propios asuntos de forma 
autónoma dentro de los límites de la ley vigente para todos.549 Es lo que en 
Alemania se denomina Selbstbestimmungsrecht —literalmente, derecho de 
autodeterminación— y lo que en España y en derecho internacional se conoce 
como autonomía de las iglesias.550 Junto con el derecho de libertad religiosa y el 
principio de separación, el reconocimiento de autonomía a las confesiones 
religiosas se halla históricamente en el origen del mandato de weltanschaulich-
religiöse Neutralität, constituye el tercer pilar del ordenamiento eclesiástico 
constitucional alemán y continúa planteando hoy, al igual que en el pasado, 
grandes dudas tanto teóricas como prácticas en doctrina y jurisprudencia.551  
                                                 
548 Desde hace ya varias décadas, en una tendencia que no parece ser exclusivamente suya, los 
órganos jurisdiccionales alemanes se muestran menos reticentes que en épocas pasadas a entrar a 
analizar, en cuanto al fondo, decisiones eclesiales relativas a la gestión de sus ministros de culto o 
al despido de sus empleados por incumplimiento de deberes de lealtad. Cfr. C. EVANS y A. HOOD, 
“Religious Autonomy and Labor Law: A Comparison of the Jurisprudence of the United States and 
the European Court of Human Rights”, en Oxford Journal of Law and Religion 1 (2012), pp. 94 ss. 
549 Artículo 137 CIW: “3. Toda sociedad religiosa regular| y administrar| sus asuntos propios 
autónomamente, dentro del marco de la ley vigente para todos. Confiere sus cargos sin 
intervención del Estado o de la sociedad civil. […] 7. Ser|n equiparadas a las sociedades religiosas 
las asociaciones que tengan por finalidad el servicio en común de una concepción ideológica.” Vid. 
en interpretación de 1965 BVerfGE 18, 385 (1965) § 5. 
550 Autonomía y autodeterminación no son, sin embargo, sinónimos. Mientras que el concepto 
de autonomía presupone una previa delegación de autoridad por parte del Estado o de una 
instancia jerárquicamente superior, la autodeterminación por el contrario supone el 
reconocimiento de dos esferas independientes para cuya existencia diferenciada o ejercicio de 
autoridad no se requiere intervención recíproca. Este es el caso tanto del Estado como de las 
confesiones religiosas. Cfr. G. NEUREITHER, Recht… cit. nota 330, pp. 151-153; y G. ROBBERS, 
Religion… cit. nota 279, p. 134. Tal y como ha señalado el Tribunal Constitucional Federal, las 
confesiones religiosas son ordenamientos jurídicos primarios “cuya existencia es independiente 
del Estado y cuyo poder no deriva de él.” (BVerfGE 137, 273 (2014) § 96). 
551 Vid. G. CZERMAK, Religions… cit. nota 297, p. 101; y A. FRHR VON CAMPENHAUSEN y H. DE WALL, 
Staatskirchenrecht cit. nota 300, p. 99. 
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Son titulares del derecho de autonomía todos los grupos religiosos y 
filosóficos —con independencia de que disfruten o no de la condición de 
corporaciones de derecho público—,552 así como aquellas instituciones a través 
de las cuales dichos grupos realizan de manera directa sus fines, particularmente 
escuelas, hospitales, guarderías y residencias de ancianos.553 Para que una 
sociedad, organización, entidad o institución vinculada a una confesión religiosa 
pueda ser considerada titular del Selbstbestimmungsrecht, es preciso que, de 
acuerdo con la concepción que de su propia identidad tenga dicha confesión 
(Selbsverständnis), sus actividades y fines sean adecuados para contribuir a la 
realización de la misión de esta.554  
El contenido y alcance del derecho de autonomía, según el artículo 137.3 
CIW en relación con el artículo 140 LF, pivota alrededor de dos conceptos 
esenciales: de un lado, la capacidad de las confesiones religiosas para regular y 
administrar sus “asuntos propios” (Angelegenheiten);555 de otro, en el ejercicio de 
su derecho de autonomía las confesiones religiosas deben respetar en todo caso 
los “límites de la ley vigente para todos” (das für alle geltende Gesetz). 
Tal y como hemos visto epígrafes atrás, precisamente porque el principio de 
neutralidad niega al Estado la competencia de determinar qué constituye creencia 
o qué debe considerarse manifestación o ejercicio de esta, la definición de cuanto 
constituyen asuntos internos de una comunidad religiosa depende en única 
instancia de la voluntad y de la particular percepción que cada confesión tenga de 
                                                 
552 BVerfGE 137, 273 (2014) §§ 90 ss. Vid. S. H. JATHO, Die Stellung der Tendenzunternehmen und 
der Religionsgemeinschaften im deutschen und europäischen Recht der Arbeitnehmerbeteiligung, 
Ergon,Würzburg 2013, pp. 23 y 24. En relación con el particular estatus de corporación de 
derecho público que ostentan en Alemania algunas confesiones religiosas, vid. infra 4.2.a). 
553 BVerfGE 53, 366 (1980); BVerfGE 70, 138 (1985); BVerfGE 137, 273 (2014); y 1 BvR 
1962/01 (2002). Estas instituciones de las iglesias son consideradas por el Tribunal 
Constitucional Federal como “asunto propio” de las confesiones religiosas en el sentido del 
artículo 137.3 CIW en relación con el artículo 140 LF. Vid. BVerfGE 53, 366 (1980) § 116; y 
BVerfGE 70, 138 (1985) § 59.  
554 BVerfGE 53, 366 (1980) §§ 88 y 117; BVerfGE 70, 138 (1985) § 56; y BVerfGE 137, 273 
(2014) §§ 92-94 y 99. Vid. S. H. JATHO, Die Stellung... cit. nota 552, pp. 24 y 25. 
555 BVerfGE 53, 366 (1980) § 119; BVerfGE 70, 138 (1985) §§ 59 ss.; y BVerfGE 137, 273 
(2014) §§ 90 y 95. Analiza con detalle en qué se concretan la capacidad de organización y de 
administración, así como la capacidad normativa de las confesiones religiosas, G. NEUREITHER, 
Recht... cit. nota 330, pp. 166 ss.  
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sí misma.556 De forma amplia, la doctrina del Tribunal Constitucional Federal 
entiende como propio de los grupos religiosos todo aquello que sirve para 
avanzar, tutelar o proteger su existencia, así como los medios necesarios para 
exteriorizar y difundir su doctrina. En suma, es competencia exclusiva de las 
iglesias el establecer qué requieren para poder actuar y comportarse, en el 
mundo y en la sociedad, de acuerdo con sus dogmas.557  
El equilibrio entre el derecho de autonomía de las confesiones religiosas 
para regular y gestionar sus propios asuntos y el ordenamiento jurídico estatal, se 
reconduce a la previsión genérica de sumisión a la “ley vigente para todos” 
contenida en el artículo 137.3 CIW en relación con el artículo 140 LF. El 
Bundesverfassungsgericht ha intentado definir a través de su jurisprudencia un 
criterio objetivo que permita establecer los límites del Selbstbestimmungsrecht 
comprendidos en la cl|usula constitucional de la “ley vigente para todos”. En un 
primer momento acudió a una diferenciación objetiva de los ámbitos 
competenciales de las iglesias y del Estado, si bien pronto descartó esta vía al 
revelarse su inoperancia práctica —no existe apenas aspecto regulatorio u 
organizativo de las confesiones religiosas que, pudiendo ser considerado como 
asunto propio de las mismas, no tenga al menos una cierta incidencia en el ámbito 
civil o secular—.558 En un segundo intento, el Tribunal de Karlsruhe interpretó 
que las leyes vigentes para todos eran aquellas que tenían el mismo alcance y 
sentido para las iglesias que para cualquier otro sujeto pasivo de la norma.559 
Finalmente, ante la imposibilidad de establecer una única fórmula que permita en 
                                                 
556 Vid. supra 2.3.b); y cfr. M. HECKEL, “The Impact…” cit. nota 277, pp. 197 y 201-203; y E. 
MIROSHNIKOVA, The Cooperation model in State-Church relations: experience and problems, LAP 
Lambert Academic Publishing, Saarbrücken 2011, pp. 70 y 71. En cuanto a qué es considerado 
“asunto propio” de las iglesias, vid. S. H. JATHO, Die Stellung... cit. nota 552, pp. 29 y 30; y A. FRHR VON 
CAMPENHAUSEN y H. DE WALL, Staatskirchenrecht cit. nota 300, pp. 100-106. 
557 BVerfGE 24, 236 (1968) § 25; BVerfGE 66, 1 (1983) § 54; BVerfGE 53, 366 (1980) § 88; 
BVerfGE 57, 220 § 62; y BVerfGE 137, 273 (2014) §§ 95 y 101. Cfr. S. H. JATHO, Die Stellung... cit. 
nota 552, p. 28; y V. WICK, Die Trennung von Staat und Kirche. Jüngere Entwicklungen in Frankreich 
im Vergleich zum deutschen Kooperationsmodel, Mohr Siebeck, Tübingen 2007, pp. 152 y 153. 
558 El Tribunal Constitucional Federal pretendía así diferenciar por oposición entre aquellos 
ámbitos que son competencia del Estado de aquellos que lo son en exclusiva de las iglesias por 
agotar sus efectos en su ámbito interno sin proyectarse de forma directa el campo legal y social 
estatal (BVerfGE 18, 385 (1965) § 7; y BVerfGE 42, 312 (1976) § 59). Vid. S. H. JATHO, Die Stellung... 
cit. nota 552, p. 29. 




la práctica resolver todas las dudas que plantean la extensión y límites del 
derecho de autonomía de las iglesias, el Tribunal Constitucional Federal ha 
optado por acudir al criterio de la ponderación casuística de los intereses y bienes 
jurídicos afectados, siempre teniendo en cuenta que cualquier limitación legal del 
Selbstbestimmungsrecht debe ser interpretada en sentido restrictivo, atendiendo 
a la relevancia de la protección que la Ley Fundamental reconoce al derecho 
subjetivo de libertad religiosa también en su dimensión colectiva.560  
4.1.b) Selbstbestimmungsrecht, principio de neutralidad y deberes de 
lealtad de los empleados eclesiásticos: la sentencia del Tribunal 
Constitucional Federal de 22 de octubre de 2014 
Dado el volumen de empleo que depende en Alemania de las grandes 
Iglesias cristianas, no resulta extraño que el derecho de autonomía de las 
confesiones religiosas en el ámbito laboral tenga en este país una especial 
incidencia legal, social y política.561 Para entender esta cuestión en toda su 
magnitud, es preciso no perder de vista que las iglesias y comunidades religiosas 
no consideran su labor en el campo educativo y asistencial principalmente como 
una actividad económica o benéfica. Es, ante todo y sobre todo, una forma de 
llevar a la práctica sus creencias, una manera de llegar a la sociedad desde Cristo 
con el fin de realizar en ella el mensaje de salvación contenido en el Evangelio.562 
Junto con la celebración del culto y la predicación, la acción caritativa de las 
iglesias como expresión del dogma cristiano del amor al prójimo forma parte del 
                                                 
560 A partir de BVerfGE 53, 366 (1980) § 124. Posteriormente en BVerfGE 66, 1 (1983) § 57; y 
BVerfGE 137, 273 (2014) § 111. Cfr. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN y H. DE WALL, Staatskirchenrecht 
cit. nota 300, pp. 109-114; y G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, pp. 109 y 110. La expresión “ley 
vigente para todos” ha sido interpretada por un cierto sector de la doctrina en un sentido muy 
próximo a los límites que el artículo 9 CEDH establece para el ejercicio del derecho de libertad 
religiosa y de creencias, es decir, aquellas normas que tienen por objeto la regulación de 
cuestiones prevalentes para la pacífica convivencia del Estado y de las confesiones religiosas en 
una comunidad política neutral. Al igual que ocurre con el CEDH, esta limitación debe ser 
interpretada en sentido restrictivo (BVerfGE 53, 366 (1980) §124; y BVerfGE 137, 273 (2014) § 
106). Vid. A. HOLLERBACH, “Grundlagen des Staatskirchenrechts”, en Staatsrechts der 
Bundesrepublik Deutschland: Band VI: Freiheitsrechte 2º ed. (J. Isensee y P. Kirchhof eds.), Müller, 
Heidelberg 2001, p. 118; y A. FRHR VON CAMPENHAUSEN y H. DE WALL, Staatskirchenrecht cit. nota 
300, p. 109. 
561 Vid. G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, p. 135. 
562 Cfr. J. KÜHLING y G. THÜSING, “Was hat die Religion...” cit. nota 547, pp. 62 y 63. Vid. BVerfGE 
137, 273 (2014) §§ 102 y 103. 
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ejercicio o manifestación de su libertad religiosa.563 A esta consideración inicial se 
añade una segunda no exenta de importancia: el éxito de las confesiones 
religiosas en su acción evangelizadora depende en gran medida de que sean 
capaces de preservar su credibilidad.564 La actuación personal de un asalariado 
que compromete las enseñanzas de la iglesia que lo emplea, repercute de forma 
negativa en la misión de la misma. Así ocurre cuando el trabajador infractor 
desempeña una labor profesional de especial proyección pública, pero no puede 
descartarse que la misma afectación y desprestigio no se produzca igualmente en 
el caso de empleados que tienen encomendados otro tipo de servicios de menor 
visibilidad social, pero también relevantes para la realización de la misión 
espiritual de la confesión según la propia percepción que esta tiene de sí 
misma.565 El derecho de las confesiones religiosas a velar por su credibilidad en 
los distintos sectores sociales en los que están presentes también forma parte de 
su derecho de libertad religiosa.566  
Es esa vinculación de la actividad asistencial de las iglesias con su propia 
identidad confesional, la que determina que el empleo eclesiástico esté protegido 
en el espectro del artículo 4 LF y de la garantía institucional del artículo 137.3 
CIW en relación con el artículo 140 LF.567 Y es también esa misma vinculación 
religiosa la que da sentido a la prioridad que para las distintas comunidades 
supone el poder decidir quién y bajo qué condiciones puede participar en la 
                                                 
563 Así lo reconoció el Tribunal Constitucional Federal en BVerfGE 24, 236 (1968) §§ 24 ss. En 
concreto, § 26: “de acuerdo con la propia comprensión que [de ellas mismas] tienen la Iglesia 
Católica y Evangélica, el ejercicio de su religión no sólo comprende el ámbito de la fe y del culto, 
sino también la libertad de desarrollarse y ser eficaces en el mundo […]. El activo amor al prójimo 
es, de acuerdo con el Nuevo Testamento, una tarea esencial para el cristiano y es entendida tanto 
por la Iglesia Católica como por la Iglesia Evangélica como una función eclesi|stica b|sica.” Más 
recientemente en BVerfGE 70, 138 (1985) § 57. 
564 Cfr. A. FRHR. VON CAMPENHAUSEN, Staatskirchenrech cit. nota 273, pp. 171. 
565 Vid. G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, pp. 209 y 210. 
566 BVerfGE 70, 138 (1985) § 65. 
567 Cfr. G. MORENO BOTELLA, Organizaciones religiosas y deber de lealtad. El TEDH ante las 
relaciones laborales de contenido ideológico y el derecho a la autonomía e identidad de las iglesias, 
Editorial Académica Española-Lambert Academic Publishing, Saarbrücken 2012, pp. 16 ss.; y C. 
WALTER, “German National Report”, en Law and Religion in the Workplace. Droit et religion au 
travail. Proceedings of the XXVIIth Annual Conference Alcalá de Henares, 12-15 November 2015. 
Actes du XXVIIème colloque annuel Alcalá de Henares, 12-15 novembre 2015 (M. Rodríguez Blanco 
ed.), Comares, Granada 2016, pp. 194-196. 
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realización de su tarea espiritual.568 Por último, también justifica ciertas 
especialidades del derecho laboral de las confesiones: no está sujeto a 
negociación colectiva sino que es establecido a través de comisiones laborales 
paritarias;569 la legislación antidiscriminación vigente en Alemania, basada en el 
artículo 4 de la Directiva 2000/78/CE de igualdad en materia de empleo,570 
permite un tratamiento diferenciado por razón de religión y creencias en el 
ámbito del empleo eclesiástico;571 y tanto la Iglesia Católica como la Evangélica 
han regulado en sendos documentos sus respectivos criterios de empleo.572  
 
                                                 
568 BVerfGE 53, 366 (1980) § 78; y BVerfGE 70, 138 (1985) § 50. Cfr. A. FRHR. VON 
CAMPENHAUSEN, Staatskirchenrech cit. nota 273, pp. 178-181. 
569 Cfr. Erfurter Kommentar... cit. nota 543, 230 § 123, p. 1422. Vid. C. STARCK, “Nuevo 
desarrollo…” cit. nota 287, pp. 6 y 7. En virtud de esta “llamada tercera vía”, las confesiones 
religiosas “no est|n sometidas a los convenios colectivos de los sindicatos ni al derecho de huelga 
de los empleados. Al mismo tiempo, con ello las iglesias han reconocido que la fijación unilateral 
de las condiciones laborales mediante los órganos directivos de las iglesias es un procedimiento 
que forma parte de la comprensión que las iglesias tienen de sí mismas” (ibid., p. 7). Tampoco les 
es de aplicación la Ley de empresas en los términos establecidos en el artículo 118 de esta norma 
(Betriebsverfassungsgesetz, de 15 de enero de 1972). Vid. Erfurter Kommentar... cit. nota 543, 210 
§§ 1 y 3, pp. 1279 y 1280. 
570 Cfr. D. OELFKE, “Artikel 15: Berufsfreiheit und Recht zu Arbeiten. Ausnahmeregelungen in 
Deutschland?”, en Ein Recht auf Rechte in Europa?: Zur Bedeutung Europäischer Grundrechte im 
Kontext nationaler Praktiken (H. Müller ed.), LIT, Berlín 2013, pp. 84 ss.; y A. SEIFERT, “Religions 
Expression…” cit. nota 543, pp. 550 ss. 
571 Ley general de igualdad de 18 de agosto de 2006 (Allgemeines Gleichbehandlungsgesetz-
AGG). Su artículo 9 establece: “1. No obstante lo dispuesto en el § 8 est| permitida una diferencia 
de trato basada en la religión o en las creencias en el empleo por parte de confesiones religiosas, 
de sus instituciones con independencia de su forma legal o de asociaciones, que tengan como 
misión el cuidado común de una religión o creencia, cuando constituya un requisito profesional 
justificado para una determinada religión o ideología en atención a la propia percepción de la 
confesión religiosa o por el tipo de actividad. 2. La prohibición de trato desigual no impide a las 
confesiones religiosas, a sus instituciones con independencia de su forma legal o a asociaciones, 
que tengan como misión el cuidado común de una religión o creencia, exigir a sus empleados un 
comportamiento leal y honesto en el sentido de su respectiva propia percepción.” Vid. V. 
GUTTEMBERG, Schutz vor Diskriminierung im Beschäftigungsverhältnis in Großbritannien - Equality 
Act 2010, Herbert Utz, Múnich 2015, pp. 428 ss.  
572 Para la Iglesia Católica, Grundordnung des kirchlichen Dienstes im Rahmen kirchlicher 
Arbeitsverhältnisse, de 22 de septiembre de 1993, recientemente modificado por la Conferencia 
Episcopal de Alemania el 17 de abril de 2015. Para la Iglesia Evangélica, Grundordnung über die 
Anforderungen der privatrechtlichen beruflichen Mitarbeit in der Evangelischen Kirche in 
Deutschland und des Diakonischen Werkes der EKD, de 1 de julio de 2005. Disponibles 
respectivamente en 
http://www.dbk.de/fileadmin/redaktion/diverse_downloads/VDD/Grundordnung_GO-30-04-
2015_final.pdf; y https://www.ekd.de/download/loyalitaetsrichtlinie.pdf. Vid. C. STARCK, “Nuevo 




i. La sentencia del Tribunal Constitucional Federal de 4 de junio de 
1985 (Rommelfanger) 
Las coordenadas que marcan cómo la jurisdicción estatal ha de realizar el 
juicio de legitimidad constitucional y de revisión de los deberes contractuales de 
lealtad de empleados eclesiásticos (Loyalitätsobliegenheiten),573 fueron 
delimitadas por el Tribunal Constitucional Federal a mediados de la década de 
1980 en una de sus sentencias más conocidas (Rommelfanger).574  
El Bundesverfassungsgericht resolvió que la sujeción al ordenamiento 
laboral estatal de los contratos entre las confesiones religiosas y sus empleados, 
no puede desvirtuar o cuestionar el derecho de autonomía de las comunidades y 
grupos religiosos contemplado en la Ley Fundamental. Es ese mismo 
Selbstbestimmungsrecht, y no sólo la autonomía de la voluntad, el que legitima a 
las empleadoras religiosas para velar por su credibilidad, pudiendo establecer 
para su salvaguarda cláusulas de fidelidad aplicables también a la esfera privada 
de sus empleados siempre que respeten el límite de “la ley vigente para todos” 
previsto en el artículo 137.3 CIW en relación con el artículo 140 LF.575 La 
Constitución alemana ampara la competencia de iglesias y confesiones para 
establecer, con carácter vinculante y a partir de la propia percepción que tienen 
de sí mismas, cuáles son sus dogmas y principios morales; qué constituyen 
deberes específicamente religiosos; qué medidas son necesarias para realizar su 
misión religiosa y para proteger su credibilidad; qué actividades pueden 
considerarse cercanas a la misión de la entidad empleadora; si cabe o no 
                                                 
573 Cfr. C. SCHMITZ-SCHOLEMANN, “Loyalitätsobliegenheiten...” cit. nota 543, p. 12. 
574 BVerfGE 70, 138 (Loyalitätspflicht o Rommelfanger), de 4 de junio de 1985. El Tribunal 
Constitucional Federal validó en el año 1985 el despido ordinario de un médico asistente 
empleado en un hospital católico por haber suscrito, junto con otros 57 participantes, un 
manifiesto a favor del aborto que fue publicado en la sección de cartas de los lectores en un 
semanario alemán de difusión nacional (Stern), así como el de un contable empleado de una 
institución salesiana que había abandonado la Iglesia por declaración formal. Llevado el caso ante 
el TEDH, la demanda no fue admitida a trámite por la entonces todavía operativa Comisión 
Europea de Derechos Humanos (Rommelfanger c. la República Federal de Alemania (dec. adm. ap. 
nº 12242/86), de 6 de septiembre de 1989). Vid. C. SCHMITZ-SCHOLEMANN, 
Loyalitätsobliegenheiten...” cit. nota 543, pp. 20-23. 
575 BVerfGE 70, 138 (1985) § 61. Dentro del concepto de “la ley vigente para todos” el Tribunal 
Constitucional Federal incluye las normas estatales reguladoras del despido laboral (BVerfGE 137, 
273 (2014) § 108). 
189 
 
gradación de los deberes de lealtad; y qué conductas atentan contra ellos. En caso 
de disputa, la jurisdicción de lo social tiene que respetar las normas eclesiásticas 
que prevén y regulan las cláusulas de fidelidad de sus trabajadores en la medida 
en que la Ley Fundamental reconoce a iglesias y confesiones religiosas este 
derecho. Por ello, la revisión de los tribunales estatales nunca puede extenderse a 
una valoración sustantiva, desde criterios seculares, de las exigencias de lealtad, 
sino que debe circunscribirse a la verificación de que, en su aplicación, no se 
contravienen los principios fundamentales del ordenamiento jurídico.576 
La claridad de esta argumentación del Tribunal Constitucional Federal hacía 
presagiar que los tribunales inferiores dispondrían en el futuro de herramientas 
suficientes para resolver cualesquiera conflictos derivados del incumplimiento de 
deberes de fidelidad por parte de trabajadores de iglesias y comunidades 
religiosas, y así fue durante casi veinte años.577 Sin embargo, como consecuencia 
de una serie de cambios tanto sociales como normativos, en las últimas décadas la 
jurisdicción social alemana ha ido modificando los criterios de aplicación de esta 
doctrina,578 poniendo en entredicho el principio de weltanschaulich-religiöse 
Neutralität y la prohibición que impide que los podres públicos valoren los 
dogmas y creencias de los grupos religiosos.579 Particularmente sensibles han 
                                                 
576 BVerfGE 70, 138 (1985) §§ 60 ss. 
577 Cfr. C. SCHMITZ-SCHOLEMANN, “Loyalitätsobliegenheiten...” cit. nota 543, pp. 23-26. 
578 El magistrado del Bundesarbeitsgericht Christoph Schmitz-Scholemann, identifica tres 
factores determinantes de esta modificación doctrinal: la aprobación en el año 2006 de la AGG 
(vid. supra nota 571); la nueva jurisprudencia del TEDH en los casos Obst y Schüth c. Alemania y 
Fernández Martínez c. España; y el marcado cambio de valores que tuvo lugar en Alemania en los 
años 80 y 90 del siglo XX en relación con la moral sexual. Cfr. C. SCHMITZ-SCHOLEMANN, 
“Loyalitätsobliegenheiten...” cit. nota 543, pp. 26-29.  
579 Vid. supra nota 548. En dos pronunciamientos de 2000 y 2003, el Tribunal Supremo Federal 
matizó su anterior doctrina de no admitir la supervisión civil de decisiones eclesiales que 
afectasen a la función ministerial (BGH V ZR 271/99, de 11 de febrero de 2000; y BGH V ZR 
261/02, de 28 de marzo de 2003. Respecto de la segunda, vid. supra nota 542). El hecho de que en 
decisiones posteriores sobre cuestiones similares, el Tribunal Constitucional Federal no haya 
aplicado la nueva doctrina desarrollada por el Bundesgerichtshof, ha sido interpretado como un 
rechazo implícito pero directo a la misma. Así lo entiende G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279, p. 
141. Este mismo rechazo cabe inferir del TEDH. Vid. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “La jurisprudencia…” 
cit. nota 542, pp. 216 y 217.  
En la jurisdicción social alemana también se aprecia desde hace años, una menor reticencia de 
los magistrados a analizar desde parámetros seculares la vinculación entre los dogmas y las 
normas morales de las confesiones religiosas, y sus decisiones de despedir a empleados que, 
contraviniéndolos, han vulnerado deberes contractuales de lealtad. Así, a mediados de los años 70, 
el Tribunal Federal del Trabajo (Bundesarbeitsgericht-BAG) desarrolló una línea jurisprudencial 
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demostrado ser los casos en los que la infracción causante del despido se produce 
como resultado de conductas que afectan al ejercicio de derechos fundamentales 
del trabajador, sobre todo el de libertad religiosa y el derecho a la vida privada y 
familiar: por ejemplo el cambio de religión, el abandono oficial de la iglesia 
empleadora, el adulterio o, en el caso de la Iglesia Católica, un segundo 
matrimonio civil cuando subsiste todavía el primer vínculo canónico.580 
ii. La sentencia del Tribunal Constitucional Federal de 22 de octubre 
de 2014 (Chefartz)  
En el año 2014, el Tribunal Constitucional Federal tuvo que entrar a conocer 
de uno de estos casos, pronunciando una sentencia que se ha revelado como una 
las decisiones más importantes en materia de libertad religiosa colectiva de los 
últimos tiempos, y que es conocida entre la doctrina alemana con el nombre de 
Chefartz (médico jefe).581  
                                                                                                                                             
que limita la exigencia de obligaciones de lealtad cualificadas a aquellos trabajadores 
directamente implicados con la misión evangelizadora y misionera de la iglesia (entre otras, vid. 
BAG 1 AZR 70/76, de 25 de abril de 1978; BAG 1 AZR 125/78, de 4 de marzo de 1980; BAG 2 AZR 
591/80, de 21 de octubre de 1982; y BAG 7 AZR 232/83, de 31 de octubre de 1984.) Cfr. G. 
NEUREITHER, Recht... cit. nota 330, pp. 273 ss.; y A. SEIFERT, “Religions Expression…” cit. nota 543, 
pp. 556 y 557. Esta tendencia puede observarse no sólo en los tribunales de lo social de los 
distintos Länder, sino también en el Tribunal Federal del Trabajo y en el propio Tribunal Supremo 
Federal. La voluntad de poner un alto o, al menos, de advertir acerca del posible reproche 
constitucional latente en esta tendencia, podría haber movido al Tribunal Constitucional Federal, 
en el año 2008 a indicar, por primera vez de forma explícita, el riesgo que para la neutralidad de 
los órganos judiciales estatales tiene una intromisión en cuestiones sustantivas de naturaleza 
eminentemente religiosa (2 BvR 717/08 (2008) § 6). 
580 Simplemente como ejemplos de la jurisprudencia del Bundesarbeitsgericht sobre esta 
materia: despido de la profesora de una guardería católica tras su matrimonio con un sacerdote 
también católico no secularizado, BAG 1AZR 125/78, de 4 de marzo de 1980; despido de una 
profesora de religión con missio canonica para dar clases en colegios públicos casada con un 
divorciado católico, BAG 7 AZR 506/87, de 25 de mayo de 1988; despido por adulterio de un alto 
responsable para Europa de la Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días, BAG 2AZR 
268/96, de 24 de abril de 1997; despido por adulterio y convivencia extramatrimonial con una 
segunda mujer del organista y director de coro de una parroquia católica de Essen, BAG 2 AZR 
712/98, de 16 de septiembre de 1999; despido por cambio de religión de la profesora de una 
guardería protestante, BAG 2 AZR 139/00, de 21 de febrero de 2001: despido por abandono 
oficial de la Iglesia Católica de un trabajador social de Caritas, BAG 2 AZR 579/12, de 23 de abril 
de 2013; y despido por matrimonio civil subsistiendo el anterior vínculo canónico BAG 2 AZR 
543/10, de 8 de septiembre de 2011. Analiza con detenimiento la jurisprudencia sobre esta 
materia desde 1956, C. SCHMITZ-SCHOLEMANN, “Loyalitätsobliegenheiten…” cit. nota 543, pp. 15 ss. 
581 2 BvR 661/12, de 22 de octubre de 2014, BVerfGE 137, 273 (2014). Entscheidungen in 
Kirchensachen seit 1946: Band 58 1.7.-31.12.2011 (S. Muckel y M. Baldus eds.), De Gruyter, Berlín 
2015, pp. 154 ss. 
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La demanda de amparo fue interpuesta por un hospital de Dusseldorf 
vinculado a la Iglesia Católica (en lo sucesivo en este epígrafe, indistintamente 
“Iglesia Católica” o “la Iglesia”) que había despedido a uno de sus facultativos —
católico— por incumplimiento de los deberes de lealtad a los que se había 
comprometido contractualmente con su empleadora. El profesional sancionado, 
que había desempeñado el cargo de jefe de servicio de medicina interna desde el 
año 2000, había firmado con el centro hospitalario un contrato de trabajo 
sometido a las directrices laborales de la Iglesia de 1993 en el que, entre otras, se 
contemplaba expresamente como infracción grave que daría lugar a un despido 
extraordinario sin preaviso, la celebración de un matrimonio inválido para el 
derecho de la Iglesia.582 Siendo ya trabajador del centro, y tras separarse de su 
primera esposa con la que se había casado canónicamente, el médico inició en 
2006 una convivencia extraconyugal con una segunda mujer que se prolongó 
hasta que dos años más tarde, obtenido el divorcio, contrajo matrimonio civil con 
su hasta entonces pareja. Advertidos de la nueva situación matrimonial de su 
empleado, los representantes del hospital iniciaron con él una serie de contactos 
en el curso de los cuales el facultativo les anunció que había iniciado el 
procedimiento canónico pertinente para que su primera unión fuese declarada 
nula. El trabajador fue finalmente despedido con efectos a 30 de septiembre de 
2009.  
En una sentencia larga, prolija y no exenta de una cierta polémica doctrinal 
y mediática pese a haber contado con el voto concurrente de la totalidad de los 
magistrados de la sala segunda,583 el Bundesverfassungsgericht optó por apartarse 
del criterio seguido en las instancias judiciales inferiores y fallar a favor del 
hospital empleador para, desde una insistente invocación del mandato de 
neutralidad de los poderes públicos —tanto del inferido de la Ley Fundamental 
                                                 
582 Vid. supra nota 572. 









como del que se deriva del artículo 9 CEDH—,584 reforzar extraordinariamente en 
Alemania el derecho de autonomía de las confesiones religiosas en materia 
laboral.  
Adicionalmente, la Corte Constitucional aprovechó la decisión no sólo para 
resolver el caso de autos. Por el contrario, aprovechó la sentencia para acometer 
dos objetivos más ambiciosos. De un lado, reforzar la doctrina desarrollada casi 
veinte años antes en Rommelfanger con el objeto de depurar los criterios desde 
los cuales los tribunales de la jurisdicción ordinaria deben enjuiciar decisiones 
eclesiales de despido de trabajadores por incumplimiento de deberes 
contractuales de lealtad.585 De otro, cerrar la vía a la recepción en el 
ordenamiento interno de la jurisprudencia establecida por el TEDH en algunas de 
sus entonces recientes decisiones contra Alemania: Obst, Schüth y Siebenhaar, las 
cuales, contradiciendo no sólo la doctrina establecida por el Tribunal 
Constitucional Federal, sino también la mantenida anteriormente en materia de 
autonomía de los grupos religiosos por la propia Corte de Estrasburgo, habían 
validado la competencia de los tribunales estatales para entrar a valorar 
cuestiones sustantivas que hasta entonces habían sido consideradas competencia 
exclusiva de las iglesias.586 
                                                 
584 BVerfGE 137, 273 (2014) §§ 127 ss. 
585 Cfr. F. WITTRECK, “Dritte Gewalt im Wandel. Veränderte Anforderungen an Legitimität und 
Effectivität?”, en Veröffentlichungen der Vereinigung der Deutschen Staatsrechtslehrer. Band 74, De 
Gruyter, Berlín 2015, p. 159. 
586 El TEDH ha abordado la pretendida vulneración por empleadoras eclesiásticas de derechos 
fundamentales de sus trabajadores en las sentencias de 2010 y 2011 Obst (ap. nº 425/03), de 23 
de septiembre de 2010; Schüth (ap. nº 1620/03), de 23 de septiembre de 2010; y Siebenhaar c. 
Alemania (ap. nº 18136/02), de 3 de febrero de 2011. El Sr. Obst ocupaba un muy alto cargo en la 
estructura europea de la Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días que 
contractualmente le obligaba a ser un miembro respetable de la comunidad. Contraviniendo los 
dogmas de su confesión, el Sr. Obst había cometido adulterio por lo que había sido retirado de su 
puesto por la confesión. El Sr. Schüth, por su parte, era organista y director de coro de una 
parroquia católica alemana. Tras separarse de su esposa, había iniciado una convivencia 
extramatrimonial con una segunda mujer. Por último, la Sra. Siebenhaar era profesora en un 
jardín de infancia de la Iglesia Protestante. Su alto grado de implicación con un movimiento 
religioso denominado la Iglesia Universal, con el que había adquirido un compromiso de 
obediencia inquebrantable, hizo que fuese despedida. Los tres casos siguen un patrón común y 
bien definido en el que el empleado de una institución religiosa es despedido como consecuencia 
del incumplimiento de deberes de lealtad asumidos contractualmente frente a su empleador y 
vinculados a acciones que afectan al ejercicio de derechos fundamentales. En estas tres sentencias 
contra Alemania, la Corte de Estrasburgo sostuvo que el derecho de autonomía de las confesiones 
religiosas garantizado por el CEDH no excluye un control jurisdiccional sustantivo de las 
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Como he anticipado, el paso del procedimiento por las sucesivas instancias 
de lo social y por el Tribunal Federal del Trabajo (Bundesarbeitsgericht), había 
sido favorable al facultativo despedido.587 El Bundesarbeitsgericht,588 pese a 
admitir no sólo que el segundo matrimonio de este constituía una infracción de 
sus deberes de lealtad y de las directrices laborales de la Iglesia Católica, sino 
también que en su sujeción contractual a deberes de fidelidad no cabía hallar 
disconformidad con la Ley Fundamental, apreció finalmente que el despido 
constituía una discriminación directa del facultativo por causa de su religión en el 
sentido prohibido por el artículo 9.2 de la Ley alemana de igualdad: de no haber 
sido católico, el médico afectado no habría perdido su empleo, ya que los jefes de 
servicio que además eran miembros de la Iglesia estaban sujetos a unas cláusulas 
de lealtad superiores a las exigidas a otros facultativos que, ocupando similares 
puestos de responsabilidad, pertenecían a otras confesiones o eran ateos.589 
En la preceptiva ponderación de intereses y derechos de las partes, el 
Tribunal Federal del Trabajo concluyó que si bien el empleador tenía a su favor la 
                                                                                                                                             
decisiones de despido fundadas en el incumplimiento de deberes de lealtad conocidos y 
voluntariamente asumidos por los trabajadores, cuando dichas decisiones interfieran con algún 
derecho fundamental de los empleados. Para un estudio en profundidad, vid. F. CRANMER, 
“Employment Rights and Church Discipline: Obst and Schüth”, en Ecclesiastical Law Journal 13 
(2011), pp. 208-215; y S. CAÑAMARES ARRIBAS, “Autonomía de las confesiones religiosas y 
discriminación laboral”, en Revista Española de Derecho del Trabajo 155 (2012), pp. 41 ss. Se 
analizan en detalle infra en Parte II Capítulo 2. 
587 En primera instancia, la magistratura de lo social señaló que la relación laboral no podía 
resolverse apelando al incumplimiento de obligaciones de lealtad en tanto no finalizase el proceso 
de nulidad canónica (Arbeitsgericht 6 Ca 2377/09, de 30 de julio de 2009). Por su parte, el tribunal 
de apelación de Dusseldorf también dio la razón al médico despedido y consideró improcedente 
su despido al entender que el hospital lo había discriminado injustificadamente al no haber en el 
pasado despedido a dos médicos con su misma categoría que se hallaban en una situación 
convivencial similar (Landesarbeitsgericht 5 Sa 996/09, de 1 de julio de 2010). Vid. infra nota 601. 
En relación con jefes de servicio divorciados y casados nuevamente civilmente, en el 
procedimiento se constató que había habido en la historia del hospital dos casos en los que los 
involucrados eran católicos. En ambas situaciones se optó por no proceder al despido de los 
facultativos afectados. En el primer supuesto, se trataba de un médico de cuya nueva unión el 
hospital tuvo conocimiento sólo un mes antes de la fecha prevista para su jubilación —razón por 
la cual se optó por no cursar el despido—. En el segundo caso, se tuvo en cuenta el cambio 
significativo que desde la contratación del médico afectado se había producido en las normas 
internas de la Iglesia Católica en relación con la previsibilidad de terminación del empleo en el 
caso de celebración de un nuevo matrimonio (BVerfGE 137, 273 (2014) § 170). 
588 BAG 2 AZR 543/10, de 8 de septiembre de 2011. Disponible en 
http://juris.bundesarbeitsgericht.de/zweitesformat/bag/2015/2015-03-04/2_AZR_543-10.pdf. 
Vid. C. SCHMITZ-SCHOLEMANN, “Loyalitätsobliegenheiten...” cit. nota 543, pp. 29-32. 
589 BAG 2 AZR 543/10 §§ 19, 20 y 33 (§ 9.2 AGG vid. supra nota 571).  
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“incuestionable gravedad” de la infracción cometida por el médico, que atentaba 
directamente contra la concepción católica de la unidad e indisolubilidad del 
matrimonio, su posición se veía irremediablemente debilitada por la concurrencia 
de diversas circunstancias de las que podía inferirse que la institución 
empleadora no consideraba necesaria una total observancia por parte de su 
personal directivo de la moral católica para preservar su credibilidad. El hospital 
no sólo permitía distintos grados de lealtad dependiendo de la pertenencia o no 
de los distintos jefes de servicio a la Iglesia, sino que parecía además dispuesto a 
tratar de manera diferenciada las distintas situaciones convivenciales irregulares 
de sus empleados católicos.590 En contraposición, el Bundesarbeitsgericht validó 
una reforzada posición de los intereses del jefe de servicio despedido, protegido 
en sus derechos a contraer matrimonio civil y a ver respetada su vida personal y 
familiar, tanto por la Ley Fundamental como por el Convenio Europeo de 
Derechos Humanos.591 
Conocida la decisión del Tribunal Federal del Trabajo, la institución médica 
empleadora acudió en amparo ante el Bundesverfassungsgericht con el propósito 
prioritario de hallar respuesta a la pregunta de en qué medida, en el marco de un 
proceso judicial por despido, pueden los tribunales estatales valorar los deberes 
                                                 
590 Ibid., §§ 39, 41-43. Señala la sentencia del Tribunal Federal del Trabajo que el centro 
hospitalario estaba facultado para contratar como jefes de servicio no sólo a miembros de la 
Iglesia, sino también a médicos no pertenecientes a ella, requiriendo de ellos unos estándares 
morales de conducta inferiores a los exigidos a los trabajadores católicos. A demás, dichos jefes de 
servicio eran mantenidos en sus puestos incluso tras un divorcio seguido de un posterior 
matrimonio. Ambas circunstancias permiten al Bundesarbeitsgericht deducir que el propio centro 
médico no veía necesariamente amenazada su ética por una gestión diferenciada de las demandas 
de lealtad y relativizaba la necesidad de que sus principales gestores diesen un testimonio vital 
conforme a la moral de la Iglesia Católica. Esta relativización en la exigencia de adhesión personal 
a la moral católica era apreciable igualmente, a juicio del mismo órgano jurisdiccional, en el trato 
diferenciado que la institución empleadora podía dispensar al personal católico incurso en 
distintas realidades convivenciales contrarias a las normas de la Iglesia, como demostraba el caso 
de autos: si bien el hospital había conocido la cohabitación irregular del facultativo con su 
segunda pareja desde otoño de 2006, sólo lo había despedido tras tener constancia de la 
celebración del segundo matrimonio civil. 
591 Ibid., §§ 40 ss. En opinión del Tribunal Federal del Trabajo, a pesar de que el médico 
despedido había aceptado voluntariamente y como católico una limitación contractual de su 
derecho al respeto de su vida privada y familiar, el incumplimiento de deberes de lealtad para con 
el hospital en ningún caso había venido motivado por una actitud negativa o indiferente. Por el 
contrario, no sólo no había cuestionado en ningún momento sus obligaciones éticas, sino que 
tampoco se había manifestado en contra de la moral católica ni había puesto en duda su validez o 
su pertinencia. Antes bien, estaba tratando, por los medios que ponía a su disposición el derecho 
canónico, de regularizar su segundo matrimonio. 
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de lealtad incorporados por un empleador eclesiástico a un contrato de trabajo: 
¿pueden interpretar los motivos religiosos que llevaron a la Iglesia a establecerlo 
y graduarlo? ¿Pueden llegar a sustituir el criterio de la Iglesia desde una 
valoración hecha desde el derecho secular?592  
La respuesta del Tribunal Constitucional Federal no difiere en lo sustantivo 
en Chefartz de la doctrina establecida años atrás en Rommelfanger, pero sí resulta 
novedosa en cuanto establece un vínculo directo entre el derecho de las 
confesiones religiosas a su autonomía y el principio de neutralidad que, ausente 
en su sentencia de 1985, no hace sino consolidar el protagonismo del mandato de 
weltanschaulich-religiöse Neutralität en la doctrina de la Corte también en 
aspectos del fenómeno religioso que su jurisprudencia no había asociado en el 
pasado a este principio.593  
La postura del Bundesverfassungsgericht en Chefartz es abiertamente 
favorable a una interpretación del mandato de neutralidad en clave protectora de 
los derechos de libertad religiosa y de autonomía de iglesias y confesiones,594 sin 
que ello implique sin embargo ni perder de vista los correlativos intereses de los 
asalariados, ni negar la competencia de los tribunales laborales para 
ponderarlos.595 Subraya la sentencia que en el análisis de los objetivos y 
actividades de una iglesia o una comunidad religiosa, los órganos estatales deben 
actuar dentro de los límites que impone el principio de neutralidad ya que así lo 
exigen los artículos 4 LF y 137.3 CIW en relación con el artículo 140 LF. A juicio 
del Tribunal de Karlsruhe, el derecho de libertad religiosa carecería de sentido si 
los poderes públicos impusiesen su propia valoración del contenido y significado 
de dogmas de fe o de principios morales. Al Estado neutral le está prohibida la 
regulación de asuntos genuinamente religiosos o ideológicos precisamente 
                                                 
592 Ibid., §§ 1, 39 y 40. 
593 La sentencia de 2014 es novedosa en el sentido de que es la primera vez en la que, en una 
decisión sobre el fondo, el Tribunal Constitucional Federal pone de manifiesto el riesgo que para 
la neutralidad de los órganos jurisdiccionales estatales supone una intromisión judicial secular en 
cuestiones sustantivas de naturaleza eminentemente religiosa. Este vínculo ya había sido 
destacado no obstante por el Alto Tribunal, en el año 2008, en una decisión de inadmisibilidad (2 
BvR 717/08 (2008) § 6. Vid. supra nota 579). 
594 BVerfGE 137, 273 (2014) §§ 86 ss. 
595 Ibid., §125. 
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porque carece de criterio u opinión propia sobre estas materias. Antes bien, el 
deber de weltanschaulich-religiöse Neutralität que pesa sobre los poderes 
públicos, les exige tener en cuenta los dogmas y principios morales de iglesias y 
comunidades religiosas a partir de la propia percepción que estas tienen de sí 
mismas, así como respetar la independencia de las normas eclesiásticas.596 
El Bundesverfassungsgericht estructura la resolución en el ámbito 
jurisdiccional estatal de disputas que traigan causa del incumplimiento por parte 
de trabajadores eclesiásticos de deberes de lealtad, en dos fases sucesivas. En un 
primer nivel, la sentencia establece un “control de verosimilitud” 
(Plausibilitätskontrolle) que, sin perder de vista las singularidades del trabajo 
eclesiástico, permita a jueces y tribunales dilucidar de forma razonable y objetiva 
si se hallan ante un supuesto de despido en el que están involucrados los 
derechos reconocidos en los artículos 4 LF y 137.3 CIW en relación con el artículo 
140 LF. Para ello, será preciso establecer casuísticamente y de forma 
suficientemente satisfactoria si la entidad empleadora participa en la realización 
de la tarea evangelizadora de la confesión religiosa a la que está vinculada, y si la 
obligación de lealtad infringida puede ser reconducida a alguno de sus dogmas. 
Igualmente, los tribunales habrán de verificar la relevancia que para la propia 
iglesia tienen no sólo dicha demanda de fidelidad, sino también los efectos que 
atribuye a su inobservancia.597 En un segundo nivel, los órganos jurisdiccionales 
deberán confrontar los requisitos de lealtad requeridos por la confesión con los 
derechos del empleado sancionado o despedido, en un ejercicio de ponderación 
                                                 
596 Ibid., §§ 88, 89 y 101. 
597 Ibid., §§ 112 ss. En el caso concreto, el Tribunal Constitucional Federal entendió que en el 
hospital demandante concurrían de forma inequívoca los requisitos de verosimilitud necesarios 
para que pudiese ser considerado como partícipe de los objetivos y de la misión evangelizadora de 
la Iglesia Católica (§§ 146-150). Igualmente, el Bundesverfassungsgericht apreció que tanto las 
obligaciones de lealtad exigidas por el hospital recurrente en amparo, como su graduación en 
función de la adscripción religiosa de sus trabajadores —católicos, cristianos y no cristianos— y 
de la naturaleza del puesto efectivamente ocupado por estos, eran conformes con la doctrina de la 
Iglesia Católica, no imponían al facultativo despedido demandas de fidelidad inaceptables y no 
contradecían garantías constitucionales básicas (§§ 151-162).  
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que habrá siempre de procurar que los intereses de ambas partes sean 
satisfechos de la forma más amplia posible.598 
Es precisamente en el primer nivel de análisis establecido por el Tribunal 
Constitucional Federal donde el principio de weltanschaulich-religiöse Neutralität 
cobra especial relevancia: en el Plausibilitätskontrolle que deben llevar a cabo, los 
tribunales seculares no pueden perder su carácter neutral incurriendo en una 
valoración subjetiva de dogmas de fe o de normas eclesiales —para cuya 
definición y establecimiento la Ley Fundamental reconoce competencia exclusiva 
a las confesiones— llegando incluso a desafiar el propio criterio de las iglesias al 
establecerlos.599 En concreto, a partir del momento en que un empleador religioso 
justifica de forma plausible que de acuerdo con las creencias, la teología, la 
tradición y la doctrina de la iglesia, una determinada actividad y las obligaciones 
de lealtad que lleva aparejadas son objeto, parte u objetivo de dogmas de fe, el 
Estado ha de tener en cuenta en sus valoraciones y decisiones el criterio de la 
confesión. El único límite es que no se vean afectadas garantías constitucionales 
básicas o se atente contra a la moral, el orden público, la buena fe o la prohibición 
de arbitrariedad.600 
Este fue el principal reproche constitucional que Chefartz hizo a la sentencia 
del Bundesarbeitsgericht: el haber ignorado, en la ponderación de los intereses en 
                                                 
598 Ibid., §§ 81 y 120 ss. Para ello, es preciso determinar si el trabajador conocía o podía 
conocer de forma suficiente la verdadera extensión y contenido de los deberes de lealtad a los que 
se sujetaba contractualmente. Citando la sentencia del Tribunal de Estrasburgo en el caso Obst, el 
Bundesverfassungsgericht considera que se incumple el requisito de suficiente conocimiento por 
parte del empleado cuando el verdadero alcance y contenido de las normas aplicables sólo puede 
ser aprehendido en su totalidad a través de un conocimiento detallado del derecho de la 
confesión, de sus dogmas y de su moral, que exceden aquello que puede esperarse de un 
empleado. En el caso de autos, la Corte de Karlsruhe entendió que el médico despedido conocía 
suficientemente tanto el contenido y extensión de las obligaciones de lealtad incorporadas a su 
contrato de trabajo, como las previsibles consecuencias derivadas de su inobservancia (§§ 153-
158). 
599 Ibid., §§114 y 116. Avanzando en la doctrina establecida en Rommelfanger, el Tribunal 
Constitucional Federal afirma que, de igual modo que la formulación de aquello que es propio de 
una confesión compete exclusivamente a ésta como parte esencial del derecho de libertad 
religiosa colectiva del artículo 4 LF, así también es prerrogativa exclusiva de las iglesias 
determinar qué principios o dogmas constituyen el objeto de un contrato laboral. No es sin 
embargo relevante la posición que al respecto tengan ni la institución empleadora, cuya opinión 
puede verse influenciada por diversas consideraciones, ni ciertos individuos o círculos dentro de 
la propia iglesia, aun cuando cuenten con un número significativo de partidarios. 
600 Ibid., § 118. 
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conflicto, el significado y alcance del derecho de autonomía de las confesiones 
religiosas —lesionando con ello el artículo 4 LF en relación con los artículos 140 
LF y 137.3 CIW— al haber excedido los límites que marca el mandato de 
neutralidad. Entendería el Tribunal Constitucional Federal que el 
Bundesarbeitsgerich erró al suplantar, con criterios seculares propios, las normas 
de la Iglesia Católica que establecen, asignan y gradúan los deberes de lealtad 
exigibles a sus trabajadores y los efectos de su incumplimiento.601  
A pesar de la rotundidad de Chefartz, la última palabra de esta historia 
todavía no se ha escrito. Con posterioridad a la decisión del 
Bundesverfassungsgericht se han producido dos circunstancias —extrajudicial 
                                                 
601 El Tribunal Constitucional Federal rechazará el primer argumento del Bundesarbeitsgericht 
de considerar debilitado el derecho del hospital a exigir de su personal directivo católico la 
observancia de obligaciones de fidelidad cualificadas —tanto por su condición de miembros de la 
Iglesia, como por la naturaleza del trabajo desempeñado—, por el hecho de que podía 
excepcionalmente emplear en puestos de dirección a cristianos no católicos sujetos a deberes de 
lealtad menos estrictos. Entenderá la Corte Constitucional que, en su argumentación, el Tribunal 
Federal del Trabajo hizo caso omiso del valor que la Iglesia otorga a dos situaciones que para ella 
son esencialmente diferentes: no impacta de igual modo en la credibilidad del empleador la 
contratación excepcional para puestos de dirección de no católicos que, obedeciendo criterios de 
la propia Iglesia, desde un principio asumen obligaciones de lealtad menos exigentes, que la 
continuidad en el empleo de trabajadores católicos que no sólo están sujetos a obligaciones de 
lealtad más estrictas, sino que, al desobedecerlas conscientemente, incumplen además de su 
contrato de trabajo sus deberes como miembros de la Iglesia (ibid., §§ 164-166). 
A una conclusión muy similar llegará el Bundesverfassungsgericht en relación con el segundo 
argumento esgrimido por el Tribunal Federal del Trabajo de considerar debilitada la posición del 
hospital demandante de amparo por haber en el pasado conservado en sus puestos de trabajo a 
médicos jefes de sección —en su mayoría no católicos— después de que estos hubiesen contraído 
segundo matrimonio tras un divorcio (vid. supra nota 587). Recuerda el Tribunal Constitucional 
Federal que, tal y como ya estableció en su sentencia de 1985, es competencia exclusiva de iglesias 
y confesiones religiosas el establecer quién debe quedar contractualmente sujeto a obligaciones 
cualificadas de fidelidad, cuál es su contenido concreto y con qué grado de intensidad pueden ser 
exigidas a cada trabajador. En consecuencia, la Iglesia Católica, dentro del legítimo ejercicio de su 
derecho de autonomía, puede optar por requerir a sus empleados no católicos demandas de 
lealtad menos exigentes en cuanto a su comportamiento personal, sin que por ello se debilite el 
interés del hospital demandante de esperar de sus jefes de servicio católicos estándares morales 
más elevados (ibid., §§ 167-171).  
Por último, el Tribunal Constitucional Federal rechazará también el argumento esgrimido por 
el Bundesarbeitsgericht de que el hospital había conocido y tolerado la realidad convivencial del 
médico despedido desde otoño de 2006 sin actuar contra él, demostrando con ello que no 
consideraba que su propia credibilidad moral se viese afectada sin excepción como consecuencia 
de cualquier incumplimiento de deberes de lealtad de sus empleados. La Corte de Karlsruhe 
reprocha al Tribunal Federal del Trabajo el haber equiparado, a partir de sus propios criterios, 
realidades convivenciales a las que la Iglesia, en ejercicio su derecho de autonomía y desde la 
propia percepción que tiene de sí misma, atribuye diferente calificación moral y asigna diferentes 
consecuencias laborales. Para la doctrina católica, una convivencia extramatrimonial no es 
equiparable a un segundo matrimonio mientras subsiste un previo vínculo canónico. Esta doctrina 
es, según afirma el Bundesverfassungsgericht, vinculante para los tribunales estatales al no 
contradecir garantías constitucionales básicas (ibid., §§ 172-176). 
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una, judicial la otra— que han contribuido a que este caso continúe acaparando 
una considerable atención mediática y jurídica. La primera, apenas unos meses 
después de la publicación de la sentencia, la Conferencia Episcopal alemana hizo 
pública una versión renovada del documento que establece las directrices de 
empleo para sus trabajadores, que suaviza considerablemente los requisitos de 
sujeción personal a la moral de la Iglesia Católica que preveía el anterior texto de 
1993.602 La segunda, tras el reenvío de las actuaciones por parte del Tribunal 
Constitucional Federal al Bundesarbeitsgericht para su nuevo enjuiciamiento, el 
pasado 28 de julio de 2016 este órgano jurisdiccional elevó consulta al Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea en Luxemburgo, con el fin de determinar el modo 
en que debe interpretarse el artículo 4.2 de la Directiva 2000/78/CE de igualdad 
en materia de empleo en el caso de autos. 603 En última instancia, el 
Bundesarbeitsgericht pretende aclarar si, de acuerdo con el derecho comunitario 
europeo, las confesiones religiosas y las organizaciones vinculadas a ellas pueden 
diferenciar entre trabajadores que pertenecen a la iglesia empleadora y aquellos 
que pertenecen a otra o a ninguna confesión, a la hora de exigirles demandas de 
lealtad que requieran un comportamiento personal ajustado al ideario de la 
iglesia o de la institución empleadora. 
                                                 
602 Grundordnung des kirchlichen Dienstes im Rahmen kirchlicher Arbeitsverhältnisse, de 17 de 
abril de 2015, artículos 4 y 5 (vid. supra nota 572). En el caso de trabajadores católicos, el 
matrimonio civil mientras subsiste un previo matrimonio canónico sólo será considerado una 
vulneración grave de los deberes de lealtad si dicha conducta, atendidas las circunstancias 
concretas, puede objetivamente provocar malestar en el conjunto del personal y debilitar la 
credibilidad de la Iglesia. Lo mismo aplica a uniones civiles, incluyendo uniones entre personas del 
mismo sexo. Este cambio en las directrices de empleo de la Iglesia Católica, que en palabras de la 
propia Conferencia Episcopal de Alemania pretende favorecer una aproximación más liberal al 
fenómeno del empleo eclesiástico, ha tenido una amplia repercusión tanto a nivel nacional como 
internacional. En los medios alemanes, por todos, vid. 
http://www.zeit.de/gesellschaft/zeitgeschehen/2015-05/katholische-kirche-arbeitsrecht-
reform; y https://www.welt.de/politik/deutschland/article141418704/Konservativer-Aufstand-
gegen-laxeres-Arbeitsrecht.html. En la prensa internacional en internet, vid. 
http://www.reuters.com/article/us-germany-catholic-reform-idUSKBN0NR17720150506; y 
http://www.huffingtonpost.com/2015/05/15/german-catholic-bishops-lgbt_n_7287128.html. 
603 BAG 2 AZR 746/14 (A), de 28 de julio de 2016. Vid. 
http://juris.bundesarbeitsgericht.de/cgi-
bin/rechtsprechung/document.py?Gericht=bag&Art=pm&nr=18783. No es esta la primera 
consulta de este tipo elevada recientemente por el Tribunal Federal del Trabajo a la Corte de 





En espera de la futura respuesta de la Corte de Luxemburgo y de la 
resolución definitiva de la situación laboral del ya célebre internista de 
Dusseldorf, no quisiera finalizar estas líneas sin traer a colación una interesante 
reflexión de la sala segunda del Tribunal Constitucional Federal en Chefartz que, a 
mi parecer, arroja cierta luz sobre la confusa situación en la que halla en la 
actualidad el empleo eclesiástico, no sólo en Alemania sino también en el resto de 
Europa y de occidente. La Corte se hace eco en primer lugar de una realidad 
incontestable: la necesidad cada vez mayor de profesionalizar el ámbito 
asistencial, unida a la secularización que caracteriza a la sociedad alemana del 
siglo XXI, ha hecho que en la actualidad sea imposible que todos los puestos de 
trabajo ofrecidos por las Iglesias Católica y Evangélica a través de sus 
instituciones, puedan ser cubiertos por empleados que profesen en la confesión 
empleadora o sean, al menos, cristianos. Sin embargo, esta realidad no puede por 
sí misma ni expulsar a las confesiones religiosas de la actividad misionera 
asistencial, ni mucho menos desdibujar el sustrato espiritual y teológico que la 
motiva hasta el punto de hacerla irreconocible. Esta nueva situación social y 
económica puede ser, afirma el Bundesverfassungsgericht, tenida en cuenta con 
éxito por las iglesias a la hora de estructurar y conformar la prestación de 
servicios laborales en las instituciones que dependan de ellas.604  
Para que las iglesias puedan llegar a tener éxito en su esfuerzo por 
acomodarse a las condiciones del actual mercado laboral, sin verse abocadas a 
desvirtuar la acción caritativa y asistencial que prestan desde el mandamiento 
cristiano del amor al prójimo, es preciso que los poderes públicos no se relajen en 
la observancia del mandato de neutralidad como límite a su capacidad de 
intervención en cuestiones que forman parte de los asuntos propios de las 
confesiones religiosas. Si, como consecuencia de una creciente intervención 
jurisdiccional, se dificulta progresivamente que iglesias e instituciones religiosas 
puedan condicionar el empleo que ofertan a la observancia por parte de sus 
trabajadores de un cierto grado de lealtad personal a sus dogmas o a su ideario, 
se estará minando su capacidad para poder desempeñar su misión y con ello, su 
derecho de libertad religiosa. La capacidad de la confesión de trasmitir con 
                                                 
604 BVerfGE 137, 273 (2014) §§ 104 y 105. 
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autenticidad su mensaje religioso se vería comprometida por las vicisitudes de las 
creencias y acciones individuales de sus trabajadores. En palabras de Robbers, 
“mientras que un individuo que no comparte las creencias religiosas [de su 
empleadora] puede seguir haciéndolo, y con ello mantener su identidad religiosa, 
la comunidad religiosa como institución pierde su identidad cuando tiene que 
mantenerse en una relación laboral, y en consecuencia en comunidad, con 
quienes considera incompatibles con sus enseñanzas. Los trabajadores pueden 
buscar un trabajo alternativo. Las confesiones religiosas no pueden cambiar sus 
dogmas o su moral”.605  
Desde muy diversos ámbitos se ha aplaudido la modificación de las 
directrices de empleo de la Iglesia Católica alemana del año 2015 por 
aproximarse, acertadamente en opinión de algunos, a los valores seculares 
imperantes de forma mayoritaria en occidente. Incluso hay quien ha querido ver 
en ellas —desde una óptica autodenominada humanista— la respuesta de una 
Iglesia progresista a un retrógrado Tribunal Constitucional Federal que, en 
Chefartz, demuestra seguir anclado en una doctrina obsoleta y propia de épocas 
pretéritas.606 Lo que los detractores de Chefartz parecen no apreciar, es que el 
Tribunal Constitucional Federal no falló en 2014 a favor del hospital recurrente 
porque aplaudiese las directrices laborales de la Iglesia incorporadas al contrato 
de trabajo del facultativo despedido. El mandato de weltanschaulich-religiöse 
Neutralität impide precisamente que poderes públicos y órganos jurisdiccionales 
tengan una opinión propia sobre la bondad o maldad de normas o principios 
religiosos. La sala segunda de la Corte de Karlsruhe estimó el amparo solicitado 
por la institución hospitalaria católica, en primer lugar, porque eran esas y no 
otras las reglas de las que en aquel momento, en ejercicio de su derecho de 
autonomía, se había dotado la Iglesia para la gestión de su personal y, en segundo 
lugar, porque no pudo apreciar ni en ellas, ni en su aplicación al médico 
despedido, arbitrariedad o vulneración de garantías constitucionales básicas.  
                                                 






En definitiva, la vinculación de los tribunales seculares a las normas 
eclesiales y a las decisiones de empleo de las iglesias y de sus instituciones, no 
puede hacerse depender de que estén en sintonía con los valores seculares 
imperantes. La consecuencia principal que debe extraerse de Chefartz es que, a 
falta de una opinión propia, el Estado neutral debe reconocerlas —sean las que 
sean— siempre y cuando se hallen dentro de los límites que impone la cláusula de 
la “ley vigente para todos”, porque de ello depender|, en última instancia, que se 
sigan respetando los derechos de autonomía y de libertad religiosa que la Ley 
Fundamental reconoce a iglesias y confesiones. 
4.2 Weltanschaulich-religiöse Neutralität y grupos religiosos o 
ideológicos minoritarios: los Testigos de Jehová y el movimiento 
OSHO-Bhagwan 
Dos de los principales elementos desestabilizadores del tradicional sistema 
de relaciones entre el Estado y las confesiones religiosas en Alemania, 
caracterizado por la casi siempre fluida interacción entre los poderes públicos y, 
sobre todo, las Iglesias Católica y Evangélica, han sido las confesiones o grupos 
ideológicos minoritarios y los nuevos movimientos religiosos, agrupados en 
muchas ocasiones bajo el impreciso término genérico de sectas —o como muy 
descriptivamente se las ha denominado en el país germano, religiones o sectas 
juveniles (Jugendsekte o Jugendreligionen) —.607 Sumada a la toma de conciencia 
de que el Islam en Alemania no es ya un fenómeno residual llamado a agotarse en 
sí mismo, la presencia de estas comunidades ha hecho surgir la duda razonable de 
si el sistema constitucional de protección y gestión del derecho de libertad 
religiosa y de creencias —institucional y colectivo—, tal y como lo concibieron los 
constituyentes de 1949 y en el sentido en el que el mismo ha sido interpretado y 
                                                 
607 Informe final de la comisión parlamentaria de investigación acerca de las llamadas sectas o 
psico-grupos, de 29 de mayo de 1998, disponible en 
http://dip21.bundestag.de/dip21/btd/13/109/1310950.pdf (Enquete-Kommission 1998). El 
objetivo de esta comisión interdisciplinaria era analizar los posibles puntos de conflicto 
relacionados con los nuevos grupos religiosos e ideológicos, así como tratar de hallar soluciones 
que permitiesen al Estado cumplir con su deber de proteger a los individuos y a la sociedad en 
general en sus derechos fundamentales. Tras la publicación del informe y, sobre todo, de sus 
recomendaciones, surgieron dudas de si no se había traspasado con ellas el límite del principio de 
neutralidad del Estado. Vid. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN, “Offene...” cit. nota 453, pp. 78-81; e I. 
ZABALZA BAS, “Comentarios acerca de los trabajos de la Comisión Parlamentaria alemana sobre las 
denominadas “sectas y psicogrupos”, en Laicidad y Libertades 1 (2001), pp. 445-453.  
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aplicado por los diferentes poderes del Estado, es el más apropiado para 
acomodar en la actualidad una serie de movimientos que, aunque se 
autodenominan religiosos, están en general bastante alejados de las nociones de 
religión y de espiritualidad propias de occidente.608 
En los casos concretos que han llegado a la jurisdicción del Tribunal 
Constitucional Federal, esta duda no se ha planteado en relación con la condición 
de estas agrupaciones de titulares de las libertades religiosa y de creencias 
previstas en el artículo 4 LF —en ningún momento cuestionada—,609 ni tampoco 
con la posibilidad de que puedan existir para el ordenamiento jurídico alemán a 
través de fórmulas de personificación jurídica de derecho privado —también 
admitida—.610 Los conflictos han venido de la mano del intento de una de estas 
comunidades, los Testigos de Jehová, de acceder a un nivel superior de 
reconocimiento jurídico mediante su constitución como corporación de derecho 
público, así como de la pretensión del movimiento místico de meditación de 
origen indio OSHO de ser tratado con imparcialidad, o al menos no de forma 
derogatoria o difamatoria, en el discurso gubernamental oficial.611 En estas 
sentencias, el Bundesverfassungsgericht ha acudido al principio de neutralidad 
interpretándolo y aplicándolo en dos planos diferentes e intrínsecamente 
relacionados: como límite para la injerencia de los poderes públicos en los 
dogmas, creencias y actividades de los grupos religiosos e ideológicos que 
garantiza una esfera autónoma de actuación de los titulares del derecho de 
libertad religiosa y de creencias en su dimensión colectiva; y como mecanismo de 
legitimación del ejercicio de autoridad por parte del Estado.612 
                                                 
608 Cfr. S. KORIOTH e I. AUGSBERG, “Neue Religionskonflikte...” cit. nota 472, pp. 828 y 829; y A. 
FRHR VON CAMPENHAUSEN, “Offene...” cit. nota 453, p. 54. Vid. También U. FÜLBIER, Die 
Religionsfreiheit... cit. nota 270, pp. 194 ss. Para un esquema comprensivo de dichos grupos, Vid. G. 
BESIER, “FECRIS and its Affiliates in Germany. The Country with the Most Anti-sect Organizations”, 
en Freedom of Religion or Belief, Anti-Sect Movements and State Neutrality: a case study: FECRIS, 
Human Rights Without Frontiers International, Bruselas 2014, pp. 212 y 213. 
609 BVerfGE 18, 385 (1965) § 6. Vid. U. FÜLBIER, Die Religionsfreiheit... cit. nota 270, p 197.  
610 Vid. infra 4.2.a) 
611 Cfr. E. J. EBERLE, Church… cit. nota 265, p. 148. 
612 Cfr. H. DREIER, Säkularisierung... cit. nota 390, pp. 30 y 31.  
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4.2.a) Principio de neutralidad, adquisición del estatus de corporación 
de derecho público y lealtad al derecho (Rechtstreue) 
Como ha demostrado la reciente actividad tanto del Tribunal Administrativo 
Federal (Bundesverwaltungsgericht) como del Tribunal Constitucional Federal, 
uno de los mayores retos del Estado religiosa e ideológicamente neutral es el que 
resulta de la necesidad de tener que determinar la idoneidad o inidoneidad de los 
grupos religiosos para acceder al particular estatus de corporación de derecho 
público previsto en el artículo 137.5 CIW en relación con el artículo 140 LF.613  
En la que es sin duda una de sus características más sobresalientes, el 
derecho eclesiástico alemán prevé un sistema dual de adquisición de 
personalidad jurídica para las comunidades religiosas.614 En un primer nivel, esta 
adquisición puede hacerse mediante el ejercicio del derecho de asociación 
religiosa, constituyéndose en entidades privadas de acuerdo con las disposiciones 
del derecho civil;615 en un segundo nivel, los grupos religiosos pueden solicitar 
que les sea reconocido el estatus de corporación de derecho público 
(Körperschaftsstatus). La adquisición de este segundo estatus no beneficia a 
dichos grupos en el sentido de otorgarles un mayor o más amplio derecho de 
libertad religiosa que aquél del que gozan las asociaciones confesionales 
                                                 
613 Cfr. G. ROBBERS, “Sinn und Zweck des Körperschaftsstatus im Staatskirchenrecht”, en 
Festschrift für Martin Heckel zum siebzigsten Geburtstag (K.-H. Kästner, K. W. Nörr y K. Schlaich 
eds.), Mohr Siebeck, Tübingen 1999, pp. 412 y 413.  
614 Artículo 137 CIW en relación con el artículo 140 LF: “4. Las sociedades religiosas adquieren 
la capacidad jurídica de acuerdo con las disposiciones generales del derecho civil. 5. Las 
sociedades religiosas que anteriormente hubieren sido corporaciones de derecho público siguen 
siéndolo. A las demás sociedades religiosas se les concederán, si lo solicitaren, los mismos 
derechos, siempre que por su estatuto y el número de sus miembros ofrezcan garantía de 
duración. Si varias de tales sociedades religiosas de derecho público se reunieren en una 
agrupación, ésta ser| también una corporación de derecho público.” Vid. S. MAGEN, 
Körperschaftsstatus... cit. nota 331, p. 1; y G. CZERMAK, Religions... cit. nota 297, p. 106. Ya en la ALR 
prusiana de 1794 aparecía un reconocimiento estatal de sociedades religiosas en tres niveles, las 
expresamente admitidas por el Estado —que gozaban del privilegio de corporaciones—, las 
sociedades religiosas privadas toleradas, y las no toleradas (ALR Parte II, Titulo 11 §§ 11, 14, 17 y 
20). Las corporaciones públicas no lo eran todavía en el sentido de participar de una cualidad de 
derecho público, sino en el sentido de la diferenciación entre devoción o ejercicio religioso público 
y privado establecido por la Paz de Westfalia. Vid. S. KORIOTH, “Die Entwicklung...” cit. nota 298, p. 
46. 
615 BVerfGE 83, 341 (1991) §§ 54 ss. Vid. D. WIESCHEN, Politik... cit. nota 391, pp. 22 y 23. 
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constituidas bajo el derecho privado,616 pero sí abre a los mismos la posibilidad 
de acceder a una serie de privilegios de diversa índole, del que sin duda el más 
importante es el derecho a servirse del aparato impositivo estatal para recaudar, 
si lo desean, el impuesto eclesiástico y favorecer así una mayor estabilidad en su 
financiación.617  
Mediante esta estructura dual de personificación jurídica, Alemania ha 
hallado el modo de compatibilizar su sistema de cooperación entre iglesias y 
Estado con la autonomía interna de las primeras: de un lado, existe una 
separación clara entre ambas esferas, de otro, las confesiones religiosas pueden 
llegar por una doble vía a formar parte del entramado jurídico estatal.618 De 
hecho, hasta fechas relativamente cercanas, la jurisprudencia de la Corte de 
Karlsruhe había identificado una consecuencia inmediata del principio de 
weltanschaulich-religiöse Neutralität para las comunidades religiosas que en el 
país germano ostentan la condición de corporaciones de derecho público. En su 
dimensión de no identificación, el principio de neutralidad impide en primer 
término que estas confesiones puedan ser equiparadas al resto de corporaciones 
de derecho público dependientes orgánicamente del Estado. De esta prohibición 
                                                 
616 BVerfGE 24, 236 (1968) § 24; BVerfGE 99, 100 (1998) § 75; y BVerfGE 102, 370 (2000) § 
56. En efecto, tanto el artículo 4LF como las consecuencias derivadas del derecho de autonomía de 
las confesiones religiosas, se aplican por igual tanto a los grupos que tenían históricamente o que 
han accedido con posterioridad al estatus de corporación de derecho público, como a aquellos 
organizados de acuerdo con el derecho privado. Vid. G. NEUREITHER, Recht... cit. nota 330, pp. 153 
ss. 
617 Artículo 137.6 CIW en relación con el artículo 140 LF: “Las sociedades religiosas que sean 
corporaciones de derecho público están facultadas para percibir impuestos, de acuerdo con las 
disposiciones legales de los Länder, en base al censo de contribuyentes civiles”. En este sentido, 
BVerw 7 C 11.96 II 1 (vid. infra nota 632); y BVerfGE 102, 370 (2000) § 72. El Tribunal 
Administrativo Federal (Bundesverwaltungsgericht) ha insistido recientemente acerca de la 
relación entre estatus de corporación de derecho público, pago del impuesto eclesiástico y 
pertenencia a una comunidad religiosa (BVerwG 6 C 7.12, de 26 de septiembre de 2012).  
A demás, entre otros privilegios, la condición de corporación de derecho público abre a las 
confesiones a la cooperación estable con el Estado, les faculta a tener sus propios funcionarios, les 
otorga el derecho de poder crear propiedad y documentos públicos, les confiere el llamado 
“derecho parroquial”, les libera del pago de algunos impuestos, tasas y costes, lleva aparejado el 
derecho a participar en la planificación urbanística y en ciertas comisiones estatales, e implica un 
reconocimiento especial en el campo de la prestación de servicios sociales a la juventud. Para un 
desarrollo exhaustivo de las prerrogativas asociadas a la condición de corporación de derecho 
público vid. S. MAGEN, Körperschaftsstatus... cit. nota 331, pp. 90-110; y G. ROBBERS, Religion… cit. 
nota 279, pp. 114-124. 
618 Cfr. R. MINNERATH, “The Right to Autonomy in Religious Affairs”, en Facilitating Freedom of 
Religion or Belief: a Deskbook (T. Lindholm, W. C. Durham Jr. y B. G. Tahzib-Lie eds.), Springer-
Science+Business Media, Dordrecht 2004, p. 307. 
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se deduce la doble consecuencia de que, mientras que a las comunidades 
religiosas reconocidas o constituidas bajo el artículo 137.5 CIW en relación con el 
artículo 140 LF les está vedado el ejercicio de ningún tipo de autoridad estatal, 
estas gozan a su vez de una independencia que evita que queden sometidas a la 
especial supervisión de los poderes estatales.619  
Del tenor literal del artículo 137.5 CIW en relación con el artículo 140 LF, se 
deduce que la Ley Fundamental de 1949 reconoce por razones históricas a 
algunas confesiones religiosas como corporaciones de derecho público. Se trata 
de aquellas iglesias y comunidades que habían adquirido dicho estatus antes de la 
entrada en vigor de la Constitución Imperial de Weimar en 1919, en concreto, las 
grandes iglesias cristianas y un cierto número de comunidades israelitas.620 El 
resto de grupos religiosos tienen la opción de poder solicitar ex novo a los 
distintos Länder la concesión del Körperschaftsstatus, previa acreditación del 
cumplimiento de una serie de requisitos. Si bien a día de hoy son numerosas las 
agrupaciones a las que les ha sido reconocida esta condición, todavía no ha 
logrado acceder a este reconocimiento institucional ninguna comunidad 
islámica.621  
La ya tantas veces señalada diversificación experimentada por la sociedad 
alemana en materia religiosa y de creencias a partir de la década de 1960, a la que 
contribuyó la posterior irrupción de nuevos fenómenos religiosos como las 
sectas, la consolidación de grupos minoritarios con tradicional presencia en el 
país como los Testigos de Jehová y la cada vez mayor actividad del Islam, ha 
tenido como resultado que ciertos colectivos, algunos de ellos ajenos a la 
tradición religiosa judeocristiana, hayan solicitado en los últimos años el 
reconocimiento del estatus de corporación de derecho público.622 La 
                                                 
619 BVerfGE 18, 385 (1965) § 6; BVerfGE 66, 1 (1983) § 54; y BVerfGE 102, 370 (2000) § 71. 
Vid. S. MAGEN, Körperschaftsstatus... cit. nota 331, pp. 115 ss.; y J. ROSSELL GRANADOS, “Estatuto 
jurídico…” cit. nota 356, p. 102. En este sentido, G. NEUREITHER, Recht... cit. nota 330, p. 284 las 
considera corporaciones de derecho público “sui generis”. 
620 Vid. G. CZERMAK, Religions... cit. nota 297, pp. 106 y 107. 
621 Cfr. K. ROSENOW-WILLIAMS, Organizing Muslims… cit. nota 262, pp. 108 y 109. Para una 
relación de los grupos que han adquirido estatus de corporación de derecho público, vid. G. 
ROBBERS, Religion… cit. nota 279, pp. 128-130. 
622 Vid. E. J. EBERLE, Church… cit. nota 265, p. 142; y Enquete-Kommission 1998, p. 4. 
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acomodación de estas comunidades en un sistema de reconocimiento 
institucional inicialmente construido en torno a una comprensión del fenómeno 
religioso y a partir de unas coordenadas histórico-culturales extrañas a ellas, ha 
planteado no pocas perplejidades que han llevado a la jurisprudencia de los altos 
tribunales alemanes a redefinir y reforzar los requisitos exigibles para poder 
acceder al Körperschaftsstatus y a los privilegios que el mismo lleva aparejado.623 
En este replanteamiento doctrinal, el principio de weltanschaulich-religiöse 
Neutralität ha cobrado un inesperado protagonismo, esta vez no ya desde su 
dimensión de no identificación, sino en su vertiente de límite a la valoración por 
parte de los poderes públicos de las creencias y dogmas de los grupos 
religiosos.624 
El artículo 137.5 CIW en relación con el artículo 140 LF, establece como 
requisito para el otorgamiento del Körperschaftsstatus una garantía de estabilidad 
y permanencia futura (Gewähr der Dauer) que las autoridades públicas constatan 
mediante la doble vía del instrumento fundacional de la comunidad religiosa 
solicitante y de su número de miembros.625 Junto con la condición de la garantía 
de permanencia exigida expresamente en la Ley Fundamental, desde el año 2000 
los grupos religiosos que aspiran al estatus de corporación de derecho público 
deben demostrar, de acuerdo con la doctrina establecida por el Tribunal 
Constitucional Federal, que cumplen un segundo requisito adicional: su fidelidad 
o lealtad a la ley (Rechtstreue).626 Ausente tanto del texto constitucional como de 
cualquier otra norma jurídica, la apreciación de la concurrencia o no de la 
fidelidad a la ley queda sujeta a la interpretación y aplicación casuística de las 
autoridades administrativas competentes y, en última instancia, de los tribunales 
                                                 
623 Cfr. S. KORIOTH e I. AUGSBERG, “Neue Religionskonflikte...” cit. nota 472, p. 831; y T. ANGER, 
Islam... cit. nota 334, p. 30. 
624 BVerfGE 102, 370 (2000) § 63. Vid. G. ROBBERS, “Sinn und...” cit. nota 613, p. 411. 
625 BVerfGE 102, 370 (2000) § 61. A los requisitos constitucionales de forma de constitución y 
número de creyentes, la jurisprudencia alemana ha ido añadiendo una serie de indicios que 
permiten constatar la previsible permanencia futura de la confesión religiosa, como su solvencia 
financiera o la intensidad de su actividad religiosa. La valoración de los mismos siempre debe 
hacerse dentro de los límites del principio de neutralidad (Ibid., § 63). Vid. G. ROBBERS, Religion… 
cit. nota 279, pp. 125-128. Del mismo autor, “Sinn und...” cit. nota 613, pp. 411 ss.  
626 BVerw 7 C 11.96 II 2.a (vid. infra nota 632); y BVerfGE 102, 370 (2000) §§ 77 ss.  
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estatales.627 Es en esta valoración caso por caso del requisito de Rechtstreue, 
donde el principio de neutralidad del Estado está llamado a desempeñar un papel 
fundamental, de un lado como límite de la actividad inquisitiva del Estado en los 
dogmas, creencias y actividades de las comunidades religiosas sometidas a 
calificación, de otro, como garantía de que dichas comunidades religiosas no 
serán sometidas a deberes cualificados de lealtad frente al Estado que 
contradigan su propia realidad confesional. 
El caso de los Testigos de Jehová contra el estado de Berlín cuestionó por 
primera vez de forma significativa los requisitos exigibles para poder acceder en 
Alemania al estatus de corporación de derecho público.628 La historia de los 
Testigos de Jehová en el país germano ha sido históricamente muy convulsa, y sus 
desencuentros con el Estado y con las principales confesiones cristianas 
presentes en él, que se remontan a la época de Weimar y que no hicieron más que 
acrecentarse durante los años del Tercer Reich, tampoco desaparecieron una vez 
finalizada la Segunda Guerra Mundial.629 En 1990, pocos meses antes de la 
reunificación de las dos Alemanias —oriental y occidental—, los Testigos de 
Jehová fueron reconocidos de forma oficial en la República Democrática, lo cual 
permitió que se levantase el veto que en ella pesaba sobre sus actividades desde 
1950.630 Una vez consolidada la reunificación, la confesión solicitó al 
Landesregierung del estado de Berlín que le fuese reconocido el estatus de 
corporación de derecho público de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 
                                                 
627 Cfr. D. B. TRAPP, Religiöse Neutralität... cit. nota 279, p. 75. Este requisito había sido 
ampliamente discutido con anterioridad por la doctrina vid. G. CZERMAK, Religions... cit. nota 297, 
pp. 109 y 110. 
628 BVerfGE 102, 370 (2000). Vid. I. B. WUERTH, “Private Religious…” cit. nota 264, p. 1162. 
Tanto la jurisprudencia constitucional como la ordinaria ya habían introducido tiempo atrás 
matices a los requisitos necesarios para poder ser reconocido como grupo religioso o como 
corporación de derecho público, más allá de la propia percepción de las respectivas comunidades 
o de los establecidos en el artículo 137.5 CIW en relación con el artículo 140 LF (vid. supra nota 
625). En concreto, en la famosa sentencia Bahá'í del año 1991, la sala segunda del Tribunal 
Constitucional Federal señaló que para poder ser considerado como grupo religioso es preciso 
tener cierto contenido espiritual y una apariencia externa propia de tales agrupaciones (2 BvR 
263/86, de 5 de febrero de 1991. BVerfGE 83, 341 § 52). 
629 Vid. el interesante estudio de G. BESIER y R.-M. BESIER, “Jehovah’s Witnesses’ Request for 
Recognition as a Corporation under Public Law in Germany: Background, Current Status, and 
Empirical Aspects”, en Journal of Church and State 43 (2001), pp. 35 ss.; y V. WICK, Die Trennung… 
cit. nota 557, pp. 105 y 106. 
630 BVerw 7 C 11.96 I (vid. infra nota 632).  
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Fundamental y en los artículos incorporados a ella desde la Constitución Imperial 
de Weimar. Esta petición le fue denegada en 1993. Impugnada ante los tribunales 
ordinarios, la denegación fue revocada hasta en dos ocasiones —en primera y 
segunda instancia— por la jurisdicción contencioso-administrativa berlinesa.631  
En julio de 1997, el Tribunal Administrativo Federal confirmó la decisión 
del Land de Berlín sobre la base de que los Testigos de Jehová, al no permitir a sus 
fieles participar con su voto en las elecciones generales, vulneraban un hasta 
ahora inédito requisito para la adquisición del Körperschaftsstatus: la lealtad al 
Estado.632 Entendió la Alta Corte Administrativa que para poder ser reconocida 
como corporación de derecho público, no basta que una comunidad religiosa 
cumpla los requisitos objetivos de forma de constitución y número de fieles 
exigidos por el artículo 137.5 CIW, sino que es necesario que sea capaz de 
acreditar dos garantías adicionales no previstas en la Ley Fundamental, su 
fidelidad a la ley y al derecho (Rechtstreue) y su lealtad al Estado (Staatstreue).633  
                                                 
631 Sentencia del Verwaltungsgericht de Berlín VG 27 A 214/93, de 25 de octubre de 1993 y 






632 BVerwGE 7 C 11.96, de 26 de junio de 1997. Disponible en 
http://www.jehovaszeugen.de/fileadmin/user_upload/Recht/Anerkennungsverfahren/BVerwG-
1997.pdf. Si bien el Bundesverwaltungsgericht argumenta no tener dudas acerca de la fidelidad de 
los Testigos de Jehová a la ley, no ocurre lo mismo con su lealtad al Estado. La prohibición a sus 
miembros de votar en las elecciones estatales —bajo pena de ser expulsados de su comunidad en 
caso de contravenir dicha orden—, a la postre debilita las bases democráticas que justifican la 
existencia de la nación. La cooperación entre los poderes públicos y la confesión religiosa que 
sucede al reconocimiento de la condición de corporación de derecho público, exige no sólo un 
mínimo respeto recíproco, sino que requiere de la segunda una lealtad al Estado ausente en el 
caso de los Testigos de Jehová. El fundamento del sistema democrático constitucional se halla en 
que todo acto del Estado debe reconducirse a la voluntad del pueblo, ante el que es responsable. 
Este mecanismo de legitimación democrática se logra mediante el ejercicio del voto en las 
elecciones y la subsiguiente constitución del parlamento. La negativa de los Testigos de Jehová a 
participar en este esquema de legitimación democrática no sólo es expresivo de una falta de 
lealtad con el Estado, sino que también les coloca en una posición que hace imposible la 
cooperación entre ambos (BVerw 7 C 11.96 II 3). Vid. G. ROBBERS, “Sinn und...” cit. nota 613, pp. 
411 ss. Sobre el procedimiento ante el Bundesverwaltungsgericht, vid. en general A. FRHR VON 
CAMPENHAUSEN, “Offene...” cit. nota 453, pp. 71-76; A. HOLLERBACH, “BVerwG, 26. 6. 1997 — 7 C 
11.96. Zur Verleihung des Körperschaftsstatus an eine Religionsgemeinschaft”, en JuristenZeitung 
52 (1997), pp. 1114-1119; y G. NEUREITHER, Recht... cit. nota 330, pp. 161-163. 
633 BVerw 7 C 11.96 II 2. a y b, respectivamente. Vid. S. K. BROWN II, “Jehovah's Witnesses v. 
Land Berlin: Requiring Religious Communities Seeking Public Corporation Status in Germany to 
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Recurrida la sentencia del Bundesverwaltungsgericht, en diciembre de 2000 
el Tribunal Constitucional Federal otorgó por unanimidad a los Testigos de 
Jehová el amparo solicitado,634 en una decisión que ha modificado el sistema de 
adquisición de la condición de corporación de derecho público en Alemania y 
para cuya argumentación la Corte se apoyó principalmente en el derecho de 
libertad religiosa del artículo 4 LF y en el principio de neutralidad.635 Tras este 
pronunciamiento, a la expresa garantía de permanencia contemplada en el 
artículo 137.5 CIW en relación con el artículo 140 LF (Gewähr der Dauer), la Corte 
de Karlsruhe ha añadido como presupuesto necesario para poder obtener la 
calificación de corporación de derecho público la segunda garantía, esta no 
expresa, de que la actuación de la comunidad religiosa sea leal al ordenamiento 
jurídico (Gewähr rechtstreuen Verhaltens).636 Rechaza sin embargo el 
Bundesverfassungsgericht como tercera condición para el acceso al 
Körperschaftsstatus la necesidad de lealtad al Estado exigida por el Tribunal 
                                                                                                                                             
Satisfy the "Meaning and Purpose of Corporation Status" Test”, en Brigham Young University Law 
Review 2 (1999), p. 680; y G. ROBBERS, “Sinn und...” cit. nota 613, pp. 411 y 412. 
634 2 BvR 1500/97, de 19 de diciembre de 2000. BVerfGE 102, 370. El caso fue nuevamente 
remitido a la jurisdicción contencioso-administrativa tanto federal como del Land de Berlín. Más 
de cinco años después de la sentencia del Tribunal Constitucional Federal, el 13 de junio de 2006 
los Testigos de Jehová accedían en Berlín al estatus de corporación de derecho público. Para una 
cronología detallada de las distintas fases del procedimiento, vid. 
http://www.jehovaszeugen.de/Chronologie-des-Verfahrens.61.0.html. Hasta la fecha, han 
accedido también a ese estatus en 12 de los 16 Länder. En el que es hasta ahora el último capítulo 
en el largo camino que para su reconocimiento como corporación de derecho público han 
recorrido los Testigos de Jehová, el 30 de junio de 2015 la sala segunda del Tribunal 
Constitucional Federal falló en contra de la denegación de la misma en el estado de Bremen (2 BvR 
1282/11, BVerfGE 139, 321).  
635 La Corte de Karlsruhe parte de una interpretación novedosa del artículo 137.5 CIW en 
relación con el artículo 140 LF, restándole relevancia a su original componente institucional y 
reforzando su conexión con el derecho subjetivo de libertad religiosa. Insiste el 
Bundesverfassungsgericht en que todo el sistema constitucional de regulación del fenómeno social 
religioso está en función y es instrumental al ejercicio más amplio y pleno posible de los derechos 
fundamentales reconocidos en el artículo 4 LF: el principio de neutralidad que impide la 
valoración de las creencias de una confesión religiosa se deduce del derecho de libertad religiosa; 
los “artículos eclesi|sticos” incorporados por el artículo 140 LF desde la Constitución Imperial de 
Weimar y, en particular, el posible acceso al estatus de corporación pública previsto en ellos, no 
persiguen sino la realización de dicho derecho; y en general todo el sistema de derecho 
eclesiástico establecido en la Ley Fundamental tiene como principio directriz la libertad religiosa 
(BVerfGE 102, 370 (2000) §§ 57, 69, 70 y 87. Posteriormente en BVerfGE 137, 273 (2014) § 84). 
Cfr. S. KORIOTH, “Vom institutionellen...” cit. nota 270, p. 744; y S. MAGEN, Körperschaftsstatus... cit. 
nota 331, pp. 6 y 7. 
636 BVerfGE 102, 370 (2000) §§ 68, 77 y 81. 
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Administrativo Federal, por considerar que esta exigencia sobrepasa los límites 
admisibles del principio de neutralidad.637 
El Alto Tribunal depura en su sentencia el concepto de fidelidad a la ley o 
Rechtstreue introducido por la Corte Administrativa y lo convierte en una 
necesidad de lealtad a la Ley Fundamental y a los valores del ordenamiento 
constitucional, cuya exigencia encuentra razón en la privilegiada posición de la 
que gozan las confesiones religiosas con estatus de corporación de derecho 
público.638 Esta ventajosa situación jurídica de la que disfrutan las comunidades 
amparadas bajo el artículo 137.5 CIW en relación con el artículo 140 LF, les 
confiere a su vez una capacidad de influencia sobre sus fieles y sobre la sociedad 
en su conjunto superior a la que pueden ejercer las asociaciones religiosas que 
han optado por otras formas de personificación jurídica.639 Sin embargo, a mayor 
capacidad de influencia, mayor responsabilidad. A juicio del Tribunal 
Constitucional Federal, las iglesias y confesiones constituidas bajo derecho 
público están más comprometidas con el deber constitucional de velar por los 
derechos de terceros que el resto de comunidades religiosas de derecho 
privado.640  
Pero para la sala segunda del Bundesverfassungsgericht, la mayor capacidad 
de influencia individual y social de la que se benefician las confesiones religiosas 
con estatus de corporación derecho público, constituye a su vez un potencial foco 
de peligro tanto para los propios miembros de la confesión como para terceros 
ajenos a ella: “las ventajas tienen aparejada una mayor influencia, pero también 
un mayor riesgo de abuso en perjuicio de la libertad religiosa de sus miembros en 
detrimento de otros bienes constitucionales.”641 Es precisamente este riesgo 
potencial el que, a partir de la función tutelar que la propia Ley Fundamental 
                                                 
637 Ibid., §§ 56 y 57. 
638 Ibid., §§ 80 y 86. Anticipa esta fidelidad a la Ley Fundamental (Verfassungstreue) S. MAGEN, 
Körperschaftsstatus... cit. nota 331, p. 142 
639 BVerfGE 102, 370 (2000) §§ 72 y 86. 
640 Ibid., § 86. 
641 Ibid., § 73. Sin cursiva en el original. Reitera la sala segunda del Tribunal la idea del riesgo 
que las confesiones religiosas pueden suponer para el ordenamiento constitucional y los derechos 
fundamentales de terceros en § 83. 
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atribuye al Estado, justifica una futura actividad calificadora de las autoridades 
públicas más amplia que no se circunscriba, como en el pasado, a la verificación 
de los requisitos objetivos de estabilidad formal y numérica.642  
Al llegar a este punto de su argumentación, es donde el Tribunal 
Constitucional Federal se enfrenta con el principal escollo para la ampliación de 
las funciones calificadoras del Estado en la concesión del estatus de corporación 
de derecho público, con el principio de neutralidad.643 ¿Cómo pueden las 
autoridades públicas verificar la concurrencia de la garantía de Rechtstreue sin 
acudir a una valoración de los dogmas y creencias de los grupos religiosos que 
ponga en riesgo su carácter neutral? El Zweites Senat del 
Bundesverfassungsgericht aporta una solución cuya ejecución práctica no está 
exenta de zonas fronterizas de difícil delimitación: la supervisión estatal no puede 
recaer sobre las creencias de la organización, sino únicamente sobre su conducta, 
sobre sus acciones: “una comunidad religiosa que aspira a obtener el estatus de 
corporación de derecho público debe garantizar que su conducta futura no pondrá 
en peligro los principios constitucionales establecidos en el artículo 79.3 LF, los 
derechos de terceros encomendados a la protección del Estado así como los 
principios del derecho de libertad religiosa y del derecho eclesiástico de la Ley 
Fundamental”.644  
Pese a la aparente obviedad y simplicidad de este mecanismo de valoración, 
a la sentencia no se le escapa la dificultad real de diferenciar dogma y conducta, 
de hacer compatibles una capacidad amplia de calificación con el derecho de 
libertad religiosa y la autonomía de las confesiones o de compaginar el mandato 
constitucional de supervisión estatal con el también mandato constitucional de 
neutralidad; sobre todo teniendo en cuenta que las previsiones sobre el 
comportamiento futuro de una comunidad religiosa difícilmente pueden 
desgajarse de los principios doctrinales en los que tal comportamiento se asienta. 
                                                 
642 Ibid., § 73.  
643 Ibid., §§ 63 y 89. Cfr. G. CZERMAK, Religions... cit. nota 297, p. 110. 
644 BVerfGE 102, 370 (2000) § 83. Sin cursiva en el original. También en ibid. § 89. Más 
recientemente, el Bundesverfassungsgericht ha consolidado esta doctrina en BVerfGE 139, 321 
(2015) § 95. 
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Es por ello que la Corte de Karlsruhe intenta prever de antemano una pluralidad 
de posibles situaciones conflictuales mediante ciertas puntualizaciones que 
matizan su afirmación inicial.645 En definitiva, reconoce la propia sentencia, la 
valoración del requisito de Rechtstreue requiere un ejercicio de predicción 
complejo en el que deben ser sopesados una diversidad de factores.646  
Si el principio de weltanschaulich-religiöse Neutralität constituye a juicio de 
la sala segunda del Tribunal Constitucional Federal el límite a la capacidad de 
calificación estatal de la idoneidad de una comunidad religiosa para acceder al 
estatus de corporación de derecho público, es el mismo mandato el que 
determina el grado de lealtad que el Estado puede exigir de las mismas. Más allá 
del compromiso con el sistema constitucional y con los derechos fundamentales 
de terceros, la exigencia de una cualificada fidelidad al Estado excede los límites 
del principio de neutralidad y resulta contraria al propio ordenamiento 
jurídico.647 La adquisición de la condición de corporación de derecho público es, 
insiste la sentencia, un medio para la realización del derecho de libertad religiosa, 
y los titulares de derechos deben orientar su actuación no al cumplimiento de los 
intereses del Estado, sino a la consecución de sus propios fines.648 Para los 
Testigos de Jehová, el rechazo a tomar parte en procesos electorales es un 
requisito sustancial del cumplimiento de sus fines religiosos, de acuerdo con sus 
creencias. Para esta confesión, el ser humano sólo logra la plenitud en el más allá 
y su paso por este mundo es meramente temporal.649 Cualquier poder terrenal no 
sólo es percibido como transitorio, sino también como parte del mundo de 
                                                 
645 Así, entiende el Tribunal Constitucional Federal que corresponde a los órganos estatales, 
incluidos los tribunales, la competencia para valorar los comportamientos de una comunidad 
religiosa o de sus miembros de acuerdo con criterios estrictamente seculares, incluso cuando 
dichos comportamientos en último extremo tengan una motivación religiosa. No obstante, el 
derecho de libertad religiosa y el derecho de las confesiones a su autonomía impiden que toda 
discrepancia de estas con el ordenamiento jurídico pueda ser considerada una deslealtad al 
Estado. Además, dependerá de cada caso concreto el determinar si la manifestación externa de los 
dogmas y las creencias de una comunidad religiosa permiten sacar conclusiones acerca del 
comportamiento que puede esperarse de ella (BVerfGE 102, 370 (2000) §§ 81 y 89. Vid. G. 
ROBBERS, “Sinn und...” cit. nota 613, p. 413). 
646 BVerfGE 102, 370 (2000) § 96. 
647 Ibid., §§ 57 y 92. 
648 Ibid., § 93. 
649 Cfr. E. J. EBERLE, Church… cit. nota 265, pp. 142-144. 
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Satanás. Analizada desde esta perspectiva, la raíz de su rechazo a la participación 
democrática obedece a motivaciones claramente religiosas orientadas a la 
consecución de los fines propios de la confesión, no a una hostilidad hacia 
Alemania como nación. Son precisamente estos fines religiosos los que, 
atendiendo al principio de neutralidad, el Estado es incompetente para valorar.650 
Una lectura sosegada de la sentencia analizada en este epígrafe, permite 
realizar una serie de observaciones críticas dirigidas no tanto a su contenido —
ponderado y lleno de matices, como he señalado líneas atrás— cuanto al espíritu 
que parece informar la nueva doctrina establecida por el Tribunal Constitucional 
Federal en relación con la concesión del estatus de corporación de derecho 
público a las comunidades religiosas.651 Esta reflexión se ve facilitada por la 
constatación de que, salvo dos excepciones, los magistrados que integraron el 
Zweites Senat y pronunciaron la sentencia acerca de los Testigos de Jehová son los 
mismos que tres años más tarde resolverían el caso Ludin.652 Lo cierto es que, 
pese a la disparidad temática de ambos pronunciamientos, ambas decisiones 
tienen en apariencia una misma preocupación y finalidad: blindar el sistema 
constitucional de gestión del fenómeno social religioso frente a la influencia del 
Islam.653 De hecho, hay ciertos pasajes en la sentencia de 2000 que podrían hacer 
pensar que los magistrados de la segunda sala, a la hora de resolver el recurso de 
amparo presentado por los Testigos de Jehová, no sólo tenían en mente a esta 
confesión religiosa, sino también y sobre todo, a las comunidades islámicas que 
                                                 
650 Vid. S. KORIOTH, “Vom institutionellen...” cit. nota 270, pp. 744 y 745; y A. FRHR VON 
CAMPENHAUSEN, “Körperschaftsstatus der Kirchen und Religionsgemeinschaften. Zum Urteil des 
Bundesverfassungsgerichts zu den Zeugen Jehovas”, en Gesammelte... cit. nota 329, pp. 238 ss. La 
sala segunda del Tribunal Constitucional Federal parece ser muy consciente de lo problemático de 
su interpretación y se blinda argumentalmente, acudiendo en reiteradas ocasiones a lo largo de la 
sentencia al apoyo de argumentos históricos y doctrinales (BVerfGE 102, 370 (2000) §§ 74, 75, 
79). También, E. W. BÖKENFÖRDE, Der säkularisierte Staat. Sein Charakter, seine Rechtfertigung und 
seine Probleme im 21. Jahrhundert, Carl-Friedrich von Siemens Stiftung, Munich 2007, pp. 32 y 33. 
651 La sentencia ha sido en general acogida con agrado por la doctrina alemana. Así, G. CZERMAK, 
Religions... cit. nota 297, p. 109. 
652 Vid. supra 3.3. 
653 Cfr. S. KORIOTH e I. AUGSBERG, “Neue Religionskonflikte...” cit. nota 472, p. 829 y su referencia 
al “efecto anti Islam”; G. CZERMAK, Religions... cit. nota 297, pp. 18 y 19; y F. WITTRECK, 
“Perspektiven der Religionsfreiheit in Deutschland”, en Staat... cit. nota 269, pp. 97 y 98. 
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en un futuro pudiesen solicitar el acceso a la condición de corporaciones de 
derecho público.654  
En las sentencias de 2000 y 2003, los magistrados del Zweites Senat del 
Bundesverfassungsgericht identifican en el elemento religioso que pretende ora 
acceder a la categoría jurídica de corporación de derecho público, ora hacerse 
visible en la escuela estatal, un potencial riesgo para una pluralidad de bienes 
jurídicos de rango constitucional. En un caso, el riesgo lo constituye el mal uso 
que una comunidad religiosa puede hacer de las ventajas que confiere el 
Körperschaftsstatus y la influencia que ese mal uso puede tener en la sociedad, en 
los derechos fundamentales de sus propios fieles y en los de terceros. En el otro, 
la amenaza para la paz social se materializa en la presión que el velo de una 
profesora puede ejercer sobre los derechos educativos y la libertad religiosa 
negativa de los padres y alumnos de los centros educativos públicos. La solución 
en los dos casos es un repliegue de la apertura del Estado hacia el fenómeno 
religioso, ya sea colectivo o individual.655 Si en la sentencia del caso Testigos de 
Jehová, la Corte de Karlsruhe abandona la concepción que inspiró la Ley 
Fundamental de ver en las comunidades y grupos religiosos un elemento positivo 
para la sociedad, para pasar a considerarlos un potencial factor de riesgo que 
justifica una más amplia capacidad de calificación de los poderes públicos, en 
Ludin es la escuela pública la que se cierra por vía legal a la presencia e influencia 
de valores religiosos que antes promovía la propia jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional Federal.  
No obstante las similitudes apuntadas, hay un elemento diferenciador en 
ambas sentencias de especial relevancia para el objeto de este trabajo: el distinto 
tratamiento que recibe el mandato de weltanschaulich-religiöse Neutralität por 
parte de los magistrados del Zweites Senat. Mientras que en la sentencia del año 
2000 la condición neutral del Estado se convierte en límite y frontera para la 
actividad calificadora de los poderes públicos en la valoración de la concurrencia 
o no del requisito de Rechtstreue, en la decisión de 2003 es una posible 
                                                 
654 BVerfGE 102, 370 (2000) §§ 87 y 91. Cfr. S. KORIOTH e I. AUGSBERG, “Neue 
Religionskonflikte...” cit. nota 472, p. 831. 
655 Cfr. F. WITTRECK, “Perspektiven...” cit. nota 653, pp. 87 y 88.  
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interpretación constitucional del principio de neutralidad en clave distanciadora 
y separatista la que justifica la salida del ámbito público escolar de expresiones 
externas de adhesión religiosa por parte de profesores y docentes.  
4.2.b) Principio de neutralidad, advertencias estatales contra grupos 
religiosos e ideológicos minoritarios y Staatsleitung 
Que los nuevos grupos religiosos han preocupado mucho en Alemania desde 
los años 70,656 lo demuestra no sólo la creación por el Bundestag en el año 1996 
de la famosa comisión parlamentaria de investigación sobre “las denominadas 
sectas y psicogrupos”,657 sino también los nada menos que once años que tardó el 
Bundesverfassungsgericht en resolver el recurso de amparo interpuesto por el 
grupo de meditación de origen indio OSHO, antes conocido como movimiento 
Bhagwan o movimiento Shree Rajneesh. Dicho grupo alegaba vulneración de su 
derecho de libertad religiosa por el hecho de que diversas autoridades públicas 
alemanas se hubiesen referido a él en repetidas ocasiones calific|ndolo de “secta”, 
“secta juvenil”, “psicosecta”, “grupo religioso o culto destructivo y manipulador” o 
“pseudoreligión”.658 En un caso complicado, que demuestra las dificultades con 
las que el Estado alemán se ha topado para abrirse a la diversidad religiosa e 
ideológica y a los grupos minoritarios ajenos a la espiritualidad occidental, el 
principio de neutralidad vuelve a revelarse como concepto clave en la gestión de 
una sociedad crecientemente plural, a partir de un entramado constitucional 
                                                 
656 Vid. G. BESIER, “FECRIS…” cit. nota 608, pp. 209 ss. 
657 Vid. supra nota 622. 
658 BVerfGE 105, 279 (2002). El Tribunal Constitucional Federal estimó parcialmente el 
recurso de amparo interpuesto. Consideró no contrarias a la Ley Fundamental las expresiones 
“secta”, “secta juvenil”, “religión juvenil” y “psicosecta”. Por el contrario, sí apreció que eran 
susceptibles de reproche constitucional por contravenir el artículo 4 LF, el uso de los calificativos 
“destructivo” y “pseudoreligioso” para referirse a OSHO, así como el reproche de que manipulaban 
a sus miembros (§ 48). El caso fue finalmente llevado ante el TEDH. En su sentencia Leela 
Förderkeris e.V. c. Alemania (ap. nº 58911/00), de 6 de noviembre de 2008, la Corte de 
Estrasburgo no apreció lesión del artículo 9 CEDH, pero sí entendió vulnerado el artículo 6 CEDH 
al entender que la excesiva duración del procedimiento ante los tribunales nacionales alemanes 
no era admisible bajo la cautela del “plazo razonable” contemplado en dicho artículo. Sí apreciarán 
por el contrario vulneración del artículo 9 CEDH por inobservancia del mandato de neutralidad 
por parte de las autoridades germanas los votos parcialmente disidentes de los magistrados 
Trajkovska y Kalaydjieva. Vid. S. HUSTER, Die ethische… cit. nota 288, pp. 144-147; G. CZERMAK, 
Religions... cit. nota 297, pp. 114 y 115; y G. ROBBERS, Religion… cit. nota 279 p. 91. Resume las 
intervenciones gubernativas en contra de OSHO, G. BESIER, “FECRIS…” cit. nota 608, pp. 225 y 226. 
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abierto al fenómeno religioso y a la libertad de creencias de los individuos y de los 
grupos en que se integran.659  
Mucho menos correcta desde un punto de vista de técnica jurídica y más 
criticada por la doctrina que la sentencia que dos años antes había resuelto el 
caso de los Testigos de Jehová, la decisión de 26 de junio de 2002 del Tribunal 
Constitucional Federal —esta vez el Erster Senat— realizó un análisis que bien 
puede calificarse de superficial, de la relación que existe entre el derecho de 
libertad religiosa colectiva, el deber de información y dirección del Estado 
(Staatsleitung) y el mandato de neutralidad religioso-ideológica que debe presidir 
ese deber de información y de dirección.660 
Alertadas por el atractivo que los nuevos movimientos religiosos y 
espirituales podían tener en las capas más jóvenes de la sociedad, el argumento 
en el que las autoridades estatales se apoyaron para justificar sus 
manifestaciones acerca del movimiento OSHO es el deber constitucional de 
Staatsleitung —“directrices o dirección del Estado” — , que se traduce en la 
obligación que tienen el gobierno federal y otros órganos previstos en la Ley 
Fundamental de ejercer una función de guía, no sólo en materia de política 
interior y exterior, sino también en aquellas cuestiones que en un momento 
determinado pueden causar especial preocupación en el gran público.661 La 
finalidad de las manifestaciones realizadas por diversos representantes del 
gobierno, en el ejercicio de ese mandato de Staatsleitung, no era otra, afirmaban, 
que la de informar a la sociedad —en particular a los jóvenes y a sus padres— 
                                                 
659 Cfr. U. FÜLBIER, Die Religionsfreiheit... cit. nota 270, pp. 198 y 199; y E. J. EBERLE, Church… cit. 
nota 265, pp. 145-148. Así lo recuerda la reciente sentencia del Tribunal Constitucional Federal 
BVerfGE 139, 321 (2015) § 93. Vid. también M. HECKEL, “The Impact…” cit. nota 277, p. 192. 
660 Vid. D. WINKLER, Grundrechte in der Fallprüfung: Schutzbereich - Eingriff - 
Verfassungsrechtliche Rechtfertigung, C. F. Müller, Heidelberg 2010, pp. 62 y 63. Como simple 
ejemplo de esta superficialidad en el an|lisis, a la hora de determinar si el término “secta” tiene 
una connotación negativa que impediría su uso por parte de la autoridades gubernamentales al 
excederse los límites del mandado de neutralidad del Estado, el Tribunal Constitucional Federal se 
limita a señalar lacónicamente que este principio no impide “en la discusión pública acerca de los 
grupos religiosos o ideológicos utilizar para ellos las denominaciones que se corresponden con la 
actual situación del uso común del lenguaje y que serán entendidos en este sentido por los 
destinatarios de la correspondiente manifestación.” (BVerfGE 105, 279 (2002) § 59). En los 
mismos términos se referir| a los conceptos de “religión juvenil” o “secta juvenil” (§ 61). 
661 BVerfGE 105, 279 (2002) §§ 72 ss.  
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acerca de los objetivos y actividades de estos movimientos religiosos e 
ideológicos y advertirles del riesgo que podía suponer el contacto con los 
mismos.662  
El Tribunal Constitucional Federal centrará su argumentación en distinguir, 
con un resultado un tanto impreciso, entre aquellas expresiones estatales que, al 
referirse a los grupos religiosos, vulneran o no el derecho de libertad religiosa 
que reconoce el artículo 4 LF.663 Entiende la Corte de Karlsruhe que el derecho de 
libertad religiosa y de creencias, en su faceta no sólo individual sino también 
colectiva, no concede a sus titulares una prerrogativa que impida al Estado y a sus 
organismos analizarlos a ellos, a sus objetivos y a sus actividades, aunque sea 
manera crítica o desfavorable. Este análisis tiene sin embargo que realizarse 
dentro de los límites que marca la neutralidad que deben observar los poderes 
públicos, lo cual obliga al Estado a conducirse con reserva y moderación.664 
Llevada a la práctica, esta obligación de discreción prohíbe a las autoridades 
gubernativas difundir descripciones de los grupos religiosos o ideológicos que, 
por no estar basadas en hechos o datos concretos, resulten difamatorias, 
discriminatorias o erróneas.665  
El principio de weltanschaulich-religiöse Neutralität se erige nuevamente 
como frontera de la actuación de los poderes públicos en materia de libertad de 
creencias y de su capacidad de valorar los dogmas y prácticas de grupos 
religiosos o ideológicos. Sin embargo, el Tribunal Constitucional Federal no 
consigue responder de forma convincente en esta sentencia a una pregunta 
previa: en qué circunstancias y bajo qué condiciones puede realmente un Estado 
neutral oficializar una toma de posición pública en contra de una determinada 
                                                 
662 Ibid., §§ 69 ss. Cfr. H. M. HEINIG, “Verschleierte Neutralität”, en JuristenZeitung 65 (2010), pp. 
357-360. 
663 Cfr. A. FRHR VON CAMPENHAUSEN y H. DE WALL, Staatskirchenrecht cit. nota 300, pp. 64 y 65.  
664 BVerfGE 105, 279 (2002) § 56. 
665 Ibid. y § 61. 
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comunidad religiosa o filosófica que no lesione la obligación de no favorecer o 
perjudicar ninguna creencia determinada.666 
4. CONCLUSIONES 
En un momento delicado para el futuro político de la Canciller Angela 
Merkel, en el que todavía está por decidirse cómo reaccionaran los ciudadanos 
alemanes en las urnas a su polémica decisión de abrir las fronteras germanas a 
inmigrantes procedentes del conflicto armado en Siria, su discurso, que en el 
momento en que se escriben estas líneas todavía es el discurso gubernamental 
oficial, se sigue mostrando favorable a una apertura hacia la diversidad religiosa y 
a su visibilidad en el espacio público.667 Sin miedo a reconocer —en un 
bienvenido ejercicio de autocrítica— que las autoridades alemanas llegaron a 
perder el control en la crisis migratoria iniciada en 2015, los planteamientos de 
fondo de la Canciller parecen sin embargo permanecer inalterados.668 Apenas 
unos días antes del ejercicio público de autocrítica antes mencionado, al 
inaugurar la reunión en Berlín del Panel Internacional de Parlamentarios para la 
Libertad de Religión o de Creencias (IPPFoRB), celebrada en esa ciudad los días 
12 a 14 de septiembre de 2016, refiriéndose al velo integral y a los límites a la 
expresión religiosa Merkel afirmó que “la diversidad es la consecuencia lógica de 
la libertad”, y alertó del riesgo que en materia religiosa supone adoptar medidas 
f|ciles que, afirma, no harían sino “retroceder en la rueda del tiempo”669 El 
contraste de estas palabras con el lenguaje político francés preponderante en la 
actualidad, no precisa de mayor explicación. 
                                                 
666 Cfr. S. HUSTER, Die ethische... cit. nota 288, pp. 145; H. DREIER, Säkularisierung... cit. nota 390, 
p. 30; D. WIESCHEN, Politik… cit. nota 391, p. 31; G. ROBBERS, “The Permissible…” cit. nota 355, pp. 
864 y 865; y S. KORIOTH e I. AUGSBERG, “Neue Religionskonflikte...” cit. nota 472, pp. 831 y 832. 
667 Alemania se enfrenta en el año 2017 a elecciones al parlamento federal. Tras una serie de 
derrotas de la CDU de Angela Merkel en las elecciones a los parlamentos de los Länder en 2016 –
entre otros Berlín y su natal Mecklemburgo-Pomerania occidental–, en los últimos comicios 
celebrados en el estado de Sarre el pasado 26 de marzo, el partido de la Canciller derrotó al SPD 







Como he indicado al comienzo de este segundo Capítulo, en la Asamblea 
constituyente que alumbró la Ley Fundamental de 1948-1949 estuvo muy 
presente la convicción de que, tras la experiencia del nacional-socialismo, las 
comunidades religiosas tenían que desempeñar un papel destacado en la 
renovación moral y espiritual de la sociedad de postguerra.670 El hecho de que los 
grupos religiosos fuesen percibidos como instrumentos privilegiados para la 
formación de ciudadanos moralmente responsables, tolerantes y con sensibilidad 
democrática, permite entender no sólo el reconocimiento en la Ley Fundamental 
de un derecho de libertad religiosa y de creencias de tan amplio espectro como el 
contemplado en el artículo 4 LF, sino también el especial estatus concedido a las 
confesiones, estatus que se halla en el origen del papel que, todavía hoy, 
desempeñan estas en la vida de la polis.671  
La dificultad que conllevaba hacer depender una parte de la salud ética de la 
comunidad política de organizaciones primarias cuya existencia o pervivencia no 
podía depender de la voluntad y control estatales, la expresaría de forma 
particularmente lúcida el que fuese magistrado del Tribunal Constitucional 
Federal, y uno de los juristas alemanes más relevantes del pasado siglo —Ernst-
Wolfgang Böckenförde—, en su conocida “paradoja” (das Böckenförde Diktum): el 
Estado liberal y secular vive de presupuestos que él mismo no puede 
garantizar.672 
La evolución en las últimas décadas hacia un nuevo panorama religioso 
caracterizado en lo colectivo no sólo por el debilitamiento de las dos grandes 
Iglesias cristianas, sino también por realidades como la mayor presencia del 
Islam, la reafirmación de grupos religiosos minoritarios o la irrupción de nuevas 
formas grupales de espiritualidad ajenas a la tradición religiosa occidental, han 
constituido un verdadero test de estrés para un modelo de relaciones entre el 
                                                 
670 Cfr. J.-P. WILLAIME, “Séparation…” cit. nota 264, pp. 90 y 91; e I. B. WUERTH, “Private 
Religious…” cit. nota 264, pp. 1145-147. 
671 Cfr. S. HUSTER, “Die Bedeutung...” cit. nota 270, p. 107; e I. B. WUERTH, “Private Religious…” 
cit. nota 264, pp. 1145 y 1146. 
672 Cfr. E-W BÖCKENFÖRDE, Staat, Gesellschaft, Freiheit. Studien zur Staatstheorie und zum 
Verfassungsrecht, Suhrkamp, Frankfurt am Main 1976, p. 60. Esta “paradoja” describe el dilema 
básico de una gestión liberal de la pluralidad religiosa con el elevado riesgo de pérdida de las 
fuerzas sociales de aglutinación. Vid. D. FRINGS, “La libertad…” cit. nota 263, p. 173. 
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Estado y las iglesias que nació hace ya casi setenta años. No es de extrañar que 
este cambio ocurrido en un tiempo relativamente breve, haya hecho surgir en el 
siglo XXI la duda razonable de si el sistema constitucional de protección y gestión 
del derecho de libertad religiosa y de creencias concebido en 1949, es el más 
apropiado para acomodarse a la nueva realidad social y religiosa alemana.673  
En cierta medida, se ha invertido la paradoja Böckenförde. Si la duda a 
mediados del siglo XX era resolver cómo podía el Estado liberal velar por la salud 
moral de la polis cuando ésta dependía en parte de organizaciones autónomas que 
escapaban a su control, hoy la preocupación parece haberse desplazado, en 
ciertos sectores académicos, políticos y mediáticos, a dar respuesta a la pregunta 
de cómo puede el Estado proteger a esa misma polis de la amenaza potencial que 
para ella supondrían grupos religiosos que, al abrigo de un sistema caracterizado 
por la apertura al fenómeno religioso, la cooperación e incluso la integración de 
las entidades confesionales en el tejido estatal, podrían socavar las raíces 
democráticas de Alemania. 
En este contexto de potencial inestabilidad, la actual disputa doctrinal 
acerca del nombre que debe darse a la disciplina académica que cultiva el estudio 
del derecho de libertad religiosa y de conciencia, no es bizantina.674 El progresivo 
abandono de la tradicional denominación Staatskirchenrecht (Derecho 
eclesiástico del Estado) y su sustitución por la de Religionsverfassungsrecht 
(Derecho constitucional de la religión), supone a la postre desplazar el foco de 
atención del reconocimiento de la importancia que para la vida social y política 
del país tiene —o tenía— la acción de las iglesias, para centrarlo de manera 
preferente en la vertiente subjetiva e individual de los derechos fundamentales. 
Como he avanzado páginas atrás, el debilitamiento del componente institucional 
del derecho de libertad religiosa no es tan sólo el inevitable resultado de la 
pérdida de relevancia social de las Iglesias Católica y Evangélica como 
consecuencia de la secularización y de la privatización de las creencias religiosas 
                                                 
673 Cfr. S. KORIOTH e I. AUGSBERG, “Neue Religionskonflikte...” cit. nota 472, pp. 828 y 829; y A. 
FRHR VON CAMPENHAUSEN, “Offene...” cit. nota 453, p. 54. Vid. También U. FÜLBIER, Die 
Religionsfreiheit... cit. nota 270, pp. 194 ss. Para un esquema comprensivo de dichos grupos, Vid. G. 
BESIER, “FECRIS and…” cit. nota 608, pp. 212 y 213. 
674 Cfr. C. WALTER, Einleitung cit. nota 267, pp. 1-4. 
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de los ciudadanos alemanes, sino que obedece en primer término a las dudas que 
una mayor presencia de ciertos grupos religiosos, especialmente del Islam, han 
generado respecto de la oportunidad de un sistema nacido bajo unos 
presupuestos sociales y religiosos muy diferentes a los actuales. 
Si atendemos a la evolución de la jurisprudencia emanada en las últimas 
décadas del Tribunal Constitucional Federal, así como en menor medida de otros 
órganos de la jurisdicción ordinaria germana, parece poco aventurado afirmar 
que, al igual que en Francia, el principio de neutralidad religioso-ideológica del 
Estado no será ajeno a la futura definición de los parámetros de gestión de lo 
religioso en Alemania. Incluso a pesar de que, hoy en día, la propia operatividad 
de este principio es cuestionada hasta el punto de ser calificado, en ocasiones, de 
“mito”675 
A partir de mediados de la década de 1990, las sentencias del Tribunal 
Constitucional Federal han sido a la vez reflejo e impulso de una noción de 
neutralidad que, desde una interpretación más distanciaciadora y separatista que 
la sostenida hasta entonces, ha favorecido el repliegue en lo religioso de un 
ordenamiento históricamente predispuesto a validar la constitucionalidad de la 
concurrencia y visibilidad de las diversas creencias presentes en la sociedad. El, 
para muchos inesperado, cambio de dirección apuntado por la reciente sentencia 
del Bundesverfassungsgericht en relación con el uso de simbología religiosa por 
parte de profesores de los centros de educación pública, plantea si cabe con 
fuerza renovada el interrogante de hacia dónde se orientará en el futuro la 
jurisprudencia del máximo intérprete constitucional germano.  
En efecto, la sentencia del año 2015 ha servido para poner de manifiesto con 
especial claridad, las dos posiciones entre las que en la actualidad bascula la 
doctrina alemana en relación con el principio de weltanschaulich-religiöse 
Neutralität: la concepción más afrancesada que equipara neutralidad con 
neutralización; y la concepción más entroncada con la historia constitucional 
                                                 




germana que apela a la neutralidad como concepto que abre el Estado a la 
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1. EL CONSEJO DE EUROPA Y SU SISTEMA DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS 
El Consejo de Europa nació en 1949 en el seno de una Europa devastada por 
la Segunda Guerra Mundial. Esta excepcional situación histórica, propició la 
aparición en la zona occidental del viejo continente de una serie de movimientos 
dirigidos a lograr su unificación, a partir de dos ideas motrices.1 De un lado, la 
necesidad y urgencia de comprometerse con la democracia y con la defensa de los 
derechos humanos, a fin de impedir que se repitieran los horrores de la reciente 
contienda. De otro, la importancia de reafirmar los valores políticos y culturales 
de occidente frente al avance del comunismo en Europa oriental.2 
Esta doble inspiración quedaría precozmente plasmada en los artículos 1 y 3 
del Estatuto del Consejo de Europa, que dotaron de fuerza normativa las 
aspiraciones manifestadas en su Preámbulo y sentaron las bases para la creación 
del Consejo de Europa.3 Poco tiempo después, el 4 de Noviembre de 1950, se 
adoptó en Roma el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales (Convenio, Convención o CEDH), que 
entró en vigor el 3 de Septiembre de 1953, y cuya firma es todavía hoy condición 
indispensable para adherirse al propio Consejo. En la actualidad, este organismo 
europeo está integrado por cuarenta y siete Estados bajo el lema de 47 pays, une 
                                                 
1 Cfr. M. D. EVANS, Religious Liberty and International Law in Europe, Cambridge University 
Press, Cambridge 1997, pp. 263 y 264; e I. MARTÍN SÁNCHEZ, La recepción por el Tribunal 
Constitucional español de la jurisprudencia sobre el Convenio Europeo de Derechos Humanos 
respecto de las libertades de conciencia, religiosa y de enseñanza, Comares, Granada 2002, pp. 10 y 
11.  
2 Vid. M. REVENGA SÁNCHEZ y A. VIANA GARCÉS, Tendencias jurisprudenciales de la Corte 
Interamericana y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Tirant lo Blanch, Valencia, 2008, pp. 
18-21; y F. G. JACOBS y R. C. A. WHITE, The European Convention on Human Rights, Oxford University 
Press, Oxford 1996, p. 3. 
3 Artículo 1 del Estatuto del Consejo de Europa (ECE), de 5 de mayo de 1949: “a) La finalidad 
del Consejo de Europa consiste en realizar una unión más estrecha entre sus miembros para 
salvaguardar y promover los ideales y los principios que constituyen su patrimonio común y 
favorecer su progreso económico y social.”; Artículo 3 ECE: “Cada uno de los Miembros del Consejo 
de Europa reconoce el principio del imperio del Derecho y el principio en virtud del cual cualquier 
persona que se halle bajo su Jurisdicción ha de gozar de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales, y se compromete a colaborar sincera y activamente en la consecución de la 
finalidad definida en el capítulo primero.” 
Los Estados fundadores del Consejo de Europa fueron el Reino de Bélgica, el Reino de 
Dinamarca, la República Francesa, la República Irlandesa, la República Italiana, el Gran Ducado de 
Luxemburgo, el Reino de los Países Bajos, el Reino de Noruega, el Reino de Suecia y el Reino de 
Gran Bretaña y de Irlanda del Norte.  
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Europe.4 Todos los países del Consejo de Europa son Partes o Estados miembros 
en el sistema del Convenio, que despliega sus efectos sobre una población de más 
de ochocientos millones de personas y que abarca la práctica totalidad geográfica 
del Continente.5 
Aunque el Convenio fue en efecto una respuesta directa a la recién concluida 
contienda mundial, su génesis y contenido se enmarcan en una tradición mucho 
más antigua de protección internacional de los derechos humanos. Como ha 
señalado Lauren, se trata de un texto que bebe de las fuentes de las dos grandes 
revoluciones liberales del siglo XVIII y del pensamiento político desarrollado a 
partir de la Declaración americana de Independencia y de la Declaración francesa 
de los Derechos del Hombre y del Ciudadano.6 No es por tanto de extrañar que 
tanto la filosofía política como la hoja de ruta de la protección de los derechos 
humanos de las potencias vencedoras de la Segunda Guerra Mundial, tuviesen una 
influencia decisiva no sólo en la selección de los derechos que serían objeto de 
protección bajo el Convenio, sino también en la construcción teórica de sus 
mecanismos de salvaguarda. Tomando como inspiración la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos, el Convenio no se limitaría sin embargo a duplicar su 
contenido.7 La doble aspiración ya indicada de evitar violaciones de los derechos 
humanos como las ocurridas durante el conflicto bélico europeo, y de 
contrarrestar la influencia comunista que venía del este, explica la inclusión en el 
Convenio de constantes referencias a los valores y principios que son necesarios 
                                                 
4 Vid. http://www.coe.int/aboutCoe/index.asp?page=47pays1europe&l=fr.  
5 No forman parte en la actualidad del Consejo de Europa los Estados de Bielorrusia, Kazajistán 
y Ciudad del Vaticano. 
6 Cfr. P. G. LAUREN, The Evolution of International Human Rights. Visions Seen (2ª ed.), University 
of Pennsylvania Press, Filadelfia 2003, pp. 71 ss.; y C. TOMUSCHAL, Human Rights: Between Idealism 
and Realism, Oxford University Press, Oxford 2003, pp. 13 ss. 
7 Cfr. F. MARGIOTTA BROGLIO, La protezione internazionale della libertá religiosa nella Convenzione 
Europea di Diritti dell’Uomo, Giuffrè, Milán 1967, p. 5; y L. M. HAMMER, The International Human 
Right to Freedom of Conscience. Some suggestions for its development and application, Ashgate, 
Aldershopt 2001, p. 51.  
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en una sociedad democrática, aunque el contenido y naturaleza exacta de dichos 
valores no está explicitado ni definido en el propio texto.8 
Con la perspectiva que ofrece el tiempo transcurrido desde la entrada en 
vigor del Convenio, la doctrina muestra hoy una notable unanimidad a la hora de 
reconocer al sistema creado por el Consejo de Europa —con sus aciertos y sus 
errores— como el mecanismo de protección internacional de los derechos 
humanos más evolucionado y eficaz que existe, y de considerarlo el paradigma de 
los modelos regionales establecidos con posterioridad, en particular del Convenio 
Interamericano de Derechos Humanos.9 El éxito y prestigio internacional del 
Consejo de Europa ha dependido de dos factores. Primero, del establecimiento de 
un tribunal pionero en su momento en la protección jurisdiccional de los derechos 
humanos —el Tribunal Europeo de Derechos Humanos—. Segundo, del relevante 
papel que, indirectamente, ha jugado el Consejo en la consolidación democrática 
de Europa.10 Desde su creación, este organismo ha sido protagonista de los 
principales cambios políticos acaecidos en el continente, al haber aceptado el 
desafío de secundar los esfuerzos de transición y posterior consolidación de las 
nuevas democracias surgidas en Europa central y oriental tras el fin de los 
regímenes comunistas.11 De hecho, la admisión a firma de un país al Convenio ha 
operado de facto como una especie de “marchamo de autenticidad democr|tica” 
frente a la comunidad internacional.12 
                                                 
8 Cfr. B. RAINEY, E. WICKS y C. OVEY, The European Convention on Human Rights (6ª ed.), Oxford 
University Press, Oxford 2014, pp. 3 y 4. 
9 Vid. C. TOMUSCHAL, Human Rights… cit. nota 6, p. 5. Para una visión más crítica, las obras 
colectivas The European Court of Human Rights and Its Discontents: Turning Criticism into Strength 
(S. Flogatis, T. Zwart y J. Fraser eds.), Edward Elgar Publishing, Cheltenham 2013; y Criticisms of 
the European Court of Human Rights. Shifting the Convention System: Counter-Dynamics at the 
National and EU Level (P. Popelier, S. Lambrecht y K. Lemmens eds.), Intersentia, Amberes 2016. 
10 Vid. L. Mª DÍEZ-PICAZO, Sistema de Derechos Fundamentales (3ª ed.), Thomson Civitas, Cizur 
Menor (Navarra) 2008, p. 172. 
11 Vid. C. MORTE GÓMEZ, “El Convenio Europeo de Derechos Humanos. Primeros pasos para una 
nueva reforma”, en Anuario de Derechos Humanos 5 (2004), p. 757. 
12 Cfr. L. Mª DÍEZ-PICAZO, Sistema de… cit. nota 10, p. 172. 
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1.1 El Convenio Europeo de Derechos Humanos y sus protocolos 
El Consejo de Europa cuenta con una doble vía convencional para la 
protección general de los derechos humanos: el Convenio Europeo para la 
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, de 4 de 
noviembre de 1950, dedicado a la protección de derechos civiles y políticos; y la 
Carta Social Europea, de 18 de octubre de 1961, que tiene por objeto la tutela de 
derechos económicos y sociales.13 
El Convenio se abre con la obligación de las Altas Partes Contratantes de 
reconocer a toda persona dependiente de su jurisdicción los derechos y libertades 
definidos en su Título I.14 Entre estos derechos, existe un llamado núcleo duro que, 
según establece el artículo 15 CEDH, no pueden ser derogados por los Estados en 
caso de urgencia: el derecho a la vida; la prohibición de la tortura, tratos 
degradantes o inhumanos; la prohibición de la esclavitud y la servidumbre; el 
principio de legalidad penal; la irretroactividad de las penas más severas; y el 
derecho a la tutela judicial.15 Por su parte, los artículos 8 a 11 incluyen una 
previsión de posible limitación por los Estados de los derechos previstos en ellos, 
siempre y cuando tal limitación o injerencia esté prevista por la ley y constituya 
una medida que, en una sociedad democrática, sea necesaria para la consecución o 
preservación de los objetivos legítimos que marca el párrafo segundo de cada uno 
de estos artículos (no extensible por analogía a los demás): por ejemplo, la 
seguridad nacional, el bienestar económico del país, la defensa del orden y la 
                                                 
13 Carta social europea, de 18 de octubre de 1961. Disponible en 
https://rm.coe.int/CoERMPublicCommonSearchServices/DisplayDCTMContent?documentId=090
000168048b059. Vid. A. G. LÓPEZ MARTÍN, “El sistema europeo: el Consejo de Europa y la Carta 
social”, en Derecho Internacional de los Derechos Humanos 3ª ed. (C. F. de Casadevante coord.), 
Dilex, Madrid, 2007, pp. 223-254. A demás de estos documentos originarios, en la actualidad 
existen más de 200 tratados en el Consejo de Europa, la mayor parte de los cuales se refieren 
también a cuestiones relacionadas con la protección de los derechos fundamentales. A modo de 
ejemplo, La Carta europea de las lenguas minoritarias o regionales, de 5 de noviembre de 1992; el 
Convenio sobre la lucha contra la trata de seres humanos, de 16 de mayo de 2005; y el Convenio 
para la protección de los menores contra la explotación y el abuso sexual, de 25 de octubre de 
2007. 
14 Artículo 1 CEDH: “Las Altas Partes Contratantes reconocen a toda persona dependiente de su 
jurisdicción los derechos y libertades definidos en el Titulo I del presente Convenio.” 
15 Vid. J. CASADEVALL, El Convenio Europeo de Derechos Humanos, el Tribunal de Estrasburgo y su 
jurisprudencia, Tirant lo Blanch, Valencia 2012, pp. 35 y 36; y A. PASTOR PALOMAR, “El sistema 
europeo: el Consejo de Europa y los derechos individuales”, en Derecho Internacional… cit. nota 13, 
p. 194.  
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prevención del delito o la protección de los derechos y las libertades de los 
demás.16 
Desde su entrada en vigor, el Convenio y su elenco de derechos han sido 
modificados y complementados por un total de quince protocolos, de los cuales, 
en la actualidad, sólo pueden entenderse dotados de valor autónomo el Protocolo 
1, también llamado Primer Protocolo o Protocolo Adicional (1952); el Protocolo 4 
(1963); el Protocolo 6 (1983); el Protocolo 7 (1984); el Protocolo 12 (2000); y el 
Protocolo 13 (2002).17 Todos los derechos contenidos en los protocolos se 
entienden complementarios del Convenio, y les son de aplicación las disposiciones 
del mismo.18 Existen además otros tres protocolos adicionales —el Protocolo 11 
(1998); el Protocolo 14 (2004); y el Protocolo 14 bis (2009)— que han modificado 
la Convención en aspectos procedimentales sin afectar a los derechos sustantivos 
en ella reconocidos. 
1.1 El Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
La regulación del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Tribunal o Corte 
de Estrasburgo o TEDH), está contenida en el Título II del Convenio, de acuerdo 
con la modificación operada sobre éste por el Protocolo 11, de 1 de noviembre de 
1998.19 La Corte, situada en la ciudad francesa de Estrasburgo, es competente para 
                                                 
16 Cfr. B. RAINEY, E. WICKS y C. OVEY, The European… cit. nota 8, pp. 7-12. 
17 Como principales derechos reconocidos por los Protocolos encontramos el derecho a la 
protección de la propiedad, a la educación y a elecciones libres (Protocolo Adicional); prohibición 
de prisión por deudas, libertad de circulación, prohibición de la expulsión de los nacionales, 
prohibición de las expulsiones colectivas de extranjeros (Protocolo 4); abolición de la pena de 
muerte (Protocolo 6); garantías de procedimiento en caso de expulsión de extranjeros, derecho a 
un doble grado de jurisdicción en materia penal, derecho a indemnización en caso de error judicial, 
ne bis in idem, e igualdad entre esposos (Protocolo 7); y prohibición general de la discriminación 
(Protocolo 12). 
18 A modo de ejemplo, el Artículo 5 del Protocolo Adicional establece que “Las Altas Partes 
Contratantes considerarán los artículos 1, 2, 3 y 4 del presente Protocolo como artículos 
adicionales al Convenio y todas las disposiciones del Convenio se aplicar|n en consecuencia.” 
19 Hasta la entrada en vigor de este Protocolo, la función jurisdiccional en el Sistema del Consejo 
de Europa estaba encomendada no sólo al antiguo Tribunal, sino también a la Comisión Europea 
de Derechos Humanos, que siguió ejerciendo sus funciones durante un período transitorio de un 
año —se extinguió el 31 de Octubre de 1999—, y por el Comité de Ministros del Consejo de 
Europa. Se entiende que el Protocolo 11 no modificó el antiguo Tribunal, sino que en realidad creó 
un nuevo TEDH, el actual. Los Protocolos 14 y 14 bis modificaron algunos aspectos relativos a la 
duración del periodo de nombramiento de los jueces y, sobre todo, del procedimiento, con 
intención de agilizar la tramitación de demandas y evitar la sobrecarga del trabajo del Tribunal, 
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conocer de litigios relacionados exclusivamente con violaciones de los derechos 
civiles y políticos protegidos por la Convención. Su función primordial es la de 
examinar las demandas individuales e interestatales interpuestas ante su 
jurisdicción, y pronunciarse sobre las vulneraciones de los derechos invocados 
por los recurrentes mediante resoluciones que adoptan la forma de sentencias 
declarativas de obligatoria ejecución para los Estados.20 
En el Tribunal de Estrasburgo hay tantos jueces como Altas Partes 
Contratantes, por lo que nuevas adhesiones al Convenio implican nuevos 
magistrados en la Corte. Cada Estado propone una terna de candidatos que deben 
reunir las condiciones expresadas en el artículo 21.1 CEDH.21 La Asamblea 
Parlamentaria del Consejo de Europa es la encargada de elegir a los jueces, que 
son designados por mandatos no reelegibles de nueve años. Durante su mandato, 
los magistrados de Estrasburgo no pueden ejercer ninguna actividad incompatible 
con las exigencias de independencia, imparcialidad o disponibilidad necesarias 
para el desempeño de sus cargos, bajo pena de revocación.22 
La Corte europea funciona de manera permanente organizada en Pleno, 
formación de juez único, comités (tres magistrados), salas (siete magistrados) y 
Gran Sala (diecisiete magistrados), y cuenta con la asistencia de una Secretaría. Es 
competencia del Pleno nombrar al Presidente, a uno o dos Vice-presidentes y al 
Secretario del Tribunal. El Pleno carece de funciones jurisdiccionales y, además de 
                                                                                                                                              
que es uno de los temas que más ha preocupado a Estrasburgo desde el comienzo de este siglo. Vid. 
J. CASADEVALL, El Convenio Europeo… cit. nota 15, pp. 65-75. 
20 El TEDH tiene en realidad una doble función en relación con la interpretación y aplicación del 
CEDH y de sus Protocolos: consultiva y contenciosa. La función consultiva de la Corte, muy 
residual, está regulada en los artículos 47-49 CEDH, y se limita a la emisión de opiniones a solicitud 
del Comité de Ministros del Consejo de Europa acerca de cuestiones jurídicas relacionadas con la 
interpretación del Convenio y de sus Protocolos. Hasta la fecha, el TEDH sólo ha emitido una 
opinion consultiva Advisory Opinion on certain legal questions concerning the lists of candidates 
submitted with a review to the election of judges to the European Court of Human Rights , de 12 de 
febrero de 2008 (GS, 49 EHRR 825, RCHR 2008). En el año 2002, el TEDH declinó por falta de 
competencia la primera solicitud de opinión consultiva. Cfr. B. RAINEY, E. WICKS y C. OVEY, The 
European… cit. nota 8, pp. 49 y 50. En cuanto a las relaciones del TEDH con el TJUE, vid. D. DERO-
BUGNY, Les rapports entre la Cour de justice de l’Union européenne et la Cour européenne des droits 
de l’homme, Bruylant, Bruselas 2015, pp. 9-22. 
21 Artículo 21 CEDH “Condiciones de ejercicio de sus funciones: 1. Los jueces deberán gozar de 
la más alta consideración moral y reunir las condiciones requeridas para el ejercicio de altas 
funciones judiciales o ser jurisconsultos de reconocida competencia.” 
22 Vid. B. RAINEY, E. WICKS y C. OVEY, The European… cit. nota 8, pp. 22 ss. 
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realizar los nombramientos ya señalados, tiene como misión constituir las salas 
del Tribunal y elegir a sus presidentes, así como aprobar el reglamento del TEDH.  
Según los artículos 33 y 34 del Convenio, al Tribunal podrán dirigirse las 
personas físicas, las organizaciones no gubernamentales o los grupos de 
particulares que se consideren víctimas de una vulneración del Convenio o de sus 
Protocolos, cometida por un Estado miembro (demandas individuales). También 
se contemplan posibles demandas entre Estados (demandas interestatales).23 Al 
igual que ocurre con la competencia consultiva prevista en los artículos 47 a 49 
del Convenio,24 la competencia contenciosa de asuntos entre Estados prevista en 
el artículo 33 del CEDH constituye una actividad claramente residual del Tribunal, 
por lo que el grueso de su trabajo se centra en conocer de las demandas 
individuales. 
La legitimación activa para interponer ante el TEDH una demanda 
individual, la ostenta por tanto toda persona física o jurídica que se considere 
víctima de una violación de los derechos reconocidos en el Convenio o en sus 
Protocolos.25 Dos breves aclaraciones respecto del concepto de legitimación 
activa: (i) carecen de competencia para formular demanda individual las personas 
jurídico-públicas, entendiendo también como tales las subdivisiones internas de 
los Estados;26 y (ii) para ser considerado “víctima” de una violación, es preciso 
acreditar un daño concreto o la concurrencia de un interés legítimo, sin que baste 
                                                 
23 Uno de los pocos ejemplos de esta clase de demandas es Chipre c. Turquía (ap. nº 25781/94), 
de 10 de mayo de 2005. 
24 Vid. supra nota 20. 
25 Vid. C. MORTE GÓMEZ, Cómo presentar una demanda ante el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos: condiciones de admisibilidad y modificaciones recientes de procedimiento, Tirant lo 
Blanch, Valencia 2014, pp. 59 ss. 
26 En este sentido, Comunidad Autónoma del País Vasco c. España (dec. adm. ap. nº 29134/03), 
de 3 de febrero de 2004, en que el Tribunal negó legitimación ratione personae al Gobierno vasco 
para impugnar la sentencia del Tribunal Constitucional español que declaraba la 
constitucionalidad de la Ley orgánica 2/2000 de partidos políticos. Vid. F. ÁLVAREZ-OSSORIO MICHEO, 
“¿Tiene legitimación activa el Gobierno vasco para interponer una demanda ante el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos?”, en Anuario de Derecho Europeo 3 (2003), pp. 201-234; y F. 
LOZANO CONTRERAS, “El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ante la ilegalización de partidos 
políticos y la anulación de candidaturas en España”, en Anuario de Derecho Internacional 25 
(2009), pp. 414 ss.  
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la alegación de la existencia de un perjuicio potencial abstracto.27 Como señala 
Díez-Picazo, el artículo 34 CEDH “est| muy lejos de permitir algo así como una 
acción popular en defensa de Derechos.”28 
En cuanto a la legitimación pasiva, en demandas individuales siempre 
corresponde al Estado que no subsanó la violación reclamada, con independencia 
de que el daño fuese inicialmente imputable a entes públicos inferiores o, en una 
triangulación de responsabilidad, a sujetos privados.29 
El procedimiento, que es gratuito y fundamentalmente escrito, se inicia por 
recurso que ha de presentarse ante la Secretaría del Tribunal una vez se hayan 
agotado todas las instancias jurisdiccionales nacionales. Recibida la demanda, el 
Presidente de la Corte la asigna a una de las cinco secciones en que esta se divide. 
El Presidente de la sección adjudicataria designa a continuación a un juez ponente 
que es quien, además de realizar el expediente inicial, decide si el asunto debe 
estudiarse en sala o en comité. A continuación, se procede al examen de su 
admisibilidad según los requisitos establecidos en el artículo 35 del Convenio.30 La 
inadmisión de la demanda implica el archivo de las actuaciones.31 Desde la 
                                                 
27 Así en Federación Cristiana de los Testigos de Jehová de Francia c. Francia (dec. adm. ap. nº 
53430/99), de 6 de noviembre de 2001. 
28 Vid. L. Mª DIEZ-PICAZO, Sistema de… cit. nota 10, p. 175. 
29 Vid. J. CASADEVALL, El Convenio Europeo… cit. nota 15, pp. 154-159; y F. TULKENS, “La Cour 
européenne des droits de l’homme: le chemin parcouru, les défis de demain”, en Les Cahiers de 
Droit 53 (2012), pp. 425-428. 
30 Artículo 35 CEDH: “1. Al Tribunal no podr| recurrirse sino después de agotar las vías de 
recursos internas, tal como se entiende según los principios de derecho internacional 
generalmente reconocidos y en el plazo de seis meses a partir de la fecha de la resolución interna 
definitiva. 2. El Tribunal no admitirá ninguna demanda individual entablada en aplicación del 
artículo 34, cuando: a) Sea anónima; o b) sea esencialmente la misma que una demanda examinada 
anteriormente por el Tribunal o ya sometida a otra instancia internacional de investigación o de 
arreglo, y no contenga hechos nuevos. 3. El Tribunal declarará inadmisible cualquier demanda 
individual presentada en virtud del artículo 34 si considera que a) la demanda es incompatible con 
las disposiciones del Convenio o de sus Protocolos, manifiestamente mal fundada o abusiva; o b) el 
demandante no ha sufrido un perjuicio importante, a menos que el respeto de los derechos 
humanos garantizados por el Convenio y por sus Protocolos exijan un examen del fondo de la 
demanda, y con la condición de que no podrá rechazarse por este motivo ningún asunto que no 
haya sido debidamente examinado por un tribunal nacional. 4. El Tribunal rechazará cualquier 
demanda que considere inadmisible en aplicación del presente artículo. Podrá decidirlo así en 
cualquier fase del procedimiento.” 
31 Vid. C. EVANS, Freedom of Religion Under the European Convention on Human Rights, Oxford 
University Press, Oxford 2001, pp. 11-15; y E. MYGER y P. KEMPEES, “Thoughts on the Positive 
Impact of Negative Case-Law, en El Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Una visión desde 
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perspectiva de la formación de una doctrina del Tribunal, los motivos de 
inadmisión más interesantes son los que señala el artículo 35.3.a) CEDH, y 
especialmente la consideración de la demanda como “manifiestamente mal 
fundada.” 
Admitido el recurso, se inicia el examen contradictorio del caso que, salvo 
excepciones, se realiza en una vista pública en la que participan tanto las partes 
como cualquier tercero que el Tribunal pueda invitar al proceso.32 También son 
públicos, salvo decisión en contrario del Presidente del Tribunal, los documentos 
relativos al procedimiento depositados en la Secretaría.33 Por último señalar que 
el artículo 30 del Convenio prevé la posibilidad de inhibición de una sala en favor 
de la Gran Sala en cualquier momento previo a dictar sentencia, siempre y cuando 
ambas partes estén conformes y sólo en aquellos supuestos en que el asunto 
plantee una cuestión grave relativa a la interpretación del Convenio o de sus 
protocolos, o cuando exista riesgo de contradecir la anterior jurisprudencia del 
Tribunal.34 
El final natural del procedimiento ante el TEDH, siempre que la Corte no 
haya decidido inadmitir la demanda o cancelarla del registro de entrada durante 
las actuaciones,35 es la emisión de una sentencia motivada que resuelva sobre el 
fondo y, en su caso, sobre la procedencia de una satisfacción equitativa.36 No cabe 
interposición de recurso contra las sentencias dictadas por la Gran Sala, mientras 
que contra las dictadas por una sala cabe interponer, en un plazo de tres meses y 
con carácter excepcional, recurso ante la Gran Sala. La admisión de este recurso se 
                                                                                                                                              
dentro. En homenaje al Juez Josep Casadevall (L.L. Guerra, C. M. Gómez, A. M. Mengual i Mallol y G. 
Cano Palomares coords), Tirant lo Blanch, Valencia 2015, pp. 349-351. 
32 Artículo 38 CEDH. 
33 Artículo 40 CEDH. 
34 Artículo 30 CEDH. 
35 Artículo 37 CEDH Archivo de las demandas: “1. En cualquier momento del procedimiento el 
tribunal podrá decidir archivar una demanda del registro de demandas cuando las circunstancias 
permitan comprobar: a) que el demandante ya no está dispuesto a mantenerla; o b) que el litigio 
haya sido ya resuelto; o c) que, por cualquier otro motivo verificado por el Tribunal, ya no esté 
justificada la prosecución del examen de la demanda. No obstante, el Tribunal proseguirá el 
examen de la demanda si así lo exige el respeto de los derechos humanos garantizados por el 
Convenio y sus Protocolos. 2. El Tribunal podrá decidir que vuelva a inscribirse en el registro de 
demandas el procedimiento cuando estime que las circunstancias así lo justifican.” 
36 Artículo 41 CEDH. 
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hace depender de un juicio de oportunidad emitido por un colegio de cinco jueces 
de la propia Gran Sala, y sólo est| permitido cuando el asunto plantee “una 
cuestión grave relativa a la interpretación o a la aplicación del Convenio o de sus 
Protocolos o una cuestión grave de car|cter general.”37 
Una vez firmes, las sentencias del TEDH tienen fuerza vinculante para el 
Estado demandado en el procedimiento, quien debe darles cumplimiento a través 
de los mecanismos previstos en su ordenamiento jurídico interno.38 El órgano 
encargado de supervisar la ejecución de las sentencias del Tribunal, es el Comité 
de Ministros del Consejo de Europa.39 
2. LA PROTECCIÓN DE LA LIBERTAD DE PENSAMIENTO, CONCIENCIA Y RELIGIÓN EN EL 
CONVENIO EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS 
Tres son los artículos del Convenio que se ocupan directamente de la 
protección de la libertad religiosa y de creencias: el artículo 9; el artículo 14; y el 
artículo 2 del Primer Protocolo.40 A los efectos de este trabajo, es preciso también 
tomar en consideración el artículo 11 CEDH (libertad de reunión y de asociación), 
que, interpretado conjuntamente con el artículo 9 CEDH, constituye la 
fundamentación convencional de la protección de la dimensión colectiva y 
asociativa del derecho de libertad religiosa.41 La interpretación de estos preceptos 
está sujeta a la Convención de Viena de 1969 sobre el Derecho de los Tratados, 
que en su artículo 31 señala que “un tratado deber| interpretarse de buena fe 
                                                 
37 Artículo 43.2 CEDH. 
38 Cfr. R. NIÑO ESTÉBANEZ, La ejecución en España de las sentencias del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, Fe d’erratas, Madrid 2014, pp. 51 ss. 
39 Artículo 46 CEDH. 
40 Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “La protección de la libertad religiosa en el sistema del Consejo de 
Europa”, en Proyección nacional e internacional de la Ley Orgánica de Libertad Religiosa, Ministerio 
de Justicia, Madrid 2001, pp. 89-131; y L. MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, La afirmación de la libertad 
religiosa en Europa: De guerras de religión a meras cuestiones administrativas: (un estudio de la 
Jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en materia de libertad religiosa), 
Thomson Civitas, Cizur Menor (Navarra) 2007, pp. 49-56. 




conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en 
el contexto de estos y teniendo en cuenta su objeto y fin”.42 
2.1 El artículo 9 del Convenio Europeo de Derechos Humanos 
El artículo 9 del Convenio (Libertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión), establece que 
“1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y 
de religión; este derecho implica la libertad de cambiar de religión o de 
convicciones, así como la libertad de manifestar su religión o sus convicciones 
individual o colectivamente, en público o en privado, por medio del culto, la 
enseñanza, las prácticas y la observancia de los ritos. 
La libertad de manifestar su religión o sus convicciones no puede ser objeto 
de más restricciones que las que, previstas por la ley, constituyan medidas 
necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad pública, la protección 
del orden, de la salud o de la moral públicas, o la protección de los derechos o las 
libertades de los dem|s.” 
Durante las décadas inmediatamente posteriores a la promulgación del 
Convenio, su artículo 9 parecía abocado a convertirse en “letra muerta”.43 En 
palabras de Schouppe, pese a su reconocimiento formal en el documento 
convencional, “la libertad de religión hace su entrada en la jurisprudencia 
estrasburguesa por la puerta pequeña.”44 En este mismo sentido recuerda 
Murdoch cómo, en un primer momento, la actividad de la Comisión relativa a este 
                                                 
42 Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, U.N. Doc A/CONF.39/27 (1969), 1155 
U.N.T.S. 331, de 23 de mayo de 1969. El instrumento de adhesión al Convenio de Viena fue 
publicado en España, en el BOE núm. 142, el día 13 de junio de 1980. Texto disponible en 
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1980-11884. Vid. C. EVANS, Freedom of 
Religion… cit. nota 31, p. 5, quien recuerda que si bien la Convención de Viena no tiene efecto 
retroactivo, sus artículos 31 a 33 fueron aceptados por el TEDH como derecho internacional 
consuetudinario aplicable al CEDH en la sentencia Golder c. el Reino Unido (ap. nº 4451/70), de 21 
de febrero de 1975 § 29. 
43 Cfr. C. EVANS, “Individual and Group Religious Freedom in the European Court of Human 
Rights: Cracks in the Intellectual Architecture”, en Journal of Law and Religion 26 (2010-2011), p. 
3231.  
44 Cfr. J.-P. SCHOUPPE, La dimension institutionnelle de la liberté de religion dans la jurisprudence 
de la Cour Européenne des Droits de l’Homme, Pedone, París 2015, p. 13. 
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precepto se limitaría a un número no elevado de decisiones en materias 
relacionadas con la libertad religiosa en el ámbito penitenciario o con conflictos 
entre creencias y deberes contractuales de los empleados.45 La misma observación 
podría aplicarse a la entera materia de libertad religiosa y de creencias entendida 
en sentido amplio. Si exceptuamos la sentencia Kjeldsen, de 1976 (objeción de 
conciencia a la educación sexual de menores),46 que en realidad aplicaba el 
artículo 2 del Primer Protocolo, y algunas otras decisiones de la hoy desaparecida 
Comisión Europea de Derechos Humanos (Comisión), o del Comité de Ministros, 
en el ámbito de la educación o de la objeción de conciencia al servicio militar, la 
jurisdicción de Estrasburgo parecía ignorar por completo, a efectos prácticos, la 
relevancia jurídica de esa libertad fundamental. Incluso, como en Darby c. Suecia, 
en ocasiones el Tribunal obviaba la consideración del artículo 9 CEDH si podía 
fallar un caso a la luz de otros artículos del Convenio.47 
 Sería necesario esperar al año 1993 para que la Corte de Estrasburgo 
condenase por vez primera a un Estado por una violación del artículo 9 del 
Convenio —en el célebre caso Kokkinakis c. Grecia— por un caso de 
proselitismo.48 Pocas semanas después, además, el caso Hoffmann c. Austria 
decidía un caso de discriminación religiosa relacionado con el derecho al respeto 
de la vida privada y familiar (artículo 8 CEDH).49 Pasados casi veinticinco años, se 
cuentan hoy por decenas las sentencias emitidas por el Tribunal con implicaciones 
                                                 
45 Cfr. J. MURDOCH, Freedom of thought, conscience and religion. A guide to the implementation of 
Article 9 of the European Convention on Human Rights, Human rights handbooks, No. 9, Consejo de 
Europa, Directorate General of Human Rights and Legal Affairs, Estrasburgo 2007, p. 9. Disponible 
en http://www.echr.coe.int/LibraryDocs/DG2/HRHAND/DG2-EN-HRHAND-09(2007).pdf. 
46 Kjeldsen, Busk Madsen y Pedersen c. Dinamarca (aps. nº 5095/71, 5920/72 y 5926/72), de 7 
de diciembre de 1976. 
47 Darby c. Suecia (ap. nº 11581/85), de 23 de octubre de 1990. Un estudio pormenorizado de la 
jurisprudencia de estos primeros años puede encontrarse en J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “El derecho de 
libertad religiosa en la jurisprudencia en torno al Convenio Europeo de Derechos Humanos”, en 
Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado 2 (1986); y, del mismo autor, “La protección 
internacional de la libertad religiosa”, en Tratado de Derecho Eclesiástico, Eunsa, Pamplona 2004. 
48 Kokkinakis c. Grecia (ap. nº 14307/88), de 25 de mayo de 1993. Vid. I. MARTÍN SÁNCHEZ, 
“Algunas reflexiones sobre la confesionalidad del Estado”, en Derecho y Religión 10 (2015), pp. 18 y 
30; y J. CASADEVALL, El Convenio Europeo… cit. nota 15, p. 357. 
49 Hoffmann c. Austria (ap. nº 12875/87), de 23 de junio de 1993. 
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en materia de libertad religiosa, en aplicación del artículo 9 o de otros artículos 
del Convenio.50 
Todavía menos frecuentes eran aún en esa primera época los casos en los 
que se viese afectada la dimensión colectiva de las libertades de pensamiento y 
religión.51 De hecho, en sus primeros años la Comisión negaría a iglesias y 
entidades religiosas legitimación activa bajo los artículos 9 del Convenio y 2 del 
Primer Protocolo, al entender que los titulares del derecho de libertad religiosa no 
eran las confesiones, sino sus miembros a título individual.52 En el año 1977, la 
Comisión revisó su postura en cuanto a la capacidad de los grupos religiosos de 
ser considerados como parte ante los órganos jurisdiccionales del Consejo.53 
Aun con posterioridad a la primera y emblemática sentencia Kokkinakis, los 
casos relativos al derecho de libertad religiosa continuarían siendo minoritarios 
dentro del volumen general de ocupación de la Corte, dando lugar a un inicial 
cuerpo de jurisprudencia comparativamente mucho más reducido que el referido 
a la protección de otros derechos reconocidos en el Convenio. Una primera 
                                                 
50 Cfr. E. A. CLARK y W. C. DURHAM Jr., “The Emergence of Corporate Religious Freedom”, en The 
Changing Nature of Religious Rights under International Law (M. Evans, P. Petkoff y J. Rivers eds.), 
Oxford University Press, Oxford 2015, pp. 260-263. 
51 Cfr. J. MURDOCH, Freedom of thought… cit. nota 45, p. 5. 
52 Iglesia de X c. el Reino Unido (dec. adm. ap. nº 3798/68), de 17 de diciembre de 1968, p. 6. En 
uno de los primeros casos en los que han estado involucradas entidades relacionadas con la 
conocida generalmente como Iglesia de la Cienciología, la hoy desaparecida Comisión inadmitió el 
recurso interpuesto por la recurrente afirmando que “una corporación siendo persona legal y no 
natural, es incapaz de tener o ejercer los derechos mencionados en el Artículo 9, párrafo 1 de la 
Convención y Artículo 2 del Primer Protocolo.” Esta primera toma de posición de la Comisión fue 
posteriormente ratificada en la también decisión Kernell y Hardt c. Suecia (dec. adm. ap. nº 
4733/71), de 29 de mayo de 1973, que no reconoció legitimación activa a la Iglesia Evangélico-
Luterana del país escandinavo basándose en el precedente contra el Reino Unido. Cfr. J.-P. 
SCHOUPPE, La dimension… cit. nota 44, p. 131. En decisiones en cuanto al fondo, vid. Iglesia Católica 
de Canea c. Grecia (ap. nº 143/1996/762/963), de 16 de diciembre de 1997 § 31; Cha’are Shalom 
Ve Tsedek c. Francia (ap. nº27417/95), de 27 de junio de 2000 § 72; e Iglesia Metropolitana de 
Bessarabia (ap. nº 45701/99), de 13 de diciembre de 2001 § 101. 
53 X. y la Iglesia de la Cienciología c. Suecia (dec. adm. ap. nº 7805/77), de 5 de mayo de 1979, p. 
70: “la Comisión, sin embargo, quisiera aprovechar esta oportunidad para revisar su opinión 
expresada en la Aplicación No. 3798/68. En la actualidad es de la opinión que la distinción entre la 
Iglesia y sus miembros bajo el Artículo 9 (1) es esencialmente artificial. Cuando un cuerpo eclesial 
interpone una demanda bajo la Convención, en realidad lo hace, en nombre de sus miembros. Por 
tanto, debería aceptarse que un cuerpo eclesial pueda poseer y ejercitar los derechos contenidos 
en el Artículo 9 (1) en su propia capacidad y como representante de sus miembros. Esta 
interpretación halla apoyo parcialmente en el primer párrafo del Artículo 10 que, a través de su 
referencia a ‘empresas’, prevé que organizaciones no gubernamentales como la Iglesia recurrente 
sean capaces de tener y ejercitar el derecho a la libertad de expresión.” 
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explicación del porqué de esta reticencia inicial, tanto de la Comisión Europea 
como del propio Tribunal, a conocer de los recursos sometidos a su conocimiento 
bajo la óptica del artículo 9 del Convenio, podría apuntar al hecho de que este 
precepto comparte con las libertades reguladas en las disposiciones 
inmediatamente anteriores y posteriores una extraordinaria proximidad, tanto 
textual como en cuanto a los valores que las cimentan. El hecho de que los 
derechos enunciados en el artículo 9 CEDH estén protegidos no sólo en su 
dimensión interna —forum internum— sino también en cuanto a su manifestación 
y expresión activa, individualmente o en comunidad, —forum externum— es causa 
de un cierto solapamiento sustantivo de estos con el derecho de acceso a un 
tribunal civil (artículo 6 CEDH);54 el derecho al respeto a la vida privada y familiar 
(artículo 8 CEDH);55 los derechos parentales sobre la educación de los hijos 
(artículo 2 del Primer Protocolo);56 y las libertades de expresión (artículo 10 
CEDH);57 y de asociación (artículo 11 CEDH).58 Este aparente solapamiento podría 
justificar que, en ciertas ocasiones, la Corte Europea haya preferido fundamentar 
sus fallos en dichos preceptos y rechazado la necesidad de analizar 
separadamente la implicación específica del derecho de libertad religiosa en los 
correspondientes conflictos.59 Otras interpretaciones apuntan hacia la actitud 
general del Tribunal de respeto por el statu quo de la religión, y de la libertad 
religiosa, en cada Estado, que quebraría a partir de la incorporación masiva de 
países de la Europa post-comunista en el Consejo de Europa: países en los que se 
preveía —y el tiempo así lo confirmaría— una revitalización del papel de las 
                                                 
54 Vid. Iglesia Católica de Canea. 
55 Vid. Hoffmann. 
56 Vid. Efstratiou c. Grecia (ap. nº 24095/94); Valsamis c. Grecia (ap. nº 21787/93), ambos de 18 
de diciembre de 1996; y Hasan y Eylem Zengin c. Turquía (ap. nº 1448/04), de 9 de octubre de 
2007. 
57 Vid. Feldek c. Eslovaquia (ap. nº 29031/95), de 12 de julio de 2001. 
58 Vid. Refah Partisi (Partido de la Prosperidad) c. Turquía (GS aps. nº 41340/98, 41342/98, 
41343/98 y 41344/98), de 13 de febrero de 2003. 
59 Cfr. J. MURDOCH, Freedom of thought… cit. nota 45, pp. 9 y 10. 
243 
 
iglesias mayoritarias en la dinámica política, muchas veces en detrimento de la 
libertad de pensamiento, conciencia y religión de minorías e individuos.60 
En todo caso, esta situación cambió gradualmente a partir de finales de la 
década de 1990 hasta la realidad actual, en la que se observa una cierta inversión 
de la tendencia. A día de hoy, la actividad de la Corte en relación con el artículo 9 
del Convenio puede calificarse de muy prolífica, también en aquellos supuestos en 
los que están involucradas algunas de las libertades conexas antes indicadas.61 
Sin perjuicio de la tardía incorporación de la libertad de pensamiento, 
conciencia y religión al elenco de derechos objeto de supervisión por Estrasburgo, 
ya desde Kokkinakis el Tribunal no ha dudado en destacar su relevancia: “la 
libertad de pensamiento, conciencia y religión es uno de los fundamentos de una 
‘sociedad democr|tica’ en el sentido del Convenio.”62 Esta afirmación, a su vez, se 
subdivide en dos ideas esenciales. En primer lugar, desde la perspectiva 
individual, para el creyente el derecho a creer y manifestar dichas creencias forma 
parte del núcleo mismo de su personalidad. Por ello, cualquier interferencia 
injustificada con este derecho tiene un impacto negativo inmediato en el sujeto 
afectado.63 En segundo lugar, la libertad religiosa y de creencias es también 
importante para la sociedad en general y para su pluralismo. La democracia, tal y 
como esta es entendida como modelo político dentro del sistema del Convenio, 
significa pluralidad y capacidad de decisión en contraposición al pensamiento 
único propio de los totalitarismos. Esta bondad de la concurrencia en un mismo 
espacio social y político de la diversidad, se extiende también a opiniones 
relacionadas con cosmovisiones tanto religiosas como seculares. Por eso, también 
a partir su primera sentencia resuelta desde el artículo 9 CEDH, la jurisdicción de 
Estrasburgo ha reiterado una y otra vez que el derecho de libertad religiosa “es un 
                                                 
60 Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN y R. NAVARRO-VALLS, “The Protection of Religious Freedom in the 
System of the Council of Europe”, en Facilitating Freedom of Religion and Belief: a Deskbook (T. 
Lindholm, W. C. Durham Jr. y B. Tahzib-Lie eds.), Martinus Nijhof, la Haya 2004, pp. 214 y 215. 
61 Vid. J.-P. SCHOUPPE, La dimension… cit. nota 44, pp. 184-191. 
62 Kokkinakis § 31. Vid. A. GARCÍA URETA, “Artículo 9. Libertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión”, en Convenio Europeo de Derechos Humanos. Comentario sistemático 3ª ed. (I. 
Lasagabaster Herrarte dir.), Civitas Thomson Reuters, Cizur Menor (Navarra) 2015, pp. 440 y 441. 
63 Cfr. B. RAINEY, E. WICKS y C. OVEY, The European… cit. nota 8, p. 411. 
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bien preciado también para ateos, agnósticos, escépticos e indiferentes. El 
pluralismo indisociable de una sociedad democrática, que ha sido conquistado con 
esfuerzo a lo largo de los siglos, depende de él.”64 
El artículo 9 CEDH guarda silencio en cuanto a qué debe entenderse por 
religión.65 Por su parte, la jurisprudencia de Estrasburgo ha ido evolucionando 
hacia una interpretación de este precepto en el sentido de entender que toda 
cosmovisión coherente y sistemática, tenga o no un sustrato religioso, está 
protegida por el Convenio.66 En la decisión Campbell y Cosans c. el Reino Unido, del 
año 1982, la Corte determinó que el término “convicciones” no se refiere a 
cualquier clase de opiniones o ideas, sino a aquellas que denotan un cierto grado 
de fuerza, seriedad, coherencia e importancia.67 Pocos matices más ha añadido al 
respecto la Corte europea, que en realidad se ha limitado a señalar a partir de esta 
sentencia que, una vez satisfecho el requisito de que las ideas alegadas ante su 
jurisdicción reúnan esas notas y puedan por tanto calificarse de creencias o 
convicciones, el mandato de neutralidad e imparcialidad de los Estados hace que 
estos carezcan de potestad alguna para evaluar su legitimidad o la de las formas 
en que estas se expresan.68 A día de hoy, tanto la Comisión como el propio 
Tribunal han considerado que están englobadas en el ámbito de protección del 
                                                 
64 Kokkinakis § 31. Cfr. N. BRATZA, “The ‘Precious Asset’: Freedom of Religion Under the 
European Court of Human Rights”, en Ecclesiastical Law Journal 14 (2012), pp. 256-271. 
65 Vid. B. RAINEY, E. WICKS y C. OVEY, The European… cit. nota 8, p. 412; y C. EVANS, Freedom of 
Religion… cit. nota 31, pp. 64-66. 
66 Cfr. C. EVANS, Freedom of Religion … cit. nota 31, pp. 53-59; y B. RAINEY, E. WICKS y C. OVEY, The 
European… cit. nota 8, p. 413. 
67 Campbell y Cosans c. el Reino Unido (aps. nº 7511/76 y 7743/76), de 25 de febrero de 1982. 
En este caso el TEDH entró a conocer acerca de los castigos corporales a menores en los colegios 
británicos, a la luz del artículo 2 del Primer Protocolo, cuyo contenido se encuentra en estrecha 
relación con el artículo 9 CEDH. La sentencia entendería que el rechazo al castigo físico en las aulas 
reúne los requisitos necesarios para poder ser considerado como una convicción filosófica, dado 
que se refiere a un aspecto tan importante de la vida humana como es la integridad física y no es 
una mera opinión sobre métodos disciplinaros en el marco educativo (§ 36 y 37). Posteriormente 
en Pretty c. el Reino Unido (ap. nº 2346/02), de 29 de abril de 2002 § 82. Vid. C. EVANS, Freedom… 
cit. nota 31, pp. 54 y 55. 
68 Por todos, Eweida y otros c. el Reino Unido (aps. nº 48420/10, 59842/10, 51671/10 y 
36516/10), de 15 de enero de 2013 § 81; Bayatyan c. Armenia (GS ap. nº 23459/03), de 7 de julio 
de 2011 § 110; Jakóbski c. Polonia (ap. nº 18429/06), de 7 de diciembre de 2010 § 44; Leela 
Förderkreis e.V. c. Alemania (ap. nº 58911/00), de 6 de noviembre de 2008 § 80; Refah Partisi 
(Partido de la Prosperidad) § 91; Hasan y Chaush c. Bulgaria §78; y Manoussakis y otros c. Grecia 
(ap. nº 18748/91), de 26 de septiembre de 1996, § 47. 
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artículo 9 del Convenio una muy amplia pluralidad de comunidades cristianas —
incluyendo los a menudo controvertidos Testigos de Jehová y el no tan conocido 
Ejército de Salvación—;69 el judaísmo;70 el hinduismo;71 el islam;72 el sikhismo;73 
el budismo;74 la cienciología;75 el druidismo y el culto a los dioses nórdicos;76 
además de otros movimientos religiosos minoritarios y del ateísmo.77 La 
jurisprudencia europea ha excluido sin embargo de la protección del artículo 9 del 
Convenio ideas relacionadas con el suicidio asistido;78 con el modo de disponer de 
restos humanos tras la muerte;79 y con ciertas preferencias lingüísticas.80 
Como he avanzado, el artículo 9 del Convenio protege tanto la dimensión 
interna como externa de la libertad religiosa y de creencias. Mientras que la 
                                                 
69 Vid. a modo de ejemplo Kokkinakis y Manoussakis, sin perjuicio de todas las sentencias 
relativas a los Testigos de Jehová que serán objeto de estudio en este trabajo. En relación con el 
Ejército de Salvación, vid. Hanna y Peter Müller c. Alemania (dec. adm ap. nº 12986/04), de 6 de 
diciembre de 2011; y Sección de Moscú del Ejército de Salvación c. Rusia (ap. nº 72881/01), de 5 de 
octubre de 2006. 
70 D. c. Francia (dec. adm. ap. nº 10180/82), de 6 de diciembre de 1983; y Francesco Sessa c. 
Italia (ap. nº 28790/08), de 3 de abril de 2012. 
71 ISKCON y otros c. el Reino Unido (dec. adm. ap. nº 20490/92), de 8 de marzo de 1994. 
72 Karaduman c. Turquía (dec. adm. ap. nº 16278/90), de 3 de mayo de 1993. 
73 X. c. Reino Unido (dec. adm. ap. nº 8121/78), de 6 de marzo de 1982. 
74 X. c. Reino Unido (dec. adm. ap. nº 5442/72), de 20 de diciembre de 1974. 
75 Iglesia de la Cienciología de Moscú c. Rusia (ap. nº 18147/02), de 5 de abril de 2007. 
76 Chappell c. el Reino Unido (dec. adm. ap. nº 12587/86), de 14 de julio de 1987; y 
Ásatrúarfélagið c. Islandia (dec. adm. ap. nº 22897), de 18 de septiembre de 2012. 
77 Angeleni c. Suecia (dec. adm. ap. nº 10491/83), de 3 de diciembre de 1986. No sólo el ateísmo 
ha sido considerado incluido en el ámbito de protección del artículo 9 del CEDH. También lo están 
el pacifismo —Arrowsmith c. el Reino Unido (dec. adm. ap. nº 7050/75), de 16 de mayo de 1977—; 
el veganismo —W. c. el Reino Unido (dec. adm. ap. nº 18187/91), de 10 de febrero de 1993—; e 
incluso ideologías políticas como el comunismo —Hazar y Acik c. Turquía (dec. adm. aps. nº 
16311/90, 16312/90 y 16313/90), de 11 de octubre de 1991—. 
78 Pretty § 82. 
79 X. c. Alemania (ap. nº 8741/79), de 10 de marzo de 1981, pp. 138 y 139 (aunque el asunto 
podría llegar a entrar dentro del ámbito del artículo 8 CEDH). Cfr. J. MURDOCH, Freedom of thought… 
cit. nota 45, p. 11, nota a pie nº 9. 
80 Caso relativo a ciertos aspectos del régimen lingüístico de la enseñanza en Bélgica c. Bélgica 
(aps. nº 1474/62, 1677/62, 1691/62, 1769/63, 1994/63 y 2126/64), de 23 de julio de 1968. Vid. 
Mª J. VALERO ESTARELLAS, Derechos educativos y homeschooling en España: situación actual y 




dimensión interna —forum internum— goza de protección absoluta,81 la 
expresión o manifestación externa de las creencias —forum externum— está 
potencialmente sujeta a las limitaciones previstas en el apartado 2º del propio 
artículo 9 CEDH.82 Como sucede en la mayor parte de los demás derechos 
reconocidos por el Convenio, el hecho de que la expresión de creencias religiosas 
pueda impactar sobre libertades fundamentales de terceros, ha llevado al 
Convenio a admitir su posible limitación, si bien esta sólo será legítima cuando 
esté prevista por ley y constituya una medida necesaria, en una sociedad 
democrática, para conseguir uno o varios de los fines enunciados en el precepto: 
orden, seguridad, salud o moral públicas, y protección de derechos y libertades de 
terceros.83 
La expresión forum internum ha sido tradicionalmente usada por la doctrina 
tanto de la Comisión como del Tribunal, para referirse de forma genérica a la 
“libertad de creer”, que, siguiendo a Martínez-Torrón, comprende el derecho para 
elegir las propias creencias —religiosas o no— y la libertad para cambiar de 
religión. En definitiva, se trata de la esfera privada de las creencias personales.84 
En cuanto al derecho a manifestar las creencias, y pese a la amplitud de los 
términos empleados por el artículo 9 del Convenio, su ámbito de protección se ha 
visto sin embargo limitado en ocasiones por una jurisprudencia excesivamente 
restrictiva, sobre todo en los primeros años de actividad de la Comisión y del 
                                                 
81 Esta absolutización de la dimensión interna de la libertad religiosa no es compartida por 
todos los autores. Para una visión crítica, cfr. J. MURDOCH, Freedom of thought… cit. nota 45, pp. 13- 
15. En el ámbito de la protección internacional de los derechos humanos, cfr. M. NOWAK y T. 
VOSPERNIK, “Permissible Restrictions on Freedom of Religion or Belief”, en Facilitating… cit. nota 
60, pp. 148-150. 
82 Vid. C. EVANS, Freedom… cit. nota 31, pp. 74-76; y M. D. EVANS, Religious Liberty… cit. nota 1, pp. 
304 ss. En contexto internacional y comparado, vid. M. NOWAK y T. VOSPERNIK, “Permissible 
Restrictions…” cit. nota 81, pp. 150 ss. 
83 Eweida § 80. Vid. R. PALOMINO LOZANO, “Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
(Sección 4ª), de 15 de enero de 2003, asunto Eweida y otros contra Reino Unido”, en Ars Iuris 
Salmanticensis: AIS revista europea e iberoamericana de pensamiento y análisis de derecho, ciencia 
política y criminología 1 (2013), pp. 242-244.  
84 Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Los límites a la libertad de religión y de creencia en el Convenio 
Europeo de Derechos Humanos”, en RGDCDEE 2 (2003), p. 4; e I. MARTÍN SÁNCHEZ, El derecho a la 
formación de la conciencia y su tutela penal, Tirant lo Blanch, Valencia 2000, pp. 25 ss. Vid J. 
MURDOCH, Freedom of thought… cit. nota 45, p. 11; y L. M. HAMMER, The International… cit. nota 7, 
pp. 103 ss.  
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Tribunal.85 Aunque la Corte reconoció tempranamente que las manifestaciones 
religiosas amparadas bajo el artículo 9 CEDH —el culto, la enseñanza, las prácticas 
y la observancia de ritos— pueden exteriorizarse en palabras y obras,86 desde el 
caso Arrowsmith, del año1977, el Tribunal sería fiel a una primera interpretación 
de la Comisión de que no todo acto motivado en una religión o creencia está 
protegido por dicho artículo, sino que sólo lo están aquellas manifestaciones 
religiosas directamente vinculadas con una religión o creencia. Se entendían por 
tanto amparadas bajo el paraguas tuitivo del Convenio, aquellas expresiones que 
fuesen de manera general reconocidas y reconocibles como parte de la práctica de 
una religión o de una creencia, lo que solía traducirse en la exclusión por la 
jurisprudencia de la Corte de aquellas actuaciones que no pudiesen ser 
identificadas con deberes u obligaciones religiosas.87 En el año 2013, en la 
sentencia Eweida c. el Reino Unido, el Tribunal reelaboró esta antigua doctrina 
para ampliar el ámbito de protección del artículo 9 CEDH a cualquier acto que, 
atendidas las circunstancias del caso, pueda demostrase que guarda suficiente 
relación con una determinada creencia religiosa, sin que deba tratarse 
necesariamente de la observancia de un precepto religioso.88 
                                                 
85 Vid. T. J. GUNN, “Adjudicating Rights of Conscience under the European Convention on Human 
Rights”, en Religious Human Rights in Global Perspective: Religious Perspectives Vol. 2 (J. D. Van der 
Vyver y J. Witte, Jr. eds.), Martinus Nijhof, La Haya 1996, pp. 310-312. La mayor apertura de la 
Corte en épocas más recientes la refleja la opinión de B. RAINEY, E. WICKS y C. OVEY, The European… 
cit. nota 8, p. 412. 
86 Kokkinakis § 31. 
87 Vid. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “The (un)protection of religious individual identity in the Strasbourg 
case law”, en Oxford Journal of Law and Religion 1 (2012), pp. 3 ss.; D. J. HILL y D. WHISTLER, The 
Right to Wear Religious Symbols, Palgrave McMillan, Hampshire 2013, pp. 36-46; y A. GARCÍA URETA, 
“Artículo 9…” cit. nota 62, pp. 451-455. 
88 Arrowsmith p. 127; Leyla Şahin c. Turquía (ap. nº 44774/98), de 10 de noviembre de 2005 § 
105. Vid. C. EVANS, Freedom… cit. nota 31, pp. 74-76 y 111 ss.; y Mª J. VALERO ESTARELLAS, “State 
Neutrality, Religion, and the Workplace in the Recent Case Law of the European Court of Human 
Rights”, en Religion and Equality. Law in Conflict (W. C. Durham Jr. y D. Thayer eds.), Routledge, 
Londres 2016, pp. 36-38.  
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2.2 Otros artículos del Convenio Europeo de Derechos Humanos 
El artículo 14 (Prohibición de discriminación), hace referencia a la religión 
desde la perspectiva del principio de igualdad y la protección contra la 
discriminación:89 
“El goce de los derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio ha 
de ser asegurado sin distinción alguna, especialmente por razones de sexo, raza, 
color, lengua, religión, opiniones políticas u otras, origen nacional o social, 
pertenencia a una minoría nacional, fortuna, nacimiento o cualquier otra 
situación.”  
Como ha señalado reiteradamente la jurisprudencia de la Corte de 
Estrasburgo, el artículo 14 no tiene existencia autónoma, pero desempeña un 
papel esencial en el sistema del Consejo de Europa al complementar el resto de 
provisiones del Convenio y de sus protocolos, protegiendo a grupos y a 
particulares que se hallan en similares circunstancias, de cualquier discriminación 
en el disfrute de los derechos previstos en dichos cuerpos legales.90 
                                                 
89 Este artículo se complementa con el Protocolo 12 al CEDH, de 4 de noviembre de 2000. 
Considerado como un avance en la protección europea contra la discriminación, al no limitarla a 
los derechos y libertades contemplados en el CEDH, su operatividad se ve no obstante disminuida 
por el hecho de que todavía está pendiente de ratificación por un gran número de Estados 
miembros (vid. https://www.coe.int/en/web/conventions/full-list/-
/conventions/treaty/177/signatures?p_auth=StOYAM7D. España ratificó el Protocolo nº 12 el 13 
de febrero de 2008. El Instrumento de ratificación se publicó en el BOE núm. 64, el día 14 de marzo 
de 2008. Texto disponible en https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2008-4891.  
90 Timishev c. Rusia (aps. nº 55762/00 y 55974/00), de 10 de diciembre de 2005 § 53; 
Chassagnou y otros c. Francia (GS aps. nº 25088/94, 28331/95 y 28443/95), de 29 de septiembre 
de 1999 § 89; y Dudgeon c. el Reino Unido (ap. nº 7525/76), de 22 de octubre de 1981 § 67. 
Argumenta Schouppe que en realidad sí se puede hablar de autonomía del artículo 14 CEDH a 
partir del momento en que cabe apreciar violación exclusiva de dicho precepto sin necesidad de 
que esté asociado o vinculado a ningún otro artículo, siempre y cuando se demuestre que un grupo 
o un individuo ha sido tratado de manera menos favorable que otros y no concurra una 
justificación objetiva y razonable para dicha discriminación. Cfr. J.-P. SCHOUPPE, La dimension… cit. 
nota 44, p. 185. 
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Por su parte, el artículo 2 del Primer Protocolo (Derecho a la educación) 
reconoce el derecho de los padres a elegir libremente la educación religiosa o 
ideológica de sus hijos:91 
“A nadie se le puede negar el derecho a la educación. El Estado, en el 
ejercicio de las funciones que asuma en el campo de la educación y de la 
enseñanza, respetará el derecho de los padres a asegurar esta educación y esta 
enseñanza conforme a sus convicciones religiosas y filosóficas.” 
Considerado por la doctrina y la jurisprudencia como uno de los derechos 
conexos a las libertades de pensamiento, conciencia y religión enunciadas en el 
artículo 9 del Convenio, la posibilidad de los padres de proporcionar a sus hijos 
una educación acorde con sus convicciones religiosas y filosóficas incorpora no 
sólo obligaciones negativas para los Estados miembros del Consejo de Europa, 
sino que, por el contrario, la neutralidad de su segunda frase puede dar lugar a 
obligaciones positivas.92 En la interpretación del ámbito de aplicación del segundo 
inciso del artículo 2 del Primer Protocolo, la Corte de Estrasburgo ha ido 
construyendo una jurisprudencia que, como veremos en páginas sucesivas, pivota 
en torno a la noción de pluralismo —esta vez en el contexto educativo— y de su 
importancia para la preservación de la sociedad democrática concebida por el 
Convenio. Este pluralismo “implica que el Estado, en el cumplimiento de sus 
funciones en relación con la educación y la enseñanza, debe cuidar que la 
información o el conocimiento incluido en el currículo sea transmitido de forma 
objetiva, crítica y plural. Le está prohibido al Estado perseguir una intención 
                                                 
91 Primer Protocolo, firmado en París el 20 de marzo de 1952. El Instrumento de Ratificación 
del Protocolo Adicional al Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales fue publicado en España en el BOE núm. 11, de 12 de enero de 1991. 
Texto disponible en https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-1991-723. Explican las 
razones de la protección más tardía del derecho a la educación en el Sistema del Consejo de 
Europa, J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “El derecho… cit. nota 40, p. 475; L. MILLÁN MORO, “El derecho a la 
educación en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, en Interculturalidad y 
educación en Europa (G. Suárez Pertierra y J. Mª Contreras Mazarío eds.), Tirant lo Blanc, Valencia 
2005, p. 120; y Mª J. VALERO ESTARELLAS, “Homeschooling en Europa”, en Educación en familia. 
Ampliando derechos educativos y de conciencia (I. Mª Briones Martínez coord.), Dykinson, Madrid 
2014, pp. 289 y 290.  
92 Vid. J.-P. SCHOUPPE, La dimension… cit. nota 44, p. 185; y en la jurisprudencia del TEDH en la 
reciente Çam c. Turquía (ap. nº 51500/08), de 25 de febrero de 2016§ 39. 
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adoctrinadora que pueda considerarse no respetuosa con las creencias religiosas 
y filosóficas de los padres.”93 
Por último, a efectos del presente trabajo es necesaria también una 
referencia al artículo 11 del Convenio (Libertad de reunión y de asociación):  
“1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión pacífica y a la 
libertad de asociación, incluido el derecho a fundar, con otras, sindicatos y de 
afiliarse a los mismos para la defensa de sus intereses.  
2. El ejercicio de estos derechos no podrá ser objeto de otras restricciones 
que aquellas que, previstas por la ley, constituyan medidas necesarias, en una 
sociedad democrática, para la seguridad nacional, la seguridad pública, la defensa 
del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de la moral, o la 
protección de los derechos y libertades ajenos. El presente artículo no prohíbe que 
se impongan restricciones legítimas al ejercicio de estos derechos por los 
miembros de las fuerzas armadas, de la policía o de la Administración del Estado.” 
La lectura combinada de este precepto con el artículo 9 CEDH constituye, 
como he indicado, la fundamentación convencional de la protección de la 
dimensión colectiva y asociativa del derecho de libertad religiosa.94 La implicación 
de este artículo del Convenio en la definición por el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos del principio de neutralidad ideológico-religiosa de los Estados, así 
como su relevancia para el derecho de autonomía de las confesiones religiosas —
ya sea en su organización interna, ya sea en cuanto a su capacidad de operar en el 
tráfico jurídico del Estado— constituyen el objeto primordial de análisis de los 
siguientes Capítulos de este trabajo, a cuyas páginas me remito. 
                                                 
93 Kjeldsen, Busk Madsen y Pedersen §§ 50 y 53; Folgerø y otros c. Noruega (aps. nº 15472/02), 
de 29 de junio de 2007 § 84; y Catan y otros c. Moldavia y Rusia (GS aps. nº 43370/04, 8252/05 y 
18454/06), de 19 de octubre de 2012 § 138. 
94 Vid. J.-P. SCHOUPPE, La dimension… cit. nota 44, pp. 197 ss. 
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3. PRINCIPIO DE NEUTRALIDAD Y MODELOS DE RELACIÓN IGLESIA-ESTADO BAJO EL CONVENIO 
EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS 
El Convenio Europeo de Derechos Humanos, al igual que en general el 
derecho internacional que se ocupa de la protección de los derechos 
fundamentales, no establece un modelo único de relaciones entre los grupos 
religiosos y el Estado al que deban acogerse todos los países pertenecientes al 
sistema del Consejo de Europa. El Convenio de 1950 no prohíbe la existencia de 
las iglesias de Estado que todavía perduran en el Reino Unido y en algunos de los 
países escandinavos, no obliga a la implementación forzosa de sistemas 
separatistas semejantes los existentes en Francia o Turquía, ni tampoco exige el 
desarrollo de modelos constitucionales que garanticen la cooperación del Estado 
con las confesiones religiosas como sucede en Italia.95 Además, en la sentencia 
Miembros de la Congregación Gldani de los Testigos y Jehová c. Georgia, la Corte de 
Estrasburgo ha insistido también en que el principio de neutralidad no puede ser 
interpretado de una manera que merme o disminuya el papel de una determinada 
fe o iglesia con la que la población de un país se ha vinculado histórica y 
culturalmente.96 En consecuencia, y al contrario de lo que ocurre en algunos 
ordenamientos europeos,97 el principio o mandato de neutralidad implícito en el 
                                                 
95 Vid. en general G. ROBBERS, State and Church in the European Union, Nomos, Baden-Baden, 
2005. 
96 Miembros de la Congregación Gldani de los Testigos y Jehová y otros c. Georgia (ap. nº. 
71156/01), de 3 de mayo de 2007 § 132. Vid. la Guía del propio TEDH acerca del artículo 9 CEDH, 
p. 40. Disponible en http://www.echr.coe.int/Documents/Guide_Art_9_ENG.pdf. En este mismo 
sentido, en la sentencia Krupko y otros c. Rusia (ap. nº 26587/07), de 26 de junio de 2014, el 
magistrado Pinto de Albuquerque reflexionó acerca de que el principio de neutralidad impone a 
los Estados miembros del Consejo de Europa un estrecho margen de valoración de las creencias 
religiosas que no aumenta o disminuye en función de la relevancia histórica o sociológica de una 
determinada confesión religiosa. No cabe hablar de un margen amplio para las comunidades 
mayoritarias y de un margen estrecho en lo que se refiere a los grupos religiosos minoritarios o no 
tradicionales (voto particular § 7).  
97 En relación con España, cfr. P.-J. VILADRICH, “Los principios informadores del Derecho 
eclesi|stico español”, en J. Mª GONZÁLEZ DEL VALLE, P. LOMBARDÍA, M. LÓPEZ ALARCÓN, R. NAVARRO-
VALLS y P.-J.- VILADRICH, Derecho eclesiástico del Estado, Eunsa, Pamplona 1983, pp. 214-224; J. 
MARTÍNEZ-TORRÓN, Religión Derecho y Sociedad. Antiguos y nuevos planteamientos en el Derecho 
eclesiástico del Estado, Comares, Granada 1999, pp. 172 ss.; R. PALOMINO LOZANO, “Religion and 
Neutrality: Myth, Principle and Meaning”, en Brigham Young University Law Review 3 (2011), pp. 
686-688; y D. LLAMAZARES FERNÁNDEZ, “Tolerancia, laicidad y di|logo intercultural”, en La laicidad 
(A. Pele, O. Celador Angón y H. Garrido Suárez eds.), Dykinson, Madrid 2014, pp. 66-71. Dos 
visiones diferentes del sentido de la laicidad/neutralidad en España en un mismo volumen, en A. 
RUIZ MIGUEL, “Once tesis sobre la laicidad en la Constitución”; y Mª J. GUTIÉRREZ DEL MORAL, 
“Laicidad, Estado y confesiones religiosas”, ambos en La laicidad desde el derecho (X. Arbós Marín, 
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artículo 9 del Convenio no implica una inicial y necesaria separación entre el 
Estado y las confesiones religiosas.98 
En el año 2016, en la sentencia İzzettin Doğan c. Turquía,99 la Gran Sala del 
Tribunal agrupó los distintos sistemas de relaciones entre el Estado y las 
comunidades religiosas que existen en los cuarenta y siete Estados miembros del 
Consejo de Europa en tres grandes categorías: países con una casi total separación 
entre el Estado y las entidades religiosas;100 países en los que existe una iglesia de 
Estado;101 y países caracterizados por sistemas de tipo concordatario en los que la 
separación formal entre las iglesias y los Estados no impide que sus relaciones se 
regulen a través de acuerdos y concordatos bipartitos.102 
Dos de las premisas que fundamentan y legitiman el derecho internacional 
—los principios de soberanía y de subsidiariedad—, unidas a la pragmática 
realidad de la coexistencia de una gran diversidad de sistemas de gestión del 
fenómeno social religioso, tanto en el mundo, como en el continente europeo, 
determinan que el foco de interés del Convenio no se centre en configurar e 
imponer un modelo específico de relaciones iglesia-Estado, sino en promover, sin 
necesidad de violentar las estructuras constitucionales de los países miembros, los 
mecanismos normativos e instrumentos de control necesarios para que estos 
potencien el derecho de libertad religiosa, y contribuyan a prevenir y perseguir 
                                                                                                                                              
J. Ferrer Beltrán y J. Mª Pérez Collados eds.), Marcial Pons, Barcelona 2010, pp. 119-140 y 173-194, 
respectivamente. 
98 Vid. C. EVANS y C. A. THOMAS, “Church-State Relations in the European Court of Human Rights”, 
en Brigham Young University Law Review (2006), p. 699; y J. TEMPERMAN, “Are State Churches 
Contrary to International Law?”, en Oxford Journal of Law and Religion 1 (2013), pp. 120 ss. Crítico, 
K. N. KYRIAZOPOULOS, “The ‘Prevailing Religion’ in Greece: Its Meaning and Implications”, en Journal 
of Church and State 43 (2001), pp. 518-524. 
99 İzzettin Doğan y otros c. Turquía (GS ap. nº 62649/10), de 26 de abril de 2016. 
100 Entre los que figuran Albania, Azerbaiyán, Francia —con la excepción de la región de 
Alsacia-Mosela—, Ucrania y algunos de los cantones suizos.  
101 Así ocurre en Dinamarca, Islandia, el Reino Unido en cuanto a la Iglesia de Inglaterra, Suecia 
antes del año 2000 y algunos países del sur y del este de Europa en los que la Iglesia Ortodoxa u 
otras iglesias nacionales tienen una posición especial, como en Armenia, Bulgaria, Georgia, Grecia, 
Moldavia, Rumanía y Serbia. Vid. I. MARTÍN SÁNCHEZ, “Algunas reflexiones…” cit. nota 48, pp. 7-33. 
102 İzzettin Doğan § 60. 
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formas de discriminación basadas en la fe o en las creencias.103 La finalidad del 
Convenio es por tanto la de garantizar y promover el respeto por las libertades 
desarrolladas en su artículo 9, pero sin violentar con ello los principios 
desarrollados históricamente por cada uno de los países miembros en su camino 
hacia la consolidación de la democracia como modelo político.104 
Como he anticipado al comienzo de este Capítulo, la democracia es el único 
sistema político posible dentro del sistema del Consejo de Europa y el único 
compatible con el Convenio. La jurisprudencia del TEDH ha destacado en 
numerosos pronunciamientos que no sólo es esta un elemento fundamental del 
orden público europeo, sino que el propio texto de 1950 nació y fue configurado 
con el propósito de promover y mantener los ideales de una sociedad 
democrática. La redacción dada a los respectivos apartados 2º de los artículos 9, 8, 
10 y 11 CEDH, exige que cualquier limitación de los derechos fundamentales en 
ellos enunciados deba justificarse precisamente en una necesidad para una 
“sociedad democr|tica.”105 Uno de los fundamentos de esa sociedad democrática y 
plural es, precisamente, la libertad religiosa, si bien no tanto la religión en sí 
misma.106 
4. PRINCIPIO DE NEUTRALIDAD Y PROTECCIÓN DEL FORUM INTERNUM: VOLUNTARIEDAD Y NO 
ADOCTRINAMIENTO  
En la delgada línea que a veces separa el forum internum del forum externum, 
aparecen en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos las 
primeras nociones, inicialmente no explícitas, de un principio de neutralidad 
                                                 
103 Vid. J. TEMPERMAN, “Are State Churches…” cit. nota 98, p. 119. Del mismo autor, su monografía 
State-Religion Relationships and Human Rights Law: towards a Right to Religiously Neutral 
Governance, Martinus Nijhof, Leiden 2010, passim. 
104 Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “La protección… cit. nota 40, p. 216. 
105 Por todos, en relación con la actividad de partidos políticos, vid. Partido Comunista Unido de 
Turquía y otros c. Turquía (GS ap. nº 19392/92), de 30 de enero de 1998 § 45; Refah Partisi 
(Partido de la Prosperidad) § 86; Partido Democrático Cristiano del Pueblo c. Moldavia (ap. nº 
28793/02), de 14 de febrero de 2006 § 63; Hyde Park y otros c. Moldavia nº 4 (ap. nº 18491/07), de 
7 de abril de 2009 § 50; y Staatkundig Gereformeerde Partij c. Holanda (dec. adm. ap. nº 58369/10), 
de 10 de julio de 2012 § 70. 
106 Vid. C. EVANS y C. A. THOMAS, “Church-State…” cit. nota 98, p. 700; y J. MARTÍNEZ-TORRÓN y R. 
NAVARRO-VALLS, “The Protection of…” cit. nota 60, p. 217. 
254 
 
identificado con una obligación esencialmente negativa del Estado de no 
intervenir de ninguna manera en la conciencia de sus ciudadanos.  
La sentencia Kosteski c. la Antigua República de Macedonia permite apreciar 
esta primera noción del forum internum.107 En el caso de un trabajador sancionado 
por haberse ausentado un día de su puesto de trabajo para la celebrar una 
festividad religiosa musulmana, las autoridades nacionales dieron en las sucesivas 
instancias judiciales internas la razón al empresario, al no haber podido probar el 
Sr. Kosteski que efectivamente era musulmán. Nunca antes había faltado de su 
trabajo para cumplir con preceptos islámicos y existía además constancia de que, 
en el pasado, había observado festividades cristianas. Pese a que el Tribunal 
fallaría finalmente a favor del país demandado, la sentencia incorpora una 
interesante reflexión acerca de que la mera noción de que el Estado pueda juzgar 
las creencias internas y personales de un ciudadano “es aborrecible y puede 
recordar tristemente a desafortunadas persecuciones del pasado.”108 
Pero, como acertadamente señalan Carolyn Evans y Malcom Evans, si la 
protección de la dimensión interna del derecho de libertad religiosa estuviese 
limitada exclusivamente a garantizar que el individuo puede conservar intactas 
sus creencias personales, sin pretender exteriorizarlas o vivirlas y sin ser juzgado 
por ellas, el artículo 9.1 CEDH estaría, por su simplismo, prácticamente vacío de 
contenido. Lo cierto es que la jurisprudencia de Estrasburgo maneja un concepto 
aparentemente más amplio de forum internum, que hace hincapié en los conceptos 
de voluntariedad y de ausencia de adoctrinamiento: en el riesgo que supone para 
la conciencia individual el que un Estado fuerce a la persona a actuar en contra de 
sus creencias; y en el riesgo que también implica que los poderes públicos ejerzan 
una presión religiosa o ideológica externa que pueda llegar a modificar o a invadir 
                                                 
107 Kosteski c. la Antigua República de Macedonia (ap. nº 55170/00), de 13 de abril de 2006. Vid. 
G. GARCÍA GONZÁLEZ, “Descanso semanal y festividades religiosas en el ámbito laboral: un análisis 
desde la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, en Identidad religiosa y 
relaciones de trabajo. Un estudio de la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (I. 
Cano Ruiz ed.), Comares, Granada 2015, pp. 206-208; y D. J. HILL y D. WHISTLER, “Religious Symbols 
and the European Convention on Human Rights”, en Law and Justice 171 (2013), pp. 54 y 55. 
108 Ibid., § 39. 
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la conciencia individual.109 En ambos casos, lo que está en juego es la neutralidad 
del Estado en su actuación frente a los ciudadanos en el plano religioso e 
ideológico.110 Como señaló la Sala cuarta del Tribunal en el año 2009, en la 
sentencia Masaev c. Moldavia, el artículo 9.1 del Convenio pone especial énfasis el 
hecho de que un Estado “no puede dictar lo que cree una persona o adoptar 
medidas coercitivas para hacer que cambie sus creencias.”111 
El Tribunal Europeo de Derechos Humanos se ha mostrado así crítico con 
aquellas situaciones en las que el individuo es forzado por el Estado a actuar en 
contra de su conciencia o de sus creencias. En Buscarini c. San Marino, la Gran Sala 
de la Corte falló a favor de dos parlamentarios electos de esta pequeña República, 
a los que se había negado la posibilidad de jurar sus cargos sin hacer referencia a 
ningún texto religioso.112 Sin criticar la fórmula tradicional de juramento, que 
entendió acorde con la importancia histórica de la religión católica en San Marino, 
la sentencia sí hallaría reprobable y contrario al artículo 9 del Convenio, el hecho 
de que se condicionase el acceso a la función pública a una declaración de 
adhesión a una religión concreta.113 En términos parecidos, en Darby c. Suecia la 
hoy desaparecida Comisión consideró que el hecho de que un Estado impusiese a 
una persona la obligación de participar, en contra de su voluntad, en las 
actividades religiosas de una confesión a la que no pertenece, infringía el artículo 
                                                 
109 Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “La libertad religiosa en los últimos años de la jurisprudencia 
europea”, en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado 9 (1993), pp. 61-63; M. D. EVANS, Religious 
Liberty… cit. nota 1, p. 294; C. EVANS, Freedom… cit. nota 31, pp. 72-74; y J. RINGELHEIM, “State 
Religious Neutrality as a Common European Standard? Reappraising the European Court of 
Human Rights Approach”, en Oxford Journal of Law and Religion 6 (2017), pp. 32-35. 
110 Cfr. Mª J. GUTIÉRREZ DEL MORAL y M. A. CAÑIVANO SALVADOR, El Estado frente a la libertad de 
religión: jurisprudencia constitucional española y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 
Atelier, Barcelona 2003, pp. 109 y 110. 
111 Masaev c. Moldavia (ap. nº 6303/05), de 12 de mayo de 2009 § 23. 
112 Buscarini y otros c. San Marino (GS ap. nº 24645/94), de 18 de febrero de 1999. Vid. R. 
NAVARRO-VALLS y J. MARTÍNEZ-TORRÓN, Conflictos entre conciencia y ley. Las objeciones de conciencia 
(2ª ed.), Iustel, Madrid 2012, pp. 492-496; I. MARTÍN-SÁNCHEZ, “Margen de apreciación nacional y 
libertad religiosa en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, en Derecho y 
Religión 9 (2014), p. 21; Mª J. GUTIÉRREZ DEL MORAL y M. A. CAÑIVANO SALVADOR, El Estado… cit. nota 
110, p. 77; y A. LÓPEZ-SIDRO LÓPEZ, “La confesionalidad católica en los microestados europeos”, en 
Derecho y Religión 10 (2015), pp. 183-208. 
113 Buscarini § 39.  
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9.1 del Convenio, incluso cuando dicha participación se hubiese limitado al pago 
de un impuesto eclesiástico.114 
La Corte ha rechazado igualmente que puedan ser consideradas compatibles 
con el Convenio situaciones en las que, vulnerando la dimensión negativa del 
derecho de libertad religiosa, un individuo es obligado por el Estado a declarar 
acerca de sus convicciones personales —por ejemplo, para acceder a la condición 
de abogado o para poder testificar en un procedimiento penal—;115 o a 
significarse, de algún modo, como consecuencia de una ausencia de declaración de 
adhesión confesional —por ejemplo, por el hecho de omitir la afiliación religiosa 
en un documento oficial de identidad o por carecer de calificación de la asignatura 
de religión en un boletín escolar—.116 
                                                 
114 Darby §§ 50 y 51. El recurrente, un ciudadano finlandés, residía en una zona muy cercana a 
Suecia, país en el que trabajaba como médico. Sujeto impositivamente en el Estado donde 
trabajaba pese a no estar domiciliado en él, durante tres ejercicios fiscales fue obligado a pagar el 
impuesto eclesiástico destinado a sostener económicamente a la Iglesia Luterana de Suecia, de la 
que no era miembro. La sentencia de Sala falló a favor del recurrente, pero no a partir de una 
violación del artículo 9 CEDH, sino del artículo 14 CEDH. En la opinión emitida por la Comisión, 
incorporada como anexo a la sentencia, esta sí analizó la obligación exigida a un individuo de pagar 
un impuesto religioso a una iglesia de la que no es miembro, desde la óptica del artículo 9.1 CEDH. 
La Comisión consideró que el pago de impuestos a una iglesia para sostener sus actividades, debía 
considerarse participación en las mismas. Cfr. Mª J. GUTIÉRREZ DEL MORAL y M. A. CAÑIVANO SALVADOR, 
El Estado… cit. nota 110, pp. 78 y 79; y L. FRANKEN, Liberal Neutrality and State Support for Religion, 
Springer, Suiza 2016, pp. 86 y 87. 
115 Siguiendo la línea apuntada en Buscarini, en los casos contra Grecia Alexandridis y Dimitras, 
el Tribunal también ha censurado que los recurrentes fuesen forzados a declarar acerca de sus 
creencias —en este caso, su no pertenencia a la Iglesia Ortodoxa— para poder realizar juramentos 
desprovistos de connotaciones religiosas. Alexandridis c. Grecia (ap. nº 19516/06), de 21 de 
febrero de 2008; y Dimitras y otros c. Grecia (aps. nº 42837/06, 3237/07, 3269/07, 35793/07 y 
6099/08), de 3 de junio de 2010. El primer caso afectaba a las normas del Código de la Abogacía y 
al Código del Funcionariado que establecían el modo en que debía realizarse en Grecia el 
juramento para acceder a la condición de abogado. Aunque dichas normas preveían tanto un 
juramento por el Evangelio, como una promesa solemne referida al “honor y la conciencia”, el 
recurrente alegaba una violación del artículo 9 CEDH en el hecho de haber tenido que declarar no 
ser cristiano ortodoxo para poder acogerse a la segunda fórmula del juramento. En Dimitras, el 
problema, muy similar, se planteaba respecto de la realización de una prueba testimonial en el 
marco de un procedimiento penal. Vid. R. NAVARRO-VALLS y J. MARTÍNEZ-TORRÓN, Conflictos… cit. nota 
112, pp. 494-496; A. LÓPEZ-SIDRO LÓPEZ, “Libertad religiosa y juramento en el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos. El caso Dimitras y otros c. Grecia”, en RGDCDEE 24 (2010), pp. 1-12; y J. 
RINGELHEIM, “State Religious…” cit. nota 109, pp. 35-37. 
116 En relación con el primer supuesto, Sinan Işık c. Turquía (ap. nº 21924/05) de 2 de febrero 
de 2010; y Sofianopoulos y otros c. Grecia (dec. adm. aps. nº 1988/02, 1997/02 y 1977/02), de 12 
de diciembre de 2002. Vid. B. ÖZENÇ, “The Religion Box on Identity Cards as a Mean to Understand 
the Turkish Type of Secularism”, en Freedom of Religion and Belief in Turkey (O. H. Çinar y M. 
Yildirim eds.), Cambridge Scholars Publishing, Cambridge 2014, pp. 89-114. En relación con la 
ausencia de calificación escolar en la asignatura de religión, Grzelak c. Polonia (ap. nº 7710/02), de 
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Un conjunto de casos en los que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
ha tenido que analizar la posible incidencia de la actividad del Estado en la 
conciencia interna de sus ciudadanos, tiene como marco común el contexto de la 
educación pública, y como elemento también compartido, la noción de 
adoctrinamiento y su incompatibilidad con el mandato de neutralidad implícito en 
el artículo 9 del Convenio.117 
La noción de adoctrinamiento hizo su primera aparición en la jurisprudencia 
del TEDH, en fecha tan remota como 1976. Primera en una serie de resoluciones 
de la Corte decididas bajo el artículo 2 del Primer Protocolo, la sentencia Kjeldsen, 
Busk Madsen y Pedersen c. Dinamarca, abordó por vez primera el binomio 
neutralidad-adoctrinamiento en el ámbito de la educación pública.118 Los 
recurrentes, tres matrimonios daneses con hijos escolarizados en escuelas 
estatales, se oponían a que los menores recibiesen formación sobre sexualidad en 
la manera en que establecía el currículo nacional, por entender que violaba su 
derecho a que la educación de sus hijos fuese impartida de conformidad con sus 
creencias religiosas y filosóficas. En su fallo, que se decantó a favor del Estado 
demandado, la Corte de Estrasburgo argumentó que el derecho de los padres a 
que los poderes públicos respeten sus convicciones en el ejercicio de sus 
competencias en materia educativa, no es un derecho absoluto que pueda 
interpretarse en el sentido de amparar cualquier petición paterna de sustraer a 
los menores, siquiera parcialmente, al sistema escolar estatal. La responsabilidad 
del Estado en relación con los derechos garantizados por el artículo 2 del Primer 
Protocolo se limita a que, en el ejercicio de sus funciones educativas, se asegure de 
que los contenidos curriculares se transmiten de forma “objetiva, crítica y plural. 
El Estado no puede perseguir una intención de adoctrinamiento que pueda 
                                                                                                                                              
15 de junio de 2010. En Grzelak el TEDH determinó que la ausencia de calificación en la asignatura 
“religión/ética” en el boletín escolar de un alumno polaco, no podía ser calificada de “enteramente 
neutral” (§ 97). 
Destaca la relación de esta discriminación por razón de pertenecer o no a una religión con una 
violación del forum internum, B. G. TAHZIB, Freedom of Religion or Belief: Ensuring Effective 
International Legal Protection, Martinus Nijhof, La Haya 1996, p. 26. 
117 Cfr. Mª J. GUTIÉRREZ DEL MORAL y M. A. CAÑIVANO SALVADOR, El Estado… cit. nota 110, p. 109. 
118 Kjeldsen, Busk Madsen y Pedersen (vid. supra nota 46).  
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entenderse que no respeta las convicciones religiosas y filosóficas de los padres. 
Este es el límite que no puede sobrepasarse.”119 
Desde esta primera sentencia, los órganos jurisdiccionales del Consejo de 
Europa han acudido a la noción de adoctrinamiento en una pluralidad de casos 
relacionados con la educación, extendiendo su implicación también a los derechos 
protegidos por el artículo 9 del Convenio.120 Dos son los contextos en los que la 
Corte ha apelado a esta prohibición de interferir en la conciencia interna: (i) para 
censurar el carácter obligatorio de determinadas materias académicas que pueden 
llegar a colisionar con las creencias religiosas o filosóficas de padres y alumnos;121 
                                                 
119 Kjeldsen, Busk Madsen y Pedersen § 53. Sin cursiva en el original. En la línea seguida por el 
voto particular formulado a la sentencia por el magistrado Verdross, Martínez-Torrón califica esta 
toma de postura del TEDH de excesivamente restrictiva en cuanto al alcance de los derechos 
educativos de los padres y de los deberes estatales en supuestos de objeción de conciencia. El 
artículo 2 del Primer Protocolo no pone el límite de la actuación del Estado en la prohibición del 
adoctrinamiento en la actividad educativa, sino que exige con carácter general que los poderes 
públicos respeten las convicciones de los padres, sin referencia alguna a la finalidad perseguida 
por la organización pública de la enseñanza. Vid. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “La objeción de conciencia a 
la enseñanza religiosa y moral en la reciente jurisprudencia de Estrasburgo”, en Educación y 
religión. Una perspectiva de derecho comparado (M. Domingo ed.), Comares, Granada 2008, p. 123. 
También L. RUANO ESPINA, “El derecho a elegir, en el |mbito escolar, la educación religiosa y moral 
que esté de acuerdo con las propias convicciones, en el marco de la LOLR”, en RGDCDEE 19 (2009), 
p. 21; y Mª J. ROCA, “Deberes de los poderes públicos para garantizar el respeto al pluralismo 
cultural, ideológico y religioso en el |mbito escolar”, en Los derechos fundamentales en la educación 
(J. L. Requejo Ibáñez y J. L. Martínez López-Muñiz dirs.), Consejo General del Poder Judicial-Centro 
de Documentación Judicial, Madrid 2008, pp. 174 y 175 ss. Celebra sin embargo el fallo L. MARTÍN-
RETORTILLO BAQUER, “‘Los padres tendr|n un derecho preferente a escoger el tipo de educación que 
habrá de darse a sus hijos.’ (Un estudio de jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos”, en Anales de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación 73 (2007), pp. 235 y 255. 
120 En Angeleni p. 47, la Comisión expresó su opinión acerca de que el Artículo 9 del Convenio 
“ofrece protección frente al adoctrinamiento religioso por parte del Estado, ya sea en la educación 
escolar o en cualquier otra actividad por la que el Estado haya asumido responsabilidad”. Lo 
relaciona expresamente con el forum internum la misma Comisión en C.J., J.J. y E.J c. Polonia (dec. 
adm. ap. nº23380/94), de 16 de enero de 1996. 
121 Así en Folgerø §§ 84 (h) y 89, en relación con la oposición de un grupo de padres 
pertenecientes a una asociación humanista a que sus hijos asistiesen a los cursos de Cristianismo, 
religión y filosofía obligatorios en el currículo escolar noruego; y en Hasan y Eylem Zengin c. 
Turquía § 63, también relacionado con la no exención a una estudiante aleví de la obligatoriedad 
en la asistencia de la asignatura “cultura moral y religiosa”. También en las decisiones de 
inadmisibilidad contra Alemania Leuffen c. la República Federal de Alemania (dec. adm. ap. nº 
19844/92), de 9 de julio de 1992; y Konrad c. Alemania (dec. adm. ap. nº 35504/03), de 11 de 
septiembre de 2006; así como contra España Jiménez Alonso y Jiménez Merino (dec. adm. ap. nº 
51188/99), de 25 de mayo de 2000. Cfr. R. PALOMINO LOZANO, “Religion and Education in the Council 
of Europe: Toward a ‘Soft’ Constitutionalization of a Model of Religious Teaching?”, en Law, 
Religion, Constitution. Freedom of Religion, Equal Treatment, and the Law (W. C. Durham Jr., S. 
Ferrari, C. Cianitto y D. Thayer eds.), Routledge, Londres 2013, p. 377-381. 
Vid. Mª J. VALERO ESTARELLAS, Derechos educativos… cit. nota 80, pp. 46 ss.; M. A. JUSDADO RUIZ-
CAPILLAS y S. CAÑAMARES ARRIBAS, “La objeción de conciencia en el |mbito educativo: comentario a la 
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y (ii) ante la duda de si la presencia de determinados símbolos o prendas 
religiosas en el espacio educativo estatal puede llegar a ejercer una influencia 
adoctrinadora en la conciencia de alumnos menores de edad.122 Paradigmáticas de 
esta segunda línea jurisprudencial, son las sentencias contra Italia en el caso 
Lautsi —tanto de Sala como de Gran Sala—123, y la decisión de inadmisibilidad del 
caso Dahlab c. Suiza,124 dos casos que Natan Lerner califica de supuestos de 
“audiencias cautivas.”125 
Anterior en el tiempo al famoso caso de los crucifijos en las escuelas públicas 
italianas, Dahlab evitó usar el término adoctrinamiento, sustituyéndolo por el de 
influencia.126 En el caso de una maestra de una escuela primaria Suiza quien, tras 
su conversión al Islam, había decidido vestir el velo durante su actividad docente, 
el Tribunal hizo suya la argumentación del gobierno helvético de que si bien 
prohibirle dicha prenda suponía una limitación al derecho de libertad religiosa, no 
podía negarse el hecho de que su uso frente a niños de edades comprendidas 
entre los cuatro y los ocho años podía tener un cierto efecto proselitista y una 
influencia incompatibles con el mensaje de tolerancia, respeto, igualdad y no 
                                                                                                                                              
sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos Folgerø c. Noruega”, en RGDCDEE 15 
(2007), pp. 1-14; T. LINDHOLM, “The Tenacity of Identity Politics in Norway: From Unabashed 
Lutheran Monopoly to Pseudo-Lutheran Semi-Hemony?”, en RGDCDEE 18 (2008), pp. 17-21; M. 
ALENDA SALINAS, “Libertad de creencias del menor y uso de signos de identidad religioso-
culturales”, en Curso de Derechos Humanos de Donostia-San Sebastián 4 (2003), pp. 53 ss.; y B. 
ALÁEZ CORRAL, “Caso Folgerø y respeto a las convicciones morales de los padres en materia 
educativa”, en Repertorio Aranzadi de Jurisprudencia Constitucional 3 (2008), pp. 13-29. 
122 Cfr. S. LANGLAUDE, The Right of the Child to Religious Freedom in International Law, Martinus 
Nijhof, Leiden 2007, pp. 209-216. 
123 Lautsi c. Italia (ap. nº 30814/06), de 3 de noviembre de 2009; y Lautsi c. Italia (GS ap. nº 
30814/06), de 18 de marzo de 2011. Sería imposible reproducir aquí, con un mínimo de 
exhaustividad, la abundantísima bibliografía sobre estas dos sentencias. Me remito a la recogida 
por R. NAVARRO-VALLS y J. MARTÍNEZ-TORRÓN, Conflictos… cit. nota 112, pp. 403-413. 
124 Dahlab c. Suiza (dec. adm. ap. nº 42393/98), de 15 de febrero de 2001. Vid. Mª B. RODRIGO 
LARA, Minoría de edad y libertad de conciencia, Madrid 2005, pp. 399-403; L. MARTÍN-RETORTILLO 
BAQUER, La afirmación… cit. nota 40, pp. 65-69; P. M. TAYLOR, Freedom of Religion, UN and European 
Human Rights Law and Practice, Cambridge University Press, Cambridge 2005, pp. 254-256; C. 
EVANS, “The ‘Islamic Scarf’ in the European Court of Human Rights”, en Melbourne Journal of 
International Law 4 (2006), pp. 52 ss.; y J. RINGELHEIM, “State Religious…” cit. nota 109, pp. 37 y 38.  
125 Cfr. N. LERNER, Religion, Beliefs and International Human Rights, Mary Knoll-Orbis, Nueva 
York 2000, pp. 110-116. En cuanto al difícil concepto de neutralidad aplicado a la educación, cfr. P. 
GARDNER, “Neutrality in education”, en Liberal Neutrality, Routledge (R. E. Goodin y A. Reeve eds.), 
Londres 1989, pp. 106-129. 
126 Dahlab p. 13. Vid. R. NAVARRO-VALLS, Del poder y de la gloria, Ediciones Encuentro, Madrid 
2004, p. 147. 
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discriminación que todo profesor, en una sociedad democrática, debe transmitir a 
sus alumnos.127 
Mucho más explícita sería la Corte en la sentencia de sala del caso Lautsi. La 
recurrente era una mujer italiana de origen finlandés y madre de dos hijos 
menores de edad, escolarizados en un colegio público del la región del Veneto. En 
las aulas del centro al que asistían estaban colgados unos crucifijos, en virtud de 
una normativa preconstitucional. La Sra. Lautsi solicitó sin éxito la retirada de los 
mismos, por entender que vulneraban el principio constitucional de laicità y 
equivalían a una intromisión en su libertad de pensamiento conciencia y religión y 
en la de sus hijos.  
En una conexión ya sí directa y explícita con el principio de neutralidad, la 
Sala primera del TEDH daría la razón de forma unánime a la recurrente, a partir 
del argumento de que la actuación neutral de los poderes públicos implica para el 
Estado la obligación de abstenerse de imponer cualesquiera creencias, aunque sea 
de forma indirecta, en lugares en los que los sujetos no pueden evitar su presencia 
o que estén caracterizados por la vulnerabilidad de quienes acceden a él. Uno de 
estos entornos sensibles, afirma la sentencia, es la escuela, donde el poder de 
convicción del Estado se ejerce sobre mentes que todavía no han desarrollado 
plenamente una capacidad crítica que les permita abstraerse, en su caso, de un 
mensaje que pueda ser interpretado en el sentido de que el Estado favorece una 
determinada concepción religiosa.128  
Recurrido este primer pronunciamiento de la Corte ante la Gran Sala, la 
sentencia de segunda instancia matizó la rotundidad del pronunciamiento de sala, 
no tanto en su formulación, sino en cuanto en los criterios que han de ser tenidos 
en cuenta para su aplicación. Así, la sentencia señaló que la mera presencia en el 
espacio educativo de un símbolo religioso prescrito por el Estado, como era el 
caso de las cruces en las escuelas públicas italianas, no es en sí mismo suficiente 
                                                 
127 Ibid. Una crítica razonada a esta toma de posición del TEDH, en R. NAVARRO-VALLS y J. 
MARTÍNEZ-TORRÓN, Conflictos… cit. nota 112, pp. 326 y 327. 
128 Lautsi §§ 47 ss. Vid. L. G. BEAMAN, “Battles over Symbols: the ‘Religion’ of the Minority versus 
the ‘Culture’ of the Majority”, en Journal of Law and Religion 28 (2012-2013), pp. 84-88.  
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para ser considerado adoctrinador en el sentido prohibido por el Convenio. Un 
crucifijo en una pared es esencialmente un símbolo pasivo no comparable al velo 
del caso Dahlab, sobre todo teniendo en cuenta que el ambiente de las escuelas 
públicas italianas favorecía a apertura hacia la práctica y las expresiones religiosas 
visibles de otros grupos minoritarios. Faltaba el elemento coercitivo.129  
  
                                                 
129 Lautsi GS §§ 71 y 73. Vid. R. NAVARRO-VALLS, “Lautsi c. Lautsi. Simbología religiosa y Tribunal 
de Derechos Humanos”, en Zenit 21 de marzo de 2011; I. MARTÍN-SÁNCHEZ, “El caso Lautsi ante el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado 28 (2012), 
pp. 215-25; A. OLLERO, “La Europa desintegrada: Lautsi contra Lautsi”, en Nueva Revista de Política, 
Cultura y Arte 134, pp. 74-83; S. CAÑAMARES ARRIBAS, “Los símbolos religiosos en el espacio público: 
entre la amenaza real y la mera sospecha”, en El Cronista del Estado Social y Democrático de 
Derecho 20 (2011), pp. 60-76; R. PALOMINO LOZANO, Neutralidad del Estado y espacio público, 
Thomson Reuters Aranzadi, Cizur Menor (Navarra) 2014, pp. 200-202; S. MESEGUER VELASCO, 
“Símbolos religiosos en colegios públicos: ¿hacia dónde camina la jurisprudencia europea?”, en 
Anuario Jurídico Villanueva 5 (2011), pp. 202-213; Mª J. PAREJO, “La controversia sobre la 
exposición de los símbolos religiosos en el orden público europeo: Hacia soluciones de carácter 
inclusivo”, en Persona y Derecho 63 (2012), pp. 45-86; M. D. EVANS, “Neutrality in and after Lautsi v. 
Italy”, en The Lautsi Papers: Multidisciplinary Reflections on Religious Symbols in the Public School 
Classroom (J. Temperman ed.), Martinus Nijhoff, Leiden 2012, pp. 329-354; y R. TORFS, “The 
Presence of the Cross in Public Spaces from the perspective of the European Court of Human 
Rights”, en Presence of the Cross in Public Spaces (P. Stanisz, M. Zawislak y M. Ordon eds.), 
Cambridge Scholars Publishing, Cambridge 2016, pp. 1-10. Para una bibliografía más extensa, vid. 
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1. NEUTRALIDAD Y AUTONOMÍA ORGANIZATIVA DE LAS CONFESIONES RELIGIOSAS: DE HASAN 
Y CHAUSH A KÁROLY NAGY 
Como hemos visto en el Capítulo anterior, la neutralidad como paradigma 
general de actuación de los poderes públicos orientado a la protección de los 
derechos de libertad de pensamiento, conciencia y religión, tuvo una aparición 
relativamente temprana en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos.  
En un ámbito ya más concreto, y centrado en el que es el objeto principal de 
este trabajo, la premisa de que la intervención del Estado en la autonomía y en la 
organización interna de una comunidad religiosa puede constituir una injerencia 
en los derechos protegidos por el artículo 9 del CEDH, no ha sido históricamente 
ajena a las decisiones de los órganos del Consejo de Europa,130 aunque no fue 
hasta el año 2000, en la sentencia del caso Hasan y Chaush, cuando la Gran Sala del 
Tribunal de Estrasburgo estableció expresamente un vínculo entre el derecho de 
las confesiones a su independencia asociativa e institucional, y la neutralidad que 
debe caracterizar la actuación en materia religiosa de los países firmantes del 
Convenio.131  
Inicialmente identificada de forma casi simbiótica con la obligación negativa 
que exige a los Estados abstenerse de intervenir en el fuero interno de la 
conciencia individual,132 dos sentencias de los años 1996 y 1999 contra Grecia —
Manoussakis y Serif— comenzaron a perfilar una futura noción de neutralidad que, 
proyectada ya en el forum externum e íntimamente ligada a la preservación del 
pluralismo religioso característico de las sociedades democráticas, precipitaría en 
                                                 
130 Kohn c. Alemania (dec. adm. ap. nº 47021/99), de 23 de marzo de 2000: “La Corte recuerda 
que, de acuerdo con la jurisprudencia de los órganos del Convenio, la intervención del Estado en la 
organización de una comunidad religiosa o en la gestión de sus bienes puede constituir una 
injerencia en los derechos protegidos por el artículo 9.” 
131 Como indicaré más adelante, dicha sentencia se refería a la intervención del Estado en la 
resolución de disputas internas respecto a la elección de un dirigente religioso islámico (vid. supra 
nota 68). 
132 Kjeldsen, Busk Madsen y Pedersen (vid. supra nota 46). Ver al respecto el voto parcialmente 
disidente del juez Martens en Kokkinakis § 14. Cfr. R. NAVARRO-VALLS, “Los Estados frente a la 
Iglesia”, en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado 9 (1993), pp. 35-38; J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Los 
límites…” cit. nota 84 p. 5; y M. KIVIORG, “Religious Autonomy in the ECHR”, en Derecho y Religión 4 
(2009), p. 135. 
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Hasan y Chaush en la formulación de un mandato que impide a los poderes 
públicos interferir con los asuntos internos de iglesias y confesiones, excepto 
cuando concurran motivos justificados de orden público o así lo requiera la 
protección de derechos de terceros.133 Los hechos en Serif, como en Hasan y 
Chaush, tenían relación con la intervención del Estado en el nombramiento —
conflictivo— de un líder islámico; Manoussakis, en cambio, se refería al derecho de 
las comunidades religiosas a abrir lugares de culto y reunión y a las —reducidas— 
posibilidades de intervención legítima del Estado en esta materia.134 
                                                 
133 La primera mención expresa al mandato de neutralidad estatal en una sentencia del TEDH 
de la que tengo sin embargo constancia, es la incorporada al voto parcialmente disidente del 
magistrado holandés Martens en Kokkinakis, quién acudió al concepto de “estricta neutralidad” 
para calificar el modo en que los Estados miembros del Consejo de Europa deben actuar en 
materia religiosa. Esa estricta neutralidad determina que el Estado no pueda autoproclamarse 
competente para valorar si una concreta actuación o manifestación religiosa es apropiada o 
inapropiada. A demás, destaca el magistrado que la no observancia de la neutralidad puede 
traducirse en favoritismo hacia una religión dominante que en última instancia discrimine entre 
las distintas confesiones (Kokkinakis, voto particular Martens §§ 15 y 16). 
134 Manoussakis (vid. supra nota 68); y Serif c. Grecia (ap. nº 38178/97), de 14 de diciembre de 
1999. En Manoussakis, El TEDH resolvió el caso a favor de los recurrentes —Testigos de Jehová—, 
que habían sido procesados y condenados en vía penal por abrir y hacer uso de un lugar de culto 
sin haber obtenido las autorizaciones previstas entonces al efecto por la ley griega —las 
condiciones para la obtención de dichas autorizaciones fue modificada en el año 2006, en gran 
medida como consecuencia de la actuación del TEDH—. El TEDH constató que los requisitos 
legales para la concesión de autorización para operar como lugar de culto realmente eran a 
menudo usadas para restringir las actividades religiosas ajenas a la Iglesia Ortodoxa (§§ 47 y 48). 
Vid. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Los límites…” cit. nota 84, pp. 25-26; M. RODRÍGUEZ BLANCO, 
“Manifestaciones del derecho fundamental de libertad religiosa”, en La libertad religiosa en España. 
XXV años de vigencia de la Ley Orgánica /1980, de 5 de julio. Comentarios a su articulado (A. C. 
Álvarez Cortina y M. Rodríguez Blanco coords.), Comares, Granada 2006, pp. 83 ss.; A. MOTILLA DE 
LA CALLE, “La protección de los lugares de culto en las organizaciones internacionales (especial 
referencia a la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, en Ius Canonicum 52 
(2012), pp. 50-53; N. BRATZA, “The ‘Precious…” cit. nota 64, pp. 16 y 17; K. PAPAGEROGIOU, “The 
Application of the Freedom of Religion Principles of the European Convention on Human Rights in 
Greece”, en Religious Freedom in the European Union: the Application of the European Convention on 
Human Rights in the European Union. Proceedings of the 19th meeting of the European Consortium 
for Church and State Research, Nicosia (Cyprus), 15-18 November 2007 (A. Emilianides ed.), Peeters, 
Lovaina 2011, p. 190; y R. PODOPRIGORA, “Freedom of Religion and Belief and Discretionary State 
Approval of Religious Activity”, en Facilitating… cit. nota 60, pp. 427-430. 
Prácticamente idéntico al caso Manoussakis, la posterior demanda Pentidis c. Grecia (ap. nº 
23238/94), de 9 de junio de 1997, concluyó con un acuerdo amistoso entre las partes. Vid. J. 
MARTÍNEZ-TORRÓN, “Los límites…” cit nota 84, pp. 25 y 26; e I. MARTÍN SÁNCHEZ, “Las confesiones 
religiosas y su autonomía según el Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, en Los derechos 
humanos en clave multidisciplinar. Encuentros multidisciplinares 16 (2014), pp. 67 y 68. Analiza la 
alta litigiosidad contra Grecia ante el TEDH por parte de grupos minoritarios, incluyendo 
comunidades religiosas, E. PSYCOGIOPOULOU, “The European Court of Human Rights in Greece: 
Litigation, Rights Protection and Vulnerable Groups”, en The European Court of Human Rights and 
the Rights of Marginalized Individuals and Minorities in National Context (D. Anagnostou y E. 
Psycogiopoulou eds.), Martinus Nijhoff, Leiden 2010, pp. 115 ss.  
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Al socaire de un caso que, trascendiendo los hechos particulares que habían 
motivado el recurso a la jurisdicción europea, sometió al control de Estrasburgo la 
política general griega de obstrucción a la presencia y actividad de grupos 
religiosos ajenos a la tradición cristiana greco-ortodoxa,135 la sentencia del caso 
Manoussakis proporcionó al Tribunal la ocasión de formular dos principios 
generales que comenzaron a dibujar jurisprudencialmente los márgenes de la 
actuación neutral requerida de los Estados firmantes del Convenio a la hora de 
enfrentarse al fenómeno religioso.136 De un lado, la sentencia reconoce a las 
autoridades públicas una primera facultad de supervisión de los movimientos y 
las asociaciones religiosas justificada por la protección del orden público y de los 
derechos de terceros.137 De otro, el Tribunal marca un límite a dicha facultad al 
                                                 
135 En Grecia, los obstáculos de las autoridades nacionales a grupos religiosos ajenos a Iglesia 
Ortodoxa Griega no han afectado exclusivamente a los Testigos de Jehová. Por ejemplo, en Vergos c. 
Grecia (ap. nº 65501/01), de 24 de junio de 2004, el demandante ante el TEDH era un miembro de 
los llamados Cristianos Ortodoxos Verdaderos al que se le había denegado licencia de obras para la 
construcción de una casa de oración en un terreno de su propiedad. Analiza con detalle esta 
sentencia L. MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, “Libertad religiosa, construcción de templos y exigencias 
urbanísticas. Precisiones de la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, en 
Ciudades, Derecho urbanístico y libertad religiosa. Elementos comparados de Europa y Estados 
Unidos (J. Ponce Solé coord.), Fundació Carles Pi Sunyer, Barcelona 2010, pp. 50 ss. Del mismo 
autor, Estudios sobre libertad religiosa, Reus, Madrid 2011, pp. 46 ss. Vid. también M. RODRÍGUEZ 
BLANCO, “La protección de los lugares de culto en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos”, en Derecho y Religión 9 (2014), pp. 91-94; E. PSYCOGIOPOULOU, “The 
European…” cit. nota 134, pp. 121-125; y para una visión general S. TARODO SORIA, “Relaciones 
Iglesia-Estado y derecho de libertad religiosa en Grecia”, en Derecho y Religión 10 (2015), pp. 270 
ss. 
136 Manoussakis §§ 38 y 41. 
137 Ibid., § 40. Cfr. M. D. EVANS y P. PETKOFF, “A Separation of Convenience? The Concept of 
Neutrality in the Jurisprudence of the European Court of Human Rights”, en Religion, State & 
Society 3 (2008), p. 205; e I. LEIGH, “The European…” cit. nota 144, p. 45. Ya en Kokkinakis § 33 
señalaba el Tribunal que “en sociedades democr|ticas, en las que coexisten distintas religiones en 
una misma población, puede ser necesario establecer restricciones a este derecho [a manifestar la 
propia religión o creencias] con objeto de conciliar los intereses de los distintos grupos y 
garantizar que los derechos de todos son respetados.” Vid. en la jurisprudencia posterior del 
Tribunal la referencia contenida en C}rmuirea Spirituală a Musulmanilor din Republica Moldova c. 
Moldavia (dec. adm. ap. nº 12282/02), de 14 de junio de 2005. En un caso de denegación de 
inscripción de una comunidad religiosa musulmana moldava por falta de suficiente aportación de 
documentos, el Tribunal identificó como causa legítima para intervenir en cuestiones internas de 
las comunidades religiosas que aspiran a ser reconocidas oficialmente la necesidad de verificar 
que su actuación es conforme a la ley y no supone un peligro para la sociedad democrática, para la 
seguridad pública, la salud, la moral o los derechos de terceros. Cfr. J. RINGELHEIM, “Rights, religion 
and the public sphere: the European Court of Human Rights in search of a theory?”, en Law, State 
and Religion in the New Europe. Debates and Dilemas (L. Zucca y C. Ungureanu eds.), Cambridge 
University Press, Cambridge 2012, pp. 287 y 288. Esta capacidad de supervisión ha sido 
interpretada en sentido restrictivo por el TEDH. En Testigos de Jehová de Moscú y otros c. Rusia (ap. 
nº 302/02), de 10 de junio de 2010, las autoridades nacionales justificaron la disolución de la 
comunidad religiosa demandante y la prohibición sus actividades por incurrir en diversas 
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matizar que el derecho de libertad religiosa, en los términos en los que es 
garantizado por el Convenio, excluye cualquier discrecionalidad del Estado para 
establecer o determinar la legitimidad de las creencias religiosas o del modo en 
que estas se expresan.138 En Serif, el primero de una serie de casos en los que la 
Corte Europea ha tenido que pronunciarse acerca de la competencia de los 
poderes públicos para intervenir en conflictos derivados del nombramiento o 
remoción de líderes religiosos, el Tribunal anticipó a su vez la comprensión del 
deber de neutralidad como un mandato que, intrínsecamente vinculado a la 
protección en el seno del Consejo de Europa del pluralismo religioso, tiene por 
objeto salvaguardar la tolerancia, la singularidad confesional y la autonomía de 
iglesias y comunidades.139 
1.1 Primera formulación del principio de neutralidad: Hasan y Chaush 
c. Bulgaria 
Hasan y Chaush se apoyará en los dos precedentes jurisprudenciales 
anteriores para condenar por vez primera a un Estado por no haber observado la 
neutralidad debida en el ejercicio de sus competencias regulatorias en materia 
religiosa, interfiriendo en la autonomía organizativa de la comunidad musulmana 
búlgara y lesionando los derechos protegidos por el artículo 9 del Convenio.140 La 
sentencia permite identificar tempranamente dos elementos que, a partir de este 
                                                                                                                                              
vulneraciones del orden público que fueron sistemáticamente rechazadas por el TEDH. Cfr. G. 
FAGAN, Believing in Russia: Religious Policy after Communism, Routledge, Londres 2013, pp. 79 y 80.  
138 Manoussakis § 47.  
139 Serif § 53: “Aunque el Tribunal reconoce que es posible que se cree tensión en situaciones en 
las que una comunidad religiosa o de cualquier otro tipo se divida, considera que esta es una de las 
consecuencias inevitables del pluralismo. El rol de las autoridades en estas circunstancias no es 
eliminar la causa de la tensión eliminando el pluralismo, sino garantizar que los grupos 
enfrentados se toleren mutuamente.” Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Religious pluralism. The case of the 
European Court of Human Rights”, en Democracy, Law and Religious Pluralism in Europe. 
Secularism and post-secularism (F. Requejo y C. Ungureanu eds.), Routledge, Londres 2014, pp. 123 
y 124; e I. CANO RUIZ, “La relevancia de la autonomía confesional en las relaciones laborales 
conforme a la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, en Identidad religiosa… 
cit. nota 107, pp. 216-218. 
140 Cfr. J. RINGELHEIM, “Du Voile Au Crucifix: La Neutralité De L'Etat Dans La Jurisprudence De La 
Cour Européenne Des Droits De L'Homme (From Veils to Crucifix: State Neutrality in the Case Law 
of the European Court of Human Rights)”, en CRIDHO Working Paper 2014/1. Disponible en 
http://papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=2459454, pp. 5 y 6; y G. MORENO BOTELLA, “El 
factor religioso en la Constitución Europea”, en Revista Jurídica de Universidad Autónoma de Madrid 
13 (2005), pp. 226 y 227. 
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momento, serán reiterados una y otra vez en la jurisprudencia de la Corte Europea 
en materia de libertad religiosa y que irán arrastrando en decisiones futuras una 
vaga premisa de cuáles son el contenido, el objeto y las consecuencias del 
mandato de neutralidad.  
El primero, en Hasan y Chaush la Gran Sala desarrollaría los argumentos 
teórico-jurídicos que permiten entender el mandato de neutralidad como un 
criterio de actuación estatal en materia religiosa profundamente ligado al elemento 
asociativo de las libertades contempladas en el artículo 9 del Convenio y, en 
concreto, a la preservación de la autonomía interna de las confesiones frente a la 
arbitraria interferencia de los poderes públicos.141 El segundo, es la taxativa 
afirmación, heredada de Manoussakis, de que la neutralidad en la actuación estatal 
se concreta en un primer nivel en una obligación negativa que, salvo en casos muy 
excepcionales, excluye toda discrecionalidad por parte del Estado de determinar la 
legitimidad de las creencias religiosas o de los medios a través de los cuales estas 
se manifiestan.142  
Desde la sentencia Hasan y Chaush, la jurisprudencia del Tribunal de 
Estrasburgo relativa a la autonomía organizativa de las confesiones religiosas ha 
                                                 
141 Hasan y Chaush § 78 en relación con § 62. Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Los límites…” cit. nota 84, 
pp. 31 y 32. Anterior en el tiempo a Hasan y Chaush, un ejemplo de arbitrariedad estatal en Tsirlis y 
Kouloumpas c. Grecia (aps. nº 19233/91 y 19234/91), de 29 de mayo de 1997. Resuelto bajo el 
artículo 5 CEDH —derecho a la libertad y a la seguridad— y no bajo el artículo 9 CEDH, el TEDH 
entendió arbitraria la detención de dos Testigos de Jehová que, en su condición de ministros de 
dicha confesión, habían solicitado la dispensa del servicio militar prevista en la legislación griega. 
Vid. M. RODRÍGUEZ BLANCO, “Libertad religiosa y Registro de Entidades Religiosas (a propósito de la 
STC 46/2001, de 15 de febrero”, en Revista Española de Derecho Constitucional 23 (2003), p. 352; y 
J. I. SOLAR CAYÓN, “Cautelas y excesos en el tratamiento del factor religioso en la jurisprudencia del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, en Derecho y Libertades 20 (2009), pp. 119 y 120. 
Con posterioridad a Hasan y Chaush, en Perry c. Letonia (ap. nº 30273/03), de 8 de noviembre 
de 2007, el Tribunal apreciará arbitrariedad en la decisión de las autoridades estatales de 
modificar el permiso de residencia en el país de un ministro de culto de la Iglesia Morning Star 
International —una federación de comunidades cristianas de inspiración evangélica— originario 
de Estados Unidos, que le inhabilitaba para organizar actividades públicas de carácter religioso y, 
por ende, para llevar a cabo las funciones propias de su ministerio. En la misma línea, El Majjaoui & 
Stichting Touba Moskee c. Holanda (GS ap. nº 25525/03), de 20 de diciembre de 2007; y Nolan y K. 
c. Rusia (ap. nº 2512/04), de 12 de febrero de 2009. Vid. J.-P. SCHOUPPE, La dimensión… cit. nota 44, 
pp. 107 y 108. Por el contrario, el TEDH no apreciará arbitrariedad en la dilatada duración del 
procedimiento ante los tribunales nacionales griegos del caso de un sacerdote de la Iglesia 
Ortodoxa Griega separado de su ministerio tras la incoación interna de un procedimiento 
disciplinario (Seremetis c. Grecia (ap. nº 38330/05), de 27 de marzo de 2008). 
142 Hasan y Chaush § 78. Vid. S. BUENO SALINAS y Mª J. GUTIÉRREZ DEL MORAL, Proselitismo Religioso 
y Derecho, Comares, Granada 2002, pp. 172 y 173. 
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venido equiparado el deber de neutralidad implícito en el artículo 9 CEDH con una 
genérica obligación de los poderes públicos de permanecer imparciales en el 
ejercicio de sus competencias regulatorias en relación con el fenómeno social 
religioso.143  
Tomando como punto de partida una idea motriz cercana a los postulados 
del liberalismo clásico que niega a los poderes públicos competencia para valorar 
la validez o la legitimidad de creencias y prácticas religiosas,144 el Estado es 
percibido por la Corte como el organizador neutral e imparcial de la vida religiosa 
de la polis, así como el garante último del orden público y del pluralismo —muy 
presente siempre en la mente del Tribunal—.145 En un planteamiento que parece 
recoger influencias doctrinales de las teorías de la separación entre el poder 
político y el factor religioso, la jurisprudencia de Estrasburgo ha reconocido a los 
poderes estatales un margen muy limitado de intervención en las disputas que 
puedan surgir en el seno de las confesiones religiosas, incluso cuando los países 
miembros del Consejo de Europa han buscado justificar su actuación en razones 
de orden público ancladas en argumentos sociológicos, históricos o de estabilidad 
política.146 
                                                 
143 Como punto de partida, Iglesia Metropolitana de Bessarabia (vid. supra nota 52 § 116). Vid. N. 
LERNER, “Autonomía de las religiones y sus límites”, en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado 
27 (2011), pp. 257-259. Posteriormente, Santo Sínodo de la Iglesia Ortodoxa Búlgara 
(Metropolitano Inokentiy) y otros c. Bulgaria (ap. nº 412/03 y 15677/04), de 22 de enero de 2009 § 
119; y Miroļubovs y otros c. Letonia (ap. nº 798/05), de 15 de septiembre de 2009 § 89. Vid. F. 
TULKENS, “The European Convention on Human Rights and Church-State Relations: Pluralism vs. 
Pluralism”, en Cardozo Law Review 30 (2009), p. 2582.  
144 Cfr. J. RAWLS, A Theory of Justice. Revised edition, Oxford University Press, Oxford 1999, pp. 
361 y passim; del mismo autor Political Liberalism, Columbia University Press, Nueva York 2005, p. 
9; R. DWORKIN, A Matter of Principle, Oxford University Press, Oxford 1985, pp. 205 y passim; J. RAZ, 
The Morality of Freedom, Oxford University Press, Oxford 1986, pp. 110, 113 y passim. Vid. I. LEIGH, 
“The European Court of Human Rights and religious neutrality”, en Religion in a Liberal State (G. 
D’Costa, M. Evans, T. Modood y J. Rivers eds.), Cambridge University Press, Cambridge 2013, p. 45; 
R. Palomino Lozano, “ Religion and…” cit. nota 97, pp. 658 ss.; y J. RINGELHEIM, “Rights, religion…” 
cit. nota 137, pp. 292 y 293. 
145 Supremo Santo Consejo de la Comunidad Musulmana c. Bulgaria (ap. nº 39023/97), de 16 de 
diciembre de 2004 § 93. Vid. M. D. EVANS y P. PETKOFF, “A Separation…” cit. nota 137, pp. 205 y 212. 
En relación con el concepto de pluralismo y su uso por el TEDH, cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Religious 
pluralism…” cit. nota 139, pp. 123-126; y A. NIEUWENHUIS, “The Concept of Pluralism in the Case-
Law of the European Court of Human Rights”, en European Constitutional Law Review 3 (2007), pp. 
367-369 y 372.  
146 Cfr. I. LEIGH, “The European…” cit. nota 144, p. 47; M. D. EVANS, “Neutrality in and after… cit. 
nota 129, pp. 346-348; M. LEVINET, “Société démocratique et laïcité dans la jurisprudence de la 
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Es interesante hacer notar que en esta primera generación de decisiones que 
tienen como denominador común la protección de la autonomía organizativa de 
las confesiones religiosas, el Tribunal acude al adjetivo “neutral” para calificar la 
actuación de los poderes públicos en materia religiosa, no para definir al Estado 
mismo.147 Desde esta perspectiva, la noción de neutralidad que maneja la Corte se 
aproxima más a los conceptos de “equidistancia”, o “ausencia de preferencia”, que 
a los de “indiferencia” o “ignorancia”.148 No se excluye toda implicación del Estado 
en materia religiosa, sino sólo aquella que por exceder los límites de lo neutral, 
pueda ser calificada como arbitraria e injustificada.149  
Se trata en suma de una noción esencialmente instrumental de la 
neutralidad que, en palabras de Evans, en última instancia estaría orientada a 
legitimar el rol del Estado como facilitador del normal desenvolvimiento del factor 
                                                                                                                                              
CEDH”, en Laïcité, liberté de religion et Convention européenne des droits de l’homme. Actes du 
colloque organisé le 18 de novembre 2005 par l’Institut de Droit Européen des Droits de L'Homme (G. 
Gonzalez dir), Bruylant-Nemesis, Bruselas 2005, p. 106; y J. RINGELHEIM, “Du Voile… ” cit. nota 140, 
p. 6.  
Así, en Santo Sínodo de la Iglesia Ortodoxa Búlgara (Metropolitano Inokentiy), el Tribunal 
rechazó los argumentos alegados por el gobierno búlgaro de que su intervención en un conflicto de 
liderazgo en el seno de la Iglesia Ortodoxa de Bulgaria venía exigido por razones de índole 
histórica y de identidad nacional (§§ 143-149). Vid. M. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, “Cuestiones del trabajo 
de los ministros de culto para la propia confesión”, en La jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos en torno al derecho de libertad religiosa en el ámbito laboral (A. Motilla ed.), 
Comares, Granada 2016, pp. 111 y 112. 
147 Cfr. M. KIVIORG, “Religious Autonomy…” cit. nota 132, pp. 138 y 139. Así, en Hasan y Chaush § 
78: “el incumplimiento por parte de las autoridades de no permanecer neutrales en el ejercicio de 
sus poderes en este campo [religioso] debe llevar a la conclusión de que el Estado interfirió con el 
derecho de los creyentes de manifestar su religión en el sentido del artículo 9 del Convenio”; en 
Supremo Santo Consejo de la Comunidad Musulmana § 93: “el Estado tiene el deber de permanecer 
neutral e imparcial en el ejercicio de sus facultades regulatorias y en sus relaciones con las 
distintas religiosas, confesiones y creencias”; en Svyato-Mykhaylivska Parafiya c. Ucrania (ap. nº 
77703/01), de 14 de junio de 2007 § 113: “el deber del Estado de neutralidad e imparcialidad, 
como ha sido definido en la jurisprudencia del Tribunal, es incompatible con cualquier poder del 
Estado para determinar la legitimidad de las creencias religiosas.” En el mismo sentido en Santo 
Sínodo de la Iglesia Ortodoxa Búlgara (Metropolitano Inokentiy) §§ 119 y 129; y Miroļubovs § 89. 
148 Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Religious Liberty in European Jurisprudence”, en Religious Liberty 
and Human Rights (M. Hill ed.), University of Wales Press, Cardiff 2002, pp. 106 y 107; K.-H. LADEUR 
e I. AUGSBERG, “The Myth of the Neutral State: The Relationship between State and Religion in the 
Face of New Challenges”, en German Law Journal 80 (2007), pp. 143 y 144; y J. RINGELHEIM, “Du 
Voile...” cit. nota 146, p. 5. 
149 De hecho, el TEDH ha insistido en la necesidad de que la actuación de las autoridades 
públicas en el delicado ámbito de las disputas intra-religiosas esté caracterizada por la cautela y la 
sensibilidad (Santo Sínodo de la Iglesia Ortodoxa Búlgara (Metropolitano Inokentiy) § 119; y 
Miroļubovs § 87). Vid. F. TULKENS, “The European…” cit. nota 143, pp. 2586 y 2587; y J. RINGELHEIM, 
“Rights, religion…” cit. nota 137, p. 287.  
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social religioso,150 bien impidiéndole entrometerse en la vida interna de las 
iglesias, bien modulando y limitando sus posibilidades de actuación cuando tiene 
que intervenir de forma activa para conciliar los intereses de las distintas 
sensibilidades religiosas que coexisten en una misma sociedad democrática.151  
1.2 La evolución del principio de neutralidad y su posible revisión en 
Károly Nagy c. Hungría 
Resulta merecedor de cierta de reflexión el hecho de que el mismo escenario 
que a finales de la década de 1990 propició la construcción teórica del mandato de 
neutralidad hasta elevarlo a principio general de la jurisprudencia de Estrasburgo 
que desarrolla el artículo 9 del Convenio —el reconocimiento y protección del 
derecho de autonomía de las confesiones religiosas—, sea a día de hoy uno de los 
frentes en los que, de forma más evidente y con mayor celeridad, se está 
produciendo una mutación, casi me atrevería a decir una tergiversación, de su 
sentido originario. La noción primigenia de un mandato que obliga a los poderes 
públicos a no emitir juicios de valor acerca de la razonabilidad secular de las 
creencias religiosas o de sus formas de expresión, comienza a mostrar ciertos 
signos de fatiga, y a ser crecientemente cuestionada a medida que el Tribunal 
avanza en una comprensión tanto de su propia actividad como, sobre todo, de la 
de los Estados firmantes del Convenio, más proclive a intervenir en cuestiones que 
hasta hace poco eran consideradas patrimonio y competencia exclusiva de las 
iglesias.  
Desafortunadamente, esta modificación del principio de neutralidad que 
evidencia la reciente jurisprudencia de Estrasburgo en materia de autonomía de 
                                                 
150 Cfr. M. D. EVANS, “Neutrality in and after…” cit. nota 129, p. 349; A. GARCÍA URETA, “Artículo 
9…” cit. nota 62, pp. 467-470; y J. MACLURE, Political Secularism: A Sketch, RECODE – Responding to 
Complex Diversity in Europe and Canada, Helsinki, Finlandia 2013, pp. 2 ss. Disponible en 
http://www.recode.info/wp-content/uploads/2013/09/Maclure-RECODE-August-2013.pdf.  
151 El profesor Norman Doe ha reflexionado acerca de la aparente paradoja de la autonomía de 
las confesiones religiosas, ya que de un lado necesita la no interferencia del Estado en los asuntos 
internos de las iglesias mientras que a la vez requiere la aquiescencia del Estado. Cfr. N. DOE, Law 
and Religion in Europe: A Comparative Introduction, Oxford University Press, Oxford 2011, p. 114. 
Vid. también, J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Institutional Religious Symbols, State Neutrality and the 
Protection of Minorities in Europe”, en Law and Justice 171 (2013), pp. 34-30; y en su versión 
española “Símbolos religiosos institucionales, neutralidad del Estado y protección de las minorías 
en Europa”, en Ius Canonicum 54 (2014), pp. 114-117.  
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las confesiones religiosas no ha venido acompañada, al menos no de momento, ni 
de una revisión de su primera formulación en Manoussakis, ni tampoco de una 
reflexión teórica que incite a pensar que en el TEDH existe a día de hoy una 
concepción clara y coherente del significado y de la operatividad real de un 
principio al que, sin embargo, acude cada vez con mayor frecuencia para 
fundamentar decisiones en ocasiones manifiestamente contradictorias.  
El origen de esta mutación en el alcance y contenido del principio de 
neutralidad, podemos reconducirlo a la legítima preocupación que en las últimas 
décadas muestra la Corte Europea por no desatender los derechos fundamentales 
de tres categorías de ciudadanos estrechamente ligados a las dinámicas internas 
de las confesiones, y cuyas libertades pueden llegar a verse afectadas por la 
necesidad de proteger y asegurar la independencia y autonomía institucional de 
estas: sus ministros de culto, sus empleados y aquellas personas que para el 
desempeño de su actividad profesional dependen de una previa acreditación o 
reconocimiento eclesiástico.152 El problema es que, como veremos, tal 
preocupación ha ido derivando hacia una relativamente novedosa orientación 
jurisprudencial que no sólo ha debilitado a los grupos religiosos en su autonomía, 
sino que además ha relativizado la observancia del mandato de neutralidad, tanto 
por parte de los órganos de las distintas jurisdicciones nacionales como del propio 
Tribunal, planteando la duda de hasta qué punto se siente la Corte vinculada en su 
actuación por los principios generales que ella misma enuncia.153  
Tal y como desarrollaré a lo largo de este Capítulo, en la actividad del 
Tribunal se pueden identificar en la actualidad hasta tres formas o metodologías 
distintas a las que acuden los magistrados de la Corte para abordar conflictos en 
los que existe un riesgo potencial para el derecho de autonomía de las confesiones 
religiosas: (i) inmunidad o no interferencia (immunity approach), a la que el 
Tribunal acude preferentemente en casos en los que se cuestiona la intervención 
                                                 
152 Cfr. R. PALOMINO LOZANO, “Profesores de religión en la escuela pública: autonomía de los 
grupos religiosos, neutralidad del Estado y desconcierto final”, en RGDCDEE 43 (2017), p. 5. 
153 Cfr. C. EVANS y A. HOOD, “Religious Autonomy and Labour Law: A Comparison of the 
Jurisprudence of the United States and the European Court of Human Rights”, en Oxford Journal of 
Law and Religion 1 (2012), p. 105; e I. CISMAS, Religious Actors and International Law, Oxford 
University Press, Oxford 2014, p. 144. 
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de los Estados en las dinámicas de grupos religiosos fracturados como 
consecuencia de disputas de liderazgo, controversias doctrinales o discrepancias 
en su gestión, y que tiene como principal objetivo salvaguardar a las confesiones 
de la arbitrariedad de los poderes públicos; (ii) reserva jurisdiccional 
(jurisdictional approach), tradicionalmente la metodología elegida por 
Estrasburgo para abordar demandas que traen causa de desavenencias entre las 
iglesias y miembros del clero, y que defiere al margen de apreciación de los países 
miembros del Consejo de Europa la decisión de excluir de la competencia de los 
órganos jurisdiccionales nacionales cuestiones que afectan a la función 
ministerial; y (iii) proporcionalidad (balancing o proportionality approach), 
limitada hasta ahora a conflictos de derechos entre empleadores eclesiásticos y 
sus trabajadores laicos, y que, matizando implícitamente la prohibición que pesa 
sobre los poderes públicos de no valorar la legitimidad de las creencias religiosas, 
tiende a extenderse de facto a una valoración sustantiva de cuestiones de 
ortodoxia doctrinal.154 Cada una de estas metodologías conlleva en la práctica una 
forma diferente de entender el sentido y alcance del principio de neutralidad. 
En un panorama jurisprudencial que parece estar en permanente —y a veces 
imprevisible— cambio, la novedad más reciente en materia de neutralidad y 
autonomía de las confesiones religiosas la constituye la dura crítica de la que el 
sistema de reserva jurisdiccional ha sido objeto en el voto particular formulado por 
los tres magistrados disidentes de la Sala segunda a la reciente sentencia Károly 
Nagy c. Hungría, hoy objeto de revisión ante la Gran Sala de la Corte.155 El caso se 
refiere a un antiguo sacerdote de la Iglesia Calvinista húngara enfrentado a su 
confesión por una reclamación económica, y parece haber devenido punto de 
confluencia y potencial ocasión de revisión por el pleno del Tribunal de su doctrina 
acerca del grado de intervención permitido a los Estados en conflictos de derechos 
en el ámbito eclesiástico: punto de confluencia, porque en la decisión de primera 
instancia convergen todas las líneas jurisprudenciales desarrolladas hasta la fecha 
                                                 
154 Vid. G. ROBBERS, “Church Autonomy in the European Court of Human Rights. Recent 
Developments in Germany”, en Journal of Law and Religion 26 (2011-2012), pp. 282 ss.; C. EVANS y 
A. HOOD, “Religious Autonomy…” cit. nota 153, p. 98; y . RINGELHEIM, “State Religious…” cit. nota 109, 
pp. 45-46. 
155 Károly Nagy c. Hungría (ap. nº 56665/09), de 1 de diciembre de 2015. 
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por el TEDH en relación a la prestación de servicios —espirituales o laborales— 
para una confesión religiosa; potencial ocasión de revisión, porque hubo una 
profunda división de opiniones en la primera instancia (Sala segunda) 
manifestada tanto en el hecho de que el fallo desfavorable al recurrente fue 
adoptado por la mínima mayoría (cuatro votos contra tres), como en el 
razonamiento expresado en el voto particular redactado por los tres magistrados 
disconformes, lo cual abre la puerta a que la sentencia de Gran Sala pueda dar 
lugar a un nuevo cambio de orientación de la Corte en relación con el derecho de 
autonomía de las confesiones religiosas, que implícitamente afectará también al 
principio de neutralidad. 
A lo largo de los sucesivos epígrafes de este Capítulo 4, propongo una 
revisión, desde la concreta óptica del principio de neutralidad, de tres ámbitos de 
interés para la autonomía interna de las confesiones religiosas en los que la 
jurisdicción de Estrasburgo ha sido llamada en repetidas ocasiones a intervenir: 
las disputas intraeclesiales; los conflictos de las confesiones religiosas con sus 
ministros de culto; y la implicación de la independencia institucional de los grupos 
religiosos en cuestiones que afectan al empleo eclesiástico. A través de un estudio 
eminentemente jurisprudencial, el propósito de estas páginas es ofrecer una 
visión, lo más amplia posible, de la verdadera función que el mandato de 
neutralidad desempeña en la doctrina de Estrasburgo en la protección de la 
dimensión colectiva del derecho de libertad religiosa y de creencias, así como 
plantear de forma crítica su actual posible relativización en aquellas situaciones 
en las que la autonomía de las confesiones religiosas entra en conflicto con 
derechos fundamentales de terceros. 
2. NEUTRALIDAD DEL ESTADO, AUTONOMÍA DE LAS CONFESIONES RELIGIOSAS Y DISPUTAS 
INTRAECLESIALES 
Uno de los aspectos de la autonomía organizativa de los grupos religiosos 
que ha ocupado en las últimas dos décadas la atención del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, y en el que la invocación al deber de neutralidad de los 
Estados en materia religiosa ha sido constante, es el relativo al grado de 
intervención o influencia permitido a los países firmantes del Convenio en las 
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disputas y eventuales escisiones que pueden surgir en el seno de las iglesias y 
confesiones asentadas en sus respectivos territorios, tanto en lo relativo a la 
institución misma como a las personas legitimadas para regirlas.156  
A partir de la concepción del Estado como un organizador neutral e 
imparcial del fenómeno religioso, la jurisprudencia de la Corte de Estrasburgo ha 
sido fiel al principio general formulado en Manoussakis de que los poderes 
públicos carecen de competencia para determinar la legitimidad de las creencias 
religiosas. Así planteado, el mandato de neutralidad se constituye de partida en 
una barrera que impide a los poderes públicos intervenir en conflictos internos de 
las iglesias, incluso cuando dicha intervención trate de justificarse por la 
responsabilidad que tienen los Estados de mantener o recuperar la paz religiosa, 
política o social.157 Países como Bulgaria, Grecia, Ucrania o Letonia han merecido 
el reproche de Estrasburgo por no haber observado, en la gestión de conflictos 
intraeclesiales, las restricciones que el deber de neutralidad impone al ejercicio de 
competencias estatales en el delicado ámbito de las relaciones entre poderes 
públicos e iglesias.158 Veamos sucintamente algunas de esas sentencias y su 
contexto.  
El punto de partida de la jurisprudencia del Tribunal en esta materia es el ya 
mencionado caso de Serif c. Grecia, de 1999.159 El demandante había sido elegido 
líder religioso (muftí) por la comunidad musulmana de la provincia tracia de 
Rodopi, a pesar de que dicho puesto ya había sido asignado por las autoridades 
estatales a una persona diferente.160 Procesado y condenado por usurpación de 
                                                 
156 Cfr. J.-P. SCHOUPPE, La dimension… cit. nota 44, pp. 315-322. 
157 Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Los límites…” nota 84, p. 38; y M. D. EVANS y P. PETKOFF, “A 
Separation…” cit. nota 137, p. 210.  
158 Cfr. R. MINNERATH, “The Right to Autonomy in Religious Affairs”, en Facilitating… cit. nota 60, 
p. 311.  
159 Vid. supra nota 134. Comenta la sentencia J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “La protección…” cit. nota 40, 
pp. 118 y 119. 
160 Serif §§ 20-23. Esta intervención venía justificada, según alegó el país heleno, por razón de 
las funciones judiciales y administrativas que históricamente pueden ejercer los muftíes en Grecia 
quienes, al igual que los ministros de culto de la Iglesia Ortodoxa Griega y de las dem|s “religiones 
reconocidas” por la legislación interna, pueden celebrar matrimonios religiosos con efectos civiles. 
De igual modo, ejercen también con efectos civiles una función jurisdiccional en materias de 
derecho de familia y sucesorio dentro de la comunidad musulmana (§ 50). Vid. M. RODRÍGUEZ 
BLANCO, “Manifestaciones…” cit. nota 134, pp. 87 y 88. 
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atribuciones propias de los ministros de culto de una “religión reconocida” en los 
términos previstos en la legislación helena, los magistrados de la Sala segunda del 
TEDH apreciaron sin embargo que sancionar a un líder religioso por limitarse a 
ejercer de guía espiritual para los fieles que voluntariamente lo habían elegido, 
constituía una lesión del artículo 9 del Convenio.161  
En ausencia todavía de invocación a la neutralidad, el Tribunal recurrió en 
Serif a una apelación al pluralismo de las sociedades democráticas para justificar 
la prohibición que impide a los poderes públicos inmiscuirse en cuestiones 
estrictamente organizativas de las comunidades religiosas.162 Partiendo de una 
concepción esencialmente defensiva de un derecho de libertad religiosa que cierra 
la esfera interna de las confesiones a la intromisión estatal, la sentencia formularía 
el principio general de que los Estados democráticos no pueden intervenir en los 
enfrentamientos existentes en el seno de un grupo religioso dividido manteniendo 
o imponiendo un liderazgo único.163  
                                                                                                                                              
Años después, Grecia volvería a ser condenada por el TEDH en un caso extraordinariamente 
similar relativo esta vez al muftí de Xanthi —también en Tracia—. El caso se resolvió en tres 
sentencias sucesivas, Agga c. Grecia (nº 2) (aps. nº 50776/99 y nº 52912/99), de 17 de octubre de 
2002; y Agga c. Grecia (nº 3) (ap. nº 32186/02) y (nº 4) (ap. nº 33331/02), ambas de 13 de julio de 
2006. Vid. I. MARTÍN SÁNCHEZ, “Las confesiones…” cit. nota 134, p. 67; y S. TARODO SORIA, “Relaciones 
Iglesia-Estado…” cit. nota 135, pp. 277 y 278. 
161 Serif §§ 51 y 52. De acuerdo con los hechos probados ante el TEDH, el recurrente se había 
limitado a desempeñar funciones estrictamente religiosas que no tenían incidencia en el ámbito 
secular. Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “La protección…” cit. nota 40, pp. 118 y 119; y J.-P. SCHOUPPE, La 
dimension… cit. nota 44, pp. 304 y 305. A fecha de hoy están pendientes de resolución ante el TEDH 
dos casos contra Rumanía que guardan ciertas similitudes con Serif, Bela Tothpal c. Rumanía (ap. 
nº 28617/13); y Csongor Szabo c. Rumanía (ap. nº 50919/13). Dos pastores protestantes —
luterano y reformado—retirados de su ministerio por sus respectivas comunidades habían 
continuado ejerciendo sus funciones religiosas con la aquiescencia de sus parroquianos. 
Demandados por sus iglesias, fueron condenados penalmente por ejercicio ilegal de funciones 
sacerdotales, de acuerdo con el código penal de Rumanía. Vid. S. LANGLAUDE DONÉ, “Religious 
Organizations, Internal Autonomy and Other Religious Rights before the European Court of Human 
Rights and the OSCE”, en Netherlands Quarterly of Human Rights 34 (2016), p. 12, nota al pie 64 
(disponible en https://papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=2716663). 
162 Serif §§ 49 ss., especialmente § 53. 
163 Ibid., § 52. El Tribunal reconoce —aunque lo hace evitando entrar en una reflexión más 
profunda acerca de las consecuencias de su propia afirmación— que en aquellos países donde el 
ordenamiento jurídico atribuye efectos civiles a ciertos actos llevados a cabo por ministros de 
culto, el legítimo interés del Estado en proteger a terceros de buena fe frente a la posible actuación 
fraudulenta de estos puede llegar a justificar la adopción de unas difusas “medidas especiales” (§ 
50). Pero incluso ante esta potencial acción proactiva de los Estados para proteger el orden público 
y la seguridad jurídica, en la mente del Tribunal parece primar ante todo la naturaleza negativa de 
las obligaciones estatales en materia religiosa. 
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Esta aproximación —todavía no explícita— al mandato de neutralidad como 
un criterio rector de la actividad estatal que obliga a los poderes públicos a 
abstenerse de intervenir en la vida y en las dinámicas internas de las confesiones, 
cristalizaría en el año 2000 en la sentencia de Gran Sala Hasan y Chaush c. 
Bulgaria.164 Primera de un trío de decisiones en las que la antigua república 
comunista vería cuestionada su tradicional política de intervención en la 
designación de los dirigentes de los dos principales grupos religiosos del país —
cristianos ortodoxos y musulmanes—,165 Hasan y Chaush analizaba si era 
compatible con el Convenio Europeo la actuación del gobierno búlgaro durante las 
disputas de liderazgo protagonizadas por dos facciones rivales de la comunidad 
islámica durante las décadas de 1990 y 2000.  
Tras la consolidación del proceso de democratización iniciado en Bulgaria en 
el año 1989, algunos sectores de la comunidad musulmana cuestionaron la 
oportunidad de la continuidad en sus puestos tanto de los miembros de su 
principal órgano representativo (el Supremo Santo Consejo), como del entonces 
Gran Muftí (el Sr. Gendzhev), por su pasado de colaboración con el anterior 
régimen comunista. La comunidad quedó de facto dividida entre quienes 
reconocían como máximo líder religioso al Gran Muftí originario, y aquellos 
partidarios de un segundo dirigente (el Sr. Hasan) elegido por la Conferencia 
Nacional de los musulmanes búlgaros en el año 1992. La rivalidad de las dos 
facciones enfrentadas se vio agravada por una coyuntura política que propició, 
durante los años que duró el conflicto, el acceso al gobierno de la república 
balcánica de partidos políticos que alternativamente apoyaron el reconocimiento 
oficial de uno de los dos muftís y la consiguiente remoción y sustitución del líder 
opositor. En concreto, los recurrentes alegaban que la actuación de las 
autoridades búlgaras entre los años 1995 y 1997, forzando la salida del Sr. Hasan 
como principal líder religioso de la comunidad musulmana y negándose a 
                                                 
164 Hasan y Chaush (vid. supra nota 68).  
165 Santo Sínodo de la Iglesia Ortodoxa Búlgara (vid. supra nota 143) §§ 11 y 126 ss. Cfr. A. 
KRUSSTEFF, “The Application of the Freedom of Religion Principles of the European Convention on 
Human Rights in Bulgaria”, en Religious Freedom… cit. nota 134, pp. 73-87; y J. L. SANTOS, “El factor 
religioso en Bulgaria y Rumanía, nuevos miembros de la Unión Europea”, en UNISCI Discussion 




reconocer oficialmente su posterior reelección, había vulnerado el derecho que el 
artículo 9 del Convenio reconoce a las confesiones religiosas para organizarse de 
acuerdo con sus propias reglas internas.166  
En un primer análisis, la sentencia abordó la cuestión previa de si la 
intromisión del Estado en la organización de una comunidad religiosa afecta 
simplemente a su faceta asociativa o si, por el contrario, también se ve 
comprometido el derecho de libertad religiosa de las confesiones y de los 
individuos que las integran. A través de una interpretación del artículo 9 del 
Convenio a la luz del artículo 11 del mismo, la Gran Sala concluyó que si bien la 
libertad de asociación protege a toda organización secular de la injustificada 
interferencia del Estado, cuando al factor asociativo se le añade un elemento 
religioso, es la dimensión colectiva del artículo 9 CEDH la que garantiza que 
iglesias y comunidades puedan funcionar pacíficamente, libres de la arbitrariedad 
de los poderes públicos. Por ello, las autoridades estatales vulneran el derecho de 
libertad religiosa cuando intervienen de forma arbitraria e injustificada en la 
autonomía organizativa de las confesiones religiosas.167  
Partiendo de esta primera conclusión, la Corte tratará a continuación de dar 
respuesta a la pregunta de si las autoridades búlgaras actuaron arbitrariamente y 
se entrometieron de forma indebida en la organización interna de la comunidad 
musulmana, lesionando el derecho de libertad religiosa de los recurrentes.168 Es 
en este punto donde el pleno del Tribunal acudirá a la noción de neutralidad como 
adjetivo que ha de calificar la actividad estatal en materia religiosa.  
La Gran Sala, al igual que la Comisión antes que ella, reprochará al Estado 
demandado no haber procedido de manera “neutral” en la gestión de la crisis en la 
que se hallaba inmerso el islam en Bulgaria, ya que no sólo no había evitado 
intervenir en el conflicto interno de una comunidad de creyentes, sino que además 
su actuación había estado encaminada a favorecer exclusivamente a una de las 
facciones rivales a partir de una normativa que otorgaba al gobierno una 
                                                 
166 Hasan y Chaush § 56. 
167 Ibid., § 62. 
168 Ibid., § 75. 
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discrecionalidad prácticamente total en cuestiones de liderazgo religioso.169 En 
esta su primera referencia a la neutralidad religiosa de los poderes públicos, el 
pleno de la Corte parece tener en mente un concepto claramente instrumental y 
omisivo de un mandato al que atribuye una triple función: (i) proteger los 
derechos enunciados en el artículo 9 del Convenio, impidiendo la arbitraria 
interferencia del Estado en la esfera interna de las confesiones; (ii) velar por la 
preservación del pluralismo social y religioso propio de las sociedades 
democráticas; y (iii) evitar que la actuación de las autoridades estatales tenga 
como efecto discriminar entre distintitos grupos o facciones de creyentes. 
La interpretación del principio de neutralidad implícito en el artículo 9 del 
Convenio como un criterio de referencia que permite calibrar si un Estado ha 
cumplido con su función de ser un organizador imparcial del fenómeno religioso, 
o si por el contrario se ha excedido arbitrariamente en el ejercicio de sus 
competencias, daría otro paso en la posterior jurisprudencia de la Corte de 
Estrasburgo por vía de dos nuevas sentencias condenatorias contra Bulgaria en 
sendos casos de conflicto de liderazgo religioso: Supremo Santo Consejo de la 
Comunidad Musulmana c. Bulgaria, y Santo Sínodo de la Iglesia Ortodoxa Búlgara 
(Metropolitano Inokentiy) c. Bulgaria.170  
                                                 
169 Ibid., §§ 85-88. 
170 Supremo Santo Consejo de la Comunidad Musulmana (vid. supra nota 145) sometió 
nuevamente al control del TEDH la actuación de las autoridades búlgaras en el cisma de la 
comunidad islámica ya abordado en Hasan y Chaush, esta vez a instancia de los partidarios de la 
facción afín al Gran Muftí originario, el Sr. Gendzhev. Alegaban los recurrentes que las autoridades 
búlgaras habían intervenido en el conflicto existente en el seno de la comunidad musulmana en 
beneficio exclusivo del Sr. Hasan, organizando y manipulando una Conferencia en la que habían 
participado las dos facciones rivales con el fin desbloquear la enquistada disputa en la que llevaban 
años inmersos. El gobierno se defendió alegando que en su actuación se había limitado a ejercer el 
papel de mediador neutral entre las partes, cumpliendo así con el deber de preservar la tolerancia 
religiosa dentro del país que le exigía la Constitución búlgara. Vid. J. OTADUY, “Crónica de 
jurisprudencia 2004. Derecho eclesi|stico español”, en Ius Canonicum 45 (2005), pp. 310-311; y Mª 
J. GUTIÉRREZ DEL MORAL, “La neutralidad religiosa de los poderes públicos en el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos”, en Derecho y Religión 9 (2014), p. 154. 
En el caso Santo Sínodo de la Iglesia Ortodoxa Búlgara (Metropolitano Inokentiy) (vid. supra nota 
143), las rivalidades de liderazgo surgidas con posterioridad al proceso de democratización 
postcomunista afectaban a la Iglesia Ortodoxa Búlgara. Ante la imposibilidad de superar un cisma 
que duraba entonces ya más de 10 años, el parlamento optó por intervenir en el conflicto a través 
de la promulgación en el año 2002 de una nueva Ley de confesiones religiosas que no sólo 
reconocía ex lege la personalidad jurídica de la Iglesia Ortodoxa Búlgara, sino que además contenía 
una serie de disposiciones dirigidas a asegurar que la Iglesia quedaría sometida al control único de 
uno de los dos líderes religiosos enfrentados. Si bien el TEDH admitió que el Estado tenía motivos 
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En estas dos decisiones posteriores a Hasan y Chaush, el Tribunal amplió la 
inicial comprensión de la neutralidad como un deber vinculado principalmente a 
la obligación negativa de los Estados de no interferir en la autonomía de las 
confesiones religiosas, para exigir su observancia también en aquellas situaciones 
en las que los poderes públicos tienen la obligación de actuar en favor o defensa de 
la tolerancia religiosa, del pluralismo o de los derechos de terceros.171 Así, el 
Tribunal se reafirmaba en su doctrina de que la existencia autónoma de las 
comunidades religiosas es indispensable para la configuración plural de una 
sociedad democrática, por lo que, si bien en ocasiones es posible que un Estado 
tenga que intervenir activamente para conciliar los intereses de las distintas 
iglesias y grupos religiosos que coexisten en ella, su actuación debe enmarcarse 
también dentro de parámetros de neutralidad e imparcialidad.172 En 
consecuencia, la necesidad del Estado de procurar por medios legítimos una 
vuelta a la legalidad afectada por un conflicto religioso permite únicamente la 
adopción por los poderes públicos de medidas neutrales que garanticen la 
seguridad jurídica y la pluralidad religiosa.  
Los conflictos en el seno de una comunidad religiosa no siempre se 
circunscriben a disputas de liderazgo como las que se hallan en el origen de las 
sentencias analizadas hasta ahora, sino que, en ocasiones, pueden llegar incluso a 
poner en cuestión la pertenencia misma de los miembros de una de las facciones 
rivales a la confesión afectada. De ahí que, en las sentencias Svyato-Mykhaylivska 
Parafiya c. Ucrania y Miroļubovs c. Letonia, el Tribunal invocase nuevamente la 
                                                                                                                                              
legítimos para intervenir activamente en la disputa que dividía a la Iglesia Ortodoxa Búlgara con el 
fin de limitar su impacto negativo en el orden público y en la seguridad jurídica, apreció una 
notable falta de neutralidad en las concretas medidas adoptadas que le llevó a fallar a favor de los 
recurrentes. Vid. L. STAN y L. TURCESCU, Church, State and Democracy in Expanding Europe, Oxford 
University Press, Oxford 2011, p. 20; A. LORETAN, Q. WEBER y A. H. E. MORAWA, Freiheit und Religion: 
Die Anerkennung weiterer Religionsgemeinschaften in der Schweiz, LIT, Berlín 2014, p. 94; y L. 
PERONI, “Minorities before the European Court of Human Rights: Democratic Pluralism Unfolded”, 
en International Approaches to Governing Ethnic Diversity (J. Boulden y W. Kymlicka eds.), Oxford 
University Press, Oxford 2015, pp. 42 y 43. Comentan también la sentencia, muy críticos con el 
fallo del TEDH, I. PONKIN y M. KOUZNETSOV, “Los cismas religiosos y la postura del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos en el asunto «El Santo Sínodo de la Iglesia Ortodoxa Búlgara (Metropolitano 
Inokentiy) y otros contra Bulgaria»”, en RGDCDEE pp. 7 ss. 
171 Cfr. I. LEIGH, “The European…” cit. nota 144, pp. 45 y 46; y J. RINGELHEIM, “Rights, religion…”, 
cit. nota 137, p. 287. 
172 Supremo Santo Consejo de la Comunidad Musulmana § 93.  
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neutralidad, entendida como prohibición que impide al Estado valorar la 
legitimidad de las creencias religiosas, para afirmar la autonomía que ha de 
reconocerse a las confesiones religiosas no sólo para elegir a sus líderes religiosos 
o para establecer los procedimientos de elección de sus órganos de gobierno, sino 
también para definir los criterios canónicos de admisión o expulsión de sus 
miembros.173  
En Svyato-Mykhaylivska Parafiya, el Tribunal tuvo que entrar a conocer del 
conflicto en el seno de una comunidad religiosa de la Iglesia Ortodoxa de Ucrania 
dividida entre partidarios de mantenerse bajo la jurisdicción canónica del 
Patriarcado de Moscú, y defensores de transferirla al Patriarcado de Kiev.174 En un 
caso en el que la reclamación principal se dirigía contra la negativa de las 
autoridades ucranianas a inscribir las modificaciones introducidas en los 
estatutos de la comunidad ortodoxa que formalizaban el cambio de jurisdicción, se 
planteó incidentalmente una cuestión relativa a los criterios de pertenencia a la 
comunidad religiosa y a los procedimientos de elección de sus órganos de 
gobierno.  
La Sala quinta de la Corte Europea recuperó en esta sentencia el esquema 
argumental desarrollado en Hasan y Chaush de hacer confluir dos líneas de 
razonamiento complementarias para reafirmar la autonomía organizativa de las 
                                                 
173 Svyato-Mykhaylivska Parafiya (vid. supra nota 147); y Miroļubovs (vid. supra nota 143). Vid. 
J.-P. SCHOUPPE, La dimension… cit. nota 44, pp. 300 y 301; y S. LANGLAUDE DONÉ, “Religious 
Organizations…” cit. nota 161, pp. 18 y 19. 
174 Cfr. O. CELADOR ANGÓN, Libertad de conciencia y Europa: Un estudio sobre las tradiciones 
constitucionales comunes y el Convenio Europeo de Derechos Humanos, Dykinson, Madrid 2011, pp. 
209-211. El órgano de gobierno de la Iglesia había aprobado una modificación de sus estatutos con 
objeto de transferir la jurisdicción canónica tanto de la propia comunidad, como la de la parroquia 
que dependía de ella, al Patriarcado de Kiev. Antes de que las autoridades ucranianas llegasen a 
inscribir los cambios estatutarios, la parroquia fue ocupada por un grupo de fieles y clérigos 
partidarios de continuar dependiendo del Patriarcado de Moscú. A partir de ese momento, se inició 
una lucha interna entre defensores y detractores del cambio de jurisdicción por el control de la 
parroquia y el de sus bienes, que no hizo sino agravarse cuando las autoridades ucranianas 
rechazaron inscribir las modificaciones introducidas en los estatutos de la asociación aduciendo 
defectos de forma en los documentos remitidos. El TEDH falló a favor de los recurrentes al hallar 
faltos de coherencia los argumentos en los que se habían apoyado las autoridades ucranianas para 
denegar la inscripción de las modificaciones estatutarias acordadas. A juicio de la Sala quinta del 
Tribunal, cuando como consecuencia de sus funciones calificadoras y registrales un Estado tiene 
que intervenir en un conflicto que enfrenta a una comunidad religiosa con la Iglesia a la que está 
adscrita, es preciso que las autoridades públicas procedan de forma extremadamente cuidadosa y 
neutral. Vid. I. MARTÍN SÁNCHEZ, “Las confesiones…” cit. nota 134, p. 67; y F. TULKENS, “The 
European…” cit. nota 143, p. 2580. 
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confesiones religiosas. En primer término, acudió una vez más a una 
interpretación conjunta de los artículos 9 y 11 del Convenio para afirmar que las 
decisiones de las iglesias relativas a sus fieles o a sus órganos directivos deben ser 
tratadas como resoluciones de derecho privado inmunes a toda interferencia 
estatal, salvo en aquellos casos en que lesionen derechos de terceros o incurran en 
alguno de los supuestos previstos en los respectivos párrafos 2º de dichos 
preceptos.175 En segundo término, involucró al mandato de neutralidad al 
entender que tanto la estructura interna de una organización religiosa, como las 
normas que regulan la pertenencia a la misma, no son sino formas de expresión de 
sus creencias y tradiciones, por lo que deben entenderse comprendidas en la 
prohibición que pesa sobre los poderes públicos de valorar la legitimidad de los 
medios a través de los cuales se manifiesta la fe.176  
Idéntica fue la conclusión del Tribunal en un caso considerablemente más 
complejo por las implicaciones teológicas que llevaba aparejado y que afectó a una 
comunidad cristiano-ortodoxa de Letonia.  
El conflicto sometido a la jurisdicción de la Corte de Estrasburgo en el caso 
Miroļubovs tenía su origen en la disputa interna por el control de una parroquia 
perteneciente a una asociación independiente de “viejos creyentes” (la RGVD) en 
Letonia.177 Los “viejos creyentes” —también conocidos como “viejos ritualistas” o 
“viejos ortodoxos”— son una de las dos ramas que resultaron del gran cisma de la 
Iglesia Ortodoxa Rusa de 1666. Sin diferencias teológicas o dogmáticas relevantes 
respecto a la Iglesia matriz, los viejos creyentes tienen sin embargo ciertas 
particularidades litúrgicas. Con el paso de los siglos, los viejos ritualistas se han 
escindido en una pluralidad de ramas entre las que destaca la de los 
                                                 
175 Svyato-Mykhaylivska Parafiya § 146: “el Estado no puede obligar a una asociación de 
derecho privado legítimamente constituida a admitir nuevos miembros o a excluir a los ya 
existentes. Injerencias de este tipo serían contrarias al derecho de las asociaciones religiosas a 
ordenar su conducta y a administras sus asuntos libremente.”  
176 Ibid., § 150: “la estructura interna de una organización religiosa y las reglas que gobiernan 
su afiliación deben ser vistas como medios a través de los cuales dicha organización puede 
expresas sus creencias y mantener sus tradiciones religiosas. El Tribunal señala que el derecho a la 
libertad religiosa excluye cualquier discrecionalidad del Estado de determinar si los medios usados 
para expresar creencias religiosas son legítimos.” 
177 Analiza la sentencia L. MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, Estudios… cit. nota 135, pp. 155 ss.  
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“bespopovtsy” —literalmente, los “sin sacerdotes”—, dividida a su vez en multitud 
de comunidades que comparten los rasgos comunes de carecer de clero, no 
celebrar la eucaristía y tener encomendada su dirección espiritual a varones laicos 
que reciben el nombre de “maestros espirituales”. La RGVD es la mayor 
comunidad independiente de viejos ritualistas bespopovtsy de Letonia y su iglesia 
en Riga es el templo viejo creyente más antiguo del mundo.178  
El primer recurrente (el Sr. Miroļubovs) era en el momento de autos uno de 
los maestros espirituales de la RGVD. Partidario de un acercamiento de la RGVD a 
la ortodoxia rusa, contravino la tradición bespopovtsy al promover la celebración 
en la parroquia de una eucaristía en la que un sacerdote de la Iglesia Ortodoxa 
Rusa administró la comunión a aquellos asistentes que así lo desearon. Este hecho 
no sólo provocó la división de la RGVD entre partidarios y detractores de la 
postura del recurrente, sino que además generó la duda teológica de si la 
recepción de la comunión sacramental había supuesto la inmediata conversión a 
la Iglesia Ortodoxa Rusa —y la consiguiente salida de la RGVD— de quienes la 
habían recibido. El conflicto se escenificó de manera especialmente visible el día 
en que las dos facciones rivales organizaron sendas reuniones extraordinarias 
para decidir el futuro de la comunidad. Mientras los partidarios de las tesis del Sr. 
Miroļubovs, entre los que se encontraban los órganos oficiales de representación 
elegidos por la RGVD, se reunían en el interior del templo, los detractores afines a 
la ortodoxia bespopovtsy convocaron una asamblea abierta en la calle frente a la 
parroquia. Esta segunda asamblea, actuando sobre la premisa teológica de que los 
dirigentes de la RGVD habían incurrido en una sanción canónica que implicaba su 
inmediata salida de la comunidad, procedió a elegir nuevos órganos de 
representación.  
Las dos facciones buscaron a continuación la homologación de las decisiones 
tomadas en sus respectivas reuniones por la Dirección de Asuntos Religiosos de 
Letonia, la cual, ante las dudas doctrinales que planteaba el conflicto, requirió la 
opinión de dos expertos independientes que dictaminaron que, en efecto, la 
                                                 
178 Vid. M. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, “Cuestiones…” cit. nota 146, p. 112; y L. MARTÍN-RETORTILLO 
BAQUER, “La libertad religiosa en la reciente jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos”, en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado 26 (2010), pp. 305 ss. 
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comunión con la Iglesia Ortodoxa Rusa producía la inmediata pérdida de la 
condición de miembro de la RGVD. Basándose en estos informes, la Dirección de 
Asuntos Religiosos admitió la legitimidad de los nuevos órganos de 
representación elegidos en la asamblea extraordinaria celebrada en la calle, 
homologando sus decisiones e inscribiendo las modificaciones estatutarias que 
habían acordado. Inmediatamente después, los partidarios del Sr. Miroļubovs 
fueron expulsados de la parroquia con ayuda de una empresa privada de 
seguridad. 
El Tribunal falló a favor de los recurrentes, al apreciar en la intervención en 
el conflicto por parte de las autoridades letonas una injerencia injustificada tanto 
en la organización interna de la RGVD, como en el artículo 9 del Convenio. 
Entendieron los magistrados de la mayoría que la Dirección de Asuntos Religiosos 
había revocado de facto los órganos de representación legítimamente elegidos por 
la RGVD, sin que constase la concurrencia de circunstancias lo suficientemente 
serias que justificasen una actuación de tales características.179 Ese faux pas de la 
Dirección se veía agravado por el hecho de que, faltando al mandato de 
neutralidad, este organismo había dado por correcta y asumido como propia una 
interpretación de una cuestión exclusivamente teológica —la pertenencia o no de 
los recurrentes a la comunidad religiosa— sobre la base de dos informes de 
expertos ajenos a la confesión y en contra de la opinión de una parte considerable 
de miembros de la misma.180 La determinación de la pertenencia confesional a una 
comunidad religiosa, concluye el Tribunal, incumbe únicamente a las máximas 
autoridades espirituales de la misma, nunca al Estado.181  
Del conjunto de sentencias mencionadas en las páginas precedentes, puede 
apreciarse cómo el Tribunal de Estrasburgo ha cimentado la jurisprudencia base 
en relación con el elemento asociativo o institucional de los derechos 
contemplados en el artículo 9 del Convenio a partir de tres conceptos esenciales: 
autonomía, pluralismo y neutralidad entendida en el sentido de inmunidad interna 
                                                 
179 Miroļubovs §§ 86 y 87. 
180 Ibid., § 89. 
181 Ibid., § 90.  
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de los grupos religiosos.182 Tomando como punto de partida la centralidad que la 
existencia autónoma de los grupos religiosos tiene para la protección tanto de las 
diferentes facetas del derecho de libertad religiosa como del pluralismo de una 
sociedad democrática, el TEDH reconoce a iglesias y comunidades el derecho a 
poder gestionar sin interferencias arbitrarias sus asuntos internos —elegir a sus 
ministros de culto; designar a sus dirigentes religiosos; constituir sus órganos 
rectores; determinar la validez o disconformidad canónica de las demandas de 
legitimidad de facciones enfrentadas; o definir los requisitos y procedimientos de 
admisión o expulsión de miembros—.  
Es la protección de esa misma sociedad democrática, en la que coexisten 
distintas religiones y creencias, la que justifica sin embargo que, en ocasiones, el 
Estado tenga que establecer límites al ejercicio de libertad religiosa con el fin de 
conciliar los intereses grupos y creyentes. Pero el pluralismo social y el buen 
funcionamiento democrático a la vez que legitiman la actuación del Estado, 
también la limitan: los poderes públicos tienen que ser neutrales e imparciales en 
el ejercicio de sus facultades organizativas y de reglamentación en materia 
religiosa.  
3. UN CASO PARTICULAR DE DISPUTAS INTRAECLESIALES: MINISTROS DE CULTO Y AUTONOMÍA 
DE LAS CONFESIONES RELIGIOSAS  
Un segundo conjunto de casos en los que el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos se ha mostrado tradicionalmente favorable a reconocer de forma amplia 
el derecho de las entidades religiosas a su independencia organizativa, a partir de 
una implícita concepción del mandato de neutralidad instrumental a la protección 
de la inmunidad interna de las confesiones, es aquél en el que los sujetos afectados 
por conflictos o decisiones intraeclesiales son religiosos o miembros del clero.183 
                                                 
182 Cfr. M. KIVIORG, “Religious Autonomy…” cit. nota 132, pp. 138 ss.; y J. RINGELHEIM, “State 
Religious…” cit. nota 109, pp. 45 y 46. 
183 Cfr. J.-P. SCHOUPPE, La dimension… cit. nota 44, pp. 304 ss. Aunque las demandas suelen 
proceder de ministros de culto enfrentados a sus iglesias, en el año 2001 se planteó ante el TEDH 
un curioso caso contra la República de Macedonia, Šijakova y otros c. la Antigua República 
Yugoslava de Macedonia (dec. adm. ap. nº 67914/01), de 6 de marzo de 2003. Los padres de varios 
jóvenes que habían ingresado en un monasterio de la Iglesia Ortodoxa Macedonia alegaban que el 
modo en que estaba organizada la vida monástica que habían escogido sus hijos, vulneraba 
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Tanto la ya desaparecida Comisión Europea de Derechos Humanos, como la Corte 
de Estrasburgo, han tenido ocasión de abordar a lo largo de sus años de actividad 
la cuestión de cuál es el papel que los Estados miembros del Consejo de Europa 
pueden legítimamente representar en las disputas entre ministros de culto y sus 
respectivas comunidades religiosas.  
Paradójicamente, y pese a tratarse en su mayoría de casos que de partida 
comparten no pocos elementos fácticos y jurídicos con las sentencias abordadas 
en el epígrafe inmediatamente anterior, la jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos sólo ha relacionado explícitamente esta particular dimensión 
del derecho de autonomía de las confesiones religiosas con el principio de 
neutralidad en una decisión de inadmisibilidad —Müller c. Alemania—, muy 
influenciada por la previa actuación de los órganos jurisdiccionales germanos.184 
Para hallarla en una sentencia, ha sido necesario esperar al voto particular 
formulado por los tres magistrados de la minoría a la resolución de sala del año 
2015, Károly Nagy.  
La importancia del clero en las dinámicas internas de las comunidades 
religiosas fue puesta de manifiesto por el pleno del TEDH en la sentencia Hasan y 
Chaush, donde la Gran Sala de la Corte reflexionó acerca de cómo, por regla 
general, los grupos religiosos se estructuran en torno a ceremonias y actos que 
para los fieles tienen un sentido y valor sagrado en la medida en que son “llevadas 
a cabo por ministros autorizados para tal propósito”.185 Por ello, recalca la 
sentencia, la personalidad de estos tiene una importancia incuestionable no sólo 
para la propia confesión, sino también para todos y cada uno de sus miembros.186 
En las posteriores sentencias Perry y Miroļubovs, ambas contra Letonia, el 
Tribunal ha calificado además la participación de los ministros de culto en la vida 
                                                                                                                                              
diversos derechos fundamentales contemplados en el Convenio, entre ellos los garantizados en los 
artículos 4, 8, 9, 10 y 12. El TEDH rechazó la demanda por hallarla manifiestamente infundada. 
184 Müller c. Alemania (vid. supra nota 69) p. 14. 




de la confesión como “una manifestación particular de la religión que merece en sí 
misma la protección del artículo 9 del Convenio.”187  
Esta reconocida relevancia del papel del clero para la efectiva realización de 
los derechos enunciados en el artículo 9 CEDH estaría en el origen de la 
afirmación, tanto por la Comisión como por la propia Corte, de la independencia 
institucional de las confesiones en sus relaciones con las personas más 
directamente responsables de desarrollar su misión espiritual; lo cual justificaría 
a su vez, la casi sistemática inadmisión de las reclamaciones presentadas ante 
Estrasburgo por ministros de culto que, en supuestos de triangulación de 
responsabilidad, alegaban la vulneración de alguno de sus derechos 
fundamentales como consecuencia de la falta de intervención estatal en conflictos 
con sus iglesias.188 De la doctrina desarrollada por los órganos jurisdiccionales del 
Consejo de Europa parece deducirse, de manera nítida, que el Convenio protege la 
autonomía de los grupos religiosos para designar, transferir, sancionar y separar 
de sus puestos a religiosos y miembros del clero, según sus propias normas 
canónicas y sin injerencias externas.189  
A continuación me referiré a algunas decisiones particularmente relevantes 
a este propósito. Pero, antes, deseo subrayar un dato de cierto interés 
interpretativo. A pesar de que estas decisiones han afirmado de modo unánime la 
inmunidad de las confesiones para gestionar cuanto afecta a sus sacerdotes y 
ministros, ni la Comisión ni el Tribunal han podido sustraerse a las dificultades 
que plantea la revisión en sede judicial estatal y supranacional, de resoluciones 
eclesiásticas que afectan a la relación de estos con sus respectivas iglesias, sobre 
todo cuando de ellas se derivan —como no es infrecuente— efectos negativos en 
la esfera patrimonial de los religiosos afectados.  
                                                 
187 Perry § 55; y Miroļubovs § 80 g. 
188 Cfr. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “La jurisprudencia europea sobre profesores de religión (la 
autonomía institucional de las confesiones religiosas)”, en La enseñanza de la religión en la escuela 
pública. Actas del VI Simposio internacional de Derecho concordatario. Alcalá de Henares, 16-18 de 
octubre de 2013 (I. Cano Ruiz ed.), Comares, Granada 2014, pp. 213 y 214. 
189 Miroļubovs § 85. Vid. S. LANGLAUDE DONÉ, “Religious Organizations…” cit. nota 161, pp. 5 y 6. 
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Una primera complejidad terminológica es la propia indefinición y 
generalidad de los términos “sacerdote”, “religioso”, “clero”, “pastor” o “ministro”, 
que sirven para categorizar una gran diversidad de modelos de vinculación 
personal con una confesión y que a su vez presentan una considerable variedad 
casuística en cuanto a sus instrumentos de formalización, a las funciones que 
comprende o al modo en que son retribuidos.190 Acertadamente apunta González 
S|nchez que “la labor que realiza el ministro de culto en el |mbito de su confesión 
no puede definirse con carácter general. Cada confesión establece esa relación 
siendo la más habitual la de naturaleza espiritual, aunque caben otras 
posibilidades como la contractual sometida al Derecho laboral.”191 Otra dificultad 
añadida, a la que me he referido con mayor detalle en el Capítulo 3 de este trabajo, 
es la convivencia en el Consejo de Europa de países con una importante diversidad 
de modelos constitucionales en materia de gestión del fenómeno social religioso, 
incluidos aquellos que conservan iglesias nacionales o de Estado cuyos ministros 
tienen, en no pocas ocasiones, estatus de funcionarios públicos.192 
Como he señalado al comienzo de este epígrafe, los órganos judiciales del 
Consejo de Europa han sido interpelados en diversas ocasiones en relación con 
una serie de conflictos que originariamente procedían de disputas entre una 
comunidad religiosa y uno o varios de sus ministros de culto. Y es que si no hay 
dudas acerca de la importancia que para las iglesias tiene el poder regular el 
estatus clerical, especialmente respecto de aquellos de sus miembros que han 
dejado de reunir las condiciones necesarias para desempeñar correctamente su 
                                                 
190 Cfr. G. MORENO BOTELLA, “Algunas consideraciones sobre el concepto civil de ministro de 
culto y la autonomía confesional”, en Derecho y opinión 9 (2001), pp. 429-445; y J. MARTÍNEZ-
TORRÓN, “Striking a Balance Between Religious Rules and State Law: Spain”, en Religious Rules, 
State Law, and Normative Pluralism - A Comparative Overview (R. Bottoni, R. Cristofori y S. Ferrari 
eds.), Springer, Suiza 2016, p. 365. En este trabajo, a efectos estilísticos, estos términos son 
utilizados indistintamente. Un claro ejemplo de esta complejidad en las relaciones que unen a los 
ministros de culto con sus iglesias, lo hallamos en el caso de un pastor suspendido en su ministerio 
por la Iglesia Calvinista de Hungría, Károly Nagy § 56. Vid. supra nota 155. 
191 Cfr. M. GONZALEZ SANCHEZ, “Cuestiones…” cit. nota 146, p. 108; y R. MAZZOLA, “Ministres des 
Cultes et Droit du Travail”, en Law and Religion in the Workplace. Droit et religion au travail. 
Proceedings of the XXVIIth Annual Conference Alcalá de Henares, 12-15 November 2015. Actes du 
XXVIIème colloque annuel Alcalá de Henares, 12-15 novembre 2015 (M. R. Blanco ed.), Comares, 
Granada 2016, pp. 49-56. 
192 Vid. supra Capítulo 3.  
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misión espiritual,193 de igual modo estos mismos sacerdotes o religiosos pueden 
en un momento determinado no estar conformes con modificaciones doctrinales o 
litúrgicas sobrevenidas en sus respectivas comunidades, o bien con decisiones y 
procedimientos eclesiales de los que resulte su sanción, remoción o incluso la 
pérdida de su condición de ministros.  
Consecuencia de esos escenarios de potencial conflictividad entre iglesias y 
clero, las demandas que han llegado a la jurisdicción de Estrasburgo se han 
apoyado tradicionalmente en la presunta lesión de dos artículos del Convenio:194 
de un lado, se ha invocado el artículo 9 CEDH para plantear ante el Tribunal las 
siempre complejas cuestiones de la operatividad horizontal de los derechos 
fundamentales en el seno de las iglesias y la posibilidad de ejercer en ellas 
objeciones de conciencia; de otro, mediante el recurso a las garantías procesales 
recogidas en el artículo 6 CEDH, se ha reclamado la supervisión estatal de 
decisiones eclesiales que afectan al estatus de los ministros de culto.195 
                                                 
193 La Comisión afirmó en Spetz y otros c. Suecia (dec. adm. ap. nº 20402/92), de 12 de octubre 
de 1994 que “una iglesia es libre para exigir uniformidad en cuestiones religiosas, y no est| 
obligada a admitir a un pastor o a permitir que lleve a cabo ciertas funciones.” Los recurrentes 
eran ministros de una congregación independiente integrada en el más amplio Movimiento 
Pentecostal, a los que les había sido retirada la potestad de celebrar matrimonios con efectos 
civiles por entender dicho Movimiento que su congregación llevaba a cabo acciones separatistas en 
su contra. Entre otras reclamaciones, invocaron una vulneración del artículo 9 CEDH que fue 
rechazada por la Comisión. 
194 En ocasiones, los recurrentes han optado por alegar de manera conjunta la lesión de los 
artículos 9 y 6 CEDH. Así en X. c. Dinamarca (dec. adm. ap. nº 7374/76), de 8 de marzo de 1976; 
Spetz; y Dudová y Duda c. República Checa (dec. adm. ap. nº 40224/98), de 30 de enero de 2001. 
195 Artículo 6.1 CEDH Derecho a un proceso equitativo: “Toda persona tiene derecho a que su 
causa sea oída equitativa, públicamente y dentro de un plazo razonable, por un Tribunal 
independiente e imparcial, establecido por ley, que decidirá los litigios sobre sus derechos y 
obligaciones de carácter civil o sobre el fundamento de cualquier acusación en materia penal 
dirigida contra ella. La sentencia debe ser pronunciada públicamente, pero el acceso a la sala de 
audiencia puede ser prohibido a la prensa y al público durante la totalidad o parte del proceso en 
interés de la moralidad, del orden público o de la seguridad nacional en una sociedad democrática, 
cuando los intereses de los menores o la protección de la vida privada de las partes en el proceso 
así lo exijan o en la medida en que sea considerado estrictamente necesario por el tribunal, cuando 
en circunstancias especiales la publicidad pudiera ser perjudicial para los intereses de la justicia.” 
Resume la doctrina del TEDH en relación con este artículo Ahtinen c. Finlandia (ap. nº 48907/99), 
de 23 de septiembre de 2008 §§ 37 y 38. 
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3.1 Autonomía de las confesiones religiosas, ministros de culto y 
artículo 9 del Convenio Europeo de Derechos Humanos 
La jurisprudencia de la Corte de Estrasburgo ha sido constante en su 
afirmación de que el artículo 9 del Convenio no garantiza un derecho a la 
disidencia en el seno de una comunidad religiosa, de modo que, en caso de 
desacuerdo organizativo o doctrinal, la libertad religiosa de fieles y ministros de 
culto queda salvaguardada por la posibilidad de abandonarla libremente.196 En el 
supuesto concreto de miembros del clero, la libertad de pensamiento, conciencia y 
religión se agota en el momento en que se acepta o se rechaza dicha condición.197  
En una primera generación de decisiones de inadmisibilidad que se remonta 
a finales de la década de 1970, la Comisión se mostró partidaria de hacer valer la 
autonomía de las entidades religiosas por encima de la libertad religiosa de sus 
miembros.198 A excepción del caso Spetz c. Suecia, estas demandas compartían el 
denominador común de haber sido presentadas por pastores de iglesias estatales 
—Dinamarca, Noruega, Suecia y Reino Unido (Inglaterra) — en los que concurría, 
                                                 
196 Vid. en este sentido M. GAS AIXENDRI, Apostasía y libertad religiosa. Conceptualización jurídica 
del abandono confesional, Comares, Granada 2012, pp. 106-108; y A. MOTILLA DE LA CALLE, “El 
derecho a discriminar en las relaciones laborales; excepciones a la prohibición general a 
discriminar por motivos ideológicos o religiosos en Europa”, en Civitas. Revista española de derecho 
del trabajo 158 (2013), pp. 100 y 101. Muy crítico con esta postura, G. GONZALEZ, “L’autonomie 
ecclésiale dans la jurisprudence de la Cour européenne des droits de l’homme”, en Analele 
Universitatii din Bucaresti Seria Drept (2013), pp. 152 y 153. 
Este derecho de libre salida de la confesión religiosa se traduce en la posibilidad de escisión en 
caso de desacuerdo entre parte de una comunidad religiosa y su iglesia matriz. En Finska 
Församlingen i Stockholm y Hautaniemi c. Suecia (dec. adm. ap. nº 24019/94), de 11 de abril de 
1996, la Comisión no admitió a trámite la demanda interpuesta por una parroquia de habla 
finlandesa de la Iglesia Evangélico-Luterana de Suecia en Estocolmo que tradicionalmente había 
usado en sus servicios religiosos los textos litúrgicos de la Iglesia Evangélico-Luterana de 
Finlandia. Tras una unificación de la liturgia de la Iglesia sueca, se prohibió a la parroquia seguir 
usando los textos finlandeses, que fueron sustituidos por traducciones a este idioma de la nueva 
liturgia unificada. A juicio de la Comisión, la prohibición objeto de la demanda era una decisión 
interna de la confesión que no afectaba al derecho de libertad religiosa de los recurrentes, ya que 
no había nada en ella que impidiese a la parroquia disidente escindirse de la Iglesia sueca. Vid. I. 
LEIGH, “Balancing Religious Autonomy and Other Human Rights under the European Convention”, 
en Oxford Journal of Law and Religion 1 (2012), p. 115. 
197 X. c Dinamarca, p. 158. Cfr. M. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, “Cuestiones…” cit. nota 146, p. 120. 
198 Vid. R. NAVARRO-VALLS y J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Conflictos…” cit. nota 112, pp. 513-516; y L. 
RUANO ESPINA, “Despido del trabajador, por confesión religiosa o institución dependiente de ella, 




a demás de la condición de clérigos, la de funcionarios civiles.199 En ninguna de 
estas decisiones llegó a apreciar la Comisión que las medidas internas adoptadas 
por las respectivas comunidades religiosas hubiesen lesionado a los recurrentes 
en los derechos protegidos por el artículo 9 del Convenio.200  
De acuerdo con la doctrina establecida en estos años, una iglesia es una 
agrupación que, organizada en torno a una misma o razonablemente parecida 
cosmovisión, está legitimada no sólo para expresar sus creencias mediante la 
organización y realización de actos de culto, la enseñanza, la práctica o la 
observancia de preceptos religiosos, sino también para exigir uniformidad en estas 
materias.201 Por ello, el Convenio no ampara un derecho de la persona a 
permanecer en el seno de su confesión a la vez que mantiene posiciones 
contrarias a la ortodoxia doctrinal, ya que la libertad religiosa individual queda a 
salvo y suficientemente garantizada por un principio de voluntariedad que 
permite el libre abandono de la comunidad a todo miembro disconforme.202  
                                                 
199 X. c. Dinamarca (vid. supra nota 194), que declaró inadmisible la demanda de un ministro de 
la Iglesia nacional Danesa (Folkekirchen) requerido por su confesión a cesar en una serie de 
prácticas relacionadas con el bautismo de menores de edad; Knudsen c. Noruega (dec. adm. ap. nº 
1104/84), de 8 de marzo de 1985, relativa al recurso interpuesto por un vicario de la Iglesia de 
Noruega quien, en protesta por la nueva legislación estatal sobre el aborto, declinó seguir 
realizando cualquier tarea propia de su ministerio relacionada con el componente estatal de su 
cargo —como la celebración de matrimonios o el seguimiento del registro de nacimientos—, lo que 
motivó que fuese retirado de su puesto. Es preciso recordar que la Iglesia de Noruega fue la iglesia 
estatal del país nórdico hasta la modificación introducida en la Constitución en el año 2012. Desde 
el 1 de enero de 2017, la Iglesia de Noruega es una entidad legal independiente; Karlsson c. Suecia 
(dec. adm. ap. nº 12356/86), de 8 de septiembre de 1988, en el caso de un ministro de la Iglesia 
nacional Sueca que no fue considerado como candidato a vicario por su postura contraria a la 
ordenación de mujeres en la Iglesia; y Williamson c. Reino Unido (dec. adm. ap. nº 27008/95), de 17 
de mayo de 1995, referente a un pastor de la Iglesia de Inglaterra contrario también a la 
ordenación femenina introducida en dicha confesión cristiana en 1993. Vid. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, 
“La protección internacional de la libertad religiosa”, en Tratado de Derecho Eclesiástico, Eunsa, 
Pamplona 1994, p. 215; J. A. RODRÍGUEZ GARCÍA, “Las Iglesias de Estado de los países nórdicos: Un 
modelo en vías de extinción”, en Derecho y Religión 10 (2015), pp. 35-50; y J.-P. SCHOUPPE, La 
dimension… cit. nota 44, p. 309. 
200 Cfr. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “La jurisprudencia…” cit. nota 188, p. 213. 
201 X. c Dinamarca, p. 158. En Williamson, la Comisión reiteró que en el caso de que las creencias 
de un ministro de culto entren en conflicto con las de su Iglesia, la libertad de pensamiento, 
conciencia y religión del primero quedan salvaguardados por su derecho de salida de la confesión 
incluso cuando, como en el caso del recurrente, su desencuentro tenga su origen en modificaciones 
internas posteriores a su ordenación. Cfr. J. GARCÍA OLIVA, “The favorable legal view of religion in 
England in the XXI Century, en Derecho y Religión 10 (2015), pp. 163 ss.  




Antes bien, los grupos religiosos vulnerarían la conciencia de fieles y clero en 
el supuesto de que, no respetando su fuero interno, ejercieran presión para que 
cambiasen sus convicciones.203 Al contrario de lo que se exige a los Estados 
respecto de quienes están bajo su jurisdicción, las iglesias no están obligadas a 
una aplicación horizontal del derecho de libertad religiosa.204  
3.2 Autonomía de las confesiones religiosas, ministros de culto y 
artículo 6 del Convenio Europeo de Derechos Humanos 
Del mismo modo que las iglesias pueden definir cuestiones doctrinales, 
teológicas, litúrgicas o morales sin injerencias externas y sin verse forzadas a 
admitir disensiones internas, en virtud de su autonomía organizativa las 
confesiones religiosas están también legitimadas para establecer los mecanismos, 
procedimientos y tribunales que les permitan asignar a los ministros de culto sus 
respectivas funciones, reubicarlos, transferirlos, sancionarlos, suspenderlos o 
incluso separarlos definitivamente de su servicio.205 Según la comprensión que de 
sí mismas tienen un buen número de organizaciones religiosas, su independencia 
normativa y jurisdiccional, lejos de ser percibida como un mero vestigio histórico 
de épocas pretéritas en las que el derecho canónico proyectaba sus efectos más 
allá de los miembros del clero, es considerada aún hoy como una parte sustancial 
de su identidad confesional.206  
La principal duda que plantean los sistemas jurisdiccionales y de derecho 
canónico de las iglesias en relación con las garantías procesales enunciadas en el 
artículo 6.1 del Convenio, es la de hasta qué punto pueden las confesiones 
religiosas, en nombre de su autonomía, aplicar estándares decisorios y 
mecanismos procesales propios en detrimento de normas generales o que 
desarrollan derechos fundamentales.207 En última instancia, lo que se cuestiona es 
                                                 
203 Knudsen, p. 258. Vid. M. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, “Cuestiones…” cit. nota 146, p.118. 
204 X. c Dinamarca, p. 158; Karlsson p. 3. 
205 Vid. S. LANGLAUDE DONÉ, “Religious Organizations…” cit. nota 161, p. 12. 
206 Cfr. I. LEIGH, “Balancing…” cit. nota 199, pp. 116 y 117. Vid. también J.-P. SCHOUPPE, La 
dimension… cit. nota 44, pp. 295-299. 
207 Paradigmático en este sentido, el caso Pellegrini c. Italia (ap. nº 30882/96), de 20 de julio de 
2001. Le dedica un amplio comentario J. LLOBELL, “El derecho a un proceso equitativo. Notas a 
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si los órganos jurisdiccionales de los Estados tienen competencia para revisar 
decisiones eclesiales que afectan a la actividad y estatus de los ministros de culto, 
especialmente cuando sus efectos exceden el ámbito estrictamente religioso y se 
proyectan en la esfera patrimonial y económica de los afectados. Y de ser así, hasta 
dónde se extiende dicha competencia.208  
Tanto la Comisión como el Tribunal Europeo de Derechos Humanos se han 
mostrado históricamente reacios a admitir a trámite reclamaciones de sacerdotes 
o pastores basadas en carencias procesales o falta de imparcialidad de los 
procedimientos disciplinarios o sancionadores internos incoados contra ellos por 
sus respectivas confesiones.209  
En cuanto a la posibilidad de los ministros de culto de acudir ante la 
jurisdicción estatal para obtener la revisión o anulación de decisiones eclesiales 
que afectan a las condiciones de su servicio pastoral, o al propio estatus 
ministerial, hasta la fecha la jurisdicción de Estrasburgo se ha pronunciado a favor 
de deferir esta decisión a la voluntad de los respectivos Estados miembros en 
virtud de su margen de apreciación. A partir de este criterio de reserva 
jurisdiccional, el TEDH ha prestado su conformidad a distintas soluciones 
propuestas por diferentes países, que oscilan desde una inhibición total de los 
                                                                                                                                              
propósito de una sentencia de la Corte Europea de los Derechos Humanos sobre la homologación 
civil de una sentencia canónica de nulidad de matrimonio dictada en el marco del proceso 
documental canónico”, en RGDCDEE 1 (2003), pp. 1-17.  
208 Cfr. I. LEIGH, “Balancing…” cit. nota 199, pp. 116 y 117. 
209 Así en X. c. Dinamarca p. 159; y en Tyler c. Reino Unido (dec. adm. ap. nº 21283/93), de 5 de 
abril de 1994. En este caso, la Comisión no admitió a trámite la demanda de un ministro de la 
Iglesia de Inglaterra suspendido de sus funciones por haber cometido adulterio. Juzgado en el 
Reino Unido por los tribunales eclesiásticos, denunció ante la jurisdicción de Estrasburgo las 
carencias de imparcialidad y de independencia de las que había adolecido su proceso. Vid. también 
Roland Reuter c. Alemania (dec. adm. ap. nº 39775/04), de 6 de diciembre de 2011; y Dietrich 
Reuter c. Alemania (dec. adm. aps. nº 32741/06 y 19568/09), de 17 de enero de 2012, donde los 
demandantes también denunciaron ante el TEDH la falta de imparcialidad e independencia de los 
órganos de la Iglesia Evangélica de Renania que habían ordenado su suspensión forzosa (pp. 12 y 7 
respectivamente). Tampoco en esta ocasión la demanda pasó el filtro de admisión. Tanto en 
Launikari c. Finlandia (ap. nº 34120/96), de 5 de octubre de 2000, como en Seremetis (vid. supra 
nota 141), decididas sobre el fondo, la Corte sí apreciaría una vulneración del artículo 6.1 CEDH 
por la excesiva duración de los procedimientos alegada por los demandantes, si bien en estos casos 
la dilación era atribuible en gran medida a los órganos del Estado que, de acuerdo con las 
legislaciones finlandesa y griega respectivamente, eran competentes para revisar las decisiones 
eclesiásticas en el origen de ambas controversias. Vid. I. LEIGH, “Balancing…” cit. nota 199, p. 117; y 
M. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, “Cuestiones…” cit. nota 146, pp. 124-126. 
209 Cfr. I. LEIGH, “Balancing…” cit. nota 199, pp. 116 y 117. 
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órganos jurisdiccionales estatales, hasta un control sustantivo de legalidad —no 
de validez— que no supere los límites del mandato de neutralidad.210  
Como explicaré con cierto detenimiento más adelante, la decisión más 
reciente del Tribunal en esta materia, la ya mencionada sentencia Károly Nagy, no 
se aparta en lo sustancial de la línea tradicional de razonamiento del Tribunal.211 
Sin embargo, la marcada división que se observa en el fallo de la Sala segunda —
adoptado cuatro votos contra tres— y, sobre todo, el potencial cambio de 
orientación en la interpretación del alcance del artículo 6.1 del Convenio que 
podría anticipar el voto particular conjunto formulado a la sentencia, aconsejan 
abordar en las páginas siguientes una triple reflexión acerca de cuál ha sido la 
doctrina de la Corte hasta ahora en esta materia; de dónde proceden los 
argumentos defendidos por los jueces de la minoría; y, lo más importante, en la 
hipótesis de una sentencia de Gran Sala que cambiase el sentido de la 
jurisprudencia de la Corte en la dirección apuntada por la opinión de los 
magistrados disidentes, cómo podría afectar dicha sentencia a la comprensión 
europea tanto del derecho de autonomía de las confesiones religiosas, como del 
propio principio de neutralidad.  
3.2.a) Aplicabilidad del artículo 6.1 CEDH a los ministros de culto: el 
criterio de reserva jurisdiccional 
Antes de poder indagar en cómo ha respondido la jurisprudencia de 
Estrasburgo a la pregunta de si los Estados son competentes para someter a la 
                                                 
210 Müller p. 14. Cfr. C. EVANS y A. HOOD, “Religious Autonomy…” cit. nota 153, p. 96; J. RIVERS, The 
Law of Organized Religions: Between Establishment and Secularism, Oxford University Press, Oxford 
2010, pp. 58 y 72; y R. ADHAR e I. LEIGH, Religious Freedom in the Liberal State (2ª ed.), Oxford 
University Press, Oxford 2013, p. 384.  
211 Károly Nagy (vid. supra nota 155). Comenta esta sentencia Mª H. SÁNCHEZ GÓMEZ, “Ministros 
de culto y autonomía de las confesiones religiosas. A propósito de la sentencia del Tribunal 
Europeo de los Derechos Humanos de 1 de diciembre de 2015, K|roly Nagy c. Hungría”, en 
RGDCDEE 42 (2016), pp. 1-15. Vid. también E. JONES, “Fair Access Versus Religious Freedom: A 
Difficult Balance”, en Oxford Journal of Law and Religion 5 (2016), pp. 359-364; y F. CRANMER, 
“Clergy discipline and employment rights: Károly Nagy v Hungary”, en el blog Law and Religion UK, 
3 de diciembre de 2015. Disponible en http://www.lawandreligionuk.com/2015/12/03/clergy-
discipline-and-employment-rights-karoly-nagy-v-hungary/. Del mismo autor y en el mismo blog, 





revisión de sus órganos jurisdiccionales decisiones eclesiales que afectan a la 
función ministerial, es preciso tener en cuenta un punto de partida que afecta al 
modo en que el artículo 6 CEDH entra en juego en esta clase de conflictos: para 
que un individuo pueda invocar ante el TEDH una vulneración de las garantías 
procesales reguladas en este precepto, es necesario en primer lugar verificar que 
quien reclama el derecho a ser oído por un tribunal estatal es titular de un 
“derecho de car|cter civil” o de una “acusación en materia penal” que lo legitime 
para ello.212 En definitiva, tiene que existir legitimación activa en la forma de una 
acción procesal que pueda invocarse ante los órganos de la jurisdicción civil.213 No 
todos los Estados miembros del Consejo de Europa reconocen a los ministros de 
culto una acción procesal civil que les permita acudir a los tribuales seculares para 
resolver cualquier controversia que les enfrente con sus respectivas confesiones. 
En respuesta a la variedad de modelos de gestión del fenómeno religioso y 
de relación entre los poderes públicos y los grupos confesionales que coexisten en 
el sistema del Consejo, la Corte de Estrasburgo ha avalado que los Estados 
miembros puedan optar por reconocer a una jurisdicción confesional competencia 
exclusiva para conocer de los conflictos que afectan a la actividad pastoral de sus 
ministros en virtud del derecho de los grupos religiosos a su autonomía, 
excluyendo o limitando la posibilidad de ejercer una acción civil ante las cortes 
judiciales nacionales a efectos del artículo 6 del Convenio.214 Hasta hoy, la 
jurisprudencia del Tribunal ha venido afirmando de manera constante que el 
hecho de que un ordenamiento interno niegue a sus órganos judiciales 
competencia para conocer en cuanto al fondo de reclamaciones basadas en 
relaciones nacidas bajo derecho canónico, no implica de forma automática una 
lesión del artículo 6 CEDH.215 No se trata, por tanto, de que el TEDH niegue a los 
                                                 
212 Ahtinen §§ 37 y 38. Vid. G. MORENO BOTELLA y R. GARCÍA GARCÍA, “La garantía europea de un 
‘proceso justo’ de las personas que desempeñan actividades en un contexto religioso”, en Estudios 
jurídicos en homenaje al profesor José María Miquel Vol. II (L. Díez-Picazo ed.), Aranzadi, Cizur 
Menor (Navarra) 2014, pp. 1995-2044; e I. LEIGH, “Balancing…” cit. nota 199, pp. 117 ss. 
213 En relación con la doctrina del TEDH vid. Müller p. 13. 
214 Vid. Károly Nagy § 73, con múltiples remisiones a su jurisprudencia anterior. Cfr. M. 
GONZÁLEZ SÁNCHEZ, “Cuestiones…” cit. nota 146, p. 121. 
215 En X. c. Dinamarca, p. 159: “por mucho que el demandante quisiera que un tribunal [civil] 
decidiese cuestiones de fe o de práctica religiosa, en el sentido del artículo 6, para. 1, del Convenio, 
es opinión de la Comisión que disputas sobre dichas materias no implican la determinación de 
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tribunales estatales toda competencia para resolver demandas interpuestas por 
sacerdotes o miembros del clero que traigan causa de su servicio para una 
comunidad religiosa, sino que admite que la opción de excluir o limitar su control 
en sede jurisdiccional civil no viola necesariamente el Convenio.216  
Un ejemplo de cómo opera esta exigencia de concurrencia de un “derecho 
civil” a efectos de poder atraer la protección del artículo 6.1 CEDH, lo hallamos en 
un primer caso del año 1981 contra la entonces República Federal de Alemania, en 
el que la Comisión inadmitió la demanda de un pastor protestante obligado a una 
jubilación forzosa tras haber amortizado la Iglesia Evangélica de Renania el cargo 
que ocupaba.217 El argumento de que la incompetencia alegada por los tribunales 
nacionales germanos para rehusar conocer de su cambio de situación dentro de la 
Iglesia contravenía su derecho a un tribunal imparcial, fue rechazada por la 
Comisión al hallarla incompatible ratione materiae con las disposiciones del 
Convenio. El hecho de que la actividad de los pastores de la Iglesia estuviese 
regulada en Alemania por provisiones análogas a las previstas para el 
funcionariado estatal impedía, de acuerdo con la doctrina mantenida por la 
Comisión, que pudiese apreciarse la concurrencia de un derecho civil en el sentido 
exigido por el artículo 6.1 CEDH.218  
                                                                                                                                              
derechos civiles y obligaciones de índole penal, en el sentido de dicho precepto.” Lo reitera la 
Comisión en Spetz, p. 9. Vid. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “La protección internacional…”, cit. nota 199, p. 
215.  
216 Vid. M. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, “Cuestiones…” cit. nota 146, p. 108; y S. LANGLAUDE DONÉ, “Religious 
Organizations…” cit. nota 161, pp. 12 y 13. Por ejemplo, sensu contrario en Seremetis la Sala 
primera del TEDH simplemente se hace eco del hecho de que el Consejo de Estado es, de acuerdo 
con la legislación helena vigente, el órgano jurisdiccional competente para examinar la legalidad de 
las decisiones de instancias eclesiásticas que afectan al servicio de los sacerdotes de la Iglesia 
Ortodoxa Griega (§ 10). En este mismo sentido, en la anterior decisión de inadmisibilidad Skordas 
c. Grecia (dec. adm. ap. nº 48895/99), de 15 de junio de 2000. 
También en Finlandia, como recoge la sentencia del caso Ahtinen, la jurisdicción administrativa 
nacional es competente para conocer de determinados recursos extraordinarios por errores 
procedimentales en decisiones de la Iglesia Luterana Evangélica del país (§§ 12, 25 y ss.). Por su 
parte, en Roland Reuter la Sala quinta del TEDH observó que la Iglesia Evangélica de Renania había 
rechazado abrir una vía de control de decisiones eclesiásticas por la jurisdicción administrativa 
estatal que sin embargo estaba prevista y permitida por la legislación alemana (p. 17). 
217 X. c. la República Federal de Alemania (dec. adm. ap. nº 9501/81), de 7 de diciembre de 1981. 
218 Ibid., p. 250: “de acuerdo con la jurisprudencia de la Comisión, un litigio relativo a una 
destitución la función pública no implica la determinación de derechos u obligaciones civiles y por 
ello queda fuera del |mbito de este artículo [artículo 6.1].” Vid. H. DE WALL, “The ministry in the 
German protestant churches”, en Derecho y Religión 3 (2008), 73-90. 
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A la misma conclusión llegaría el Tribunal veinte años después en la 
importante decisión de inadmisibilidad del caso Dudová y Duda c. la República 
Checa, reiteradamente citada por el TEDH como punto de partida de su doctrina 
en esta materia.219 La Sala tercera de la Corte rechazó admitir a trámite la 
demanda interpuesta por dos sacerdotes de la Iglesia Husita apartados de su 
servicio tras constatarse que habían abandonado unilateralmente y sin 
autorización el ejercicio de sus funciones.  
Los recurrentes demandaron a su Archidiócesis ante la jurisdicción estatal, 
reclamando la anulación ex tunc de la decisión que había puesto fin a su actividad 
para la Iglesia y exigiendo el pago de las retribuciones no percibidas desde su 
fecha. Los tribunales nacionales inferiores rechazaron sistemáticamente por falta 
de competencia las diferentes demandas y recursos presentados por los dos 
pastores, al entender que la legislación checa les impedía conocer de decisiones 
eclesiásticas que versasen sobre la actividad ministerial. Su intervención hubiese 
significado, a juicio de las instancias judiciales ordinarias, una intromisión 
inaceptable en la autonomía de la Iglesia y en su independencia decisoria.220  
Llevado el caso ante la Corte Constitucional, esta ordenó sin embargo la 
continuación del procedimiento únicamente en lo que se refería a las 
reclamaciones económicas de los recurrentes. A juicio del máximo intérprete 
constitucional, el hecho de que los tribunales del Estado resolviesen las cuestiones 
pecuniarias suscitadas en el litigio no implicaba intromisión en la autonomía 
interna de la Iglesia quien, en su condición de persona jurídica, era titular de 
obligaciones frente a terceros reguladas por el derecho privado —civil o laboral— 
sobre las que el Estado y sus órganos jurisdiccionales tenían competencia. El 
procedimiento así desdoblado continuó por vía interna en relación con las 
demandas de índole monetaria y concluyó con una sentencia favorable a los 
demandantes. La Corte metropolitana de Praga basó su decisión en la 
incompetencia del órgano de la Iglesia que había decretado el fin de su servicio —
                                                 
219 Dudová y Duda (vid. supra nota 194). Cfr. I. LEIGH, “Balancing…” cit. nota 199, pp. 116-118. 
Vid. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “La jurisprudencia…” cit. nota 188, p. 215. 
220 Dudová y Duda pp. 4 y 5. 
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la resolución procedía del Consejo diocesano cuando según los estatutos debería 
haber sido dictada por el Consejo central—.  
Interpelada exclusivamente en relación con la dimensión religiosa del 
conflicto —la negativa de los tribunales estatales a resolver en cuanto al fondo la 
cuestión de la validez o nulidad de la resolución de cese de servicio de los 
recurrentes—, la Corte de Estrasburgo rechazó la concurrencia de un “derecho 
civil” a efectos del artículo 6.1 CEDH, y acogió la decisión de los órganos 
jurisdiccionales checos de declararse incompetentes en la materia en virtud del 
derecho de autonomía de las confesiones reconocido en su ordenamiento 
jurídico.221 
Si en Dudová y Duda el Tribunal no llegó a ser cuestionado acerca de si las 
pretensiones patrimoniales derivadas del cambio de estatus de los dos sacerdotes 
husitas podían ser consideradas un “derecho civil” que les abriese una vía de 
acción ante los tribunales estatales, este sería precisamente el objeto principal de 
la demanda del caso Šupa c. Eslovaquia, del año 2007.222  
El demandante era un sacerdote católico que, tras negarse a ser transferido a 
una nueva parroquia, había sido suspendido de su ministerio por su Obispo. El Sr. 
Supa acudió a los tribunales eslovacos para reclamar de las autoridades de la 
Iglesia Católica el pago de una serie de retribuciones, siguiendo para ello un doble 
esquema de argumentación. De un lado, defendió la competencia de la jurisdicción 
estatal para revisar que las disposiciones internas de la Iglesia Católica eran 
compatibles con normas generales de obligado cumplimiento. De otro, alegó que 
la Iglesia debía ser considerada su empleador a efectos del derecho laboral 
interno. La jurisdicción civil rechazó la demanda al entender que la relación entre 
el demandante y la Iglesia Católica estaba regida por el derecho Canónico, y por lo 
tanto quedaba fuera de la jurisdicción y del ámbito competencial del Estado. Sin 
embargo, al igual que en Dudová y Duda, la Corte Constitucional de Eslovaquia sí 
apreció una vulneración de los derechos fundamentales del demandante en la 
negativa de los tribunales inferiores a conocer de sus reclamaciones económicas. 
                                                 
221 Ibid., pp. 9 y 10. 
222 Šupa c. Eslovaquia (dec. adm. ap. nº 72991/01), de 6 de febrero de 2007.  
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Al contrario que en el caso checo, la naturaleza meramente declarativa de la 
decisión de la Corte Constitucional impidió la satisfacción de las pretensiones del 
Sr. Supa por vía interna. Desafortunadamente, un defecto formal en la 
presentación del recurso ante el TEDH hizo imposible su admisión a trámite, 
perdiendo la Corte una ocasión privilegiada para arrojar luz en una cuestión que 
volvería a ella nuevamente en el futuro en Károly Nagy.223 
Pocos meses después de la fallida decisión en el caso Šupa, la Corte de 
Estrasburgo tendría ocasión de enfrentarse a un caso en el que, totalmente alejado 
de la cuestión ministerial, sí abogaría por una diferenciación de los planos 
religioso y secular de un conflicto que enfrentaba a una confesión religiosa con el 
gobierno alemán por el control del edificio de una iglesia. En la decisión de 
inadmisibilidad de Congregación Religiosa Griega de Múnich y Baviera, el Tribunal 
afirmó que queda salvaguardada la neutralidad de los poderes públicos cuando 
estos se limitan a actuar sobre las consecuencias seculares de un conflicto 
religioso, sin incidir o perturbar la organización interna de las iglesias.224  
En 2008, en una sentencia esta vez sobre el fondo, la Sala cuarta del Tribunal 
conoció en el caso Ahtinen de la reclamación de un pastor de la Iglesia Evangélica 
                                                 
223 Así lo lamenta J.-P. SCHOUPPE, La dimension… cit. nota 44, p. 307. 
224 Congregación Religiosa Griega de Múnich y Baviera y otros c. Alemania (dec. adm. ap. nº 
52336/99), de 18 de septiembre de 2007. A principios del siglo XIX, el rey Luis I de Baviera cedió 
el uso de una antigua iglesia católica de Múnich, de propiedad estatal —la iglesia de San 
Salvador— al culto griego dependiente de la jurisdicción canónica de la Iglesia Ortodoxa 
Autocéfala de Grecia. Con el paso del tiempo, como consecuencia de disputas doctrinales entre 
distintas ramas cristiano-ortodoxas, el edificio quedó bajo la jurisdicción de la comunidad 
recurrente, no vinculada ni a la Iglesia Ortodoxa Autocéfala de Grecia ni al Patriarcado Ecuménico 
de Constantinopla, al cual la primera había transferido en 1924 sus comunidades en el extranjero, 
incluida la de Alemania. En el año 1977, el estado de Baviera requirió a la demandante la 
restitución de la posesión de la iglesia de San Salvador, alegando que su uso actual no correspondía 
a los deseos del rey Luis I cuando decidió cederla. Si bien la Congregación Religiosa Griega de 
Múnich y Baviera alegó que las autoridades alemanas habían intervenido en un conflicto 
intrarreligioso, vulnerando el mandato de neutralidad, tanto la jurisdicción constitucional germana 
como el TEDH entendieron que éstas no habían sino deducido las consecuencias seculares —
civiles— de la cesión del uso de la iglesia de San Salvador atendiendo a la voluntad originaria del 
rey cedente. Vid. M. RODRÍGUEZ BLANCO, “La protección…” cit. nota 135, pp. 88 y 89. Otra decisión de 
inadmisibilidad en un caso razonablemente parecido, Congregación de la Mezquita de Juma y otros 
c. Azerbaiyán (dec. adm. ap., nº 15405/04), de 8 de enero de 2013. 
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Luterana Finlandesa que se oponía a la decisión unilateral —y en su opinión no 
imparcial— de su iglesia de trasladarlo a una nueva parroquia.225  
Una vez más, la Corte validó la alegación de los tribunales nacionales de 
negar que el recurrente fuese titular, al amparo del artículo 6.1 CEDH, de un 
“derecho civil” que permitiese que su reclamación pudiese ser revisada en cuanto 
al fondo por la jurisdicción finlandesa.226 Si bien en virtud de la legislación del país 
nórdico, un error procedimental en una decisión de la Iglesia Evangélica Luterana 
podía ser objeto de recurso extraordinario ante la Suprema Corte Administrativa, 
el Tribunal de Estrasburgo no halló disconformidad con el Convenio en la opción 
del legislador nacional de excluir de dicha posibilidad decisiones eclesiásticas que 
afectasen a cambios en la prestación de servicios pastorales.227 Citando la doctrina 
de Dudová y Duda, el TEDH afirmó concurrir “con la apreciación de los tribunales 
nacionales de que la determinación judicial de cuestiones tales como la 
continuidad del servicio de un sacerdote dentro de una iglesia sería contraria a los 
principios de autonomía e independencia de las iglesias […].”228  
3.2.b) Una primera noción de neutralidad: revisión de validez versus 
revisión de legitimidad 
La deferencia de la Corte de Estrasburgo a las particularidades nacionales de 
los Estados miembros, se hizo especialmente patente en las cuatro decisiones de 
inadmisibilidad dictadas en relación con otras tantas demandas presentadas 
contra Alemania por varios ministros de culto en los casos Müller, Roland Reuter, 
Baudler y Dietrich Reuter.229 Los cuatro casos presentaban como elemento común, 
                                                 
225 Ahtinen (vid. supra nota 195). Comenta la sentencia L. RUANO ESPINA, “Despido del 
trabajador…” cit. nota 198, p. 150; y L. MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, Estudios… cit. nota 135, pp. 167-
171. 
226 Ahtinen § 43. 
227 Ibid., § 40. 
228 Ibid., § 42. Sin cursiva en el original. 
229 Baudler c. Alemania (dec. adm. ap. nº 38254/04), de 6 de diciembre de 2011, y las ya 
mencionadas Müller (vid. supra nota 69); Roland Reuter (vid. supra nota 209); y Dietrich Reuter 
(vid. supra nota 209). Permite hacerse una idea de la relevancia de Alemania en la evolución de la 
doctrina del TEDH en materia de relaciones de las confesiones religiosas con sus ministros de culto 
y con sus empleados, la reflexión de Robbers en G. ROBBERS, “Church Autonomy…” cit. nota 154, pp. 
282 ss.  
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la reclamación por los demandantes de una vulneración del artículo 6.1 CEDH, y 
como novedad más destacable, la también común invocación en apoyo de sus 
pretensiones de una entonces innovadora jurisprudencia desarrollada por el 
Tribunal Federal alemán (Bundesgerichtshof). 
Como he abordado en un Capítulo anterior de este mismo trabajo, desde la 
sentencia Rommelfanger del año 1985, en la que el Tribunal Constitucional 
Federal de Alemania estableció las coordenadas básicas para la revisión civil de 
resoluciones eclesiales, los órganos de la jurisdicción social germana se han 
mostrado cada vez menos reticentes a analizar en cuanto al fondo decisiones de 
las iglesias que afectan no sólo a la relación laboral con sus asalariados, sino 
también a su vinculación con sus ministros de culto. En el contexto de esta 
evolución jurisprudencial, en el año 2000 el Tribunal Supremo Federal 
(Bundesgerichtshof) desarrolló una novedosa doctrina que matizaba la posición 
sostenida hasta entonces por las cortes germanas de no admitir la supervisión 
estatal de decisiones eclesiales que afectasen a la función ministerial.230  
El Tribunal Federal alemán, en sentencia de 11 de febrero de 2000 
posteriormente confirmada y ampliada por un segundo pronunciamiento de 28 de 
marzo de 2003,231 afirmó que, si bien el derecho de autonomía de las iglesias y 
entidades religiosas garantizado por la Ley Fundamental excluye por regla general 
toda injerencia del Estado en sus asuntos internos, este derecho de autonomía 
está supeditado necesariamente a los límites de la “ley vigente para todos” (das für 
alle geltende Gesetz). Como consecuencia de este nuevo planteamiento doctrinal, 
las resoluciones eclesiales podían a partir de ese momento ser objeto de análisis 
ante los tribunales civiles con el objeto de determinar si eran conformes con los 
principios fundamentales del Estado, no incurrían en arbitrariedad y respetaban 
la buena fe y las buenas costumbres.232  
                                                 
230 Vid. supra Parte I Capítulo 2. 
231 BGH 11-02-2000, V ZR 271/99; y V ZR 28-03-2003, 261/02. 
232 En relación con la dificultad de determinar cuáles son los principios fundamentales del 
ordenamiento jurídico oponibles a la autonomía de las iglesias, cfr. G. PUPPINCK, “El ‘principio de 
autonomía’ de la Iglesia Católica ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. El caso 
Fern|ndez Martínez contra España”, en RGDCDEE 28 (2012), pp. 25-29. 
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Traspasada al caso concreto de resoluciones que afectasen a la actividad de 
ministros de culto, esta doctrina implicaba que dichas resoluciones pudiesen ser 
objeto de revisión cuando la indagación en el estatus del sacerdote o pastor fuese 
un requisito previo para poder entrar a conocer del fondo del asunto. En todo 
caso, dicha revisión debía estar limitada a un mero control de validez —en 
definitiva, a la constatación de su conformidad con los principios fundamentales 
del ordenamiento jurídico alemán—. El derecho de autonomía de las confesiones 
religiosas reconocido por la Ley Fundamental impedía que esta supervisión 
pudiese extenderse a aspectos sustantivos de las decisiones eclesiásticas 
litigiosas.233 
Los actores en el procedimiento que culminó con la sentencia del Tribunal 
Federal alemán del año 2003 eran los cónyuges Hanna y Peter Müller, ambos 
oficiales del Ejército de Salvación —una posición equiparable a la de ministro de 
culto en otros grupos religiosos— a los que, tras diversos incidentes, se les había 
apartado de su servicio. Alegando que la relación que les unía con su comunidad 
religiosa era de índole laboral, a pesar de que en el momento de ingresar en ella 
habían firmado un documento en el que expresamente se excluía la naturaleza 
contractual de su vinculación con la Iglesia, el matrimonio acudió ante la 
jurisdicción social alemana para reclamar el pago de salarios devengados y no 
percibidos. Tras declararse varias instancias judiciales germanas incompetentes 
para conocer de la resolución interna de una confesión religiosa en virtud del 
derecho de autonomía que les reconoce la Ley Fundamental, el caso llegó 
finalmente ante el Bundesgerichtshof.  
Este tribunal apreció que la condición de oficiales —es decir, de ministros de 
culto— de los recurrentes, no precluía su derecho a tener acceso a los órganos 
jurisdiccionales del Estado, dado que, en su caso, la indagación previa en el 
concreto estatus religioso era indispensable para poder resolver en cuanto al 
fondo la reclamación económica que constituía el objeto principal de la demanda. 
No pudiendo apreciar incompatibilidad alguna en la decisión del Ejército de 
Salvación de suspenderlos de su servicio con los principios fundamentales del 
                                                 
233 Müller pp. 3-5. Cfr. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “La jurisprudencia…” cit. nota 188, p. 216.  
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orden jurídico alemán, y tras reconocer también que su vinculación con este no 
podía ser calificada de contractual, el Tribunal Federal desestimó el recurso del 
matrimonio actor. 
Agotadas las vías internas tras la decisión del Tribunal Constitucional 
Federal de no admitir a trámite el amparo interpuesto por los Müller, los otrora 
oficiales del Ejército de Salvación denunciaron ante la Corte de Estrasburgo el 
carácter limitado de la revisión que de sus pretensiones habían realizado los 
órganos judiciales alemanes en base a la nueva doctrina desarrollada por el 
Bundesgerichtshof.  
La Sala quinta inadmitió la demanda, al entender que los tribunales 
nacionales habían sopesado cuidadosamente los intereses en conflicto; y, 
siguiendo su tradicional doctrina, validó la decisión del Tribunal Federal de 
apoyarse en el derecho de autonomía de las confesiones religiosas reconocido en 
la Ley Fundamental alemana para limitar la supervisión jurisdiccional de 
decisiones eclesiásticas a una revisión de validez y no de legalidad.234 Si bien en 
este caso los tribunales alemanes habían reconocido a los demandantes un 
“derecho civil” propio que les permitía invocar el artículo 6.1 del Convenio, 
recordaba la Corte que el derecho de acceso a un tribunal no es absoluto y puede 
ser restringido legítimamente, bien por medio de limitaciones materiales bien 
como consecuencia de barreras procesales. En el caso de los recurrentes, la 
imposibilidad de obtener de los tribunales nacionales un examen de la legalidad 
de la decisión del Ejército de Salvación de poner fin a su servicio, no resultaba de 
una inmunidad de la que se beneficiarían las iglesias y comunidades religiosas en 
derecho alemán, sino de los principios que rigen el derecho de acción material 
definido por la jurisprudencia interna de los tribunales germanos.  
Finalmente, citando Hasan y Chaush, la Sala quinta incluiría por primera vez 
en una decisión relativa a la relación entre ministros de culto y sus iglesias una 
referencia al mandato de neutralidad, recordando que la autonomía de las 
confesiones religiosas es indispensable para el pluralismo en una sociedad 
                                                 
234 Müller p. 13. 
305 
 
democrática y que sólo en casos muy excepciones pueden los Estados entrar a 
valorar la legitimidad de las creencias religiosas o de sus formas de expresión.235  
El recurso al mandato de neutralidad en el caso Müller, sirvió a la Corte no 
sólo para insistir en la idea de que los Estados deben ser los organizadores 
neutrales e imparciales de la vida religiosa en la comunidad política, sino también 
para apuntalar la autonomía que el artículo 9 CEDH reconoce a las entidades 
religiosas, reconociéndoles en el marco del Convenio un núcleo básico de 
inmunidad frente a la injerencia Estatal también en aquellos casos en que, a nivel 
nacional, se admita algún tipo de control jurisdiccional sobre las decisiones de las 
iglesias que afectan al estatus de sus ministros de culto.236 
A diferencia de Müller, en el que los tribunales alemanes habían reconocido a 
los demandantes un derecho de acción procesal de acuerdo con artículo 6.1 del 
Convenio, no había ocurrido así los otros casos contra Alemania —Roland Reuter, 
Baudler y Dietrich Reuter— inadmitidos por la misma Sala quinta. En los tres 
supuestos se trataba de pastores de iglesias evangélicas —de Renania y 
Wurtemberg— que habían sido obligados bien a una excedencia forzosa, bien a 
una jubilación anticipada, que había supuesto una reducción en las retribuciones 
que hasta el momento percibían por sus servicios.237 En los tres casos la Sala 
quinta descartó que los demandantes fuesen titulares de un “derecho civil” a los 
efectos del artículo 6.1 del Convenio, favoreciendo, como ha señalado algún autor, 
“la autonomía de las confesiones religiosas en cuanto la no intervención de los 
                                                 
235 Ibid., p. 14. 
236 Ibid. 
237 En Roland Reuter, el recurrente acudió ante el TEDH únicamente en relación con la negativa 
de los tribunales germanos a conocer de sus reclamaciones económicas, alegando que si bien la 
decisión de suspenderlo en sus funciones formaba parte de los asuntos internos de la Iglesia y no 
era susceptible de revisión estatal en la vía contencioso-administrativa, no ocurría lo mismo con 
las consecuencias patrimoniales de dicha medida. Por su parte, en Baudler, el actor sólo 
reprochaba a los tribunales alemanes el no haber analizado en cuanto al fondo las resoluciones 
eclesiásticas que habían dado lugar a su excedencia, ya que había llegado a un acuerdo con la 
Iglesia en cuanto a las reclamaciones de índole patrimonial. Por último, el demandante en Dietrich 
Reuter denunciaba no haber podido hacer valer ante la jurisdicción estatal ni la legalidad de la 
decisión de la Iglesia ni los efectos económicos de la misma. 
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tribunales estatales en las resoluciones tomadas por la jurisdicción 
confesional”.238 
3.2.c) Károly Nagy ¿de la reserva jurisdiccional a la ponderación de 
intereses? 
Como he apuntado en la introducción a este Capítulo dedicado a la relación 
entre el mandato de neutralidad y la autonomía organizativa de las confesiones 
religiosas, la línea doctrinal seguida hasta la fecha por el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos en relación con la posibilidad de los ministros de culto de 
invocar el artículo 6.1 CEDH en el contexto de reclamaciones frente a sus iglesias, 
ha sido muy duramente cuestionada por uno de los votos particulares formulados 
a la sentencia Károly Nagy.  
El demandante, ejercía desde el año 1991 como pastor de una parroquia de la 
Iglesia Calvinista de Hungría en virtud de una carta de designación en la que la 
confesión había detallado sus derechos, sus obligaciones y las condiciones de su 
remuneración. En el año 2005, tras hacer unas declaraciones en un periódico local 
en las que apuntaba que el Estado habría pagado subvenciones ilegales a un 
internado de la Iglesia, el recurrente fue sometido a un procedimiento 
disciplinario eclesiástico que decretó en primera instancia su suspensión y que, 
finalmente, concluyó en segunda instancia con su destitución.239  
Alegando la analogía de los servicios que había prestado para su confesión 
con una relación laboral, el Sr. Nagy acudió inicialmente a la jurisdicción social 
húngara para reclamar tanto el pago del 50% de la retribución que había dejado 
de percibir durante su suspensión, como de otras cantidades pecuniarias a las que, 
a su juicio, habría tenido derecho durante ese mismo periodo. El Tribunal de 
Trabajo del Condado de Pest se declaró incompetente para conocer de un 
procedimiento que, por traer causa de una disputa entre un pastor y su iglesia, no 
estaba sujeta a la normativa laboral.  
                                                 
238 Cfr. M. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, “Cuestiones…” cit. nota 146, p.138. Vid. también L. RUANO ESPINA, 
“Despido del trabajador…” cit. nota 198, pp. 151 y 152. 
239 Károly Nagy §§ 6-15, 
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Descartando agotar esta primera vía procesal interna, el actor se dirigió a 
continuación a la jurisdicción civil para reclamar a las autoridades eclesiásticas el 
pago de las cantidades debidas por su servicio sacerdotal. Entendía el Sr. Nagy que 
dicho servicio se ajustaba, también por analogía, a la figura del contrato de agencia 
regulado en el entonces vigente Código Civil húngaro. Una vez más, los tribunales 
nacionales desestimaron la demanda del actor al apreciar que en ningún momento 
había existido entre éste y la Iglesia una relación contractual regulada por el 
derecho civil. El Tribunal Supremo de Hungría cerró definitivamente al 
demandante la vía jurisdiccional nacional sobre la base del principio de 
separación entre el Estado y las confesiones religiosas consagrado en el artículo 
15.1 de Ley húngara de libertad de conciencia y religión de las iglesias.240 La 
vinculación entre las partes obedecía a una relación ministerial nacida y regulada 
por el derecho canónico y era en la jurisdicción eclesiástica donde habían de 
resolverse las pretensiones del Sr. Nagy.241  
El recurrente acudió a continuación ante el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos alegando una presunta lesión del artículo 6.1 CEDH, al no haber logrado 
obtener de los tribunales húngaros un pronunciamiento sobre el fondo de su 
reclamación económica.242 A su juicio, las labores que había venido 
desempeñando a favor de la Iglesia hasta su suspensión y posterior destitución, 
“implicaban una compleja relación legal que debía ser interpretada tanto bajo 
derecho eclesi|stico como derecho del Estado”.243 Dado que su retribución estaba 
sujeta al impuesto sobre la renta, cotizaba a la seguridad social y su pensión en el 
futuro sería pagada con fondos públicos, entendía el actor que era titular de un 
“derecho civil” en los términos establecidos en el precepto invocado, por lo que 
cualquier reclamación de naturaleza puramente económica derivada de su 
servicio ministerial estaba sujeta a la legislación nacional y recaía en el ámbito 
competencial de los tribunales ordinarios. La autonomía de la Iglesia, alegaba el 
                                                 
240 Cfr. B. SCHANDA, “Religion and the Secular State in Hungary”, en J. MARTÍNEZ-TORRÓN y C. W. 
DURHAM, JR. (General Rapporteurs) Religion and the Secular State: National Reports/La religion et 
l’État laïque: Rapports nationaux (D. Thayer ed.), Servicio de Publicaciones de la Facultad de 
Derecho de la Universidad Complutense, Madrid 2015, pp. 383-394.  
241 Károly Nagy § 15. 
242 Vid. Mª H. SÁNCHEZ GÓMEZ, “Ministros de culto…” cit. nota 211, pp. 3-5. 
243 Károly Nagy § 56. 
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Sr. Nagy, podía prevalecer únicamente en relación con asuntos relativos a la 
doctrina o al ejercicio de la religión, pero no en cuestiones pecuniarias aun cuando 
estas derivasen de un servicio pastoral.244  
Frente a las alegaciones de la demanda, el gobierno, recordando la doctrina 
del Tribunal en Dudová y Duda, argumentó que las pretensiones del actor 
derivaban exclusivamente de obligaciones nacidas bajo normas de derecho 
eclesiástico que carecían de cualquier soporte en derecho húngaro. Además, el 
Estado no podía determinar la legitimidad de la normativa canónica que regulaba 
una relación ministerial sin infringir el derecho de autonomía de las iglesias 
reconocido por su ordenamiento interno.245  
La sentencia de Estrasburgo falló en contra del recurrente por una exigua 
diferencia de cuatro votos a favor y tres en contra, no pudiendo apreciar los 
magistrados de la mayoría una violación del artículo 6.1 del Convenio en la 
actuación de las autoridades del país demandado. Pese a que el Tribunal Supremo 
húngaro había declarado a los órganos jurisdiccionales nacionales incompetentes 
para conocer de la reclamación del Sr. Nagy, la realidad es que estos sí habían 
examinado sus pretensiones a la luz del derecho interno, y no había nada de 
arbitrario o de manifiestamente irrazonable en su decisión de no calificar como 
contractual el vínculo que unía al recurrente y a la Iglesia. En conclusión, el Sr. 
Nagy no podía alegar que había sido privado del derecho a obtener una resolución 
judicial en los términos previstos en el artículo 6.1 del Convenio.246 
En su decisión, la Sala segunda comenzó recordando el principio general de 
que el artículo 6.1 CEDH garantiza el derecho de todo ciudadano a ser oído ante un 
tribunal en relación con cualquier demanda derivada de derechos y obligaciones 
civiles, si bien este derecho no es absoluto y puede ser objeto de limitaciones 
siempre que estas sean proporcionales al fin legítimo perseguido y no restrinjan el 
                                                 
244 Ibid., §§ 21 y 56. Vid. E. JONES, “Fair Access…” cit. nota 211, p. 360. Adicionalmente, el 
recurrente reclamaría también la lesión conjunta de los artículos 14 y 6.1 del Convenio, al entender 
que la falta de acceso a un tribunal nacional había venido motivada por su condición de ministro de 
la Iglesia calvinista. El TEDH declaró inadmisible esta reclamación (§§ 76-81).  
245 Ibid., §§ 57-61. 
246 Ibid., § 74. 
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acceso del sujeto al aparato judicial del Estado de tal manera que la misma esencia 
del precepto se vea afectada.247 En relación con el caso concreto, la Sala segunda 
constató en primer término que el Tribunal Supremo había verificado que la 
Iglesia Calvinista húngara no estaba vinculada con el recurrente por ninguna 
obligación de naturaleza civil y que su relación estaba sometida exclusivamente a 
derecho eclesiástico. A continuación, recuerda la sentencia de instancia que el 
papel de los tribunales nacionales es el de interpretar y aplicar el derecho interno, 
mientras que el de la Corte de Estrasburgo es el de verificar la compatibilidad con 
el Convenio de las decisiones de los órganos judiciales estatales con el fin de 
asegurar que no adolecen de vicios de arbitrariedad o que son manifiestamente 
irrazonables.248  
La Sala segunda no pudo apreciar ni arbitrariedad ni falta de razonabilidad en 
la decisión del Tribunal Supremo húngaro de declararse incompetente para 
conocer de la demanda del Sr. Nagy. Acudiendo a la doctrina Müller, “el Tribunal 
considera que la imposibilidad del recurrente de obtener una sentencia en su 
demanda contra la Iglesia Calvinista no resultó de una inmunidad, ni de facto ni en 
la práctica, de la Iglesia, ni de ningún otro obst|culo procesal “sino de la aplicación 
de principios que regulan el derecho sustantivo interno en materia contractual.249 
La sentencia concluye con el recordatorio de que, según la doctrina asentada del 
Tribunal, “la exclusión de demandas basadas en derecho eclesiástico de la 
jurisdicción de los tribunales estatales no viola el artículo 6.1 de la Convención. De 
hecho, tales demandas no dan lugar a una disputa sobre derechos reconocidos por 
el derecho interno, por lo que el artículo 6.1 no es aplicable.”250 
                                                 
247 Ibid., §§ 64-66. 
248 Ibid., §§ 68 y 69. En este caso la Sala segunda del TEDH se mostrará especialmente reacia a 
cuestionar o sustituir la argumentación de los tribunales húngaros Así en § 70: “la Corte no puede 
concluir que la decisión del Tribunal Supremo en cuanto a la ausencia de una relación contractual 
fuese arbitraria o manifiestamente irrazonable. No corresponde a este Tribunal averiguar si las 
normas del [antiguo] Código Civil sobre contratos de agencia debería haberse extendido a las 
responsabilidades del demandante con la Iglesia Calvinista, ya que esto implicaría en realidad 
sustituir con su propia opinión la de los tribunales nacionales en cuanto a la adecuada 
interpretación y contenido de la ley nacional.” 
249 Ibid., §§ 70, 71 y 74. 




La profunda división de opiniones entre los jueces de la Sala segunda en 
Károly Nagy, reflejada en el ajustado resultado de la votación, llevaría nada menos 
que a seis de sus siete magistrados a redactar votos separados a la sentencia, tres 
de ellos agrupados en un voto parcialmente concurrente y parcialmente 
discrepante, y otros tres unidos en una común opinión disidente. Los tres 
primeros jueces —el presidente del Tribunal, la juez suiza Hellen Keller y el danés 
Jon Fridrik Kjølbro— expresaron su preferencia porque la Sala segunda hubiese 
optado por permanecer fiel a la línea mantenida por la Corte hasta la fecha de 
evitar un pronunciamiento sobre el fondo declarando la demanda inadmisible 
ratione materiae.251 Por su parte, los firmantes del voto disidente —el húngaro 
Andr|s Sajó, el montenegrino Nebojša Vučinić y el lituano Egidijus Kūris— 
expresaron su disconformidad con la no apreciación de violación del artículo 6.1 
del Convenio en la actuación de las autoridades húngaras frente a las demandas 
del Sr. Nagy, cuestionando la validez del jurisdictional approach como criterio para 
abordar las reclamaciones que llegan a Estrasburgo procedentes de conflictos 
entre las iglesias y sus ministros de culto.252 
Los tres magistrados disconformes han calificado de “muy inquietante” dos 
de los razonamientos desarrollados por la sentencia de sala a partir de la 
aplicación de esta doctrina. En primer lugar, cuestionan que, de acuerdo con esta 
aproximación, no quepa siquiera preguntarse si un Estado excede los límites 
permisibles de su margen de apreciación cuando reconoce jurisdicción exclusiva a 
un tribunal eclesiástico. En segundo término, critican que el rechazo o inadmisión 
de una demanda por los órganos judiciales nacionales, por el único motivo de que 
el conflicto de base tiene su origen en derecho canónico, pueda ser justificado no 
ya por los ordenamientos y tribunales nacionales sino, especialmente, por el 
Convenio.253  
Si bien las reticencias de los magistrados disconformes con el fallo en Károly 
Nagy parecen dirigirse exclusivamente hacia la exclusión del control por los jueces 
                                                 
251 Károly Nagy voto parcialmente concurrente y parcialmente disidente §§ 13-15. Vid. Mª H. 
SÁNCHEZ GÓMEZ, “Ministros de culto…” cit. nota 211, pp. 9 y 10. 
252 Károly Nagy voto disidente. 
253 Ibid., §§ 6 y 7. Vid. Mª H. SÁNCHEZ GÓMEZ, “Ministros de culto…” cit. nota 211, pp. 10-12. 
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nacionales de las consecuencias económicas que se derivan de la relación entre un 
ministro de culto y su iglesia, no hay duda que su propuesta de revisar el 
tradicional método de reserva jurisdiccional favorecido hasta ahora por la Corte 
de Estrasburgo, para avanzar hacia la ponderación de derechos como metodología 
de indagación judicial, plantea una serie de interrogantes en relación tanto con el 
alcance del derecho de los grupos religiosos a su autonomía, como con la 
interpretación del mandato de neutralidad.  
Desarrollada por la Sala quinta del TEDH en dos casos de empleados laicos 
de otras tantas iglesias contra Alemania,254 y confirmada por la Gran Sala en 
Fernández Martínez, la doctrina de la ponderación de intereses o balancing 
approach, ha sido objeto de reproche por reducir la independencia institucional de 
los grupos religiosos a través de una relativización del mandato de neutralidad 
que abre la puerta a la valoración por los tribunales nacionales, y por la propia 
Corte de Estrasburgo, de hasta qué punto las decisiones eclesiásticas resultan 
razonables desde una perspectiva secular.  
Para poder acometer con solvencia el análisis del voto disidente a Károly 
Nagy, y su posible repercusión en la futura sentencia de Gran Sala, considero por 
lo tanto imprescindible detenerme en primer lugar en una exposición crítica de 
cuál ha sido hasta la fecha la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos en materia de empleo eclesiástico, con un doble propósito: el primero y 
más inmediato, examinar cómo es aplicado el criterio de la ponderación de 
intereses en relación con el derecho de autonomía de iglesias y confesiones 
religiosas en este concreto ámbito del derecho de libertad religiosa y de creencias; 
el segundo, más especulativo, tratar de identificar el origen de los argumentos 
defendidos por el voto de los magistrados Sajó, Vučinić y Kūris a la sentencia 
contra Hungría.  
                                                 
254 Obst c. Alemania (ap. nº 425/03); y Schüth c. Alemania (ap. nº 162/03), ambas de 23 de 
septiembre de 2010. 
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4. NEUTRALIDAD, AUTONOMÍA Y EMPLEO ECLESIÁSTICO: LA EVOLUCIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA DE ESTRASBURGO  
Si hay una faceta relacionada con el derecho de los grupos religiosos a su 
autonomía interna sobre la que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos se ha 
mostrado tradicionalmente más proclive a ejercer un mayor grado de supervisión, 
incluso a costa de reducir el habitualmente amplio margen de apreciación 
reconocido a los Estados en materia de libertad religiosa, es la que se refiere a la 
relación de las iglesias con trabajadores laicos sometidos a deberes cualificados de 
lealtad que introducen posibles limitaciones al ejercicio de alguna de las 
libertades previstas en el Convenio. Esta mayor supervisión de Estrasburgo, se 
extiende también a aquellas personas cuya actividad profesional depende de una 
autorización eclesiástica o missio canonica, pese a no ser asalariadas de una 
confesión.255  
Desde sus primeras decisiones en relación con el empleo por cuenta de las 
entidades religiosas, la Corte ha desarrollado una doctrina menos tuitiva de su 
autonomía que la que se ha ocupado de divisiones internas o de la función 
ministerial, y es que en estos conflictos, en los que están comprometidos los 
derechos fundamentales de los trabajadores —libertad de expresión, libertad de 
creencias, libertad de sindicación o derecho al respeto de la vida privada y 
familiar—, parecería que la protección de la independencia de las iglesias es 
menos apremiante.256 Como ha apuntado Moreno Botella, “cuando lo que est| en 
juego es un derecho fundamental de la persona, el control jurisdiccional que se 
ejerce, es mucho más estricto que cuando el conflicto se produce entre la 
autonomía de las iglesias y el Estado, dicho de otro modo, el amplio 
reconocimiento que frente al Estado se les reconoce a la autonomía de las iglesias 
                                                 
255 Cfr. F. J. CALVO GALLEGO e I. R. FERIA BASILIO, “Poderes empresariales y tareas de tendencia en 
la reciente doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Comunicación presentada para 
las XXXI Jornadas Universitarias Andaluzas de Derecho del Trabajo y Relaciones Laborales”, en 
Jurisdicción Social 127 (2012), p. 10. Disponible en http://grupo.us.es/sej322/biblioteca/otros-
trabajos/Tareas-tendencia-TEDH.pdf; y G. GONZALEZ, “L’autonomie ecclésiale…” cit. nota 196, pp. 
153 y 156.  
256 Cfr. I. LEIGH, “Balancing…” cit. nota 199, p. 118; y G. MORENO BOTELLA, “Los difusos límites 
entre el deber de lealtad de los asalariados de entidades confesionales y la autonomía eclesial (dos 
decisiones del TEDH de 23 de septiembre de 2010, Obst y Schüth c. Alemania)”, en RGDCDEE 26 
(2011), p. 9. 
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y comunidades religiosas, no lo es tanto, y sufre recortes cuándo lo que está en 
juego son los derechos individuales, es decir el conflicto se da no entre la 
autonomía de las confesiones y el Estado, sino entre la autonomía de las 
confesiones y la libertad religiosa colectiva, por un lado, y el derecho o derechos 
de libertad de las personas que forman parte de las mismas, por otro, y 
especialmente, cuando se trata de asalariados.”257 
Como ya tuve ocasión de desarrollar en el Capítulo 2, el debate acerca de la 
relación entre la independencia de los grupos religiosos y los derechos laborales y 
de igualdad de sus empleados, ha ido en aumento a nivel internacional desde 
finales del pasado siglo XX, de suerte que la tendencia a sujetar a un control 
jurisdiccional más amplio a las decisiones de las iglesias que afectan a sus 
asalariados, no es hoy un fenómeno aislado del Tribunal de Estrasburgo.258 Como 
recuerda Cañamares, en general las legislaciones occidentales han incrementado 
considerablemente en las últimas décadas “la protección de los trabajadores 
frente a situaciones de discriminación en el empleo basadas en el sexo, opinión y 
religión entre otros motivos”.259 Prueba de ello en el marco de la Unión Europea, 
es la adopción de la ya mencionada Directiva 2000/78, de 27 de noviembre, 
relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el 
empleo y la ocupación.260  
Dentro del ámbito del Consejo de Europa, tanto la Comisión primero como 
después la propia Corte, han reclamado de los órganos judiciales nacionales una 
cuidadosa ponderación de intereses en supuestos en los que la implicación de los 
Estados trae causa de un potencial incumplimiento de obligaciones positivas frente 
                                                 
257 Ibid., p. 9. 
258 Vid. C. EVANS y A. HOOD, “Religious Autonomy…” cit. nota 153, pp. 81-83. 
259 Cfr. S. CAÑAMARES ARRIBAS, “Entidades religiosas y relaciones laborales”, en Revista de 
Derecho de la Universidad de Montevideo 13 (2014), p. 191. En el ámbito de las confesiones 
religiosas, vid. M. DEL M. MORENO MOZOS, “Libertad religiosa y no discriminación del personal al 
servicio de las confesiones religiosas”, en Derecho y Religión 11 (2016), pp. 271-286. 
260 Vid. C. ODRIOZOLA IGUAL, “Relaciones de trabajo en el contexto de organizaciones ideológicas y 
religiosas. La Directiva 2000/78/CE de 27 de noviembre sobre empleo y trabajo”, en RGDCDEE 6 
(2004), pp. 1-29; J. A. DÍEZ FERNÁNDEZ, “La libertad religiosa de personas jurídicas en el |mbito 
laboral. An|lisis comparativo entre la jurisprudencia europea y la norteamericana”, en Identidad 
religiosa cit. nota 107, pp. 158-163; y F. CRANMER, “Employment Rights and Church Discipline: Obst 
and Schüth”, en Ecclesiastical Law Journal 13 (2011), p. 208. 
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a los derechos fundamentales de empleados eclesiásticos o de personas cuya 
actividad laboral para terceros requiere de una missio canonica.261 De hecho, en 
apenas unos años, la doctrina del TEDH ha evolucionado en el sentido de exigir de 
los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros, una cada vez mayor y más 
amplia supervisión de las decisiones eclesiásticas de empleo. 
Tan pronto como en 1989, en la decisión de inadmisibilidad del caso 
Rommelfanger, la Comisión dejó claro que si bien el Convenio permite a las 
organizaciones cuyo ideario está fundado en convicciones o valores, imponer a sus 
empleados deberes de lealtad que limiten alguno de sus derechos fundamentales, 
los trabajadores al aceptarlos no renuncian por completo ni a sus libertades ni a la 
protección que les concede el Convenio.262  
Veinte años más tarde, en el caso Lombardi Vallauri, primera sentencia que 
resolvió en cuanto al fondo una disputa relacionada con el trabajo dependiente de 
una autorización eclesiástica, el Tribunal de Estrasburgo optó por combinar su 
tradicional doctrina del jurisdictional approach como metodología para evaluar 
conflictos de derechos en los que uno de los sujetos implicados es una confesión 
religiosa, con una exigencia a los tribunales estatales de realizar una ponderación 
de los derechos en liza que, dejando a salvo cualquier indagación sobre los 
motivos religiosos sustantivos alegados por la iglesia afectada, garantizase unas 
mínimas garantías procesales a sus empleados o a las personas cuya labor 
profesional depende de una autorización religiosa.263  
                                                 
261 Cfr. I. LEIGH, “Balancing…” cit. nota 199, p. 122. Analiza con detenimiento la cuestión de las 
empresas de tendencia A.- C. ÁLVAREZ CORTINA, “Derecho de las confesiones religiosas a la selección 
del personal por las creencias”, en La jurisprudencia… cit. nota 146, pp. 188-192. 
262 Rommelfanger c. la República Federal de Alemania (dec. adm. ap. nº 12242/86), de 6 de 
septiembre de 1989, p. 8. 
263 Lombardi Vallauri c. Italia (ap. nº 39128/05), de 20 de octubre de 2009 § 50. Cfr. G. MORENO 
BOTELLA, “Universidad confesional de tendencia: nulla obsta eclesiástica versus el derecho de los 
profesores a un proceso justo (breve comentario a la STEDH de 20 de octubre de 2009, asunto 
Lombardi Vallauri c. Italia)”, en Religión, Matrimonio… cit. nota 293, pp. 1631 ss.; C. EVANS y A. 
HOOD, “Religious Autonomy…” cit. nota 153, pp. 99-101; y J. A. DÍEZ FERNÁNDEZ, “La libertad…” cit. 
nota 260, p. 165. 
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Muy poco tiempo después, en las sentencias contra Alemania Obst y 
Schüth,264 y una vez más muy influenciado por la orientación doctrinal de los 
órganos jurisdiccionales germanos, el Tribunal de Estrasburgo dejaría atrás este 
planteamiento inicial tendente a limitar la supervisión judicial de decisiones 
laborales eclesiásticas a un control de índole procedimental, para requerir de los 
órganos jurisdiccionales nacionales una supervisión más amplia que, de facto, 
incide sobre aspectos sustantivos de las mismas, cuestionando no sólo la 
actuación neutral del propio Tribunal sino también, por extensión, la de los 
Estados miembros.265 
Esta todavía reciente evolución jurisprudencial, ha permitido mostrar la 
existencia de una importante fisura en la formulación doctrinal del mandato de 
neutralidad que el Tribunal arrastra desde Manoussakis y Hasan y Chaush —que lo 
ha equiparado sistemáticamente con una genérica prohibición que impide a 
Estados y poderes públicos valorar la legitimidad de las creencias religiosas o la 
de sus formas de expresión—. Como veremos inmediatamente, la misma 
neutralidad que en Lombardi Vallauri permite a la Sala segunda de la Corte acoger 
la negativa de los órganos judiciales italianos de examinar los motivos religiosos 
de fondo en los que se fundamentó una decisión de empleo eclesiástico, será la 
que, apenas unos meses después, invoque la Sala quinta para justificar en Obst y 
Schüth la decisión de la jurisdicción social alemana de efectuar un control 
sustantivo de esos mismos motivos.266  
Carente en apariencia de un sustrato jurídico sólido, o al menos de una base 
teórica conocida y compartida por todos los magistrados que integran la Corte de 
Estrasburgo, la operatividad del mandato de neutralidad como límite de la 
actuación del Estado y como garantía de la libertad religiosa colectiva, se ha 
diluido en esta línea doctrinal hasta quedar reducido a poco más que a una mera 
                                                 
264 Vid. Supra nota 254. 
265 Vid. C. EVANS y A. HOOD, “Religious Autonomy…” cit. nota 153, pp. 94 y ss.; y M. GATTI, 
“Autonomy of Religious Organizations in the European Convention on Human Rights and in the 
European Union Law”, en Fundamental Rights in Europe and China. Regional Identities and 
Universalism (L. S. Rossi y G. Di Federico eds.), Editoriale Scientifica, Nápoles 2013, p.140. 
266 Lombardi Vallauri § 50; y Obst § 44. 
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fórmula estilística repetida de manera cuasi mecánica en las sentencias de las 
distintas Salas del Tribunal. Privado de auténtico sentido y contenido, y sujeto a 
las poco previsibles variaciones de una interpretación subjetiva de la Corte, el 
deber de neutralidad parece poder justificar una decisión y su opuesta, poniendo 
en entredicho la convicción expresada por algunos autores de que, en materia de 
neutralidad, la jurisprudencia de Estrasburgo ha logrado construir un sistema 
cohesivo y coherente.267  
Quizás uno de los aspectos más sorprendentes de esta drástica evolución 
jurisprudencial de la Corte en materia de empleo eclesiástico, que pone de 
manifiesto las a veces curiosas recepciones recíprocas que se producen entre los 
ordenamientos de los Estados miembros y el TEDH, es que el máximo órgano 
judicial del país que parece haber aportado a la Corte de Estrasburgo los 
argumentos jurídicos necesarios para desarrollar la doctrina de la ponderación de 
intereses en materia de empleo eclesiástico, ha blindado recientemente su 
jurisdicción frente a esta nueva jurisprudencia del Tribunal.  
La decisión del Tribunal Constitucional Federal alemán de 22 de octubre de 
2014 —analizada en un Capítulo anterior en este mismo trabajo—268 de cerrar su 
ordenamiento a la línea doctrinal desarrollada por el TEDH en Obst y Schüth y, con 
ello, a un método de indagación judicial que desde una debilitada aplicación del 
mandato de neutralidad se adentra en el terreno de la autonomía de las 
confesiones religiosas, no dejaría de resultar casi anecdótica si no plantease una 
duda de mayor calado que afecta de manera general a la jurisprudencia de la 
Corte: o bien la formulación clásica del principio de neutralidad, tal y como se 
mantiene en la actualidad, es insuficiente y está necesitada de una profunda 
revisión que permita incorporar a su contenido los matices introducidos en 
materia de empleo eclesiástico por el balancing approach; o bien es la 
interpretación que del mismo está haciendo el TEDH en los últimos tiempos la que 
precisa de una meditada reflexión.269 
                                                 
267 Cfr. S. LANGLAUDE DONÉ, “Religious Organizations…” cit. nota 161, pp. 2 y 3. 
268 Vid. supra Parte I Capítulo 2. 
269 Vid. C. EVANS y A. HOOD, “Religious Autonomy…” cit. nota 153, p. 105. 
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4.1 Los primeros pasos de la Corte: Rommelfanger c. Alemania y 
Lombardi Vallauri c. Italia 
Como he adelantado párrafos atrás, en apenas unos años la doctrina del 
Tribunal de Estrasburgo ha evolucionado hacia una concepción crecientemente 
restrictiva de la incidencia que la autonomía de las confesiones religiosas puede 
tener en los derechos fundamentales de empleados laicos sujetos 
contractualmente a deberes de lealtad.270 La Corte Europea ha pasado de limitar el 
control judicial de resoluciones eclesiásticas de despido a la verificación de la 
concurrencia de unas garantías procesales mínimas, a elevar a estándar decisorio 
la opción de la jurisdicción social alemana de llevar a cabo una ponderación de 
intereses que se extiende a la valoración sustantiva de los motivos religiosos en 
los que se fundamentan tales resoluciones.271  
Poniendo en cuestión su propia concepción del mandato de neutralidad, la 
actual tendencia del Tribunal parece encaminada a exigir a los Estados una cada 
vez mayor y más amplia indagación, desde criterios que suelen denominarse 
seculares (es decir, inspirados en los principios que rigen el derecho estatal o el de 
las organizaciones internacionales), acerca de cuestiones que hasta ahora habían 
sido consideradas patrimonio exclusivo de las confesiones en virtud de su 
independencia organizativa: por ejemplo, la calificación moral que corresponde a 
una determinada conducta, el grado de proximidad de un puesto de trabajo con la 
misión evangelizadora de una iglesia, o la repercusión que la actuación individual 
de un trabajador puede tener en la credibilidad de esta.272 La adecuación de la 
actuación de los Estados al Convenio, así como la mayor o menor deferencia a su 
margen de apreciación, se hace depender por tanto del acierto o desacierto con el 
                                                 
270 Vid. F. J. CALVO GALLEGO e I. R. FERIA BASILIO, “Poderes empresariales…” cit nota 255, p. 10; y E. 
LÓPEZ AHUMADA, “La libertad religiosa en las relaciones laborales conforme a la reciente 
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, en Anuario de Derecho Eclesiástico 
del Estado 30 (2014), pp. 499-559. 
271 Vid. C. EVANS y A. HOOD, “Religious Autonomy…” cit. nota 153, pp. 101-103. 
272 Cfr. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “La jurisprudencia…” cit. nota 188, pp. 208-210.  
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que sus jurisdicciones internas realicen —siempre a juicio de la Corte— este 
ejercicio de valoración de los derechos e intereses concurrentes.273  
El asunto Lombardi Vallauri c. Italia suele citarse como punto de partida de 
la jurisprudencia del Tribunal de Estrasburgo en materia de empleo eclesiástico, si 
bien considero que el germen de la actual deriva doctrinal de la Corte sobre esta 
materia, es posible identificarlo años atrás en la citada Rommelfanger c. la 
República Federal de Alemania.274 La vía apuntada por la Comisión en esta decisión 
para que los Estados pudiesen garantizar simultáneamente el derecho de los 
empleados eclesiásticos a no ser objeto de coacciones que lesionasen la esencia 
misma de sus libertades fundamentales, y la autonomía de las confesiones para 
establecer condiciones de empleo ajustadas a sus creencias, se transformará tras 
Obst y Schüth en una exigencia de valoración sustantiva de cuestiones religiosas 
que, sobrepasando los límites del mandato de neutralidad, incide de manera 
inmediata en asuntos cuya exclusiva definición compete a las iglesias.275  
En Rommelfanger, la Comisión declaró inadmisible una demanda interpuesta 
ante la Corte por un presunto incumplimiento de obligaciones positivas en 
relación con el derecho de libertad de expresión reconocido en el artículo 10 del 
Convenio.276 El demandante era un médico que había sido despedido del hospital 
católico donde trabajaba por haber difundido en diversos medios de 
                                                 
273 Obst § 43. 
274 Cfr. M. GATTI, “Autonomy…” cit. nota 265, pp. 135 y 136. 
275 Vid. C. EVANS y A. HOOD, “Religious Autonomy…” cit. nota 153, p. 102. 
276 Artículo 10 CEDH (Libertad de expresión): “1. Toda persona tiene derecho a la libertad de 
expresión. Este derecho comprende la libertad de opinión y la libertad de recibir o de comunicar 
informaciones o ideas sin que pueda haber injerencia de autoridades públicas y sin consideración 
de fronteras. El presente artículo no impide que los Estados sometan a las empresas de 
radiodifusión, de cinematografía o de televisión a un régimen de autorización previa. 2. El ejercicio 
de estas libertades, que entrañan deberes y responsabilidades, podrá ser sometido a ciertas 
formalidades, condiciones, restricciones o sanciones, previstas por la ley, que constituyan medidas 
necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad nacional, la integridad territorial o la 
seguridad pública, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de la 
moral, la protección de la reputación o de los derechos ajenos, para impedir la divulgación de 
informaciones confidenciales o para garantizar la autoridad y la imparcialidad del poder judicial.” 
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comunicación, opiniones personales acerca del aborto contrarias a la postura 
oficial de la Iglesia Católica.277  
Si bien la Comisión declaró compatible con el Convenio la libre aceptación 
por parte de trabajadores eclesiásticos de deberes contractuales de lealtad que 
limitasen sus derechos fundamentales, la decisión de inadmisibilidad aplaudió no 
obstante la exigencia del Tribunal Constitucional Federal alemán de requerir que 
las resoluciones de despido por incumplimiento de dichos deberes, fuesen objeto 
de una ponderación judicial que permitiese verificar que las iglesias no imponían 
a sus empleados obligaciones de fidelidad inaceptables o que limitasen de manera 
irrazonable sus libertades básicas.278 Sin mayor reflexión, en esta decisión de 
inadmisibilidad la Comisión elevó a la condición de estándar general de validación 
de la observancia de las obligaciones positivas que para los Estados resultan del 
artículo 10 del Convenio, la opción de las autoridades alemanas de exigir un 
equilibrio razonable entre, de un lado, las restricciones impuestas a la libertad de 
expresión de los trabajadores de confesiones religiosas y, de otro, la naturaleza del 
empleo y la importancia que el concreto incumplimiento de una obligación de 
lealtad tiene para el empleador eclesiástico.279  
Veinte años más tarde, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos conocería 
en el asunto Lombardi Vallauri del recurso de un profesor de la Universidad 
Católica del Sagrado Corazón de Milán que llevaba más de dos décadas 
impartiendo de forma ininterrumpida la asignatura de filosofía del derecho 
mediante un sistema de renovación contractual anual.280  
En 1998, la Congregación para la Educación Católica de la Santa Sede remitió 
una carta al Rector de la Universidad poniendo de manifiesto que algunos 
                                                 
277 Rommelfanger c. Alemania (vid. supra nota 262). Cfr. L. RUANO ESPINA, “Despido del 
trabajador…” cit. nota 198, pp. 164 y 165; y F. J. CALVO GALLEGO e I. R. FERIA BASILIO, “Poderes 
empresariales…” cit. nota 255, pp. 6 y 7.  
278 Rommelfanger pp. 8 y 9. 
279 Ibid., p. 9. 
280 Lombardi Vallauri c. Italia (vid. supra nota 263). Vid. G. MORENO BOTELLA, Organizaciones 
religiosas y deber de lealtad. El TEDH ante las relaciones laborales de contenido ideológico y el 
derecho a la autonomía e identidad de las iglesias, Editorial Académica Española-Lambert Academic 
Publishing, Saarbrücken 2012, pp. 45-69. 
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planteamientos del Sr. Lombardi “se oponían claramente a la doctrina católica” y 
que por “respeto a la verdad, por el bien de los estudiantes y de la Universidad” 
debía dejar de enseñar en la misma.281 La desaprobación expresada por la Santa 
Sede hizo que el Consejo de Facultad no pudiese considerar apta la candidatura 
del recurrente para acceder de nuevo a la plaza que había ocupado hasta entonces. 
El profesor no tuvo ocasión de defenderse o de explicarse, ya que en ningún 
momento fue informado de cuáles eran las opiniones presuntamente heterodoxas 
que se le atribuían, cómo se reflejaban en su actividad docente o en qué medida 
afectaban al legítimo interés de la Universidad de proporcionar a sus alumnos una 
enseñanza acorde con la doctrina católica.  
El Sr. Lombardi recurrió sin éxito a la jurisdicción administrativa italiana 
para instar la nulidad tanto de la decisión por la que el Consejo de Facultad había 
rechazado su candidatura, como del acto de la autoridad eclesiástica que había 
denegado el consentimiento para su nombramiento, alegando que ambos 
vulneraban sus derechos fundamentales de igualdad, libertad de enseñanza y 
libertad religiosa. Los tribunales nacionales se declararon en las sucesivas 
instancias incompetentes para conocer de las pretensiones del actor. El Consejo de 
Estado afirmó que “ninguna autoridad de la República puede juzgar las 
evaluaciones de una autoridad eclesi|stica” y que la Universidad se había limitado 
a ser consecuente con la no aprobación por la Santa Sede de la candidatura del 
recurrente.282  
Al igual que en Rommelfanger, la Sala segunda del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos analizó el caso en primer lugar a la luz del derecho de libertad 
de expresión para, al contrario que la Comisión en 1989, apreciar finalmente en la 
                                                 
281 Como recuerda Ruano Espina, “el artículo 10, 3 del Acuerdo de Villa Madama entre la Santa 
Sede y la República italiana, de 18 de febrero de 1984, dispone que los nombramientos de los 
profesores de la Universidad Católica del Sagrado Corazón están subordinadas a la aprobación, en 
el aspecto religioso, de la autoridad eclesi|stica competente”. Cfr. L. RUANO ESPINA, “Despido del 
trabajador…” cit. nota 198, pp. 166 y 167 nota a pie 56. 
282 Lombardi Vallauri §§ 4-18. 
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actuación de la judicatura italiana una injerencia en el artículo 10 del Convenio 
cuya necesidad no podía ser justificada en una sociedad democrática.283  
La sentencia sopesó los intereses jurídicos en conflicto (de un lado, el 
derecho del recurrente a la libertad de expresión en el marco de la docencia 
universitaria, y de otro, la legítima expectativa de la Universidad de poder 
proporcionar una enseñanza conforme con la doctrina católica),284 acudiendo para 
ello a una evaluación de la eficacia del control jurisdiccional efectuado por los 
órganos judiciales italianos. Sin mencionar en ningún momento expresamente el 
mandato de neutralidad, pero sí recordando que “la apreciación de los Estados de 
la legitimidad de las convicciones religiosas o de las modalidades de expresión de 
dichas convicciones debe en principio ser excluida”, la sentencia acogió sin 
reservas el criterio nacional de no realizar un análisis sustantivo de los motivos 
religiosos en el origen de las decisiones impugnadas por el Sr. Lombardi.285  
Sin embargo, el TEDH sí halló cuestionable el hecho de que los tribunales 
italianos se hubiesen negado a examinar si en el procedimiento que había tenido 
como resultado la no renovación del contrato del profesor recurrente, las 
autoridades eclesiásticas y universitarias habían observado unos mínimos 
procesales que asegurasen al actor al menos una cierta posibilidad de defensa 
contradictoria.286 Siguiendo el mismo razonamiento, la Sala segunda apreció en la 
negativa de la jurisdicción italiana de examinar la dimensión procedimental de las 
pretensiones del actor, una violación del derecho a un proceso equitativo 
contemplado en el artículo 6.1 del Convenio.287  
                                                 
283 Ibid., § 56. 
284 Ibid., § 44.  
285 Ibid., § 50. Cfr.  
286 Ibid., §§ 46-55. Vid. L. RUANO ESPINA, “Despido del trabajador…” cit. nota 198, pp. 167-169. No 
deja de resultar sorprendente la interpretación del TEDH de que el artículo 10 CEDH, y no sólo el 
artículo 6 CEDH, lleva implícita una garantía procesal referida a un supuesto principio 
contradictorio. Cfr. I. LEIGH, “Balancing…” cit. nota 199, p. 120. 
287 Lombardi Vallauri §§ 71 y 72. En esta misma línea se enmarca la también sentencia 
Pellegrini (vid. supra nota 207), relativa al reconocimiento de efectos civiles en Italia de una 
sentencia canónica declarativa de la nulidad de un matrimonio siguiendo el llamado proceso 
documental, que implica una notable abreviación de los trámites del proceso ordinario. Vid. I. 
LEIGH, “Balancing…” cit. nota 199, pp. 118 y 119. 
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Avalando el rechazo de los tribunales italianos a valorar en cuanto al fondo 
los motivos religiosos subyacentes en una decisión laboral eclesiástica, siempre y 
cuando constase la concurrencia en el procedimiento de adopción de la misma de 
unas garantías procesales básicas, la decisión Lombardi Vallauri parecía abrir una 
línea jurisprudencial que, respetando el margen de apreciación de los Estados y 
sin dejar de ser altamente tuitiva de los derechos de libertad religiosa y de 
autonomía de las iglesias, buscaba a la vez evitar tanto la absoluta inmunidad de 
los grupos religiosos como la completa desprotección de los derechos 
fundamentales de sus trabajadores.288  
Al igual que habían hecho algunas jurisdicciones nacionales con la 
disociación un tanto artificiosa entre las dimensiones espiritual y económico-
patrimonial de las resoluciones eclesiales en materia de estatus de los ministros 
de culto, con la diferenciación de las facetas procedimental y sustantiva de 
resoluciones en conflictos relacionados con el empleo eclesiástico, la Corte parecía 
querer avanzar en una interpretación del Convenio que permitiese salvaguardar la 
autonomía de las confesiones religiosas, y el propio mandato de neutralidad 
inherente al artículo 9 CEDH, sin negar con ello toda efectividad a los derechos 
fundamentales de los empleados de iglesias o entidades religiosas.289 
4.2 La introducción del criterio de la ponderación de intereses: Obst y 
Schüth c. Alemania 
Apenas unos meses después de la sentencia del caso contra Italia, en el 
mencionado dúo de decisiones contra Alemania —Obst y Schüth—290, el Tribunal 
                                                 
288 Cfr. C. EVANS y A. HOOD, “Religious Autonomy…” cit. nota 153, pp. 96 y 97; y F. J. CALVO 
GALLEGO e I. R. FERIA BASILIO, “Poderes empresariales…” cit. nota 255. Así, en Lombardi Vallauri § 55 
señala el TEDH en relación con el artículo 10 que “el peso reconocido a la Universidad consistente 
en ofrecer una enseñanza inspirada en la doctrina católica no puede llegar al punto de afectar la 
sustancia misma de las garantías procesales de las que debería beneficiarse el recurrente en virtud 
del artículo 10 del Convenio.” Respecto del artículo 6.1 insiste la sentencia en que la limitación del 
derecho de recurrente a acceder efectivamente a un tribunal “est| permitida por el artículo 6 del 
Convenio siempre y cuando tienda a un fin legítimo y sea proporcionada. 
289 Aunque ya en su voto particular a esta sentencia el magistrado Cabral Barreto puso de 
manifiesto algunas de las dificultades de este tipo de control de procedimientos o decisiones 
eclesiásticas (Lombardi Vallauri voto disidente). Vid. también en este sentido C. EVANS y A. HOOD, 
“Religious Autonomy…” cit. nota 153, p. 100. 
290 Vid. G. MORENO BOTELLA, “Los difusos límites…” cit. nota 256, pp. 1-31. De la misma autora, 
Organizaciones religiosas… cit. nota 280, pp. 31ss.; y “La vida privada como parte de la relación 
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se distanciaría sin embargo de su opción inicial de limitar la revisión de decisiones 
eclesiales de despido de trabajadores laicos a un mero control procedimental.291 
Los casos Obst y Schüth siguen un patrón común en el que el empleado de 
una institución religiosa es despedido por no ajustar su vida personal a los 
postulados doctrinales de su confesión, incumpliendo con ello las obligaciones de 
lealtad a las que se había comprometido contractualmente.292  
El Sr. Obst ocupaba un alto cargo en la estructura europea de la Iglesia de 
Jesucristo de Los Santos de los Últimos Días (Iglesia Mormona), y había sido 
despedido tras confesar él mismo a sus superiores que había violado su deber de 
fidelidad conyugal. El Sr. Schüth, perdió su empleo como organista y director de 
coro en una parroquia católica de Essen tras tener conocimiento su iglesia de que, 
después de separarse de su esposa, había iniciado una convivencia 
extramatrimonial con una nueva pareja, con la que había tenido un hijo.293 En 
ambos casos, las iglesias justificaron los deberes de lealtad impuestos a sus 
trabajadores en la especial relación que existía entre las labores que realizaban y 
la misión evangelizadora de la confesión. Por su parte, los dos recurrentes 
cuestionaron la procedencia de sus despidos a partir del doble argumento de que 
la autonomía de los grupos religiosos no puede afectar a la vida privada de sus 
                                                                                                                                              
laboral de los trabajadores de organizaciones religiosas”, en Cuestiones de derecho eclesiástico del 
Estado. In memoriam Álex Seglers (J. Rossell Granados y R. García García eds.), Rasche, Madrid 
2012, pp. 381-420; L. RUANO ESPINA, “Despido del trabajador…” cit. nota 198, pp. 156-164; C. 
STARCK, “Nuevo desarrollo de las relaciones entre el Estado y la Iglesia en el Derecho alem|n”, en 
RGDCDEE 23 (2010), pp. 1 y ss.; S. CAÑAMARES ARRIBAS, “Entidades religiosas…” cit. nota 259, pp. 
196 y 197. Del mismo autor, “Autonomía de las confesiones religiosas y discriminación laboral”, en 
Revista española de derecho del trabajo 155 (2012), pp. 37-70; y “Churches, Religious Autonomy 
and Employment Law in Spain, the European Court of Human Rights, and the United States”, en 
Journal of Church and State 57 (2015), pp. 658-653; F. CRANMER, “Employment Rights…” cit. nota 
260, pp. 208-215; y C. EVANS y A. HOOD, “Religious Autonomy…” cit. nota 153, pp. 94 ss. 
291 C. EVANS y A. HOOD, “Religious Autonomy…” cit. nota 153, p. 101. En Schüth § 69: “en efecto si 
bien es cierto que, de acuerdo con el Convenio, un empleador cuya ética está basada en una 
religión o en una creencia filosófica puede ciertamente imponer deberes de lealtad específicos a 
sus empleados, una decisión de despido basada en un incumplimiento de una tal obligación no 
puede ser sometida, a partir del derecho de autonomía del empleador, solo a una revisión judicial 
limitada por parte del juez nacional de lo social competente, sin que sea tomadas en cuenta las 
características el puesto de trabajo del interesado, y sin que se proceda a una ponderación efectiva 
de los intereses en juego atendiendo al principio de proporcionalidad”. Sin cursiva en el original. 
Vid. también Obst §§ 45 y 49; y Siebenhaar (ap. nº 18136/02), de 3 de febrero de 2011 § 45. 
292 Vid. L. RUANO ESPINA, “Despido del trabajador…” cit. nota 198, p. 157. 
293 Vid. G. MORENO BOTELLA, Organizaciones religiosas… cit. nota 280, p. 3; y L. RUANO ESPINA, 
“Despido del trabajador…” cit. nota 198, pp. 156 ss. 
324 
 
asalariados más allá del ámbito estrictamente laboral; y que, en cualquier caso, el 
simple hecho de que un trabajador no observe al pie de la letra ciertas 
prescripciones morales de su empleadora no afecta necesariamente de forma 
negativa a la credibilidad de esta.294  
Los dos recursos ante el Tribunal de Estrasburgo se plantearon por la vía del 
incumplimiento de obligaciones positivas derivadas del artículo 8 del Convenio,295 
por lo que la cuestión principal que se sometió a la consideración de la Corte fue si 
las autoridades públicas alemanas tenían obligación de garantizar a los 
recurrentes el derecho al respeto de su vida privada y familiar frente a los 
despidos ordenados por las dos iglesias que los habían contratado.296 Para dar 
respuesta a esta pregunta, la Corte examinó, al igual que hizo en Lombardi 
Vallauri, la ponderación llevada a cabo por los órganos jurisdiccionales germanos 
entre las pretensiones de los recurrentes y los derechos de las confesiones 
Mormona y Católica derivados de los artículos 9 y 11 del Convenio.297 Finalmente, 
el TEDH fallaría en contra del Sr. Obst y a favor del Sr. Schüth. 
La reflexión jurídica de la Sala quinta del Tribunal se apoyó de forma 
especialmente acusada en las decisiones dictadas en los dos procedimientos de 
origen por el Tribunal Federal del Trabajo alemán (Bundesarbeitsgericht), 
tomando como punto de partida la afirmación de este de que “si bien la aplicación 
del derecho laboral estatal no tiene por efecto sustraer las relaciones de trabajo 
del ámbito de los asuntos propios de las iglesias, el juez de lo social no está 
vinculado por los principios fundamentales de las normas religiosas de 
empleadores eclesiásticos salvo a condición de que estas repliquen las 
establecidas por las iglesias matrices y no entren en conflicto con los principios 
                                                 
294 Obst § 31; y Schüth § 46. El Sr. Schüth sostenía además que, no siendo ni funcionario eclesial 
ni clérigo, sino un simple colaborador del servicio litúrgico sin ninguna responsabilidad pastoral, 
no podía ser sometido a obligaciones cualificadas de lealtad como las que se habían hecho valer en 
su despido (§ 47). 
295 Vid. J. F. KANDJI-KOMBE, Positive obligations under the European Convention on Human Rights, 
Human Rights Handbooks, nº 7, Consejo de Europa 2007; y F. TULKENS, “La Cour …” cit. nota 29, p. 
425. 
296 Artículo 8 CEDH. 
297 Obst § 43; y Schüth § 57. 
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fundamentales del ordenamiento jurídico.”298 Dos son por tanto los requisitos que, 
según el Bundesarbeitsgericht, tienen que concurrir en los deberes de lealtad 
exigidos a los empleados laicos de las confesiones religiosas para que los 
tribunales germanos queden vinculados por ellos en el marco de un 
procedimiento por despido. En primer lugar, es preciso que su motivación sea 
verdaderamente religiosa— de ahí el requisito de que coincidan con las normas de 
las iglesias matrices—. En segundo lugar, no pueden contradecir los principios 
fundamentales del ordenamiento alemán.  
No es difícil hallar en este planteamiento del Bundesarbeitsgericht un claro 
eco de la doctrina del Tribunal Constitucional Federal recogida por la Comisión en 
Rommelfanger: en materia de empleo eclesiástico es necesario verificar que los 
grupos religiosos no sujetan a sus asalariados a obligaciones de lealtad 
inaceptables.299 También es evidente su paralelismo inicial con la jurisprudencia 
que, en relación con decisiones eclesiásticas que afectan al estatus de los ministros 
de culto, desarrollaría años después el Tribunal Federal alemán en el caso Müller, 
que exigirá de los tribunales estatales una confirmación de la compatibilidad de 
este tipo de resoluciones con los principios fundamentales del orden jurídico 
germano.  
Pero si el Bundesgerichtshof sostendrá en Müller que los órganos 
jurisdiccionales sólo pueden realizar un control limitado de las resoluciones 
litigiosas que deje a salvo cualquier valoración sustantiva de los motivos religiosos 
que las fundamentan, será precisamente a través de una revisión amplia de esos 
mismos motivos religiosos como el Bundesarbeitsgericht planteará el análisis de 
conformidad de las decisiones eclesiales de despido por incumplimiento de 
deberes de lealtad, con los principios fundamentales del ordenamiento jurídico 
alemán. Como he hecho notar anteriormente, no deja de resultar sorprendente 
que el TEDH haya prestado su conformidad, en tan poco tiempo, a dos 
planteamientos tan dispares, y que, en ambos casos, lo haya hecho reconociendo 
su compatibilidad con el principio de neutralidad. 
                                                 
298 Obst § 46; y Schüth § 60. 
299 Obst §§ 49 y 50. 
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Tanto en Obst como en Schüth el Bundesarbeitsgericht buscará confirmar la 
compatibilidad con el ordenamiento constitucional germano de los dos principales 
argumentos esgrimidos por las iglesias empleadoras para justificar los despidos. 
De un lado, la posibilidad de sujetar a trabajadores eclesiásticos a un deber 
contractual de fidelidad conyugal. De otro, su necesidad para preservar la 
credibilidad de la confesión religiosa a la vista de la naturaleza de la actividad 
desarrollada por los empleados infractores. En ambos casos, el Tribunal Federal 
del Trabajo se toparía con la dificultad de llevar a término su planteamiento 
teórico, sustituyendo el anunciado análisis de conformidad con los principios 
fundamentales del ordenamiento germano por una primera reflexión más cercana 
a la sociología que al Derecho para, posteriormente, realizar un juicio de 
legitimidad que busca hallar la razonabilidad secular de los criterios religiosos 
definidos por las iglesias para garantizar la adecuada realización de una 
prestación laboral en su seno.300 
Mediante la sucinta afirmación de que “el matrimonio tiene una importancia 
preeminente también en otras religiones y en la Ley fundamental”,301 el Tribunal 
Federal del Trabajo validaría en primer lugar la adecuación de las doctrinas 
mormona y católica sobre el matrimonio y el adulterio con el orden constitucional 
alemán. Obviando un verdadero análisis de fondo, el Bundesarbeitsgericht parece 
asumir como criterio de valoración una simple constatación fáctica de la que 
podría llegar a inferirse que aspectos netamente religiosos, pero socialmente 
reconocibles y aceptados en el plano secular, pasan de forma cuasi automática a 
ser admisibles y operativos para el Derecho y viceversa.  
Este juicio acerca de la razonabilidad secular de un dogma religioso y de la 
calificación moral que una confesión atribuye a una conducta, será también la vía 
escogida por el Bundesarbeitsgericht para abordar el análisis de la necesidad del 
despido alegada por las iglesias. Comprometiendo la neutralidad de su 
razonamiento, la Corte alemana no se limita a analizar si son compatibles con los 
principios fundamentales del ordenamiento los criterios religiosos definidos por 
                                                 
300 Cfr. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “El derecho de los profesores de religión católica al respeto de 
su vida privada y familiar”, en RGDCDEE 33 (2013), pp. 13 y 14. 
301 Obst § 47; y Schüth § 62. 
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las confesiones empleadoras en cuanto al grado de cercanía de una determinada 
actividad laboral con su misión evangelizadora, a los requisitos de idoneidad que 
deben concurrir en aquellos trabajadores que pretendan desempeñar dichas 
actividades o a cómo se reflejan determinadas conductas personales de estos en la 
credibilidad de las iglesias que los emplean; más allá de ello, se inclina por indagar 
si tales criterios responden a una lógica no religiosa.302  
En definitiva, la máxima corte alemana de lo social transforma un pretendido 
control de validez de una motivación religiosa, en un control de su razonabilidad 
secular, a través de la valoración sustantiva y de fondo de aspectos cuya 
determinación compete en exclusiva a las confesiones religiosas.303 No puedo 
menos que coincidir con Ruano Espina en su crítica dirigida al Tribunal de 
Estrasburgo, que puede hacerse extensiva a la jurisdicción social alemana,304 
cuando indica cu|n llamativo resulta que un tribunal civil se erija “en competente 
para valorar la trascendencia que para la propia confesión religiosa reviste un 
comportamiento contrario a la doctrina de la Iglesia por parte del trabajador […] 
en relación con la función que tenía encomendada […], cuando en virtud de la 
autonomía de las confesiones religiosas sólo a estas compete realizar dicha 
valoración, decidir qué actividades son más próximas a su misión apostólica y a su 
actividad litúrgica, qué personas son las más aptas para desarrollarla, y definir las 
obligaciones de lealtad que sus empleados deben respetar con el objetivo de 
salvaguardar la credibilidad de la propia confesión.”305  
Resulta difícil entender que la Sala quinta del TEDH no apreciase en el 
razonamiento del Bundesarbeitsgericht una contradicción con la hasta entonces 
                                                 
302 Este juicio de razonabilidad es especialmente apreciable en el caso Schüth, donde el 
Bundesarbeitsgericht finalmente justificaría la necesidad del despido del recurrente en el hecho de 
que en efecto, tal y como había sostenido la Iglesia, sus funciones en tanto que organista y jefe de 
coro eran “tan cercanas a la misión evangelizadora de la Iglesia Católica que la parroquia no podía 
continuar empleando al músico sin perder toda credibilidad y que no era en absoluto concebible, 
de cara al público exterior que él y el p|rroco pudiesen seguir celebrando la liturgia juntos.” 
(Schüth § 66). 
303 Vid. G. MORENO BOTELLA, Organizaciones religiosas… cit. nota 280, p. 29. 
304 Cfr. M. KIVIORG, “Religious Autonomy…” cit. nota 132, p. 139. 
305 Cfr. L. RUANO ESPINA, “Despido del trabajador…” cit. nota 198, pp. 162 y 163. Vid. también G. 
MORENO BOTELLA, “Los difusos límites…” cit. nota 256, pp. 28 y 29; e I. LEIGH, “Balancing…” cit. nota 
199, p. 122. 
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aparentemente asentada doctrina de la Corte en relación con el derecho de 
autonomía de las iglesias y con un principio de neutralidad que desde sus orígenes 
se había identificado como una obligación que impide a los poderes públicos 
valorar desde parámetros seculares la legitimidad de las creencias religiosas o de 
sus formas de expresión. Y más sorprendente resulta constatar cómo, sin alterar 
en una sola palabra la formulación del mandato de neutralidad heredada de 
Manoussakis y Hasan y Chaush, el Tribunal no vacila en asumir como propia la —a 
su juicio— “ponderación circunstanciada y profunda de los intereses en juego” 
llevada a cabo por la jurisdicción social alemana, acudiendo a ella para rebatir el 
fallo del Bundesarbeitsgericht en Schüth y elevándola, a partir de la posterior 
sentencia Siebenhaar c. Alemania, a la categoría de principio general de actuación, 
tanto para los Estados miembros del Consejo de Europa como para él mismo, en 
casos de conflicto entre la autonomía de las confesiones religiosas y los derechos 
fundamentales de sus asalariados.306  
En efecto, en Obst, la Sala quinta de la Corte se mostró satisfecha con la 
decisión alcanzada por las autoridades judiciales alemanas de no cuestionar el 
despido del recurrente, al no hallar irrazonable la conclusión de que este “no 
había sido sometido a obligaciones [de lealtad] inaceptables”.307 En cambio, en 
Schüth no considerará suficientemente circunstanciado el análisis llevado a cabo 
                                                 
306 Siebenhaar § 45 (vid. supra nota 291). En un nuevo caso de empleo eclesiástico y falta de 
cumplimiento de deberes de lealtad resuelto también por la Sala quinta del TEDH, la Corte se 
enfrentó al recurso de una profesora de un jardín de infancia de la iglesia protestante que había 
sido despedida de su empleo tras haberse conocido que estaba muy involucrada con un 
movimiento religioso denominado la Iglesia Universal, con la que había adquirido un compromiso 
de obediencia inquebrantable. Planteada también desde el incumplimiento de obligaciones 
positivas del Estado, esta vez en relación con el derecho de libertad religiosa de la actora derivados 
del artículo 9 del CEDH, el Tribunal, al igual que en Obst, consideró suficiente el análisis de 
proporcionalidad llevado a cabo por los órganos jurisdiccionales germanos. Vid. S. CAÑAMARES 
ARRIBAS, “Entidades religiosas…” cit. nota 259, p. 197; G. MORENO BOTELLA, “Autonomía de las 
religiones y relaciones laborales ligadas a una ética o religión en la reciente jurisprudencia del 
TEDH”, en Derecho y Religión 9 (2014), pp. 237 y 238; I. CANO RUIZ, “La relevancia…” cit. nota 143, 
pp. 247-252; y S. OUALD CHAIB, “Freedom of religion in conflict: Siebenhaar v. Germany”, en 
Strasbourg Observers (2011), disponible en 
https://strasbourgobservers.com/2011/03/04/freedom-of-religion-in-conflict-siebenhaar-v-
germany/.  
Posteriormente en Sindicatul “Păstorul cel bun” (ap. nº 2330/09), de 31 de enero de 2012 Sala 
tercera § 80; y Fernández Martínez (ap. nº 56030/07), de 15 de mayo de 2012 Sala Tercera § 79. 
Cfr. G. MORENO BOTELLA, “Los difusos límites…” cit. nota 256, pp. 28 y 29; Cfr. M. KIVIORG, “Religious 
Autonomy…” nota 132, p. 139; e I. LEIGH, “Balancing…” cit. nota 199, pp. 120-122.  
307 Obst §§ 49 y 50. 
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por el Bundesarbeitsgericht de los derechos e intereses concurrentes, en particular 
en cuanto a la pretendida proximidad de la actividad del recurrente con la misión 
evangelizadora de la Iglesia Católica.308 Es en este punto donde la sentencia 
recupera el lenguaje de Rommelfanger —aun sin citarlo ni referenciarlo— al 
afirmar: “en efecto, si, en virtud del Convenio, los empleadores con una ética 
basada en la religión o una creencia filosófica pueden sin duda imponer a sus 
empleados obligaciones específicas de lealtad, un despido basado en un 
incumplimiento de una de estas obligaciones no puede ser sometido, en nombre 
del derecho de autonomía del empleador, sólo a una revisión judicial limitada, 
llevada a cabo por el juez estatal de lo social competente, sin tener en cuenta la 
naturaleza del puesto del interesado y sin haber llevado a cabo una ponderación 
efectiva de los intereses en juego a la luz del principio de proporcionalidad.”309  
No conforme con el análisis realizado por el Bundesarbeitsgericht, la 
sentencia del TEDH no se contentará con reprochar a las autoridades alemanas el 
incumplimiento de obligaciones positivas al haber acogido como argumento 
determinante de su fallo la perspectiva de la Iglesia Católica evitando considerar 
en toda su extensión las repercusiones que el despido tenía en el derecho a la vida 
privada y familiar del recurrente,310 sino que realizará su propio control de la 
pertinencia de la exigencia de fidelidad conyugal a un organista y director de coro 
contratado por la Iglesia Católica.311 
                                                 
308 Schüth § 69. Vid. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Universalidad, diversidad y neutralidad en la 
protección de la libertad religiosa por la jurisprudencia de Estrasburgo”, en Religión, Matrimonio… 
cit. nota 293, p. 285. 
309 Ibid., § 69. 
310 Schüth §§ 67-69. 
311 El Tribunal reconoce que, a la firma de su contrato de trabajo, el actor aceptó un deber de 
lealtad respecto de la Iglesia Católica que limitaba hasta cierto punto su derecho al respeto de su 
vida privada y familiar. Sin embargo, a juicio de la Sala quinta, esta aceptación contractual no 
puede ser interpretada como un compromiso personal inequívoco de vivir una vida de abstinencia 
en el caso en que se separase o divorciase de su esposa. Una interpretación de este tipo afectaría 
“al mismo núcleo del derecho al respeto de la vida privada y familiar de la persona afectada, 
particularmente si, tal y como hallaron los jueces de lo social, el trabajador no estaba sometido a 
deberes cualificados de lealtad.” (Schüth § 71). La sentencia también valoró el hecho de que, al 
contrario de los hechos que motivaron la decisión Rommelfanger, el actor no había en ningún 
momento hecho trascender públicamente su situación convivencial ni se había tampoco 
manifestado en contra de la doctrina católica. Simplemente se había limitado a no poder cumplirla 
en la práctica (Schüth § 72). Por último, la Corte reprocharía a la jurisdicción alemana el no haber 
tenido en cuenta las limitadas posibilidades de empleo futuro de las que disponía el empleado 
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El diferente fallo de las sentencias Obst y Schüth permite apreciar cómo el 
Tribunal avanza, pese a su propia doctrina del margen de apreciación, en una 
comprensión de sí mismo y de su actividad muy cercana a la que correspondería a 
una última instancia jurisdiccional estatal.312 Si, según entendía el Tribunal en 
Obst, los tribunales nacionales realizan una ponderación adecuada de las 
circunstancias e intereses concurrentes en el despido del trabajador de una 
confesión religiosa por incumplimiento de deberes de lealtad, no hay 
inconveniente en deferir de manera amplia la decisión final acerca de la 
procedencia o improcedencia del despido al margen de apreciación de los Estados. 
Si, al contrario, como sucedía en Schüth, el Tribunal no considera razonable la 
revisión efectuada por los órganos jurisdiccionales nacionales, el TEDH no parece 
tener reparo en sustituir con su mejor criterio no solo la ponderación de derechos 
realizada por los órganos judiciales nacionales, sino además la opinión de una 
confesión religiosa en cuanto al grado de lealtad que puede exigir a sus 
empleados.313  
Veamos en qué se traduce en la práctica esa valoración sustantiva desde 
criterios seculares de los motivos religiosos en los que se funda una decisión de 
empleo eclesiástico. 
                                                                                                                                              
despedido en virtud de su cualificación profesional y del ámbito en el que hasta la fecha había 
desarrollado su vida laboral (Schüth § 73). Vid. G. MORENO BOTELLA, Organizaciones religiosas… cit. 
nota 280, pp. 26 y 27. 
312 Ausente en Obst, en Schüth la Sala quinta parece querer excusar de antemano su decisión al 
recordar cómo es en primera instancia al juez nacional a quien incumbe interpretar y aplicar el 
derecho interno. Aunque no es su misión sustituir a las jurisdicciones internas, continúa afirmando 
la sentencia, sí corresponde no obstante a la Corte verificar la compatibilidad con el Convenio de 
los efectos de las conclusiones del juez nacional (Schüth § 65). Cfr. F. J. CALVO GALLEGO e I. R. FERIA 
BASILIO, “Poderes empresariales…” cit. nota 255, p. 3. 
313 Como señala Moreno Botella, “en cuanto a la afirmación [del TEDH] según la cual, los 
tribunales alemanes han puesto en juego el conflicto entre el derecho de la Iglesia y el derecho al 
trabajo y no entre el derecho de la Iglesia y el derecho a la vida privada y familiar del trabajador, 
nos parece un argumento artificioso, pues precisamente lo que se discute en este supuesto al igual 
que en todos los casos de organizaciones de tendencia es precisamente sí la vida privada o las 
cualidades personales del trabajador pueden formar parte del contenido del contrato, y es que, a 
nuestro juicio, el TEDH no ha tenido en cuenta la importancia que para la Iglesia Católica tiene el 
matrimonio, cuyo carácter indisoluble, perpetuo y exclusivo forma parte fundamental de las 
prescripciones de la religión católica.” Cfr. G. MORENO BOTELLA, Organizaciones religiosas… cit. nota 
280, p 29. En la misma obra, vid. también pp. 39-41. 
331 
 
Tanto en Obst como en Schüth los demandantes eran empleados de 
confesiones religiosas que voluntariamente habían aceptado cláusulas 
contractuales que los sujetaban a deberes de lealtad cualificados frente a sus 
empleadores y que —ambos eran conscientes de ello— se extendían a aspectos 
morales de su vida privada y familiar más allá del estricto ámbito profesional. Los 
dos demandantes cometieron adulterio desde la perspectiva de la doctrina y 
normativa de sus respectivas iglesias: una conducta inmoral de especial gravedad 
tanto para la Iglesia Mormona como para la Católica. En los dos casos las Iglesias 
justificaron la sujeción de los trabajadores a deberes de fidelidad en la especial 
relación que existía entre las labores que realizaban y la misión evangelizadora de 
la confesión. Y sin embargo, pese a esta esencial similitud en los casos, la 
conclusión a la que llegó la Corte en uno y otro fue opuesta.314  
En última instancia la probable razón de esta diferencia de fallo era el hecho 
de que el Sr. Obst ocupaba en la Iglesia Mormona un puesto de especial 
responsabilidad a nivel europeo, mientras que el Sr. Schüth era sólo el organista y 
director del coro de una parroquia católica alemana.315 Al Tribunal no parece 
resultarle razonable que se les trate igual porque, pese a la atribución por parte de 
ambas Iglesias de una importante significación pastoral a ambos puestos de 
trabajo, a su juicio la imposición moral de no cometer adulterio se le puede exigir 
a un director de relaciones públicas en mayor grado que a un músico que 
interviene en la liturgia eclesiástica, sea cual sea la opinión que al respecto tenga 
la confesión religiosa en una cuestión que sólo a ella le compete decidir.  
Como apunta Cranmer, el pretendido juicio de validez enmascara en realidad 
un juicio secular de legitimidad: “en ambos casos el Tribunal afirmó que la opinión 
de las organizaciones empleadoras sobre el matrimonio y la fidelidad conyugal no 
contradecían los principios básicos del ordenamiento jurídico. Sin embargo, este 
hecho no fue en sí mismo determinante y si el adulterio constituye o no motivo 
suficiente para un despido parece depender por completo de las circunstancias 
del caso. En la mente de los jueces de Estrasburgo la respuesta a la pregunta de si 
                                                 
314 Vid. G. MORENO BOTELLA, Organizaciones religiosas… cit. nota 280, pp. 21 y 22; y J. CALDERWOOD 
NORTON, Freedom of Religious Organizations, Oxford University Press, Oxford 2016, pp. 82 y 83. 
315 G. MORENO BOTELLA, Organizaciones religiosas… cit. nota 280, pp. 38-42. 
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una relación adúltera es compatible con poder seguir trabajando en una 
organización regida por un ideario religioso parece depender directamente del 
grado de exposición pública del empleado, no de la opinión que al respecto tenga 
la iglesia.”316 
4.3 ¿Control de validez o control de razonabilidad de las decisiones 
eclesiásticas? 
 Desde la decisión Rommelfanger, el Tribunal ha tratado de encontrar, a 
través de sucesivas sentencias, los mecanismos apropiados que permitan 
minimizar el impacto que la autonomía de las entidades religiosas puede llegar a 
tener en las libertades fundamentales de individuos profesionalmente vinculados 
con ellas fuera del marco de una relación sacerdotal o ministerial.317 No cabe duda 
de que la Corte Europea ha actuado movida en todo momento por un legítimo 
interés en proteger y garantizar en el ámbito del Consejo de Europa los derechos 
de trabajadores laicos de las iglesias, asegurándoles la posibilidad de acceder a la 
tutela de los respectivos jueces nacionales y exigiendo de estos una equilibrada 
ponderación de los derechos de las partes.318 Como señala Moreno Botella, 
después de Obst y Schüth “lo que exige el TEDH es que los derechos de los 
trabajadores queden judicialmente protegidos, no exista indefensión o lo que es lo 
mismo, que para que un despido por incumplimiento de las obligaciones de 
lealtad esté justificado y no sea contrario a la Convención, es preciso que los 
jueces internos en la materia, realicen un control judicial estricto, teniendo en 
cuenta la naturaleza del puesto del interesado y la puesta en juego de los dos 
derechos en conflicto, teniendo siempre presente el principio de 
proporcionalidad.”319  
                                                 
316 Cfr. F. CRANMER, “Employment Rights…” cit. nota 260, p. 215. 
317 G. MORENO BOTELLA, “Los difusos límites…” cit. nota 256, p. 27. 
318 N. HERVIEU, “Salarié d’une Église, Tu pourras commettre l’adultère… Enfin pas 
systématiquement (CEDH 23 septembre 2010, Obst et Schüth c. Allemagne). Licenciement pour 
cause d’adultère et obligations spécifiques des salariés d’organisations religieuses”, en Stato, Chiese 
e pluralismo confessionale octubre 2010, p. 2. Disponible en 
http://www.statoechiese.it/images/stories/2010.10/hervieu_salsri.pdf. 
319 Cfr. G. MORENO BOTELLA, Organizaciones religiosas… cit. nota 280, p. 37. Vid. también C. EVANS 
y A. HOOD, “Religious Autonomy…” cit. nota 153, pp. 105 y 106; D. MCGODKRICK, “Religion and Legal 
Spaces. In God We Trust; in The Church We Trust, But Need to Verify”, en Human Rights Law 
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El principal problema que plantea la orientación dada por la Corte al 
balancing approach es que ha convertido lo que debería ser un control de validez, 
es decir, una verificación de la adecuación de las decisiones de las entidades 
religiosas en materia de empleo eclesiástico a los principios fundamentales de los 
ordenamientos jurídicos nacionales, en un control de razonabilidad o legitimidad 
secular no sólo de dichas decisiones, sino sobre todo de las creencias religiosas 
que las sustentan. Lo que en definitiva hace el Tribunal, e incita a hacer a las cortes 
nacionales bajo amenaza de no coherencia con el Convenio, es valorar la norma o 
dogma religioso que cimenta e informa una decisión eclesial, a través de una 
indagación en la lógica civil del efecto que la iglesia atribuye a su inobservancia o a 
su incumplimiento.  
De ahí que, en un razonamiento muy interesante, Puppinck señale: “intentar 
desligar una sanción de su norma fuente es desvincular el efecto de su causa. La 
norma es de naturaleza religiosa, canónica, la sanción también. Afirmar que la 
apreciación de la justificación de una norma/creencia religiosa escapa a la 
competencia de la autoridad civil, pero no la apreciación de la sanción, es 
hipócrita. Accessorium sequitur naturam rei principalis: lo accesorio sigue a lo 
principal. Por consiguiente, establecer un juicio sobre la sanción viene a establecer 
un juicio de valor sobre la norma que la garantiza, y ello constituye una injerencia 
en el orden interno de la Iglesia. No puede separarse un aspecto del otro. Cuando 
una persona protesta frente a las autoridades civiles una decisión tomada por una 
autoridad religiosa, las autoridades civiles, tras haber constatado el carácter 
religioso de la materia en litigio, no pueden establecer un juicio sobre la 
oportunidad o la justificación de la decisión, sino solamente sobre su naturaleza, al 
objeto de verificar que ésta no es contraria a los principios fundamentales del 
ordenamiento jurídico.”320 
                                                                                                                                              
Review 12 (2012), p. 775; y P. SLOTTE y H. ÅRSHEIM, “The Ministerial Exception — Comparative 
Perspectives”, en Oxford Journal of Law and Religion 4 (2015), p. 181. 
320 Cfr. G. PUPPINCK, “El ‘principio de autonomía’…” cit. nota 232, p. 23. También cuestionan esta 
aproximación C. EVANS y A. HOOD, “Religious Autonomy…” cit. nota 153, pp. 103 y 106. Estas 
autoras proponen una reflexión del TEDH a la vista de las soluciones dadas a conflictos similares 
desde otros países, en particular, recomiendan una revisión crítica de la jurisprudencia 
norteamericana sobre la materia.  
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Las sentencias Obst y Schüth, a las que se añadiría poco tiempo después 
Siebenhaar, marcan así un punto de inflexión en la doctrina del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos en relación con el derecho de autonomía de las confesiones 
religiosas y con la comprensión que los magistrados de Estrasburgo parecen tener 
del mandato de neutralidad. Sus efectos se han dejado sentir en la posterior 
jurisprudencia de la Corte, como puede observarse a continuación. 
5. NEUTRALIDAD, AUTONOMÍA Y EMPLEO ECLESIÁSTICO: SINDICATOS DE CLÉRIGOS Y 
PROFESORES DE RELIGIÓN  
Las líneas doctrinales desarrolladas por la Sala quinta del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos en las decisiones Müller, Obst y Schüth en cuanto al grado 
de autonomía de las confesiones religiosas para definir y regular sus relaciones 
con ministros de culto y empleados laicos, tendrían en los asuntos Sindicatul 
“Păstorul cel bun” c. Rumanía y Fernández Martínez c. España un temprano banco 
de pruebas.321 Asignados a la Sala tercera de la Corte, y resueltos en enero y mayo 
de 2012 respectivamente, los hechos presentaban en ambos recursos una serie de 
particularidades que los hacían relativamente novedosos para el Tribunal 
Europeo, al confluir en los actores elementos propios tanto de la función 
sacerdotal como del empleo bajo autorización o por cuenta de una comunidad 
religiosa.322 
                                                                                                                                              
No todos los autores coinciden sin embargo en esta visión tan crítica. Así, Leigh celebra esta 
nueva aproximación al hallarla más matizada y sensible con las circunstancias particulares de cada 
caso de lo que había sido según él la jurisprudencia anterior. Tratar disputas de empleo 
eclesiástico a partir de una ponderación amplia de intereses que reconozca importancia a los 
distintos derechos concurrentes en una situación de conflicto, incluso hasta el punto de que uno de 
ellos pueda “desplazar” a otro parece mucho m|s sensato que permitir que existan “zonas donde 
los derechos humanos no aplican desde un primer momento”. Cfr. I. LEIGH, “Balancing…” cit. nota 
199, p. 123. Coincide con esta línea G. GONZALEZ, “L’autonomie ecclésiale…” cit. nota 196, p. 151. A 
medio camino entre ambos extremos parece situarse G. MORENO BOTELLA, “Los difusos límites…” cit. 
nota 256, pp. 1 y 2. 
321 Sindicatul “Păstorul cel bun” c. Rumanía (GS ap. nº 2330/09), de 9 de julio de 2013; y 
Fernández Martínez c. España (ap. nº 56030/07), de 12 de junio de 2014.Cfr. P. SLOTTE y H. 
ÅRSHEIM, “The Ministerial…”, cit. nota 319, p. 180; M. GATTI, “Autonomy…” cit. nota 265, p. 140; S. 
LANGLAUDE DONÉ, “Religious Organizations…” cit. nota 161, p. 7; y N. HERVIEU, “Liberté syndicale 
(art. 11 CEDH): conflit entre le droit de fonder un syndicat et le principe d’autonomie des 
communautés religieuses”, en Stato, Chiese e pluralismo confessionale, marzo 2012, pp. 1 y 2. 
Disponible en http://www.statoechiese.it/images/stories/2012.3/hervieu_libertm3.pdf 
322 Distingue el profesor Palomino tres posibles situaciones respecto a las relaciones de trabajo 
y servicios de las confesiones religiosas: “la relación de un ministro de culto y su confesión, la 
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El caso Sindicatul “Păstorul cel bun” enfrentó por primera vez a la Corte de 
Estrasburgo a la pregunta de si el derecho de autonomía de las confesiones 
religiosas puede limitar la libertad sindical de sus ministros protegida por el 
artículo 11 del Convenio.323 La creación por un grupo de sacerdotes y laicos de un 
sindicato en la Iglesia Ortodoxa de Rumanía, sin haber obtenido la previa 
autorización de la jerarquía eclesiástica exigida por las normas canónicas, 
planteaba problemas no sólo desde el punto de vista del alcance del derecho de 
una confesión para establecer sus reglas disciplinarias, sino también en cuanto a 
la calificación jurídica de la relación que une al clero con su comunidad.324 Por su 
parte, el caso Fernández Martínez era también un peculiar caso híbrido, ya que al 
tiempo de producirse los hechos objeto de litigio en el recurrente —un profesor 
de religión católica al que le había sido retirada por escándalo la missio canónica 
necesaria para poder continuar ejerciendo su labor docente en la enseñanza 
pública española—, concurrían la condición de sacerdote de la Iglesia y de 
asalariado de la administración.325  
La complejidad intrínseca de los conflictos planteados, unida probablemente 
a las dudas que planteaba entonces —y a mi juicio, plantea todavía hoy— la 
todavía incipiente jurisprudencia de la Corte en materia de empleo eclesiástico, se 
reflejaría en la dificultad que en ambos casos tuvo la Sala tercera para articular un 
razonamiento jurídico sólido y coherente.326 En Sindicatul “Păstorul cel bun”, la 
                                                                                                                                              
relación laboral entre un trabajador y una confesión religiosas y, por último, la relación entre un 
empleador (no confesión religiosa) y un empleado, relación esta que requiere con carácter previo 
una aprobación o algún tipo de reconocimiento por parte de una confesión religiosa.” Cfr. R. 
PALOMINO LOZANO, “Profesores de…” cit. nota 152, p. 5. 
323 En relación con la evolución de la jurisprudencia del TEDH en materia sindical, vid. M. 
RODRÍGUEZ-PIÑERO BRAVO-FERRER y M. RODRÍGUEZ-PIÑERO ROYO, “Libertad sindical, derecho a la 
negociación colectiva y derecho de huelga en la jurisprudencia reciente del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos”, en Relaciones laborales 2 (2009), pp. 727-736; y J. GONZÁLEZ AYESTA, “Libertad 
sindical en el seno de las confesiones religiosas”, en La jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos en torno al derecho de libertad religiosa en el ámbito laboral (A. Motilla ed.), 
Comares, Granada 2016, pp. 78 ss.  
324 Vid. L. RUANO ESPINA, “Despido del trabajador…” cit. nota 198, pp. 155 y 156. 
325 Vid. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “La jurisprudencia…” cit. nota 188, pp. 209-211. 
326 Cfr. N. HERVIEU, “Liberté syndicale…”, cit. nota 321; J.-P. SCHOUPPE, La dimension… cit. nota 44, 
pp. 319-322; del mismo autor, “L’identité et l’autonomie des groupements religieux ne sont pas des 
notions indéfiniment flexibles: Sindicatul Păstorul cel Bun c. Roumanie”, en Annuaire Droits et 
Religions 7 (2013-2014), pp. 743-749; F. DORSSEMONT, “Is a prohibition of a trade union of 
clergymen promoting democratic values truly necessary in a democratic society?”, en Annuaire 
Droits et Religions 7 (2013-2014), pp. 751-757; D. THAYER, “Religious Autonomy in Europe and the 
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sentencia decidió a favor del sindicato recurrente por una mayoría de cinco a dos, 
a partir de un análisis que optó por reconducir las relaciones entre la Iglesia 
Ortodoxa de Rumanía y sus sacerdotes al ámbito del derecho laboral y que, 
obviando la dimensión espiritual del vínculo de los ministros de culto con sus 
confesiones, transformaría un conflicto interno en el seno de una comunidad 
religiosa en una cuestión de orden público.327 En Fernández Martínez, la sentencia 
de sala confundiría permanentemente el plano religioso —la decisión de la Iglesia 
de retirar al recurrente la missio canónica que le permitía ser candidato a ocupar 
un puesto de profesor de religión católica en la enseñanza pública española— con 
el secular —la no renovación contractual del actor por parte de las autoridades 
educativas como consecuencia de haberle sido retirada la declaración eclesiástica 
de idoneidad—.328 Planteada la demanda por la vía del incumplimiento estatal de 
obligaciones positivas del Estado en relación con la protección de la vida privada y 
familiar, la Sala tercera resolvería finalmente el caso como un conflicto entre 
varios intereses privados argumentando su fallo en el plano de la decisión 
eclesiástica.329 
No resulta extraño que finalmente ambas sentencias fuesen objeto de 
revisión en segunda instancia ante la Gran Sala del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos.330 
                                                                                                                                              
United States—Four Recent Cases”, en Oxford Journal of Law and Religion 5 (2012) p. 511; J. Mª 
COELLO DE PORTUGAL, “La jurisprudencia europea sobre profesores de religión”, en La enseñanza cit. 
nota 188, pp. 187-206; y Vid. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “La jurisprudencia…” cit. nota 188, pp. 207 ss. 
327 Sindicatul “Păstorul cel bun” Sala tercera §§ 54, 65 y 67. Vid. G. PUPPINCK, Commentaires de 
l’ECLJ sur l’arrêt CEDH, 3e Section, 31 janvier 2012, Sindicatul Păstorul cel bun c. Roumanie, no 
2330/09, pp. 1-11. Disponible en 
https://www.strasbourgconsortium.org/common/document.view.php?docId=5812. 
328 Así lo hizo notar en su voto particular el magistrado español Sainz Arnaiz. Cfr. D. THAYER, 
“Religious Autonomy…” cit. nota 326, pp. 512 y 513. Vid. una crítica general al caso en G. PUPPINCK, 
“El ‘principio de autonomía’…” cit. nota 232, pp. 29 ss. 
329 Fernández Martínez Sala tercera §§ 54 y 98; y Fernández Martínez GS §§ 114-116. 
330 Vid. en relación con Sindicatul “Păstorul cel bun” GS, J. GONZÁLEZ AYESTA, “Libertad sindical…” 
cit. nota 323, pp. 93 ss.; P. SLOTTE y H. ÅRSHEIM, “The Ministerial…” cit. nota 319, pp. 181-185; y G. 
TILKIN y G. CAUVIN, “Les arrêts Sindicatul Pastorul cel Bun c. Roumanie de Chambre et de Grande 
chambre. Les rééquilibrages du Conseil de l’Europe”, en Annuaire Droits et Religions 7 (2013-
2014), pp. 759-779. En cuanto a Fernández Martínez GS, vid. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “Autonomía 
institucional de las confesiones religiosas y derecho al respeto de la vida privada y familiar en 
Estrasburgo: la sentencia de Gran Sala del TEDH Fern|ndez Martínez c. España”, en RGDCDEE 36 
(2014), pp. 1-21. 
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5.1 Neutralidad y libertad de asociación de un sindicato de clérigos: 
Sindicatul “Păstorul cel bun” c. Rumanía 
Los hechos que dieron lugar al caso Sindicatul “Păstorul cel bun” se remontan 
al año 2008, fecha en la que una serie de sacerdotes y empleados laicos de la 
Iglesia Ortodoxa de Rumanía fundaron el Sindicato del Buen Pastor (Păstorul cel 
bun. En lo sucesivo en este epígrafe, el Sindicato) con la finalidad, tal y como 
recogían sus estatutos, de representar y proteger los derechos e intereses de sus 
miembros en sus relaciones tanto con la jerarquía eclesiástica, como con las 
autoridades estatales rumanas.331 La Iglesia se opuso a la petición de inscripción 
instada por el Sindicato ante los tribunales civiles rumanos a efectos de obtener 
personalidad jurídica, alegando que los solicitantes no habían obtenido el 
consentimiento previo del Arzobispo requerido por las normas canónicas para la 
constitución de cualquier asociación. Las autoridades nacionales fundamentaron 
su negativa a inscribirlo a partir de la reflexión de que la Constitución y la 
legislación de Rumanía garantizan el derecho de autonomía de las comunidades 
religiosas y su independencia normativa. Aunque el derecho canónico no contenía 
previsión alguna acerca de la posible fundación de un sindicato, sí prohibía al 
clero participar en cualquier tipo de asociación u organización sin un previo 
consentimiento expreso de la Iglesia que en ningún momento habían obtenido los 
recurrentes.332  
5.1.a) La sentencia de la Sala tercera  
La argumentación jurídica de la sentencia de primera instancia de Sindicatul 
“Păstorul cel bun” partió de dos premisas cuando menos problemáticas.  
En primer lugar, la Sala tercera no dudó en afirmar, en contra del criterio 
defendido por la Iglesia Ortodoxa de Rumanía, que tanto sacerdotes como laicos 
desarrollaban sus funciones bajo la forma jurídica de contratos de trabajo, 
optando por ignorar la dimensión espiritual inherente a cualquier servicio 
                                                 
331 Vid. J. GONZÁLEZ AYESTA, “Libertad sindical…” cit. nota 323, pp. 84-87. En relación con la 
posición de la Iglesia Ortodoxa de Rumanía en el país, vid. L. STAN y L. TURCESCU, Church, State… cit. 
nota 170, pp. 138 ss. 
332 Sindicatul “Păstorul cel bun” Sala tercera § 67.  
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ministerial prestado en el seno de una confesión religiosa.333 En lugar de apreciar, 
como había hecho hasta entonces la Corte, que la vinculación de los ministros de 
culto con sus respectivas comunidades es una relación jurídica sui generis que 
nace de una vocación religiosa sometida a derecho canónico, y no de un contrato 
de trabajo, la Sala tercera asimilaría finalmente a la Iglesia Ortodoxa de Rumanía a 
una empresa privada con ideario propio, y a sus sacerdotes con asalariados sujetos 
a deberes cualificados de subordinación y obediencia a la jerarquía eclesiástica.334 
Es este planteamiento el que, desde la reflexión heredada de Schüth de que una 
relación contractual con una confesión religiosa no puede clericalizarse hasta el 
punto de quedar fuera del derecho civil, permitiría a la Sala afirmar que ninguno 
de los miembros fundadores del Sindicato —ya fuesen laicos o sacerdotes— podía 
ser excluido del ámbito de aplicación del artículo 11 del Convenio salvo que 
concurriesen motivos suficientes que justificasen alguna de las restricciones 
previstas en su apartado 2º.335  
La segunda premisa de la que partió Sindicatul “Păstorul cel bun” fue 
entender que, al contrario de lo sostenido por el gobierno rumano de que la 
negativa a reconocer personalidad jurídica al Sindicato perseguía el objetivo 
legítimo de proteger los derechos de terceros —en concreto la tradición, los 
dogmas fundacionales y las normas canónicas de la Iglesia Ortodoxa de 
Rumanía—, el conflicto subyacente en la demanda sometida a su jurisdicción era 
una cuestión de orden público.336 La Corte, señala la sentencia, “puede aceptar que 
la medida en cuestión estaba dirigida a mantener el orden público, que engloba la 
libertad y la autonomía de las comunidades religiosas.”337  
Este doble punto de partida abriría a la Sala tercera la posibilidad de 
desvincularse de la que hasta la fecha había sido la jurisprudencia de la Corte en 
relación tanto con la autonomía interna de las confesiones religiosas como con los 
                                                 
333 Ibid., § 64. Cfr. J.-P. SCHOUPPE, La dimension… cit. nota 44, p. 319. 
334 Cfr. G. PUPPINCK, Commentaires… cit. nota 327, pp. 9 y 10; y A.- C. ÁLVAREZ CORTINA, “Derecho 
de…” cit. nota 261, pp. 214 y 215. 
335 Sindicatul “Păstorul cel Bun” Sala tercera §§ 64 y 65, remitiéndose sensu contrario a Shüth § 
70. 
336 Vid. M. GATTI, “Autonomy…” cit. nota 265, p. 140. 
337 Sindicatul “Păstorul cel Bun” Sala tercera § 67. 
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conflictos de estas con sus ministros de culto, para volver a vista a la doctrina de la 
ponderación de intereses avanzada en Obst y Schüth en materia de empleo 
eclesiástico. Una vez “laboralizada” la relación entre los sacerdotes fundadores del 
Sindicato y la Iglesia, la Sala tercera reconduce el recurso a una cuestión de 
obligaciones positivas donde, paradójicamente, lo que está en juego no es un 
conflicto de derechos —libertad sindical frente a independencia institucional de 
las iglesias—, sino una inédita noción de orden público del que supuestamente 
derivaría el derecho de las confesiones a su autonomía.338 La debilidad de esta 
interpretación del concepto de orden público a efectos del Convenio es puesta 
acertadamente de manifiesto por Puppinck en su detenido análisis de la sentencia 
de instancia, al indicar cómo “la autonomía de las confesiones religiosas resulta de 
la libertad religiosa, que es un derecho primario y autónomo en el seno de la 
Convención. De ninguna manera, según la Convención, podría el orden público ser 
la fuente de la libertad religiosa.”339  
Consecuencia de este novedoso encuadre jurídico del objeto del recurso, 
correspondía a continuación a la Corte determinar no ya si la interferencia con los 
derechos sindicales de los fundadores del Sindicato era necesaria para preservar 
la autonomía interna de la Iglesia Ortodoxa de Rumanía, sino si existía evidencia 
suficiente de que su creación o sus actividades suponían un riesgo inmediato para 
                                                 
338 Cfr. G. PUPPINCK, Commentaires… cit. nota 327, pp. 1, 2 y 10 y 11. Precisamente el voto 
particular formulado por las magistradas de Letonia y Georgia Ziemele y Tsotsoria, se centró en 
destacar cómo los magistrados de la mayoría habían malinterpretado el verdadero objeto del 
conflicto. La pregunta a la que debía dar respuesta el Tribunal no era una cuestión de obligaciones 
positivas del Estado en relación con el derecho de sindicación de los ministros de una confesión 
religiosa y la posible legítima limitación de su ejercicio. La realidad ya demostraba que existían en 
Rumanía sindicatos fundados por sacerdotes de la Iglesia Ortodoxa que, tras lograr su inscripción, 
gozaban de personalidad jurídica civil. La verdadera cuestión era dilucidar cuál era el papel que las 
autoridades rumanas debían desempeñar, en su condición de organizadores neutrales e 
imparciales de la vida religiosa del país, en un conflicto interno que enfrentaba a una confesión 
religiosa con sus ministros de culto. En definitiva, cómo debían actuar ante la petición de 
inscripción de un sindicato que pretendía adquirir personalidad jurídica pese a haber incumplido 
los requisitos exigidos por las normas canónicas para la creación de organizaciones (Sindicatul 
“Păstorul cel Bun” Sala tercera voto disidente §§ 2 ss.). Vid. D. THAYER, “Religious Autonomy…” cit. 
nota 326, p. 513; y R. KISKA, “The Question of Church Autonomy in Affaire Sindicatul Păstorul cel 
bun c. Roumanie”, pp. 7 y 8. Disponible en 
https://www.strasbourgconsortium.org/common/document.view.php?docId=5848 
339 Cfr. G. PUPPINCK, Commentaires… cit. nota 327, pp. 3 y 4. Vid también R. KISKA, “The 
Question…” cit. nota 338, pp. 3 y 4.  
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el Estado o para una sociedad democrática, que justificase una limitación los 
derechos contenidos en el artículo 11 CEDH.340  
La sentencia resolvió finalmente a favor de la organización demandante, al 
no poder apreciar la ni la necesidad ni la proporcionalidad de la negativa de las 
autoridades rumanas a reconocer personalidad jurídica al Sindicato.341 Como 
veremos a continuación, la línea argumental seguida por los magistrados de la 
mayoría para llegar a esta conclusión plantea serias dudas en cuanto a cuál es su 
comprensión del contenido y alcance del mandato de neutralidad y de sus 
implicaciones tanto para la propia Corte como para los tribunales nacionales, 
poniendo en cuestión una vez más hasta qué punto el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos se siente vinculado en su actuación por los principios 
generales que él mismo enuncia.  
En primer término, la Corte afirmó, en contra de la opinión expresada por la 
Iglesia Ortodoxa de Rumanía, que los estatutos del recurrente no contenían 
pasajes críticos con la fe o con la propia Iglesia. La Sala tercera, aparentemente 
más consciente de lo que lo fue la Sala quinta en Obst y Schüth de las dificultades 
que esta afirmación inicial planteaba en cuanto al principio definido en Hasan y 
Chaush de que sólo compete a las confesiones religiosas valorar sus dogmas o 
creencias, buscó salvar este obstáculo mediante la disociación de las dimensiones 
religiosa y no religiosa del conflicto planteado a su jurisdicción.342 Dado que el 
                                                 
340 Sindicatul “Păstorul cel Bun” Sala tercera § 69. 
341 Ibid., §§ 73-87. 
342 Ibid., §§ 38 y 39. Los recurrentes afirmaban que el sindicato había sido creado fuera de la 
estructura de la iglesia simplemente con el fin de representar a sus miembros en su intereses 
económicos, pero ni contestaba a la Iglesia y sus dogmas, ni pretendía reemplazarla a ella o a su 
jerarquía. Entendía que la denegación de inscripción procedía una confusión de dos esferas 
distintas, de un lado la libertad religiosa de la Iglesia y de otro los derechos sindicales de los 
empleados de la Iglesia. El voto disidente pondría de manifiesto cómo los fines reconocidos del 
sindicato se extendían a cuestiones puramente religiosas (voto disidente § 5). En este sentido 
Schouppe se hace la pregunta de cómo los magistrados de la Sala tercera no se dieron cuenta de 
que resulta incompatible con la misma noción de confesión religiosa que sus ministros de culto 
negocien los tiempos de trabajo, inicien una huelga o intenten influir en las decisiones de sus 
órganos de gobierno. Estas actitudes “por parte de ministros de culto son por completo incorrectas 
e incompatibles con el compromiso asumido por éstos: una total disponibilidad al servicio de su 
iglesia en el ejercicio de una actividad pastoral que les ha sido confiada.” Cfr. J.-P. SCHOUPPE, La 
dimension… cit. nota 44, p. 320. Vid. también P. SLOTTE y H. ÅRSHEIM, “The Ministerial…” cit. nota 
319, pp. 183 y 184; y E. RASSBACH y D. VERM, “Analysis of Sindicatul 'Păstorul cel Bun'”, The Becket 
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plano religioso no se veía afectado por la existencia de un Sindicato cuyos fines 
eran estrictamente seculares, entendía la sentencia que nada impedía a las 
autoridades rumanas dar curso a una inscripción que, a la postre, no habría 
afectado ni a la legitimidad ni a las formas de expresión de las creencias de la 
Iglesia.343  
En segundo término, la sentencia apeló una vez más a Schüth para reprochar 
a los tribunales nacionales el haber acogido las razones religiosas alegadas por la 
Iglesia para justificar la limitación del derecho de sindicación de sus ministros de 
culto sin haber ponderado suficientemente los intereses concurrentes a la luz del 
principio de proporcionalidad. En concreto, cuestionó que no hubiesen valorado si 
los deberes contractuales de lealtad a los que, según la interpretación de la Sala, 
estarían sujetos los sacerdotes en su condición de empleados de la Iglesia 
Ortodoxa de Rumanía, podían llegar al extremo de restringir su libertad de 
asociación.344 Ignorando una vez más los límites del mandato de neutralidad, la 
Sala aprovechó la doctrina del balancing of rights para imponer su criterio en 
cuanto a cuáles son —o deben ser en abstracto— las condiciones y contenido de la 
relación que vincula a una iglesia con sus ministros de culto.345 
La decisión de primera instancia de Sindicatul “Păstorul cel bun” no se limitó 
por tanto a cuestionar la actuación de un Estado que, siguiendo la jurisprudencia 
establecida por el propio Tribunal en Miroļubovs, había optado por deferir a una 
confesión religiosa la interpretación auténtica de sus dogmas de fe, la decisión 
acerca de la existencia o no de un conflicto interno, o la definición de las 
consecuencias aparejadas a la inobservancia de normas canónicas por parte de 
sus ministros de culto.346 Al igual que hiciera la Sala quinta en Schüth, la Sala 
                                                                                                                                              
Fund for Religious Liberty (2012), pp. 7 y 8. Disponible en 
https://www.strasbourgconsortium.org/common/document.view.php?docId=5847.  
343 Sindicatul “Păstorul cel Bun” Sala tercera §§ 73-76. Vid. J. GONZÁLEZ AYESTA, “Libertad 
sindical…” cit. nota 323, pp. 84-87; y N. HERVIEU, “Liberté syndicale…” cit. nota 321, pp. 9 y 10. 
344 Sindicatul “Păstorul cel Bun” Sala tercera §§ 77 ss. 
345 Ibid., § 81. Cfr. G. PUPPINCK, Commentaires… cit. nota 327, pp. 7 y 8. 
346 Como indica González Ayesta, la Sala tercera parece afirmar a la postre que “puesto que el 
sindicato no era una facción disidente dentro de la Iglesia, no debería haber habido problema 
alguno para el Estado en reconocerlo. Y, en consecuencia, la denegación de la inscripción no 
constituía una medida necesaria.” Cfr. J. GONZÁLEZ AYESTA, “Libertad sindical…” cit. nota 323, p. 91. 
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tercera se arrogó la capacidad de valorar la doctrina de una confesión religiosa 
hasta el punto de corregir la percepción que esta tiene de sí misma y de sustituir 
su opinión en cuanto a las condiciones que precisa para preservar su integridad e 
independencia.347  
Como ha señalado algún autor, los magistrados de la mayoría parecen 
olvidar en la sentencia de sala de Sindicatul “Păstorul cel bun”, que el Tribunal ha 
reiterado en numerosas ocasiones que los Estados deben ser organizadores 
neutrales e imparciales del fenómeno religioso y que su misión no es —como 
tampoco puede serlo la de la propia Corte— eliminar el conflicto existente en el 
seno de una confesión religiosa a costa de ignorar su autonomía decisoria 
imponiendo un criterio alternativo propio.348 
5.1.b) La sentencia de Gran Sala 
La tensión de la argumentación de la sentencia de Sala con el mandato de 
neutralidad, así como su difícil encaje con el derecho de autonomía de los grupos 
religiosos protegido por el artículo 9 del Convenio, sería puesta de manifiesto en 
segunda instancia por la Gran Sala en una resolución que no deja de tener luces y 
sombras.349  
En una votación de once a seis, la sentencia decantó finalmente su fallo en el 
sentido contrario la primera instancia, al hallar en el derecho de autonomía de los 
grupos religiosos justificación a la injerencia que en el derecho de sindicación de 
los sacerdotes de la Iglesia Ortodoxa de Rumanía había supuesto la denegación 
por las instancias jurisdiccionales nacionales de la petición de inscripción del 
Sindicato.350 El rechazo a reconocerle personalidad jurídica había sido 
consecuencia inmediata de la inobservancia por sus fundadores del 
                                                 
347 Cfr. R. KISKA, “The Question…” cit. nota 338, pp. 7, 9 y 10; G. PUPPINCK, Commentaires… cit. 
nota 327, p. 5; y J. GONZÁLEZ AYESTA, “Libertad sindical…” cit. nota 323, pp. 91 y 92. 
348 Cfr. R. KISKA, “The Question…” cit. nota 338, p. 10. 
349 Sindicatul “Păstorul cel Bun” Gran Sala § 165. Cfr. J. GONZÁLEZ AYESTA, “Libertad sindical…” cit. 
nota 323, pp. 100 y 101. 
350 Cfr. S. WATTIER, “La Corte Europea de Derechos Humanos y la protección de la autonomía de 
las comunidades religiosas: an|lisis del caso Sindicatul Pastorul cel Bun con Rumanía”, en Anuario 
de Derechos Humanos 10 (2014), pp. 120 y 121; y J.-P. SCHOUPPE, La dimension… cit. nota 44, pp. 
321 y 322. 
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procedimiento de autorización eclesiástica establecido para que los miembros de 
la Iglesia pudiesen crear asociaciones, procedimiento que obedecía al principio de 
autonomía de las confesiones religiosas y al derecho de la comunidad ortodoxa 
rumana a definir cuestiones organizativas y operativas de acuerdo con sus normas 
canónicas.351 
La sentencia de la Gran Sala de la Corte Europea se alineó en un primer 
momento con la decisión de la Sala tercera, al avalar el carácter laboral del vínculo 
que unía a la Iglesia con sus sacerdotes para, a continuación, replantear los 
términos de la controversia a partir de dos reflexiones que cambiarían la 
argumentación jurídica de los magistrados de primera instancia.352 Primero, el 
objeto del recurso no podía reconducirse a una cuestión de orden público, sino 
que se trataba de un conflicto de derechos protegidos por la Convención —
libertad de asociación frente a independencia institucional de las iglesias—.353 
Segundo, la actuación combinada del mandato de neutralidad y del principio de 
autonomía de los grupos religiosos reconocido tanto por el derecho rumano como 
por los propios instrumentos jurídicos del Consejo de Europa reclamaba que, en el 
contexto de una disputa entre una confesión y sus ministros de culto, la 
intervención de los tribunales nacionales tuviese que circunscribirse a constatar si 
existía un riesgo real y cierto para la independencia de la iglesia que justificase 
una injerencia en la libertad de sindicación. No era necesario valorar cuestiones o 
argumentos estrictamente religiosos.354  
Una vez verificado por la Gran Sala que los tribunales rumanos no habían 
errado al entender que la creación del Sindicato suponía un riesgo real para la 
autonomía de la Iglesia, ya que habría alterado sus procesos decisorios internos e 
                                                 
351 Sindicatul “Păstorul cel Bun” GS § 168. Cfr. L. RUANO ESPINA, “Despido del trabajador…” cit. 
nota 198, pp. 154 y 156. 
352 Sindicatul “Păstorul cel Bun” GS § 148. El voto particular concurrente a la sentencia de Gran 
Sala del magistrado polaco Wojtyczek sería especialmente crítico con la decisión de la Corte de 
atribuir una naturaleza laboral al vínculo que une a una confesión religiosa con sus ministros de 
culto (Sindicatul “Păstorul cel Bun” GS voto concurrente §§ 4 ss.). Vid. A.- C. ÁLVAREZ CORTINA, 
“Derecho de...”, cit. nota 261, p. 215. 
353 Sindicatul “Păstorul cel Bun” GS §§ 158 y 159. 
354 Ibid., §§ 148 y 159 ss. Vid. D. J. HARRIS, M. O’BOYLE, E.P BATES y C. M. BUCKLEY, Law of the 
European Convention on Human Rights, Oxford University Press, Oxford 2014, p. 740. 
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introducido un cuerpo extraño ajeno a sus normas y tradiciones, la denegación de 
su inscripción no respondía sino a la coherente observancia del deber de 
neutralidad y del mandato que pesa sobre los Estados de no involucrarse en 
cuestiones organizativas de las comunidades religiosas.355 Finalmente, se trataba 
de unos sacerdotes a los que la Iglesia no negaba el derecho de sindicación, sino a 
los que exigía para poder ejercitarlo el cumplimiento de las normas de las que se 
había dotado en virtud de su derecho de autonomía.356 
En supuestos como Sindicatul “Păstorul cel bun”, en los que la autonomía de 
las confesiones religiosas se enfrenta a la libertad sindical o asociativa, la Gran 
Sala no titubea al afirmar que del artículo 9 del Convenio se deriva el derecho de 
los grupos religiosos a tener una opinión propia en cuanto a aquellas actividades 
colectivas de sus miembros que puedan llegar a menoscabar su independencia, 
opinión que en principio debe ser respetada por las autoridades nacionales.357 No 
obstante, continúa argumentando la sentencia, para que una limitación de la 
libertad sindical sea compatible con el artículo 11 del Convenio no es suficiente 
que una confesión religiosa alegue la existencia de un riesgo para su autonomía, 
sino que es preciso que, a la luz de las circunstancias particulares de cada caso, 
quede acreditado que se trata de una amenaza real y sustancial, que la injerencia 
en la libertad de asociación no excede de cuanto es estrictamente necesario para 
evitarla y que con la limitación del derecho de sindicación no se persigue ningún 
otro propósito. Los tribunales nacionales, concluye la Corte, deben garantizar que 
                                                 
355 Sindicatul “Păstorul cel Bun” Gran Sala §166. Vid. J. GONZÁLEZ AYESTA, “Libertad sindical…” cit. 
nota 323, p. 103; y M. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, “Cuestiones…” cit. nota 146, p. 135. 
356 De hecho la Gran Sala constataría no sólo que los fundadores del sindicato no habían sido 
capaces, a lo largo del procedimiento, de justificar por qué no habían obtenido la autorización 
formal del arzobispo que hubiese permitido su creación, sino que ya existían asociaciones 
válidamente constituidas que operaban en el seno de la Iglesia (Sindicatul “Păstorul cel Bun” GS §§ 
169-171). Vid. P. SLOTTE y H. ÅRSHEIM, “The Ministerial…” cit. nota 319, p. 185. 
357 La Gran Sala observó en este sentido que el Tribunal ha destacado en numerosas ocasiones 
que el Estado, en su condición de garante del orden público, de la armonía entre las diversas 
creencias y de la tolerancia en una sociedad democrática, debe ser un mero organizador neutral e 
imparcial de la práctica religiosa. La neutralidad de la actuación de los poderes públicos y el 
respeto a la autonomía de las confesiones implica que las autoridades estatales deben aceptar el 
derecho de las iglesias a reaccionar, de acuerdo con sus propias reglas e intereses, a movimientos 
críticos surgidos en su seno que supongan un riesgo para su cohesión, imagen o unidad. En 
consecuencia, señala la sentencia, no es labor de las autoridades nacionales ejercer de árbitro 
entre las comunidades religiosas y las distintas facciones disidentes que existan o puedan emerger 
dentro de ellas. Sindicatul “Păstorul cel Bun” GS § 165. 
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se cumplen estas condiciones mediante la realización de un examen profundo de 
las circunstancias de cada caso y de una ponderación exhaustiva de los intereses 
en conflicto.358  
Sin renunciar por tanto a la doctrina de la ponderación de intereses 
inaugurada en Obst y Schüth, en Sindicatul “Păstorul cel bun” el pleno de la Corte 
de Estrasburgo acude a la noción de neutralidad para recuperar —al menos en 
parte— su sentido originario, rechazando adentrarse en una valoración de fondo 
de los motivos religiosos alegados por las confesiones para justificar la necesidad 
de proteger su autonomía. Al contrario de lo que afirmó la sentencia de instancia, 
no correspondía a los tribunales nacionales valorar el contenido concreto de los 
deberes de lealtad exigidos por la Iglesia a sus sacerdotes, sino que su análisis 
debía circunscribirse a una doble verificación: si el Sindicato solicitante había 
observado los requisitos procedimentales definidos por la Iglesia para crear una 
asociación; y si la oposición de la Iglesia obedecía a la existencia de un riesgo 
plausible y sustancial, no servía un propósito no relacionado con el ejercicio de su 
autonomía y era estrictamente necesaria para la eliminación de la amenaza a su 
independencia.359  
5.1.c) ¿Hacia una “laboralización” del estatuto jurídico del clero? 
La sentencia de la Gran Sala de la Corte de Estrasburgo en el caso Sindicatul 
“Păstorul cel bun” no deja de ser ambigua, y no puede evitar verse influenciada por 
la doctrina Obst y Schüth.  
                                                 
358 Ibid., § 159. En el caso concreto, la Gran Sala considerará razonable la decisión de las 
autoridades judiciales rumanas de entender que la decisión de inscribir al Sindicato del Buen 
Pastor hubiese supuesto un riesgo real y no meramente hipotético para la autonomía de la Iglesia 
Ortodoxa de Rumanía. Habida cuenta de los fines del mismo reflejados en sus documentos 
fundacionales, en particular los que se referían a la promoción de iniciativas, competitividad y 
libertad de expresión entre sus miembros, a la pretensión de que uno de ellos formase parte del 
Santo Sínodo, a la exigencia de informes financieros anuales al Arzobispo y al uso del derecho de 
huelga como medida de presión para la defensa de los intereses de sus miembros, la sentencia 
concluye que el Tribunal no considera “irrazonable la decisión judicial de rehusar la inscripción del 
sindicato con el fin de respetar la autonomía de las confesiones religiosas, especialmente a la vista 
del papel del Estado en la preservación de dicha autonomía.” (§§ 162 y 164). 
359 Ibid., § 169. 
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Como ha puesto de manifiesto Schouppe, la decisión final del Tribunal 
evidencia una evolución en la comprensión que este tiene de la autonomía de las 
confesiones religiosas y, sobre todo, del grado de supervisión al que las 
jurisdicciones nacionales pueden someter cuestiones internas de las iglesias. En 
este mismo sentido, Cismas ha reflexionado acerca del hecho de que Sindicatul 
“Păstorul cel bun”, se enmarca en el contexto general de una jurisprudencia del 
Tribunal que busca hacer más efectiva la protección de los derechos humanos 
individuales en el seno de los grupos religiosos.360 En cualquier caso, se trata de 
una sentencia que avanza en la relativización del mandato de neutralidad: si es 
significativo el hecho de que la Gran Sala insista en caracterizar como laborales las 
relaciones entre las comunidades religiosas y sus ministros de culto —aun 
admitiendo ciertas particularidades—,361 es todavía más notable el hecho de que 
la sentencia introduzca requisitos adicionales para la invocación por las iglesias de 
su derecho a gestionar de forma autónoma aspectos relacionados con el ejercicio 
de la función ministerial, que justifiquen o incuso requieran una valoración estatal 
externa.362  
Aunque de forma más matizada que la Sala quinta en los casos de empleo 
eclesiástico, Sindicatul “Păstorul cel bun” condiciona la autonomía de las 
confesiones religiosas a la verificación judicial de la existencia de un riesgo real o 
potencial para su independencia, presuntamente justificado en la necesidad de 
evitar la arbitrariedad e impunidad de los grupos religiosos en la gestión del clero. 
Cabe por ello preguntarse si, a pesar del sentido del fallo y de la constante 
invocación al mandato de neutralidad, con esta sentencia la Gran Sala no ha hecho 
sino consolidar la línea inaugurada por Obst y Schüth de “dotar a las jurisdicciones 
estatales de un espacio de competencia y de instrumentos de control que el 
respeto clásico de la autonomía de los grupos religiosos no le había reconocido 
nunca”, a través de una tergiversación del deber de neutralidad.  
                                                 
360 Vid. I. CISMAS, Religious Actors… cit. nota 153, pp. 140-144. 
361 Sindicatul “Păstorul cel Bun” GS §§ 143 y 148. Cfr. R. PALOMINO LOZANO, “Profesores de…” cit. 
nota 152, pp. 5 y 6. 
362 Vid. J.-P. SCHOUPPE, La dimension… cit. nota 44, p. 322. 
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Es más, cabe cuestionar si el caso del Sindicato rumano no ha sido el 
vehículo que ha permitido, a través de una cuando menos cuestionable 
“laboralización” de la función sacerdotal,363 unificar dos líneas doctrinales que, 
hasta entonces, la Corte de Estrasburgo había puesto especial cuidado en 
diferenciar, extendiendo su doctrina en materia de empleo eclesiástico a toda una 
nueva categoría de personas relacionadas con la vida de las confesiones religiosas 
—los ministros de culto—.  
Si bien no puedo compartir en toda su extensión el optimismo de González 
Ayesta en cuanto al fallo de Gran Sala de Sindicatul “Păstorul cel bun”, sí me uno a 
su observación de que, frente a quienes opinan que la promoción de la libertad 
sindical supondría un gran avance en el proceso de democratización de 
determinadas comunidades religiosas con fuertes estructuras jerárquicas 
lográndose, al menos en apariencia, un mayor respeto de los derechos humanos 
en el seno de estos grupos religiosos “cualquier intento o pretensión de promover 
o facilitar, aunque fuese indirectamente, transformaciones o cambios en las 
iglesias o comunidades religiosas sería un claro error y un atentado contra la 
legítima autonomía de estas últimas y contra el verdadero respeto de la libertad 
religiosa.” 364 
5.2 Neutralidad y despido de profesores de religión: Fernández 
Martínez c. España 
Si Sindicatul “Păstorul cel bun” suscitó por primera vez ante el Tribunal de 
Estrasburgo la cuestión relativamente novedosa de la relación entre la autonomía 
de las confesiones religiosas y el derecho de sindicación, el asunto Fernández 
Martínez presentaría la originalidad de someter a su jurisdicción un conflicto 
                                                 
363 Se ha destacado desde la doctrina que existe un riesgo de que la decisión tanto de la Sala 
tercera como, sobre todo, de la Gran Sala en Sindicatul “Păstorul cel Bun” de atribuir naturaleza 
laboral de las relaciones de servicio que unen las relaciones de servicio que unen a la Iglesia 
Ortodoxa de Rumanía con sus sacerdote, adquiera car|cter general. “En efecto, una cosa es que 
determinadas relaciones puedan considerarse laborales con arreglo a los estándares 
internacionales de la OIT y otra cosa distinta es el régimen jurídico aplicable a tales relaciones de 
trabajo, que podría ser un régimen especial. La problemática del carácter laboral o no de quienes 
están al servicio de los grupos religiosos debe valorarse con cautela, atendiendo a las 
circunstancias propias de cada situación concreta […].” Cfr. J. GONZÁLEZ AYESTA, “Libertad sindical…” 
cit. nota 323, p. 103. 
364 Ibid., p. 104. 
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complejo en el que en el recurrente, antiguo profesor de religión católica en 
diversos colegios públicos españoles, convergían su condición de sacerdote 
secularizado y de asalariado de la administración en virtud de una missio canonica 
otorgada por la Iglesia.365  
5.2.a) La sentencia de la Sala tercera  
La cercanía en el tiempo de las sentencias y decisiones de inadmisibilidad 
Obst, Schüth, Siebenhaar y Müller, y el precedente inmediato de Sindicatul 
“Păstorul cel bun”, planteaban la interesante incógnita de cuál sería la vía elegida 
por la Sala tercera para decidir la demanda contra España, y si habría una vez más 
permeabilidad entre la jurisprudencia de la Corte en materia de ministros de culto 
y su entonces reciente aplicación de la doctrina de la ponderación de intereses a 
las relaciones entre empleados laicos y confesiones.366  
La incógnita sería pronto despejada por la decisión de instancia. El hecho de 
que el recurrente fuese sacerdote, llevó a la Sala tercera del Tribunal a diferenciar 
desde un primer momento Fernández Martínez de los anteriores casos alemanes 
en los que los actores eran seglares que desempeñaban su labor profesional por 
cuenta de diversas comunidades religiosas.367 La condición de ministro de culto 
del demandante parece decisiva en la doble decisión de la sentencia de no 
cuestionar que los motivos que justificaron la decisión del Ordinario diocesano de 
                                                 
365 Vid. L. RUANO ESPINA, “Despido del trabajador…” cit. nota 198, pp. 173-178. En relación con el 
concepto de “idoneidad”, J. OTADUY GUERÍN, “Idoneidad de los profesores de religión. Una revisión 
necesaria y urgente. A propósito de la sentencia 38/2007, de 15 de febrero, del Tribunal 
Constitucional”, en RGDCDEE 14 (2007), pp. 1-22. Del mismo autor, “La idoneidad de los 
profesores de religión católica y su desarrollo jurisprudencial en España”, en Estudios eclesiásticos 
88 (2013), pp. 849-871. También en R. RODRÍGUEZ CHACÓN, “Los profesores de religión católica en la 
Jurisprudencia”, en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado 21 (2005), pp. 143-274; A. LÓPEZ-
SIDRO LÓPEZ, “Virtualidad de la motivación religiosa en la pérdida de idoneidad del profesorado de 
religión católica”, en Ius Canonicum 51 (2011), pp. 627-652; M. GAS AIXENDRI, “La declaración 
canónica de idoneidad para la enseñanza de la religión católica y su control jurisdiccional por parte 
del Estado”, en RGDCDEE 29 (2012), pp. 1-17; J. BRAGE CAMAZANO, “La no renovación de contrato a 
los profesores de religión en las escuelas públicas por falta de idoneidad canónica (Autonomía de 
las iglesias y aconfesionalidad del Estado vs. Derechos fundamentales del trabajador). Comentario 
a las SSTC 38/2007 y 28/2007”, en UNED Teoría y Realidad Constitucional 20 (2007), pp. 633 y 
655; y A. I. RIBES SURIOL, “Reflexiones en torno a la idoneidad de los profesores de religión católica 
en los centros docentes públicos”, en RGDCDEE 3 (2003), pp. 1-18. 
366 Cfr. I. LEIGH, “Balancing…” cit. nota 199, p. 125. 




retirar la missio canonica al hasta entonces profesor eran de carácter 
exclusivamente religioso; y de invocar los principios de libertad religiosa y 
neutralidad para descartar la necesidad de efectuar un examen de 
proporcionalidad de los derechos e intereses concurrentes.368  
La aparente nitidez de esta doble toma de postura inicial, se vio 
inmediatamente matizada y desdibujada como consecuencia de la dificultad que 
tuvieron los magistrados de la mayoría para diferenciar los planos religioso y 
secular del conflicto, dificultad que llevó a la Sala tercera a identificar 
erróneamente como cuestión principal la pregunta de si el Estado español debía, 
como consecuencia de sus obligaciones positivas bajo el artículo 8 del Convenio, 
primar el derecho del actor al respeto de su vida privada y familiar frente al 
derecho de la Iglesia Católica a no renovar su contrato.369 Contribuye aún más al 
desconcierto que produce esta sentencia el hecho de que nada parece haber en los 
argumentos en los que se fundamentó el fallo que justifique —como demostraría 
años después la resolución Travaš c. Croacia—370 una diferente aplicación de los 
criterios valorativos empleados por la Corte dependiendo de la condición de 
sacerdote o seglar de quien obtiene, o pretende conservar, una missio canonica 
para trabajar como profesor de religión católica.371  
A pesar de no ser este el lugar adecuado para abordar con profundidad una 
explicación de cuál es el sistema particular de enseñanza confesional de la religión 
                                                 
368 Vid. S. SMET, “Fern|ndez Martínez v. Spain: Towards a ‘Ministerial Exception’ for Europe?”, 
en Strasbourg Observers (2012), disponible en 
https://strasbourgobservers.com/2012/05/24/fernandez-martinez-v-spain-towards-a-
ministerial-exception-in-europe/. Fernández Martínez Sala tercera § 84. En cuanto a la doctrina de 
la “situación específica” de los ministros de culto, analiza la jurisprudencia del TEDH en esta 
cuestión J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “La protección internacional…” cit. nota 199, pp. 141-239. También 
acerca de la relación de los ministros de culto con su confesión, Mª J. ROCA FERNÁNDEZ, “Incidencia 
de las políticas de igualdad en el desarrollo armónico de los derechos fundamentales. (Especial 
referencia al derecho de libertad religiosa”, en RGDCDEE 20 (2009), pp. 27-28; y Mª.J. VALERO 
ESTARELLAS, “La jurisprudencia europea…” cit. nota 383, pp. 213-217. 
369 Fernández Martínez Sala tercera § 79. Vid. P. SLOTTE y H. ÅRSHEIM, “The Ministerial…” cit. nota 
319, pp. 186 ss. Recuerdo una vez más que el empleador del Sr. Fernández no eran ni la Iglesia 
Católica ni la Diócesis de Cartagena, sino la administración pública española. 
370 Travaš c. Croacia (ap. nº 75581/13), de 4 de octubre de 2016. Vid. infra apartado 5.2.d). 
Comenta esta sentencia R. PALOMINO LOZANO, “Profesores de religión…”, cit. nota 152, p. 21. 
371 Cfr. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “El derecho de los profesores de religión católica al respeto de 
su vida privada y familiar”, en RGDCDEE 33 (2013), p. 25. Vid. G. PUPPINCK, “El ‘principio de 
autonomía’…” cit. nota 232, p. 30. Travaš § 92.  
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en la educación pública española, sí considero necesario apuntar unas breves 
pinceladas que permitan identificar el trasfondo jurídico al que obedecen las 
particularidades del caso que llegó a la Corte de Estrasburgo y que, 
aparentemente, tanta confusión ocasionaron en los magistrados de su Sala 
tercera.372  
El marco legal del régimen de selección, contratación y cese del profesorado 
de religión católica para los colegios públicos en España, está delimitado por una 
doble coordenada de derechos constitucionales. De un lado, por el derecho de los 
padres a elegir la educación moral y religiosa de sus hijos establecido en el 
artículo 27.3 de la Constitución;373 de otro, por el derecho de libertad religiosa de 
las confesiones y su autonomía institucional recogido en el artículo 16.1 del 
mismo cuerpo legal.374 Entre ambas coordenadas, opera como nexo de unión el 
                                                 
372 La propia sentencia se hace eco de la dificultad de la materia y de su controversia en España 
Fernández Martínez Sala tercera § 58. Cfr. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “El derecho…” cit. nota 371, pp. 
4-8. Me remito a la abundante bibliografía existente en España sobre esta cuestión. Vid. entre otros, 
J. MARTÍNEZ-TORRÓN, Religion and Law in Spain, Wolters Kluwer, Alphen aan den Rijn 2014, pp. 214 
ss.; del mismo autor, “School and Religion in Spain”, en Revue Générale de Droit Public 17 (2005), 
pp. 531-554; R. PALOMINO LOZANO, “Profesores de religión…”, cit. nota 152, pp. 23 ss.; S. CAÑAMARES 
ARRIBAS, “El control jurisdiccional de la autonomía de la Iglesia Católica en la designación de los 
profesores de religión”, en Revista española de derecho Canónico 66 (2009), pp. 275-292; I. Mª 
BRIONES MARTÍNEZ, “Profesores de religión católica según el acuerdo sobre enseñanza y asuntos 
culturales el derecho a la intimidad y la autonomía de las confesiones, dos derechos en conflicto”, 
en Aranzadi Social 5 (2004), pp. 749-788; L. RUANO ESPINA, “El modelo español de enseñanza de la 
religión en la escuela pública”, en La enseñanza… cit. nota 188, pp. 105-114; J. OTADUY GUERÍN, 
“Relación jurídica de los profesores de religión en España. La dimensión canónica”, en Ius 
Canonicum 92 (2006), pp. 445-484; G. SUÁREZ PERTIERRA, “La enseñanza de la religión en el sistema 
educativo español”, en Laicidad y Libertades 4 (2004), pp. 225-247; y Z. COMBALÍA SOLÍS, La 
contratación del profesorado de religión en la escuela pública, Tirant lo Blanch, Valencia 2013.  
De especial interés el número monográfico de la RGDCDEE 14 (2007) Profesores de religión y 
neutralidad del Estado, en particular los trabajos de J. R. FERREIRO GALGUERA, “Sistema de elección 
del profesorado de religión católica en la escuela pública: dudas de constitucionalidad sobre sus 
cimientos normativos (STC 38/2007)”; I. Mª BRIONES MARTÍNEZ, “La realista interpretación del 
Tribunal Constitucional. Comentario crítico sobre la situación de los profesores de Religión y Moral 
Católica y de la constitucionalidad de los Acuerdos con la Santa Sede en España y Colombia”; J. 
OTADUY GUERÍN, “Idoneidad de…”, cit. nota 365; G. MORENO BOTELLA, “Autonomía de la Iglesia, 
profesorado de religión y constitucionalidad del acuerdo sobre enseñanza de 3 de enero de 1979. 
A propósito de la STC 38/2007 de 15 de febrero”; y A. LÓPEZ-SIDRO López, “Dimensión colectiva del 
derecho de libertad religiosa en los centros docentes públicos: la designación de los profesores de 
religión”. 
373 Este derecho aparece también recogido en los principales elencos internacionales de 
derechos humanos. Vid. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “Homeschooling en España. una reflexión acerca 
del artículo 27.3 de la constitución y del derecho de los padres a elegir la educación de sus hijos”, 
en RGDCDEE 28 (2012), pp. 11 y 12. 
374 A partir de lo establecido en el texto constitucional, la Ley Orgánica de Libertad Religiosa 
(LOLR), de 5 de julio de 1980, reconoce una dimensión no sólo individual sino también colectiva 
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principio de cooperación del Estado con las confesiones religiosas, reconocido en 
el artículo 16.3 de la Carta Magna española y que permite, a través de un sistema 
acordado, realizar ambas libertades en el campo educativo sin que ello atente 
contra la neutralidad o aconfesionalidad del Estado.375 
El régimen pactado con la Iglesia Católica se halla recogido en el Acuerdo del 
Estado español con la Santa Sede sobre enseñanza y asuntos culturales del año 
1979 (en lo sucesivo en este epígrafe, el Acuerdo), que atribuye al Ordinario 
diocesano competencia exclusiva para proponer a aquellas personas consideradas 
aptas para impartir la asignatura de religión católica en los centros educativos 
públicos.376 Tomando como base dicha propuesta, son finalmente las autoridades 
académicas las que designan y contratan al docente, de modo que puede afirmarse 
que existe una relación jurídico-canónica entre el profesor de religión y la Iglesia 
que es instrumental respecto de la sucesiva relación jurídico-civil de este con la 
administración.377  
En aplicación del Acuerdo, las normas canónicas y estatales que en la 
actualidad regulan el régimen laboral de los profesores de religión, contemplan 
                                                                                                                                              
del derecho de libertad religiosa (Artículos 2.1 y 2.2 LOLR), dimensión que comprende el derecho 
de los grupos religiosos a divulgar y propagar su propio credo. El artículo 6 LOLR a su vez 
reconoce la autonomía interna de las confesiones religiosas. Vid. J. OTADUY GUERÍN, “Autonomía de 
las confesiones religiosas. Las cl|usulas de salvaguarda de la identidad de las confesiones”, en 
Manual electrónico IUSTEL “Derecho canónico y Derecho eclesi|stico del Estado. III. Eclesi|stico”. 
Lección 10.2, p. 11. Disponible en www.iustel.com; L. RUANO ESPINA, “El derecho…” cit. nota 119, pp. 
12 ss.; y A. LÓPEZ-SIDRO LÓPEZ, “Dimensión colectiva…” cit. nota 372, pp. 3 y ss. 
375 Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “La enseñanza de la religión en el sistema educativo español”, en 
Rivista di Storia del Cristianesimo 9 (2012), p. 118; R. PALOMINO LOZANO, “Profesores de religión…”, 
cit. nota 152, pp. 24 y 25; y Mª J. GUTIÉRREZ DEL MORAL, “Reflexiones sobre el derecho de los padres a 
decidir la formación religiosa y moral de sus hijos y la enseñanza de la religión en los centros 
públicos”, en RGDCDEE 14 (2007), pp. 2 y 3. Como indica Otaduy “la noción de autonomía de las 
confesiones religiosas adquiere su más pleno sentido cuando se construye a partir del principio de 
laicidad del Estado y no se concibe como una simple derivación del principio de libertad religiosa”, 
y añade “laicidad y autonomía son dos caras de una misma realidad; valores subordinados al bien 
jurídico protegido en una instancia superior, que no es sino la distinción y preservación del orden 
político y del orden religioso en su integridad y plenitud.” J. OTADUY GUERÍN, “Autonomía de las 
confesiones religiosas...”, cit. nota 374, pp. 7 y 8. 
376 Acuerdo de 3 de enero de 1979 con la Santa Sede sobre enseñanza y asuntos culturales. BOE 
nº 300, de 15 de diciembre, artículo III 1º: “En los niveles educativos a que se refiere el párrafo 
anterior, la enseñanza religiosa será impartida por las personas que, para cada año escolar, sean 
designadas por la autoridad académica entre aquellas que el Ordinario diocesano proponga para 
ejercer esta enseñanza. Con antelación suficiente, el Ordinario diocesano comunicará los nombres 
de los Profesores y personas que sean consideradas competentes para dicha enseñanza.” 
377 Ibid. Vid. J. OTADUY GUERÍN, “Relación jurídica…” cit. nota 372, p. 464. 
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como exigencias de competencia el que se hallen en posesión de la 
correspondiente missio canonica —Declaración Eclesiástica de Idoneidad de la 
Conferencia Episcopal Española— y que reúnan los demás requisitos derivados 
del artículo III del mismo.378 Por su parte, la legislación estatal contempla como 
causa de extinción de la relación laboral la revocación ajustada a derecho de la 
acreditación otorgada por la confesión religiosa, de modo que la pérdida de 
idoneidad eclesiástica del docente lleva aparejada la imposibilidad de que la 
administración educativa pueda continuar contratándolo como profesor de 
religión.379 Por último, tanto la normativa acordada como las normas emanadas 
exclusivamente del Estado, atribuyen a la Iglesia Católica la potestad exclusiva 
para valorar los requisitos de capacidad e idoneidad del profesorado de 
religión.380 Es decir, corresponde a la Iglesia no sólo determinar la competencia 
académica o técnica del profesor, sino también verificar aquellos aspectos de su 
vida personal que acreditan un comportamiento global acorde con su fe, 
                                                 
378 Convenio entre el Estado y la Conferencia Episcopal Española, Orden de 9 de abril de 1999, 
Disposición 4.1; y Real Decreto 696/2007, de 1 de julio, artículo 3. Para un comentario de este Real 
Decreto, A. I. RIBES SURIOL, “Comentario al Real Decreto 696/2007, de 1 de junio, por el que se 
regula la relación laboral de los profesores de religión”, en RGDCDEE 15 (2007), pp. 1-5. 
379 Real Decreto 696/2007, de 1 de julio, art. 7.b. Vid. M. GAS AIXENDRI, “La declaración 
canónica…”, cit. nota 365, p. 8; y L. RUANO ESPINA, “El modelo español…” cit. nota 372, pp. 110 ss. 
380 Son de obligada mención los cánones 804 y 805 del Código de Derecho Canónico de 1983 
(CIC), que establecen la competencia del Obispo de cada diócesis para nombrar, aprobar, remover 
o exigir que sean removidos los profesores de religión católica, encomendándosele a su vez que 
vele porque éstos destaquen por su recta doctrina, por el testimonio de su vida cristiana y por su 
aptitud pedagógica. C. 804 CIC: “§ 1.Depende de la autoridad de la Iglesia la enseñanza y educación 
religiosa católica que se imparte en cualesquiera escuelas o se lleva a cabo en los diversos medios 
de comunicación social; corresponde a la Conferencia Episcopal dar normas generales sobre esta 
actividad, y compete al Obispo diocesano organizarla y ejercer vigilancia sobre la misma. § 2. Cuide 
el Ordinario del lugar de que los profesores que se destinan a la enseñanza de la religión en las 
escuelas, incluso en las no católicas, destaquen por su recta doctrina, por el testimonio de su vida 
cristiana y por su aptitud pedagógica.” 
C. 805 CIC: “El Ordinario del lugar, dentro de su diócesis, tiene el derecho a nombrar o aprobar 
los profesores de religión, así como de remover o exigir que sean removidos cuando así lo requiera 
una razón de religión o moral.” Igualmente relevantes son los c|nones 213 y 747 § 2: “Compete 
siempre y en todo lugar a la Iglesia proclamar los principios morales, incluso los referentes al 
orden social, así como dar su juicio sobre cualesquiera asuntos humanos, en la medida en que lo 
exijan los derechos fundamentales de la persona humana o la salvación de las almas.” Para un 
estudio de la normativa de la Iglesia Católica que regula los requisitos académicos y personales 
que han de cumplir los profesores de religión, vid. J. OTADUY GUERÍN, “Idoneidad de los 
profesores…”, cit. nota 365, pp. 2 y ss. 
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verificación que no se circunscribe al ámbito estrictamente profesional y que 
además se prolonga a lo largo de todo el tiempo que dure la actividad docente.381 
En cuanto a los hechos que finalmente motivaron el recurso al Tribunal de 
Estrasburgo, son sobradamente conocidos. El actor, Don José Antonio Fernández 
Martínez, ordenado sacerdote de la Iglesia Católica en 1961, solicitó al Vaticano 
una dispensa de la obligación de celibato en el año 1984. Un año más tarde 
contrajo matrimonio civil con su todavía hoy esposa, con la que ha tenido cinco 
hijos. A partir del año 1991, el Sr. Fernández ejerció como profesor de religión y 
moral católicas en varios colegios públicos de la Región de Murcia, siendo para 
ello propuesto anualmente por el Obispo de Cartagena. En el año 1996, el 
demandante apareció en un artículo publicado en un periódico local —La 
Verdad—, en el que se reconocía miembro del “Movimiento Pro-Celibato 
Opcional” (MOCEOP) y que reproducía su fotografía acompañado por toda su 
familia. En el mismo artículo, se atribuían al Sr. Fernández una serie de 
manifestaciones en las que habría abogado por una Iglesia menos teocrática y más 
democrática, y expresado su postura contraria a ciertos aspectos del magisterio 
católico en temas como el aborto, el control de la natalidad y el sexo.  
A finales de agosto de 1997, el Santo Padre concedió al actor la dispensa de 
celibato solicitada trece años atrás. En el rescripto de dispensa se indicaba que el 
peticionario no podría ser profesor de religión católica en centros educativos 
públicos a menos que el Obispo así lo autorizase a su prudente juicio, y siempre y 
cuando no hubiese riesgo de escándalo. En el mes de septiembre de 1997, la 
Diócesis de Cartagena comunicó a las autoridades educativas su resolución de no 
proponer la renovación del contrato del demandante como profesor de religión y 
                                                 
381 En España, la Conferencia Episcopal exige la obtención de tres acreditaciones sucesivas a un 
candidato a profesor de religión y moral católicas: (i) en primer lugar la Declaración Eclesiástica de 
Competencia Académica —que acredita su pertenencia a la Iglesia Católica y su aptitud técnica—; 
(ii) en un segundo paso, la Declaración Eclesiástica de Idoneidad — que valora la rectitud de 
doctrina y el testimonio de vida cristiana del profesor y que está basada en criterios morales y 
religiosos cuya determinación compete al Obispo—; (iii) y finalmente, la missio canonica —que es 
la propuesta del Ordinario a la Administración educativa de aquellos profesores que considere 
competentes e idóneos para un centro escolar concreto. Acuerdo de la Asamblea Plenaria de la 
Conferencia Episcopal Española sobre la Regulación de la Declaración Eclesiástica de Idoneidad 




moral católicas para el curso que estaba a punto de comenzar.382 Como 
consecuencia de dicha comunicación, el Ministerio de Educación hizo saber al 
hasta entonces maestro que su contrato se daba por finalizado con efectos a 29 de 
septiembre de 1997.383 El demandante inició entonces un procedimiento que fue 
sorteando sucesivas instancias procesales hasta llegar al Tribunal Constitucional 
español.384  
Agotados los recursos internos tras la desestimación por la Corte 
Constitucional española del recurso de amparo interpuesto por el actor, el Sr. 
Fernández se dirigió a la jurisdicción de Estrasburgo al entender que la no 
renovación de su contrato de trabajo como consecuencia de circunstancias que 
pertenecían a su vida personal y familiar vulneraba, entre otros, el artículo 8 del 
Convenio.385 Interpretado por la Sala tercera como un caso en el que se veían 
comprometidas las obligaciones positivas de los Estados miembros en relación 
con los derechos fundamentales de sus ciudadanos, la sentencia falló, de una 
forma un tanto confusa, en contra del recurrente, al entender que las autoridades 
públicas españolas no habían desprotegido la dimensión profesional del derecho 
al respeto de la vida privada y familiar del Sr. Fernández al haber hecho 
prevalecer los derechos de la Iglesia Católica reconocidos por los artículos 9 y 11 
del Convenio.386  
                                                 
382 Se muestra muy crítico con el modo de actuar de las autoridades eclesiásticas en el caso 
Fernández Martínez J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Fern|ndez Martínez v Spain: an unclear intersection of 
rights”, de próxima publicación (consultado por gentileza del autor), p. 8, 9, 13 y 14. 
383 Cfr. G. PUPPINCK, “El "principio de autonomía"…” cit. nota 232, pp. 2 y 3; y Mª J. VALERO 
ESTARELLAS, “Autonomía institucional… cit. nota 330, pp. 4 y 5. Vid. A. LÓPEZ-SIDRO, “Sentencia del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos (nº 56030/07) de 12 de junio de 2012, asunto Fernández 
Martínez c. España. Autonomía de las confesiones y derecho a la intimidad personal y familiar”, en 
Ars Iuris Salmanticensis 20 (2014), pp. 262-264; y J. Mª COELLO DE PORTUGAL, “La jurisprudencia…” 
cit nota. 326. 
384 Vid. J. L. GIL Y GIL, “La no renovación del contrato de trabajo de un sacerdote secularizado y 
casado, profesor de religión y moral católica: comentario a la STEDH de 15 de mayo de 2012, caso 
Fern|ndez Martínez contra España, demanda 56030/07”, en Anuario de Derecho Eclesiástico del 
Estado 30 (2014), pp. 227-253. 
385 Fernández Martínez Sala tercera § 50. 
386 A nivel nacional, la Sala tercera señala también que en España la noción de autonomía de las 
comunidades religiosas está ligada a un principio de neutralidad del Estado que impide a los 
poderes públicos decidir acerca de cuestiones exclusivamente religiosas como son la noción 
canónica de escándalo o la exigencia de celibato a los sacerdotes. Igualmente se hace eco de la 
sentencia del Tribunal Constitucional español en el caso de autos, particularmente de su 
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El mandato de neutralidad es el punto de partida de la argumentación 
jurídica de la Sala tercera. La sentencia recuerda en primer término la doctrina 
consolidada en Hasan y Chaush de que el artículo 9 del Convenio excluye, salvo en 
casos muy excepcionales, la valoración por los poderes públicos de la legitimidad 
de las creencias religiosas o de sus formas de expresión, completándola con la 
apreciación desarrollada en Svyato-Mykhaylivska Parafiya de que el principio de 
independencia institucional de las confesiones impide que ninguna autoridad 
estatal pueda obligarlas a encomendar una función religiosa a una persona 
concreta.387  
Coincidiendo con la apreciación del Tribunal Constitucional español de que 
la no renovación del contrato del Sr. Fernández obedeció a razones estrictamente 
religiosas que tanto por su propia naturaleza, como por la acción combinada de 
los principios de neutralidad y de libertad religiosa, están sustraídas a un control 
jurisdiccional estatal, la argumentación de la Sala tercera se distanció de la 
doctrina de la ponderación de intereses de Obst y Schüth para decantarse por la 
línea favorecida en Müller de efectuar una revisión de validez que evitase tener 
que valorar la legitimidad de las motivaciones religiosas del conflicto.388 La 
función de revisión de los tribunales civiles debía limitarse a la constatación de 
que no se habían infringido los principios fundamentales del ordenamiento 
jurídico español o vulnerado la dignidad del Sr. Fernández.389 Aún así, la sentencia 
                                                                                                                                              
observación acerca de que si bien la definición de los criterios religiosos o morales en el origen de 
la no renovación del contrato del recurrente incumbían exclusivamente a las autoridades 
religiosas, los tribunales nacionales tenían competencia para examinar si motivos de índole no 
estrictamente religiosa y excluidos por tanto de la protección del artículo 16 de la Constitución, 
habían sido tenidos en cuenta en la decisión. Fernández Martínez Sala tercera §§ 78-80. Cfr. S. SMET, 
“Fern|ndez Martínez…” cit nota 368. Es de especial interés el lúcido y crítico análisis del profesor 
Martínez-Torrón en cuanto lo que él califica de “interpretación hiper-expansiva del artículo 8 del 
CEDH realizado por el Tribunal europeo en cuestiones relativas a la vida y las opciones 
profesionales.” Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Fern|ndez Martínez…” cit. nota 382, pp. 9 y ss. 
387 STC 128/2007, de 4 de junio [RTC 2007/128]. Fernández Martínez Sala tercera § 81. Vid G. 
PUPPINCK, “El ‘principio de autonomía’…” cit. nota 232, pp. 23-25. 
388 Vid. S. SMET, “Fern|ndez Martínez…” cit nota 368. Una vez más se aprecia la ya señalada 
confusión por la Sala tercera de los planos religioso y secular del conflicto. En propiedad, la 
sentencia debería referirse no a los motivos que justificaron la no renovación del contrato del Sr. 
Fernández Martínez con la administración educativa, sino de los motivos que ocasionaron la 
pérdida de la missio canónica que le habilitaba para ejercer su labor docente como profesor de 
religión católica en la enseñanza pública española.  




incurre una vez más en el defecto de sustituir el control validez por un juicio 
acerca de la lógica secular de que la Iglesia exija a las personas a las que habilita 
para transmitir su doctrina, deberes cualificados de lealtad.390 
A partir de la constatación de las peculiaridades del sistema de enseñanza 
confesional de la religión en España, la sentencia de instancia admitió que no es 
irrazonable que la Iglesia requiera de los profesores de religión y moral católicas 
unos deberes de fidelidad no exigibles al resto de docentes vinculados a la 
administración pública a través de una relación que la sentencia califica de 
“neutral”.391 Es esta apreciación la que parece dar a la Sala tercera el argumento 
definitivo para entender que, roto el vínculo de lealtad que unía al actor con la 
Iglesia Católica, como consecuencia de la publicidad dada por este a su situación 
matrimonial y familiar, el derecho Canónico obligaba al Obispo a no renovar su 
propuesta para que pudiese ser contratado nuevamente por las autoridades 
educativas.392  
Pero la sentencia añadiría, a renglón seguido, un elemento de incertidumbre 
en su argumentación al precisar que el recurrente estaba unido a la Iglesia por 
esos deberes especiales de fidelidad porque, al tiempo de comenzar su labor 
docente, no había recibido todavía el rescripto de dispensa del Vaticano y era 
                                                 
390 Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Fern|ndez Martínez…” cit. nota 382, pp. 19 y 21; y R. PALOMINO 
LOZANO, “Profesores de religión…”, cit. nota 152, p. 17. 
391 Fernández Martínez Sala tercera § 85: “es precisamente este vínculo de confianza el que 
conviene, según el parecer del Tribunal, anteponer en este caso. Este vínculo implica, 
obligatoriamente, ciertas particularidades que diferencian a los profesores de religión y de moral 
católica de los demás docentes, quienes se enmarcan en una relación jurídica neutra entre la 
Administración y los particulares. Por lo tanto, no es irrazonable exigir una obligación de lealtad 
acrecentada por parte de estos docentes.” (Sin cursiva en el original). 
392 La publicidad dada por el demandante a su situación matrimonial y familiar había quebrado 
el vínculo de confianza necesario entre Iglesia Católica y profesor de religión, vínculo de confianza 
que viene a operar como un deber de lealtad especialmente cualificado y justificado no sólo por las 
particulares características que distinguen a los profesores de enseñanza religiosa de aquellos que 
enseñan materias seculares, sino, además, por su condición de sacerdote. Roto el vínculo de 
confianza, argumenta el Tribunal, el derecho canónico obligaba al Obispo a no renovar la 
propuesta del candidato a profesor de religión, exigencia que nace del principio de autonomía 
religiosa. Especial relevancia atribuye también la sentencia a la voluntaria decisión de los 
candidatos a profesores de religión a someterse a unas condiciones especiales de selección y 
contratación, y al hecho de éstos candidatos conocen, o al menos deberían conocer, la particular 
naturaleza de la relación que une a Iglesia y profesor. Fernández Martínez Sala tercera § 86. 
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todavía sacerdote, casado, pero sacerdote.393 No es difícil apreciar, y así lo ha 
hecho notar también la doctrina, que la sentencia de la Sala tercera planteaba la 
duda de si, al igual que ya ocurrió en Obst y Schüth, casos con presupuestos 
fácticos esencialmente similares al del Sr. Fernández, pero que afecten a profesores 
seglares, podían llegar a desembocar en fallos diametralmente distintos.394  
Si, aun en contra de la opinión de las propias comunidades afectadas, en los 
casos de los empleados alemanes el TEDH había impuesto su criterio de que el 
distinto grado de vinculación con la misión evangelizadora de sus respectivas 
empleadoras de un alto cargo de la Iglesia Mormona y del organista de una 
parroquia católica, impedía exigirles el mismo deber de fidelidad conyugal, 
Fernández Martínez introducía el interrogante de si la Corte trataría de forma 
diferente la pérdida de una missio canonica por divergencias entre sus vidas 
personales y los postulados de la Iglesia de profesores religiosos y de profesores 
laicos. ¿Influiría en la percepción de los magistrados de Estrasburgo la condición 
de seglar de un docente a la hora de relativizar la decisión consciente y voluntaria 
de un trabajador de optar por una vía profesional que condiciona moralmente su 
vida privada? ¿Sería posible, visto el modo de proceder de la Corte en los casos 
Obst y Schüth, que en el caso de profesores de religión en los que no concurriese la 
condición de sacerdote, el Tribunal llegase a suplantar la competencia de la Iglesia 
para establecer quién y bajo qué criterios es apto para enseñar su doctrina?395 
Esta duda ha sido recientemente despejada por la Corte en la sentencia Travaš c. 
Croacia, a la que me referiré en breve.  
5.2.b) La sentencia de Gran Sala 
Con la sentencia final de Fernández Martínez en junio de 2014, la Gran Sala 
del Tribunal de Estrasburgo puso punto final a un procedimiento de casi dos 
                                                 
393 Ibid., § 86. Esta afirmación de la Sala tercera llevaría a la doctrina a preguntarse si con esta 
sentencia se abría una puerta a la conocida como “excepción ministerial” en el Europa. Vid. S. SMET, 
“Fern|ndez Martínez…” cit nota 368; R. PALOMINO LOZANO, “Profesores de religión…”, cit. nota 152, 
p. 18; P. SLOTTE y H. ÅRSHEIM, “The Ministerial…” cit. nota 319, p. 190 y 191. 
394 Cfr. R. PALOMINO LOZANO, “Profesores de religión…”, cit. nota 152, p. 35; Mª J. VALERO 
ESTARELLAS, “El derecho…”, cit. nota 372, p 25; y F. CRANMER, “Employment…” cit. nota 260, p. 215. 
395 Cfr. G. PUPPINCK, “El "principio de autonomía"…” cit. nota 232, pp. 32 y 33; y G. MORENO 
BOTELLA, Organizaciones religiosas… cit. nota 280, pp. 80-82. 
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décadas mediante una resolución que, a la vez que corrigió algunas de las 
deficiencias apuntadas en la argumentación de primera instancia, dio un paso 
decisivo en la consolidación de la doctrina de la ponderación de intereses que 
había sido rechazada por la Sala tercera. El análisis crítico de esta sentencia me 
lleva a reafirmar —aunque por motivos diversos— la que es también mi 
apreciación acerca del pronunciamiento de primera instancia. Si bien celebro el 
fallo favorable al Estado español, no puedo menos que expresar mis dudas acerca 
de la fundamentación jurídica empleada para llegar a él. 396 
La decisión del pleno del Tribunal es larga y prolija, y tiene la particularidad 
añadida de que dos de sus votos discrepantes están estructurados y planteados 
como si de sendos pronunciamientos alternativos se tratase, lo cual permite 
conocer de forma completa y sistemática tanto la posición de los jueces de la 
mayoría como la de los magistrados disidentes. 397 
Es precisamente el peso que en la sentencia de Gran Sala de Fernández 
Martínez tienen las opiniones particulares —que en gran medida evidencian 
carencias y debilidades en la argumentación del fallo que tal vez sin ellas hubiesen 
pasado más desapercibidas— lo que hace de esta decisión un caso merecedor de 
estudio pormenorizado. Cada uno de los votos alternativos arroja luz no sólo 
sobre el porqué de la dificultad que tuvo la Gran Sala para llegar a un fallo que 
finalmente se decantaría a favor de España por la mínima diferencia de un voto, 
sino también sobre la existencia de una considerable división en la comprensión 
que los jueces del Tribunal tienen en relación con el grado de protección que el 
sistema del Consejo de Europa otorga al derecho de las confesiones religiosas a su 
autonomía. 398  
                                                 
396 Cfr. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “Autonomía institucional…” cit. nota 330, p. 2. 
397 Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Fern|ndez Martínez…” cit. nota 382, p. 6; y Mª J. VALERO ESTARELLAS, 
“El derecho…” cit. nota 372, pp. 24 ss. No es un caso aislado en la jurisprudencia del Tribunal, vid. 
W. DE BEEN, “Lautsi: A Case of Metaphysical Madness?, en Religion and Human Rights 6 (2011), p. 
235. 
398 A modo de ejemplo, algunas de las reacciones a la sentencia de la Gran Sala que se pueden 






La Gran Sala del TEDH, consideró que la actuación de las autoridades 
públicas españolas, aunque había lesionado el derecho al respeto de la vida 
privada y familiar del recurrente, podía justificarse dentro su margen de 
apreciación.399  
Como primera diferencia con la sentencia de primera instancia, la decisión 
de 2014 recondujo el caso a un conflicto en el que se veían comprometidas las 
obligaciones negativas del Estado en relación con los derechos tutelados por el 
artículo 8 CEDH. En lugar de por una obligación positiva de proteger las relaciones 
privadas de los ciudadanos en el contexto de una aplicación horizontal de 
derechos fundamentales, el pleno de Estrasburgo juzgó a España por haber 
presuntamente incumplido una obligación omisiva de respetar las libertades 
enunciadas en el Convenio.400  
Además, la Gran Sala se alejó de la opción de la sentencia de primera 
instancia de excluir un control de proporcionalidad para, regresando a la 
continuidad con Schüth y Obst, realizar un enrevesado ejercicio de ponderación en 
el que tomó en consideración hasta siete variables o parámetros distintos. El 
resultado es que la sentencia final de Fernández Martínez es opaca, de pesada 
lectura y, en determinados momentos, incluso de difícil comprensión.401  
La sentencia identifica como objeto de la controversia la no renovación del 
contrato del demandante como consecuencia de la publicidad dada por éste a su 
                                                                                                                                              
europe/;%20http:/religionlaw.blogspot.com.es/2014/06/fernandez-martinez-v-spain-
priestly.html. 
399 Fernández Martínez GS §§ 116, 152 y 153. Vid. J. CALDERWOOD NORTON, Freedom of… cit. nota 
314, p. 83. 
400 Cfr. F. TULKENS y O. DE SCHUTTER, “Rights in Conflict…” cit. nota 418, pp. 181 y 182. 
401 Fernández Martínez GS §§ 134-151. La Gran Sala analizaría siete parámetros tanto implícitos 
como explícitos, identificados por el profesor Palomino como “cuatro referidos al empleador y tres 
referidos al empleado (consciencia del malestar o el perjuicio para la confesión religiosa de las 
propias acciones; papel del empleado en exponer su conducta problemática al empleador, y las 
consecuencias del despido en la carrera del empleado)”. Cfr. R. PALOMINO LOZANO, “Profesores de 
religión…”, cit. nota 152, p. 18. Los desarrollan Mª J. VALERO ESTARELLAS, “Autonomía institucional…” 
cit. nota 330, pp. 6-10; y L. RUANO ESPINA, “Despido del trabajador…” cit. nota 198, pp. 177 y 178. 
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situación familiar y a su pertenencia al MOCEOP, resolviendo analizar el caso 
exclusivamente a la luz del artículo 8 del Convenio.402  
Como he adelantado, al contrario de lo decidido por la Sala tercera del 
Tribunal, la Gran Sala interpretó que la implicación del Estado español procedía 
de una obligación negativa: como empleadora real del recurrente, las autoridades 
educativas fueron las responsables últimas no renovar su contrato como profesor 
de religión y moral católicas. Aunque la Gran Sala reconoce que las posibilidades 
de actuación del Estado frente a una declaración eclesiástica de inidoneidad eran 
muy limitadas, también observa cómo, si la decisión del Obispo no hubiese sido 
atendida por el Ministerio de Educación, el demandante no habría sido 
despedido.403 A continuación, la sentencia se embarca en un largo y complicado 
análisis ponderativo de los derechos en conflicto con el objeto de verificar si la 
interferencia en el derecho a la vida privada y familiar del Sr. Fernández era 
necesaria en una sociedad democrática. Atendido el margen de apreciación 
reconocido al Estado español, la Gran Sala decidió, en una votación de nueve a 
ocho, a favor de la proporcionalidad de la injerencia en los derechos del 
recurrente.404 
La ajustada mayoría en Fernández Martínez aconseja prestar, aunque sea 
brevemente, una cierta atención a las voces disidentes que, expresadas en cuatro 
opiniones separadas, contribuyen por vías distintas a poner de manifiesto algunas 
de las incongruencias de la argumentación de la Gran Sala. De hecho, la primera 
opinión discrepante (en lo sucesivo en este epígrafe, la Primera Opinión), 
formulada por los ocho magistrados que votaron en sentido contrario al de la 
mayoría (Spielmann, Sajó, Karakaş, Lemmens, Jäderblom, Vejabović, Dedov y Saiz 
Arnaiz), está planteada y redactada prácticamente como si de una sentencia 
alternativa se tratase. Dado que la segunda opinión (firmada por los jueces 
Spielmann, Sajó y Lemmens) se limita a expresar su disconformidad con el hecho 
                                                 
402 Fernández Martínez GS § 108. 
403 Fernández Martínez GS §§ 114 a 116.  
404 Vid. L. RUANO ESPINA, “Despido del trabajador…” cit. nota 198, p. 177. 
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de que el caso no fuese analizado a la luz de los artículos 14, 9 y 10 del Convenio, 
me centraré a continuación en analizar los votos particulares restantes. 
La Primera Opinión supone una revisión casi íntegra de la sentencia y, si 
bien también se detiene en una reevaluación de los hechos, lo verdaderamente 
interesante de este voto hay que buscarlo en un desarrollo doctrinal y teórico que 
parece querer salvar el insuficiente —o más bien, inexistente— análisis llevado a 
cabo por los jueces de la mayoría acerca de las implicaciones para el caso 
Fernández Martínez del principio de neutralidad religiosa del Estado.405 Según casi 
la mitad de los magistrados de la Gran Sala, la pregunta a la que tendría que haber 
dado respuesta la sentencia no era si el demandante había incumplido sus deberes 
de lealtad para con la Iglesia, sino si las autoridades educativas, al ejecutar la 
decisión eclesiástica que le dejaba fuera de la lista de candidatos elegibles para ser 
contratados como profesores de religión y moral católicas, habían respetado sus 
derechos fundamentales. En definitiva si, dentro de su margen de apreciación, los 
poderes públicos españoles habían adoptado las medidas necesarias para adaptar 
el régimen legal vigente a la situación particular del Sr. Fernández.406 Para 
responder a esta pregunta, la Primera Opinión tomó como punto de partida el 
principio de neutralidad religiosa del Estado.  
La intromisión en la vida privada y familiar del demandante tenía, en 
opinión de los jueces de la minoría, una justificación poderosa: el principio de 
neutralidad derivado del derecho de libertad religiosa reconocido en la 
Constitución española y en el Convenio. Mediante el reconocimiento de fuerza 
vinculante a la decisión del Obispo, las autoridades educativas simplemente se 
                                                 
405 Fernández Martínez GS §§ 2-4 de la primera opinión disidente (Primera Opinión). Los hechos 
son nuevamente revisados en el análisis de proporcionalidad llevado a cabo por los magistrados 
discrepantes en la Primera Opinión §§ 14, 15, 30 y 33. 
406 Fernández Martínez GS Primera Opinión §§ 5-8, 13 y 19. Discrepan no obstante los jueces 
firmantes de este voto particular con la apreciación de la Sentencia de que la vulneración del 
artículo 8 CEDH se produjo como consecuencia de los efectos en la esfera profesional del actor de la 
decisión de no renovación contractual. Para ellos, la interferencia hay que buscarla en los motivos 
de la decisión eclesiástica, es decir, en cómo se vieron afectados el modo en que el Sr. Fernández 
había decidido vivir su vida privada y familiar y las decisiones derivadas de sus personales 
opciones vitales (§§ 9-11). Vid. M. MOVSESIAN, “European Court Decides Church Autonomy Case”, 





habían sujetado en su actuación a este principio. La valoración de si el Sr. 
Fernández había quebrado o no la lealtad que debía a la Iglesia únicamente podía 
ser apreciada por el derecho Canónico o por un tribunal eclesiástico, pero no por 
el Estado. Lo único relevante para los poderes públicos españoles era que el 
Obispo había dejado de considerar al demandante idóneo para ser profesor de 
religión y moral católicas y, cualesquiera que fuesen los motivos en los que estaba 
basada esa decisión, no podían ser objeto de revisión ni por los órganos 
jurisdiccionales nacionales, ni por el propio Tribunal.407 
Por su parte, el juez András Sajó firmó por separado una tercera opinión 
disidente que se inicia con una crítica fundamental a la argumentación de la 
sentencia: la jurisprudencia del TEDH no exige interpretar que el empleo en sí es 
un derecho protegido por el Convenio bajo el concepto de vida privada.408 A partir 
de ahí, el magistrado húngaro se detiene en el que considera el aspecto crucial 
para entender adecuadamente el caso Fernández Martínez: el alcance del derecho 
de autonomía de las confesiones religiosas y el deber que pesa sobre el Estado de 
protegerlo.  
A juicio de Sajó, la protección de la autonomía de las confesiones religiosas 
es susceptible de graduación, y se debilita cuando, como ocurría en Fernández 
Martínez, el impacto de una decisión eclesiástica concierne o tiene efectos fuera de 
la propia esfera de la iglesia. Los motivos internos de la decisión del Obispo no 
constituyen per se objeto de revisión de los tribunales civiles pero sí sus efectos, 
ya que “la autonomía de las organizaciones religiosas no puede conllevar violación 
de otros derechos del Convenio.”409 Por ello, cuando una confesión tiene que 
demostrar que no está vulnerando el Convenio, debe realizar el ejercicio de 
“traducir” esos motivos religiosos para que puedan ser entendidos, valorados y 
juzgados en el orden secular.  
                                                 
407 Fernández Martínez GS Primera Opinión §§ 24-27. 
408 Fernández Martínez GS András Sajó (Sajó) § 1. En este sentido vid. también J. MARTÍNEZ-
TORRÓN, “Fern|ndez Martínez…” cit. nota 382, pp. 9 y ss. 
409 Fernández Martínez GS Sajó § 4. 
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El problema, en opinión del magistrado húngaro, es que el sistema español 
de enseñanza de religión católica en la escuela pública impide esa “traducción”, al 
dejar fuera de la controversia judicial a la propia Iglesia. El Estado, como 
empleador del actor y parte en el procedimiento, sólo podía interpretar los 
motivos del Obispo, y esta interpretación interpuesta lastró a los órganos 
jurisdiccionales haciendo que durante todo el proceso la ponderación de derechos 
en conflicto resultase arbitraria. No sólo eso, una enésima revisión de los hechos 
lleva al juez húngaro a afirmar que el Estado no fue tampoco capaz de 
proporcionar argumentos que acreditasen que el despido —supuestamente 
justificado en la noción canónica de escándalo— no había respondido realmente a 
la arbitraria decisión de una confesión religiosa que conocía, muchos años antes 
de que fuese hecha pública, la situación personal y las opiniones no ortodoxas del 
actor.410  
En definitiva, a juicio de este magistrado, una confesión religiosa no tiene 
que someter a la supervisión de la jurisdicción civil la veracidad de sus 
proposiciones, pero sí tiene que hacer un ejercicio de traducción de las mismas 
que permita verificar que su actuación no fue arbitraria, incluso cuando lo que se 
invocan son nociones canónicas como la de escándalo, cuya significación 
eclesiástica está sustraída de la interpretación de los tribunales del Estado.411 
Finalmente, el más sorprendente de los votos disidentes es el rubricado en 
solitario por el juez Dedov.412 La opinión del juez de la Federación Rusa se inicia 
con la observación de una paradoja que podría haber sido interesante si hubiese 
llegado a ser analizada. ¿Cómo es posible, se pregunta, que la autonomía de las 
confesiones religiosas sea para la sentencia de la Gran Sala simult|neamente “fin 
legítimo” y “derecho en conflicto”? Si la función del Tribunal europeo es hallar un 
equilibro entre derechos fundamentales enfrentados, ¿no habría que buscar otro 
                                                 
410 El juez Sajó equipara “no renovación contractual” con “despido” (Sajó § 1). 
411 Crítico con esta postura de Sajó, con la que coincido, J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Fern|ndez 
Martínez…” cit. nota 382, p. 21: “lo que Sajó sugiere —de forma matizada y sofisticada y con un 
lenguaje sin duda atractivo— es en última instancia que el Tribunal debería haber revisado la 
razonabilidad, no la racionalidad, de la decisión del Obispo. Pero eso es precisamente lo que ni el 
Estado español ni el Tribunal europeo podían hacer.”  
412 Movsesian, llega a calificar el voto particular del magistrado Dedov de “embarazoso”. Cfr. M. 
MOVSESIAN, en “European Court…” cit. nota 406. 
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fin legítimo de entre los protegidos por el Convenio? Lamentablemente, el 
magistrado abandona inmediatamente cualquier análisis jurídico para adentrarse 
en valoraciones personales de otra índole que le llevan a calificar como 
manifestación de totalitarismo contraria al Convenio la regla del celibato de los 
sacerdotes en la Iglesia Católica. La privación absoluta de vida familiar, afirma, no 
puede escudarse tras ningún pretendido interés público en la autonomía de los 
grupos religiosos y vulnera por sí misma el Convenio.413 Este es precisamente el 
principal argumento bajo el que habría de analizarse la violación del artículo 8 del 
Convenio invocada por el Sr. Fernández, ya que el Estado no puede abstenerse de 
proteger el derecho fundamental a la vida privada y familiar no sólo del 
demandante, sino también de al menos 6.000 sacerdotes de la Iglesia Católica.414  
Sin perjuicio de lo evocadoras que pueden resultar algunas de las referencias 
literarias citadas por el magistrado Dedov, lo cierto es que ni el tono ni el 
contenido de este voto particular se corresponden con el mesurado y ponderado 
ejercicio de indagación en clave de derechos fundamentales que se espera de un 
magistrado de Estrasburgo, pero sí sirven tal vez para ilustrar de manera muy 
gráfica, la visceralidad y la subjetividad desde la que, en ocasiones, ciertos jueces 
de la Corte abordan cuestiones que afectan al derecho de libertad religiosa que 
perciben como contrarias a su lógica personal o al sentir de la mayoría social.415  
5.2.c) Los riesgos de la ponderación de intereses en este tipo de 
conflictos 
De la exposición realizada de las sentencias tanto de la Sala tercera como de 
la Gran Sala, la conclusión más inmediata que puede extraerse es la dificultad que 
parece continuar encontrando el TEDH a la hora de hallar el modo de 
                                                 
413 Parece olvidar el magistrado ruso que la autonomía de los grupos religiosos es ante todo 
parte esencial del contenido del derecho de libertad religiosa reconocido en el artículo 9 del mismo 
Convenio. 
414 Fernández Martínez GS Dedov (Dedov) pp. 64 y 65. 
415 Cfr. R. PALOMINO LOZANO, “Profesores de religión…”, cit. nota 152, pp. 12 y 13. El juez Dedov 
recuerda al Jorobado de Notre-Dame de Víctor Hugo y El Pájaro Espino, de Colleen McCullough para 
ejemplificar las consecuencias de una regla “obsoleta” como el celibato. Tampoco duda en vincular 
el celibato con los abusos sexuales cometidos por miembros del clero en diversos países. 
(Fernández Martínez GS Dedov, p. 64). 
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compatibilizar la protección del derecho de los grupos religiosos a su autonomía 
institucional —y correlativamente, la garantía de la observancia del principio de 
neutralidad en la actuación de los poderes públicos— con la adecuada tutela de 
derechos fundamentales de trabajadores cuya vinculación profesional con una 
confesión religiosa hace que voluntariamente asuman deberes de lealtad que se 
extienden más allá de la esfera laboral.  
Esa dificultad se aprecia no sólo en el muy diferente modo que tuvieron las 
dos salas del TEDH que conocieron del caso Fernández Martínez de enfocar la 
resolución del recurso contra España, ni tampoco en los votos que dieron voz a los 
magistrados discrepantes a la sentencia del año 2014. En cierta medida, esta 
dificultad se deja ver también en aquello que la sentencia de la Gran Sala omite o 
pasa por alto.416  
En relación con la sentencia de la Sala tercera, la razón que aconseja 
prestarle atención, incluso después de haber sido revisada en segunda instancia, 
es que pone de manifiesto que la posible influencia de Fernández Martínez en la 
futura jurisprudencia del TEDH está más relacionada con una cuestión de fondo y 
menos con una cuestión de método: más con la relativización del mandato de 
neutralidad, que con el solo hecho de que la Corte opte por acudir a la 
ponderación de intereses como método para resolver los conflictos entre las 
iglesias y sus empelados o ministros de culto.  
Como he puesto de manifiesto al referirme al contenido de la sentencia de 
instancia, incluso tras haberse distanciado expresamente de Schüth y de haber 
rechazado acudir al balancing approach como criterio de resolución, la Sala 
tercera incurre en la que, a mi juicio, es la principal debilidad de la decisión contra 
Alemania: su inherente contradicción con la obligación de los tribunales y de la 
propia Corte de no juzgar la legitimidad o la razonabilidad de las creencias 
religiosas.417 Aunque el fallo desfavorable al Sr. Fernández pretende descansar en 
la relación que existe entre el derecho de autonomía de los grupos religiosos y el 
principio de neutralidad, lo cierto es que el argumento determinante del mismo es 
                                                 
416 Cfr. R. PALOMINO LOZANO, “Profesores de religión…”, cit. nota 152, p. 19. 
417 Cfr. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “Autonomía institucional…” cit. nota 330, pp. 4 y 5. 
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nuevamente producto de la valoración por el TEDH de la lógica secular de criterios 
de idoneidad eclesiástica, criterios que, además, la Sala tercera identifica con 
deberes de lealtad profesional, laboralizando implícitamente —como ya hiciera 
explícitamente Sindicatul “Păstorul cel bun” — la relación entre un sacerdote y su 
confesión.  
El análisis comparado de los casos alemanes y de la sentencia de sala en el 
caso del profesor español de religión católica permite cuestionar si, en el campo 
específico de la libertad religiosa y del artículo 11 del Convenio, la criticada 
subjetividad del balancing of rights como método para la resolución de conflictos 
entre derechos fundamentales, no concurre también cuando se fuerza una 
interpretación del mandato de neutralidad que ignora la que es su concepción más 
básica —la obligación de no valoración—, dando lugar a fallos altamente 
dependientes de intuiciones personales de los magistrados también en aquellos 
casos en los que la Corte expresamente opta por alejarse de la vía de la 
ponderación de intereses.  
La lúcida reflexión de la magistrada Tulkens y del profesor de Schutter 
acerca de las dudas que plantea el balancing approach como metodología para la 
resolución de conflictos de derechos, parece fácilmente extrapolable a una 
sentencia de sala en la que, sin embargo, la Corte expresamente descartó realizar 
ningún ejercicio de ponderación, y pone de manifiesto el riesgo que supone vaciar 
de contenido el principio de neutralidad cuando está en juego el derecho de 
libertad religiosa en su dimensión colectiva: “en este sentido, la met|fora de la 
‘ponderación’ para describir el acto de enjuiciar puede ser profundamente 
engañosa, apenas disimulando lo que es, de hecho, una postura decisionista, una 
postura que deja un considerable grado de libertad al juez en el proceso de 
ponderación y que hace depender el resultado de este proceso, en última 
instancia, a su intuición. […] Y en la medida en que la met|fora ‘ponderativa’ sea 
algo más que un disfraz que enmascara subjetividad o intuición, sus efectos sobre 
el razonamiento judicial pueden ser aún m|s dudosos.”418 A ello se ha referido 
                                                 
418 Cfr. F. TULKENS y O. DE SCHUTTER, “Rights in Conflict: The European Court of Human Rights as 
a Pragmatic Institution”, en Conflicts Between Fundamental Rights (E. Brems ed.), Intersentia, 
Amberes 2008, pp. 191 y 192. En este mismo sentido, el profesor Martínez-Torrón habla del riesgo 
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también en cierta medida Navarro-Valls, al hablar de ese “hunch” que en ocasiones 
condiciona la actividad de jueces y magistrados, de esa especie de corazonada 
intuitiva que les lleva, después de estudiar un asunto, a luego a buscar “los textos o 
precedentes más adecuados para revestir de ropaje jurídico su a priori 
emocional”.419  
La opinión personal que jueces o magistrados tengan sobre aspectos 
doctrinales o exigencias morales de las iglesias —como la expresada sin pudor ni 
prudencia alguna por el magistrado Dedov— es irrelevante para la resolución de 
conflictos en los que se enfrentan la autonomía de las entidades religiosas y los 
derechos fundamentales de terceros vinculados a ellas.420 El límite de la 
independencia confesional no debe buscarse en la razonabilidad secular o el grado 
de aceptación social de sus dogmas, sino en su validez, en su compatibilidad y 
adecuación con los principios constitucionales de los respectivos ordenamientos 
jurídicos nacionales y con las exigencias de una sociedad democrática en los 
términos establecidos en el Convenio. Las iglesias son las únicas competentes para 
determinar su doctrina, su moral y su ortodoxia canónica, y cualquier actuación 
estatal —en especial de los órganos jurisdiccionales— que conlleve la realización 
de juicios de valor sobre la legitimidad de las mismas, no constituye sólo una 
amenaza para la libertad religiosa en su vertiente colectiva, sino también para la 
tan invocada, y en ocasiones casi sacralizada, neutralidad de los poderes 
públicos.421  
Si problemática es la degradación conceptual del principio de neutralidad, 
problemático se revela también el método de la ponderación de intereses tal y 
como es aplicado por la Gran Sala en Fernández Martínez. El riesgo de que ese 
                                                                                                                                              
de abordar el análisis jurídico de cuestiones relativas al derecho de libertad religiosa desde la 
simpatía emocional que en los últimos tiempos parece caracterizar la actividad de la Corte de 
Estrasburgo. Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Fern|ndez Martínez…” cit. nota 382, p. 8. 
419 Cfr. R. NAVARRO-VALLS, “Neutralidad activa y laicidad positiva. (Observaciones a “Para una 
interpretación laica de la Constitución”, del profesor A. Ruiz Miguel)”, en RGDCDEE 18 (2008), p. 2; 
y A. RUIZ MIGUEL y R. NAVARRO-VALLS, Laicismo y Constitución, Fundación Coloquio Jurídico Europeo, 
Madrid 2009, pp. 99 y 100. 
420 Vid. C. EVANS y A. HOOD, “Religious Autonomy…” cit. nota 153, p. 103.  
421 Vid. J. MACLURE y C. TAYLOR, Laicidad y libertad de conciencia, Alianza Editorial, Madrid 2011, 
pp. 45 y 46. 
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“hunch” subjetivo que, según advierten los profesores Tulkens y Schutter, no es 
infrecuente en el método del balancing approach, termine por lastrar en el futuro 
a una gran parte de la jurisprudencia del TEDH que tenga que ocuparse del 
derecho de autonomía de las confesiones religiosas, puede apreciarse de la lectura 
atenta de esta sentencia.  
Tal vez la característica más sobresaliente de la resolución que puso fin al 
caso Fernández Martínez, o al menos la que más interesa al propósito de este 
trabajo, es su opción de convertir un caso sobre el alcance del derecho de 
autonomía de las iglesias, en un elaborado ejercicio de ponderación de deberes de 
lealtad en el ejercicio profesional de funciones con significación religiosa. Y lo hizo 
con tanta sutileza que, a la vista del fallo favorable a la posición de la Iglesia 
Católica, en un primer momento se podría llegar a la conclusión de que es 
precisamente mediante el segundo como mejor se llega a proteger el primero.422 
Nada más lejos de la realidad. Una reflexión más atenta no sólo de los argumentos 
jurídicos invocados por la Gran Sala, sino también de la toma de posición de la 
sentencia en cuanto al origen de la posible interferencia del Estado español en el 
derecho a la vida privada y familiar del Sr. Fernández, hacen que la aparentemente 
lineal defensa del derecho de autonomía de las confesiones religiosas que van 
hilando parágrafo tras parágrafo los magistrados de la mayoría, comience a 
mostrar una vertiente más inquietante.  
Veamos primero cuáles son los problemas en la argumentación.  
A la hora de ponderar los distintos intereses en conflicto, la Gran Sala, 
acudiendo como es habitual al principio de neutralidad, se marcó el objetivo de 
realizar su análisis dentro de los límites marcados por una clara línea roja: debía 
quedar a salvo cualquier valoración de la legitimidad de las creencias religiosas.423 
Sin embargo, a la hora de tener en cuenta la posición de Iglesia Católica, la 
sentencia recuerda que bajo ciertas condiciones los deberes de lealtad 
voluntariamente aceptados por trabajadores o representantes de confesiones 
                                                 
422 Vid. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Fern|ndez Martínez…” cit. nota 382, pp. 21 ss. 
423 Fernández Martínez GS § 129. 
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religiosas son compatibles con el Convenio;424 admite la necesidad de una 
adhesión especialmente cualificada en aquellas personas que, como el Sr. 
Fernández, tienen encomendada la misión de representar y transmitir la doctrina 
de una iglesia, particularmente a un público tan sensible y vulnerable como lo son 
los adolescentes;425 acepta la estrecha conexión que existe entre la función de un 
profesor de religión y la misión evangelizadora de un grupo religioso;426 justifica 
que para las autoridades eclesiásticas la decisión del Sr. Fernández de dar 
publicidad a ciertos aspectos de su vida personal pudiese suscitar dudas acerca de 
su idoneidad como docente;427 y finalmente, avala que la decisión de no proponer 
nuevamente al actor como profesor de religión era la medida más efectiva para 
garantizar la propia credibilidad de la Iglesia.428  
Cuando la sentencia la Corte de Estrasburgo admite, acepta, justifica o avala, 
está implícitamente traspasando esa línea roja que ella misma se había marcado. 
Porque lo que está haciendo el Tribunal realmente es indagar en la lógica interna 
de una decisión eclesiástica y emitir un juicio propio acerca de si la encuentra 
razonable o no. Al aceptar que una concreta misión religiosa —y no otra— está 
tan próxima a la tarea evangelizadora de una iglesia que puede conllevar un 
vínculo cualificado de lealtad; al justificar el alcance del impacto que para la 
credibilidad de una confesión pueden tener determinadas conductas personales 
—y no otras— de sus trabajadores o representantes; o al avalar una específica 
reacción eclesiástica —y no otra— a tales conductas, el Tribunal está supliendo el 
criterio de la Iglesia en cuestiones cuya determinación le compete a esta en 
exclusiva. El TEDH se coloca en la incómoda e inapropiada posición de erigirse 
como árbitro de cuestiones estrictamente religiosas.429  
                                                 
424 Ibid., § 135. 
425 Ibid., §§ 135, 137, 138 y 142. 
426 Ibid., § 140. 
427 Ibid., § 137. 
428 Ibid., § 146. 
429 Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Fern|ndez Martínez…” cit. nota 382, pp. 22 y 23; y P. SLOTTE y H. 
ÅRSHEIM, “The Ministerial…” cit. nota 319, p. 192. 
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Las deficiencias del criterio de ponderación se ponen también de 
manifiesto si nos detenemos a analizar las consecuencias de la posibilidad de que 
la Gran Sala hubiese fallado en contra del Estado español.430 Una primera 
consecuencia, afectaría de forma inmediata al derecho de autonomía de las 
confesiones religiosas tal y como ha sido interpretado por el TEDH. ¿Estaría 
obligado el Ministerio de Educación a contratar nuevamente al recurrente como 
profesor de religión y moral católicas en algún centro escolar público? ¿Se habría 
visto forzado el Obispo de Cartagena a otorgar la missio canonica a una persona a 
la que consideraba inidónea para enseñar su credo? Cualquiera de estos posibles 
desenlaces hubiese sido incompatible con la doctrina reiterada por el Tribunal de 
que un Estado no puede obligar a una comunidad religiosa a encomendar a 
alguien un concreto deber religioso.431  
Una segunda consecuencia llevaría a una pueril interpretación del 
Convenio alejada de toda lógica jurídica, consistente en entender que los 
trabajadores que ocupan puestos de especial significación religiosa están 
protegidos por un hipotético derecho a poder permanecer en ellos aun a pesar de 
incumplir compromisos voluntariamente asumidos de sujetar su conducta 
personal a unos criterios morales necesarios para preservar el derecho de libertad 
religiosa de la confesión de la cual son representantes.432  
Como he tenido ocasión de advertir previamente, la debilidad de la 
argumentación de la sentencia de Gran Sala en Fernández Martínez no está sólo en 
lo que dice, sino también en lo que omite. Y lo que omite es desarrollar en toda su 
extensión y consecuencias lo que los propios magistrados de la mayoría 
identifican como el fin legítimo perseguido por la limitación de los derechos del 
recurrente y uno de los intereses en conflicto: el derecho de la Iglesia Católica a su 
                                                 
430 Vid. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “El derecho de…”, cit. nota 372, pp. 16-17.  
431 Fernández Martínez GS § 129.  
432 Ya he tenido ocasión de mencionar un efecto parecido en la jurisprudencia constitucional 
española al hilo del caso de la también profesora de religión católica doña Resurrección Galera. Cfr. 
Mª J. VALERO ESTARELLAS, “El derecho de…”, cit. nota 372, p. 15. 
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autonomía a la hora de determinar quiénes son las personas aptas para enseñar 
su credo.433 
Veamos por último las consecuencias para el derecho de autonomía de las 
confesiones religiosas y para el principio de neutralidad, de la diferente toma de 
posición de las dos sentencias del TEDH en Fernández Martínez en cuanto al 
origen de la posible interferencia del Estado español en el derecho a la vida 
privada y familiar del recurrente. Recordemos que mientras para la Sala tercera la 
responsabilidad de las autoridades españolas derivaba del incumplimiento de 
obligaciones positivas,434 para la Gran Sala la condición de empleador del 
Ministerio de Educación convertía el conflicto en un caso de inobservancia de 
obligaciones negativas.435 Si bien podría parecer que, dado el fallo desfavorable al 
demandante en el que coinciden ambas instancias —e indirectamente, favorable a 
la Iglesia Católica—, ambas vías son igualmente efectivas para alcanzar la 
adecuada protección del derecho de las confesiones religiosas a su autonomía 
interna, en mi opinión no es necesariamente así.  
Frente a las tradicionales obligaciones negativas que para los Estados 
miembros del Consejo de Europa se pueden deducir de las previsiones del 
Convenio, la introducción en la jurisprudencia del Tribunal de Estrasburgo de la 
categoría de obligaciones positivas a partir de finales de la década de 1960, ha 
tenido como primera y deseable consecuencia la de avanzar en el cumplimiento 
del principio de efectividad, favoreciendo una interpretación del mismo en el 
                                                 
433 Fernández Martínez GS §§ 122 y 123. Esta omisión de la sentencia es precisamente lo que, en 
mi opinión, tratan de suplir tanto la Primera Opinión como el voto particular del juez Sajó, al 
proponer dos maneras alternativas de abordar el análisis jurídico del caso. La Primera Opinión 
pretende salvaguardar la autonomía de la Iglesia Católica blindando la dimensión religiosa de la 
cuestión y prohibiendo, en virtud del principio de neutralidad del Estado, cualquier valoración en 
el plano estrictamente secular de razones o conceptos eclesiásticos. Por su parte, el magistrado de 
Hungría deja igualmente fuera del ámbito de revisión jurisdiccional los motivos internos de la 
decisión eclesiástica, pero sí somete a escrutinio sus efectos en tanto que estos se proyectan fuera 
del ámbito interno de la confesión religiosa ya que, sostiene, el derecho de autonomía de las 
iglesias no puede conllevar la violación de otros derechos protegidos por el Convenio. J. MARTÍNEZ-
TORRÓN, “Fern|ndez Martínez…” cit. nota 382, p. 23; y Mª J. VALERO ESTARELLAS, “Autonomía 
institucional…” cit. nota 330, pp. 10-14. 
434 Fernández Martínez Sala tercera §§ 78 y 79.  
435 Analiza las obligaciones positivas de los Estados bajo el CEDH, y su diferencia con las 
obligaciones negativas, J.-F. AKANDJI-KOMBE, Positive obligations… cit. nota 295, pp. 5 ss. En relación 
con las obligaciones positivas bajo el artículo 8 CEDH, Ibid. pp. 36 ss.  
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sentido más adecuado para la protección de los individuos o grupos afectados.436 
Así lo ha expresado la Corte en su ya famosa reflexión acerca de que el Convenio 
tiene por objeto garantizar “no derechos teóricos o ilusorios, sino pr|cticos y 
efectivos.”437 La imposición a los poderes públicos de obligaciones positivas que 
salvaguarden precisamente de forma efectiva los derechos proclamados bajo el 
CEDH, supera la equivalencia protección de derechos fundamentales–acción 
omisiva o pasiva del Estado y la complementa con la necesidad de que estos 
adopten no sólo remedios legales o judiciales, sino también en ocasiones medidas 
prácticas que realicen los intereses de los sujetos afectados en sus derechos. Ya no 
basta con no hacer, ahora los poderes públicos tienen también en ciertas 
ocasiones la obligación de actuar.438  
La segunda consecuencia del desarrollo de la doctrina de las obligaciones 
positivas, ha sido el efecto que ha tenido en la Drittwirkung, en la aplicación 
horizontal del Convenio y en su extensión a las relaciones entre particulares, en 
las que la implicación del Estado trae causa no ya de su acción directa, sino más 
bien de su incapacidad para prevenir o impedir que unos individuos o grupos 
dañen a otros en sus derechos básicos.439 
El Tribunal ha tenido ocasión de señalar en más de un pronunciamiento que 
el modo de abordar el análisis de proporcionalidad de un caso no varía por el 
hecho de que este se plantee bajo la perspectiva de obligaciones positivas o 
negativas, ya que en ambas instancias es preciso alcanzar un equilibrio adecuado 
entre los intereses en liza.440 Sin embargo, los efectos de una y otra toma inicial de 
posición sí pueden ser muy distintos. Se ha indicado como una de las principales 
diferencias entre obligaciones negativas y positivas el hecho de que, mientras la 
                                                 
436 Ibid., pp. 5 y 9 ss. 
437 Airey c. Irlanda (ap. nº 6289/73), de 9 de octubre de 1979 § 24: “la Convención est| prevista 
para garantizar no derechos que son teóricos o ilusorios sino derechos que son prácticos y 
efectivos.” 
438 Incluso cuando dicha actuación implique la adopción de medidas económicas o sociales que 
favorezcan la efectividad del derecho reconocido en el Convenio. J.-F. AKANDJI-KOMBE, Positive 
obligations …, cit. nota 295, pp. 9 y 10. 
439 Vid. O. M. ARNARDÓTTIR, Equality and Non-Discrimination Under the European Convention on 
Human Rights, Martinus Nijhoff, La Haya 2003, pp. 96-99.  
440 Fernández Martínez GS § 114. 
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apreciación del incumplimiento de las primeras conllevaría en principio un único 
efecto posible —eliminar la causa de la interferencia con el derecho fundamental 
indebidamente lesionado—, en las segundas la misma apreciación de 
incumplimiento podría ser remediada mediante una pluralidad de actuaciones no 
definidas de antemano, que dejarían a los Estados un amplio margen de actuación 
a la hora de buscar equilibrios entre los intereses en conflicto.441 Esta disparidad 
de efectos se pone de manifiesto en las diferentes soluciones propuestas por la 
sentencia de Gran Sala y por la Primera Opinión, y en el previsible distinto grado 
de protección que una y otra otorgaría al derecho de autonomía de las confesiones 
religiosas.442  
Si la Gran Sala hubiese apreciado que el Estado español había incumplido su 
obligación negativa de proteger el derecho a la vida privada y familiar del 
demandante como consecuencia de haber ejecutado la decisión del Obispo de 
Cartagena, el único remedio posible para el Estado habría pasado por corregir el 
error de haber dado curso a tal decisión, con las desaconsejables consecuencias 
que ya hemos visto.443  
Son los jueces disidentes quienes en la Primera Opinión, sin hacer referencia 
expresa a obligaciones positivas del Estado, parecen hallar a través de estas un 
modo más viable de proteger la vida privada y familiar del recurrente sin lesionar 
con ello el derecho de autonomía de la Iglesia Católica.444 Según este primer voto 
particular, las autoridades educativas españolas, al valorar los efectos que su 
intervención como empleadoras tendría en los derechos del Sr. Fernández, 
erraron al no sopesar si no existía acaso una vía intermedia que, mediante una 
actuación positiva de los poderes públicos, tuviese un efecto menos lesivo en la 
esfera privada y laboral del recurrente dejando a la vez inmune la decisión 
eclesiástica y sus motivos. Para los magistrados que suscribieron la Primera 
                                                 
441 M. KLATT, “Positive Obligations under the European Convention on Human Rights”, en 
Zeitschrift für ausländisches öfentliches Recht und Völkerrecht, ZAORV-Heidelberg Journal of 
International Law 71 (2011), pp. 694-695. 
442 Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Fern|ndez Martínez…” cit. nota 382, pp. 17 y 18. 
443 Fernández Martínez GS § 114. 
444 Vid. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Fern|ndez Martínez…” cit. nota 382, pp. 17 y 18. 
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Opinión, una posible actuación positiva en este sentido habría sido la de contratar 
al hasta entonces profesor de religión católica para ocupar otro puesto en el 
sistema público de educación que nada tuviese que ver con la enseñanza de la 
materia que venía impartiendo.  
No parece requerir mucha explicación el diferente grado de protección que 
este segundo planteamiento despliega sobre el derecho los grupos religiosos para 
definir y aplicar los criterios de idoneidad que deben concurrir en aquellos a 
quienes se les concede una missio canonica,445 a la vez que abre al Estado un 
abanico de posibilidades de actuación positiva que, en última instancia, permitiría 
una respuesta más modulada que evitase que la realización práctica y efectiva del 
derecho al respeto de la vida familiar de empleados con funciones religiosas 
convirtiese finalmente a la autonomía de las confesiones en un derecho teórico o 
ilusorio.446  
5.2.d) Un epílogo: Travaš c. Croacia  
La sentencia más reciente en materia de empleo eclesiástico, pronunciada 
por la Sala segunda en octubre de 2016 —Travaš c. Croacia— permite constatar 
en el presente, y pronosticar en el futuro al menos más inmediato de la Corte de 
Estrasburgo, la consolidación del balancing approach como método de análisis 
jurídico en aquellos asuntos que afectan al empleo para las confesiones religiosas 
o a trabajadores cuya actividad profesional depende de una declaración de 
idoneidad eclesiástica.447 El fallo unánime desfavorable a un profesor laico de 
religión católica despedido por el sistema educativo público croata tras serle 
retirada la missio canonica, es una muestra más de la decisión del TEDH europeo 
de permanecer fiel a la vía doctrinal iniciada en Obst y Schüth.  
                                                 
445 Fernández Martínez GS Primera Opinión § 35. 
446 Cfr. Mª J. VALERO ESTARELLAS, “Autonomía institucional…” cit. nota 330, p. 18. 
447 Travaš (vid. supra nota 370). Un extenso comentario a esta sentencia en G. MORENO BOTELLA, 
“El modus vivendi: requisito para la aptitud profesional de los profesores de religión en la doctrina 
del TEDH (Caso Travas c. Croacia)”, de próxima publicación (2017), pp. 1-24. Consultado por 
gentileza de la autora. 
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Al igual que con la sentencia de Gran Sala en Fernández Martínez, la indirecta 
decisión favorable a la Iglesia Católica en Travaš no puede desviar la atención del 
hecho de que la vía de resolución elegida por el Tribunal debilita a la postre el 
propio derecho de autonomía de la confesión religiosa aparentemente favorecida 
por el fallo, al arrogarse los magistrados de Estrasburgo —extendiéndola a los 
tribunales nacionales— la capacidad no sólo de valorar, como señala Palomino, “la 
centralidad de los distintos empleos religiosos desde una perspectiva secular”, 
sino también la razonabilidad de decisiones y sanciones eclesiásticas basadas 
exclusivamente en motivos religiosos.448 
El recurrente, licenciado en teología, había sido autorizado por el 
Arzobispado de Rijeka para ser profesor religión católica en los términos 
establecidos en una legislación que guarda importantes similitudes con la 
española en lo que se refiere a la docencia confesional de la religión en la 
enseñanza pública.449 En el año 2003, se ofreció al Sr. Travaš un contrato 
indefinido como profesor seglar de religión católica en dos institutos públicos de 
la ciudad de Opatija. Con posterioridad a su contratación, el todavía profesor se 
divorció de su primera mujer, con la que había contraído vínculo canónico para, 
tiempo después, celebrar un segundo matrimonio civil. En 2006, la Archidiócesis 
de Rijeka informó al actor de que su situación matrimonial era contraria a la 
doctrina católica y lo descalificaba para la enseñanza de la religión. Tras retirarle 
la Archidiócesis la missio canonica, el Sr. Travaš fue despedido de los institutos 
públicos en los que ejercía su labor como docente.  
Agotada sin éxito la vía de los tribunales nacionales, el recurrente invocó 
ante el TEDH una violación del artículo 8 del Convenio siguiendo la estela de 
Fernández Martínez. Tras examinar los parámetros definidos por la Gran Sala en la 
                                                 
448 Cfr. R. PALOMINO LOZANO, “Profesores de religión…”, cit. nota 152, pp. 22 y 23. En este caso, la 
Sala segunda del TEDH afirmaría que, al contrario de lo que sucedía en el caso Schüth, el estatus del 
recurrente “como profesor de educación religiosa estaba relacionada con una de las funciones 
esenciales de la Iglesia y de su doctrina religiosa” (§ 93). Insistir| a dem|s la sentencia en que, 
dadas las circunstancias particulares del caso, incluida la negativa del recurrente a instar un 
procedimiento canónico de nulidad de su primer matrimonio, “no parece que la decisión de retirar 
el mandato canónico, justificado por el interés de la Iglesia de preservar la credibilidad de sus 
enseñanzas, fuese en sí excesivo.” (§§ 107 y 111).  
449 Travaš §§ 90 ss. Vid. G. MORENO BOTELLA, “El modus vivendi…” cit. nota 447, pp. 4 ss. 
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sentencia contra España —status del recurrente; publicidad dada a la situación 
personal del actor; responsabilidad del Estado como empleador; severidad de la 
sanción; y revisión por los órganos jurisdiccionales nacionales—, la Sala segunda 
de la Corte Europea falló, esta vez por unanimidad, a favor del Estado 
demandando, tras apreciar la existencia de una interferencia con el derecho a la 
vida privada y familiar del actor que, sin embargo, no podía ser calificada de 
desproporcionada. 
La sentencia del caso Travaš ha servido no sólo para confirmar la orientación 
jurisprudencial iniciada en Obst y Schüth, sino también para consolidar dos 
importantes aportaciones de la Corte que, en cierta medida, mitigan en la práctica 
los efectos negativos de la doctrina de la ponderación de intereses tanto en la 
independencia institucional y organizativa de las iglesias, como en el mandato de 
neutralidad.  
De un lado, la Corte ha avanzado en una integración cada vez más razonada 
en su argumentación jurídica de la relevancia de la autonomía de la voluntad en 
cuestiones sometidas al derecho laboral.450 Presente ya en Schüth, los magistrados 
de Estrasburgo han elevado a elemento aparentemente indispensable del 
balancing approach la verificación del grado de conocimiento que los trabajadores 
de las entidades religiosas o los empleados dependientes de una autorización 
eclesiástica tienen, a la hora de iniciar la relación laboral conflictual, de la sanción 
canónica prevista para supuestos de incumplimiento de deberes de lealtad.451  
                                                 
450 Ibid., §§ 80-84. Vid. C. EVANS y A. HOOD, “Religious Autonomy…” cit. nota 153, pp. 98 y 99. 
451 Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Universalidad, diversidad…” cit. nota 308, p. 288; y G. MORENO 
BOTELLA, “El modus vivendi…” cit. nota 447, p. 17. Obsérvese la diferencia del caso Schüth con Obst, 
Fernández Martínez GS y Travaš.  
En Schüth § 71: “el Tribunal admite que, al firmar su contrato de trabajo, el recurrente aceptó 
un deber de lealtad frente a la Iglesia Católica, que limitaba su derecho al respeto de su vida 
privada y familiar hasta cierto punto. Dichas limitaciones contractuales son permisibles bajo la 
Convención si son aceptadas libremente […]. El Tribunal considera, sin embargo, que la firma del 
recurrente en el contrato no puede ser interpretada como una obligación personal inequívoca de 
vivir una vida de abstinencia en el caso de separación o divorcio. Una interpretación de este tipo 
afectaría al corazón mismo del derecho al respeto de la vida privada y familiar de la persona 
afectada, especialmente si, como hallaron los tribunales de lo social, el recurrente no estaba 
vinculado por deberes cualificados de lealtad”.  
Por el contrario, en Obst § 50 “a los ojos de la Corte, las conclusiones de las jurisdicciones de lo 
social, según las cuales el recurrente no había sido sometido a obligaciones inaceptables, no 
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De otro, el TEDH parece decidido a promover un análisis de los hechos 
particulares dirigido a verificar si las confesiones religiosas se escudan en el 
paraguas de la protección de los artículos 9 y 11 del Convenio para despedir 
arbitrariamente a sus empleados —o para retirar de forma igualmente arbitraria 
autorizaciones eclesiásticas relacionadas con el empleo para terceros—, por 
motivos que, no siendo religiosos, realmente nada tienen que ver con la 
protección de su autonomía.452  
Sin perjuicio del efecto beneficioso que las dos cautelas indicadas en los 
párrafos anteriores pueden tener a nivel europeo en el importante sector de la 
contratación eclesiástica, requiriendo a las iglesias un doble esfuerzo primero en 
el momento constitutivo de la relación laboral —delimitando de la manera más 
objetiva y clara posible los deberes de lealtad y las condiciones de contratación o 
los requisitos necesarios para la concesión de una missio canonica—, y 
posteriormente en el momento extintivo —siendo muy escrupulosas a la hora de 
fundamentar sus decisiones de despido o de no renovación diferenciando 
claramente las motivaciones religiosas de las que no lo son—, no puedo dejar de 
                                                                                                                                              
parecen irrazonables. La Corte estima en efecto que el interesado, al haber crecido en el seno de la 
Iglesia mormona, era o debía ser consciente, a la firma del contrato de trabajo y fundamentalmente 
del p|rrafo 10 del mismo […] de la importancia que revestía la fidelidad marital para su empleador 
[…] y de la incompatibilidad de la relación extraconyugal que había elegido establecer con las 
obligaciones de lealtad cualificadas que había asumido contractualmente frente a la Iglesia 
mormona en tanto que director para Europa del departamento de relaciones públicas”.  
En la misma línea en Fernández Martínez GS § 141: “En consecuencia, el recurrente era 
voluntariamente parte del círculo de individuos que estaban vinculados, por razones de 
credibilidad, por un deber de lealtad hacia la Iglesia Católica, limitando así su derecho al respeto de 
su vida privada hasta cierto punto. En opinión de la Corte, el hecho de haber sido visto haciendo 
públicamente campaña en movimientos opuestos a la doctrina católica claramente es contrario a 
dicho deber. Adicionalmente, hay pocas dudas de que el recurrente, un antiguo sacerdote y 
director de un seminario, era o debía haber sido consciente de la sustancia y significado de dicho 
deber.”. 
Finalmente, en Travaš § 94: “en este sentido, el Tribunal observa que durante el procedimiento 
ante el Tribunal Constitucional el recurrente admitió que, siendo profesor de teología, había sido 
consciente de las consecuencias de su conducta en su mandato para enseñar educación religiosa 
católica […]. De esto resulta que cuando aceptó el trabajo, el recurrente era consciente de la 
importancia del sacramento del matrimonio para la Iglesia, como establece el canon 1056 del 
Código de Derecho Canónico.” Insiste la Sala segunda en esta misma idea en Travaš § 106. 
452 Travaš § 102 “[…] el Estado debía garantizar que la interferencia alegada con los derechos 
del recurrente no excedía de cuanto era necesario para eliminar cualquier riesgo para la 
autonomía de la Iglesia y no servía ningún otro propósito no relacionado con el ejercicio de dicha 
autonomía.” También en § 109. 
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expresar un último temor en relación con los efectos de la línea doctrinal elegida 
por el Tribunal de Estrasburgo.  
Con independencia del efecto inmediato que las decisiones de los últimos 
años del TEDH hayan tenido en la autonomía de las iglesias afectadas por sus 
decisiones —Mormona, Católica y Evangélica—, la reiterada y constante amenaza 
a las confesiones religiosas por parte de los Estados miembros del Consejo de 
Europa de ver sometidos sus dogmas y su moral a juicios de razonabilidad, a 
partir de la aplicación de criterios valorativos procedentes del derecho secular o 
incluso de la sociología, podría abocar a estas a dos consecuencias poco deseables.  
La primera y más evidente, a optar por abandonar determinados sectores de 
la actividad benéfica, educativa o asistencial en los que están presentes. La 
segunda, verse eventualmente inducidas a modificar sus creencias o los modos de 
expresión de estas para acomodarse a estándares seculares ajenos a su tradición, 
a su doctrina y a la comprensión que tienen de sí mismas.453 En ambos casos, se 
vería afectada y cuestionada la tan deseada pluralidad religiosa identificada por el 
Convenio como uno de los elementos más relevantes de las sociedades 
democráticas, y para cuya protección y promoción fue inicialmente identificado 
por la Corte, el principio de neutralidad.454 
6. CONCLUSIONES: NEUTRALIDAD Y AUTONOMÍA DE LAS CONFESIONES RELIGIOSAS EN LA 
FUTURA DECISIÓN DE GRAN SALA KÁROLY NAGY  
Las consecuencias de la evolución jurisprudencial de Estrasburgo en relación 
con la autonomía de las confesiones religiosas y con los límites que el mandato de 
                                                 
453 Vid. C. EVANS y A. HOOD, “Religious Autonomy…” cit. nota 153, p. 104; J. Mª COELLO DE 
PORTUGAL, “La jurisprudencia…” cit. nota 326, p. 202; y R. PALOMINO LOZANO, “Profesores de 
religión…”, cit. nota 152, p. 4 y 5. 
454 Cfr. J.-P. SCHOUPPE, La dimension… cit. nota 44, p. 296. Señala este autor cómo el recurso a un 
control amplio tanto procesal como sustantivo de resoluciones eclesiásticas por los tribunales 
nacionales presenta una ventaja y un inconveniente. La ventaja, es que la potencial sumisión de 
decisiones internas a la supervisión judicial estatal exige a las confesiones religiosas extremar la 
responsabilidad y la claridad en sus relaciones de servicio y patrimoniales con sus ministros de 
culto, así como velar por la mayor concurrencia de estándares procesales y contradictorios en los 
procedimientos de sus órganos de decisión y de sus tribunales. La desventaja, es que este mayor 
grado de supervisión no sólo puede llegar a debilitar y vaciar de contenido la autonomía de las 
confesiones religiosas, sino que además puede prestarse a abusos por parte de jueces y 
magistrados que pongan en entredicho el mandato de neutralidad religioso-ideológica del Estado. 
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neutralidad impone a la actuación en materia religiosa de los Estados miembros 
del Consejo de Europa —y de la propia Corte—, se hacen sentir de forma 
especialmente intensa en el voto disidente al fallo de la Sala segunda en el caso 
Károly Nagy. En el momento en el que se escriben estas líneas, la sentencia contra 
Hungría está siendo objeto de revisión por la Gran Sala del Tribunal.455  
El caso de un antiguo sacerdote de la Iglesia Calvinista de Hungría enfrentado 
a su confesión por una reclamación económica, se ha convertido en punto de 
confluencia y potencial ocasión de revisión por el TEDH de su doctrina acerca del 
grado de intervención permitido a los Estados en conflictos que afectan a la 
autonomía interna de las confesiones religiosas: punto de confluencia, porque en 
la decisión de sala convergen todas las líneas jurisprudenciales desarrolladas 
hasta la fecha por el Tribunal en relación con la prestación de servicios —
espirituales o laborales— para una confesión religiosa; potencial ocasión de 
revisión, porque si la futura sentencia de Gran Sala llegase a tomar en 
consideración algunos de los argumentos avanzados por los magistrados de la 
minoría en su voto disidente, podría ser el origen de un nuevo cambio de 
orientación en relación con el derecho de autonomía de las confesiones religiosas 
y con el principio de neutralidad. 
A partir del momento en que la noción de neutralidad abandonó en la 
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos el ámbito del forum 
internum para proyectarse también en el forum externum, fue perfilándose como 
un principio general profundamente ligado al pluralismo de las sociedades 
democráticas y al elemento asociativo del derecho de libertad religiosa. 
Identificado con una obligación negativa que excluye toda discrecionalidad del 
Estado de determinar la legitimidad de las creencias religiosas o de los medios a 
través de los cuales se manifiestan, parecía llamado a desempeñar un papel 
instrumental en la protección de las libertades enunciadas por el artículo 9 del 
Convenio, legitimando el rol del Estado como facilitador del normal 
desenvolvimiento del hecho social religioso; impidiéndole entrometerse en la vida 
interna de las iglesias; y modulando sus posibilidades de actuación cuando tenía 
                                                 
455 La vehemencia del tono del voto particular es apreciable, entre otros pasajes, en sus §§ 7, 27, 
31, 32 y 37. 
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que intervenir de forma activa para conciliar las diversas creencias existentes en 
una misma sociedad democrática. 
Esa concepción originaria de un principio de neutralidad orientado a 
proteger la autonomía interna de las confesiones religiosas de la arbitrariedad 
estatal, comienza a mostrar hoy ciertos signos de fatiga, y a ser crecientemente 
cuestionada —aunque no de forma explícita— por la actividad de una Corte cada 
vez menos reticente a permitir la intervención estatal en cuestiones hasta ahora 
consideradas patrimonio exclusivo de las iglesias. La legítima preocupación del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos por proteger los derechos fundamentales 
de tres categorías de ciudadanos estrechamente ligados a las dinámicas internas 
de las confesiones religiosas —ministros de culto, empleados y personas cuya 
actividad profesional depende de una missio canonica— está conduciendo a una 
creciente relativización del mandato de neutralidad. Desafortunadamente, esa 
relativización no ha venido acompañada, por lo menos no de momento, de una 
reflexión teórica que permita pensar que existe en Estrasburgo una concepción 
clara y coherente de un principio que es sin embargo citado en casi todos sus 
pronunciamientos relacionados con el artículo 9 del Convenio. La erosión 
conceptual se va produciendo paso a paso y sentencia a sentencia.  
Así ha ocurrido, como hemos visto, en el ámbito del empleo eclesiástico. Y así 
podría ocurrir también para los ministros de culto si la Gran Sala del Tribunal 
llegase a hacer suyos los argumentos expuestos por los magistrados Sajó, Vučinić 
y Kūris en su voto particular a Károly Nagy.  
No pretendo en ningún caso atribuir al voto particular de una decisión de sala 
de Estrasburgo más valor que la de ser expresión del sentir jurídico de algunos de 
los magistrados que integran una de las secciones del Tribunal —si bien en el caso 
Károly Nagy esa manifestación de opinión adquiere mayor trascendencia desde 
del momento en que la sentencia ha sido recurrida ante la Gran Sala—. Celebro 
además el hecho de que el voto disidente haya puesto negro sobre blanco algunas 
de las posibles consecuencias no deseables de una aplicación estricta y automática 
de la doctrina de la reserva jurisdiccional a conflictos económicos derivados del 
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ejercicio de funciones pastorales.456 Y, frente a quienes han aplaudido la decisión 
de sala por reforzar el derecho de las confesiones religiosas a gestionar las 
relaciones con sus ministros de culto sin intervención estatal,457 soy de la opinión 
de que algunas de las incertidumbres que plantean los magistrados disconformes 
pueden justificar la oportunidad de una sentencia de Gran Sala que avance en un 
equilibro que tal vez no alcanzó la Sala segunda.458  
Los jueces de la minoría cuestionan la tradicional doctrina del TEDH de 
admitir la compatibilidad con el Convenio de la opción de los Estados de excluir 
del control de sus órganos jurisdiccionales la relación que une a los ministros de 
culto con sus iglesias.459 En ocasiones, afirman, esta opción equivale a negar toda 
acción civil a los religiosos que les permita perseguir, al menos, reclamaciones de 
índole económica. En estos casos, se preguntan si el aforismo ubi ius, ibi remedium 
no se ve privado del remedium.460 El voto particular a Károly Nagy propone una 
solución a este problema: sustituir la metodología de la reserva jurisdiccional por 
la doctrina de la ponderación de intereses consolidada por la Gran Sala en 
Fernández Martínez para el empleo eclesiástico.  
En un primer momento, podría entenderse que los tres magistrados 
proponen esta aplicación del balancing approach sólo en lo que se refiere a 
disputas de tipo económico, al diferenciar dos categorías de conflictos que pueden 
darse entre las confesiones y sus sacerdotes. De un lado, aquellos que afectan a la 
designación o remoción de clérigos, en definitiva, a la vertiente religiosa de la 
relación ministerial. De otro, aquellos que se reducen a cuestiones de índole 
                                                 
456 Me parece especialmente interesante la reflexión que hace el voto Disidente acerca las dudas 
que puede llegar a plantear la coexistencia en un mismo territorio de diversos sistemas judiciales 
—estatal y de las distintas confesiones religiosas— que conduzca a la negación de la más elemental 
soberanía sobre ciertas categorías de disputas y sobre ciertas categorías de ciudadanos, sobre todo 
en aquellos casos en que, como ocurría con la Iglesia Calvinista de Hungría, existen grupos 
religiosos que carecen de una jurisdicción canónica (Károly Nagy voto disidente § 30). 
457 Vid. http://www.adfmedia.org/News/PRDetail/9807. 
458 Cfr. E. JONES, “Fair Access…” cit. nota 211, p. 364. 
459 Károly Nagy voto disidente §§ 6 ss. Cfr. Mª H. SÁNCHEZ GÓMEZ, “Ministros de culto…” cit. nota 
211, pp. 9 y 10. 
460 Károly Nagy voto disidente § 8. 
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secular o patrimonial que no afectan a la independencia de las iglesias.461 Mientras 
que en los primeros la opción de los distintos ordenamientos estatales de excluir 
la competencia de los tribunales internos estaría justificada por la autonomía de 
las confesiones, en los segundos esa misma reserva jurisdiccional tendría como 
efecto indeseado impedir a toda una categoría de ciudadanos acceder a la 
jurisdicción estatal para satisfacer sus pretensiones. Los dejaría judicialmente 
abandonados en “tierra de nadie”.462 Esta observación de los magistrados no está 
sin embargo libre de problemas. 
Una primera observación que no conviene pasar por alto, es la dificultad que 
existe en la práctica para deslindar los planos religioso y secular de este tipo de 
conflictos. Años atrás, el Tribunal Constitucional Federal de Alemania llegó a la 
conclusión de que no existe apenas aspecto alguno de las confesiones religiosas 
que, pudiendo ser considerado como asunto propio de las mismas, no tenga 
incidencia en el ámbito civil o secular. Lo contrario es igualmente cierto. Así 
parece demostrarlo el hecho de que en Dudová y Duda —como hemos visto—  los 
tribunales checos no hallaron otra vía para atender las pretesiones económicas 
del actor que juzgar incompetente al órgano de la Iglesia que había decretado el 
fin de su servicio ministerial. La tensión con el principio de neutralidad de la 
decisión de un juez secular de resolver acerca la competencia o incompetencia de 
un órgano eclesial, no parece necesitar mayor explicación. 
 Creo, además, que existen indicios para intuir que la ratio última del voto 
disidente a Károly Nagy no está solo relacionada con el intento de hallar, mediante 
una interpretación amplia del artículo 6 CEDH, una vía que garantice a clérigos y 
sacerdotes el acceso a los tribunales estatales para canalizar reclamaciones de 
índole económico ajenas al derecho de libertad religiosa de las iglesias.463 A mi 
juicio, la idea que lo inspira es la convicción que parecen tener algunos de los 
magistrados de Estrasburgo de la conveniencia y bondad de extender la doctrina 
                                                 
461 Ibid., § 22. 
462 Ibid., § 24. 
463 Vid. Mª H. SÁNCHEZ GÓMEZ, “Ministros de culto…” cit. nota 211, p. 14 
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de la ponderación de intereses a todos los conflictos derivados de la relación entre 
los ministros de culto y sus comunidades.464 
Así parece indicarlo el hecho de que, cuando los magistrados de la minoría 
abandonan el caso de autos para justificar el teórico efecto distorsionador de la 
sentencia en toda una categoría de personas y en el ámbito geográfico del sistema 
del Consejo de Europa, no se limitan a advertir del potencial “agujero negro” que 
una aplicación automática del jurisdictional approach crea en el derecho de 
antiguos clérigos a un proceso equitativo para perseguir reclamaciones 
económicas. Las zonas de conflicto identificadas por los firmantes del voto 
disidente no se circunscriben a disputas por salarios devengados y no percibidos, 
indemnizaciones, subsidios de desempleo o reclamaciones derivadas de seguros o 
de prestaciones sociales. La afectación puede alcanzar, según los tres jueces 
discrepantes, a todo un elenco de libertades protegidas por el Convenio, desde el 
derecho de los ministros de culto al respeto de su vida privada y familiar, hasta 
derechos de propiedad, pasando por la prohibición de la esclavitud y del trabajo 
forzado e incluso, aunque su referencia sea indirecta, la libertad de expresión.465  
Una eventual exigencia a los Estados de acudir a la doctrina de la ponderación 
de intereses también a los ministros de culto, tendría a mi parecer dos 
consecuencias inmediatas, ninguna de ellas deseable. En primer término, 
supondría ignorar la asentada doctrina de la Corte de deferir al margen de 
decisión de los Estados la posible autolimitación de la competencia de sus órganos 
jurisdiccionales para conocer de cuestiones relacionadas con el ejercicio de 
funciones pastorales. Esta opción, hasta ahora considerada conforme con el 
Convenio, respondía a la decisión del Tribunal de no cuestionar la divesidad de 
                                                 
464 Posiblemente para evitar esa “absolutist Church autonomy” de la que hablan los 
magistrados en su voto particular (§ 30). 
465 Károly Nagy voto disidente § 30. En cuanto a la libertad de expresión, ausente de la relación 
de derechos potencialmente en riesgo enumerados en el § 30, sí es mencionada de forma indirecta 
en § 2, al señalar los magistrados de la minoría que “el hecho de que el recurrente fuese separado 
de su servicio presuntamente por, inter alia, informar a la prensa de que se habían pagado 
ilegalmente subsidios estatales a una institución de la Iglesia, podría justificar una consideración 




modelos de gestión del fenómeno religioso que existen en el seno del Consejo de 
Europa.  
En segundo lugar, implicaría reproducir un esquema de decisión que en otros 
ámbitos de la jurisprudencia del TEDH ya ha demostrado ser incapaz de no 
valorar la razonabilidad de decisiones o sanciones eclesiásticas desde parámetros 
seculares. De hecho, ciertas observaciones del voto disidente parecen reproducir 
algunas de las deficiencias del recurso a la metodología de la ponderación de 
derechos identificadas de manera crítica a lo largo de este Capítulo, deficiencias 
que afectan no sólo a los parámetros desde los que se lleva a cabo el ejercicio del 
análisis ponderativo, sino también a la subjetividad que en ocasiones parece 
predeterminar la opinión de jueces y magistrados. 
Por una parte, y en la misma línea de los razonamientos desarrollados por las 
Salas quinta y tercera de la Corte en Schüth y en la sentencia de sala de Sindicatul 
“Păstorul cel bun”, los magistrados dan por válida su propia versión de cuál es el 
contenido del compromiso de lealtad que asume un ministro de culto con su 
comunidad: “no se puede interpretar que la firma por el recurrente de una carta 
de servicio supusiese un compromiso personal e inequívoco de este de no iniciar, 
bajo ninguna circunstancia, un procedimiento civil.”466 Además, parecen tener una 
idea preconcebida, y razonablemente clara, acerca de qué actuaciones de clérigos 
o ministros constituyen un riesgo real y sustantivo para la autonomía de una 
confesión. 
Por último, también considero cuestionable la defensa que el voto particular 
hace de la tendencia iniciada en Sindicatul “Păstorul cel bun” —presente también 
hasta cierto punto en Fernández Martínez— de “laboralizar” las relaciones de los 
ministros con sus iglesias por vía de la analogía con formas contractuales 
contempladas en el ordenamiento civil. Esta opción presenta indudables 
problemas desde el punto de vista de la seguridad jurídica, y amenaza una vez más 
con abocar a las confesiones religiosas a desvirtuar su propia naturaleza, y la del 
                                                 
466 Ibid., § 18 
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vínculo que las une a sus ministros, por el miedo una futura judicialización de 
conflictos.  
¿Dónde quedaría el derecho de autonomía de las confesiones religiosas si, 
mediante el recurso a la analogía, tanto los Estados como el Tribunal pudiesen 
discrecionalmente revisar —incluso alterar— la voluntad de las iglesias de dotar 
de naturaleza canónica y no civil a la relación que las une con el clero? ¿No 
generaría una severa inseguridad jurídica en unas confesiones que, 
paradójicamente, por la praxis de un órgano internacional encargado de proteger 
los derechos fundamentales —también los de las comunidades religiosas— 
podrían verse abocadas a modificar la concepción teológica que tienen del vínculo 
ministerial?  
Frente a la aparente mayor simplicidad de aquellas controversias que agotan 
sus efectos en la misma esfera interna de las confesiones religiosas —designación 
o remoción de líderes religiosos, definición de procedimientos internos de 
elección de órganos de gobierno, delimitación de criterios canónicos de admisión 
o expulsión de sus miembros—, es innegable que no existen respuestas sencillas a 
la cuestión de cómo compaginar el derecho de autonomía de las confesiones 
religiosas con la protección derechos fundamentales de terceros. Sin embargo, 
tengo dudas de que la deriva doctrinal que ha tomado el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos en materia de empleo eclesiástico, constituya una vía óptima.  
Una extensión de esta doctrina también a los ministros de culto, añadiría al 
riesgo intuído tiempo atrás por Martínez-Torrón de que la complementariedad del 
binomio derecho de autonomía de las confesiones religiosas—principio de 
neutralidad del Estado, se desequilibra cuando se invade la esfera propia de las 
iglesias a partir de una deformación de la compresión de aquello en que consiste 
—o debe consistir—, la actuación neutral de los poderes públicos en la gestión del 
hecho religioso.467  
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1. LA IMPORTANCIA DEL PRINCIPIO DE NEUTRALIDAD EN EL DESENVOLVIMIENTO EXTERNO DE 
LAS CONFESIONES RELIGIOSAS: IGLESIA METROPOLITANA DE BESSARABIA C. MOLDAVIA 
El derecho de autonomía de las confesiones religiosas no se agota en su 
ámbito interno, sino que también está involucrado en todas aquellas situaciones 
en las que iglesias y grupos religiosos pretenden desarrollar su actividad en la 
vida social y política que constituye el ámbito legítimo de competencia del 
Estado.468 Así lo ha venido destacando la jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos desde la sentencia Iglesia Metropolitana de Bessarabia c. 
Moldavia, del año 2001.469  
En esta resolución, la Corte identificó dos consecuencias inmediatas del 
principio de neutralidad en el derecho de las confesiones religiosas a 
desenvolverse en sus relaciones externas: la neutralidad entendida como no 
valoración de creencias; y la neutralidad como ausencia de arbitrariedad estatal 
en la gestión del hecho social religioso.470 A esas dos consecuencias inmediatas se 
ha añadido en la jurisprudencia de la Corte relativa a la calificación e inscripción 
de las confesiones religiosas una tercera: neutralidad como imparcialidad y no 
discriminación, sobre todo de grupos religiosos minoritarios.471 
En Iglesia Metropolitana de Bessarabia, uno de sus casos más conocidos, el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos falló a favor de la confesión demandante 
—una Iglesia Ortodoxa autónoma asociada al Patriarcado de Bucarest y con 
jurisdicción canónica sobre el territorio de la República de Moldavia—, que las 
autoridades nacionales se habían negado reiteradamente a reconocer alegando 
motivos de seguridad y orden público. El gobierno había eventualmente 
justificado su decisión en la existencia de un conflicto entre las distintas 
comunidades ortodoxas. 
                                                 
468 Cfr. S. LANGLAUDE, “The rights of religious associations to external relations: a comparative 
study of the OSCE and the Council of Europe”, en Human Rights Quarterly 32 (2010), pp. 502-529. 
469
 Iglesia Metropolitana de Bessarabia (vid. supra nota 52). 
470
 Vid. Z. COMBALÍA, “Relación entre laicidad del Estado y libertad religiosa en la jurisprudencia 
reciente del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, en RGDCDEE 24 (2010), p. 2. 
471
 Vid. J. RINGELHEIM, “State Religious…” cit. nota 109, p. 31. 
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La propia sentencia aporta una serie de datos que permiten entender 
adecuadamente el contexto histórico y político de este caso.  
El territorio que conforma en la actualidad el Estado moldavo, ha estado en 
tiempos pretéritos alternativamente bajo el control de Rumanía y de Rusia, por lo 
que el país tiene una población plural tanto desde el punto de vista étnico como 
lingüístico. Al tiempo de producirse los hechos que darían lugar a la demanda ante 
el Tribunal de Estrasburgo, la recién creada República de Moldavia veía en el 
hecho de que la mayoría de sus habitantes fuesen ortodoxos cristianos, una cierta 
garantía de identidad y cohesión nacional, así como de estabilidad política. La 
creación de la Iglesia Ortodoxa de Moldavia, subordinada al Patriarcado de Moscú, 
había permitido a casi toda la población congregarse en ella. Las autoridades 
nacionales temían que el reconocimiento de la Iglesia Metropolitana de Bessarabia 
—adscrita como he señalado antes al Patriarcado de Bucarest— actuara como un 
elemento de desestabilización tanto religiosa como política, y reavivara viejas 
tensiones entre ciudadanos de origen ruso y de origen rumano.472 
La Iglesia acudió a la jurisdicción Europea alegando una injerencia en su 
derecho de libertad religiosa como consecuencia de la reiterada decisión de las 
autoridades nacionales de negarle reconocimiento oficial, en un país en el que 
únicamente podían ser practicadas religiones previamente admitidas por el 
Estado.473 Por su parte, el gobierno moldavo argumentó que el no reconocimiento 
de la Iglesia no había afectado ni a su capacidad de actuar ni a la libertad religiosa 
de sus miembros. Además, el gobierno negaba que la recurrente fuese realmente 
una nueva confesión. El culto cristiano-ortodoxo había sido reconocido en el país 
en el año 1993 al mismo tiempo que la Iglesia Metropolitana de Moldavia y, desde 
el punto de vista religioso, no existía diferencia alguna entre esta y la Iglesia 
Metropolitana de Bessarabia. El Estado interpretó el conflicto como una disputa 
confesional interna, al entender que la fundación de la recurrente no era sino un 
intento de sus miembros de crear un nuevo órgano administrativo en el seno de la 
Iglesia matriz. Tratándose de una disputa intraeclesial, los poderes públicos no 
                                                 
472 Iglesia Metropolitana de Bessarabia § 111. 
473 Ibid., §§ 94 y 105. En particular, señala el Tribunal que la falta de reconocimiento prohibía a 
sus ministros celebrar actos de culto e impedía a sus miembros reunirse para practicar su religión. 
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podían intervenir sino a expensas de vulnerar el mandato de neutralidad en 
materia religiosa.474 
En Iglesia Metropolitana de Bessarabia, la antigua Sala primera del Tribunal 
acudió al mandato de neutralidad estatal definido en Hasan y Chaush para limitar 
a su vez el principio general establecido en Kokkinakis de que, en una sociedad en 
la que coexisten diversas iglesias o confesiones, puede llegar a ser necesario 
imponer ciertas restricciones al derecho de libertad religiosa que permitan 
conciliar los intereses de los distintos grupos, y garantizar el respeto a las 
creencias de todos los ciudadanos.475 Esa posibilidad reconocida al Estado está sin 
embargo limitada, en aras a la protección del pluralismo y del correcto 
funcionamiento democrático, por una obligación de neutralidad e 
imparcialidad.476 Ni pueden los poderes públicos valorar la legitimidad de las 
creencias o de sus formas de expresión, ni puede el Estado intervenir injustificada 
y arbitrariamente en la vida asociativa de las confesiones religiosas de forma que 
se socave el pluralismo de una sociedad democrática.477  
En el caso particular, la sentencia apreció en la actuación de las autoridades 
moldavas una doble vulneración del deber de neutralidad, que resultaba en una 
injerencia injustificada del artículo 9 del Convenio. La primera, la decisión del 
Estado de negar que la recurrente fuese una nueva confesión religiosa. La 
segunda, el hecho, ya cuestionado en anteriores sentencias de la Corte,478 de que 
en Moldavia, el reconocimiento de una confesión religiosa dependiese no sólo de 
un control estatal, sino también de la voluntad de una autoridad eclesiástica —en 
este caso, de la Iglesia Metropolitana de Moldavia—.479 
Veamos a continuación cómo ha interpretado y aplicado la Corte de 
Estrasburgo estas dos nociones de neutralidad apuntadas en Iglesia Metropolitana 
                                                 
474 Ibid. §§ 97 y 98. 
475 Kokkinakis § 33. 
476 Iglesia Metropolitana de Bessarabia §§ 115, 116 y 119. 
477 Ibid., 117 y 118. 
478 Pentidis § 46. 
479 Iglesia Metropolitana de Bessarabia § 123. Vid. R. POTZ, “State and Church in the European 
Countries with an Orthodox Tradition”, en Derecho y Religión 3 (2008), pp. 36 ss. 
392 
 
de Bessarabia cuanto lo que está en juego no es la autonomía interna de los grupos 
religiosos, sino su capacidad de actuar como sujetos de pleno derecho en tráfico 
jurídico. En primer lugar, me detendré en la dimensión de la neutralidad como 
sinónimo de prohibición de valoración de creencias. Posteriormente, lo hará en su 
faceta de prohibición de arbitrariedad estatal en la gestión del hecho social 
religioso.  
2. NEUTRALIDAD DEL ESTADO Y NO VALORACIÓN DE CREENCIAS EN LA JURISPRUDENCIA DEL 
TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS 
 
2.1 Una visión general del itinerario seguido por la jurisprudencia de 
Estrasburgo 
La configuración primaria del mandato de neutralidad implícito en el 
artículo 9 del Convenio como una prohibición de valorar desde criterios seculares 
la legitimidad de las creencias religiosas o de sus formas de expresión, despliega 
sus efectos en dos niveles sucesivos. En primer lugar, se trata de un mandato al 
que cada uno de los Estados miembros del Consejo de Europa debe sujetarse en su 
relación con las iglesias y confesiones presentes en sus territorios y, en general, en 
el ejercicio de los poderes regulatorios que le competen en la gestión del 
fenómeno social religioso. En segundo término, se trata de un principio que debe 
informar la actividad supervisora del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en 
relación con la tutela de los derechos protegidos tanto en el artículo 9 CEDH como 
en sus preceptos conexos. 
La relación entre estos dos planos de operatividad del principio de 
neutralidad es aparentemente sencilla en su concepción teórica. Como he indicado 
en el Capítulo 3 de este trabajo, la jurisprudencia de la Corte de Estrasburgo se ha 
preocupado por recalcar tanto el carácter subsidiario de los mecanismos del 
Convenio, como la importancia del margen de apreciación del que gozan los 
miembros del Consejo de Europa en materia religiosa. Esto no impide, sin 
embargo, que los Estados estén sometidos a una supervisión supranacional que 
permita comprobar la compatibilidad con la Convención no sólo de sus 
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ordenamientos nacionales sino, sobre todo, de las decisiones concretas que lo 
desarrollan y aplican.480 
La subsidiariedad y neutralidad del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
se predican, en primera instancia, de su incompetencia para imponer un criterio 
acerca de qué debe ser considerado como religión. El papel del Tribunal debe en 
principio limitarse a constatar si un determinado conjunto de creencias ha 
alcanzado un nivel de coherencia, seriedad, cohesión e importancia suficiente que 
le permita situarse bajo el paraguas tuitivo del artículo 9 del Convenio, reservando 
la calificación de si puede ser además tenido por religión, en el criterio del Estado 
demandado.481 En varias sentencias contra Rusia en que las recurrentes eran 
diversas franquicias de la Iglesia de la Cienciología en el país eslavo, la Sala 
primera del TEDH ha insistido en este principio de subsidiariedad, recordando 
que no es función de la Corte decidir in abstracto si un cuerpo de creencias y las 
prácticas asociadas a él pueden ser o no consideradas como religión a efectos del 
artículo 9 del Convenio: “en ausencia de ningún consenso Europeo acerca de la 
naturaleza religiosa de las enseñanzas de la Cienciología, y siendo consciente de la 
naturaleza subsidiaria de su papel, la Corte considera que debe apoyarse en la 
decisión de las autoridades nacionales en la materia y determinar la aplicabilidad 
del Artículo 9 de la Convención”.482 
Igualmente, en el contexto de las controversias que rodean al Alevismo en 
Turquía, la Gran Sala de Estrasburgo ha tenido recientemente oportunidad de 
recordar que, salvo excepciones, las autoridades estatales están mejor situadas 
que un tribunal internacional para evaluar las necesidades y características 
específicas del fenómeno religioso en cada país. En materias de política general, en 
las que las opiniones dentro incluso de una misma sociedad democrática pueden 
ser muy diversas, es imprescindible reconocer un peso muy importante al Estado. 
                                                 
480 İzzettin Doğan §§ 112 y 113. Vid. F. TULKENS, “La Cour…” cit. nota 29, pp. 441 y 442. 
481 Hasan y Eylem Zengin § 66. Como he desarrollado en el Capítulo 3, ya en la sentencia Pretty 
el TEDH señaló que el ámbito de protección de este precepto no abarca cualquier convicción u 
opinión, ni puede extenderse a cualquier acto motivado o influenciado por una creencia, sea esta 
teísta o no (Pretty § 82.) 
482 Kimlya y otros c. Rusia (ap. nº 76836/01 y 32782/03), de 1 de octubre de 2009 §§ 79-81. Vid. 
también Iglesia de la Cienciología de Moscú (vid. supra nota 75) § 64; e Iglesia de la Cienciología de 
San Petersburgo (ap. nº 47191/06), de 2 de octubre de 2014 § 32. 
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Este carácter subordinado del Tribunal Europeo debe ser especialmente tenido en 
cuenta en cuestiones que afectan a la relación entre los poderes públicos y las 
iglesias, sobre todo atendiendo al hecho de la gran diversidad de modelos de 
gestión del fenómeno religioso vigentes en los países firmantes del Convenio. En 
concreto, en lo que se refiere a la determinación de la noción misma de religión, la 
Gran Sala ha afirmado que el Tribunal carece de competencia para expresar 
ninguna opinión relacionada con cuestiones teológicas respecto de las cuales no 
exista unanimidad dentro de una misma confesión.483 En definitiva, queda fuera 
de su competencia el determinar qué principios y dogmas deben ser considerados 
nucleares para una confesión, y no puede ofrecer una interpretación propia de 
cuestiones de índole religiosa.484 
Pese a la aparente claridad de esta doctrina desarrollada por la Corte y 
sintetizada por la Gran Sala en la reciente sentencia İzzettin Doğan c. Turquía, en 
ocasiones la jurisdicción de Estrasburgo no sólo se ha apartado en materia 
religiosa del principio de subsidiariedad, sino que también ha ignorado la 
neutralidad que debe presidir su actuación, incurriendo en una valoración de la 
razonabilidad o incluso de la propia naturaleza religiosa de determinadas 
creencias. Son paradigmáticos en este sentido los casos contra Grecia Valsamis y 
Efstratiou del año 1996.485 
Anteriores a las primeras formulaciones expresas del mandato de 
neutralidad desarrolladas por la jurisprudencia de Estrasburgo en Hasan y Chaush 
e Iglesia Metropolitana de Bessarabia, y referidas al alcance del artículo 2 del 
Primer Protocolo, en ambos casos el TEDH falló en contra de los recurrentes a 
partir de un doble razonamiento que ha merecido cierta de crítica desde la 
doctrina.486 
                                                 
483 İzzettin Doğan §§ 112 y 113. 
484 Kovaļkovs c. Letonia (dec. adm. ap. nº 35021/05), de 21 de septiembre de 2001 § 60. 
485 Valsamis y Efstratiou (vid. supra nota 56). Las comentan R. NAVARRO-VALLS y J. MARTÍNEZ-
TORRÓN, Conflictos entre… cit. nota 112, pp. 254-258; y BUENO SALINAS y Mª J. GUTIÉRREZ DEL MORAL, 
Proselitismo… cit. nota 141, pp. 156-159. 
486 Vid. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “La protección… cit. nota 47, pp. 125 y 126. 
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Los recursos ante la jurisdicción Europea fueron interpuestos por dos 
estudiantes de secundaria pertenecientes a los Testigos de Jehová que, por 
motivos religiosos, habían solicitado permiso para ausentarse de los desfiles 
escolares organizados con ocasión de la celebración de la fiesta nacional helena, 
que conmemora el inicio de la guerra de 1940 entre Grecia e Italia. Ambas 
alumnas afirmaban que el pacifismo, que forma parte de los dogmas esenciales de 
su religión, prohíbe cualquier conducta o práctica —aunque sea indirecta—
relacionada con actos de guerra o de violencia. Alegando que su conciencia les 
prohibía participar en la celebración pública de una contienda bélica, solicitaron 
de sus respectivos colegios una dispensa de asistencia que les fue denegada. Su 
ausencia de los desfiles hizo que fuesen sancionadas con una suspensión de un día 
de colegio.487 
Las dos sentencias del TEDH, que analizaron los hechos a la luz los artículos 
9 del Convenio y 2 del Primer Protocolo, dieron la razón al Estado griego a partir 
de dos observaciones. La primera, que por su carácter moderado la sanción 
impuesta a las recurrentes no podía ser considerada lesiva del derecho a la 
educación. La segunda, que no podía apreciarse ni en la finalidad del desfile ni en 
su organización, nada “que pudiera ofender las convicciones pacifistas de las 
demandantes”. Los desfiles constituían meros actos cívicos carentes de 
connotaciones políticas o ideológicas y, por lo tanto, no eran susceptibles de 
vulnerar las convicciones religiosas de las dos estudiantes.488 Como señala 
Martínez-Torrón, con esta afirmación el Tribunal no sólo sustituía “el juicio de 
conciencia de las personas afectadas, en tanto que define lo que era ‘razonable’ 
que creyeran en relación con su participación en una ceremonia conmemorativa 
nacional”, sino que se adentraba también en un “terreno resbaladizo, ya que en la 
                                                 
487 Valsamis §§ 6-10; y Efstratiou §§ 7-10. Vid. M. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, “Mormones, Testigos de 
Jehová, Budistas y Ortodoxos en sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre 
libertad religiosa”, en RGDCDEE 37 (2015), pp. 2; L. RUANO ESPINA, “El derecho de los padres a 
elegir la educación religiosa y moral de sus hijos conforme a sus convicciones, en la jurisprudencia 
del TEDH”, en Derecho y Religión 9 (2014), pp. 73 y 74; A. GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, “Los actos 
religiosos en las escuelas públicas en el derecho español y comparado”, en RGDCDEE 19 (2009), 
pp. 17 ss.; y C. ODRIOZOLA IGUAL, “Problemas que plantea el ordenamiento jurídico griego respecto a 
la libertad de conciencia en base a la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, 
en RGDCDEE 6 (2004), pp. 13 ss. 
488 Valsamis § 31; y Efstratiou § 32. 
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cultura occidental está profundamente arraigada la convicción de que las 
autoridades públicas, en una sociedad secular, deben abstenerse de pronunciarse 
sobre la verdad o falsedad de un dogma religioso o una creencia moral.”489 
Como he tenido ocasión de desarrollar con mayor detalle en el Capítulo 4, las 
dos mencionadas sentencias contra Grecia no son el único caso en el que la 
jurisdicción de Estrasburgo, ignorando el deber de neutralidad, ha expresado su 
parecer acerca de la veracidad o legitimidad secular de ciertas creencias y 
expresiones religiosas. Además de en las resoluciones mencionadas en páginas 
precedentes, así ocurrió también, cuatro años después de Valsamis y Efstratiou, en 
la sentencia Cha’are Shalom Ve Tsedek c. Francia, donde el TEDH defendió la 
oportunidad de verificar el carácter religioso de ciertas formas rituales de 
manifestaciones de fe.490 Más recientemente, y como veremos inmediatamente, en 
Testigos de Jehová de Moscú c. Rusia la Sala quinta de Estrasburgo parece no poder 
evitar¸ aunque sea obiter dictum, embarcarse en una valoración encubierta de los 
dogmas de diferentes comunidades de creyentes mediante un ejercicio gratuito de 
comparación entre prácticas religiosas como la circuncisión, el ayuno o el rechazo 
de los Testigos de Jehová a someterse a determinados tratamientos médicos.491 
En lo que se refiere al primer plano de operatividad del principio de 
neutralidad implícito en el artículo 9 del Convenio —el estatal—, la obligación de 
neutralidad de los poderes públicos en toda actuación que implique una 
valoración de las creencias y expresiones de aquello que constituye religión, o que 
pueda calificarse de religioso, sólo es compatible con un muy estrecho margen de 
apreciación.492 Al igual que en relación con el propio Tribunal, la observancia del 
mandato de neutralidad impide que los Estados puedan extender su supervisión 
del fenómeno religioso más allá de una inicial determinación acerca de si un 
                                                 
489 Vid. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “La protección… cit. nota 47, pp. 125 y 126. 
490 Cha’are Shalom Ve Tsedek (vid. supra nota 52) § 78. Vid. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “La protección… 
cit. nota 47, pp. 110-112. 
491
 Testigos de Jehová de Moscú (vid. supra nota 137). 
492 Vid. Krupko y otros c. Rusia (ap. nº 26587/07), de 26 de junio de 2014 voto concurrente 
Pinto de Albuquerque § 14. Cfr. I. MARTÍN SÁNCHEZ, “Margen de apreciación nacional y libertad 
religiosa en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, en Derecho y Religión 9 
(2014), pp. 17, 18, 22 y 23. 
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concreto conjunto de creencias tiene suficiente grado de coherencia, seriedad, 
cohesión e importancia como para poder atraer la protección del derecho 
fundamental de libertad religiosa. Cualquier análisis que exceda esta verificación 
supone, como ha señalado la jurisprudencia de la Corte, vulnerar el mandato de 
neutralidad.493 Adicionalmente, ya en Manoussakis, la Corte de Estrasburgo 
estableció además el principio general de que los Estados son competentes para 
verificar si un movimiento o asociación desarrolla, aparentemente persiguiendo 
una finalidad religiosa, actividades que resultan lesivas para la población,494 
verificación que debe respetar el límite de la no arbitrariedad de los poderes 
públicos enunciado en Hasan y Chaush.495 De la sentencia contra Grecia parece 
deducirse que el principio de neutralidad y la prohibición que impide a los 
Estados determinar la legitimidad de las creencias religiosas o de sus formas de 
expresión, limitan la actuación calificadora de las autoridades nacionales a un 
control de concurrencia de meros requisitos formales.496 
En consecuencia, el reconocimiento a cada Estado de un margen de 
apreciación en cuanto al modo concreto en que gestiona el fenómeno social 
religioso, no puede interpretarse como sinónimo de deferencia absoluta en su 
criterio calificador de religiones y de organizaciones religiosas. Las soluciones 
legales adoptadas por cada país miembro del Consejo de Europa deben ser 
compatibles con el Convenio y con la jurisprudencia de Estrasburgo, y son 
susceptibles de ser controladas por el Tribunal.497 A juicio de la Corte, los 
derechos reconocidos en el artículo 9 CEDH serían meramente teóricos e ilusorios 
                                                 
493 Sinan Işık § 49; Mansur Yalçin y otros c. Turquía (ap. nº 21163/11), de 16 de septiembre de 
2014 § 70; e İzzettin Doğan §107.  
494 Manoussakis § 40. En la decisión de admisibilidad el caso C}rmuirea Spirituală a 
Musulmanilor din Republica Moldova c. Moldavia, el TEDH no dio trámite a la demanda de una 
organización musulmana moldava al no hallar contraria al artículo 9 CEDH la negativa del 
gobierno a registrarla por no haber presentado la documentación necesaria para verificar que sus 
principios fundamentales no suponían un riesgo para la sociedad democrática. Esta 
proporcionalidad desaparece cuando la negativa de inscripción se fundamenta en meras 
sospechas. Así, lo señaló en Bekir-Ousta y otros c. Grecia (ap. nº 3515/05), de 11 de octubre de 
2007 § 41.  
495 Hasan y Chaush § 84. Vid. supra nota 141. 
496 Manoussakis § 47. 
497 Magyar Keresztény Mennonita Egyház (Iglesia Cristiana Menonita de Hungría) y otros c. 
Hungría (aps. nº70945/11, 23611/12, 26998/12, 41150/12, 41155/12, 41463/12, 41553/12, 
54977/12 y 56581/12), de 8 de abril de 2014 § 89. 
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si el grado de discrecionalidad permitido a los Estados les permitiese interpretar 
la noción de confesión religiosa o de iglesia de una forma tan restrictiva que, como 
ha ocurrido en determinados ordenamientos europeos, se llegase a privar a los 
grupos no tradicionales o minoritarios de toda protección legal. Estas definiciones 
restrictivas tienen un impacto directo en el ejercicio del derecho de libertad 
religiosa, ya que son susceptibles de limitarlo simplemente por el hecho de negar 
el carácter religioso de una creencia.498 
Como he apuntado líneas atrás, si bien la relación entre los dos planos de 
operatividad del principio de neutralidad —del Tribunal y de los Estados 
miembros— es aparentemente sencilla en su concepción teórica, su extrapolación 
a la actividad jurisdiccional real de la Corte relativa a los derechos tutelados por el 
artículo 9 del Convenio no siempre ha arrojado resultados óptimos para la 
protección de la libertad religiosa de individuos y comunidades.  
En una primera etapa de su actividad —y todavía hoy en relación con 
determinadas categorías de conflictos—, el principio de subsidiariedad del 
Tribunal ha parecido primar sobre el control por parte de Estrasburgo de la 
neutralidad de la actuación en materia religiosa de las distintas autoridades 
nacionales. Como veremos a continuación en una seleccionada muestra de 
sentencias y decisiones, la jurisprudencia Europea se ha mostrado en no pocas 
ocasiones reticente a cuestionar la actividad estatal en materia religiosa, 
apoyándose para ello en una concepción considerablemente amplia del margen de 
apreciación. Paralelamente, la Corte ha acudido a una interpretación muy 
reduccionista de aquellas actuaciones estatales que de facto lesionan la libertad 
religiosa de comunidades y creyentes, y que pueden considerarse por tanto 
interferencia a los efectos del artículo 9 del Convenio. 
Como en otras facetas relacionadas con la protección de la libertad religiosa 
y de creencias, en los últimos tiempos es posible apreciar en la doctrina del 
Tribunal de Estrasburgo una cierta evolución a la que, una vez más, ha contribuido 
el mandato de neutralidad.  
                                                 
498 İzzettin Doğan § 114. 
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A medida que el Tribunal lo ha ido incorporando a sus sentencias, no sólo 
como un principio general más, sino acudiendo a él para fundamentar sus fallos, 
se ha reducido el grado de discrecionalidad reconocido a los Estados en virtud del 
margen de apreciación en la misma proporción en la que ha aumentado la 
protección de diversas formas de exteriorización de la práctica religiosa. Como 
hizo notar el magistrado Pinto de Albuquerque en su voto particular a la sentencia 
Krupko c. Rusia, las consecuencias prácticas de este posicionamiento doctrinal de 
la Corte son evidentes: “cuanta menos discrecionalidad tiene el Estado, m|s 
estrecho es su margen de apreciación en cuanto a la conducta y expresión del 
creyente. Esto no es sólo un corolario de la lógica, sino también de las modernas 
doctrinas de filosofía política en cuanto a la inadmisibilidad del control estatal de 
la ética, la moral y las creencias religiosas.”499 
Son ejemplos de validación por la jurisprudencia de la Corte del margen de 
apreciación reclamado por los Estados en su gestión del desenvolvimiento social y 
jurídico de las confesiones religiosas, en detrimento de una cierta relajación en la 
supervisión crítica por el Tribunal de la obligación que impide a los poderes 
públicos valorar la legitimidad de creencias o prácticas religiosas, las sentencias 
Cha’are Shalom Ve Tsedek c. Francia, Leela Förderkreis e.V. c. Alemania, e Iglesia de 
los Santos de los Últimos días c. el Reino Unido, así como la decisión de 
inadmisibilidad del caso Federación Cristiana de los Testigos de Jehová de Francia c. 
Francia.  
En todos estos casos, resueltos a favor de los respectivos países 
demandados, el Tribunal ha reconocido a las autoridades nacionales un amplio 
margen para establecer las condiciones de la siempre delicada relación entre las 
entidades religiosas y el Estado,500 aun a costa de admitir la compatibilidad con el 
artículo 9 del Convenio de determinadas intervenciones estatales que, en mayor o 
menor medida, podían ser sospechosas de faltar al mandato de neutralidad y de 
impactar negativamente el desenvolvimiento en el ámbito público de las 
entidades religiosas afectadas.  
                                                 
499 Krupo voto concurrente Pinto de Albuquerque § 14. 
500 Cha’are Shalom Ve Tsedek § 84. 
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En Cha’are Shalom Ve Tsedek, la Corte avaló la decisión del gobierno francés 
de determinar qué ritos o actividades relacionadas con el judaísmo debían ser 
tenidas o no por religiosas, para poder justificar así que la actuación de las 
autoridades públicas galas no había lesionado de facto la libertad religiosa de la 
actora, una asociación litúrgica israelita ortodoxa. En Iglesia de Jesucristo de los 
Santos de los Últimos Días, el Tribunal negó que el modo en que estaba siendo 
aplicada una normativa fiscal constituyese una injerencia en la libertad religiosa 
de la Iglesia Mormona, a pesar de que su interpretación pudiese estar 
condicionada, tal y como alegaba la recurrente, por una noción preconcebida y no 
neutral acerca de qué entender por dogma religioso. En Leela Förderkreis y en 
Federación Cristiana de los Testigos de Jehová de Francia —y también, en cierta 
medida, en la sentencia del caso Movimiento Raeliano Suizo c. Suiza—, la 
jurisprudencia de Estrasburgo decidió a favor de la no incompatibilidad con el 
principio de neutralidad de una serie de medidas y actuaciones estatales 
destinadas a limitar la presencia social de grupos o movimientos minoritarios 
calificados como sectarios, a partir del argumento de que en ningún momento se 
había restringido el libre ejercicio de la libertad religiosa de los recurrentes.  
Frente a este primer grupo de sentencias, contrasta la posición mucho más 
crítica del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en aquellos casos en los que la 
falta de neutralidad en la valoración estatal de fenómenos o manifestaciones 
religiosas, ha resultado en la incapacidad de determinadas entidades o iglesias —
generalmente minoritarias— de acceder a fórmulas de reconocimiento oficial o de 
personificación jurídica. Como veremos inmediatamente, expresan este diferente 
sentir de la Corte las sentencias contra Rusia Testigos de Jehová de Moscú y Sección 
de Moscú del Ejército de Salvación. Siguiendo esta misma línea, en la reciente 
jurisprudencia del TEDH en relación con el Alevismo en Turquía, la incorporación 
a la argumentación jurídica del mandato de neutralidad ha supuesto, a mi juicio, 
una revisión implícita, dieciséis años después, del recurso amplio al margen de 
apreciación estatal en materia de creencias validado en Cha’are Shalom Ve Tsedek.  
Pasado por el tamiz de la obligación que impide a los Estados calificar y 
valorar no sólo la legitimidad, sino también la religiosidad de dogmas y prácticas, 
el margen de apreciación parece haber retornado, en las últimas sentencias de la 
401 
 
Corte, a su teórico estrecho rango, a la vez que el mandato estatal de neutralidad 
se ha consolidado en este concreto ámbito de la tutela de la libertad de creencias 
como principio que limita la discrecionalidad de los distintos sistemas nacionales 
de reconocimiento de fenómenos religiosos; como instrumento para la realización 
efectiva de los derechos contemplados en el artículo 9 del Convenio; y como 
garantía de la igualdad y del pluralismo religiosos en las sociedades 
democráticas.501  
Esta interesante evolución en la doctrina del Tribunal parece no ser 
únicamente atribuible a la existencia en la actualidad de un mayor grado de 
concienciación en el seno del Consejo de Europa en materia de no discriminación 
de las minorías religiosas,502 sino que también se enmarca en la actual convicción 
que existe hoy en los organismos internacionales encargados de la protección de 
los derechos fundamentales, de la importancia que para la igualdad real de 
iglesias y confesiones religiosas tienen los sistemas estatales de reconocimiento y 
otorgamiento de personalidad jurídica a las entidades religiosas.503 A los efectos 
de este trabajo, resulta particularmente interesante constatar una vez más el 
papel cada vez más preeminente que en muy diversas facetas de la protección del 
derecho de libertad religiosa está cobrando el principio de neutralidad, que en 
                                                 
501 İzzettin Doğan §§ 107. 114 y 133. 
502 Cfr. W. C. DURHAM, JR., “State Reactions to Minority Religions”, en State Responses to Minority 
Religions (D. M Kirkham ed.), Ashgate, Surrey 2013, pp. 3-13. Me remito en este punto a la 
bibliografía sobre la materia citada a lo largo de este trabajo, y en particular a la monografía de E. 
RELAÑO PASTOR, La protección internacional de las minorías religiosas, Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales, Madrid 2003, pp. 291 ss. 
503 Simplemente a modo de ejemplo, vid. los documentos citados al respecto en İzzettin Doğan 
§§ 54 ss.: Guía para la Revisión Legislativa de Leyes que afectan la Religión o las Creencias, 
adoptada por la Comisión de Venecia en su 59 sesión plenaria (Venecia, 18 y 19 de junio de 2004) 
CDL-AD (2004 028). Disponible en http://www.venice.coe.int/webforms/documents/?pdf=CDL-
AD(2004)028-e; Guía Conjunta relativa a la Personalidad Legal de las Comunidades Religiosas o de 
Creencias, adoptada por la Comisión de Venecia en su 99 sesión plenaria (Venecia 13 y 14 de junio 





DF&blobheadervalue2=Docs_Libertad+religiosa_interes; así como el informe anual del Special 
Rapporteur de Naciones Unidas para la libertad religiosa o de creencias del año 2011 (Report of the 
Special Rapporteur on freedom of religion or belief, Heiner Bielefeldt —A/HRC/19/60—) , de 22 de 





este caso ha sido instrumental para la integración en la jurisprudencia de la Corte 
de nuevas líneas de interpretación y protección de los derechos protegidos bajo el 
artículo 9 del Convenio.  
2.2 No valoración de creencias religiosas versus margen de 
apreciación: Cha’are Shalom Ve Tsedek c. Francia 
Muy cercana en el tiempo a las primeras sentencias de Estrasburgo que 
desarrollaron a nivel doctrinal el mandato de neutralidad en relación con la 
autonomía de las confesiones religiosas, la sentencia contra Francia del año 2000 
Cha’are Shalom Ve Tsedek puso de manifiesto cómo una simple autorización 
administrativa puede llegar a determinar el ámbito de la libertad religiosa de una 
confesión.504  
El conflicto que dio lugar al pronunciamiento del Tribunal de Estrasburgo 
tuvo su origen en la denegación por el gobierno francés de una solicitud cursada 
por la recurrente —como he señalado, una asociación litúrgica israelita 
ortodoxa— para practicar el sacrificio de animales destinados al consumo 
humano, con el fin de poder garantizar a sus miembros que la carne que 
consumían no sólo era kosher, sino también glatt. Se considera glatt aquella carne 
que, procedente de reses sacrificadas según las prescripciones judías, es 
posteriormente sometida a un minucioso control post mortem que permite 
certificar que los animales están libres de impurezas —sobre todo en los 
pulmones— que puedan ser indicio de haber padecido alguna enfermedad 
infecciosa.505 
En Francia, el sacrificio ritual de ganado destinado al consumo humano de 
carne que requieren judíos y musulmanes, entra en conflicto con el principio 
general de que los animales deben ser previamente aturdidos para evitarles 
                                                 
504 Vid. L. MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, Estudios… cit. nota 135, p. 137. 
505 En general, en relación con las prescripciones alimentarias religiosas, vid. R. GOMES FARIA y 
M. HERNANDO DE LARRAMENDI, Guía de apoyo para la gestión pública de la diversidad religiosa en el 
ámbito de la alimentación, Observatorio del pluralismo religioso en España, Madrid 2011, passim. 
Disponible en http://www.observatorioreligion.es/upload/72/04/Guia_alimentacion.pdf. Analiza 
la situación en España, F. AMÉRIGO, “La problem|tica de la alimentación religiosa y de convicción en 
los centros educativos”, en Revista de Derecho Político 97 (2016), pp. 141-178. 
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sufrimiento innecesario. Admitido como excepción por la normativa gala,506 la 
Asociación Consistorial Israelita de París (ACIP) detenta en exclusiva la 
autorización para poder sacrificar reses en forma ritual judía sin aturdimiento 
previo.507 La recurrente justificaba su deseo de poder obtener una autorización 
similar a la que detentaba la ACIP, en el hecho de que el control post mortem que 
realizaban los representantes de Asociación Consistorial de los animales 
sacrificados en sus mataderos, no era suficiente para garantizar que la carne 
reunía las condiciones para poder ser considerada glatt. Ese menor grado de 
supervisión la abocaba bien a realizar de manera ilegal sus propios sacrificios, 
bien a tener que importar de Bélgica productos cárnicos que sí cumplían con los 
requisitos de pureza que sus miembros reclamaban. Acudiendo a la invocación 
conjunta de los artículos 9 y 14 del Convenio, la asociación recurrente alegó ante 
la Corte Europea que la denegación por parte del gobierno galo de la autorización 
necesaria para poder sacrificar a los animales destinados al consumo de sus fieles 
en consonancia con sus prescripciones religiosas, unida al monopolio reconocido a 
la ACIP, equivalían a una discriminación en el derecho a manifestar su religión a 
través de la práctica de ritos.508  
Por su parte, el Estado francés argumentó que el derecho a expresar la 
propia religión no se extiende a la posibilidad de realizar personalmente el 
                                                 
506 En la actualidad, el sacrifico ritual está regulado en Francia como excepción por el Decreto 
n° 2012-1150, de 12 de octubre de 2012 relatif aux critères et modalités de modulation de la 
redevance sanitaire. Disponible en el original francés en 
https://www.legifrance.gouv.fr/eli/decret/2012/10/12/AGRG1209061D/jo.  
A nivel europeo, esta excepcionalidad también está reconocida en la Directiva 93/119/CE del 
Consejo, de 22 de diciembre de 1993, relativa a la protección de los animales en el momento de su 
sacrificio o matanza; y en el Reglamento nº 1099/2009 del Consejo, de 24 de septiembre de 2009, 
relativo a la protección de los animales en el momento de la matanza. Ambos disponibles en 
http://eur-lex.europa.eu. 
507 La Asociación Consistorial Israelita de París —Consistoire de Paris Îlle-de-France— traza sus 
orígenes al Consistorio Central creado en la época de Napoleón I. Tras la ley de Separación de 
1905, las comunidades judías galas se organizaron bajo la forma de asociaciones litúrgicas 
reunidas bajo el paraguas de la Unión de Congregaciones Judías de Francia, que conservó el 
nombre del Consistorio Central. El Consistorio agrupa a la mayoría de las comunidades israelitas 
del país, y tiene entre sus funciones la de preservar la independencia del Gran Rabino de Francia, el 
cual, a su vez, depende de él (Cha’are Shalom Ve Tsedek §§ 2-25).  
508 Vid. L. MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, “Sacrificios rituales de animales, autorización 
administrativa y libertad religiosa (Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos Cha’are 
Shalom Ve Tsedek c. Francia, de 27 de junio de 2000)”, en Revista de Administración Pública 161 
(2003), pp. 221-238. 
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sacrificio ritual de animales, y que el artículo 9 del Convenio sólo se habría visto 
afectado si los recurrentes no hubiesen tenido en la práctica acceso a carne 
certificada como glatt. Reconociendo que la discrepancia de criterio entre la 
asociación demandante y la ACIP era de carácter teológico, las autoridades 
francesas alegaron ante el Tribunal que si bien el principio de laicidad impedía 
que los poderes públicos pudiesen interferir en una controversia religiosa, lo que 
no podía negarse era la autoridad del Gran Rabino de Francia —vinculado a la 
ACIP— para determinar qué era o no compatible con la observancia judía.509 
Finalmente, el gobierno galo apeló al margen de apreciación para justificar la 
denegación de autorización a la asociación recurrente en el carácter comercial y 
no religioso de su actividad, así como en su escasa representatividad numérica. El 
monopolio del que disfrutaba la ACIP no era consecuencia de una voluntad de los 
poderes públicos de discriminar a la actora, sino el resultado de la incapacidad de 
esta de demostrar que era una organización religiosa con un cierto peso dentro de 
la comunidad israelita francesa.510 
La confusa argumentación del Tribunal, que fallaría a favor del Estado 
demandado al no poder apreciar injerencia alguna en los derechos fundamentales 
de la recurrente, partió de una observación inicial que —como he anticipado— no 
deja de resultar problemática a efectos de la neutralidad de la propia Corte. La 
sentencia afirmó que una vez que las autoridades francesas habían autorizado a 
una organización religiosa la práctica del sacrificio ritual de animales, cualquier 
solicitud posterior por parte de otras entidades debía ser sometida al escrutinio 
de determinar si el método de sacrificio que pretendían llevar a cabo, constituía en 
efecto una forma de manifestación de la propia religión garantizada por el artículo 
9 del Convenio.511 Contradiciendo aparentemente su propia afirmación anterior 
de que el sacrificio de animales es, en sí mismo, una forma de expresión religiosa 
precisamente por constituir un “rito” —rite en la versión francesa del Convenio, 
que se corresponde a la palabra observance en la redacción en inglés—, la 
                                                 
509 Cha’are Shalom Ve Tsedek § 66.  
510 Ibid., §§ 69 y 71. 
511 Ibid., § 78. Esta afirmación sería posteriormente duramente contestada por el voto disidente 
en § 1.  
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sentencia acogió el criterio del Estado francés de considerar que la protección del 
artículo 9 CEDH no abarca el derecho a intervenir de forma inmediata en la 
realización del acto ritual mismo, sino en poder beneficiarse de su resultado.512 En 
definitiva, la libertad religiosa de la asociación Cha’are Shalom Ve Tsedek sólo 
comprendía el derecho a poder acceder de manera efectiva a carne glatt, 
posibilidad que en la práctica siempre había estado a su alcance, no a que sus 
matarifes sacrificasen directamente las reses destinadas al consumo de sus 
miembros en una forma que en nada difería —a decir del gobierno galo e, 
indirectamente, también de la Corte— de la practicada por la ACIP.513  
Tal y como criticaron los magistrados que suscribieron el voto particular al 
fallo, en esta sentencia la Corte optó por delegar de manera tan amplia al margen 
de decisión y a la competencia del Estado para regular el fenómeno religioso, que 
pasó por alto el hecho de que las autoridades galas habían basado su decisión en 
la valoración de una disputa doctrinal acerca del contenido de un rito religioso. En 
una toma de posición que años después fue cuestionada por la propia Corte en 
Miroļubovs,514 el gobierno francés había justificado su negativa a otorgar la 
autorización solicitada por la recurrente en la no religiosidad de una práctica 
ritual, apoyándose además para ello en el criterio teológico de una de las partes 
interesadas en la controversia.515 En definitiva, en Cha’are Shalom Ve Tsedek el 
Tribunal optó por ignorar su propia doctrina de que el mandato de neutralidad 
impide a las autoridades públicas eliminar el pluralismo religioso —aún cuando 
                                                 
512 Mucho más matizada sería la postura del TEDH en relación con prescripciones alimentarias 
en sus posteriores sentencias Jakóbski c. Polonia (ap. nº 18429/06), de 7 de diciembre de 2010; y 
Vartic c. Rumanía (nº 2) (ap. nº 14150/08), de 17 de diciembre de 2013. En el primer caso, la Corte 
renunció desde el mandato de neutralidad a pronunciarse acerca del carácter necesariamente 
religioso de objeciones individuales al consumo de carne, si bien no tuvo problema en afirmar que 
la decisión del recurrente —budista— de seguir una dieta vegetariana podía ser considerada como 
motivada o inspirada por una religión (Jakóbski §§ 44 y 45). Vid. M. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, 
“Mormones…” cit. nota 487, pp. 12 y 13.  
513 Cha’are Shalom Ve Tsedek §§ 73, 80 y 82. 
514 Vid. Capítulo 4. 
515 Cha’are Shalom Ve Tsedek voto particular §§ 1 y 2. Cfr. E. BRIBOSIA, I. ROVIRE y A. ÚBEDA DE 
TORRES, “Protecting Individuals from Minority and Vulnerable Groups in the European Court of 
Human Rights, en The European Court of Human Rights and the Rights of Marginalised Individuals 
and Minorities in National Context (D. Anagnostou y E. Psycogiopoulou eds.), Martinus Nijhoff, 
Leiden 2010, pp. 86 y 87. 
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este surja de una división en el seno de una comunidad religiosa—, forzando la 
artificiosa unidad teológica o de liderazgo de un grupo dividido.  
2.2.a) No valoración de creencias y leyes formalmente neutrales 
Esta interpretación restrictiva acerca de qué constituye interferencia en el 
ejercicio de la libertad religiosa que decantó el sentido del fallo de Cha’are Shalom 
Ve Tsedek, parece presidir también la jurisprudencia de Estrasburgo en aquellos 
casos en los que la reclamada quiebra de la neutralidad estatal viene referida a la 
aplicación por las autoridades nacionales de normas formalmente neutrales, 
entendiendo por tales aquellas que persiguen un fin secular legítimo.516 La 
tendencia de la Corte es a considerar que las disposiciones normativas de carácter 
y aplicación general desligadas de creencias individuales o colectivas, no son en 
principio susceptibles de afectar a los derechos protegidos por el artículo 9 del 
Convenio.517 Un ejemplo reciente de la relación que puede llegar a existir entre 
estas normas aparentemente neutrales y la prohibición que impide que los 
Estados valoren las creencias y dogmas de los grupos religiosos, lo hallamos en la 
sentencia Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días c. el Reino Unido, en 
la que, no de forma totalmente sorprendente, la invocación del principio de 
                                                 
516 Cfr. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “Las objeciones de conciencia de los católicos”, en RGDCDEE9 
(2005), p. 5. 
517 Cfr. F. MESSNER, Public Funding of Religions in Europe, Routledge, Nueva York 2016, pp. 15 y 
16. Aunque referido al derecho de libertad religiosa individual y no en su dimensión colectiva, la 
Corte ya había tenido ocasión de analizar el impacto de leyes estatales formalmente neutrales en la 
esfera religiosa de los particulares. Vid. C. c. el Reino Unido (dec. adm. ap. nº 10358/83), de 15 de 
diciembre de 1983; V. c. Holanda (dec. adm. ap. nº 10678/83), de 5 de julio de 1984; y Revert y 
Legallis c. Francia (dec. adm. ap. nº 14331/84 y 14332/84), de 8 de septiembre de 1989. En 
Tamara Skugar y otros c. Rusia (dec. adm. aps. nº 40010/04), de 3 de diciembre de 2009, el TEDH 
inadmitió el recurso interpuesto por una serie de ciudadanos rusos que habían solicitado a las 
autoridades nacionales que les excusasen de la necesidad de tener un número de identificación 
fiscal. El número que les había sido asignado, afirmaban, era según el libro del Apocalipsis un 
indicador de la marca del Anticristo, y su imposición forzosa contravenía sus creencias religiosas y 
el artículo 9 CEDH dado que los estigmatizaba con “la marca de la Bestia” y los alienaba de la 
Iglesia Ortodoxa (pp. 2 y 6). Tras reiterar la incompetencia de la Corte para valorar la legitimidad 
de las creencias individuales o la validez o mérito de ciertas prácticas religiosas, sí afirmaría la 
decisión cómo los órganos del Convenio han sostenido sistemáticamente que legislación general de 
aplicación neutral y desvinculada de las creencias personales no puede en principio ser 
considerada como una interferencia con los derechos protegidos en el artículo 9 CEDH. Vid. R. UITZ, 
“Rethinking Deschomets v. France: reinforcing the protection of religious liberty through personal 
autonomy in custody disputes”, en Diversity and European Human Rights: Rewriting Judgments of 
the ECHR (E. Brems ed.), Cambridge University Press, Cambridge 2013, p. 174.  
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neutralidad tiene más peso en la argumentación de parte que en la 
fundamentación jurídica del fallo llevada a cabo por la Sala cuarta del TEDH.518 
La Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos días acudió en el año 
2009 ante el Tribunal de Estrasburgo por entender que la decisión de las 
autoridades fiscales británicas de no permitir que uno de sus templos, sito en la 
localidad de Preston (Lancashire), se acogiese a la exención del pago de tasas 
comerciales reconocida por la normativa fiscal a los edificios destinados al “culto 
religioso público”, suponía una vulneración de los artículos 14 y 9 del Convenio. 
Los templos mormones, a diferencia de otros lugares de reunión de la Iglesia, no 
están abiertos a todos los fieles. Las ceremonias llevadas a cabo en ellos tienen 
una profunda significación teológica para esta confesión religiosa, y la creencia de 
que sólo sus miembros más dignos pueden ser admitidos a los templos, es uno de 
sus dogmas principales. Sólo los fieles más devotos de la Iglesia están autorizados 
para acceder a estos recintos, previa obtención de una “recomendación” 
especial.519 
El gobierno británico, apelando al amplio margen de apreciación que en 
cuestiones fiscales y de gestión del fenómeno religioso tienen los Estados, sostenía 
que, a efectos del derecho interno, un lugar de “culto religioso público” tiene que 
estar, precisamente, abierto al público en general, y negaba que la normativa 
tributaria contestada por la actora produjese el efecto de discriminar —ni directa 
ni indirectamente— a Iglesia Mormona. Por el contrario, se trataba de una ley 
neutral de aplicación general que, al fijarse exclusivamente en el criterio objetivo 
del uso que se daba a un determinado inmueble, no diferenciaba por motivos 
religiosos. Como muestra de la neutralidad en la concepción y aplicación de la 
                                                 
518 Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días c. el Reino Unido (ap. nº 7552), de 4 de 
marzo de 2014. Vid. M. RODRÍGUEZ BLANCO, “La protección de los lugares de culto en la 
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, en Derecho y Religión 9 (2014), pp. 
99 y 100; M. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, “Mormones…” cit. nota 487, p. 42; y H. BIELEFELDT, N. GHANEA y M. 
WIENER, Freedom of Religion or Belief. An International Law Commentary, Oxford University Press, 
Oxford 2016, pp. 253 y 254. Explica el sistema impositivo objeto de análisis por el TEDH, F. 
CRANMER, “Living Hand-to-mouth: Regulating and Funding Religious Heritage in the United 
Kingdom, en Funding Religious Heritage (F. Fornerod ed.), Routledge, Nueva York 2016, pp. 63-65.  





norma, el Reino Unido ponía de ejemplo a la propia Iglesia de Inglaterra, cuyas 
parroquias —normalmente abiertas al público— disfrutan de la exención 
reclamada por los mormones, mientras que otros lugares de culto más reservados 
—como capillas colegiales o las ubicadas en edificios pertenecientes a órdenes 
religiosas— están sujetos al pago de la tasa comercial. La finalidad de la medida 
impositiva era, además, también objetiva y justificada, al reservar el privilegio de 
la exención a edificios que aportan un beneficio público y social.520 
En su argumentación de parte, la Iglesia aclaró que la disputa con el 
gobierno brit|nico afectaba m|s que a la concreta “extensión” de la exención, al 
“principio” que la motivaba, que estaba fundado en una serie de asunciones, 
estereotipos y estigmas alejados de la neutralidad que debe caracterizar la 
actuación estatal en materia religiosa, y que incidían de forma negativa en la 
recurrente y en aquellos de sus miembros encargados de la actividad en sus 
templos. La perspectiva del análisis de las autoridades del Reino Unido era, a su 
parecer, errónea. No se trataba de justificar la legitimidad de la no aplicación de la 
exención al templo de Preston en el hecho de que traía causa de una normativa no 
específicamente ocupada de cuestiones religiosas, sino de apreciar que, 
precisamente una norma de estas características, no había sido sometida al mayor 
escrutinio que en ocasiones exige la necesidad aplicar de manera diferenciada el 
derecho al ámbito religioso. A pesar de tratarse de una medida de política fiscal, lo 
cierto es que la norma cuestionada incidía de manera inmediata sobre las 
confesiones religiosas, imponiendo a determinadas comunidades con creencias no 
tradicionales —como era el caso de la propia Iglesia Mormona— cargas 
económicas desproporcionadas.  
Las particularidades de acceso a los templos de esta confesión no obedecen, 
al contrario de lo que ocurre en el caso de las capillas cerradas al público de la 
Iglesia de Inglaterra, a un deseo de privatizar el servicio religioso, sino a la propia 
naturaleza del acto cultual según este es concebido por las creencias 
                                                 
520 Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días §§ 15-18. 
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mormonas.521 Por ello, el error de los funcionarios estatales residía en el hecho de 
que interpretaban y aplicaban la exención fiscal de manera no neutral, a partir de 
una comprensión equivocada de la naturaleza y del impacto de la misma en la 
expresión religiosa de la Iglesia. Simplemente desconocían, u optaban por ignorar, 
las particularidades que resultan de dogmas y prácticas menos reconocibles que 
las propias de religiones con las que estaban más familiarizados. Este error de 
percepción resultaba en una discriminación entre las distintas confesiones: el 
diferente trato fiscal que recibía la Iglesia Mormona no obedecía por tanto a 
razones objetivas, sino a nociones preconcebidas y subjetivas de cómo debe 
proyectarse la religión en el ámbito público. Los efectos de la no diferenciación en 
la interpretación de una exención fiscal formalmente neutral, hacían de la norma 
que la regulaba una disposición desproporcionada y discriminatoria, y su 
conformidad con el mandato de neutralidad no podía justificarse simplemente en 
su carácter general.522 
En una decisión que recuerda a Cha’are Shalom Ve Tsedek, la sentencia 
Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días justificó la conformidad de la 
actuación del Reino Unido con los artículos 9 y 14 del Convenio en un doble 
argumento cualitativo y cuantitativo. Acudiendo una vez más al margen de 
actuación del Estado y a su competencia para establecer medidas neutrales de 
política social y fiscal, la Corte entendió que la denegación de la exención del pago 
de la tasa comercial al templo de Preston no había afectado a la actora en su 
derecho a manifestar su religión, sobre todo teniendo en cuenta que el impacto 
económico sufrido por esta había sido relativamente bajo.523 También al igual que 
en el anterior caso contra Francia, la sentencia evitó entrar en un análisis más 
profundo de la potencial afectación del mandato de neutralidad en la no 
diferenciación de las creencias mormonas por las autoridades fiscales. La sujeción 
del templo de Preston a la tasa comercial no equivalía ni a una valoración de la 
                                                 
521 La Iglesia aportaba como elemento de reflexión la siguiente analogía: la denegación de la 
exención del pago de la tasa comercial a su templo de Preston por no estar abierto al público, 
equivalía a afirmar que el área situada tras los iconostasios en las iglesias ortodoxas, tampoco 
accesible a todos los miembros de la comunidad, debía estar excluida también de la exención 
(Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días § 21). 
522 Ibid., §§ 19-22. 
523 Ibid., §§ 30-35. 
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legitimidad de las creencias de la Iglesia ni a una limitación a su práctica religiosa, 
y tampoco cabía apreciar discriminación frente a otros grupos en situación 
similar. Se trataba de un gravamen neutral que afectaba por igual y producía los 
mismos efectos en todas las confesiones.524 
2.2.b) No valoración de creencias y gestión del fenómeno sectario 
La Corte también ha optado por delegar de manera amplia en los países 
miembros del Consejo de Europa la gestión de fenómenos religiosos minoritarios 
o calificados como sectarios, aun cuando de la actividad estatal relacionada con 
dicha gestión pudiese llegar a inferirse una quiebra de la prohibición que impide a 
los poderes públicos valorar la veracidad, legitimidad o corrección de las 
creencias religiosas.525 Como muestra, podemos destacar las sentencias Leela 
Förderkreis e.V. c. Alemania y Movimiento Raeliano Suizo c. Suiza, así como la 
decisión de inadmisibilidad del caso Federación Cristiana de los Testigos de Jehová 
de Francia c. Francia.526 
En Leela Förderkreis, el recurso ante la jurisdicción europea traía causa de 
un caso que ya fue objeto de una larga controversia en el país germano y al que he 
tenido ocasión de referirme con cierto detenimiento en otro lugar de este 
trabajo.527 Interpuesta por representantes del grupo de meditación de origen 
indio OSHO —antes conocido como movimiento Bhagwan o movimiento Shree 
                                                 
524 Ibid., § 32. Tampoco apreciaría la sentencia que las particularidades de la doctrina de la 
recurrente relativa al ejercicio del culto en sus templos, la situasen en una posición 
significativamente diferente de la de otras iglesias que exigiese una diferencia de trato en la 
sujeción a la tasa litigiosa, ya que existían otros grupos que tampoco permitían el acceso al público 
a algunos de sus lugares de culto por razones doctrinales. 
525 Cfr. A. GARCÍA URETA, “Artículo 9…” cit. nota 62, pp. 470-472. 
526 Leela Förderkreis e.V.; y Federación Cristiana de los Testigos de Jehová de Francia. 
527 Vid. Capítulo 2. La doctrina desarrollada por el TEDH en Leela Förderkreis, ya había sido 
anticipada en el año 1996 por la Comisión en un caso muy similar y que no llegó a ser admitido a 
trámite. En Universelles Leben e.V. c. Alemania (dec. adm. ap. nº 29745/96), de 27 de noviembre de 
1996, la Comisión acudió al lenguaje de Kjeldsen, Busk Madsen y Pedersen para afirmar que, en el 
ejercicio de sus funciones relacionadas con la información al público en asuntos de interés general, 
un Estado está autorizado para transmitir de manera objetiva y crítica, información sobre 
comunidades religiosas y sectas, siempre y cuando dicha información no persiga agitar o 
adoctrinar, ya que esto supondría una vulneración del derecho de libertad religiosa. Como 
ocurriría años más tarde en Leela Förderkreis, la Comisión no halló que la actuación de las 
autoridades germanas hubiese tenido un impacto directo en la libertad religiosa de la recurrente o 
de sus miembros, ya que el Estado no había limitado arbitrariamente ni el ejercicio ni la expresión 
de sus creencias. 
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Rajneesh—, la demanda alegaba que el hecho de que diversas autoridades 
públicas alemanas se hubiesen referido en repetidas ocasiones a este movimiento 
calific|ndolo de “secta”, “secta juvenil”, “psicosecta”, “grupo religioso o culto 
destructivo y manipulador” o “pseudoreligión”, vulneraba el artículo 9 del 
Convenio.528 
Al igual que la Corte Constitucional Alemana, la Sala quinta del Tribunal de 
Estrasburgo negó que se hubiese producido una interferencia injustificada en el 
derecho de libertad religiosa de la asociación. Tal y como podía deducirse del 
examen de la actuación de las autoridades alemanas, esta no había tenido por 
efecto, en ningún caso, prohibir o limitar de facto el derecho del movimiento 
recurrente a ejercitar su libertad religiosa o a manifestar sus creencias.529 
A pesar del argumento esgrimido por los representantes de OSHO de que la 
connotación negativa de los términos empleados por el gobierno germano para 
referirse a su movimiento —que buscaban intencionalmente denigrar su doctrina, 
reducir su influencia social, propiciar la salida de fieles de la comunidad e impedir 
la incorporación de nuevos adeptos— había vulnerado el mandato de neutralidad 
en su faceta de prohibición de valorar las creencias religiosas, la Corte se apoyó en 
su doctrina de que los Estados están legitimados para verificar la peligrosidad de 
las actividades de un movimiento o asociación nominalmente religioso para 
admitir que, en ocasiones, esta verificación puede llegar a vulnerar la esfera 
religiosa o filosófica.530 Frente a la alegación de que la actuación de los poderes 
públicos alemanes había contribuido a crear un clima general de interferencia y 
opresión que había limitado de manera efectiva la libertad religiosa de la actora, la 
Corte admitió, sin más objeción que la expresada por los magistrados disidentes 
en el voto particular,531 el argumento del gobierno alemán de que la injerencia, 
                                                 
528 Vid. O. CELADOR ANGÓN, Libertad …” cit. nota 174, pp. 111-114; y W. A. SCHABAS, The European 
Convention on Human Rights: A Commentary, Oxford University Press, Oxford 2015, pp. 425 y 426. 
529 Leela Förderkreis § 100. 
530 Ibid., §§ 93 y 97. 
531 Leela Förderkreis voto particular: “en este caso particular […] la interferencia del Gobierno 
residía en no haber observado el requisito de neutralidad en el ejercicio de sus poderes. Es 
evidente que la asociación demandante pertenece a un grupo de comunidades religiosas que han 
existido en Alemania desde los años 1960. A pesar del hecho de que las asociaciones recurrentes 
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además de ser necesaria en una sociedad democrática, no había de facto 
restringido la capacidad de la asociación recurrente de expresar o manifestar sus 
creencias, y que este era el único criterio que había de ser tomado en 
consideración.532  
En este caso, el recurso al margen de actuación Estado validó la opción de las 
autoridades germanas de intervenir, dentro de los límites de su jurisdicción y de la 
necesidad de mantener su neutralidad en la transmisión objetiva de información, 
en cuestiones que afectan a los derechos, libertades e intereses del conjunto de la 
sociedad.533 Paradójicamente, apenas unos años después, en la decisión Asociación 
Testigos de Jehová c. Francia, la misma Sala quinta, integrada por un panel 
totalmente renovado de jueces —solo coincidía la representante monegasca 
Isabell Berro-Lefèvre—, incluyó “el uso de términos peyorativos en relación con 
un movimiento religioso” en el elenco de ejemplos de injerencia estatal en el 
derecho garantizado por el artículo 9 del Convenio.534 
Anterior en el tiempo a la sentencia Leela Förderkreis, la demanda ante la 
jurisdicción europea que daría lugar a la decisión de inadmisibilidad Federación 
Cristiana de los Testigos de Jehová c. Francia, se enmarca en la problemática 
general que en relación con la gestión de los nuevos movimientos religiosos surgió 
en el Hexágono a partir de la publicación, en los años 1995 y 1998, de dos 
informes parlamentarios con los respectivos títulos de “Las sectas en Francia” y 
“Las sectas y el dinero”.535 Muy relacionado con los efectos que sobre la libertad 
                                                                                                                                              
no habían sido prohibidas en todos estos años, los términos usados por las agencias del Estado 
alemán y en declaraciones gubernamentales para referirse a las asociaciones del movimiento 
demandante (“secta”, “joven religión”, “secta juvenil” y “psico-secta”) tuvieron consecuencias 
negativas para ellas. Los adjetivos “destructivo” y “pseudo-religioso” también han sido usados para 
referirse a ellas. Esta interferencia no estaba prescrita por ley […] y el Gobierno no ha aportado 
pruebas de que estas comunidades religiosas constituían un riesgo para la sociedad. Por el 
contrario, las alegaciones del Gobierno son una clara interferencia indirecta contraria a la 
obligación de neutralidad requerida por el artículo 4 de la Ley Fundamental y no pueden 
justificarse como ‘establecidas por ley’ y ‘necesarias en una sociedad democr|tica’”.  
532 Leela Förderkreis §§ 70 y 71.  
533 Ibid., §§ 97, 99 y 101. Vid. también Universelles Leben; y Keller c. Alemania (dec. adm. ap. nº 
36283/97), de 4 de marzo de 1998. 
534 Asociación Testigos de Jehová c. Francia (ap. nº 8196/05), de 20 de junio de 2011 § 51. 
535 Asamblea Nacional, Les sectes en France. Rapport nº 2468 fait au nom de la Commission 
d’enquête (1) sur les Sectes, publicado el 22 de diciembre de 1995. Disponible en el original francés 
en http://www.assemblee-nationale.fr/rap-enq/r2468.asp; y Asamblea Nacional, Les sectes et 
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religiosa de las confesiones minoritarias tiene cualquier acción calificadora y 
valorativa de los poderes públicos que, en el contexto de la gestión de la 
diversidad religiosa, desatienda el mandato de neutralidad, este recurso ha sido 
interpretado por algunos autores como un intento de los Testigos de Jehová de 
llamar la atención de la comunidad internacional en relación con el clima de 
desconfianza en el que determinados grupos minoritarios son forzados a existir en 
Francia.536 
Incluida en la lista de formaciones consideradas sectarias en los 
correspondientes documentos parlamentarios, sostenía la recurrente que si bien 
los informes de la Asamblea Nacional no producían efectos jurídicos inmediatos, sí 
establecían unas pautas de actuación a nivel administrativo, legislativo y judicial 
que habían tenido una importante repercusión negativa en las comunidades de los 
Testigos de Jehová en Francia. Alegando entre otros la vulneración de los artículos 
9 y 14 del Convenio, la recurrente se entendía víctima —tanto directa como 
indirecta— de limitaciones discriminatorias en el ejercicio de su derecho de 
libertad religiosa como consecuencia de la actividad de las autoridades galas. La 
Sala segunda de la Corte rechazó admitir a trámite la demanda, al entender que las 
actuaciones del gobierno francés supuestamente lesivas del derecho de libertad 
religiosa de los recurrentes, eran realmente actos desprovistos de efectos 
jurídicos directos en la medida en que no se trataba sino de informes de 
comisiones parlamentarias.537 En cuanto a la única norma promulgada tras las 
                                                                                                                                              
l’argent. Rapport nº 1687 fait au nom de la Commission d’enquête (1) sur les Sectes, sur la situation 
financière, patrimoniale et fiscale des sectes, ainsi que sur leurs activités économiques et leurs 
relations avec les milieux économiques et financiers, publicado el 18 de junio de 1999. Disponible en 
el original francés en https://www.senat.fr/rap/r12-480-1/r12-480-11.pdf.  
536 Cfr. P. ROLLAND, “La France et les sectes (décision Fédération chrétienne des Témoins de 
Jéhovah, 6 novembre 2001) ”, en La France et la Cour européenne des droits de l’homme – La 
jurisprudence rendue en 2000, Cahiers du CREDHO 8 (2002), pp. 175 ss.; y E. BRIBOSIA, I. ROVIRE y A. 
ÚBEDA DE TORRES, “Protecting Individuals…” cit. nota 515, pp. 87 y 88. 
537 Ya en la citada Keller, la Comisión tampoco admitió a trámite el recurso de una familia de 
cuatro miembros, perteneciente a la Iglesia de la Cienciología, que recurrió ante el TEDH la 
decisión de las autoridades federales alemanas de no impedir la difusión y promoción de una 
campaña de información llevada a cabo por las autoridades del estado de Baviera contra su 
confesión. El núcleo de dicha campaña difamatoria contra la Iglesia y sus miembros, era un artículo 
publicado en una revista educativa –Schulreport– que realizaba juicios de valor muy severos acerca 
de las creencias y prácticas de la Cienciología. Los recurrentes se consideraron víctimas de una 
violación de sus derechos ex artículo 9 CEDH y 2 del Primer Protocolo. La Comisión consideraría 
incompatible la demanda con el Convenio ratione personae, al entender que el artículo tenía por 
objeto la Cienciología en general y no afectaba a sus miembros. En cualquier caso, los efectos de la 
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publicaciones de 1995 y 1998 —la ley Tendente a reforzar la prevención y la 
represión de movimientos sectarios del año 2001—,538 el TEDH rechazó poder 
pronunciarse in abstracto acerca de la compatibilidad con el Convenio de una 
disposición normativa.539 En ausencia de lesión identificable al derecho de 
libertad religiosa que permitiese acordar el estatus de “víctima” a efectos del 
Convenio a los Testigos de Jehová, no cabía someter al examen crítico de la Corte 
la actuación de las diversas autoridades francesas.540 
Como pone de manifiesto el caso Movimiento Raeliano Suizo c. Suiza, los 
efectos del informe “Las sectas en Francia” no se agotarían en el país galo. La 
calificación como secta peligrosa del grupo recurrente en las conclusiones de la 
comisión parlamentaria de la Asamblea Nacional francesa publicadas en 1995, 
influiría años después en la prohibición por las autoridades de la ciudad helvética 
de Neuchâtel de una campaña publicitaria que pretendía difundir las creencias 
raelianas entre la población local.541 
La doctrina del Movimiento Raeliano parte de un presunto encuentro de su 
líder o fundador —Rael— con los Elohim, una civilización extraterrestre 
tecnológicamente muy avanzada que habría dado origen a la vida en la Tierra y 
creado las tres principales religiones monoteístas. Los raelianos creen en el 
progreso científico y técnico, y otorgan una gran importancia a la clonación que, 
unida a la “transferencia de conciencia”, permitir| a los seres humanos lograr la 
                                                                                                                                              
publicación eran demasiados indirectos y remotos para tener un impacto en los derechos del 
artículo 9 del Convenio. 
538 Ley n° 2001-504 Tendente a reforzar la prevención y la represión de movimientos sectarios, 
de 12 de junio de 2001. Vid. P. ROLLAND, “La loi du 12 juin 2001 contre les mouvements sectaires 
portant atteinte aux Droits de l’Homme. Anatomie d’un débat législatif”, en Archive de sciences 
sociales des religions 121 (2003), pp. 149-166; y Mª A. FÉLIX BALLESTA, “Comentario relativo a la Ley 
francesa nº 2001-404 de 12 de junio de 2001 tendente a reforzar la prevención y la represión de 
los movimientos sectarios que atenten contra los derechos del hombre y las libertades 
fundamentales”, en Laicidad y Libertades 1 (2001), pp. 491-515. 
539 Vid. también Eriksson c. Suecia (ap. nº 11/1988/144/209), de 22 de junio de 1989 § 54; y 
Findlay c. el Reino Unido (ap. nº 22107/93), de 25 de febrero de 1997 § 67. 
540 Vid. también Noel Narvii Tauira y otros 18 c. Francia (dec. adm. ap. nº 28204/95), de 4 de 
diciembre de 1995, p. 131. 
541 Movimiento Raeliano Suizo c. Suiza (GS ap. nº 16354/06), de 13 de julio de 2012. La 
sentencia de primera instancia tiene fecha de 13 de enero de 2011 (Movimiento Raeliano). Vid. M. 
D. EVANS, “Neutrality in…” cit. nota 129, p. 350. En relación con el conflicto entre libertad religiosa y 
libertad de expresión, cfr. R. PALOMINO LOZANO, “Libertad religiosa y libertad de expresión”, en Ius 
Canonicum 98 (2009), pp. 509-548.  
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inmortalidad. A nivel político, algunos de los textos del Movimiento abogan por la 
implantación de la “geniocracia”, un sistema de gobierno en el que el poder es 
encomendado a aquellas personas que cuentan con el coeficiente intelectual más 
alto. A demás, la organización ha desarrollado toda una doctrina en torno a la 
sexualidad, recogida en el libro Meditación sensual, que en ocasiones ha sido 
criticada por promover presuntamente el incesto y la pedofilia.542 
En el año 2001, la asociación recurrente solicitó sin éxito a las autoridades 
de la ciudad suiza de Neuchâtel una autorización para llevar a cabo una campaña 
de difusión mediante vallas de publicidad en las que figuraban imágenes de 
platillos volantes y extraterrestres, el mensaje “La ciencia finalmente sustituye a la 
religión”, su dirección en internet y su número de teléfono en Francia. En la p|gina 
web del Movimiento, que aportaba información acerca de las creencias de los 
Raelianos, figuraba además un hipervínculo que redirigía a quien lo activase a la 
sede en la red de una organización —Clonaid— que ofrecía servicios de clonación 
humana.543 Las autoridades suizas argumentaron que la prohibición de la 
campaña de publicidad no pretendía prohibir el Movimiento Raeliano o su página 
en internet, sino evitar que el espacio público fuese utilizado para difundir sus 
creencias y, con ello, crear la percepción pública de que el Estado toleraba o 
incluso apoyaba sus opiniones y prácticas.544 
Resuelto de forma definitiva por la Gran Sala de la Corte por la vía del 
derecho de libertad de expresión protegido por el artículo 10 CEDH, la sentencia 
falló por la diferencia mínima de un voto a favor del Estado demandado. Sin 
perjuicio de que la sentencia renunciase a analizar el caso a la luz del artículo 9 del 
Convenio, y que la noción de neutralidad como prohibición de valoración secular 
de las creencias religiosas esté ausente de la misma,545 el voto particular 
                                                 
542 Movimiento Raeliano Suizo GS §§ 11-13 y 17. 
543 Vid. M. D. EVANS, “Neutrality in…” cit. nota 129, pp. 350-352; y L.-L. CHRISTIANS, “Public 
Policies in European Case Law: Between Security, Non-discrimination, and Public information”, en 
State Responses… cit. nota 502, pp. 109 y 110. 
544 Movimiento Raeliano Suizo GS § 39. 
545 Ausente del texto de la sentencia, la noción de neutralidad que manejan los magistrados 
disidentes en los votos particulares 2, 3 y 4 se centra sobre todo en la concepción del espacio 
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formulado por los magistrados Rozakis y Vajic a la resolución de primera 
instancia, plantearía indirectamente la cuestión de cómo es posible prohibir el 
acceso al espacio público de grupos legalmente reconocidos y aceptados por el 
Estado por razón de unas creencias cuya legitimidad no puede ser valorada.546 
Como se plantea el profesor Christians, entre la absoluta neutralidad del Estado 
hacia la legitimidad interna de las doctrinas y la casi absoluta libertad de 
expresión garantizada a los actores privados en el debate público, la sentencia 
Movimiento Raeliano Suizo plantea la duda de cómo medir “la extensión del 
‘derecho de hablar’ de las autoridades públicas.”547 
No quisiera concluir este apartado dedicado a la neutralidad de los poderes 
públicos en la gestión de fenómenos religiosos marginales o minoritarios, sin 
hacer una breve referencia a una interesante aportación doctrinal que, en el 
contexto de la apuntada preocupación, tanto dentro del Consejo de Europa, como 
de la comunidad internacional, por evitar la discriminación de ciertas confesiones 
en procedimientos de otorgamiento de personalidad jurídica civil, ha hecho muy 
recientemente la Corte de Estrasburgo, y que entronca con la reflexión del 
profesor Christians indicada líneas atrás.  
En la sentencia del año 2014 Magyar Keresztény Mennonita Egyház (Iglesia 
Cristiana Menonita de Hungría) c. Hungría, a la que me referiré con mayor 
profundidad más adelante y en la que Corte de Estrasburgo ha tenido ocasión de 
analizar el alcance de las obligaciones positivas de los Estados en relación con el 
establecimiento de sistemas de reconocimiento oficial de confesiones religiosas, la 
Sala segunda apuntó indirectamente a la delicada relación que existe entre el 
principio de neutralidad del Estado —entendido como no valoración de creencias 
religiosas— y la prohibición de discriminar por motivos religiosos, al poner de 
manifiesto la capacidad de influencia que determinadas actitudes estatales 
                                                                                                                                              
público neutral y en la obligación del Estado de no vincularse ideológicamente con ningún 
movimiento o creencia (Movimiento Raeliano Suizo GS votos particulares).  
546 Movimiento Raeliano voto disidente § 3 (b): “resulta difícil comprender cómo una asociación 
legal con su página web, que no ha sido prohibida, no puede usar el espacio público para promover 
las mismas ideas a través de posters que no son ilegales ni ofenden al público general.” Cfr. M. D. 
EVANS, “Neutrality in…” cit. nota 129, pp. 351 y 352. 
547 Cfr. L.-L. CHRISTIANS, “Public Policies…” cit. nota 543, p. 110. 
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pueden llegar a tener en la percepción pública de algunos fenómenos religiosos: 
“las diferencias en el estatus legal reconocido a las confesiones religiosas no 
pueden presentar a sus fieles de forma desfavorable frente a la opinión pública, 
que es sensible a la valoración de una religión —y de la iglesia que la encarna— 
hecha por el Estado en la vida pública. En la tradición de numerosos países, el ser 
designado como Iglesia y reconocido por el Estado son claves para la legitimación 
social, sin la cual la comunidad religiosa puede ser vista como una secta 
sospechosa. En otras palabras, el rechazo a reconocer a una comunidad religiosa 
puede ampliar prejuicios en contra de sus fieles, a menudo pequeñas 
comunidades, especialmente en el caso de religiones con doctrinas novedosas o 
inusuales. […] El Tribunal no puede pasar por alto el riesgo de que los fieles de una 
religión se puedan sentir meramente tolerados —pero no bienvenidos— si el 
Estado se niega a reconocer y apoyar sus organizaciones religiosas mientras sí 
reconoce ese beneficio a otras iglesias. Esto es así porque la práctica colectiva de 
la religión en la forma dictada por los dogmas de dicha religión puede ser esencial 
para el ejercicio sin obstáculos de la libertad religiosa. En opinión del Tribunal, 
dicha situación de percibida inferioridad es contraria a la libertad de manifestar la 
propia religión.”548  
Aunque es todavía prematuro anticipar la posible futura repercusión de esta 
línea argumental en casos similares a los que han sido objeto de consideración en 
este apartado, lo cierto es que, una vez más, parece que el recurso al principio de 
neutralidad, y su operatividad en todo cuanto afecta al reconocimiento y 
adquisición de personalidad jurídica de las confesiones religiosas, podría estar 
produciendo el efecto de matizar tradicionales posicionamientos 
jurisprudenciales de la Corte más favorables a delegar de forma casi automática al 
margen de discrecionalidad de los Estados la gestión de ciertos aspectos del 
fenómeno social religioso. 
                                                 
548 Magyar Keresztény Mennonita Egyház (vid. supra nota 497). 
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2.3 No valoración de creencias religiosas versus adquisición de 
personalidad jurídica: Testigos de Jehová de Moscú c. Rusia y Sección 
de Moscú del Ejército de Salvación c. Rusia 
Frente al grupo de sentencias analizadas en el epígrafe anterior, que 
comparten el rasgo común de que la jurisdicción de Estrasburgo se ha mostrado 
contraria a cuestionar si la actividad calificadora o valorativa de las autoridades 
nacionales en relación con determinados grupos religiosos minoritarios podría 
haber excedido los límites marcados por el mandato de neutralidad, y en el que la 
deferencia al margen de apreciación de los Estados en la gestión del fenómeno 
social religioso ha sido plena, puede apreciarse en la actividad de la Corte un área 
temática en la que la orientación doctrinal apunta ser la contraria.  
Siguiendo la línea inaugurada por las que podemos considerar las proto-
sentencias en esta materia —Manoussakis e Iglesia Metropolitana de Bessarabia—, 
en los casos en los que está amenazada la adquisición de personalidad jurídica de 
ciertos grupos y confesiones religiosas —en ocasiones minorías cuestionadas por 
la iglesia mayoritaria en un determinado Estado—, la Corte se ha servido del 
principio de neutralidad para rechazar algunos de los argumentos esgrimidos por 
los Estados demandados para impedir o dificultar su reconocimiento oficial. Así 
ocurrió en dos sentencias de la Sala quinta publicadas en 2006 y 2010 
respectivamente —Testigos de Jehová de Moscú c. Rusia y Sección de Moscú del 
Ejército de Salvación c. Rusia—549, y así puede apreciarse también en cierta 
medida en la reciente sentencia de Gran Sala İzzettin Doğan c. Turquía. Distinto 
resultado, menor deferencia al margen de apreciación, mayor consideración del 
principio de neutralidad pero mismo criterio de valoración. En última instancia lo 
que resulta definitivo para la Corte es poder constatar el impacto negativo que la 
actividad estatal en cuestión, ha tenido en el ejercicio real y efectivo por los 
                                                 
549 Vid. A. TORRES GUTIÉRREZ, “Freedom of Thought, Conscience and Religion (art. 9 ECHR)”, en 
Europe of Rights: a Compendium on the European Convention on Human Rights (J. García Roca y P. 
Santolaya eds.), Martinus Nijhoff, Leiden 2012, pp. 364-365. 
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distintos recurrentes de los derechos contemplados en el artículo 9 del 
Convenio.550 
En Sección de Moscú del Ejército de Salvación, la Corte acudió a la afirmación 
contenida en Hasan y Chaush de que los Estados carecen de discrecionalidad para 
determinar la legitimidad de creencias o prácticas religiosas, para rechazar uno de 
los motivos en los que las autoridades rusas habían fundado su decisión de 
denegar el acceso de la recurrente al registro de entidades religiosas.551 El 
Departamento de Justicia de Moscú había impedido la inscripción de esta 
confesión, entre otros motivos, por considerarla una “organización paramilitar” 
que utilizaba el término “ejército” en su denominación y a la que sus miembros —
que además vestían uniforme— “servían” como si de una organización armada se 
tratase.552  
En una escueta pero firme reflexión, la Sala quinta se limitó a señalar la 
contradicción con el mandato de neutralidad de la apreciación realizada por las 
autoridades moscovitas: “es indiscutible que, para los miembros de la sección 
recurrente, usar rangos similares a los empleados en el ejército y vestir uniformes, 
eran formas particulares de organizar la vida interna de su comunidad religiosa y 
de manifestar las creencias del Ejército de Salvación. No puede sostenerse 
seriamente que la sección recurrente abogase un cambio violento en la fundación 
constitucional del Estado o que socavase la integridad o la seguridad del 
Estado.”553 En cuanto a la capacidad de los poderes públicos para analizar el 
contenido del programa de una determinada organización religiosa cuando existe 
la sospecha de que oculta objetivos e intenciones distintos a las que proclama, la 
Sala quinta recordaría la doctrina de la Corte de que, en estos casos, no basta la 
concurrencia de una mera sospecha, sino que es preciso comparar dicho 
programa con los actos y opiniones concretos de sus dirigentes.554 
                                                 
550 Sección de Moscú del Ejército de Salvación (vid. supra nota 69) §§ 71 y 98. 
551 Cfr. W. A. SCHABAS, The European… cit. nota 528, p. 425.  
552 Sección de Moscú del Ejército de Salvación § 91. 
553 Ibid., § 92. 
554 Ibid., § 94. 
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Los hechos que motivaron la sentencia Testigos de Jehová de Moscú, 
presentan una mayor complejidad que aconseja una exposición algo más amplia 
de sus antecedentes.555 
Con presencia en Rusia desde finales del siglo XIX, prohibidos 
inmediatamente después de la Revolución de 1917 y duramente perseguidos 
durante la etapa comunista, los Testigos de Jehová fueron reconocidos e inscritos 
como organización religiosa por la Federación Rusa en el año 1992. Tres años más 
tarde, en 1995, el Comité para la Salvación de la Juventud del Totalitarismo, una 
organización no gubernamental con vínculos con la Iglesia Ortodoxa del 
Patriarcado de Moscú, presentó ante las autoridades nacionales una queja formal 
contra la comunidad recurrente afirmando que los Testigos de Jehová gravaban a 
sus miembros con costes de membresía excesivamente altos que ponían a sus 
familias en situación económica precaria y que, además, incitaban al odio contra 
las religiones consideradas tradicionales.  
Tras varias vicisitudes, la queja culminó en la apertura de un procedimiento 
penal contra la actora que en 1998 finalizó su fase de instrucción con un 
documento conclusivo en el que se afirmaba que los Testigos de Jehová alejaban a 
sus seguidores de sus familias; intimidaban a sus fieles; empleaban con ellos 
técnicas de control mental; y los incitaban a la desobediencia civil y a la discordia 
religiosa. Dado que las ofensas que se imputaban a la confesión no eran 
constitutivas de delito bajo las leyes rusas, la instructora de la causa aconsejó al 
Ministerio Fiscal que instase un procedimiento no penal con el objeto de disolver 
la comunidad religiosa y prohibir sus actividades.  
Siguiendo dicha recomendación, en abril del mismo año la fiscalía del 
distrito norte de Moscú inició la solicitada acción civil contra la recurrente en base 
a acusaciones de incitación a la discordancia religiosa; coacción para la 
destrucción de la familia; inducción al suicidio y rechazo de asistencia médica en 
situaciones de riesgo para la vida o la salud; vulneración de los derechos y 
                                                 
555 Testigos de Jehová de Moscú. Vid. M. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, “Mormones…” cit. nota 487, pp. 25 y 
26; y O. CELADOR ANGÓN, “El principio de neutralidad religiosa de los poderes públicos en la 
jurisprudencia del TEDH relacionada con el registro y reconocimiento de las confesiones 
religiosas”, en RGDCDEE 43 (2017), pp. 12 y 13. 
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libertades de los ciudadanos; y captación de menores y adolescentes.556 La 
decisión de la judicatura rusa de disolver la rama moscovita de los Testigos de 
Jehová impuso una prohibición indefinida a sus actividades y afectó a más de 
10.000 fieles de esta confesión.557 
En su demanda ante el Tribunal de Estrasburgo, la recurrente denunció en 
primer lugar una interferencia en el artículo 9 CEDH a la luz del artículo 11 CEDH, 
como consecuencia de la decisión de las autoridades rusas de disolverla y de 
prohibir sus actividades y, en segundo término, la vulneración del artículo 11 
CEDH a la luz del artículo 9 CEDH ocasionada por la negativa del Ministerio de 
justicia de volver a inscribirla. La Corte apreció por unanimidad las dos 
violaciones reclamadas, así como una interferencia con el artículo 6.1 CEDH como 
consecuencia de la excesiva duración del procedimiento seguido contra la 
comunidad actora.  
Relacionado, como ya es práctica habitual del Tribunal, entre sus principios 
generales, el mandato de neutralidad entraría en juego en la argumentación de la 
sentencia en dos momentos diferentes.558 En primera instancia, el Tribunal acudió 
a él para analizar la licitud o ilicitud de la disolución por el Estado ruso de la 
organización recurrente, limitando el margen de apreciación del que disponen los 
Estados para determinar la legitimidad de las creencias religiosas o de sus formas 
de expresión. Además, como veremos en el siguiente epígrafe, recurrió también a 
él para denunciar la arbitrariedad y mala fe que caracterizó la negativa de las 
autoridades rusas de volver a inscribir a la organización recurrente en el registro 
oficial de entidades religiosas.559 
Señala en primer término la sentencia que los Estados deben aportar 
razones serias y convincentes que justifiquen una interferencia en las decisiones 
que los individuos adoptan, en la esfera de la autonomía personal, con el fin de 
ajustar su vida y su conducta a sus creencias religiosas. Una intromisión en estas 
                                                 
556 Testigos de Jehová de Moscú §§ 16-23.  
557 Ibid., § 159. 
558 Ibid., § 99. 
559 Ibid., § 181. 
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opciones vitales de los ciudadanos quiebra el mandato de neutralidad y la 
prohibición de las autoridades públicas de valorar la legitimidad de los medios a 
través de los que se expresan las creencias. Por tanto, sólo puede justificarse 
cuando dichas expresiones son incompatibles con los principios fundamentales 
del Convenio.560 Esta reflexión de la Sala primera del Tribunal desplegaría sus 
efectos en relación con dos de los argumentos esgrimidos por las autoridades 
rusas para justificar la disolución de la Iglesia recurrente y la prohibición de sus 
actividades: la presunta negativa influencia de las creencias y dogmas de los 
Testigos de Jehová en la vida privada, familiar y laboral de sus fieles; y el rechazo 
por estos de ciertos tratamientos médicos, en particular, de las transfusiones de 
sangre.561 
En relación con el primer argumento, la sentencia determinó que lo que los 
tribunales rusos habían interpretado —desoyendo el mandato de neutralidad— 
como una violación por parte de la comunidad recurrente del derecho de sus 
miembros al respeto de su vida privada, no era sino una proyección —una 
manifestación— de las creencias de los Testigos de Jehová en el sentido protegido 
por el artículo 9 CEDH.562 En cuanto a la controversia relativa a las 
hemotransfusiones, la Corte afirmó que los hechos concretos que se imputaban a 
                                                 
560 Ibid., § 119. En esta ocasión el TEDH valoraba el argumento dado por las autoridades rusas 
para justificar la disolución de la comunidad y la prohibición de sus actividades de que en su seno 
se infringían derechos y libertades relacionadas con el ejercicio de la libre personalidad de los 
ciudadanos. La Corte recordaría que es característica común de muchas religiones el establecer 
estándares doctrinales de comportamiento que sus fieles deben observar en sus vidas privadas, 
citando como ejemplos la asistencia regular al culto, la práctica de ciertos rituales como la 
comunión o la confesión, la observancia de las fiestas religiosas, el descanso obligado en 
determinados días de la semana, el uso de vestimenta específica o la observancia de ciertas 
restricciones dietéticas. En esta línea, las exigencias de los Testigos de Jehová a sus fieles en cuanto 
a la necesidad de reservar tiempo suficiente para la realización de actividades religiosas y a la 
abstención de celebrar festividades seculares o no propias de la confesión no parecen ser, a la vista 
del TEDH, fundamentalmente diferentes a limitaciones similares que otras religiones imponen a la 
vida privada de sus seguidores y que se hallan garantizadas por el artículo 9 CEDH como formas de 
expresión de la libertad religiosa (§ 118). Ni actividades de voluntariado, ni la preferencia por 
trabajos temporales, ni tampoco el trabajo de evangelización son contrarios a los principios del 
Convenio, y las autoridades rusas no fueron capaces de facilitar argumentos que convenciesen a la 
Corte de que existía un interés social prevalente que justificase la limitación del derecho de 
libertad religiosa de los recurrentes (§ 211). 
561 Testigos de Jehová de Moscú §§ 116-121 y 131-142. 
562 Ibid., § 121. 
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la actora no eran causa suficiente para prohibirla.563 Añadiría además la sentencia 
que la decisión de los tribunales rusos de prohibir las actividades de la recurrente 
había tenido por efecto inmediato ilegalizar las creencias de los Testigos de Jehová 
en cuanto a ciertos tratamientos médicos, lo cual equivalía a una declaración 
oficial de que su doctrina relativa a la naturaleza sagrada de la sangre, era 
ilegítima. La Corte reiteró que, bajo el Convenio, los Estados carecen de 
competencia para decidir qué enseñanzas religiosas pueden ser o no transmitidas 
por las confesiones, y que el artículo 9 CEDH excluye cualquier facultad 
discrecional de los poderes públicos para determinar la legitimidad de las 
creencias religiosas o de los medios utilizados para expresarlas.564 
Casi a título de anécdota, no quisiera omitir una breve reflexión acerca de 
una de las observaciones obiter dicta incluidas por la Sala primera en la sentencia 
Testigos de Jehová de Moscú. En una resolución que, en más de una ocasión, 
recrimina a las autoridades judiciales y administrativas rusas haber vulnerado el 
principio de neutralidad al valorar la legitimidad de las creencias de los Testigos 
de Jehová, no deja de sorprenderme, y así lo han señalado también algún otro 
autor, el juicio gratuito que sobre determinadas prácticas religiosas, incorporan 
los magistrados a la sentencia.565 Al reflexionar acerca de la afirmación por los 
tribunales rusos del riesgo que para la salud de los ciudadanos supone la doctrina 
de los Testigos de Jehová referente a las hemotransfusiones, la Sala quinta señala, 
aparentemente con intención ejemplificativa, que “los ritos y rituales de muchas 
religiones pueden perjudicar el bienestar de los creyentes, como por ejemplo la 
práctica del ayuno, que es particularmente larga y estricta en el cristianismo 
ortodoxo, o la circuncisión practicada en niños varones judíos o musulmanes. No 
parece que las enseñanzas de los Testigos de Jehová incluyan tales prácticas 
                                                 
563 Ibid., § 141. En concreto, la sentencia se referiría al hecho de que la literatura religiosa de la 
comunidad solicitante hubiese incidido en la importancia doctrinal de no recibir transfusiones de 
sangre y en la distribución entre sus miembros de distintivos “No Blood” que permitían, en caso de 
hospitalización, que el personal médico identificase al paciente como Testigo de Jehová, evitando 
así que le fuesen practicadas contra su voluntad tratamientos de hemoterapia. 
564 Ibid. 
565 Cfr. S. OUALD CHAIB, “Jehovah’s Witnesses of Moscow v. Russia: Strange considerations, but 





controvertidas.”566 Cabe planteare la pregunta de si el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos puede permitirse este tipo de observaciones, si puede realizar 
lo que no deja de ser una valoración apenas encubierta de las creencias y formas 
de expresión religiosa de diferentes comunidades de fe mediante la comparación 
entre la práctica de la circuncisión o el ayuno con el rechazo a determinados 
tratamientos médicos; si puede, genérica y gratuitamente, identificar sin más 
ciertas prácticas religiosas con acciones perjudiciales para la salud de los fieles.567 
Como se ha señalado desde Strasbourg Observers, el Tribunal, además de 
cuestionar su propia neutralidad frente al fenómeno religioso, parece incurrir en 
el mismo error que reprocha a las autoridades rusas de ignorar que “la acusación 
de que se ha causado un daño a la salud de los ciudadanos requiere prueba de un 
daño real en los términos definidos por la ley”.568 
2.4 El Alevismo ante la jurisprudencia de Estrasburgo ¿una revisión 
de Cha’are Shalom Ve Tsedek? 
En los últimos años, es posible apreciar en la jurisprudencia del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos una cierta corrección o revisión no explícita de la 
postura adoptada por la Corte en casos en los que —como ocurría en Cha’are 
Shalom Ve Tsedek—, la alegada falta de neutralidad de los Estados en la valoración 
de fenómenos o prácticas religiosas tiene como resultado una discriminación por 
razón de religión en el sentido prohibido por los artículos 14 y 9 CEDH. 
Hace especialmente interesante esta posible evolución doctrinal de la Corte 
el hecho de que las dos principales sentencias en las que ha hallado acomodo 
hasta hoy, resuelven sendos casos contra Turquía, un país que se ha apoyado, 
como hizo Francia en el año 2000, en el principio constitucional de laicidad para 
                                                 
566 Testigos de Jehová de Moscú § 144. 
567 Véase el contraste con Tamara Skugar p. 7, donde el TEDH afirmó tajante que “no es 
competencia de la Corte evaluar la legitimidad de las reclamaciones religiosas o la cuestión de la 
validez o de los méritos relativos de la interpretación de un aspecto concreto de creencias o 
prácticas. Está mal equipada para profundizar en la discusión acerca de la naturaleza e 
importancia de las creencias individuales, ya que lo que una persona tiene por sagrado puede ser 
absurdo o anatema para otra y no hay argumento lógico o legal que pueda ser invocado para 
contestar la afirmación de un creyente de que una concreta creencia o práctica es un elemento 
importante para un deber religioso.”  
568 Testigos de Jehová de Moscú § 144. Cfr. S. OUALD CHAIB, “Jehovah’s Witnesses…” cit. nota 565. 
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justificar un determinado modo no necesariamente neutral de abordar la gestión 
de la pluralidad religiosa en su territorio.569 Ante el similar punto de partida de 
dos Estados que, con el argumento de proteger el modelo separatista, han hecho 
suyos criterios teológicos de terceros que han determinado las consecuencias en 
el orden estatal de diferencias doctrinales entre confesiones religiosas, la Corte ha 
llegado a conclusiones diametralmente opuestas a partir de la incorporación en 
los casos contra Turquía de una reflexión acerca de la implicación del mandato de 
neutralidad que estuvo significativa —y clamorosamente— ausente en la 
sentencia contra Francia.  
Al contrario que en el caso francés, donde el Tribunal de Estrasburgo 
rechazó entrar a valorar si la decisión del gobierno de definir el contenido de una 
práctica judía acudiendo para ello a la opinión de autoridad de una institución 
religiosa y no al parecer de la propia confesión afectada, podía suponer una 
quiebra del mandato de neutralidad, la idea de que un Estado no puede atribuir a 
un grupo religioso una calificación oficial que contradiga la percepción que este 
tiene de sí mismo está muy presente en las condenas a Turquía que han resultado 
de las sentencias Cumhuriyetçi Eğitim Ve Kültür Merkezi Vakfı e İzzettin Doğan.570  
De igual modo, mientras en el caso de la comunidad ortodoxa israelita gala el 
Tribunal comprometió su propia neutralidad al avalar la necesidad de verificar si 
un determinado rito podía ser considerado manifestación o expresión religiosa, en 
los casos alevitas la Corte ha apelado a los principios de subsidiariedad y 
neutralidad para evitar intervenir en las implicaciones doctrinales de un debate 
que tiene en parte su origen en discrepancias teológicas del Islam.571  
Por último, si en Cha’are Shalom Ve Tsedek el TEDH no llegó siquiera a 
cuestionar la existencia de una injerencia en los derechos protegidos por el 
Convenio que pudiese cuestionar la actuación formalmente neutral de las 
autoridades francesas en un conflicto religioso, en los casos contra Turquía el 
                                                 
569 Cfr. J. ARTHUR, “Secular Education and Religion”, en The Oxford Handbook of Secularism (P. 
Zuckerman y J. R. Shook eds.), Oxford University Press, Oxford 2017, pp. 408 y 409. 
570 Cumhuriyetçi Eğitim Ve Kültür Merkezi Vakfı c. Turquía (ap. nº 32093), de 2 de diciembre de 
2014; e İzzettin Doğan. 
571 Sinan Işık § 45; Mansur Yalçin § 70. 
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Estado demandado ha sido finalmente condenado a partir de una interpretación 
del mandato de neutralidad que actúa como límite a la discrecionalidad de los 
poderes públicos, como instrumento para la realización de los derechos del 
Convenio y como garante de la igualdad y del pluralismo religiosos que deben 
caracterizar las sociedades democráticas. 
Como he señalado, esa aparentemente corregida orientación del Tribunal ha 
encontrado un campo privilegiado de desarrollo en una serie de sentencias que 
tienen por denominador común abordar diversos aspectos de la relación de las 
autoridades turcas con la minoría alevita del país. Asignados sistemáticamente a 
la Sala segunda de la Corte, este conjunto de cinco sentencias forma ya un 
pequeño corpus dentro de la jurisprudencia de Estrasburgo relacionada con 
corrientes religiosas no mayoritarias.572 
                                                 
572 A demás de las sentencias mencionadas en la nota 570 anterior, forman parte de este corpus:  
Hasan y Eylem Zengin. En el año 2001, el Sr. Zengin solicitó a la Dirección de Educación Nacional 
de Estambul una dispensa para su hija Eylem, de la obligación de cursar la asignatura “cultura y 
moral religiosas”. Alegaba el demandante, adherente al Alevismo, que el contenido de dicha 
asignatura era contraria al principio de laicidad y vulneraba el derecho de los padres a elegir la 
educación de sus hijos previsto en el artículo 2 del Primer Protocolo, ya que no era impartida de 
forma objetiva, crítica y plural. Inspirada en la interpretación sunita del Islam, las enseñanzas 
impartidas guardaban absoluto silencia acerca de las creencias alevís. La solicitud de los 
recurrentes no fue atendida por las autoridades educativas turcas, las cuales alegaron que, de 
acuerdo con el artículo 24 de la Constitución, esta materia era de seguimiento obligatorio por 
todos los alumnos. Según afirmó el gobierno, sólo estaban previstas exenciones para los alumnos 
cristianos y judíos (§§ 10-15, 36 y 37). El TEDH estimó por unanimidad la existencia de una 
injerencia en el derecho de los padres a garantizar la educación de sus hijos conforme a sus 
convicciones religiosas y filosóficas, en base a dos argumentos: la falta de neutralidad de la 
asignatura de “cultura y moral religiosas”, y la no previsión de mecanismos de dispensa a los que 
pudiesen acogerse los alumnos para cuyos padres existía un conflicto entre el contenido de esta y 
sus propias creencias Vid. J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “La objeción de conciencia a la enseñanza religiosa y 
moral en la reciente jurisprudencia de Estrasburgo”, en RGDCDEE 15 (2007), pp. 5 ss.; y E. RELAÑO 
PASTOR, “La libertad religiosa y el pluralismo educativo en Folgero y Zengin: matizaciones 
importantes del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, en Revista de la Facultad de Derecho de 
la Universidad de Granada 11 (2008), pp. 221-240. 
Sinan Işık. El recurrente, también de religión aleví, acudió ante el TEDH alegando que el hecho 
de que en el apartado dedicado a “religión” de su documento de identidad figurase la palabra 
“Islam” y no “Alevismo”, vulneraba la dimensión negativa del derecho de libertad religiosa 
contenido en el artículo 9 CEDH. Denegada su petición sobre la base de un informe del 
Departamento de Asuntos Religiosos (Diyanet), que calificó las creencias alevitas como una mera 
interpretación del Islam, las autoridades turcas argumentarían que la preservación de la unidad 
nacional y de los principios republicanos, entre ellos el de laicidad, exigían que en el documento de 
identidad figurasen exclusivamente religiones (§§ 8 y 39). El Tribunal entendería que la 
verificación de la religión del recurrente por parte de Turquía, a partir de una opinión emitida por 
el Diyanet, suponía una quiebra del deber de neutralidad e imparcialidad del Estado establecido en 
el artículo 9 CEDH (§ 46). La Sala segunda fallaría a favor del recurrente, al considerar que el hecho 
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El Alevismo es un sistema místico de creencias que tiene por libro sagrado al 
Corán y que hunde sus raíces tanto en el Islam como en el sufismo, aunque 
también se aprecian en él influencias el cristianismo y de prácticas del 
chamanismo arcaico propio de la península de Anatolia.573 En ocasiones 
considerado una rama más del chiismo, las creencias alevitas presentan sin 
embargo notables diferencias respecto a esta variante del Islam. Al igual que los 
chiíes, los alevitas o alevís —cuyo nombre significa literalmente “discípulos de 
Alí”— son seguidores del yerno de Mahoma y tienen por santos a los doce imanes 
descendientes del Profeta, a los que consideran ante todo líderes filosóficos. De 
hecho, la filosofía y los ideales del humanismo constituyen pilares esenciales de su 
fe. Según defienden sus propios seguidores, se trata de una religión basada en los 
ideales humanistas del amor y la tolerancia, expresados a través de poemas 
místicos que se trasmiten de generación en generación por vía oral y que los 
diferencian de otros grupos religiosos dotados de sistemas doctrinales integrados 
por estrictas normas codificadas.  
Los alevitas se diferencian además de otras ramas del Islam, en el hecho de 
que defienden una postura más abierta en cuanto a la presencia femenina en la 
vida religiosa de la comunidad. Así, las mujeres suelen vestir ropas modernas y 
occidentales, y el uso habitual del velo entre ellas es poco frecuente, lo que ha 
                                                                                                                                              
de que un documento de identidad incorporase un apartado relativo a la afiliación religiosa —
aunque fuese este de cumplimentación voluntaria u obligatoria— vulneraba el artículo 9 CEDH. 
Vid. Z. COMBALÍA, “Relación entre…” cit. nota 470, p. 4; y L. TAS, Legal Pluralism in Action: Dispute 
Resolution and the Kurdish Peace Committee, Routledge, Nueva York 2016, p. 32. 
Mansur Yalçin y otros c. Turquía (ap. nº 21163/11), de 16 de septiembre de 2014. En un nuevo 
conflicto relacionado con el ámbito educativo, los recurrentes alegaban que el contenido de la 
asignatura de “educación religiosa y ética”, así como la imposibilidad de obtener una dispensa a su 
seguimiento obligatorio cuando existía un conflicto con las creencias religiosas o filosóficas de 
padres y alumnos, vulneraba el artículo 2 del Primer Protocolo, así como los artículos 9 y 14 CEDH. 
Una vez más, la Sala segunda de la Corte fallaría por unanimidad a favor de la concurrencia de una 
violación del artículo 2 del Primer Protocolo. Vid. Z. ÇELIK, S. GÜMÜS y B. S. GÜR, “Moving Beyond a 
Monotype Education in Turkey: Major Reforms in the Last Decade and Challenges Ahead”, en 
Multicultural Education in Global Perspectives: Policy and Institutionalization (U.-K. Cha, J. Gundara, 
S.-H. Ham y M. Lee eds.), Springer, Singapur 2017, p. 112; e Y. BENFQUIH, “Mansur Yalçın v. Turkey: 
religious education and the (easy) way out”, en Strasbourg Observers, 10 de octubre de 2014. 
Disponible en https://strasbourgobservers.com/2014/10/10/mansur-yalcin-v-turkey-religious-
education-and-the-easy-way-out/. 
573 Ofrece una amplia perspectiva histórica de la presencia de los alevitas en Turquía la 
monografía de D. SHANKLAND, The Alevis in Turkey: The Emergence of a Secular Islamic Tradition, 
Routledge, Nueva York 2003. Respecto a la menor presencia de los alevitas en el resto de Europa, 
vid. I. RIGONI, “Alevis in Europe: A Narrow Path towards Visibility”, en Turkey's Alevi Enigma: A 
Comprehensive Overview (P. J. White y J. Jorgerden eds.), Brill, Leiden 2003, pp. 159-175. 
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contribuido a extender entre los alevís una amplia noción de igualdad ausente en 
otras interpretaciones del Islam. Aún más notable, en las ceremonias y 
festividades religiosas de esta comunidad no se observan reglas de segregación 
por género, por lo que los dos sexos están juntos y comparten los mismos espacios 
durante las celebraciones.574 
Históricamente objeto no solo de discriminación sino también de represalias 
activas, los alevitas son en la actualidad el segundo mayor grupo religioso de 
Turquía después de los musulmanes suníes.575 El Alevismo es considerado por el 
Departamento de Asuntos Religiosos turco (Diyanet)576 como una interpretación u 
“orden sufí” (tarikat) y no como una rama autónoma del Islam (mezhep), y como 
tal está sometido en el derecho interno a un importante número de 
prohibiciones.577 Sus prácticas son tenidas por expresiones culturales o folclóricas 
                                                 
574 Cfr. S. CATALÁ, “Libertad religiosa de la mujer musulmana en el Islam y uso del velo”, en El 
pañuelo… cit. nota 142, pp. 19.ss  
575 Cfr. I. KALIN, Islam in Turkey: Oxford Bibliographies Online Research Guide, Oxford University 
Press, Oxford 2011, pp. 7 ss. 
576 El Departamento de Asuntos Religiosos (RAD o Diyanet) nació en el año 1965 y está 
integrado por un cuerpo de funcionarios creado con el objeto de gestionar el fenómeno religioso 
en Turquía. Entre estos funcionarios se incluyen todos aquellos que han sido formados en materia 
religiosa y que desempeñan las funciones almuecines, predicadores, imanes y jueces coránicos. En 
el año 1972, la Corte Constitucional turca declaró que la creación de una categoría funcionarial 
dedicada a la gestión de asuntos religiosos no era incompatible con el principio de laicidad 
contemplado en la Carta Magna de Turquía. Pese a la aconfesionalidad y secularidad del Estado 
turco, el “servicio religioso isl|mico” es considerado como un “servicio público” realizado bajo 
responsabilidad del RAD, quien a su vez forma parte de la administración general de la nación y 
está investido de potestad pública pese a no tener reconocido estatus de corporación de derecho 
público. Según las propias estadísticas aportadas por el Diyanet, en la actualidad cuenta con 
121.845 funcionarios, controla y gestiona 85.412 mezquitas y 13.021 escuelas coránicas, y dispone 
de un presupuesto que ronda los dos mil millones de Euros (İzzettin Doğan §§ 21-25). Vid. O. F. 
HARMAN, “L’administration des cultes en Turquie”, en L’administration des cultes dans les pays de 
l’Union Européenne (B. Basdevant-Gaudemet ed.), Peeters, Lovaina 2008, pp. 200 ss.; I. GÖZAYDIN, 
“The Management of Religion in Turkey: the Diyanet and Beyond”, en Freedom… cit. nota 116, pp. 
10-34; y E. S. HURD, Beyond Religious Freedom: The New Global Politics of Religion, Princeton 
University Press, Nueva Jersey 2015, pp. 94 y 95.  
577 Hasan y Eylem Zengin § 43. En relación con las prohibiciones que afectan a las “órdenes 
Sufís”, est|n recogidas en la Ley nº 677, de 30 de noviembre de 1925, e incluyen la imposibilidad 
de utilizar ciertos títulos religiosos y el cierre forzoso de sus tumbas, tradicionalmente 
considerados lugares de peregrinación. La inobservancia de estas prohibiciones lleva aparejada 
penas leves de prisión y sanciones pecuniarias (İzzettin Doğan § 52). 
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y sus centros de oración y reunión —cemevi— carecen del estatus de “lugar de 
culto” qué sí tienen reconocido mezquitas, iglesias y sinagogas.578  
Geográficamente, los alevís están diseminados por toda Turquía, y aunque 
no existen datos oficiales y se desconoce su número exacto, en el año 2014 se 
estimaba que al menos el 25% de la población de este país euro-asiático se 
adscribía a dicha confesión, lo que supone entre unos 20 y 30 millones de adeptos. 
Pese a su fuerte identidad propia, no se trata sin embargo de un grupo religioso 
homogéneo, y varias de sus comunidades rechazan no sólo ser parte del Islam, 
sino incluso la misma calificación de “religioso”. Así, mientras algunos de sus 
miembros se reconocen simplemente como “alevitas”, otros prefieren ser 
identificados como “alevitas kurdos”, “alevitas turkmenos” o “musulmanes”, 
mientras que una minoría de aproximadamente un 3%, se autodenominan 
“ateos”.579 
Desde un primer conflicto en el que el TEDH tuvo que conocer de la negativa 
de las autoridades educativas turcas de eximir a una alumna aleví de la obligación 
de cursar la asignatura de “cultura y moral religiosas” obligatoria en el currículo 
escolar turco, la Corte de Estrasburgo ha reconocido el Alevismo como un cuerpo 
de creencias con el suficiente grado de coherencia, seriedad, cohesión e 
importancia como para merecer la protección de los artículos 9 del Convenio y 2 
del Primer Protocolo.580 También de forma relativamente reciente, la Sala segunda 
de Estrasburgo ha considerado contrario al principio de neutralidad el hecho de 
que en Turquía la atribución oficial de consecuencias a las creencias alevitas, esté 
                                                 
578 Cfr. E. S. HURD, Beyond… cit. nota 576, pp. 94 ss. En diversas ocasiones, el Diyanet ha 
equiparado los cemevis a monasterios o a lugares de reunión religiosa en los que se llevan a cabo 
ceremonias espirituales (İzzettin Doğan § 38). 
579 İzzettin Doğan §§ 35-37. Vid. A. PAUL Y D. M. SEYREK, “Freedom of religion in Turkey – The 
Alevi issue”, en European Policy Center, de 24 de enero de 2014. Disponible en 
http://www.epc.eu/pub_details.php?pub_id=4093.  
580 Hasan y Eylem Zengin § 66: “en cuanto a la fe Aleví, no se discute entre las partes que se trata 
de una convicción religiosa que tiene profundas raíces en la sociedad y en la historia turcas y que 
presenta rasgos que le son particulares […]. Es por lo tanto distinguible de la interpretación Sunita 
del Islam que es enseñada en las escuelas. Ciertamente no es ni una secta ni una “creencia” que no 
alcance un cierto nivel de coherencia, seriedad, cohesión e importancia […]. En consecuencia, la 
expresión “convicciones religiosas”, en el sentido de la segunda frase del Artículo 2 del Protocolo 
nº. 1 es indubitadamente aplicable a esta fe.” En este mismo sentido, Sinan Işık § 46; Mansur Yalçin 
§§ 71 y 74; y Cumhuriyetçi Eğitim Ve Kültür Merkezi Vakfı § 44. Cfr. E. S. HURD, Beyond… cit. nota 
576, p. 96. 
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condicionada por la previa negación del Diyanet de su condición de religión o de 
rama independiente del Islam, negación que ignora la comprensión que esta 
comunidad y sus miembros tienen de sí mismos.581  
Los efectos reales de esta quiebra del deber estatal de neutralidad en el 
desenvolvimiento en condiciones de igualdad de las comunidades alevís en el 
Estado turco, han sido objeto de análisis y crítica por la jurisdicción de 
Estrasburgo en las ya apuntadas sentencias Cumhuriyetçi Eğitim Ve Kültür Merkezi 
Vakfı, de 2014, e İzzettin Doğan, resuelta por la Gran Sala del Tribunal en 2016.582 
En Cumhuriyetçi Eğitim Ve Kültür Merkezi Vakfı, la recurrente era una 
fundación dedicada principalmente a gestionar lugares de culto alevitas —
cemevis— en distintas ciudades turcas. En el año 2006, el director de la fundación 
remitió una carta a una empresa privada de distribución eléctrica indicando que 
uno de sus centros en Estambul —el Yenibosna Cemevi— era lugar culto de la 
comunidad aleví y, por lo tanto, debía quedar exento del pago de gastos de 
electricidad de acuerdo con lo dispuesto en la legislación nacional para este tipo 
de recintos.583 La compañía informó a la recurrente de que desde el año 2002, 
fecha en la que se había suprimido la exención del pago de tales gastos, era la 
Dirección de Asuntos Religiosos la que asumía el coste de las facturas de la luz de 
los inmuebles reconocidos como “lugares de culto” con cargo a sus propios fondos. 
La fundación inició a continuación sin éxito, un procedimiento judicial con el 
objeto de reclamar al Diyanet el pago del suministro eléctrico del centro de 
Yenibosna. La Dirección de Asuntos Religiosos se reafirmó en su postura oficial de 
que el Alevismo no es una religión independiente, sino una interpretación del 
                                                 
581 Sinan Işık §§ 45 y 46. 
582 Cfr. O. CELADOR ANGÓN, “El principio…” cit. nota 555, p. 27; y M. YILDIRIM, “A Trapped Right: 
the Right to Have Places of Worship”, en Freedom… cit. nota 116, pp. 164-183. 
583 De acuerdo con la legislación turca, son lugares de culto “aquellos espacios cerrados 
destinados a la práctica del culto de cada religión […]” (artículo 3 del Reglamento del Consejo de 
ministros nº 2/1958, de 18 de febrero de 1935). El derecho interno no ha creado un 
procedimiento específico para el reconocimiento de lugares de culto. En la práctica, el reglamento 
es interpretado como aplicable a las mezquitas —tanto a los masdjids como a las pequeñas 
mezquitas de los barrios—, a las iglesias y a las sinagogas. La calificación como lugar de culto lleva 
aparejada importantes ventajas, como son la exención del pago de diversos impuestos y tasas. 
Además, sus gastos de electricidad son abonados por el Diyanet de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 2 de la Decisión del Consejo de ministros nº 2002/4100, de 23 de mayo de 2002 
(Cumhuriyetçi Eğitim Ve Kültür Merkezi Vakfı §§ 20 y 21). 
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Islam influenciada por el sufismo con unas características culturales específicas. 
En consecuencia, ni este grupo religioso podía ser considerado “servicio público”, 
ni sus cemevis tenían estatus de “lugares de culto”, por lo que no podían 
beneficiarse de los privilegios asociados a estos, incluido el pago desde el Diyanet 
de las facturas de luz.584 
La recurrente alegó ante el Tribunal de Estrasburgo que el centro de 
Yenibosna era un lugar consagrado a la expresión cultual alevita y que, por lo 
tanto, debía serle reconocido estatus de “lugar de culto” a efectos de disfrutar de 
las ventajas reconocidas a estos inmuebles por el derecho turco. La negativa de la 
Dirección de Asuntos Religiosos de acordar a estos recintos dicho estatus, 
equivalía en la práctica a una discriminación de la comunidad aleví por razón de 
religión que resultaba contraria a los artículos 14 y 9 del Convenio. Afirmaba por 
último la demanda que no compete a un órgano del Estado como el Diyanet decidir 
si un cemevi es o no un lugar de culto.585 
La Sala segunda de la Corte, que falló por unanimidad a favor de la fundación 
recurrente, despejó en primer lugar la duda del grado de afectación de la libertad 
religiosa y del derecho de los particulares a manifestar sus propias creencias 
derivado de la negativa del Diyanet de asumir el pago de las facturas de luz del 
centro de Yenibosna. En definitiva, se trataba de determinar si, al contrario de lo 
que en su día apreció el Tribunal Europeo en Cha’are Shalom Ve Tsedek, la 
actuación estatal que había motivado el recurso a la jurisdicción europea estaba lo 
suficientemente próxima al núcleo del ejercicio de los derechos reconocidos en el 
artículo 9 CEDH como para poner en marcha los mecanismos de protección 
previstos en el Convenio. La sentencia respondió en sentido afirmativo, 
reconociendo que el pago de los costes de electricidad con fondos públicos para 
ayudar económicamente al sostenimiento de lugares de culto, está en efecto 
íntimamente ligado al derecho a manifestar las propias creencias.586 
                                                 
584 Cumhuriyetçi Eğitim Ve Kültür Merkezi Vakfı §§ 5-13. 
585 Ibid., § 36. 
586 Ibid., § 41: “las cuestiones relativas a la explotación de los edificios religiosos, incluidos los 
gastos relacionados en razón del estatus fiscal de estos edificios son, en determinadas 
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Una vez aclarada esta cuestión preliminar, la Corte afirmó que, a la vista de 
las características del centro de Yenibosna gestionado por la actora, los cemevi 
alevís comparten con los “lugares de culto” reconocidos por el ordenamiento turco 
el tratarse de “lugares destinados al ejercicio del culto de una convicción 
religiosa.”587 El hecho de que a pesar de esta coincidencia esencial, los cemevi no 
pudiesen beneficiarse de los privilegios reconocidos por el derecho interno a ese 
tipo de recintos como consecuencia de la postura oficial del Diyanet de negar al 
Alevismo la condición de religión, equivalía a una discriminación por razón de 
creencias. Como apuntó de forma indirecta la sentencia, y explícitamente el 
magistrado Sajó en su voto parcialmente disidente al fallo, dicha negativa suponía 
una quiebra de la obligación de neutralidad de los poderes públicos turcos en el 
ejercicio de sus potestades regulatorias en materia religiosa, que resultaba por 
principio incompatible con el Convenio.588 
Con el precedente cercano de Cumhuriyetçi Eğitim Ve Kültür Merkezi Vakfı, 
en abril de 2016 la Gran Sala resolvió el caso İzzettin Doğan c. Turquía.589 
La sentencia tiene su origen un recurso interpuesto contra este país ante el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos por 203 ciudadanos de religión alevita. 
Los recurrentes alegaban una violación del artículo 9 del Convenio al entender 
que la legislación nacional no protegía adecuadamente su derecho a manifestar las 
propias creencias religiosas. En particular, los actores sostenían que la negativa de 
las autoridades turcas a atender una serie de peticiones históricas de su 
comunidad, entre ellas la de extender al Alevismo la consideración de “servicio 
religioso público” de la que hasta entonces disfrutaba en exclusiva la mayoría 
sunita del país, vulneraba tanto el artículo 9 CEDH por sí solo, como en conjunción 
con el artículo 14 CEDH. Dicha negativa, afirmaban, implicaba una valoración de 
                                                                                                                                              
circunstancias, susceptibles de tener repercusiones importantes en el ejercicio del derecho de los 
miembros de grupos religiosos a manifestar sus creencias religiosas.” 
587 Ibid., § 44. 
588 Ibid., §§ 45 y 50 y voto parcialmente disidente del magistrado András Sajó. 
589 Comentan la sentencia O. CELADOR ANGÓN, “El principio…” cit. nota 555, pp. 25-28; y F. 
CRANMER “Alevis and religious discrimination: Doğan v Turkey”, en su blog Law and Religion, UK, en 





su fe y de sus creencias por las autoridades nacionales que lesionaba el mandato 
de neutralidad e imparcialidad estatal.590 La Sala segunda de la Corte, a la que le 
había sido asignado el conocimiento del recurso, defirió su jurisdicción a favor de 
la Gran Sala, quien pronunció su sentencia el 26 de abril de 2016.  
En cuanto a los hechos, podemos resumirlos de la siguiente manera. En junio 
del año 2005, los recurrentes hicieron llegar al Primer Ministro de Turquía, una 
carta en la que, basándose entre otros argumentos en la doctrina del TEDH en 
relación con el principio de neutralidad e imparcialidad, solicitaban que fuesen 
atendidas por el Departamento de Asuntos Religiosos las que son las cuatro 
principales demandas históricas de la comunidad alevita: el reconocimiento como 
servicio público de las actuaciones relacionadas con la práctica de su fe; el 
otorgamiento de estatus de lugar de culto a los cemevis; la incorporación como 
funcionarios de sus líderes religiosos; y la reserva de una dotación del 
presupuesto estatal para la práctica de la religión aleví.591 En agosto del mismo 
año, el Departamento de relaciones públicas del Primer Ministro respondió a los 
solicitantes denegando todas y cada una de sus peticiones. Posteriormente, los 
recurrentes, junto con otros alevís, interpusieron ante el Tribunal Administrativo 
de Ankara una demanda por la que solicitaban la revisión de la decisión que 
rechazaba sus reclamaciones. El procedimiento iniciado por esta demanda 
concluyó en el año 2010 de forma desfavorable a los actores.  
                                                 
590 İzzettin Doğan § 66. 
591 En su carta, los alevitas firmantes afirmaban que el RAD en la pr|ctica “se limita a casos que 
conciernen sólo a una escuela teológica de pensamiento [mezhep] perteneciente al Islam y no tiene 
en cuenta a todas las demás fes, incluyendo la nuestra, que es la Alevita. Aunque el Estado tiene la 
obligación bajo la Constitución y las normas supranacionales de adoptar todas las medidas 
necesarias para garantizar que el derecho a la libertad de conciencia y de religión puede ser 
libremente ejercido, los derechos de los Alevitas son ignorados, sus lugares de culto, es decir los 
cemevis, no son reconocidos como tales, numerosos obstáculos impiden que sean construidos, no 
existe provisión presupuestaria para su funcionamiento, y el ejercicio de sus derechos y libertades 
está sujeto a la buena voluntad de los funcionarios públicos. 
Hasta la fecha, todas las demandas presentadas por la comunidad Alevita en relación a la 
práctica de su religión, han sido rechazadas como resultado de la postura parcial del RAD, que está 
separado del hecho científico e histórico y basado en una única escuela de pensamiento teológico. 
Como ha insistido el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, ‘el deber de neutralidad e 
imparcialidad del Estado, tal como es definido en su jurisprudencia, es incompatible con ningún 
poder del Estado de valorar la legitimidad de las creencias religiosas.’” (İzzettin Doğan § 10). 
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El recurso ante el TEDH partió de una reflexión acerca del alcance del deber 
de neutralidad e imparcialidad estatal desarrollado en la sentencia Iglesia 
Metropolitana de Bessarabia, a partir del cual argumentaron los actores que el 
trato que el Alevismo recibía de los poderes públicos turcos equivalía a una 
negación de las características religiosas de sus creencias. Esa toma de posición 
del Estado, implicaba que en la práctica los ciudadanos alevís fuesen ignorados 
por las autoridades turcas.592 
Alegaban los recurrente que “realizando una valoración de la misma 
naturaleza de su fe, de sus creencias y de su cultura, incluyendo sus prácticas 
religiosas y sus lugares de culto, las autoridades administrativas habían infringido 
manifiestamente el derecho de los recurrentes a la libertad de conciencia y de 
religión.”593 El Estado, insiste el recurso, pretende determinar el carácter no 
religioso de su comunidad a la luz de una concreta interpretación del Islam —la 
sunita—, desoyendo la prohibición a la que el Convenio sujeta a los poderes 
públicos de valorar la legitimidad de las creencias religiosas. En este sentido, 
recuerdan los actores que los Estados carecen de margen de discrecionalidad para 
realizar una apreciación de estas características, debiendo permanecer neutrales e 
imparciales también frente a las particularidades teológicas de las diferentes 
ramas de una misma religión. Las autoridades nacionales no pueden en 
consecuencia considerar una interpretación del Islam superior a otra, de la misma 
manera que no pueden oprimir o presionar a una comunidad religiosa dividida u 
obligar a parte de dicha comunidad a adoptar una particular interpretación 
dogmática en contra de su voluntad. Con ello estarían incumpliendo las 
obligaciones positivas y negativas requeridas de los Estados miembros bajo el 
artículo 9 del Convenio.594 
                                                 
592 İzzettin Doğan § 71. En particular, alegaban que sus cemevis eran considerados meros 
centros culturales y no podían por lo tanto beneficiarse de las ventajas reconocidas los “lugares de 
culto” reconocidos oficialmente; que sus ceremonias religiosas—los cem—eran percibidas como 
simples espectáculos pintorescos; que, en contra de la opinión expresada en el pasado por el 
propio TEDH, sus hijos debían seguir cursando de manera obligatoria la asignatura de “cultura 
religiosa y ética”; y que no existía ninguna institución dedicada a la formación específica de los 
líderes religiosos alevís. 
593 Ibid. 
594 Ibid., § 72-77. 
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En respuesta a las reclamaciones de los recurrentes, en sus alegaciones ante 
la Corte el gobierno turco apeló en primer término al amplio margen de 
apreciación del que gozan los Estados para determinar qué es o no religioso. A 
este efecto, el Estado demandado aportó al proceso una opinión académica —
firmada por seis profesores de teología y uno de sociología— con el objeto de 
justificar que el Alevismo no podía ser considerado una religión, sino un grupo 
místico dentro de la tradición sufí caracterizado por la observancia en sus cemevis 
de ciertas costumbres y ceremonias.595 Al igual que hizo doce años antes el 
gobierno francés en Cha’are Shalom Ve Tsedek, el Estado demandado alegó que es 
precisamente la necesidad de cumplir con el deber de neutralidad e imparcialidad 
establecido en la Constitución turca la que impide a las autoridades estatales 
definir el Alevismo, obligándolas a tener en cuenta la propia definición que los 
recurrentes hacen de sí mismos. Sólo a partir de la percepción que los propios 
alevitas tienen de sus creencias como una “interpretación y pr|ctica racional sufí 
del Islam”, había podido el Estado incluirlo dentro de la categoría de las “órdenes” 
o “grupos místicos” y descartar que se tratase de una religión autónoma.596 Por 
último, siguiendo también el criterio apuntado en Cha’are Shalom Ve Tsedek, el 
Estado demandado se apoyó para su defensa en el hecho de que, a pesar de las 
restricciones legales existentes, los alevitas podían ejercer sin ningún 
impedimento su libertad religiosa en Turquía.597 
La Gran Sala comenzó su análisis con una reflexión acerca de si el recurso 
debía ser resuelto desde el punto de vista de las obligaciones negativas o positivas 
del Estado demandado. En primer lugar, la Corte observó que, puesto que en 
Turquía no existe ningún procedimiento específico para reconocer a las 
confesiones religiosas, a través de su recurso a los órganos de la jurisdicción 
administrativa los actores se habían limitado a canalizar sus reclamaciones a 
través de la única vía de la que disponían en derecho interno. La denegación de 
                                                 
595 Ibid., § 44. De acuerdo con el informe presentado por el gobierno de Turquía, en la 
comunidad científica dedicada a cuestiones religiosas se acepta con carácter general una 
clasificación de los grupos religiosos en tres niveles de estructuras primarias: religiones, sectas y 
grupos místicos. El Alevismo estaría comprendido en el tercer grupo. 
596 Ibid., §§ 120 y 123. 
597 Ibid., §§ 43, 44 y 115. 
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sus peticiones por las autoridades turcas equivalía esencialmente a una falta de 
reconocimiento de la naturaleza religiosa de la comunidad alevita basada en una 
valoración de sus creencias, ausencia de reconocimiento que se traducía en la 
práctica en una pluralidad de efectos negativos que afectaban tanto a su 
financiación como a diversas facetas de la organización y realización de sus 
actividades religiosas. Puesto que el reconocimiento del carácter religioso de las 
prácticas relacionadas con su fe, del estatus de sus líderes religiosos y de sus 
lugares de culto, era considerado por los alevís esencial para sus supervivencia y 
desarrollo como comunidad religiosa, la Gran Sala apreció en la actuación de las 
autoridades turcas una interferencia en los derechos protegidos por el artículo 9 
CEDH derivada del incumplimiento de sus obligaciones negativas.598 
Reconocida la existencia de una interferencia con el artículo 9 del Convenio, 
y una vez verificado que estaba prescrita por ley y que perseguía el fin legítimo de 
proteger el orden público, la sentencia analizó su necesidad en una sociedad 
democrática. Para ello, los magistrados de la mayoría sometieron a su control 
cuatro variables complementarias: la implicación y afectación el deber estatal de 
neutralidad e imparcialidad en la gestión por parte de Turquía de la religión 
alevita; la repercusión de la postura de las autoridades turcas en el libre ejercicio 
                                                 
598 Ibid., §§ 92-97 y 183. En una decisión criticada por el primer voto particular disidente y 
parcialmente concurrente firmado por los magistrados Villiger, Keller y Kjølbro, la Gran Sala 
transformó así el que constituía el objeto del recurso. Frente a las reclamaciones particulares que 
los recurrentes alevitas hacían al gobierno turco, los magistrados de la mayoría optaron por 
someter a su control los fundamentos del sistema de relaciones entre Turquía y la comunidad 
aleví. Los jueces firmantes del voto particular destacaron sin embargo que la reclamación de los 
recurrentes no se refería a la no existencia en Turquía de un sistema general de reconocimiento 
oficial del alevismo como comunidad religiosa, sino que se circunscribían a cuatro exigencias muy 
concretas que no habían sido atendidas por la sentencia de Gran Sala (Voto particular 1 §§ 2-5). 
Los jueces que suscribieron este voto particular sostenían además que el asunto debería haber 
sido resuelto desde la perspectiva de las obligaciones positivas del Estado, lo cual habría conducido 
a la Corte a no poder apreciar una violación del artículo 9 CEDH. Este precepto del Convenio no 
puede ser interpretado en el sentido de imponer a los Estados una obligación positiva de otorgar 
las ventajas que los recurrentes reclamaban para el Alevismo (voto particular §§ 13 y 14). Cfr. M. 
FERRI, “The Dogan et al. v. Turkey Case: A Missed Opportunity to Recognize Positive Obligations as 





religioso de esta comunidad; la aplicabilidad del margen de apreciación; y las 
discrepancias existentes dentro del Alevismo.599 
Recuerda en primer término la sentencia que, de acuerdo con el principio de 
autonomía de las confesiones religiosas, que es el corolario del deber de 
neutralidad e imparcialidad del Estado, ni el Estado ni sus órganos jurisdiccionales 
pueden determinar la fe a la que pertenece una congregación religiosa, sino que 
esta facultad compete en exclusiva a sus máximos líderes espirituales. El hecho de 
que las autoridades turcas adoptasen la postura oficial de considerar el Alevismo 
como una m|s entre las “órdenes Sufís”, desatendiendo sus características 
específicas, resultaba por tanto incompatible con el mandato de neutralidad e 
imparcialidad y vulneraba el derecho de esta comunidad a una existencia 
autónoma. Recuerda igualmente la sentencia que ese derecho a una existencia 
autónoma forma parte del núcleo mismo de las garantías del artículo 9 del 
Convenio.600 La Corte, concluye la sentencia “considera que la actitud de las 
autoridades estatales hacia la comunidad alevita, sus prácticas religiosas y sus 
lugares de culto es incompatible con el deber de neutralidad e imparcialidad del 
Estado y con el derecho de las comunidades religiosas a una existencia 
autónoma.”601 
La Gran Sala analizó también el argumento defendido por los recurrentes de 
que, si bien el hecho de que no les fuese reconocida oficialmente naturaleza 
religiosa distinta del Islam sunita no impedía que de facto pudiesen practicar su fe, 
sí conllevaba una serie de consecuencias negativas que debían ser tenidas en 
cuenta. Observa la sentencia que, en efecto, la falta de reconocimiento de 
autonomía confesional a los alevitas, unida a su categorización como una de las 
órdenes sufís prohibidas a los efectos de la legislación interna, implicaba una serie 
de limitaciones legales —como la criminalización de ciertas conductas o la 
imposibilidad de que los cemevis fuesen reconocidos como “lugares de culto” —. 
Aunque en la práctica ninguno de los actos tipificados como delito solía llevar 
                                                 
599 İzzettin Doğan §§ 117 ss. 
600 Ibid., §§ 121 y 124. 
601 Ibid., § 53. 
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aparejada sanción alguna, el libre ejercicio de la religión alevita adolecía en 
Turquía de una severa inseguridad jurídica, al depender en gran medida de la 
discrecionalidad y de la buena voluntad de los funcionarios que en cada momento 
tuviesen que ocuparse de cuestiones relacionadas con ella. La Gran Sala expresa 
finalmente tener serias dudas acerca de la capacidad real que tiene en Turquía 
una “orden Sufí” para poder practicar libremente su fe en los términos que exige el 
artículo 9 del Convenio, recordando el principio formulado en Iglesia 
Metropolitana de Bessarabia de que la mera tolerancia de una comunidad religiosa 
no puede sustituir a su reconocimiento.602 
Por último, en cuanto al margen de apreciación del que disponen los Estados 
para gestionar sus relaciones con las confesiones religiosas, la sentencia de la 
Corte acudió al mandato de neutralidad para distanciarse de Cha’are Shalom Ve 
Tsedek, destacando la triple importancia de un principio que se constituye en 
límite a la discrecionalidad de los distintos sistemas nacionales; en instrumento 
para la realización efectiva de los derechos contemplados en el artículo 9 del 
Convenio; y en garantía de la igualdad y del pluralismo religiosos en las 
sociedades democráticas. Esta intervención del principio de neutralidad produce 
el efecto inmediato de limitar el margen de apreciación del Estado: la exclusión de 
cualquier competencia estatal para valorar la verdad o falsedad dogmas religiosos 
o creencias morales, garantiza que los derechos enunciados en el artículo 9 del 
Convenio no sean teóricos sino reales y efectivos. Si el margen de apreciación 
reconocido a los Estados se extendiese hasta el extremo de permitir que las 
autoridades nacionales interpretasen las nociones de religión o de iglesia en un 
sentido tan restrictivo que tuviese por efecto privar a las confesiones minoritarias 
o no tradicionales de protección legal, se vería afectado directa e inmediatamente 
el derecho al libre ejercicio de las propias creencias.603 
Finalmente, los magistrados de la mayoría fallarían —por una votación de 12 
a 5— a favor de apreciar en la falta de reconocimiento por Turquía de existencia 
autónoma a la religión aleví, una vulneración del artículo 9 del Convenio. También 
                                                 
602 Ibid., §§ 125-131. 
603 Ibid., §§ 107. 114 y 133. 
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hallaría la Gran Sala de la Corte una violación del artículo 14 CEDH en conjunción 
con el propio artículo 9 CEDH —esta vez por un resultado de 16 a 1—. La falta de 
reconocimiento de autonomía a la comunidad religiosa a la que pertenecían los 
recurrentes, así como su inclusión en la categoría de “orden Sufí”, equivalía a una 
limitación considerable de la diversidad religiosa por parte de las autoridades 
turcas, a las que competía velar por el mantenimiento del pluralismo esencial de 
toda sociedad democrática a partir criterios de neutralidad, imparcialidad y 
objetividad. Una diferencia de trato tan manifiesta y proyectada en tantos ámbitos 
como la que sufrían los alevitas en comparación con las ventajas de las que 
disfrutaba la mayoría musulmana de orientación sunita, carecía de justificación 
razonable incluso si el fin perseguido era, como alegaba el gobierno turco, la 
necesidad de preservar el carácter laico del Estado.604 
3. NEUTRALIDAD DEL ESTADO Y PROHIBICIÓN DE ARBITRARIEDAD EN LA JURISPRUDENCIA 
DEL TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS 
La capacidad de crear organizaciones con el objeto de actuar conjuntamente 
en ámbitos de interés común es, de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, un aspecto principal de la libertad de asociación 
contemplada en el Convenio, de suerte que, sin ella, su artículo 11 quedaría vacío 
de todo significado. Tan importante es esta facultad de poder constituir entidades 
colectivas, que la Corte de Estrasburgo ha reiterado en más de una ocasión que el 
modo en que un ordenamiento nacional prevé y regula esta libertad, constituye un 
verdadero indicador del grado de democracia existente en un país.605  
                                                 
604 Ibid., § 178. 
605 Sidiropoulos y otros c. Grecia (ap. nº 7/1997/841/1047), de 10 de julio de 1998 § 40. En el 
año 1998, el TEDH conoció de la reclamación de varios ciudadanos griegos que invocaron, entre 
otros, el artículo 11 CEDH para denunciar que las autoridades helenas se habían negado a inscribir 
y reconocer la organización sin ánimo de lucro creada por ellos —el Hogar de la Civilización 
Macedonia—, dedicada al desarrollo cultural, intelectual y artístico de sus miembros y de la 
población local en general. El Estado heleno argumentó su rechazo en el hecho de que el verdadero 
objetivo de la asociación era el de promover la idea de que en Grecia existía una minoría 
macedonia, lo cual amenazaba la seguridad y la integridad territorial del país a la vez que resultaba 
contrario al interés nacional y, en consecuencia, a la ley (§§ 10 y 11). Además de una vulneración 
del artículo 11 CEDH, que la Corte estimaría por unanimidad, los recurrentes invocaron una lesión 
de los artículos 6.1, 9, 10 y 14 del Convenio que no sería objeto de examen separado por el TEDH. 
Vid. E. PSYCHOGIOPOULOU, “The European…” cit. nota 134, p. 131. 
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En el ámbito del ejercicio del derecho de libertad de creencias, la protección 
del elemento asociativo religioso está vinculada de manera directa con el 
pluralismo que define a las sociedades democráticas occidentales. En la sentencia 
Sección de Moscú del Ejército de Salvación c. Rusia, la Sala primera del Tribunal 
insistió en recordar que, de igual modo que en el contexto del artículo 11 del 
Convenio la jurisprudencia de la Corte se ha referido en reiteradas ocasiones al 
papel que los partidos políticos desempeñan en la garantía del pluralismo y la 
democracia, las asociaciones creadas con otros propósitos, incluyendo aquellas 
que proclaman o enseñan una religión, son también importantes para la salud 
democrática de las sociedades europeas. El pluralismo, señala la decisión contra 
Rusia, “también se construye en el reconocimiento sincero de, y el respeto por, la 
diversidad y las dinámicas de las tradiciones culturales, las identidades étnicas, las 
creencias religiosas y las ideas y conceptos artísticos, literarios y socio-
económicos. La interacción armoniosa de personas y grupos de identidades 
diversas es esencial para lograr la cohesión social. Es natural que, donde una 
sociedad civil funciona de manera saludable, la participación de los ciudadanos en 
el proceso democrático sea logrado, en gran medida, a través de la pertenencia a 
asociaciones en las que se puedan integrar los unos con los otros y en las que 
puedan perseguir colectivamente objetivos comunes.”606 
En virtud de la actuación combinada de los artículos 9 y 11 del Convenio, 
quienes comparten unas mismas creencias tienen derecho a reunirse 
pacíficamente y a asociarse con el fin de practicar colectivamente su religión, sin 
que sea preciso para ello obtener una autorización previa de las autoridades 
públicas.607 En consecuencia, la dimensión colectiva del derecho de libertad 
religiosa comprende de manera inmediata la facultad de la que disponen los 
grupos sociales religiosos para poder prolongar indefinidamente en el tiempo su 
mera existencia de hecho.608 No olvidemos que, de acuerdo con la que es doctrina 
constante de Estrasburgo, el derecho de todo creyente incluye la expectativa 
                                                 
606 Sección de Moscú del Ejército de Salvación § 61, citando a su vez la sentencia Gorzelik y otros 
c. Polonia (ap. nº 44158/98), de 17 de febrero de 2004 § 92. Sin cursiva en el original. 
607 Iglesia Metropolitana de Bessarabia § 105; y Kimlya § 81 y 84. Cfr. S. LANGLAUDE, “The 
rights…” cit nota. 468, pp. 507 y 508. 
608 Vid. S. LANGLAUDE, “The rights…” cit nota. 468, p. 505. 
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legítima de que su comunidad religiosa podrá funcionar de manera pacífica y libre 
de la intervención arbitraria del Estado, dentro de la garantía que supone el 
mandato o principio de neutralidad que debe regir la actuación de los países 
miembros del Consejo de Europa en la gestión del fenómeno religioso.609 
Sin embargo, en un gran número de casos, confesiones e iglesias aspiran 
legítimamente a poder desplegar en el Estado su actividad espiritual, asistencial y 
evangélica de una forma más amplia que la que les permite una simple agrupación 
fáctica:610 podrán desear llevar a cabo con garantías jurídicas acciones tan 
esenciales para su vida comunitaria como gestionar a título propio bienes muebles 
e inmuebles —incluidos de forma preferente los lugares de culto—611; operar 
cuentas bancarias; contratar empleados; o garantizar la protección judicial de la 
                                                 
609 Hasan y Chaush c. Bulgaria § 62; Rama de Moscú del Ejército de Salvación c. Rusia §§ 71 y 97; 
Iglesia Metropolitana de Bessarabia §§ 105 y 123; y Biserica Adevărat Ortodoxă din Moldova § 30.  
610 Un ejemplo claro de la limitada posibilidad de acción de la que disponen en ciertos Estados 
los grupos que carecen de reconocimiento oficial como “agrupación religiosa”, lo hallamos en el 
caso Asociación religiosa “Testigos de Jehov|-Rumanía” –Organizaţia Religioasă “Martorii lui Iehova-
Rom}nia”– y otros c. Rumanía (ap. nº 63108/00), de 11 de julio de 2006, que concluyó con un 
acuerdo amistoso entre las partes. La demandante era una organización cultual con sede en 
Bucarest inscrita, al tiempo de los hechos que motivaron la demanda, bajo la normativa que 
regulaba las asociaciones y las fundaciones. La organización coordinaba y controlaba las más de 
200 congregaciones de los Testigos de Jehová existentes en Rumanía. En el año 1997, el gobierno 
rumano elaboró una lista con los “cultos reconocidos” entre los que no se hallaban los Testigos de 
Jehová. A partir de ese momento, distintas autoridades tanto del gobierno central como locales, 
comenzaron a aplicar respecto de esta confesión medidas que no sólo limitaban el ejercicio de su 
derecho de libertad religiosa, sino que además suponían una discriminación en cuanto al 
tratamiento dispensado a otras iglesias. Entre otras acciones en contra de los Testigos de Jehová, 
se anuló un permiso para construir un lugar de culto que ya estaba concedido, se les retiraron 
ciertas exenciones y beneficios fiscales, se les dificultó la asistencia religiosa en el ámbito 
penitenciario y se les negó la posibilidad disponer de un cementerio propio. 
611 Otro ejemplo de cómo una minoría religiosa carente de personalidad jurídica puede verse 
afectada en el ejercicio de su libertad religiosa lo encontramos en la decisión de admisibilidad del 
caso Tanyar y Küçükergin c. Turquía (ap. nº 74242/01), de 7 de junio de 2005. Los demandantes, 
miembros de la Comunidad del Mesías Jesucristo de Izmir, habían adquirido una vivienda en la 
planta baja de un inmueble para dedicarla a actividades de culto, oración, reunión y estudio. Las 
autoridades turcas informaron a los demandantes de que la normativa exigía que el uso de un local 
privado como lugar de culto, fuese consentido por todos los demás copropietarios del inmueble. La 
utilización del local para fines cultuales en ausencia de la autorización de los demás vecinos, 
culminó en la incoación de un procedimiento penal resultado del cual los demandantes fueron 
condenados al pago de una multa. La demanda fue admitida en cuanto a la invocación de lesión del 
artículo 6 CEDH, pero no en relación con el artículo 9 CEDH. Ven realmente en la aplicación de la 
normativa civil turca una prohibición “disfrazada” contra comunidades religiosas no musulmanas, 
O. OEHRING, “L’affaire Tanyar – seul celui qui comprend la situation des chrétiens sur place peut 
correctement apprécier cette affaire”, en Annuaire Droit et Religion (2006-2007), pp. 736-741; y J.-
P. SCHOUPPE, La dimension… cit. nota 44, p. 284.  
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iglesia, de sus miembros o de sus activos.612 En ocasiones, podrán desear también 
acceder a un estatus privilegiado de beneficios mediante la adquisición de una 
cualificada posición dentro del ordenamiento jurídico estatal, tal y como ocurre 
por ejemplo en Alemania con los grupos religiosos a los que les ha sido reconocida 
o que aspiran adquirir la condición de corporaciones de derecho público.613 
Cuatro son los principales escenarios a los que el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos ha dedicado una atención preferente en cuanto a la relación 
entre el principio de neutralidad en su sentido de prohibición de arbitrariedad en 
la gestión estatal del fenómeno religiosos y la capacidad de las organizaciones 
religiosas a desenvolverse en sus relaciones externas con toda la amplitud que 
permiten los derechos comprendidos en los artículos 9 y 11 del Convenio: los 
sistemas y procedimientos de inscripción y personificación jurídica civil de las 
confesiones existentes en diversos países miembros del Consejo de Europa; la 
posibilidad de las iglesias a acceder a determinados beneficios fiscales o ventajas 
reconocidas por el Estado; su derecho a poder disponer de locales para la 
celebración de reuniones religiosas y del culto; y por ultimo su derecho a poder 
ejercer sus actividades religiosas libres de violencia, ya sea procedente de los 
poderes públicos, ya de otros ciudadanos o incluso de otros grupos religiosos en 
ocasiones mayoritarios en un determinado Estado. 
                                                 
612 Así, en Sidiropoulos § 40; e Iglesia Metropolitana de Bessarabia § 118, el TEDH recordó que 
una de las formas de manifestar la propia religión en su dimensión colectiva, es la posibilidad de 
garantizar la protección judicial de la comunidad, sus miembros y sus bienes, de modo que el 
Artículo 9 CEDH no debe ser visto sólo a la luz del Artículo 11 CEDH, sino también a la luz del 
Artículo 6 CEDH. Cfr. J.-P. SCHOUPPE, La dimension… cit. nota 44, p. 260.  
613 Para un elenco de actividades, vid. W. C. DURHAM Jr., “Facilitating Freedom of Religion or 
Belief trough Religious Association Laws, en Facilitating… cit. nota 60, p. 324; y de posibilidades de 
personificación jurídica, R. POTZ y W. WIESHAIDER, “Religious Entities as Legal Persons —Parts of 
Western and Central Europe (Belgium, Germany, Ireland, Luxembourg, The Netherlands, Austria, 
the United Kingdom of Great Britain and Northern Ireland)”, en Churches and Other Organizations 
as Legal Persons: Proceedings of the 17th Meeting of the European Consortium for Church and State 
Research Höör (Sweden) 17-20 November 2005 (L. Friedner ed.), Peeters, Lovaina 2007, pp. 27 ss.; y 
S. FERRARI, “Registration of Religious Organizations in the European Union Member States”, en 




3.1 Prohibición de arbitrariedad y personalidad jurídica de las 
confesiones religiosas 
De igual modo que dentro del Consejo de Europa coexisten una gran 
variedad de sistemas estatales de gestión del elemento asociativo confesional, no 
todos los Estados miembros tienen previstos mecanismos legales para el 
reconocimiento oficial o la atribución de personalidad jurídica civil a las entidades 
religiosas.614 Aún así, la Corte ha señalado en fechas recientes que existe una 
obligación positiva de los Estados de establecer estos mecanismos, sin bien dicha 
obligación no permite entender los artículos 9 y 11 CEDH en el sentido de que las 
entidades religiosas tengan derecho a adquirir un concreto estatus legal más allá 
de su personificación como asociaciones de derecho civil. 615 Cuando existen estos 
mecanismos, la negativa de los Estados a otorgar personalidad jurídica a las 
entidades colectivas ha sido interpretada por la doctrina del Tribunal de 
Estrasburgo como una interferencia con el ejercicio de los derechos previstos en 
los artículos 9 y 11 CEDH.616 
El derecho de asociación adquiere especial relevancia para el Tribunal de 
Estrasburgo, en aquellos casos en los que la ausencia de reconocimiento estatal de 
una confesión o comunidad religiosa incide sobre el forum internum, 
condicionando las propias creencias de un individuo o forzando su cambio. En 
Masaev c. Moldavia, el recurrente, de religión musulmana, había sido condenado al 
pago de una multa por llevar a cabo prácticas religiosas en un lugar privado antes 
de que su comunidad hubiese sido oficialmente reconocida por las autoridades 
nacionales.617 De acuerdo con la legislación moldava, el ejercicio público o privado 
                                                 
614 Cfr. S. LANGLAUDE, “The rights…” cit nota. 468, p. 506; y N. DOE, Law and… cit. nota 151, pp. 88 
ss. Vid. supra lo señalado en relación con Turquía en 2.4. 
615 Magyar Keresztény Mennonita Egyház §§ 90 y 91. Respecto de la situación en España, vid. J. 
D. PELAYO OLMEDO, “La personalidad jurídica de las confesiones religiosas y la actividad registral”, 
en Algunas cuestiones controvertidas del ejercicio del derecho fundamental de libertad religiosa en 
España (I. M. Sánchez y M. González Sánchez coords.), Fundación Universitaria Española, Madrid 
2009, pp. 79-122. 
616 Sección de Moscú del Ejército de Salvación § 71, citando jurisprudencia anterior del TEDH. 
Cfr. W. C. DURHAM Jr., “Facilitating…” cit. nota 613, p. 321. 
617 Masaev c. Moldavia (ap. nº 6303/05), de 12 de mayo de 2009. En recurrente, musulmán de 
nacionalidad moldava, se hallaba en el año 2004 rezando junto a otras personas en un local 
privado cuando su reunión fue interrumpida por la policía. Poco después, el Sr. Masaev fue 
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del culto está prohibido en tanto la correspondiente confesión no haya sido 
inscrita en el registro de entidades religiosas. La sentencia de Estrasburgo no 
vaciló en señalar que, sin perjuicio del poder que tienen los Estados para 
establecer mecanismos de reconocimiento de iglesias y grupos religiosos, es 
incompatible con el Convenio “sancionar a los miembros individuales de una 
confesión religiosa no registrada por rezar o manifestar de otro modo sus 
creencias religiosas. Admitir lo contrario sería tanto como excluir las creencias 
religiosas minoritarias que no están formalmente registradas por el Estado y, en 
consecuencia, equivaldría a admitir que el Estado puede dictar lo que una persona 
debe creer.”618 
También preocupan a la jurisdicción Europea situaciones en las que un 
ordenamiento interno vincula a un reconocimiento oficial o a un otorgamiento de 
personalidad jurídica civil, la posibilidad de que iglesias y comunidades religiosas 
puedan, de manera real y efectiva, llevar a cabo actividades que la Corte considera 
que forman parte del elenco de facultades comprendidas en el genérico concepto 
de “manifestación religiosa” del artículo 9.2 CEDH.619 En estos casos, la mera 
                                                                                                                                              
procesado y condenado al pago de una multa por llevar a cabo actividades religiosas sin que su 
comunidad estuviese inscrita en el registro nacional de entidades religiosas. El gobierno moldavo 
admitió la existencia de una injerencia en el derecho de libertad religiosa del recurrente, 
justificándola en la protección de la moral y orden públicos. Afirmaban las autoridades nacionales 
que existía un interés legítimo en que las comunidades religiosas pasasen el filtro de la inscripción 
registral antes de ejercer sus actividades, y que el Estado estaba legitimado para verificar si una 
asociación o movimiento llevaba a cabo acciones que, bajo una apariencia de religiosidad, podían 
resultar peligrosas o lesivas para la población. El TEDH falló a favor del recurrente, al apreciar la 
concurrencia de una injerencia en el artículo 9 CEDH no justificable en una sociedad democrática 
(§ 26). Similar a Masaev, la decisión de inadmisibilidad del caso Borisov y otros c. Bulgaria (dec. 
adm. ap. nº 62193/00), de 8 de septiembre de 2005. Vid. S. LANGLAUDE, “The rights…” cit nota. 468, 
p. 506; y O. CELADOR ANGÓN, “El principio de neutralidad religiosa de los poderes públicos en la 
jurisprudencia del TEDH relacionada con el registro y reconocimiento de las confesiones 
religiosas”, en RGDCDEE 43 (2017), pp. 6 y 7. 
Analiza la situación de la libertad de conciencia y de culto en Moldavia el informe publicado en 
2011 por Civil Rights Defenders, Human Rights in Moldova, de 2011, pp. 444 ss. Disponibe en 
http://www.civilrightsdefenders.org/files/Human-Rights-in-Moldova_1319534382.pdf.  
618 Masaev § 26. Sin cursiva en el original. 
619 Por todos, Iglesia Católica de Canea c. Grecia (ap. nº 25528/94), de 16 de diciembre de 1997, 
§§ 40 y 41; Iglesia Metropolitana de Bessarabia §§ 105 y 129; Religionsgemeinschaft der Zeugen 
Jehovas y otros c. Austria, §§ 79 y 80; y Kimlya §§ 84 y 85. Cfr. W. COLE DURHAM Jr., “Legal 
Structuring of Religious Institutions”, en Religious Organizations in the United States: A Study of 
Identity, Liberty and the Law (J. A. Serritella, T. C. Berg, W. C. Durham Jr., E. M. Gaffney y C. B. 
Mousin eds.), Carolina Academic Press, Carolina del Norte (USA) 2006, p. 213 y 214; y G. GONZÁLEZ, 
“L’autonomie ecclésiale dans la jurisprudence de la Cour européenne des droits de l’homme” en 
Analele Universitatii din Bucaresti Seria Derpt 2 (2013), pp. 154 y 155. Interpreta la doctrina del 
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tolerancia de los grupos religiosos no puede, tal y como reconoció tempranamente 
el TEDH en el caso Iglesia Metropolitana de Bessarabia, suplir la falta de 
inscripción o de reconocimiento oficial.620 
Precisamente la arbitrariedad de una legislación nacional que condicionaba 
la práctica religiosa al reconocimiento gubernamental de una confesión, se halla 
en el origen del caso Iglesia Metropolitana de Bessarabia. Pionera, como hemos 
visto, en acudir al concepto de neutralidad para abordar la relación que existe 
entre los derechos reconocidos en los artículos 9 y 11 del Convenio y la facultad 
de los poderes públicos de someter a los grupos religiosos a ciertos requisitos o 
procedimientos de calificación previos a la adquisición de un determinado estatus 
jurídico, esta sentencia introdujo la idea de que un Estado no puede intervenir 
injustificada y arbitrariamente en la vida asociativa de las confesiones religiosas 
de forma que se socave el pluralismo de una sociedad democrática.621  
Desde este primer pronunciamiento, la jurisprudencia del Tribunal de 
Estrasburgo ha ido especificando progresivamente cómo se concreta la relación 
que existe entre el derecho de las comunidades religiosas a ser reconocidas 
oficialmente o a poder adquirir personalidad jurídica civil, con el mandato de 
neutralidad religiosa de los Estados en su vertiente de prohibición de 
arbitrariedad en la gestión del fenómeno religioso.  
                                                                                                                                              
TEDH en el sentido considerar que la indebida denegación de inscripción de una confesión 
religiosa no constituye tanto una vulneración del derecho de libertad religiosa colectiva como un 
“injustificado obst|culo que menoscaba su ejercicio”, S. CAÑAMARES, “Ley Org|nica de Libertad 
Religiosa: oportunidad y fundamento de una reforma”, en Derecho Canónico en tiempos de cambio: 
Actas de las XXX Jornadas de Actualidad Canónica (J. Otaduy ed.), Dykinson, Madrid 2011, p. 35.  
620 Iglesia Metropolitana de Bessarabia § 129. 
621 Iglesia Metropolitana de Bessarabia 117 y 118. Cfr. M. EVANS y P. PETKOFF, “A Separation…”, 
cit. nota 137, pp. 211 y 212. Vid. Fusu Arcadie y otros c. Moldavia (ap. nº22218/06), de 17 de julio 
de 2012. En este segundo caso los recurrentes acudieron a la jurisdicción de Estrasburgo tras ver 
denegada por las autoridades moldavas la solicitud de inscripción de la denominada Iglesia 
Cristiana Ortodoxa, una confesión religiosa dependiente de la Iglesia Metropolitana de Bessarabia. 
La Sala tercera del TEDH fallaría a favor de los recurrentes al entender que la interferencia con el 
artículo 9 del Convenio derivada del rechazo de las autoridades nacionales a proporcionar a los 




3.1.a) Arbitrariedad estatal en la interpretación de requisitos de 
calificación: tres casos contra Rusia 
En el año 1997 se promulgó en Rusia una nueva Ley de libertad de 
conciencia y de asociaciones religiosas (en lo sucesivo en este epígrafe, la Ley) 
que, desde diversas instancias, ha sido interpretada como un intento apenas 
solapado de las autoridades nacionales de favorecer al cristianismo ortodoxo —en 
particular, a la Iglesia Ortodoxa del Patriarcado de Moscú—,622 a expensas de 
dificultar a otros grupos religiosos minoritarios el reconocimiento de capacidad 
legal para poder actuar en el tráfico jurídico.623  
                                                 
622 Ley federal de Libertad de conciencia y de asociaciones religiosas, de 1 de octubre de 1997. 
Su texto en ingles está disponible en 
http://www2.stetson.edu/~psteeves/relnews/freedomofconscienceeng.html .Vid. B. J. GRIM y R. 
FINKE, The Price of Freedom Denied: Religious Persecution and Conflict in the 21st Century, Cambridge 
University Press, Cambridge 2011, pp. 36 ss.  
Explican el impacto a nivel nacional de la modificación normativa de 1997, G. FAGAN, Believing 
in…” cit. nota 137, pp. 227 ss.  
La Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa emitió en 2002 un documento relativo al 
grado de cumplimiento del Convenio por parte de la Federación Rusa en el que se hacía eco de su 
preocupación por la situación religiosa en el país tras el cambio legal. Vid. Parliamentary Assembly, 
“Honouring of obligations and commitments by the Russian Federation”(doc. 9396), de 26 de 
marzo de 2002, §§ 94-108, especialmente 101 y 102 (disponible en 
https://assembly.coe.int/nw/xml/XRef/X2H-Xref-
ViewHTML.asp?FileID=9675&lang=en).También es necesario mencionar la Resolución del mismo 
órgano relativa a la Ley rusa de religión, Parliamentary Assembly, “Russia’s law on religion” (nº 
1278), de 23 de abril de 2002 (disponible en http://assembly.coe.int/nw/xml/XRef/Xref-
XML2HTML-en.asp?fileid=16992&lang=EN). 
Igualmente, el Comité de Monitorización de la Asamblea Parlamentaria (Monitoring Committee) 
también ha expresado sus reservas a la Ley rusa. Así consta en sus Informes de 2 de junio de 1998 
(doc. 8127) §§ 26 y 27; y de 26 de marzo de 2002 (doc. 9396) §§ 95-97. Vid. E. LINTNER, “Progress 
of the Assembly’s monitoring procedure”, en State of human rights and democracy in Europe, 
Consejo de Europa, Estrasburgo 2007, pp. 125 -130 y 144-146.  
Vid. también al respecto el Informe OSCE/ODIHR sobre Libertad de Religión o Creencia: Leyes 
que Afectan la Estructura de las Comunidades Religiosas, de 1999. 
623 Cfr. J. A. SWEENEY, The European Court of Human Rights in the Post-Cold War Era: Universality 
in Transition, Routledge, Nueva York 2013, pp. 215 y 216; G. FAGAN, Believing in Russia…cit. nota 
137, pp. 69 y 70; y B. RAINEY, E. WICKS y C. OVEY, The European… cit. nota 8, pp. 428-430. A esta Ley 
de 1997 aprobada por Boris Yeltsin y sus efectos restrictivos en la libertad religiosa en Rusia, se 
han unido recientemente las Leyes federales 374-FZ y 375-FZ, de 7 de julio de 2016, promovidas 
por el presidente Vladimir Putin. Conocidas conjuntamente como Ley Yarovaya, tienen por 
objetivo reforzar las penas por delitos relacionados con extremismo y terrorismo, e incorporan 
medidas que limitan el proselitismo y la labor misionera en el territorio de la Federación. 
Interpretadas una vez más como una normativa tendente a reforzar la prevalencia social y legal de 
la Iglesia Ortodoxa Rusa en detrimento de otras confesiones minoritarias, ha sido objeto de 
numerosas críticas tanto internas como desde los organismos internacionales que monitorizan la 
libertad religiosa. Como ejemplos, vid. la reacción de la Comisión de los Estados Unidos sobre 
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La controvertida norma, obligaba a todas las asociaciones religiosas que 
hubiesen adquirido personalidad jurídica antes de su entrada en vigor, no sólo a 
ajustar sus estatutos a su contenido, sino también a solicitar del Departamento de 
Justicia ruso una nueva inscripción en su registro.624 Tanto el procedimiento para 
obtener la reinscripción como los motivos para denegarla, no diferían de los 
exigidos por la normativa anterior, si bien se establecía la cautela adicional de que 
se podía rechazar la solicitud de renovación registral si se apreciaba la 
concurrencia de causas que justificasen la disolución del grupo religioso o la 
prohibición de sus actividades. Se estableció como límite para la regularización de 
inscripciones el 31 de diciembre de 1999, fecha a partir de la cual las confesiones 
que no hubiesen accedido nuevamente al registro del Departamento de Justicia, se 
enfrentaban a una posible disolución judicial.625 La disolución de una entidad 
religiosa, y la prohibición de sus actividades, llevaban aparejadas la pérdida de 
personalidad legal y la consiguiente limitación de sus posibilidades de actuación 
en el tráfico jurídico. En concreto, se les impediría adquirir o alquilar inmuebles; 
detentar la titularidad de cuentas bancarias; contratar empleados; o garantizar la 
protección jurídica de la comunidad, de sus miembros o de sus activos, actos todos 
ellos considerados por la jurisprudencia de Estrasburgo como esenciales para el 
ejercicio del derecho de libertad religiosa y de creencias protegido por el artículo 
9 del Convenio.626 
Tras la promulgación de la Ley de 1997, diversos grupos religiosos a los que 
les había sido reconocida personalidad jurídica años antes de su entrada en vigor, 
no lograron obtener la preceptiva reinscripción. Tres de ellos, las delegaciones 
moscovitas de la Iglesia de la Cienciología, del Ejército de Salvación y de los 
Testigos de Jehová, sufrieron en consecuencia una importante merma en su 
                                                                                                                                              
Libertad Religiosa Internacional (United States Commission on International Religious Freedom) 
http://www.uscirf.gov/news-room/press-releases/russia-uscirf-condemns-enactment-anti-
terrorism-laws.  
El 27 de marzo de 2017 se recibió en el TEDH la primera demanda en relación con esta nueva 
ley. Vid. https://eclj.org/religious-freedom/echr/us-missionary-appeals-to-european-court-of-
human-rights-over-russian-law.  
624 Iglesia de la Cienciología de Moscú § 7. 
625 Sección de Moscú del Ejército de Salvación §§ 38-44. 
626 Iglesia Metropolitana de Bessarabia § 118; Comunidad religiosa de los Testigos de Jehová § 66; 
y Testigos de Jehová de Moscú § 102. 
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capacidad de obrar, no sólo respecto de la que habían disfrutado hasta entonces, 
sino también comparativamente frente al resto de confesiones religiosas que sí 
habían sido nuevamente registradas.627 En el caso de los Testigos de Jehová se 
daba la circunstancia añadida, como hemos tratado en el epígrafe anterior, de que 
las autoridades rusas habían disuelto la entidad y prohibido sus actividades.628 El 
recurso de estas confesiones ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 
resultaría en tres sentencias de la Sala primera: Iglesia de la Cienciología de Moscú 
y las ya mencionadas Sección de Moscú del Ejército de Salvación y Testigos de 
Jehová de Moscú.629 
En sus respectivas demandas ante la jurisdicción de Estrasburgo, las tres 
confesiones alegaron que la denegación de su reinscripción había obedecido a una 
interpretación arbitraria por parte de las autoridades rusas de los requisitos 
establecidos en la Ley de 1997, contraria al principio de neutralidad. Esta 
arbitrariedad estatal había afectado directamente a su capacidad jurídica y al libre 
                                                 
627 Sección de Moscú del Ejército de Salvación §§ 73 y 74. 
628 No ha sido este el único caso de disolución judicial de una organización religiosa por parte 
de los tribunales de la Federación Rusa que ha llegado a la jurisdicción de Estrasburgo. En el año 
2014, el TEDH conocería del caso Centro Bíblico de la República Chuvash c. Rusia (ap. nº 33203/08), 
de 12 de junio de 2014. La recurrente era un grupo perteneciente al movimiento cristiano 
pentecostal “Voz de la Verdad”, inscrito bajo la anterior Ley federal rusa de entidades religiosas de 
1990. Tal y como constaba en sus estatutos, sus fines incluían la realización de actividades 
educativas para la formación de ministros de culto, impartición de conferencias, clases y 
seminarios, para lo que contaba con una escuela dominical. Tras dos inspecciones de las 
autoridades locales, el Ministerio Fiscal interpuso una demanda de disolución del Centro Bíblico 
argumentando que las actividades educativas que se llevaban a cabo en su escuela dominical eran 
ilegales. El 4 de agoto de 2007 el Tribunal Supremo de Rusia ordenó la disolución de la 
demandante y su remoción del registro estatal de entidades religiosas. El TEDH falló en contra de 
Rusia y estimó la violación de los artículos 9 y 11 CEDH alegada por el Centro Bíblico en su recurso 
como consecuencia de la arbitraria decisión de las autoridades nacionales de disolverla. La 
disolución de una confesión constituye una interferencia severa en sus libertades religiosa y de 
asociación. Una decisión de tal entidad, tiene necesariamente que basarse en motivos serios para 
que pueda ser considerada proporcional al fin legítimo pretendido con ella, motivos que a juicio de 
la Corte no concurrían en el caso de autos. Vid. O. CELADOR ANGÓN, “El principio…” cit. nota 555, pp. 
13 y 14. 
629 Vid. J. D. PELAYO OLMEDO, “La legitimidad o ilegitimidad de la intervención administrativa en 
la formación de las comunidades religiosas. Comentario a la Sentencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos de 5 de abril de 2007, asunto Iglesia de Scientology c. Rusia, (demanda n. º 
18147/02)”, en Revista General de Derecho Europeo 14 (2007), pp. 1-19; F. ARLETTAZ, “La 
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre la libertad religiosa: un análisis 
jurídico-político”, en Derechos y Libertades 27 (2012), p. 227; y O. CELADOR ANGÓN, “El principio…” 
cit. nota 555, pp. 10 y 11. 
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ejercicio y manifestación de sus creencias, lesionando los artículos 9 y 11 del 
Convenio.630  
En los casos Sección de Moscú del Ejército de Salvación e Iglesia de la 
Cienciología de Moscú, las autoridades rusas negaron la existencia de una 
interferencia con los derechos de libertad religiosa y de asociación de las 
entidades recurrentes, dado que no habían sido disueltas y habían conservado la 
plena capacidad jurídica de una entidad legal.631 Pese a que en el caso de los 
Testigos de Jehová si hubo disolución y prohibición de sus actividades, el Estado 
demandado rechazó la interferencia alegada por la actora en los derechos 
contemplados en los artículos 11 y 9 del Convenio, argumentando que la 
comunidad recurrente no había llegado a ser liquidada por lo que, de hecho, había 
conservado su plena capacidad de obrar.632 
La Sala primera del TEDH falló a favor de las tres recurrentes, al hallar 
arbitraria y, en consecuencia, contraria al mandato de neutralidad e imparcialidad 
estatal, la negativa de las autoridades moscovitas a reinscribir a unos grupos 
religiosos que llevaban años actuando legalmente en Rusia y respecto de los que 
no existía constancia de que hubiesen, directamente o a través de alguno de sus 
miembros, vulnerado el ordenamiento interno. Dicha arbitrariedad había tenido 
como efecto limitar la capacidad legal de las entidades religiosas afectadas y 
reducir su capacidad para llevar a cabo plenamente sus actividades, vulnerando 
así los artículos del Convenio denunciados.633 
                                                 
630 Sección de Moscú del Ejército de Salvación §§ 50 y 64; e Iglesia de la Cienciología de Moscú § 
64. En concreto, los efectos para rama moscovita del Ejército de Salvación de la negativa de las 
autoridades rusas a reinscribirla, fueron muy amplios, tal y como recogería la sentencia. Se vieron 
en la obligación de transferir sus activos para evitar que fueran embargados, la publicidad negativa 
que se generó afectó a su capacidad de recaudar fondos y dificultó la renegociación de los 
contratos de arrendamiento de sus locales, tuvieron que suspender algunas de sus actividades 
caritativas y sociales al negarse las administraciones locales a trabajar con una asociación no 
registrada oficialmente, y se imposibilitó que varios empleados extranjeros de la confesión 
pudiesen obtener permisos de residencia (Sección de Moscú del Ejército de Salvación § 30). 
631 Sección de Moscú del Ejército de Salvación § 51; e Iglesia de la Cienciología de Moscú § 65. 
632 Testigos de Jehová de Moscú §§ 165-167. 
633 Sección de Moscú del Ejército de Salvación § 73; Iglesia de la Cienciología de Moscú § 83; y 
Testigos de Jehová § 180. Vid. O. CELADOR ANGÓN, “El principio…” cit. nota 555, pp. 12 y 13. 
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La Sección moscovita del Ejército de Salvación había sido inscrita como 
organización religiosa con estatus de persona jurídica en el registro del 
Departamento de Justicia de Moscú en el año 1992. Después de la entrada en vigor 
de la Ley de 1997, la recurrente no tuvo éxito en su intento de obtener la 
reinscripción requerida por la nueva normativa como consecuencia de tres 
motivos alegados por las autoridades rusas: insuficiencia de quórum en la reunión 
en la que se habían aprobado las modificaciones estatutarias requeridas por la 
nueva ley; deficiencias en la aportación documental; y la apreciación de las 
autoridades rusas de que la organización solicitante era una rama subordinada de 
una organización religiosa centralizada con sede en Londres, lo que la convertía, 
“muy probablemente”, en una mera representante de un grupo extranjero que 
actuaba en nombre y por orden de aquél.634 A estos tres motivos iniciales, en el 
procedimiento judicial que siguió a la intervención en la vía administrativa, las 
autoridades rusas añadieron dos argumentos adicionales: el carácter 
presuntamente paramilitar de la organización; y la insuficiente justificación de su 
afiliación religiosa.635 En mayo de 2001, el Departamento de Justicia ruso inició un 
procedimiento para la disolución de la Sección solicitante que no llegó a 
culminar.636 
La sentencia el Tribunal Europeo analizó los motivos por los que las 
sucesivas instancias administrativas y judiciales rusas habían denegado la 
inscripción de la recurrente, sin poder hallar en ellos base fáctica o legal suficiente 
que justificase esta decisión. Criticando la arbitrariedad de las autoridades 
moscovitas en la interpretación y aplicación de los requisitos establecidos por la 
Ley de 1997, la sentencia resolvió en contra del Estado demandado al entender 
                                                 
634 Vid. I. MARTÍN SÁNCHEZ, “Las confesiones religiosas…” cit. nota 134, p. 65; O. CELADOR ANGÓN, 
“El principio…” cit. nota 555, pp. 11 y 12; D. BOYLE, “Thought, Expression, Association, and 
Assembly”, en International Human Rights Law (D. Moeckli, S. Shah, S. Sivakumaran y D. Harris 
eds.), Oxford University Press, Oxford 2010, p. 263; y C. DANKS, Politics Russia, Routledge, Londres 
2014, pp. 451 y 452.  
635 Sección de Moscú del Ejército de Salvación § 78. 
636 Ibid., § 21. 
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que la actuación de los poderes públicos había vulnerado los principios de buena 
fe, neutralidad e imparcialidad.637 
Por su parte, la Iglesia de la Cienciología de Moscú estaba oficialmente 
registrada en Rusia como asociación religiosa con personalidad jurídica bajo la 
antigua Ley de Religiones de 25 de octubre de 1990. Tras la entrada en vigor de la 
Ley de 1997, a la recurrente le fueron denegadas hasta cinco solicitudes de 
reinscripción sin que llegase a poder regularizar su situación registral antes del 
plazo de 31 de diciembre de 2000.638 También resultaron infructuosos los 
intentos posteriores de la Iglesia de logar un nuevo reconocimiento oficial. En el 
caso de esta comunidad religiosa, las autoridades oficiales justificaron además la 
denegación de las solicitudes de reinscripción, entre otros motivos, en la 
existencia de defectos en la aportación documental.639 Apoyándose en la anterior 
doctrina desarrollada en la sentencia relativa a la rama moscovita del Ejército de 
Salvación, la Corte fundamentó el fallo contrario al Estado ruso en la 
inconsistencia de los argumentos esgrimidos por las autoridades para denegar la 
reinscripción de la actora, que además carecían de base legal y no eran lo 
suficientemente convincentes y serios.640  
Idéntica sería la decisión de la Sala primera en la sentencia Testigos de 
Jehová de Moscú¸ pronunciada tres años después. Confirmando la doctrina 
desarrollada en los dos casos anteriores, la Sala primera halló arbitraria y 
contraria a los principios de buena fe y de neutralidad e imparcialidad, la decisión 
de las autoridades rusas de no practicar la inscripción solicitada por la 
organización recurrente tras la modificación normativa del año 1997.641 
                                                 
637 Ibid., §§ 86, 95 y 97. Vid. G. FAGAN, Believing in Russia… cit. nota 137, pp. 73 y 74; y C. WALTER, 
“The Protection of Religion within the Institutional System of the United Nations”, en Universal 
Rights in a World of Diversity. The Case of Religious Freedom (M. A. Glendon y H. F. Zacher eds.), The 
Pontifical Academy of Social Sciences Acta 17, Ciudad del Vaticano 2012, pp. 599-600.  
638 Iglesia de la Cienciología de Moscú §§ 8-20. 
639 Ibid., §§ 88, 91 y ss. 
640 Ibid., §§ 96 y 97. 
641 Testigos de Jehová de Moscú § 181. 
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3.1.b) Arbitrariedad estatal y discriminación en el acceso al 
reconocimiento de personalidad jurídica civil 
Mediante la invocación conjunta de los artículos 9 y 14 CEDH, la 
jurisprudencia de la Corte de Estrasburgo también ha hallado incompatibles con el 
Convenio sistemas de reconocimiento de personalidad jurídica que supeditan el 
acceso de los grupos religiosos a un determinado estatus legal, al cumplimiento 
formal de una serie de condiciones no necesariamente vinculadas con sus 
actividades. A juicio de la Corte, estos sistemas pueden resultar en un tratamiento 
desigual de las distintas iglesias o confesiones existentes en un determinado 
Estado.  
Así lo adelantó por vez primera la Sala primera del TEDH en el año 2008, en 
la importante sentencia Comunidad religiosa de los Testigos de Jehová c. Austria,642 
y así lo ha ratificado posteriormente la misma Sala en una serie pronunciamientos 
tanto contra la propia Austria —en la sentencia Asociación de Amigos de la 
Comunidad Cristiana—; como contra Croacia —en Savez crkava “Riječ života”—.643 
                                                 
642 Comunidad religiosa de los Testigos de Jehová y otros c. Austria (ap. nº 40825/98), de 31 de 
julio de 2008. Vid. M. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, “Mormones…” cit. nota 487, pp. 23 y 24; A. TORRES 
GUTIÉRREZ, “Reconocimiento de personalidad jurídica a los Testigos de Jehová en Austria: el caso 
Religionsgemeinschaft der Zeugen Jehovas and Others v. Austria”, en Laicidad y Libertades. Escritos 
Jurídicos 8 (2008), pp. 419-179; y J. OTADUY, “Crónica de jurisprudencia 2008. Derecho eclesiástico 
español”, en Ius Canonicum 49 (2009), pp. 216 y 217.  
643 En efecto, con posterioridad a la sentencia del caso Comunidad religiosa de los Testigos de 
Jehová, la misma Sala primera del TEDH ha decidido dos casos esencialmente similares, contra la 
propia Austria el primero y contra Croacia el segundo. En Asociación de Amigos de la Comunidad 
Cristiana y otros c. Austria (ap. nº 76581/01), de 29 de febrero de 2009, la Corte conocería de la 
reclamación de una comunidad religiosa establecida en el país desde el año 1998, a la que las 
autoridades nacionales habían negado reconocimiento como “sociedad religiosa”. Considerada 
“comunidad religiosa registrada” con posterioridad a la entrada en vigor de la ley relativa al 
Estatus Legal de las Comunidades Religiosas Registradas de 1998, la Corte de Estrasburgo volvería 
a fallar en contra del país alpino siguiendo la misma línea argumental de la sentencia Comunidad 
religiosa de los Testigos de Jehová. Vid. J. OTADUY, “Crónica de Jurisprudencia. Derecho eclesiástico 
español 2009, en Ius Canonicum 50 (2010), p. 714. 
Respecto a Savez crkava “Riječ života” y otros c. Croacia (ap. nº 7798/08), de 9 de diciembre de 
2010, las recurrentes eran un conjunto de Iglesias reformadas protestantes inscritas como 
comunidades religiosas bajo derecho croata. En el año 2004, las actoras solicitaron al gobierno la 
conclusión de un acuerdo de cooperación en los términos previstos en el artículo 9.1 de la ley 
relativa al Estatus Leal de las Comunidades Religiosas (83/2002), de 24 de julio de 2002. 
Argumentaban las comunidades solicitantes que, sin dicho acuerdo, no podían ofrecer educación 
religiosa en colegios y guarderías públicas, proveer servicio pastoral a sus fieles ingresados en 
hospitales, instituciones sociales, cárceles y penitenciarías o celebrar matrimonios religiosos con 
efectos civiles. Las autoridades croatas denegaron la petición al entender que las Iglesias 
solicitantes no cumplían, ni individualmente ni agrupadas, los criterios de presencia histórica en el 
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En relación con Rusia, esta misma doctrina se ha aplicado, desvinculada del 
artículo 14 y referida exclusivamente a los artículos 9 y 11 CEDH, en las sentencias 
Kimlya e Iglesia de la Cienciología de San Petersburgo.644  
En el caso contra Austria del año 2008, la Corte avanzó nuevamente en una 
interpretación del mandato de neutralidad —en su variante de prohibición de 
arbitrariedad en la gestión estatal del fenómeno social religioso— íntimamente 
                                                                                                                                              
país y número de miembros exigidos por la legislación nacional para poder concluir dichos 
acuerdos. Argumentaba igualmente el gobierno que los miembros de comunidades religiosas sin 
acuerdo con el Estado, podían recibir servicios pastorales en centros hospitalarios, asistenciales, 
carcelarios y penitenciarios. En la demanda ante el TEDH, las Iglesias alegaron una violación de los 
artículos 14 y 9 CEDH, al entender que la negativa del gobierno a concluir con ellas un acuerdo de 
cooperación, constituía discriminación por motivos religiosos. Según afirmaban, en Croacia 
existían otras comunidades religiosas —como la Iglesia Ortodoxa de Bulgaria, la Vieja Iglesia 
Católica o la Iglesia Ortodoxa de Macedonia— que tampoco cumplían los criterios legales y con los 
que, sin embargo, el gobierno sí había suscrito acuerdos. Esta arbitrariedad en la actuación de las 
autoridades croatas, sería cuestionada por la Sala primera de la Corte a partir de la invocación de 
la doctrina acerca del mandato de neutralidad desarrollada en Comunidad religiosa de los Testigos 
de Jehová (§§ 87-92). 
644 Kimlya y otros c. Rusia (ap. nº 76836/01 y 32782/03), de 1 de octubre de 2009; e Iglesia de 
la Cienciología de San Petersburgo c. Rusia (ap. nº 47191/06), de 2 de octubre de 2014. Vid. O. 
CELADOR ANGÓN, “El principio…” cit. nota 555, pp. 12 y 13; G. FAGAN, Believing… cit. nota 137, pp. 79 
y 80. 
En Kimlya, la demanda ante el TEDH procedía de la delegación de la Iglesia de la Cienciología en 
la ciudad siberiana de Surgut. Los recurrentes habían fundado un centro para el estudio de la 
Dianética bajo la forma jurídica de una organización no gubernamental. Un cambio en el año 1995 
de la Ley rusa que regulaba este tipo de asociaciones, hizo necesaria una nueva inscripción de 
todas las ONGs operativas en el país. La petición de reinscripción cursada por los actores —que 
pidieron ser reconocidos como una sociedad no comercial constituida bajo el derecho civil— fue 
denegada, al entender las autoridades nacionales que sus los fines eran realmente de naturaleza 
religiosa. Tras varios intentos, los recurrentes no lograron inscripción alguna, ni como asociación 
sometida al Código Civil ni como “organización religiosa” bajo la Ley de libertad de conciencia y de 
asociaciones religiosas de 1997. De acuerdo con lo dispuesto en esta norma, las asociaciones se 
pueden constituir en Rusia bajo dos figuras jurídicas: los “grupos religiosos”, que son asociaciones 
voluntarias de ciudadanos dedicadas a fines religiosos no inscritas y carentes de personalidad 
legal; y las “organizaciones religiosas”, iguales a los anteriores pero registradas y dotadas de 
entidad legal (Ley de libertad de conciencia y de asociaciones religiosas de 1997, artículos 6.1 y 
6.2.) La asociación actora recurrió ante el TEDH al entender que la opción del legislador ruso de 
dividir a las comunidades confesionales en categorías normativas distintas con diferente capacidad 
de obrar, y de supeditar la adquisición del estatus de “organización religiosa” a una presencia 
continuada dentro de la Federación Rusa durante un mínimo de quince años, vulneraba los 
artículos 9, 11 y 14 del Convenio. El rechazo de las autoridades rusas a inscribir a la recurrente 
como “organización religiosa” había impedido que adquiriese personalidad jurídica, limitando la 
libertad religiosa tanto de la propia comunidad como de sus miembros (§§ 72 y 84). La Corte de 
Estrasburgo resolvió a favor de los recurrentes al apreciar que la denegación de inscripción no 
estaba basada en motivos relevantes o suficientes relacionados con la actividad de la comunidad 
religiosa solicitante, sino que era resultado de una aplicación formal y automática de la regla de los 
quince años desvinculada de su actividad real (§§ 98-101). 
En Iglesia de la Cienciología de San Petersburgo se planteó un conflicto esencialmente similar al 
resuelto en el caso Kimlya, cuya sentencia sirvió de referente permanente a la Sala primera del 
TEDH para condenar nuevamente al Estado ruso. 
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vinculada con el pluralismo y con la prohibición de discriminación por motivos 
religiosos. La recurrente, la Comunidad religiosa de los Testigos de Jehová del país 
alpino, había solicitado sin éxito en dos ocasiones —en 1978 y 1987— que las 
autoridades nacionales le reconociesen personalidad jurídica bajo la figura 
jurídica de “sociedad religiosa” establecida en la ley austriaca de Reconocimiento 
(Anerkennungsgesetz) de 1874.645 En el año 1991, la actora fracasó también en su 
intento de que el Tribunal Constitucional derogase la norma decimonónica —en 
concreto, su artículo 2.1— por vulnerar los derechos fundamentales de libertad 
religiosa y asociación. En el año 1992, los Testigos de Jehová volvieron a hacer un 
último intento, esta vez ante la jurisdicción contencioso-administrativa, para 
adquirir el estatus de “sociedad religiosa”.  
Tras dos largos procedimientos judiciales infructuosos, en 1998 una 
modificación normativa permitió que las autoridades austriacas otorgaran 
finalmente personalidad jurídica civil a la recurrente, pero no como “sociedad 
religiosa” —tal y como esta deseaba— sino como “comunidad religiosa 
registrada”, una categoría jurídica que en el ordenamiento interno lleva aparejada 
una capacidad de obrar más reducida y no implica la adquisición de la condición 
de corporación de derecho público.646 Esta circunstancia, unida al hecho de que 
las autoridades nacionales hubiesen tardado veinte años en atender su petición de 
reconocimiento oficial, motivó el recurso de la actora ante la jurisdicción Europea. 
En su demanda, la Comunidad de los Testigos de Jehová alegó que la negativa de 
las autoridades austriacas a otorgarle la condición de “sociedad religiosa” 
vulneraba los derechos fundamentales de asociación y de libertad religiosa —
                                                 
645 Como señala Celador Angón, en Austria las confesiones religiosas podían adquirir 
personalidad jurídica “de acuerdo con dos normas de 1874 y de 1998, pero las consecuencias 
jurídicas eran diferentes en función de cada procedimiento. Las confesiones religiosas reconocidas 
de acuerdo con la norma de 1874 tenían personalidad jurídica pública, mientras que las 
reconocidas a través del procedimiento previsto en la ley de 1998 obtenían personalidad jurídica 
privada y se sometían a mayores controles por parte de los poderes públicos. Para disfrutar del 
estatus que recogía la norma de 1874 se exigía, como condición previa, que la confesión religiosa 
fuera reconocida y tuviese una antigüedad en Austria de al menos 20 años, y que su número de 
miembros fueran como mínimo del 2 por mil de la población austriaca.” Cfr. O. CELADOR ANGÓN, “El 
principio…” cit. nota 555, p. 15.  
646 El 9 de enero de 1998 entró en vigor la Ley relativa al Estatus Legal de las Comunidades 
Religiosas Registradas de Austria. El 20 de julio de 1998, el Ministro de Educación y Asuntos 
Culturales austriaco decidió que la recurrente había adquirido personalidad jurídica legal bajo la 
nueva Ley de comunidades religiosas (Comunidad religiosa de los Testigos de Jehová§ 30).  
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artículos 9 y 11 CEDH—, y equivalía a una discriminación por motivo de religión 
prohibida por la acción combinada de los artículos 14 y 9 CEDH.647 
En relación con la primera reclamación, y ahondando en la idea apuntada en 
las sentencias contra Rusia comentadas en el epígrafe inmediatamente anterior de 
que los Estados del Consejo de Europa no pueden interpretar y aplicar de forma 
arbitraria la normativa que regula los procedimientos de reconocimiento de 
personalidad jurídica a las entidades religiosas, la Sala primera del TEDH halló 
censurable el hecho de que las autoridades austriacas hubiesen tardado veinte 
años en reconocer oficialmente a la recurrente. En concreto, la sentencia apreció 
en el hecho de que durante esos años la confesión hubiese carecido de 
personalidad jurídica civil, una interferencia en el derecho de libertad religiosa de 
la actora no justificable bajo el Convenio.648  
La centralidad que la adquisición de una determinada capacidad de obrar 
tiene para la autonomía de las confesiones religiosas, y para el ejercicio de los 
derechos contemplados en el artículo 9 CEDH, justifica la exigencia de que los 
Estados observen, en este tipo de procedimientos, plazos razonablemente 
breves.649 Poniendo nuevamente una cierta distancia con lo afirmado por la 
propia Corte en sentencias anteriores, en las que el criterio definitivo para 
apreciar una injerencia en los derechos protegidos por el Convenio había sido la 
constatación de que la acción u omisión de las autoridades estatales había 
limitado de facto la capacidad de la comunidad afectada de exteriorizar sus 
creencias, la Sala primera afirmó que el hecho de que durante esos veinte años no 
constase que se hubiese producido ninguna interferencia concreta en la vida 
religiosa y comunitaria de los Testigos de Jehová —los cuales habían podido 
operar en el tráfico jurídico a través de asociaciones auxiliares—, no era suficiente 
para legitimar una dilación en la actuación de las autoridades nacionales que, 
además, no había sido suficientemente justificada por el gobierno. En efecto, la 
                                                 
647 Comunidad religiosa de los Testigos de Jehová § 56. 
648 Ibid., §§ 64-68. 
649 Ibid., § 79. 
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sentencia afirmó finalmente que “la existencia de una violación es concebible 
incluso en ausencia de perjuicio o daño.”650  
En cuanto a la presunta lesión del artículo 14 CEDH en conjunción con el 
artículo 9 CEDH, los recurrentes argumentaron ante el Tribunal que bajo el 
ordenamiento jurídico austriaco el estatus de una “comunidad religiosa 
registrada” era inferior al de una “sociedad religiosa”, lo cual constituía una falta 
de igualdad prohibida por el Convenio.651 
Los magistrados de la Sala primera tuvieron en consideración dos variables 
a la hora de medir la posible discriminación sufrida por los Testigos de Jehová 
como consecuencia de la decisión de las autoridades austriacas de reconocerles 
personalidad jurídica a través de la figura de la “comunidad religiosa registrada”. 
De un lado, valoraron el hecho de que la legislación nacional exigiese a las 
confesiones que aspiraban a adquirir el estatus de “sociedad religiosa” una serie 
de requisitos cualificados entre los que se incluía llevar reconocidas como 
“comunidad religiosa registrada” un mínimo de diez años.652 De otro, constataron 
que el derecho austriaco atribuye las “sociedades religiosas” una pluralidad de 
privilegios que, por su propia naturaleza, facilitan la consecución de los fines 
religiosos de las confesiones.653  
                                                 
650 Ibid., § 67. Sin cursiva en el original. 
651 Ibid., § 89. En concreto, las “comunidades religiosas registradas” estaban sometidas a un 
mayor control estatal en relación con su doctrina, con sus normas sobre membresía y con la 
gestión de sus bienes Para una exposición exhaustiva de las posiciones de las partes, vid. O. 
CELADOR ANGÓN, “El principio…” cit. nota 555, pp. 17 y 18. 
652 Comunidad religiosa de los Testigos de Jehová § 91. Estos requisitos eran (i) poder acreditar 
que tenían presencia en Austria desde hacía más de 20 años; (ii) haber sido reconocidas como 
“comunidad religiosa registrada” durante un periodo mínimo de 10 años; (iii) contar con un 
número mínimo de miembros de aproximadamente 16.000 personas; (iv) hacer uso de activos y 
patrimonio para fines religiosos, incluyendo actividades caritativas; (v) mantener una actitud 
positiva hacia la sociedad y el Estado; y (vi) que no constasen interferencias ilegales en la relación 
con de la confesión con otras comunidades religiosas. 
653 Ibid., § 92. Destacaría la sentencia la sentencia la existencia de privilegios en cuanto a la 
exención de la prestación del servicio militar; ventajas fiscales; y beneficios relacionados con la 
fundación de instituciones educativas o con la pertenencia a varios consejos de administración.  
Esta diferencia de trato en relación con la prestación del servicio militar, quedaría evidenciada 
apenas unos meses después de la sentencia del caso Comunidad religiosa de los Testigos de Jehová, 
en tres nuevos pronunciamientos de la misma Sala primera del TEDH contra el país alpino, Gütl c. 
Austria (ap. nº 49686/99), de 12 de marzo de 2009; Löffelmann c. Austria (ap. nº 42967/98), de 12 
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A la vista de dichos privilegios, la sentencia amplió la implicación del 
mandato de neutralidad y no arbitrariedad en los procesos estatales de 
calificación o atribución de capacidad legal a los grupos religiosos, extendiéndola 
al ámbito de la no discriminación y del artículo 14 del Convenio: la obligación que 
el artículo 9 CEDH impone a los poderes públicos de permanecer neutrales en el 
ejercicio de sus potestades regulatorias en materia de gestión del fenómeno 
religioso, exige que cuando un Estado establece un sistema de reconocimiento de 
personalidad jurídica a las entidades religiosas del que depende su acceso a un 
determinado estatus legal, todas las confesiones e iglesias que lo deseen puedan 
acceder a él en condiciones de igualdad, sin que los requisitos establecidos por la 
legislación interna puedan ser aplicados de forma discriminatoria.654  
El artículo 14 del Convenio no impide a los Estados miembros establecer 
diferencias de trato a las distintas confesiones religiosas con el fin de corregir 
desigualdades fácticas entre ellas. Al contrario.655 De hecho, las autoridades 
nacionales gozan de un margen de apreciación para determinar hasta qué punto 
variaciones en situaciones esencialmente similares precisan de un tratamiento 
distinto. No obstante, una disparidad de trato será discriminatoria cundo no esté 
fundada en razones objetivas y razonables, es decir, cuando no persiga una 
                                                                                                                                              
de marzo de 2009; y Lang c. Austria (ap. nº 28648/03), de 19 de marzo de 2009. Resueltos en 
contra del Estado demandado, los recurrentes alegarían una vulneración de los artículos 14 y 9 del 
CEDH ya que, al tener los Testigos de Jehov| el estatus de “comunidad religiosa registrada”, sus 
ministros de culto no podían beneficiarse de la exención del servicio militar y de la prestación civil 
sustitutoria de la que sí disfrutaban los miembros del clero de las “”sociedades religiosas”. Cfr. C. 
GRABENWARTER, “The significance of the European Convention on Human Rights”, en The Council of 
Europe: Pioneer and Guarantor for Human Rights and Democracy (R. Kicker ed.), Consejo de 
Europa, Estrasburgo 2010, pp. 41 y 42.  
Ciertos privilegios fiscales y diferencias de aplicación de la normativa laboral a las 
“comunidades religiosas inscritas” y a las “sociedades religiosas”, constituyeron el objeto de la 
sentencia Testigos de Jehová en Austria (ap. nº 27540/05), de 25 de septiembre de 2012. La 
intervención del TEDH tuvo su origen en una reclamación interpuesta por la comunidad religiosa 
recurrente, que al tiempo de autos estaba reconocida bajo derecho austriaco como una 
“comunidad religiosa registrada”. La actora reclamaba una vulneración de los artículos 14 y 9 
CEDH, ya que no se le había permitido eximirse del cumplimiento de la normativa laboral en 
relación con el empleo de extranjeros, en la contratación de dos ministros de culto no austriacos, 
exención que sí estaba prevista para las “sociedades religiosas” sí podían acogerse a dicha 
excepción. Igualmente, la recurrente no había podido eximirse del pago de ciertos tributos sobre 
donaciones que sí estaban previstas para las “sociedades religiosas”. Una vez m|s, el TEDH fallaría 
en contra del Estado austriaco. 
654 Comunidad religiosa de los Testigos de Jehová §§ 91 y 92 
655 Vid. J. RINGELHEIM, “State Religious…” cit. nota 109, p. 31. 
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finalidad legítima o cuando no exista una adecuada proporción entre dicha 
finalidad y los medios usados para lograrla.656 
Consecuencia de esta afirmación, la sentencia expresó tener dudas acerca de 
la compatibilidad del mandato de neutralidad con el requisito de exigir a las 
asociaciones religiosas que ya habían adquirido un primer nivel de 
reconocimiento oficial bajo el ordenamiento austriaco, esperar diez años hasta 
poder consolidar su estatus como “sociedades religiosas”, sobre todo cuando el 
plazo se aplicaba desvinculado de toda referencia a la actividad y existencia real 
de la confesión afectada. En el caso de los Testigos de Jehová, se trataba en efecto 
de una confesión cuya existencia internacional y larga presencia en el país, lo cual 
la hacía suficientemente conocida para las autoridades nacionales, convertía en 
innecesario el periodo de espera de diez años establecido por la normativa 
austriaca.657 
3.1.c) Arbitrariedad estatal y obligaciones positivas: Magyar 
Keresztény Mennonita Egyház c. Hungría  
La sentencia Magyar Keresztény Mennonita Egyház (Iglesia Cristiana 
Menonita de Hungría) c. Hungría, del año 2014, ha supuesto un paso más en el 
desarrollo de la doctrina introducida por la Sala primera del Tribunal en el caso de 
los Testigos de Jehová austriacos, que ha venido sin embargo caracterizada por 
una circunstancia que la hace especialmente interesante y, a mi juicio, hasta cierto 
punto cuestionable: introducida en el contexto de las obligaciones positivas de los 
Estados en materia de reconocimiento de personalidad jurídica a las confesiones 
religiosas, los magistrados de la mayoría han aplicado esta jurisprudencia 
desvinculándola del artículo 14 CEDH, anclándola únicamente en la protección de 
los artículos 9 y 11 CEDH.658  
                                                 
656 Comunidad religiosa de los Testigos de Jehová § 96. 
657 Ibid., § 97. 
658 Magyar Keresztény Mennonita Egyház. Vid. O. CELADOR ANGÓN, “El principio…” cit. nota 555, 
pp. 23-25; S. LANGLAUDE DONÉ, “Religious Organizations…” cit. nota 161, pp. 24 y 25; y A. JUNIC, 
“Constitutional Changes and the Incremental Reductions of Collective Religious Freedom in 
Hungary”, en Vienna Journal of International Constitutional Law/ ICL Journal 10 (2016), pp. 213 ss. 
En relación con la situación de la libertad religiosa en la era post-comunista en Hungría, Vid. L. 
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Como tendré ocasión de explicar, cuando la doctrina desarrollada en el caso 
contra Austria Comunidad religiosa de los Testigos de Jehová, de que si un 
ordenamiento nacional establece un sistema diferenciado de reconocimiento de 
capacidad jurídica a las entidades religiosas del que depende su acceso a distintos 
grados de personificación o de privilegios, todas las confesiones e iglesias que lo 
deseen deben poder acceder a él en condiciones de igualdad, se desvincula de la 
posibilidad de que el Estado pueda justificar, bajo el artículo 14 del Convenio, que 
las diferencias establecidas por su normativa obedecen a motivos objetivos y 
razonables que persiguen una finalidad legítima, se maximiza en sentido 
equivocado el artículo 9 del Convenio.  
La sentencia Magyar Keresztény Mennonita Egyház, dictada por la Sala 
segunda de la Corte, acumuló hasta nueve demandas contra Hungría interpuestas 
por diez y ocho comunidades religiosas y por un cierto número de particulares, y 
de partida parece compartir no pocos elementos de hecho con los anteriores casos 
contra Rusia y Austria resueltos por la Sala primera y comentados en los epígrafes 
anteriores.  
En el año 2011, se promulgó en Hungría una nueva Ley de libertad de 
conciencia, religión y estatus legal de iglesias, confesiones y comunidades 
religiosas (en lo sucesivo, en este epígrafe, la Ley),659 en virtud de la cual, a 
                                                                                                                                              
STAN y L. TURCESCU, Church, State, and Democracy in Expanding Europe, Oxford University Press, 
Oxford 2011, pp. 70-74. 
659 Ley nº CCVI, de 30 de diciembre de 2011. Cfr. R. UITZ, “Hungary’s New Constitution and Its 
New Law on Freedom of Religion and Churches: The Return of The Sovereign”, en Brigham Young 
University Law Review 3 (2012), pp. 931-966.  
Muestra la preocupación de la comunidad internacional por esta Ley, que privó de personalidad 
jurídica a aproximadamente a 200 comunidades religiosas, es el documento remitido por el FOREF 
(Forum for Religious Freedom Europe) a la reunión de la OSCE celebrada en Varsovia el 30 de 
septiembre de 2015. El documento está disponible en https://foref-
europe.org/2016/09/24/statement-of-foref-europe-at-the-osce-human-dimension-
implementation-meeting-2016/. 
También la Comisión de Venecia se ha pronunciado al respecto en los siguientes documentos: 
Opinión de la Comisión de Venecia acerca de la Ley CCVI de 2011 de libertad de conciencia y 
religión y estatus legal de iglesias, confesiones y comunidades religiosas (CDL-AD (2012)004-f), 
adoptada en su sesión plenaria nº 90, celebrada los días 16 y 17 de marzo de 2012; y Opinión de la 
Comisión de Venecia acerca de la cuarta reforma de la Ley Fundamental (Constitución) de Hungría 
(CDL-AD (2013)012-e), adoptada en su sesión plenaria nº 95, celebrada los días 14 y 15 de junio 
de 2013. Documentos disponibles en el original francés en 
http://www.venice.coe.int/webforms/documents/?pdf=CDL-AD(2012)004-f; y 
http://www.venice.coe.int/webforms/documents/?pdf=cdl-ad(2013)012-e, respectivamente.  
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excepción de las catorce confesiones expresamente relacionadas en su anexo, las 
comunidades previamente inscritas en el registro de entidades religiosas 
perdieron su condición de “iglesias”, si bien se les reconoció el derecho a 
continuar operando en el tráfico bajo la forma jurídica muy inferior de 
“asociaciones”. Estas “asociaciones”, al igual que había ocurrido en Rusia tras el 
cambio normativo de 1997, debían solicitar nuevamente su inscripción en el 
mencionado registro oficial. Para el supuesto de que los grupos religiosos no 
relacionados en el anexo de la Ley deseasen recuperar el estatus de “iglesias”, la 
norma establecía un procedimiento a través del cual podían solicitar 
individualmente su reconocimiento por el Parlamento húngaro.  
El paso de “iglesia” a “asociación”, implicaba una merma en la capacidad de 
obrar de las entidades religiosas afectadas, las cuales, sobre todo, no podían seguir 
beneficiándose de una serie de ayudas y subsidios públicos reconocidos por el 
derecho húngaro a las primeras. De hecho, la finalidad de la reforma normativa 
obedecía, según alegó el propio gobierno magyar ante la Corte de Estrasburgo, a 
su deseo de reducir el fraude que en la percepción de ayudas públicas había 
proliferado bajo el sistema anterior. La nueva Ley pretendía habilitar un modelo 
de personificación jurídica de los grupos religiosos en el que todos pudiesen 
operar en el tráfico jurídico, pero sin tener necesariamente derecho a percibir 
ayudas públicas. A juicio de las autoridades de Hungría, la Ley de 2011 modificaba 
el sistema de reconocimiento de grupos y confesiones religiosas de la forma 
menos restrictiva posible para el derecho de libertad religiosa, ya que para lograr 
renovar su inscripción registral y conservar su personalidad jurídica, sólo era 
necesario presentar una declaración en la que se hiciese constar su voluntad de 
continuar con sus actividades religiosas, así como realizar unos ajustes de poca 
entidad a sus estatutos. Además, también se establecía un procedimiento 
relativamente sencillo que permitía a las “asociaciones” acceder al estatus de 
“iglesia”.660 
El voto particular formulado a la sentencia del TEDH por el juez islandés 
Spano, al que se adhirió el hoy el presidente de la Corte, el italiano Guido 
                                                 
660 Cfr. O. CELADOR ANGÓN, “El principio…” cit. nota 555, pp. 23 y 24; y M. FERRI, “The Dogan…” cit. 
nota 598, p. 8. 
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Raimondi, aporta un contexto histórico más amplio que facilita la comprensión del 
caso que llegó ante la jurisdicción de Estrasburgo.  
Como recuerda el magistrado disidente, durante la era comunista las 
entidades religiosas fueron en Hungría desprovistas de sus propiedades como 
consecuencia de la doctrina política relativa a la práctica religiosa prevalente en 
esa época. Tras la caída del régimen, y con el establecimiento de la democracia en 
el año 1989, el Estado diseñó un sistema de subvenciones a las iglesias con el 
objeto de compensarlas por las propiedades que les habían sido confiscadas 
durante el régimen anterior, e inició relaciones de colaboración con algunas 
confesiones asentadas en Hungría. Siguiendo esta misma línea de acercamiento al 
fenómeno social religioso post-comunista, las autoridades del país magyar 
implementaron, a través de la ley de Iglesias de 1990, un sistema flexible de 
reconocimiento e inscripción de nuevas entidades religiosas. Los nuevos grupos 
confesionales constituidos bajo la norma de 1990 accedían de forma automática a 
una serie de beneficios tanto directos —a través de la asignación de una parte del 
impuesto sobre la renta de los contribuyentes— como indirectos—mediante 
subsidios y otras formas de asignación de recursos económicos—. Este modelo 
flexible de registro de nuevas formaciones religiosas, unido al sistema de 
relaciones iglesias-Estado inaugurado por la legislación de 1990, dio lugar a una 
efervescencia del fenómeno asociativo religioso en el país durante la última 
década del siglo XX y los primeros años del siglo XXI, hasta el punto de que, en el 
año 2011, existían en Hungría 406 entidades religiosas registradas, la mayor parte 
de ellas financiadas directa o indirectamente por el Estado.  
La promulgación de la Ley de 2011 perseguía precisamente corregir esta 
situación, que el gobierno consideraba indeseable, mediante una reorganización 
del sistema de personificación jurídica de los grupos religiosos que permitiese 
clasificar a todas las confesiones registradas en dos grandes grupos: “iglesias” y 
“asociaciones”. Las primeras continuarían recibiendo apoyo material y financiero 
del presupuesto nacional. Las segundas, por el contrario, quedarían a partir de ese 
momento al margen de dichos beneficios, si bien en ningún caso perderían su 
personalidad jurídica, ni estarían en modo alguno amenazadas de disolución salvo 
que manifestasen no tener interés en continuar desarrollando sus actividades bajo 
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la nueva legislación. Adicionalmente, las “asociaciones religiosas” tenían a su 
disposición —como he indicado con anterioridad— un procedimiento establecido 
por la propia Ley para poder acceder al estatus de “iglesia” a efectos de continuar 
percibiendo ayudas estatales.661 
Las comunidades que eventualmente presentaron recurso ante el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos —algunas activas en Hungría desde hacía más de 
veinte años—, tras ser degradadas a la condición de meras “asociaciones” 
iniciaron sin éxito el procedimiento ante el Parlamento para poder ser 
reconocidas como “iglesias”.662 Con posterioridad a una sentencia de la Corte 
Constitucional húngara que en el año 2013 anuló retroactivamente parte de la 
Ley, algunos de los grupos religiosos que habían perdido en 2011 la condición de 
“iglesias”, intentaron que la Agencia Nacional Tributaria y de Aduanas les asignase 
un nuevo número de identificación fiscal que les permitiese continuar percibiendo 
el 1% del impuesto sobre la renta que los contribuyentes húngaros pueden 
asignar a las confesiones religiosas, paliando así en parte los efectos del cambio de 
estatus provocado por la aplicación de la Ley de 2011. La Agencia Tributaria 
suspendió el procedimiento, y sugirió a las confesiones solicitantes que iniciasen 
un nuevo expediente de reconocimiento como “iglesias” ante el Parlamento.  
Finalmente, las recurrentes acudieron ante la Corte de Estrasburgo al 
entender que la decisión de las autoridades húngaras de anular los registros de las 
                                                 
661 Magyar Keresztény Mennonita Egyház voto discrepante §§ 1-5. 
662 Las recurrentes no lograron acceder al estatus de “iglesias”, ni tan siquiera después de que el 
Tribunal Constitucional húngaro anulase con efecto retroactivo ciertas disposiciones de la Ley de 
2011. En febrero de 2013, el Tribunal Constitucional de Hungría declaró inconstitucional la 
eliminación del registro de entidades religiosas de las comunidades afectadas por la reforma del 
año 2011. En junio y septiembre de 2013, el Parlamento magyar modificó la Ley CCVI para crear 
un doble sistema de clasificación que diferencia entre “comunidades religiosas” e “iglesias 
constituidas”. También se ha establecido un sistema que permite a la c|mara parlamentaria poder 
celebrar acuerdos con ciertas confesiones religiosas para la realización de “actividades de interés 
público”. Tras la sentencia del TEDH en el caso Magyar Keresztény Mennonita Egyház, el 
Parlamento húngaro presentó un proyecto para modificar una vez más la Ley de 2011 que sin 
embargo no alcanzó la mayoría de dos tercios necesaria para su aprobación en la cámara. Vid. 
Hungary. International Religious Freedom Report for 2015, del Departamento de Estado de los 
Estados Unidos, Oficina de Democracia, Derechos Humanos y Trabajo (Bureau of Democracy, 
Human Rights and Labor). Disponible en 
https://www.state.gov/j/drl/rls/irf/religiousfreedom/index.htm#wrapper. A fecha de hoy, por lo 
que me consta, la Ley todavía está pendiente de modificación. Vid. A. JUNIC, “Constitutional 
Changes…” cit. nota 658, pp. 211-213 
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iglesias inscritas antes de la entrada en vigor de la Ley de 2011, así como la 
discrecional y arbitraria reinscripción de estas, infringía los artículos 9 y 11 del 
Convenio.663  
Resuelto desde la perspectiva de la obligación positiva que tienen los 
Estados miembros del Consejo de Europa de establecer procedimientos de 
reconocimiento que faciliten la adquisición de personalidad jurídica de las 
entidades religiosas,664 el caso contra Hungría suscitó ante el Tribunal dos 
cuestiones principales. De un lado, cuestionó la total deferencia al margen de 
actuación del que disponen los Estados miembros del Consejo de Europa para 
definir sus respectivos modelos de relaciones con las iglesias, recalcando que en 
cualquier caso las soluciones legales adoptadas por cada Estado miembro deben 
ser compatibles con la jurisprudencia de la Corte y estar sujetas a su 
supervisión.665 De otro, obligó al Tribunal a pronunciarse acerca de cuál es el 
límite entre la igualdad material y la igualdad formal de los grupos religiosos, en 
particular en lo que se refiere a la posibilidad de beneficiarse de fondos o recursos 
económicos estatales. En ambos casos, la sentencia de la Sala segunda del TEDH 
acudió como elemento imprescindible de argumentación y reflexión al principio 
de neutralidad, como sinónimo de imparcialidad y ausencia de arbitrariedad en el 
ejercicio estatal de competencias en materia religiosa.666 
Siguiendo la línea doctrinal desarrollada por la Sala primera en los casos 
contra Rusia y Austria,667 la Sala segunda falló en contra del Estado demandado —
en una votación de cinco a dos— a partir de la identificación en la actuación de las 
autoridades húngaras de tres infracciones acumulativas contra los derechos 
fundamentales de las recurrentes: (i) el haberlas despojado de su estatus de 
“iglesias” degrad|ndolas a la condición de “asociaciones”, lo cual había mermado 
su capacidad de obrar, sus recursos materiales y, en algunos casos, incluso su 
                                                 
663 Magyar Keresztény Mennonita Egyház § 44. 
664 Ibid., §§ 90-94. 
665 Ibid., § 89. 
666 Ibid., § 76. 
667 Ibid., § 104. Ley de 2011 artículos 29 y 32. 
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reputación;668 (ii) el haber implementado un procedimiento para la re-adquisición 
de la condición de “iglesia” teñido de una intencionalidad política que el gobierno 
no habían logrado justificar de manera convincente ante el Tribunal y que, como 
en los casos contra Rusia, adolecía de arbitrariedad y de falta de neutralidad al 
someter a un nuevo proceso de calificación a confesiones religiosas que llevaban 
años activas en Hungría y respecto de las cuales no existía sospecha alguna de 
ilegalidad o antijuridicidad;669 y, (iii) por último, apelando a la doctrina 
desarrollada en Comunidad religiosa de los Testigos de Jehová, el haber establecido 
diferencias de trato discriminatorias —y por lo tanto, también arbitrarias y no 
neutrales— ente “asociaciones” e “iglesias”, no sólo en cuanto a la posibilidad de 
cooperar con el Estado, sino sobre todo en cuanto a la capacidad de estas para 
acceder a una serie de beneficios relacionados con la realización de actividades 
religiosas.670 Estas infracciones, por sí solas y en conjunto, impidieron que la Corte 
pudiese justificar el daño que la actuación arbitraria y no neutral del Estado había 
infligido a las recurrentes en los derechos contemplados en los artículos 9 y 11 del 
Convenio, en particular, en su capacidad para manifestar su religión y sus 
creencias.671 
El voto discrepante suscrito al fallo por los dos magistrados antes señalados, 
cuestionó la decisión de los jueces de la mayoría, al no poder apreciar en la 
actuación de las autoridades nacionales una lesión de los preceptos citados. Ni la 
Ley de 2011, ni sus posteriores modificaciones, habían afectado a la personalidad 
jurídica de las entidades religiosas afectadas. De hecho, la intervención del 
Tribunal Constitucional había impedido que finalmente fuesen eliminadas del 
registro de entidades religiosas, de manera que el único efecto del cambio 
normativo fue su reclasificación a efectos de diferenciar entre grupos religiosos 
susceptibles o no de percibir beneficios económicos o de suscribir acuerdos de 
cooperación con el Estado. Además, al contrario de lo que había ocurrido en Rusia 
tras la modificación de la ley de 1997, en Hungría las confesiones religiosas 
                                                 
668 Ibid., § 97 
669 Ibid., §§ 102-105. 
670 Ibid., §§ 106 ss. 
671 Ibid., § 114. 
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recalificadas no habían estado en ningún momento amenazadas de disolución, a 
excepción de aquellas que, voluntariamente, habían optado por cesar en el 
ejercicio de sus actividades.  
Dos son los elementos en torno a los que el voto particular desarrolla su 
argumentación.  
El primero de ellos recupera el tradicional criterio de la Corte de atender al 
impacto real que una medida estatal produce en la capacidad de las confesiones 
religiosas de exteriorizar la práctica religiosa. En esta línea, el voto discrepante se 
hace eco de la propia conclusión a la que llegaron los magistrados de la mayoría 
de que no existía constancia de que las iglesias recurrentes se hubiesen visto 
afectadas en su capacidad de actuar en el tráfico jurídico. Es más, su configuración 
jurídica como “asociaciones” garantizaba precisamente su independencia y 
autonomía frente al Estado. Siguiendo la jurisprudencia del Tribunal en relación 
con la dimensión asociativa de la libertad religiosa que resulta de la acción 
combinada de los artículos 9 y 11 del Convenio, a juicio de los magistrados 
disidentes este “debería haber sido el fin del asunto.”672 La percepción subjetiva 
de un grupo religioso cuyos miembros pueden llegar a “sentirse ciudadanos de 
segunda categoría, resulta inmaterial para el propósito de los artículos 9 y 11 si no 
se les impide manifestar sus creencias, en forma y substancia, bajo la forma de 
asociaciones legalmente reconocidas.”673 
En su segunda, y a mi juicio más interesante observación, el voto particular 
introduce una razonada y dura crítica a las consecuencias prácticas que la 
aplicación expansiva y no circunstanciada de la doctrina desarrollada en 
Comunidad religiosa de los Testigos de Jehová en relación con el artículo 14 del 
Convenio, puede tener en cuanto a la capacidad de las confesiones religiosas de 
acceder de forma indiferenciada a privilegios y beneficios públicos, poniendo en 
riesgo el margen soberano de los Estados para establecer los sistemas de gestión 
del fenómeno religioso colectivo que estimen más adecuados.  
                                                 




Afirman los magistrados disidentes que la sentencia contra Hungría 
introduce por primera vez en la jurisprudencia de la Corte la novedad de 
considerar de manera genérica que la decisión de un Estado de retirar una serie 
de beneficios materiales a determinadas confesiones religiosas debidamente 
inscritas y dotadas de personalidad jurídica, constituye en sí misma una infracción 
en el derecho colectivo a manifestar las propias creencias amparado bajo los 
artículos 9 y 11 del Convenio. Como claramente estableció la anterior 
jurisprudencia de la Corte, una circunstancia de estas características sólo resulta 
contraria al Convenio si el recurrente es capaz de demostrar que la diferencia de 
trato económico que un Estado dispensa a distintas entidades religiosas, obedece 
a criterios arbitrarios y no está basada en razones objetivas y razonables, para lo 
cual es preciso que el Tribunal someta a un estricto escrutinio cada caso 
particular. El voto particular fue especialmente crítico por tanto con las 
consecuencias que una aplicación no circunstanciada del principio de neutralidad 
en relación con los artículos 9 y 11 CEDH, puede llegar a tener en el alcance de los 
derechos y libertades del Convenio que, por su propia naturaleza, no son 
ilimitados: “como reglas de derecho, su alcance debe ser definido dentro del texto 
del artículo respectivo, según su interpretación razonable a la luz de su objetivo y 
su propósito. La descontrolada expansión del alcance sustantivo de la Convención 
corre el riesgo de degradar la legitimidad de este sistema de supervisión europea 
de derechos humanos.”674  
La reflexión de los magistrados islandés e italiano no es, a mi juicio, baladí, e 
introduce elementos de reflexión que merecen una cierta atención que debe partir 
de dos observaciones previas. En primer lugar, no puedo menos que valorar 
positivamente el hecho de que la relativamente novedosa invocación del principio 
de neutralidad en su dimensión de prohibición de arbitrariedad estatal en la 
gestión del delicado ámbito de las relaciones entre los poderes públicos y las 
confesiones religiosas, haya servido de instrumento para la incorporación a la 
jurisprudencia de la Corte de elementos de corrección de prácticas abusivas y 
discriminatorias que, en relación con grupos religiosos minoritarios, no han sido 
ajenas a los procedimientos de calificación y reconocimiento de personalidad 
                                                 
674 Ibid., voto discrepante § 15. 
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jurídica previstos en los ordenamientos de algunos de los Estados miembros del 
Consejo de Europa.  
De igual manera, también celebro que esta incorporación no meramente 
formal, sino también de fondo, del mandato de neutralidad e imparcialidad a la 
reflexión jurídica de la Corte, haya actuado como un catalizador que, 
indirectamente, parece haber mitigado algunas de las carencias de la anterior 
doctrina de Estrasburgo en cuanto la deferencia tal vez excesiva al margen de 
apreciación de los Estados en la gestión del elemento religioso colectivo.  
Sin embargo, coincido en parte con los magistrados disidentes en que, en la 
actualidad, la jurisdicción Europea corre el riesgo potencial de caer en el exceso 
contrario y de llegar anular —o al de menos, mermar considerablemente— la 
capacidad soberana de los Estados para configurar —y justificar la compatibilidad 
con el Convenio— de sus propios sistemas de relaciones con las confesiones 
religiosas, a través de una interpretación expansiva del alcance del artículo 9 del 
Convenio.675 Desde sus primeros pronunciamientos en materia de libertad 
religiosa, tanto la Comisión como el Tribunal Europeo de Derechos Humanos han 
insistido en que el foco de interés del artículo 9 CEDH no se centra en configurar e 
imponer un modelo único común de relaciones iglesia-Estado, sino en promover, 
sin necesidad de violentar las propias estructuras constitucionales y normativas 
de los países miembros del Consejo de Europa, los mecanismos e instrumentos de 
control necesarios para que estos potencien el derecho de libertad religiosa y 
contribuyan a prevenir y perseguir formas de discriminación basadas en la fe o en 
las creencias.676 
Las dudas expresadas por los magistrados disidentes en la sentencia Magyar 
Keresztény Mennonita Egyház, se hacen en cierta medida presentes en el también 
voto particular redactado al fallo de la todavía más reciente sentencia de la Gran 
Sala contra Turquía İzzettin Doğan estudiada en el apartado 2.3 de este mismo 
Capítulo. En esta ocasión, los magistrados Villiger, Keller y Kjølbro, cuestionaron 
                                                 
675 Vid. al respecto Alujer Fernández y Caballero García c. España (dec. adm. ap. nº 53072/99), 
de 14 de junio de 2001. 
676 Vid. supra Capítulo 3. 
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la decisión de los jueces de la mayoría de resolver la controversia de la comunidad 
alevita con el gobierno turco bajo la perspectiva de las obligaciones negativas del 
Estado. A su juicio, si la sentencia se hubiese realmente ceñido a resolver el 
recurso planteado por los recurrentes —que se refería a la negativa de las 
autoridades turcas de atender cuatro peticiones muy concretas relacionadas con 
la capacidad de esta confesión para llevar a la práctica los derechos contemplados 
en el artículo 9 del Convenio, y no como interpretó la Gran Sala, a la inexistencia 
en el ordenamiento nacional de un procedimiento que permitiese reconocer al 
Alevismo como religión autónoma — la decisión final hubiese tenido que ser 
necesariamente contraria a apreciar una vulneración del artículo 9 CEDH. 
Al igual que en el caso contra Hungría, en la sentencia İzzettin Doğan había 
quedado suficientemente probado que las autoridades turcas reconocían al 
Alevismo de facto como un movimiento religioso cuyos miembros podían 
activamente cumplir con sus prácticas religiosas, sin que hubiese constancia de 
que se hubiese interferido negativamente con su derecho a expresar y exteriorizar 
su fe: los alevitas podían constituir asociaciones bajo la forma de fundaciones para 
actuar en el tráfico jurídico; podían tener inmuebles en propiedad; podían elegir a 
sus propios líderes religiosos; podían difundir sus creencias; y podían reunirse 
libremente para practicar su fe.677 Lo que realmente estaban solicitando los 
recurrentes era, al igual que en Magyar Keresztény Mennonita Egyház, no tanto 
poder actuar en el tráfico ordinario del Estado, sino acceder a una serie de 
privilegios y ventajas que, tanto Turquía como Hungría, habían optado por 
reservar para otras confesiones religiosas.  
A partir de ese momento, era tarea de los respectivos Estados demandados 
el justificar la objetividad no discriminatoria y acorde con el Convenio de las 
diferencias de trato previstas por sus respectivas legislaciones. Pero dicho control 
de proporcionalidad no se puede sustituir por el reconocimiento de un genérico 
derecho a los grupos religiosos, bajo los artículos 9 y 11 CEDH, de poder reclamar 
un trato específico de las autoridades nacionales. Como señalaron los magistrados 
disidentes en la sentencia contra Hungría, “si los grupos religiosos reclaman el 
                                                 
677 İzzettin Doğan voto particular §§ 10 y 11. 
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derecho a ser tratados de la misma manera que otros grupos religiosos, la 
reclamación debe ser analizada bajo el artículo 14 en conjunción con el artículo 9 
del Convenio.”  
Por ello, los magistrados firmantes de los respectivos votos particulares 
comentados coinciden en su apreciación de que el artículo 9 CEDH por sí mismo 
no puede interpretarse, sin una ulterior reflexión casuística a la luz del artículo 14 
CEDH, en el sentido imponer a los Estados miembros una obligación de reconocer 
a determinados grupos religiosos una serie concreta de ventajas —ya sea el poder 
acceder a beneficios económicos, ya sea el que se someta a sus lugares de culto a 
un régimen particular— de las que se benefician otras entidades. Una 
interpretación en este sentido parece exceder el objeto y propósito del artículo 9 
del Convenio. 
3.2 Neutralidad del Estado y beneficios estatales 
Las repercusiones que la doctrina desarrollada en el caso contra Austria 
Comunidad religiosa de los Testigos de Jehová y, sobre todo, su posterior 
ampliación en Magyar Keresztény Mennonita Egyház al desvincularla del artículo 
14 CEDH, podrían llegar a tener en la tradicional doctrina de los órganos 
jurisdiccionales del Consejo de Europa en relación con la posibilidad de las 
confesiones religiosas de reclamar a los Estados el reconocimiento de 
determinados beneficios o privilegios —sobre todo, pero no exclusivamente—, 
fiscales, es a día de hoy una incógnita. Esta duda pone sin embargo en primer 
plano de interés la crítica a dicha nueva orientación doctrinal apuntada por los 
magistrados disidentes tanto de la sentencia contra Austria, como en İzzettin 
Doğan, señaladas en el epígrafe anterior.  
En una doctrina desarrollada inicialmente por la antigua Comisión, la Corte 
de Estrasburgo ha venido afirmando hasta la fecha que el ejercicio de la libertad 
religiosa reconocido en el artículo 9 del Convenio, no incluye un derecho de las 
confesiones a beneficiarse de privilegios fiscales o de exenciones totales de 
impuestos, ni implica que iglesias o fieles deban gozar necesariamente de un 
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régimen o estatuto fiscal diferente del resto de contribuyentes.678 Esta doctrina se 
ha extendido también a la posibilidad de que las confesiones religiosas reclamen 
al Estado la consecución de acuerdos de cooperación.679 
Acudiendo una vez más a la realidad de la existencia de una gran diversidad 
de modelos de relaciones entre el Estado y los grupos religiosos en el sistema del 
Consejo de Europa, la jurisdicción de Estrasburgo ha sido constante en afirmar la 
soberanía nacional y la capacidad de los Estados de determinar en exclusiva el 
régimen fiscal y de cooperación con las confesiones religiosas. En la 
jurisprudencia de la Corte ha prevalecido hasta ahora la noción, como ya he 
apuntado al hablar de la sentencia Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos 
Días, de que sistema impositivo y libre ejercicio de la religión son cuestiones 
separadas.680  
El límite establecido hasta la fecha por la doctrina de la Corte, es el ya 
mencionado de la posible implicación en el modelo fiscal o sistema de beneficios, 
del artículo 14 del Convenio: una vez que un Estado, en el cumplimiento de 
obligaciones positivas en relación con los artículos 9 y 11 del Convenio, decide 
                                                 
678 Cfr. F. MESSNER, Public Funding of Religions in Europe, Routledge, Nueva York 2016, p. 14. C c. 
el Reino Unido (dec. adm. 10358/83), de 15 de diciembre de 1983; y Hubaux c. Bélgica (dec. adm. 
11088/84), de 9 de mayo de 1988. En relación con España, Iglesia Bautista “El Salvador” y José 
Aquilino Ortega Moratilla c. España (dec. adm. ap. nº 17522/90), de 11 de enero de 1992. Vid. J. R. 
POLO SABAU, El estatuto de las confesiones religiosas en el Derecho de la Unión Europea. Entre el 
universalismo y la peculiaridad nacional, Dykinson, Madrid 2014, p. 58; y J. MARTÍNEZ-TORRÓN, “La 
protección de…” cit. nota 40, p. 88. Del mismo autor, “Diez años después. Sugerencias sobre una 
posible revisión de los Acuerdos de 1992 con las Federaciones Evangélica, Israelita e Isl|mica”, en 
Los acuerdos con las confesiones minoritarias: diez años de vigencia (J. Mantecón, ed.), Ministerio de 
Justicia, Madrid 2003, p. 138. En este mismo sentido, Sivananda de Yoga Vedanta c. Francia (dec. 
adm. 30260/96), de 16 de abril de 1998. 
Interesante, Ásatrúarfélagið c. Islandia (dec. adm. ap. nº 22897), de 18 de septiembre de 2012 
par. 30. La comunidad religiosa recurrente, registrada desde 1973, estaba dedicada entre otras 
finalidades a honrar a los antiguos dioses nórdicos. Alegando una violación de los artículos 9 y 14 
CEDH, la demandante solicitaba ser equiparada a la Iglesia nacional de Islandia —la Iglesia 
Evangélico-Luterana de Islandia — en cuanto a la percepción de fondos adicionales de financiación 
procedentes de los presupuestos del Estado. Igualmente, invocaba el artículo 1 del Primer 
Protocolo para contestar el hecho de que parte del impuesto sobre la renta recaudado de sus fieles 
fuese destinado a sufragar a la Iglesia Evangélico-Luterana de Islandia cuando no eran miembros 
de la misma (par. 16 y 17). El TEDH acogería el criterio de los tribunales internos de justificar el 
carácter no discriminatoria del trato de favor que la Iglesia nacional disfrutaba en la asignación de 
recursos económicos en el hecho de que esta tenía encomendada, a diferencia de la comunidad 
recurrente, una serie de obligaciones y tareas frente a la sociedad. 
679 Vid. Alujer Fernández y Caballero García p. 6. 
680 Cfr. F. MESSNER, Public Funding… cit. nota 678, pp. 14 y 15. 
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motu proprio permitir a las confesiones religiosas la posibilidad de acceder a 
ciertos beneficios o subvenciones, no puede establecer un régimen que resulte 
discriminatorio y contrario al mandato de neutralidad y a la prohibición de 
arbitrariedad en la gestión del fenómeno religioso.681 También, como es habitual 
en su jurisprudencia, la Corte ha tomado como elemento de referencia para 
apreciar o no una interferencia con los artículos 9 y 14 del Convenio, el hecho de 
que la actividad estatal en materia fiscal o impositiva limite o dificulte de facto el 
ejercicio de la libertad religiosa individual o colectiva.682 Y es que el Tribunal 
también ha tenido ocasión de destacar cómo, en ciertas ocasiones, determinados 
privilegios fiscales facilitan de manera decisiva la consecución de los fines 
religiosos de las confesiones.683  
En efecto, la principal evolución de la doctrina de la Corte en esta materia 
hasta la fecha, se ha producido de forma tímida en aquellos casos en los que su 
jurisprudencia ha interpretado que los efectos de la aplicación de un determinado 
régimen fiscal o de beneficios, privan a un individuo o a su comunidad de la 
posibilidad real de realizar determinados actos de culto. Así podemos apreciarlo 
en el diferente resultado de varios recursos interpuestos ante la Corte contra 
España y Francia. 
En el año 1992, la Comisión inadmitió la demanda del caso Iglesia Bautista 
“El Salvador” y José Aquilino Ortega Moratilla c. España al no poder atribuir 
ninguna consecuencia negativa en el ejercicio de la libertad religiosa individual o 
colectiva, al hecho de que la comunidad religiosa evangélica recurrente no pudiese 
beneficiase de la exención del pago del Impuesto de Bienes Inmuebles que la 
legislación española reconocía a la Iglesia Católica.684 En el año 2001, el Tribunal 
                                                 
681 Comunidad religiosa de los Testigos de Jehová § 92. En Magyar §§ 107 y111, se apunta a que 
tampoco puede ser discriminatoria y debe mantenerse dentro de los márgenes del principio de 
neutralidad, la decisión de un Estado de reducir o eliminar ciertos beneficios a las confesiones 
religiosas. 
682 Iglesia Bautista “El Salvador” y José Aquilino Ortega Moratilla p. 261. El origen de esta 
doctrina puede reconducirse al antiguo Caso relativo a ciertos aspectos del régimen lingüístico de la 
enseñanza en Bélgica c. Bélgica (vid. supra nota 80) § 38, y ha sido reiterada posteriormente en 
Sivananda de Yoga Vedanta § 3. 
683 Asociación Testigos de Jehová (vid. supra nota 534) §§ 49, 52 y 53; Magyar § 107. 
684 Iglesia Bautista “El Salvador” y José Aquilino Ortega Moratilla p. 261. 
472 
 
tampoco admitió, en Alujer Fernández y Caballero García c. España, un segundo 
recurso interpuesto por la misma confesión. En este caso, la comunidad reclamaba 
poder financiarse, al igual que hacía la Iglesia Católica, a través del sistema de 
asignación tributaria.685 Nuevamente la Corte no apreció discriminación alguna en 
el trato que recibía la recurrente, y afirmó que “el artículo 14 del Convenio no 
prohíbe toda distinción de trato en el ejercicio de los derechos y libertades 
reconocidos, la igualdad de trato no se ve vulnerada sino cuando la distinción 
carece de una justificación objetiva y razonable, es decir en ausencia de una 
relación razonable de proporcionalidad entre los medios empleados y el fin 
perseguido […]. La conclusión de acuerdos entre un Estado y una Iglesia que 
prevea un estatuto fiscal específico a su favor no se opone, en principio, a las 
exigencias que derivan de los artículos 9 y 14 de la Convención ya que la 
diferencia de trato se apoya en una justificación objetiva y razonable y que sea 
posible concluir acuerdos similares con aquellas iglesias que así lo deseen”. 
Diferente fue sin embargo la apreciación del Tribunal en la sentencia 
Asociación Testigos de Jehová c. Francia.686 La demanda ante la jurisdicción 
europea se enmarca una vez más en las consecuencias de la publicación en 
Francia, en 1995 y 1998, de los informes parlamentarios relativos a las sectas ya 
mencionados en este mismo Capítulo. Como también se ha señalado, en dichos 
informes, los Testigos de Jehová habían sido identificados como movimiento 
sectario.687  
La recurrente, una de las diversas comunidades de esta confesión en Francia, 
estaba sometida al régimen de la Ley de asociaciones del año 1901. Como 
consecuencia de la publicación del informe de 1995, y en el marco de una política 
                                                 
685 Alujer Fernández y Caballero García, p. 6. Posteriormente, en un caso muy similar, 
Spampinato c. Italia (ap. nº 23123/04), de 29 de marzo de 2007, en que el demandante recurría la 
legislación italiana sobre la asignación tributaria en el impuesto sobre la renta de las personas 
físicas a favor de las confesiones religiosas con acuerdo de cooperación con el Estado. Vid. A. 
TORRES GUTIÉRREZ, “La financiación de las religiones en el Espacio Europeo: Raíces públicas de la 
financiación de las confesiones religiosas en una Europa Laica”, conferencia presentada en la VII 
jornada laicista anual de la Asociación Europa Laica, en Madrid, 5 de febrero de 2001, p. 3. Texto 
disponible en https://laicismo.org/data/docs/archivo_234.pdf.  
686 Asociación Testigos de Jehová (vid. supra nota 534). 
687 Vid. en este mismo capítulo, apartado 2.2.b). 
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general de marginalización de los movimientos en él mencionados, fue objeto de 
una inspección fiscal centrada sobre todo en los donativos y ofrendas recibidos de 
sus fieles, los cuales constituían su principal fuente de financiación. De acuerdo 
con la normativa fiscal gala, las donaciones están exentas de tributación para las 
asociaciones cultuales, pero las autoridades no consideraron a la recurrente como 
tal y la sometieron al régimen fiscal común.688 Finalizada la inspección, se exigió a 
la comunidad una regularización fiscal de un importe tan elevado que para 
satisfacerla, su principal lugar de culto —el Bethel— habría tenido que ser 
embargado y vendido. Privada de sus principales recursos económicos, y 
desprovista de un lugar de culto, la actuación fiscal sobre la recurrente a la postre 
hubiese significado la desaparición misma de la comunidad.  
La Asociación Testigos de Jehová alegó que la exorbitante carga fiscal sobre 
los donativos que había recibido de sus fieles, atentaba contra su derecho al libre 
ejercicio de la religión de acuerdo con el artículo 9 del Convenio. El Estado francés 
había interferido en su libertad religiosa a través de una imposición punitiva 
motivada por la voluntad de reprimir las actividades religiosas de las minorías 
confesionales que figuraban en la “lista negra” de las sectas. El gobierno francés, 
por su parte, alegó que los donativos sujetos a imposición no formaban parte del 
culto en la misma medida que la oración, y que por lo tanto no constituían en sí 
mismos un elemento que pudiese ser considerado religioso. A demás, en la 
hipótesis de que la regularización fiscal ordenada implicase la liquidación de la 
comunidad, nada le impedía volver a constituirse.689  
La Corte falló a favor de la recurrente, al apreciar en la actuación de las 
autoridades francesas una violación del artículo 9 del Convenio no prevista por la 
ley.690 La Sala quinta tomó en consideración el hecho de que la regularización 
fiscal a la que había sido sometida la actora había afectado a la totalidad de los 
                                                 
688 Asociación Testigos de Jehová § 52. 
689 Ibid., §§ 44-47. 
690 Ibid., § 72. En este mismo sentido se pronunciaron las tres decisiones de la Sala quinta de 31 
de enero de 2013, Asociación Cultual del Templo Pirámide c. Francia (ap. nº 50741/07); Asociación 
de los Caballeros del Loto de Oro c. Francia (ap. nº 50615/07); e Iglesia Evangélica Misionera y 
Salaûn c. Francia (ap. nº 25502/07). Vid. V. A. LYKES y J. T. RICHARDSON, “The European Court of 
Human Rights, Minority Religions, and New Versus Original Member States”, en Legal Cases, New 
Religious Movements, and Minority Faiths, Routledge, Nueva York 2016, pp. 179 y 180. 
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donativos recibidos que constituían su principal fuente de financiación. Una vez 
que sus recursos económicos habían sido efectivamente cortados, la asociación 
carecía de medios para garantizar correctamente a sus fieles el libre ejercicio de 
su libertad de culto. La misma Sala quinta llegaría a la solución contraria en el caso 
Sukyo Mahikari France c. Francia, no pudiendo apreciar en el gravamen de las 
ofrendas de la comunidad recurrente —también identificada como movimiento 
sectario en el Informe de 1995— una injerencia en el artículo 9 del Convenio 
precisamente porque, a diferencia del caso que afectaba a los Testigos de Jehová, 
no tenía por efecto “cortar sus recursos vitales ni obstaculizar su actividad 
religiosa.”691 
Traigo a colación una vez más la crítica apuntada por los magistrados 
disidentes de las comentadas sentencias contra Hungría y Turquía, en relación con 
las decisiones tanto de la Comisión como del Tribunal en los dos casos contra 
España. Si se llegase a consolidar en la jurisprudencia de la Corte la concepción de 
que el artículo 9 CEDH puede interpretarse de forma autónoma y sin una ulterior 
reflexión a la luz del artículo 14 CEDH, en el sentido de permitir a las confesiones 
religiosas exigir a los Estados la obligación de reconocerles ventajas concretas —
en este caso, el poder acceder a determinados beneficios fiscales o el que se les 
reconozca un derecho a poder llegar a acuerdos de cooperación con el Estado— 
de las que se benefician otras entidades religiosas, podría suponer un drástico 
cambio en la doctrina mantenida hasta ahora por el Tribunal que afectaría 
directamente al derecho de los países miembros del Consejo a establecer modelos 
propios de gestión del hecho religioso. Como he señalado con anterioridad, 
considero que una interpretación en este sentido podría llegar a exceder el objeto 
y propósito del artículo 9 del Convenio. 
3.3 Neutralidad del Estado y lugares de culto 
El derecho a establecer, mantener, e incluso tener en propiedad lugares y 
locales de culto, es uno de los componentes esenciales del derecho de libertad 
religiosa y de creencias en su faceta colectiva. La posible arbitrariedad de las 
autoridades públicas en relación con la tendencia observada en determinadas 
                                                 
691 Sukyo Mahikari France c. Francia (ap. nº 41729/09), de 8 de enero de 2013 § 20. 
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jurisdicciones nacionales de usar los procedimientos administrativos para 
autorizar a las confesiones religiosas el poder operar sus lugares de oración y de 
reunión, como herramienta para dificultar el normal desenvolvimiento en el 
Estado de ciertos grupos religiosos marginales o minoritarios, ha sido objeto de 
preocupación y de atención por la jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos desde el principio de su actividad en relación con el artículo 9 
del Convenio.  
Todavía sin referencia expresa a la obligación de neutralidad, la prohibición 
de arbitrariedad en la gestión del fenómeno religioso está presente en la ya 
mencionada sentencia del año 1996 Manoussakis, relativa a los problemas de una 
comunidad cretense de Testigos de Jehová para poder disponer de un local para el 
ejercicio del culto.692 Como he apuntado en el Capítulo 4 de este trabajo, el caso 
Manoussakis sirvió a la Corte de Estrasburgo para someter al control jurisdiccional 
europeo la política general griega de obstrucción a la presencia y actividad en el 
país de grupos religiosos ajenos a la tradición cristiana greco-ortodoxa.693 
En el año 1983, los actores habían alquilado un local en Heraclión con el fin 
de destinarlo a lugar de culto, para lo cual habían solicitado la pertinente licencia 
administrativa que les fue denegada por las autoridades locales. Tras la denuncia 
de la parroquia ortodoxa local de que en el inmueble arrendado se continuaban 
llevando a cabo actos de culto sin contar con permiso oficial para ello, se incoó 
contra los recurrentes un procedimiento penal que concluyó con una sanción 
pecuniaria y una condena de prisión conmutable por el pago de una multa.694 Los 
demandantes denunciaron ante la Corte de Estrasburgo que el hecho de ser 
                                                 
692 Manoussakis § 38. En sus alegaciones, los recurrentes insistieron en la dificultad que los 
grupos religiosos minoritarios ajenos a la tradición cristiano-ortodoxa oriental, en particular los 
Testigos de Jehová, tenían para sobrevivir en Grecia, y cómo sus actividades se desarrollaban en un 
constante clima de interferencia y opresión por parte del Estado y de la Iglesia dominante, hasta el 
punto de que el artículo 9 CEDH era en la realidad papel mojado (Manoussakis § 41). En Grecia, los 
obstáculos de las autoridades competentes para autorizar el uso de locales ya existentes o la 
construcción de nuevos inmuebles para el culto religioso de confesiones ajenas a la Iglesia 
ortodoxa griega, no han afectado exclusivamente a los Testigos de Jehová (vid. supra nota 135). Vid. 
I. MARTÍN SÁNCHEZ, “Margen de…” cit. nota 492, pp. 30 y 31. 
693 Vid. supra Capítulo 4 apartado 1. 
694 Manoussakis §§ 6-12. Vid. O. CELADOR ANGÓN, “El principio…” cit. nota 555, pp. 5 y 6. 
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sancionados en vía penal por hacer uso de un lugar de culto sin previa 
autorización administrativa, vulneraba el artículo 9 del Convenio.695 
Dos fueron las ideas centrales de la Corte en la argumentación que culminó 
en el fallo condenatorio al Estado griego: la necesidad de proteger el pluralismo 
religioso e ideológico de las sociedades democráticas; y la prohibición que pesa 
sobre los miembros del Consejo de Europa de discriminar a las confesiones 
religiosas minoritarias presentes en sus territorios, particularmente cuando dicha 
discriminación tiene por objeto beneficiar o dar preferencia a la iglesia 
socialmente mayoritaria. Al igual que en la posterior Iglesia Metropolitana de 
Bessarabia, la sentencia también apuntó el carácter problemático de la 
intervención de ciertas autoridades religiosas en los procedimientos 
administrativos que afectan al reconocimiento o al otorgamiento de licencias a 
otros grupos confesionales.696 
El Tribunal recordó en primer término que, aunque los Estados firmantes 
del Convenio gozan de un cierto margen de apreciación para establecer 
limitaciones al artículo 9 CEDH, nunca pueden perder de vista la necesidad de 
garantizar el verdadero pluralismo religioso inherente al concepto de sociedad 
democrática.697 Por ello, aunque los poderes públicos están autorizados para 
verificar si un determinado movimiento o asociación lleva a cabo, con el pretexto 
de la consecución de fines religiosos, actividades dañinas para la población, el 
derecho de libertad religiosa garantizado en el Convenio excluye cualquier 
discrecionalidad por parte de los poderes públicos de determinar la legitimidad de 
las creencias o el modo en que estas se expresan.698 Uniendo esta primera 
apreciación de la Corte con la prohibición que el Convenio impone a los Estados de 
discriminar a grupos religiosos minoritarios en detrimento de las confesiones 
preponderantes, la sentencia criticó la arbitrariedad de una legislación nacional 
                                                 
695 Manoussakis § 35. 
696 Ibi., § 38. La intervención en dichas autorizaciones de las autoridades eclesiásticas ortodoxas 
es especialmente criticada tanto primero por la Comisión como posteriormente por el Tribunal (§ 
43). También en Vergos § 34 y sensu contrario en Pentidis c. Grecia. 
697 Manoussakis § 44. Posteriormente recogida en Iglesia Metropolitana de Bessarabia § 119. 
698 Manoussakis §§ 40 y 47. 
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que, en numerosas ocasiones, había sido usada por las autoridades griegas para 
imponer condiciones rígidas —incluso prohibiciones— a la práctica religiosa por 
parte de confesiones ajenas a la tradición cristiano-ortodoxa, en particular, a los 
Testigos de Jehová.699 El análisis de la actuación tanto de los órganos 
administrativos como judiciales helenos, reforzaba, además, la idea de que la 
legislación nacional había sido aprovechada por el Estado y por la Iglesia Ortodoxa 
para limitar las actividades y la presencia de grupos confesionales ajenos a la 
segunda.700 
Como ha señalado Motilla, “el TEDH no excluye que pueda hacerse depender 
la apertura de los lugares de culto de un permiso administrativo, siempre que no 
implique un control de la legitimidad de las creencias religiosas; de acuerdo con 
esto, en la Sentencia Manoussakis se consideran aceptables las condiciones 
objetivas del Derecho griego de un número mínimo de firmas peticionarias de 
personas que vivan en la zona, la verificación policial de éstas y que no exista otro 
templo de la misma confesión cerca. La acreditación formal de tales requisitos 
daría derecho a los peticionarios a obtener la licencia administrativa, a través de 
un procedimiento reglado que ha de acabar en resolución motivada del Ministerio 
de educación y asuntos religiosos.”701 Como señaló el juez Martens en su voto 
particular a esta sentencia, el problema es que, en numerosas ocasiones, 
argumentos de orden público enmascaran realmente prejuicios e intolerancia, 
especialmente en aquellos Estados miembros en los que existen religiones 
oficiales o con un fuerte arraigo social e institucional.702 
En el año 2016, el Tribunal de Estrasburgo se enfrentó nuevamente a un 
caso de arbitrariedad en la regulación estatal de los requisitos necesarios para 
operar de lugares de culto, en la sentencia Asociación para la solidaridad con los 
                                                 
699 La desigualdad en el tratamiento por Grecia de las confesiones religiosas minoritarias, ya 
está recogido en la misma Kokkinakis § 29. 
700 Manoussakis § 48. 
701 Cfr. A. MOTILLA DE LA CALLE, “La protección…” cit. nota 134, p. 53. 
702 Manoussakis voto particular concurrente del juez Martens § 6. Recuerda el magistrado que 
argumentos de orden público nunca pueden llevar a las autoridades estatales a valorar los dogmas 




Testigos de Jehová c. Turquía.703 En esta ocasión, las dificultades para el normal 
desenvolvimiento en el tráfico jurídico de la confesión recurrente, procedían de 
una normativa nacional que exigía para la apertura de lugares destinados a la 
práctica del culto religioso una serie de requisitos muy estrictos y que los actores 
calificaban como “obst|culos burocr|ticos insalvables” que tenían por verdadero 
objeto evitar que los Testigos de Jehová pudiesen efectivamente disponer de 
locales en los que llevar a cabo sus reuniones.704  
La Sala segunda del Tribunal apreció en la actitud de las autoridades turcas 
una injerencia en el artículo 9 CEDH. Si bien el Convenio no reconoce a una 
comunidad religiosa el derecho a poder obtener del Estado un lugar de culto, la 
sentencia si halló injustificada la negativa de las autoridades nacionales a adaptar 
la legislación interna a la situación específica de una comunidad religiosa con las 
características peculiares de la recurrente.705 Al igual que en el caso Manoussakis, 
el Tribunal de Estrasburgo verificó también que las autoridades administrativas 
turcas tendían a usar los criterios establecidos por la legislación nacional para 
imponer condiciones rígidas —cuando no prohibitivas— al ejercicio de ciertos 
cultos minoritarios, entre ellos, a los testigos de Jehová.706  
3.4. Neutralidad del Estado y acciones violentas contra confesiones 
religiosas minoritarias 
La violencia contra grupos religiosos minoritarios percibidos con recelo 
tanto por autoridades públicas y población local, como por iglesias con una fuerte 
presencia histórica y social en determinados Estados miembros del Consejo de 
Europa, también ha sido abordada por la jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
                                                 
703 Asociación para la solidaridad con los Testigos de Jehová y otros c. Turquía (aps. nº 36915/10 
y 8606/13), de 24 de mayo de 2016. Comenta esta sentencia O. CELADOR ANGÓN, “El principio…” cit. 
nota 555, pp. 22 y 23.  
704 Asociación para la solidaridad con los Testigos de Jehová § 74. Como señala Celador, estos 
requisitos exigían un tamaño mínimo a los locales de 2.500 m2 y prohibían que los espacios 
destinados a vivienda en el plan de ordenación urbanística, pudiesen ser utilizados para otros 
fines, incluida la práctica del culto. Cfr. O. CELADOR ANGÓN, “El principio…” cit. nota 555, p. 22. 
705 Asociación para la solidaridad con los Testigos de Jehová §§ 97 y 105. 
706 Ibid., § 106. 
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Derechos Humanos bajo la óptica del principio de neutralidad y la prohibición de 
arbitrariedad en la gestión estatal de fenómenos religiosos colectivos.  
Dos son las situaciones a las que se ha enfrentado la Corte de Estrasburgo: 
acciones directas de los Estados demandados, materializadas en interrupciones 
violentas de actos y reuniones religiosas por autoridades locales y/o 
representantes de fuerzas y cuerpos de seguridad;707 y la inacción de los poderes 
públicos ante ciertas actitudes hostiles protagonizados impunemente por 
particulares en contra de algunos grupos religiosos.708 Se da la particular 
circunstancia de que los Estados demandados en estos casos, pertenecen a 
antiguos países del bloque comunista con una fuerte presencia e influencia social 
de las iglesias ortodoxas locales —Rusia, Georgia y Bulgaria—. Las comunidades 
afectadas por esta violencia han sido grupos minoritarios como los Testigos de 
Jehová, la Iglesia de la Unificación —también conocida como Iglesia Moon — o la 
Iglesia Romaní de Bulgaria. 
En los recursos sometidos a su jurisdicción, la Corte ha analizado 
nuevamente la relación que existe entre el principio de neutralidad y el derecho 
de las confesiones religiosas a reunirse y a existir pacíficamente sin injerencias de 
las autoridades públicas.709 Con puntuales excepciones,710 en estas sentencias el 
                                                 
707 Kuznetsov y otros c. Rusia (ap. nº 184/02), de 11 de enero de 2007; Krupko y otros c. Rusia 
(ap. nº 26587/07), de 26 de junio de 2014. En ambos casos las comunidades afectadas por las 
interrupciones violentas de sus reuniones religiosas eran los Testigos de Jehová. Vid. I. MARTÍN 
SÁNCHEZ, “Margen de…” cit. nota 492, pp. 30 y 31. 
708 Miembros de la Congregación de los Testigos de Jehová de Gldani y otros c. Georgia (ap. nº 
71156/01), de 3 de mayo de 2007. En esta ocasión, los ataques contra la comunidad religiosa 
recurrente habían sido protagonizados por una serie de individuos particulares, pertenecientes a 
un grupo extremista relacionado con la Iglesia Ortodoxa Autocéfala de Georgia, bajo las órdenes de 
uno de sus popes. Agotadas las vías judiciales internas, los actores acudieron ante el TEDH 
alegando que las autoridades nacionales habían permanecido pasivas ante las agresiones que 
había sufrido la Iglesia, hasta el punto de que no había nunca llegado a identificar o a condenar a 
los atacantes. Vid. I. MARTÍN SÁNCHEZ, “Margen de…” cit. nota 492, pp. 30 y 31. Dos casos más 
recientes Begheluri y otros c. Georgia (ap. nº 28490/02), de 7 de octubre de 2014; y Karaahmed c. 
Bulgaria (ap. nº 30587/13), de 24 de febrero de 2015. 
709
 Kuznetsov § 52. 
710 Así en los casos contra Bulgaria Borisov y Boychev y otros (ap. nº 77185/01), de 27 de enero 
de 2011. En Borisov los recurrentes pertenecían a una Iglesia Romaní de Bulgaria, mientras que en 
Boychev, la comunidad afectada por las acciones violentas de las autoridades búlgaras era la Iglesia 
de la Unificación o Iglesia Moon. Como en los casos anteriores, los recurrentes alegaron que la 
interrupción por la policía de reuniones religiosas, así como una serie de actuaciones posteriores 
en contra de sus Iglesias, habían vulnerado el artículo 9 CEDH. Vid. I. MARTÍN SÁNCHEZ, “Margen 
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Tribunal ha apreciado una violación del artículo 9 del Convenio, al entender que 
las acciones violentas contra las confesiones religiosas recurrentes no podían 
entenderse prescritas por ley, lo cual equivalía a una falta de buena fe y a una 
inobservancia del deber de neutralidad que, directamente, afectaba la capacidad 
de las confesiones religiosas no sólo de manifestar sus creencias, sino también de 
desenvolverse en la vida pública y social.711 
4. CONCLUSIONES 
Como he señalado al comienzo de este Capítulo, el derecho de autonomía de 
las confesiones religiosas no se agota en su ámbito interno, sino que también está 
involucrado en todas aquellas situaciones en las que iglesias y grupos religiosos 
pretenden desarrollar su actividad en la vida social y política que constituye el 
ámbito legítimo de competencia del Estado. Ya en su sentencia Iglesia 
Metropolitana de Bessarabia, el Tribunal identificó dos consecuencias inmediatas 
del principio de neutralidad en cuanto al derecho de las confesiones a 
desenvolverse en sus relaciones externas: la neutralidad entendida —una vez 
más— como no valoración de creencias; y la neutralidad entendida como ausencia 
de arbitrariedad estatal en la gestión del hecho social religioso. 
La configuración primaria del mandato de neutralidad como una prohibición 
de valorar desde criterios seculares la legitimidad de las creencias religiosas o de 
sus formas de expresión despliega, como hemos visto, sus efectos en dos planos 
diferenciados: el estatal y el del propio Tribunal. La relación entre ellos es 
aparentemente sencilla en su concepción teórica: la jurisprudencia de la Corte de 
Estrasburgo se ha preocupado por recalcar tanto el carácter subsidiario de los 
mecanismos del Convenio, como la importancia del margen de apreciación del que 
gozan los miembros del Consejo de Europa en materia religiosa. Esto no impide, 
sin embargo, que los Estados estén sometidos a una supervisión supranacional 
que permita comprobar la compatibilidad con la Convención no sólo de sus 
                                                                                                                                              
de…” cit. nota 492, pp. 30 y 31. Mientras que el caso Borisov fue archivado, en Boychev la Sala 
quinta de la Corte falló a favor de una vulneración de dicho precepto en relación únicamente con 
los particulares afectados por la actuación del Estado, sin apreciar afectación del elemento 
religioso colectivo.  
711 Kuznetsov § 74. 
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ordenamientos nacionales sino, sobre todo, de las decisiones concretas que lo 
desarrollan y aplican. Sin embargo, en la extrapolación a su actividad 
jurisdiccional real, la interpretación y aplicación que la Corte ha hecho de esta 
aparentemente sólida doctrina, no siempre ha arrojado resultados óptimos para la 
protección de la libertad religiosa de individuos y comunidades.  
En efecto, en una primera etapa de su jurisprudencia —y todavía hoy en 
relación con determinadas categorías de conflictos—, el principio de 
subsidiariedad del Tribunal ha parecido primar sobre el control por parte de 
Estrasburgo de la neutralidad de la actuación en materia religiosa de las distintas 
autoridades nacionales. La Corte Europea se ha mostrado reticente a cuestionar la 
actividad estatal en materia religiosa, apoyándose para ello en una concepción 
considerablemente amplia del margen de apreciación. Paralelamente, el Tribunal 
ha acudido a una interpretación muy reduccionista de aquellas actuaciones 
estatales que de facto lesionan la libertad religiosa de comunidades y creyentes, y 
que pueden considerarse por tanto interferencia a los efectos del artículo 9 del 
Convenio. 
Como en otras facetas relacionadas con la protección de la libertad religiosa 
y de creencias, en los últimos tiempos es posible apreciar en la doctrina del 
Tribunal de Estrasburgo una cierta evolución a la que, una vez más, ha contribuido 
el mandato de neutralidad.  
Su incorporación a las sentencias de la Corte ha tenido por efecto reducir 
gradualmente el grado de discrecionalidad reconocido a los Estados en virtud del 
margen de apreciación. Paralelamente, ha ido aumentado la protección de 
diversas formas de exteriorización de la práctica religiosa. Pasado por el tamiz de 
la obligación que impide a los Estados calificar y valorar no sólo la legitimidad, 
sino también la religiosidad de dogmas y prácticas, el margen de apreciación 
parece haber retornado, en las últimas sentencias del Tribunal, a su teórico 
estrecho rango, a la vez que el mandato estatal de neutralidad se ha consolidado 
en este concreto ámbito de la tutela de la libertad de creencias, como principio 
que limita la discrecionalidad de los distintos sistemas nacionales de 
reconocimiento de fenómenos religiosos; como instrumento para la realización 
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efectiva de los derechos contemplados en el artículo 9 del Convenio; y como 
garantía de la igualdad y del pluralismo religiosos en las sociedades democráticas.  
Por último, en relación con el mandato de neutralidad como prohibición de 
arbitrariedad estatal en la gestión del hecho religioso, cuatro son los principales 
escenarios que han sido tenidos en cuenta por la jurisprudencia de Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos. Estos cuatro escenarios está directamente 
relacionados con la capacidad de las organizaciones religiosas de desenvolverse 
en sus relaciones externas con toda la amplitud que permiten los derechos 
comprendidos en los artículos 9 y 11 del Convenio: los sistemas y procedimientos 
de inscripción y personificación jurídica civil de las confesiones existentes en 
diversos países miembros del Consejo de Europa; la posibilidad de las iglesias a 
acceder a determinados beneficios fiscales o ventajas reconocidas por el Estado; 
su derecho a poder disponer de locales para la celebración de reuniones religiosas 
y del culto; y por ultimo su derecho a poder ejercer sus actividades religiosas 
libres de violencia, ya sea procedente de los poderes públicos, ya de otros 
ciudadanos o incluso de otros grupos religiosos en ocasiones mayoritarios en un 
determinado Estado. La tónica general en estos casos es evitar que la 
arbitrariedad en la actuación estatal sirva como excusa a los Estados para 
discriminar injustificadamente a grupos religiosos minoritarios. 
La principal novedad en esta materia, que plantea importantes preguntas 
acerca de cómo se desenvolverá en el futuro la jurisprudencia de la Corte, ha 
venido de la mano de una novedosa doctrina desarrollada en las sentencias 
Comunidad religiosa de los Testigos de Jehová y Magyar Keresztény Mennonita 
Egyház (Iglesia Cristiana Menonita de Hungría). La sentencia contra Hungría ha 
introducido la noción, ya apuntada en la sentencia contra Austria, de que si un 
ordenamiento nacional establece un sistema diferenciado de reconocimiento de 
capacidad jurídica a las entidades religiosas del que depende su acceso a distintos 
grados de personificación o de privilegios, todas las confesiones e iglesias que lo 
deseen deben poder acceder a él en condiciones de igualdad. Sin embargo, la ha 
desvinculado del artículo 14 CEDH, es decir, de la posibilidad de que los Estados 
puedan justificar que las diferencias establecidas por su normativa obedecen a 
motivos objetivos y razonables que persiguen una finalidad legítima. A falta de un 
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futuro desarrollo por la Corte, esta novedosa jurisprudencia maximiza en sentido, 
a mi juicio, equivocado el artículo 9 del Convenio, a la vez que pone en cuestión la 
soberanía de los distintos Estados miembros del Consejo en cuanto a su capacidad 
para establecer sus propios sistemas de gestión del hecho social religioso.  
Sin perjuicio de las dudas que planean sobre cómo se dearrollará en el futuro 
esa novedosa orientación de la Corte, el balance para el mandato de neutralidad 
que resulta de la visión de conjunto de las sentencias y decisiones analizadas en 
este Capítulo, es francamente positivo. De igual manera que, como veíamos en el 
Capítulo anterior, ignorar o relativizar el principio de neutralidad debilita el 
derecho de autonomía de las confesiones religiosas, este mismo derecho se 
refuerza extraordinariamente cuando existe la Corte se toma realmente en serio 
este principio. Una vez más se pone de manifiesto la instrumentalidad de un 
principo clave para la protección tanto del derecho de libertad religiosa, como del 














1. El estudio del marco legal y administrativo francés en relación con el 
principio de neutralidad permite concluir que ni la estricta separación gala es tan 
estricta ni la laïcité es una noción con una definición única y cerrada. Una tal 
conclusión puede resultar inesperada para el observador foráneo condicionado 
por la noción preconcebida, y frecuente, de que Francia posee un modelo 
constitucional de separación estricta entre el Estado y los cultos religiosos, así 
como una teoría cohesiva y coherente en relación con el principio de laicidad. Pero 
el hecho es que Francia vive inmersa desde hace más de treinta años en un 
proceso continuo de reflexión acerca de la laicidad, proceso que se ha visto 
alentado recientemente por factores internos y externos que apuntan a un 
resurgir de la conflictividad entre el mundo occidental y una concepción 
radicalizada del Islam. 
 
2. La actual deriva de los principios de laicidad y neutralidad en Francia es 
tributaria de su propia historia. Desde sus primeros pasos en la Revolución de 
1789, han coexistido en realidad dos laicidades: una laicidad jurídica, que pugna 
por proteger la libertad de conciencia del ciudadano tanto en el ámbito privado 
como cuando accede al espacio público; y una laicidad política identificada con un 
ideal de convivencia, de vivre ensemble, que busca diluir las diferencias 
particulares de esos mismos ciudadanos para erigirse en ideal común de la 
República. 
Frente a esa tradicional dualidad histórica de la noción de laicidad, hasta 
muy recientemente una sola era la noción de neutralidad estatal. A partir de la Ley 
de Separación de 1905, el deber de neutralidad religioso-ideológica del Estado se 
configuró en Francia como un principio instrumental para garantizar la igualdad y 
la libertad de conciencia de los ciudadanos en su relación con la administración. 
En esta concepción, el sujeto de la laicidad es la República y el de la neutralidad los 
poderes públicos, y ninguna de las dos se debe imponer a una sociedad o a unos 
ciudadanos que no tienen de suyo una obligación de ser ellos mismos neutrales, 




3. La principal novedad acaecida en Francia en los últimos veinticinco años 
relacionada con la laicidad ha sido el alumbramiento de un segundo concepto de 
neutralidad —una nouvelle neutralité—nacida a partir de la noción política y 
social del vivre ensemble. Desde el inicio del affaire des foulards, a finales del siglo 
XX, hasta el reciente affaire Baby Loup, se aprecia una tendencia cada vez mayor a 
interpretar el principio de neutralidad no en su sentido jurídico original de 
obligación que pesa sobre el Estado en beneficio de la libertad de conciencia y la 
igualdad de los ciudadanos, sino en su vertiente política de obligación que pesa 
sobre los ciudadanos en beneficio de un modelo social de convivencia que pasa 
por “neutralizar” a la sociedad y a las personas individuales que la integran. En 
esta concepción, el deber del ciudadano es respetar la neutralidad de una polis en 
la que el espacio público compartido se transforma de manera preferente en un 
espacio sin visibilidad religiosa.  
El hecho de que la nouvelle neutralité se haya desarrollado no sólo al margen 
del concepto jurídico de laicidad, sino en ocasiones en contra de los fines 
perseguidos por esta, hacen de Francia una anomalía en el propósito de exégesis 
jurisprudencial que constituye una de las bases metodológicas de este trabajo. 
Interesa hacer notar, además, que la mutación conceptual del principio de 
neutralidad se ha producido en su mayor parte al margen de la actividad 
jurisdiccional y del criterio del Consejo de Estado. Con escasas y notorias 
excepciones —como son en el plano legislativo la Ley de 2004 que prohibió el uso 
de símbolos religiosos ostentosos en la escuela estatal, y la Ley de 2010 que 
prohíbe vestir el burka o niqab incluso en la vía pública, y en el plano judicial el 
affaire Baby Loup— la nouvelle neutralité ha nacido y se ha ido acomodando en 
textos en su mayoría no normativos ni judiciales.  
A día de hoy, esa nueva concepción de la neutralidad busca consolidarse y 
ampliar su radio de actuación en dos contextos muy concretos: el espacio 
educativo y las empresas privadas. Siguiendo la experiencia de la Ley de 2004, en 
la actualidad existen hasta cinco proposiciones de ley depositadas en las cámaras 
legislativas francesas cuyo propósito es crear un nuevo ideal de ciudadano, 
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sometido a una obligación personal de neutralidad según la cual deba prescindir 
de su identidad religiosa visible en un número cada vez mayor de situaciones 
sociales. 
 
4. En fechas muy recientes, la nouvelle neutralité ha sido objeto de 
consideración tanto por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos como por el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea. El primero avaló en el año 2014, en la 
sentencia S.A.S c. Francia (relativa a la ley de 2010 sobre el velo integral), la opción 
de considerar incluido en el concepto de orden público el vivre ensemble como 
norma política de convivencia social, capaz de limitar los derechos fundamentales 
de libertad religiosa y de conciencia de los ciudadanos, mediante una 
interpretación del art. 9.2 CEDH que ha suscitado no poca perplejidad. El Tribunal 
de Luxemburgo, por su parte, ha pronunciado en marzo de 2017 dos decisiones 
prejudiciales, a instancias respectivamente de Bélgica y Francia, en las que analiza 
algunos artículos de la Directiva 2000/78, que tiene por objeto garantizar la 
igualdad de trato en el entorno de las relaciones de trabajo. Significativamente, 
ambas sentencias parecen denotar una predisposición del Tribunal a interpretar 
la neutralidad en el ámbito empresarial, y su relación con la prohibición de 
discriminación laboral, cercana a los planteamientos de la laicidad política 
francesa. 
 
5. En Alemania, la traumática experiencia del nacional-socialismo y las 
sucesivas derrotas en las dos guerras mundiales, movió al constituyente de 1948-
1949 a blindar moral y jurídicamente el país mediante el establecimiento de un 
sistema constitucional anclado en la dignidad humana y en el libre desarrollo de la 
personalidad. La Ley Fundamental tiene como objetivo principal dotar a los 
ciudadanos del entramado jurídico necesario para que cada uno pueda vivir de la 
manera más libre posible. Dentro de ese marco constitucional de autonomía y 




La misma historia que justificó la importancia de la dimensión individual del 
derecho de libertad religiosa influyó también en la especial posición que iglesias y 
confesiones ocupan en la Ley Fundamental. El rechazo a la degradación ética de la 
era nazi, unida a la percepción de que las comunidades religiosas históricas 
habían permanecido como reductos de respeto a los derechos fundamentales, hizo 
que los constituyentes viesen deseable la contribución activa de estas a la 
reconstrucción moral y democrática de postguerra. Favorecida por la tradición de 
un país en el que la dialéctica entre los poderes públicos y los grupos religiosos no 
ha venido históricamente marcada por la confrontación violenta, la percepción 
positiva de la presencia y actividad en la sociedad de las iglesias es en parte 
responsable del particular modelo alemán de aconfesionalidad estatal. 
 
6. Ausente del texto constitucional, y concebido como el reverso ineludible 
del derecho de libertad religiosa y de creencias, el mandato de weltanschaulich-
religiöse Neutralität es un principio plurifacético que en la actualidad cimenta, 
junto con los principios de tolerancia y de paridad, el entero marco jurídico del 
fenómeno social religioso en Alemania.  
En un primer escalón, en Alemania neutralidad significa aconfesionalidad del 
Estado y separación de cualquier grupo religioso o ideológico. Así entendido, el 
principio de weltanschaulich-religiöse Neutralität impide que el Estado plantee o 
dé respuestas relativas a la verdad, pero no implica una obligación de distanciarse 
de las creencias de sus ciudadanos o de los grupos en los que se integran. La 
neutralidad alemana es positiva, está abierta al fenómeno religioso e inspira el 
sistema de cooperación, a la vez que justifica la presencia y participación de las 
confesiones en la esfera política y en el espacio público. 
 
7. Desde la década de los 1960, el Tribunal Constitucional Federal ha 
desarrollado a través de su jurisprudencia el principio de neutralidad. En relación 
con la dimensión individual del derecho de libertad religiosa, el deber de 
weltanschaulich-religiöse Neutralität ha demostrado ser un principio proteico 
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capaz de acomodarse a los cambios sociales ocurridos en Alemania desde la 
promulgación de la Ley Fundamental. En una gradual evolución jurisprudencial, el 
principio de neutralidad ha pasado de ser concebido como criterio interpretativo 
de otras normas o principios constitucionales a dotarse de un contenido 
autónomo que lo configuró en un primer momento como una barrera a la 
limitación indebida de la libertad de creencias. En fechas más recientes, se ha 
transformado en un estándar ético constitucional a partir del cual se pretende 
definir de manera objetiva los contornos del derecho de libertad religiosa.  
Los cambios sociales provocados en Alemania por la creciente presencia del 
Islam, y por la cada vez mayor secularización de la sociedad, propiciaron que, a 
partir de los años 1990, las sentencias del Tribunal Constitucional Federal 
desarrollasen una noción más separatista y distanciadora del principio de 
neutralidad, con el objetivo de tratar de limitar la presencia e influencia religiosa 
en la enseñanza pública; noción que se proyectaría a las leyes de educación de al 
menos la mitad de los Länder. En el año 2015, el regreso del Tribunal 
Constitucional Federal a una concepción abierta del mandato de neutralidad —
inesperado para muchos— plantea la duda de cómo podrán coordinarse en el 
futuro inmediato las divergencias doctrinales del máximo intérprete 
constitucional alemán. 
 
8. En relación con la dimensión individual del derecho de libertad religiosa, 
en los últimos años el Tribunal Constitucional Federal ha hecho un uso en 
ocasiones contradictorio del mandato de neutralidad estatal. Lo cual ha 
contribuido a la devaluación conceptual de un principio que inicialmente estaba 
llamado a ser garantía de libertad religiosa e igualdad, y a abrir el Estado a las 
distintas cosmovisiones existentes en la sociedad, pero que hoy es invocado 
significativamente como principal argumento por quienes buscan expulsar el 




Desde la perspectiva colectiva del derecho de libertad religiosa, Alemania se 
enfrenta hoy al reto de determinar si su modelo constitucional de apertura al 
fenómeno religioso, originalmente ideado en el contexto de una sociedad 
religiosamente homogénea y previsto para regular la relación entre el Estado y 
dos iglesias cristianas hegemónicas, sigue siendo el más adecuado para acomodar 
creencias y grupos religiosos que plantean dudas incluso en cuanto a su propia 
conformidad con el sistema democrático alemán. En este debate, el principio de 
neutralidad parece estar consolidándose, en la reciente doctrina del Tribunal 
Constitucional Federal, como un pilar de estabilidad en la protección del 
fenómeno social religioso, tanto para las iglesias cristianas como para grupos 
religiosos minoritarios o marginales. 
En relación con las Iglesias Católica y Evangélica, cuyas instituciones 
proveen en Alemania un gran número de puestos de trabajo, el Tribunal 
Constitucional Federal ha sido claro al afirmar que la tutela jurídica del personal 
contratado por las iglesias no justifica que los jueces pongan en cuestión el 
derecho de libertad religiosa colectiva traspasando en su actuación los límites que 
impone el principio de neutralidad. 
Por lo que se refiere a grupos minoritarios, el principio de neutralidad se ha 
convertido en la jurisprudencia constitucional en un concepto bisagra que está 
favoreciendo la progresiva acomodación del derecho eclesiástico alemán a un 
renovado escenario confesional. Escenario que se caracteriza por la incorporación 
de estos grupos a un sistema construido a partir de unas coordenadas histórico-
culturales y de comprensión del fenómeno religioso extraños a ellos. El Tribunal 
Constitucional Federal ha acudido preferentemente al principio de 
weltanschaulich-religiöse Neutralität para limitar la actividad inquisitiva del 
Estado en los dogmas, creencias y actividades de las comunidades religiosas. 
 
9. En el Convenio Europeo de Derechos Humanos —cuyo sistema 
jurisdiccional es universalmente reconocido como el mecanismo de protección 
internacional de derechos humanos más evolucionado y eficaz entre hoy los 
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existentes—son tres los artículos que se ocupan de la tutela de la libertad religiosa 
y de creencias: el artículo 9 (Libertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión); el artículo 14 (Prohibición de discriminación); y el artículo 2 del Primer 
Protocolo (Derecho a la educación). A los efectos de este trabajo es también 
importante el artículo 11 CEDH (Libertad de reunión y de asociación), que, 
interpretado conjuntamente con el artículo 9 CEDH, constituye la fundamentación 
convencional de la protección de la dimensión colectiva de la libertad religiosa. 
Por razones no del todo claras, durante décadas la jurisdicción de Estrasburgo 
prestó escasa atención a las demandas relacionadas con la libertad de 
pensamiento, conciencia y religión. Tan es así que fue necesario esperar al año 
1993 para que la Corte condenase por vez primera a un Estado por una violación 
del artículo 9 CEDH (Kokkinakis c. Grecia). A partir de ese momento, sin embargo, 
la actividad del Tribunal en este ámbito ha ido en un continuo crescendo, y hoy se 
cuentan por decenas las sentencias con implicaciones en materia de libertad 
religiosa (ya sea en aplicación del artículo 9 o de otros preceptos del Convenio). 
También desde entonces, el Tribunal ha sido inequívoco al subrayar la relevancia 
de este derecho como uno de los fundamentos de una sociedad plural y 
democrática, añadiendo que se trata de un bien precioso con independencia de 
cuál sea la posición personal del individuo en materia de religión y creencias.  
Concebido como un instrumento para la garantía de libertades, ni el texto del 
Convenio Europeo de Derechos Humanos ni su interpretación por la Corte de 
Estrasburgo establecen un único modelo legítimo de relaciones entre religión y 
Estado al que deban acogerse todos los países europeos. En consecuencia, el 
principio o mandato de neutralidad que puede entenderse implícito en el artículo 
9 CEDH no implica una necesaria separación entre el Estado y las confesiones 
religiosas.  
 
10. Las primeras observaciones sobre el principio de neutralidad 
aparecieron en la jurisprudencia del Tribunal Europeo en relación con la tutela del 
llamado forum internum —libertad de elección en materia de creencias— y se 
identificaron inicialmente con una obligación esencialmente negativa de los 
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Estados de no intervenir en la conciencia individual de sus ciudadanos. Esa 
primera doctrina de Estrasburgo pivotaba alrededor de los conceptos de 
voluntariedad y de ausencia de adoctrinamiento, con el fin de proteger a la 
persona del riesgo de un Estado que fuerce un comportamiento contrario a las 
propias creencias o de que los poderes públicos ejerzan una presión religiosa o 
ideológica que pueda llegar a influir en la propia cosmovisión.  
Dos sentencias de los años 1996 y 1999 contra Grecia (Manoussakis y Serif) 
comenzaron a perfilar una noción de neutralidad proyectada en el forum 
externum—libertad de manifestación de la religión o creencias— que precipitó en 
el año 2000 (Hasan y Chaush) en la definición de un principio de respeto de la 
autonomía religiosa: los poderes públicos no deben interferir con los asuntos 
internos de iglesias y confesiones, excepto cuando concurran motivos justificados 
de orden público o así lo requiera la protección de derechos de terceros. El 
mandato de neutralidad se concebía así como un criterio de actuación estatal en 
materia religiosa muy ligado al elemento asociativo de las libertades 
contempladas en el artículo 9 del Convenio y, en concreto, a la preservación de la 
autonomía interna de las confesiones frente a la arbitraria interferencia del 
Estado. La neutralidad se concretaba, además, en una obligación negativa que, 
salvo en casos muy excepcionales, excluye toda discrecionalidad por parte del 
Estado para determinar la legitimidad de las creencias religiosas o de los medios a 
través de los cuales estas se manifiestan. De esa manera, la jurisprudencia de 
Estrasburgo proponía una noción esencialmente instrumental del principio de 
neutralidad, que servía para legitimar el rol del Estado como facilitador del 
normal desenvolvimiento del factor social religioso en un doble sentido: 
impidiéndole entrometerse en la vida interna de las iglesias; y limitando sus 
posibilidades de actuación cuando tiene que intervenir de forma activa para 
conciliar los intereses de las distintas sensibilidades religiosas que coexisten en 
una misma sociedad democrática. 
11. El mismo escenario que a finales de la década de 1990 propició la 
construcción jurisprudencial del principio general de neutralidad —el 
reconocimiento y protección del derecho de autonomía de las confesiones 
religiosas— es a día de hoy uno de los frentes en los que, de forma más evidente y 
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con mayor celeridad, se está produciendo una mutación de su sentido originario. 
Si la noción primigenia de la neutralidad estatal impedía a los poderes públicos 
emitir juicios de valor acerca de la razonabilidad secular de las creencias 
religiosas o de sus formas de expresión, en tiempos recientes la Corte comienza a 
cuestionar ese punto de vista —aun sin desautorizarlo o modificarlo 
explícitamente— y parece mostrarse más proclive a intervenir, o a permitir que 
los Estados intervengan, en cuestiones que hasta hace poco eran consideradas 
competencia exclusiva de las iglesias.  
Significativamente, esta modificación del principio de neutralidad no ha 
venido acompañada de momento ni de una revisión expresa de su primera 
formulación ni de una reflexión teórica medianamente consistente. Lo cual, 
naturalmente, no incita a pensar que en el Tribunal Europeo exista a día de hoy 
una concepción clara y coherente del significado y de la operatividad real de un 
principio al que, sin embargo, acude cada vez con mayor frecuencia, aunque sea a 
efectos meramente retóricos, para fundamentar decisiones que a veces parecen 
manifiestamente contradictorias.  
El origen de esta mutación en el principio de neutralidad se reconduce a la 
legítima preocupación que en las últimas décadas muestra la Corte Europea por 
no desatender los derechos fundamentales de tres categorías de ciudadanos 
estrechamente ligados a las dinámicas internas de las confesiones religiosas, y 
cuyas libertades pueden llegar a verse afectadas por la necesidad de asegurar la 
independencia y autonomía institucional de estas: sus ministros de culto, sus 
empleados, y aquellas personas que para el desempeño de su actividad 
profesional dependen de una previa acreditación o reconocimiento eclesiástico. 
Esta preocupación ha ido derivando hacia una nueva orientación jurisprudencial 
del Tribunal que, primero más tímidamente y después de manera más abierta, ha 
terminado por debilitar algunos aspectos de la autonomía de los grupos religiosos 
y por relativizar la observancia del mandato de neutralidad, planteando la duda de 
hasta qué punto se siente la Corte realmente vinculada en su actuación por los 
principios generales que ella misma enuncia y reitera, a veces de manera solemne 




12. En la actualidad, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos aplica tres 
metodologías distintas para abordar conflictos en los que existe un riesgo 
potencial para la autonomía religiosa: (i) inmunidad, a la que el Tribunal acude 
preferentemente en casos en los que se cuestiona la intervención de los Estados 
en las dinámicas de grupos religiosos fracturados como consecuencia de disputas 
de liderazgo, controversias doctrinales o discrepancias en su gestión, y que tiene 
como principal objetivo salvaguardar a las confesiones de la interferencia, o 
incluso la arbitrariedad, de los poderes públicos; (ii) reserva jurisdiccional, 
tradicionalmente empleada para abordar demandas que traen causa de 
desavenencias entre las iglesias y miembros del clero, y que defiere al margen de 
apreciación de los países miembros del Consejo de Europa la decisión de excluir 
de la competencia de los órganos jurisdiccionales nacionales cuestiones que 
afectan a la función ministerial; y (iii) proporcionalidad, limitada hasta ahora a 
conflictos de derechos entre empleadores eclesiásticos y sus trabajadores laicos, y 
que, matizando implícitamente la prohibición que pesa sobre los poderes públicos 
de no valorar la legitimidad de las creencias religiosas, tiende a extenderse de 
facto a una valoración sustantiva de cuestiones de ortodoxia doctrinal. Cada una 
de estas metodologías conlleva una forma diferente de entender el sentido y 
alcance del principio de neutralidad. 
 
13. Uno de los aspectos de la autonomía religiosa que ha ocupado la atención 
del Tribunal Europeo, y en el que la invocación del deber de neutralidad estatal ha 
sido constante, es el relativo al grado de intervención o influencia permitido a los 
Estados en las disputas internas de las confesiones religiosas. Aplicando el criterio 
de inmunidad, que ve en el Estado a un organizador neutral e imparcial del 
fenómeno religioso, la jurisprudencia de Estrasburgo ha recurrido a la neutralidad 
como barrera que impide a los poderes públicos intervenir en dichos conflictos, ya 
vengan referidos a sus líderes religiosos (Hasan y Chaush, Supremo Santo Consejo, 
Santo Sínodo de la Iglesia Ortodoxa Búlgara); a sus órganos de gobierno 
495 
 
(Miroļubovs); o a la definición de criterios canónicos de admisión o expulsión de 
miembros (Svyato-Mykhaylivska Parafiya, Miroļubovs).  
 
14. Un segundo conjunto de casos en los que el Tribunal Europeo ha 
reconocido de forma amplia el derecho de las entidades religiosas a su autonomía 
es aquél en el que los sujetos afectados por decisiones eclesiales son ministros de 
culto. Influenciada por la concepción alemana del principio de neutralidad 
(Müller), la jurisprudencia de Estrasburgo ha utilizado aquí sobre todo los 
criterios de inmunidad y de reserva jurisdiccional. El primero, aplicado a 
conflictos en los que está implicado el artículo 9 del Convenio; el segundo, a 
aquellas situaciones en las que están involucradas las garantías procesales del 
artículo 6.1 del Convenio. 
El punto de partida lo constituye la reiterada afirmación, tanto de la 
desaparecida Comisión como de la Corte, de que el artículo 9 del Convenio no 
garantiza un derecho a la disidencia en el seno de una comunidad religiosa. En 
caso de desacuerdo doctrinal, la libertad religiosa de fieles y ministros de culto 
queda salvaguardada por la posibilidad de abandonarla libremente. En el 
supuesto concreto de miembros del clero, la libertad de pensamiento, conciencia y 
religión queda autolimitada, por voluntad propia, en el momento en que se acepta 
o se rechaza dicha condición. En definitiva, las iglesias no están obligadas a una 
aplicación horizontal del derecho de libertad religiosa en detrimento de su propia 
autonomía interna. 
Además, en virtud de su autonomía, las confesiones religiosas están 
legitimadas para establecer procedimientos y tribunales que les permitan gestionar 
la relación con sus sacerdotes y ministros de culto. Según la comprensión que de sí 
mismas tienen las organizaciones religiosas, su independencia normativa y 
jurisdiccional puede constituir una parte sustancial de su identidad confesional. 
Esos sistemas jurisdiccionales plantean la duda, en relación con las garantías 
procesales enunciadas en el artículo 6.1 del Convenio, de si los Estados tienen 
competencia para revisar decisiones eclesiásticas que afectan a la actividad y 
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estatus de los ministros de culto, especialmente cuando sus efectos se proyectan 
en la esfera patrimonial y económica de los afectados. Y de ser así, hasta dónde se 
extiende dicha competencia. 
A este propósito, tanto la antigua Comisión como el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos se han mostrado reacios a admitir a trámite reclamaciones de 
ministros de culto basadas en carencias procesales o falta de imparcialidad de los 
procedimientos disciplinarios o sancionadores internos incoados contra ellos por 
sus iglesias. En cuanto a la posibilidad de que los ministros recurran a la 
jurisdicción estatal para obtener la revisión o anulación de decisiones eclesiales 
que afectan a su estatus o servicio pastoral, la jurisdicción de Estrasburgo se ha 
pronunciado a favor de deferir esta decisión a la voluntad de los respectivos 
Estados. Así, a partir del criterio de reserva jurisdiccional, el Tribunal ha 
acomodado tradicionalmente la variedad de modelos de gestión del fenómeno 
religioso que coexisten en países del Consejo de Europa, admitiendo que los 
Estados puedan optar por reconocer a una jurisdicción confesional competencia 
exclusiva para conocer de los conflictos que afectan a la actividad pastoral de sus 
ministros, excluyendo o limitando la posibilidad de ejercer una acción civil ante la 
jurisdicción estatal a efectos del artículo 6 del Convenio. No es que el Tribunal 
niegue la competencia de los tribunales civiles para resolver esa clase de 
demandas, pero entiende que la opción de excluir o limitar sus posibilidades de 
control es legítima y no constituye, de suyo, una infracción del artículo 6 CEDH. 
Como decía, el criterio principal es la deferencia hacia las soluciones adoptadas 
por el legislador nacional. Así, hasta la fecha, la Corte ha aceptado una variedad de 
posiciones que oscilan desde una inhibición total de sus órganos jurisdiccionales 
en cuestiones religiosas (Dudová y Duda, Ahtinen) hasta un control sustantivo de 
legalidad que no supere los límites del mandato de neutralidad (Müller).  
 
15. La faceta de la autonomía religiosa sobre la que el Tribunal Europeo se 
ha mostrado proclive a ejercer un mayor grado de supervisión es la que se refiere 
a la relación de las iglesias con trabajadores laicos sometidos a deberes de lealtad 
que introducen limitaciones al ejercicio de alguna de las libertades previstas en el 
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Convenio. La misma actitud ha mostrado también respecto a la situación de 
aquellas personas cuya actividad profesional depende de una autorización 
eclesiástica o missio canonica. En estos casos, la posición tradicional, ya desde los 
tiempos de la Comisión (Rommelfanger), ha consistido en recurrir a la 
metodología de la proporcionalidad o ponderación de intereses. 
Sin embargo, en apenas unos años, la doctrina de Estrasburgo ha derivado 
hacia una concepción crecientemente restrictiva de la autonomía de las 
confesiones religiosas y más favorable a la garantía de los derechos fundamentales 
de empleados laicos, a veces interpretados de manera extremadamente generosa. 
De limitar el control judicial estatal de resoluciones eclesiásticas de despido a la 
verificación de la concurrencia de unas garantías procesales mínimas (Lombardi 
Vallauri), el Tribunal ha pasado a elevar a estándar decisorio la opción de la 
jurisdicción social alemana: llevar a cabo una ponderación de intereses que se 
extiende a la valoración sustantiva de los motivos religiosos en los que se 
fundamentan las decisiones eclesiásticas (Obst, Schüth, Siebenhaar).  
El impacto que esta orientación jurisprudencial tiene en la noción de 
neutralidad religiosa del Estado es innegable. En virtud de sus obligaciones 
negativas o positivas bajo el Convenio —especialmente a la luz del artículo 8 
CEDH— los Estados parecen verse abocados, lo deseen o no, a indagar de manera 
cada vez más inquisitiva, y desde una perspectiva secular, en cuestiones hasta 
ahora consideradas patrimonio exclusivo de las confesiones: por ejemplo, la 
calificación moral que corresponde a una determinada conducta, la repercusión 
que el comportamiento inmoral de un trabajador puede tener en la credibilidad de 
la iglesia para la que trabaja, o el grado de importancia de un concreto puesto de 
trabajo para la misión evangelizadora. El margen de apreciación de los Estados se 
va reduciendo, y se hace depender del acierto o desacierto con el que sus 
jurisdicciones internas realicen, a juicio de la Corte Europea, este ejercicio de 
valoración, sobre todo cuando está en juego el derecho de los trabajadores al 
respeto de su vida privada y familiar, concebido por lo demás de manera 




16. El principal problema que plantea esta nueva orientación dada por 
Estrasburgo al criterio de la ponderación de intereses es que, en la práctica, ha 
convertido lo que era tradicionalmente un mero control de validez de decisiones 
eclesiales (es decir, una verificación de que se adecuaban a los principios 
fundamentales de su respectivo ordenamiento jurídico nacional) en un control de 
la razonabilidad de tales decisiones, y de las creencias que las sustentan. Control 
que se efectúa desde una perspectiva secular, es decir, desde la perspectiva de 
“lógica civil” que el propio Tribunal entiende como la única aceptable. De no pasar 
ese escrutinio, las soluciones nacionales quedan bajo la amenaza de ser declaradas 
no conformes con el Convenio Europeo de Derechos Humanos. 
Este cambio jurisprudencial ha mostrado la existencia de una fisura en la 
formulación doctrinal del mandato de neutralidad que el Tribunal hereda de 
Hasan y Chaush, equiparado sistemáticamente con una prohibición que impide a 
los Estados valorar la legitimidad de las creencias religiosas. Carente en apariencia 
de un sustrato jurídico sólido, o al menos de una base teórica conocida y 
compartida por todos los magistrados que integran la Corte de Estrasburgo, la 
operatividad del mandato de neutralidad como límite de la actuación del Estado, y 
como garantía de la libertad religiosa colectiva, corre el riesgo de diluirse hasta 
quedar reducida a una fórmula estilística repetida de manera cuasi mecánica en 
las sentencias del Tribunal. Además, sujeto a las difícilmente previsibles 
variaciones de una interpretación subjetiva de los jueces, el deber de neutralidad 
parece poder justificar en ocasiones una decisión y en otras la opuesta, poniendo 
en entredicho la idea de que, en materia de neutralidad, la jurisprudencia de 
Estrasburgo ha construido un sistema coherente.  
Hay un aspecto de esta evolución jurisprudencial en materia de empleo 
eclesiástico que merece cierta atención, y que pone de manifiesto las recepciones 
recíprocas que se producen entre los ordenamientos de los Estados miembros y la 
Corte: el hecho de que el Tribunal Constitucional Federal de Alemania ha blindado 
recientemente su jurisdicción frente a esa línea doctrinal de Estrasburgo. Resulta 
significativo que el mismo órgano judicial del país que dotó al Tribunal Europeo 
de los argumentos jurídicos necesarios para desarrollar la doctrina de la 
ponderación de intereses en materia de empleo eclesiástico (Obst, Schüth y 
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Siebenhaar) haya cerrado su ordenamiento a un método de indagación judicial 
que, desde una debilitada aplicación del mandato de neutralidad, invade el 
territorio propio de la autonomía de las confesiones religiosas. Esta circunstancia 
no pasaría de anecdótica si no plantease un dilema de cierto calado: o bien la 
formulación clásica del principio de neutralidad, tal y como se mantiene en la 
actualidad, es insuficiente y está necesitada de revisión; o bien es la interpretación 
que del mismo está haciendo Estrasburgo en los últimos años la que precisa de 
una meditada reflexión, y probablemente también reelaboración. 
 
17. Las líneas doctrinales desarrolladas por el Tribunal Europeo en las 
decisiones Müller, Obst y Schüth en cuanto al grado de autonomía de las 
confesiones religiosas para definir y regular sus relaciones con ministros de culto 
y empleados laicos, tuvieron en los asuntos Sindicatul “Păstorul cel bun” y 
Fernández Martínez un temprano banco de pruebas. Ambos casos eran 
relativamente novedosos para la Corte, ya que en los actores confluían elementos 
propios tanto de la función sacerdotal como del empleo bajo autorización o por 
cuenta de una comunidad religiosa. Los dos procedimientos concluyeron con 
sentencias de la Gran Sala de Estrasburgo. 
Sindicatul “Păstorul cel bun” planteó por primera vez al Tribunal a la 
pregunta de si el derecho de autonomía de las confesiones religiosas puede limitar 
la libertad sindical de sus ministros. La creación por un grupo de sacerdotes y 
laicos de un sindicato en la Iglesia Ortodoxa de Rumanía, sin haber obtenido la 
previa autorización de la jerarquía eclesiástica exigida por las normas canónicas, 
planteaba importantes cuestiones sobre el alcance del derecho de una confesión 
para establecer sus reglas disciplinarias y también en relación con la calificación 
jurídica de la relación que une al clero con su comunidad. Pese a que el fallo fue 
favorable al Estado demandado, y pese a la constante invocación del mandato de 
neutralidad, la sentencia Sindicatul “Păstorul cel bun” ha servido para consolidar la 
opción de dotar a las jurisdicciones estatales de un espacio de competencia y de 
instrumentos de control que el respeto clásico de la autonomía de los grupos 
religiosos no le había reconocido hasta ahora. En una dirección parecida, el caso 
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del sindicato rumano parece apuntar una línea interpretativa de la Corte favorable 
a “laboralizar” la función sacerdotal. 
Fernández Martínez planteó ante la Corte un caso híbrido, ya que en el 
demandante concurrían la condición de sacerdote (secularizado) de la Iglesia 
Católica y de asalariado de la administración: se trataba de un profesor de religión 
católica al que se le había retirado, por escándalo, la missio canónica necesaria 
para poder continuar ejerciendo su labor docente en la escuela pública española. 
La sentencia de Gran Sala, que falló a favor de España por solo un voto de 
diferencia, puso de manifiesto la dificultad que parece continuar encontrando el 
Tribunal de Estrasburgo para compatibilizar, por un lado la protección del 
derecho de los grupos religiosos a su autonomía institucional, y por otro la tutela 
de derechos fundamentales de trabajadores cuya vinculación profesional con una 
confesión religiosa hace que voluntariamente asuman deberes de lealtad que se 
extienden más allá del estricto ámbito laboral. 
La característica más sobresaliente de la sentencia Fernández Martínez es 
que convirtió un caso sobre el alcance del derecho de autonomía de las iglesias en 
un elaborado ejercicio de ponderación de deberes de lealtad en el ejercicio 
profesional de funciones con significación religiosa. Y lo hizo con tanta sutileza 
que podría parecer que es mediante el segundo como mejor se llega a proteger el 
primero. Nada más lejos de la realidad. Un análisis atento de los argumentos 
jurídicos invocados por la Gran Sala permite constatar el riesgo que tiene para la 
dimensión colectiva del derecho de libertad religiosa un enfoque poco adecuado 
del criterio de la ponderación de intereses. Al margen de que el fallo fuera 
favorable para los intereses de la Iglesia Católica, cuando un tribunal secular 
admite, justifica, acepta o avala los motivos alegados por esta para tomar una 
decisión directamente relacionada con la difusión de su doctrina religiosa, 
traspasa la línea roja del mandato de neutralidad al indagar en la lógica interna de 
una decisión eclesiástica y emitir un juicio propio acerca de si la encuentra 




18. La sentencia más reciente en materia de empleo eclesiástico, Travaš, en 
un caso cuyos hechos ofrecen un perfil muy similar a Fernández Martínez, permite 
constatar que de momento el criterio de la ponderación de intereses se consolida 
en Estrasburgo, siguiendo la vía iniciada en Obst y Schüth, como método de 
análisis jurídico en aquellos asuntos que afectan a los empleados de las 
confesiones religiosas o a trabajadores cuya actividad profesional depende de una 
declaración de idoneidad eclesiástica. Al igual que en Fernández Martínez, no debe 
perderse de vista que, en Travaš, la argumentación elegida por el Tribunal debilita 
el derecho de autonomía de la confesión religiosa aparentemente favorecida por el 
fallo, al arrogarse los magistrados de Estrasburgo la capacidad de valorar la 
centralidad de los distintos empleos religiosos desde una perspectiva secular. 
No obstante, y desde una perspectiva más positiva, la sentencia Travaš 
introduce dos aportaciones que en cierta medida mitigan los efectos negativos de 
la doctrina de proporcionalidad. De un lado, el Tribunal parece integrar en su 
argumentación jurídica, de manera más razonada, la relevancia de la autonomía 
de la voluntad en cuestiones sometidas al derecho laboral, cuando se aceptan 
deberes reforzados de lealtad institucional que pueden extenderse a la conducta 
privada. Y de otro lado, el Tribunal parece también decidido a promover un 
análisis más cuidadoso de los hechos particulares del caso, con objeto de evitar 
que las confesiones religiosas se escuden en los artículos 9 y 11 del Convenio para 
despedir arbitrariamente a sus empleados por motivos que no sean 
verdaderamente religiosos y que por tanto nada tienen que ver con su autonomía. 
Hay aún una importante novedad en materia de neutralidad y autonomía de 
las confesiones religiosas en Estrasburgo. Me refiero a la sentencia Károly Nagy, 
actualmente en apelación ante la Gran Sala, y más en concreto a la crítica al 
principio de reserva jurisdiccional formulada en el voto particular conjunto de los 
tres magistrados disidentes de la Sala segunda. Este caso es punto de confluencia y 
potencial ocasión de revisión por el Tribunal de su doctrina acerca del grado de 
intervención permitido a los Estados en conflictos de derechos en el ámbito 
eclesiástico. Punto de confluencia, porque en la decisión de primera instancia 
convergen todas las líneas jurisprudenciales desarrolladas hasta la fecha en 
relación a la prestación de servicios —espirituales o laborales—a una confesión 
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religiosa. Potencial ocasión de revisión, porque la profunda división de opiniones 
en la sentencia de sala abre la puerta a que la Gran Sala pueda dar un nuevo 
cambio de orientación a la doctrina de la Corte en relación con el derecho de 
autonomía religiosa, lo cual podría afectar también implícitamente al principio de 
neutralidad. 
 
19. El derecho de autonomía de las confesiones religiosas no se agota en su 
ámbito interno, sino que también está involucrado en todas aquellas situaciones 
en las que iglesias y grupos religiosos pretenden desarrollar su actividad en la 
vida social y política que constituye el ámbito legítimo de competencia del Estado. 
Así lo ha venido destacando la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos desde la sentencia Iglesia Metropolitana de Bessarabia, del año 2001. En 
ella se identificaban dos consecuencias inmediatas del principio de neutralidad en 
cuanto al derecho de las confesiones a desenvolverse en sus relaciones externas: 
la neutralidad entendida como no valoración de creencias; y la neutralidad 
entendida como ausencia de arbitrariedad estatal en la gestión del hecho social 
religioso. A esas dos consecuencias se ha añadido una tercera, derivada de la 
jurisprudencia de la Corte en materia de calificación e inscripción de confesiones 
religiosas: la neutralidad como imparcialidad y no discriminación. 
 
20. En el ámbito de las relaciones externas de las confesiones religiosas, la 
neutralidad como prohibición de valoración de las creencias despliega sus efectos 
en dos niveles sucesivos: el del Estado y el del propio Tribunal Europeo. La 
relación entre estos dos planos es aparentemente sencilla en su concepción 
teórica. La jurisprudencia de Estrasburgo se ha preocupado por recalcar tanto el 
carácter subsidiario de los mecanismos del Convenio como la importancia del 
margen de apreciación del que gozan los Estados miembros del Consejo de Europa 
en materia religiosa. Lo cual no impide que estén sometidos a una supervisión 
supranacional que permita comprobar que sus ordenamientos nacionales y las 
decisiones que los desarrollan son compatibles con el Convenio. 
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La subsidiariedad y neutralidad del Tribunal Europeo se predican en primer 
lugar de su incompetencia para imponer un criterio acerca de qué debe ser 
considerado como religión. La función de Estrasburgo debe en principio limitarse 
a constatar si un determinado conjunto de creencias ha alcanzado un nivel de 
coherencia, seriedad, cohesión e importancia suficiente que le permita situarse 
bajo el paraguas tuitivo del artículo 9 del Convenio. De manera que la calificación 
de si esas creencias, o el grupo en cuestión, pueden ser además tenidos por 
religiosos, se deja al criterio del Estado demandado. No obstante, en ocasiones la 
jurisdicción de Estrasburgo ha ignorado la neutralidad que debe presidir su 
actuación al valorar la razonabilidad o la naturaleza religiosa de determinadas 
creencias. Son paradigmáticos en este sentido los casos Valsamis y Efstratiou, del 
año 1996. 
En cuanto a la actuación estatal, la obligación de neutralidad de los poderes 
públicos en toda actuación que implique una valoración de creencias y 
expresiones de aquello que constituye religión o que pueda calificarse de religioso, 
sólo es compatible con un muy estrecho margen de apreciación. No obstante, en 
una primera etapa de su actividad —y todavía hoy en relación con determinadas 
categorías de conflictos— el principio de subsidiariedad del Tribunal ha parecido 
primar sobre el control por parte de Estrasburgo de la neutralidad de la actuación 
en materia religiosa de las distintas autoridades nacionales. La jurisprudencia 
europea ha sido reticente a cuestionar la actividad estatal en materia religiosa, 
apoyándose para ello en una concepción considerablemente amplia del margen de 
apreciación (Cha’are Shalom Ve Tesedek). Paralelamente, la Corte ha acudido a una 
interpretación muy reduccionista de aquellas actuaciones estatales que de facto 
lesionan la libertad religiosa de comunidades y creyentes, y que pueden 
considerarse por tanto interferencia a los efectos del artículo 9 del Convenio 
(Leela Förderkreis, e Iglesia de los Santos de los Últimos Días). 
En todo caso, como en otras facetas relacionadas con la protección de la 
libertad religiosa y de creencias, en los últimos años es posible apreciar en la 
doctrina del Tribunal de Estrasburgo una evolución en la que el mandato de 
neutralidad está desempeñando un papel protagonista. A medida que la Corte lo 
ha incorporado a sus sentencias, no sólo como un principio general más, sino 
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acudiendo a él para fundamentar sus fallos, se ha reducido el grado de 
discrecionalidad reconocido a los Estados en virtud del margen de apreciación en 
la misma proporción en la que ha aumentado la protección de diversas formas de 
exteriorización de la práctica religiosa (Testigos de Jehová de Moscú y Sección de 
Moscú del Ejército de Salvación; y Cumhuriyetçi Eğitim Ve Kültür Merkezi Vakfıe 
İzzettin Doğan). 
La neutralidad entendida como prohibición de arbitrariedad en la actuación 
estatal que impida o dificulte el desenvolvimiento de las confesiones religiosas en 
sus relaciones externas, se ha desarrollado fundamentalmente en sentencias de la 
Corte de Estrasburgo relativas con sistemas de calificación registral o de 
otorgamiento de personalidad jurídica a los grupos religiosos.  
La principal novedad en esta materia, que plantea importantes preguntas 
acerca de cómo se desenvolverá en el futuro la jurisprudencia de la Corte, ha 
venido de la mano de una novedosa doctrina desarrollada en las sentencias 
Comunidad religiosa de los Testigos de Jehová y Magyar Keresztény Mennonita 
Egyház (Iglesia Cristiana Menonita de Hungría). La sentencia contra Hungría ha 
introducido la noción, ya apuntada en la sentencia contra Austria, de que si un 
ordenamiento nacional establece un sistema diferenciado de reconocimiento de 
capacidad jurídica a las entidades religiosas del que depende su acceso a distintos 
grados de personificación o de privilegios, todas las confesiones e iglesias que lo 
deseen, deben poder acceder a él en condiciones de igualdad. Sin embargo, la ha 
desvinculado del artículo 14 CEDH, es decir, de la posibilidad de que los Estados 
puedan justificar que las diferencias establecidas por su normativa obedecen a 
motivos objetivos y razonables que persiguen una finalidad legítima. A falta de un 
futuro desarrollo por la Corte, esta novedosa jurisprudencia maximiza en sentido, 
a mi juicio, equivocado el artículo 9 del Convenio, a la vez que pone en cuestión la 
soberanía de los distintos Estados miembros del Consejo en cuanto a su capacidad 





21. Considerado un elemento implícito en el artículo 9 del Convenio, desde 
la sentencia Hasan y Chaush, en el año 2000, el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos ha identificado como uno de sus principios generales en relación con la 
aplicación de este precepto la obligación de neutralidad religiosa de los Estados. 
Tomando como punto de partida una idea motriz cercana a los postulados del 
liberalismo clásico, que niega a los poderes públicos competencia para valorar la 
validez o la legitimidad de creencias y prácticas religiosas, el Estado es percibido 
por la Corte como el organizador neutral e imparcial de la vida religiosa de la polis, 
así como el garante último del orden público y del pluralismo. 
La engañosa simplicidad de esta formulación no ha servido sin embargo para 
lograr una aplicación constante y coherente de este principio por la jurisprudencia 
del Tribunal de Estrasburgo. Al contrario, es posible que la haya dificultado. 
Distintos escenarios relacionados con el derecho de libertad religiosa y de 
creencias han dado lugar a distintas concepciones de neutralidad —algunas 
manifiestamente alejadas de la noción perfilada en Hasan y Chaush— que se han 
traducido en una doctrina errática —y a veces contradictoria— de la Corte. La 
neutralidad que se reclama de la escuela pública no parece ser la misma que la que 
se exige a los Estados respecto de su intervención en los conflictos internos de las 
confesiones religiosas. La neutralidad que se pretende en la resolución de 
demandas que afectan al empleo eclesiástico tampoco parece ser la misma que la 
que se reclama de los poderes públicos en procesos de calificación e inscripción 
registral de grupos religiosos. Pero, en todos los casos, el principio general 
formalmente invocado es el mismo, como lo es la transcripción textual de la 
fórmula heredada de Hasan y Chaush.  
De ahí que quepa preguntarse si la jurisprudencia de Estrasburgo no ha 
terminado por relativizar, e incluso vaciar de contenido sustantivo o concreto, 
este principio general en el que confluyen en la actualidad dos tendencias que no 
dejan de resultar chocantes. En efecto, la Corte recurre cada vez con mayor 
frecuencia a la neutralidad en sus juicios, y no sólo como fórmula estilística, sino 
teniéndolo en cuenta para la fundamentación jurídica de sus fallos. Al mismo 
tiempo, resulta evidente que la invocación nominal del mismo principio sirve para 
justificar tanto una decisión como su contraria. El deber de neutralidad de los 
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Estados en materia religiosa y de creencias puede servir indistintamente para 
ampliar o reducir su margen de apreciación en la gestión del fenómeno social 
religioso. Es usado como instrumento para incorporar a la jurisprudencia de la 
Corte nuevas tendencias internacionales en la protección de las minorías 
religiosas, y es a la vez ignorado cuando los Estados adoptan determinadas 
actitudes oficiales en la gestión de movimientos considerados sectarios. Permite 
en Turquía abrir la puerta a reconocer al Alevismo como religión, pero la cierra en 
el Reino Unido a la aplicación diferenciada de una normativa fiscal a la Iglesia 
Mormona. Impide que un Estado designe a un líder religioso en situaciones de 
división interna de una comunidad, pero le permite decidir acerca de la 
procedencia o no del despido de un trabajador unido a la confesión que lo emplea 
por vínculos cualificados de lealtad. 
 
22. Una de las posibles causas de la inconsistencia del Tribunal de 
Estrasburgo en la interpretación y aplicación del principio de neutralidad es el 
hecho, a veces no tenido suficientemente en cuenta, de que no existe en el Consejo 
de Europa un único modelo de gestión del hecho social religioso ni un sistema 
uniforme de relaciones Iglesia-Estado. La necesidad de que la Corte adapte su 
jurisprudencia a las realidades particulares de cuarenta y siete Estados, cada uno 
con sus condicionantes históricos, legales y sociológicos, no es tarea fácil, y mucho 
menos si se trata de aplicar un principio tan difuso como el de neutralidad. 
Influenciado por su uso en el ámbito de la filosofía política, y por la concepción 
que de él se tiene en países con fuertes modelos separatistas con gran peso en la 
jurisprudencia del Tribunal (sobre todo Francia y Turquía), el mandato de 
neutralidad no puede evitar vincularse con la idea primigenia de estricta 
separación Iglesia-Estado, al menos en la mente de algunos de los jueces de 
Estrasburgo.  
Lo anterior plantea interrogantes en los dos sentidos de recepción recíproca. 
Ni el Tribunal Europeo puede imponer un modelo único de neutralidad a todos los 
países del Consejo de Europa, ni particularidades nacionales en el modo de 
gestionar el fenómeno social religioso pueden llegar, mediante su incorporación a 
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la jurisprudencia de la Corte, a ser trasplantados —a veces con poca reflexión— a 
realidades conflictuales nacidas en contextos normativos, históricos y sociales 
muy diferentes. La experiencia alemana en materia de empleo eclesiástico es una 
muestra extrema de esta situación. En este caso, el país que se resiste a incorporar 
a su jurisprudencia una determinada noción de neutralidad es el mismo que 
inspiró esa concepción de lo neutral al Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 
noción que desde entonces ha sido extendida a situaciones tan dispares como la 
de un sindicato de clérigos en Rumanía o a unos profesores de religión católica en 
España y Croacia. 
 
23. Pero la coexistencia en el Consejo de Europa de diversos modelos de 
gestión religiosa no es la única dificultad con la que se topa el principio de 
neutralidad en su interpretación y aplicación por el Tribunal de Estrasburgo. Una 
de las consecuencias de la relativización de su contenido, pero que 
desafortunadamente podría apuntar al porqué de su cada vez mayor e insistente 
invocación, es que le permite convertirse en el vehículo idóneo para introducir en 
la jurisprudencia de la Corte opiniones subjetivas de los magistrados en el 
siempre delicado y controvertido campo de las creencias, individuales, y en su 
expresión institucionalizada y colectiva. 
Uno de los ejemplos más claros lo hallamos en el caso Fernández Martínez. 
La lectura de las sentencias de sala y de Gran Sala permiten constatar que, con 
independencia de la metodología empleada por la Corte para abordar un aparente 
conflicto entre la autonomía de las confesiones religiosas y los derechos 
fundamentales de terceros, la potencial indagación en la legitimidad o la 
razonabilidad secular de las creencias religiosas está más relacionada con una 
cuestión de fondo y menos con una cuestión de método. Tiene más que ver con la 
subjetivación del mandato de neutralidad que con el solo hecho de que la Corte 
opte por acudir a la reserva jurisdiccional o a la ponderación de intereses como 
método de indagación jurídica. El principio de neutralidad parece ser la vía abierta 
para que los magistrados de la Corte eleven a doctrina lo que no dejan de ser 




24. Por lo que se refiere al principio de neutralidad religiosa, el reto actual y 
futuro de la Corte de Estrasburgo es hallar el modo de recuperar su sentido no 
como un elemento absolutizador o como un fin en sí mismo, sino como aquello 
para lo que fue concebido originariamente: un instrumento para la mejor y más 
adecuada protección de la libertad religiosa y de creencias tanto en su dimensión 
individual como colectiva. Ello requiere depurar la noción de neutralidad 
enunciada en Hasan y Chaush, si no necesariamente en su formulación, sí en su 
contenido. Para lo cual la Corte debe tener en mente dos ideas imprescindibles si 
se desea que este principio pueda desplegar todo su potencial en defensa de uno 
de los derechos que fundamentan y refuerzan la vitalidad de las sociedades 
democráticas. 
La primera, que la pretensión de imponer —consciente o 
inconscientemente— ciertas concepciones de neutralidad cercanas a 
determinados modelos constitucionales debe ser sustituida por un interés en 
hallar un estándar europeo que pueda ser identificado como un mínimo 
denominador común en la gestión del fenómeno religioso, el cual ha de ser flexible 
y acomodador de las diferencias, pero al mismo tiempo lo suficientemente 
estructurado desde un punto de vista de teoría jurídica como para tener un 
contenido sustantivo que posibilite su eficacia y evite su aplicación impredecible o 
arbitraria. La segunda, que el principio de neutralidad no puede convertirse en lo 
contrario de lo que siempre se pretendió que fuese: es decir, que la prohibición de 
que los Estados valoren la legitimidad secular de las creencias religiosas y sus 
formas de expresión se transforme en vehículo para que los magistrados de la 
Corte se sientan legitimados para incorporar a la jurisprudencia de Estrasburgo su 
personal concepción de cuál es el modo ideal en que el Estado debe relacionarse 
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Loi n° 2004-228 encadrant, en application du principe de laïcité, le port de signes ou de 
tenues manifestant une appartenance religieuse dans les écoles, collèges et lycées public, de 
15 de marzo de 2004. 
Loi n° 2010-1192 interdisant la dissimulation du visage dans l'espace public, de 11 de 
octubre de 2010. 
Decreto n° 2012-1150, de 12 de octubre de 2012 relatif aux critères et modalités de 
modulation de la redevance sanitaire. 
Code du Travail. 
2. Consejo de Estado 
Consejo de Estado Informe de actividad (2004) Rapport public Un siècle de Laïcité. 
Étude relative aux possibilités juridiques d’interdiction du port du voile intégral, de 25 de 
marzo de 2010. 
Étude demandé par le Défenseur des droits, de 19 de diciembre de 2013. 
Consejo de Estado 13 de enero de 1909 (Abbé Martin, rec. p. 15). 
Consejo de Estado nº 27355, 19 de febrero de 1909 (Abbé Olivier, rec. p. 181). 
Consejo de Estado nº 36765, de 8 de julio de 1910.  
Consejo de Estado nº 40587, de 2 de febrero de 1912 (Abbé Broussard). 
Consejo de Estado 24 de mayo de 1938 (Abbé Touron, rec. p. 462). 
Consejo de Estado nº 309354, de 21 de septiembre de 1972.  
Consejo de Estado nº 346893, de 27 de noviembre de 1989 (Port du foulard islamique). 
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Consejo de Estado nº 217017, de 2 de noviembre de 1992 (MM. Kherouaa et Balo). 
Consejo de Estado nº 170106, de 26 de julio de 1996. 
Consejo de Estado nº 213303, de 18 de octubre de 2000.  
Consejo de Estado nº 217017, de 3 de mayo de 2000 (Dlle. Marteaux).  
Consejo de Estado nº 289946, de 15 de diciembre de 2006 (Association United Sikhs et 
Mann Singh). 
Consejo de Estado nº 286798, de 27 de junio de 2008 (Faiza Simil). 
Consejo de Estado Décision contentieuse, Mesure d’interdiction des tenues regardées 
comme manifestant de manière ostensible une appartenance religieuse lors de la baignade 
et sur les plages, de 26 de agosto de 2016. 
3. Asamblea Nacional 
Rapport nº 2468 Les sectes en France. Fait au nom de la Commission d’enquête (1) sur les 
Sectes, de 22 de diciembre de 1995. 
Rapport nº 1687 Les sectes et l’argent. Fait au nom de la Commission d’enquête (1) sur les 
Sectes, sur la situation financière, patrimoniale et fiscale des sectes, ainsi que sur leurs 
activités économiques et leurs relations avec les milieux économiques et financiers, de 18 de 
junio de 1999. 
Rapport nº 1275 sur la question du port des signes religieux a l'école, de 4 de diciembre de 
2003 (Informe Debré). 
Rapport de la Commission de réflexion sur l’application du principe de laïcité dans la 
République. Rapport au Président de la République, de 11 de diciembre de 2003 (Informe 
Stasi). 
Rapport nº 2262, sur la pratique du port du voile intégral sur le territoire national, de 26 de 
enero de 2010 (Informe Gérin). 
Résolution nº 672 sur l’attachement au respect des principes de laïcité, fondement du pacte 
républicain, et de liberté religieuse, de 31 de mayo de 2011. 
Rapport nº 2614, de 4 de marzo de 2015, visant à étendre l'obligation de neutralité à 
certaines personnes ou structures privées accueillant des mineurs et à assurer le respect du 
principe de laïcité. 
4. Consejo Constitucional 
Décision n° 77-87 DC, liberté de l'enseignement, de 23 de noviembre de 1977. 
Décision n° 84-181 DC, Loi visant à limiter la concentration et à assurer la transparence 
financière et le pluralisme des entreprises de presse, de 11 de octubre de 1984. 
Décision n° 86-217 DC, de 18 de septiembre de 1986. 
Décision n° 2004-505 DC, Traité établissant une Constitution pour l’Europe, de 19 de 
noviembre de 2004. 
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Décision n° 2010-613 DC, Loi interdisant la dissimulation du visage dans l'espace public, de 
7 de octubre de 2010. 
5. Otras resoluciones judiciales 
Sentencia del Conseil de prud’hommes de Mantes-la-Jolie, de 13 de diciembre de 2010. 
Sentencia de la Cour d’appel de Versailles, de 27 de octubre de 2011. 
Sentencia del Tribunal Administratif de Montreuil nº 1012015, de 23 de noviembre de 
2011. 
Sentencia de la Cour de cassation Chambre sociale n° 536, de 19 de marzo de 2013. 
Sentencia de la Cour de cassation Chambre sociale n° 537, de 19 de marzo de 2013. 
Sentencia de la Cour d’appel de Paris, de 27 de noviembre de 2013. 
Sentencia de la Cour de cassation Assemblée Plénière n° 612, de 25 de junio de 2014. 
Sentencia del Tribunal Administratif de Nice nº 1305386, de 9 de junio de 2015. 
6. Otros documentos 
 
(i) Ministerio de Educación 
Circular del Ministerio de Educación, de 12 de diciembre de 1989, Laïcité, port de signes 
religieux par les élèves et caractère obligatoire des enseignements. 
 Circular del Ministerio de Educación, de 20 de diciembre de 1994, Neutralité de 
l’enseignement public: port des signes ostentatoires dans les établissements scolaires. 
Circular del Ministerio de Educación nº 2012-056, 27 de marzo de 2012, Orientations et 
instructions pour la préparation de la rentrée 2012. 
Charte de la laïcité { l’école, Ministerio de Educación septiembre de 2013.  
Guía práctica del Ministerio de educación nacional, de enseñanza superior e investigación 




Délibération nº 2007-117, Religion – fonctionnement des services publics – 
recommandation, de 14 de mayo de 2007.  
Délibération nº 2008-193 relative | une demande de consultation de l’Anaem sur la 
compatibilité d’interdiction du port de la burqa dans le cadre d’une formation linguistique 
obligatoire en vertu d’un contrat d’accueil et d’intégration, de 15 de septiembre de 2008. 
Délibération nº 2010-82 emploi privé, de 1 de marzo de 2010. 
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Délibération nº 2011-67 relative à l'expression de la liberté religieuse au travail, de 28 de 
marzo de 2011. 
(iii) HCI 
Recommandations du Haut Conseil { l’intégration au Premier ministre relatives { 
l’expression religieuse dans les espaces publics de la République, de marzo de 2010. 
Project d’Avis expression religieuse et laïcité dans les établissements publics de 
l’enseignement supérieur en France, de 5 de agosto de 2013. 
(iv) Misceláneo 
Déclaration de l'épiscopat français sur «la personne, la famille et la société», de 13 de 
noviembre de 1945. 
Charte de la laïcité dans les services publics, de 13 de abril de 2007. 
Charte de la laïcité dans les services publics de 9 de septiembre de 2013. 
Commission nationale consultative des droits de l’homme (CNCDH) Avis sur la laïcité JORF 
n° 0235, texte nº 41, de 9 de octubre de 2013. 
Avis de l’Observatoire de la laïcité sur la définition et l’encadrement du fait religieux dans les 
structures privées qui assurent une mission d’accueil des enfants, de 15 de octubre de 2013. 
Avis du Conseil économique, social et environnemental, Le fait religieux dans l'entreprise, de 
12 de noviembre de 2013. 
Rapport annuel de l’Observatoire de la laïcité 2014-2015. 
7. Proposiciones de ley 
Proposition de loi nº 1305 visant à interdire le port de vêtements religieux à toute personne 
investie de l'autorité publique, chargée d'une mission de service public ou investie d'un 
mandat électif public dans l'exercice de ses fonctions, depositada ante la Asamblea Nacional 
el 17 de diciembre de 2003.  
Proposition de loi nº 1121 visant à lutter contre les atteintes à la dignité de la femme 
résultant de certaines pratiques religieuses, depositada ante la Asamblea Nacional el 23 de 
septiembre de 2008. 
Proposition de loi nº 56 (rectifiée) visant à étendre l'obligation de neutralité aux structures 
privées en charge de la petite enfance et à assurer le respect du principe de laïcité, 
depositada ante el Senado el 25 de octubre de 2011. 
Proposition de loi n° 155 visant { interdire l’emploi, le port ou la présentation d’objets du 
culte, ou ayant un caractère ostentatoire, ainsi que toute manifestation de prosélytisme 
religieux lors de manifestations sportives, depositada ante la Asamblea Nacional el 12 de 
septiembre de 2012. 
Proposition de loi nº 593 visant à étendre l'obligation de neutralité à certaines personnes ou 
structures privées accueillant des mineurs et à assurer le respect du principe de laïcité, 
depositada ante la Asamblea nacional el 16 de enero de 2013. 
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Proposition de loi nº 864 relative { l’application des principes de laïcité et de neutralité dans 
les entreprises régies par le code du travail, depositada ante la Asamblea Nacional el 28 de 
marzo de 2013. 
Proposition de loi nº 865 visant { donner la possibilité aux entreprises d’inscrire dans leur 
règlement intérieur le principe de neutralité { l’égard de toutes les opinions ou croyances, 
depositada ante la Asamblea Nacional el 28 de marzo de 2013. 
Proposition de loi nº 998 relative au respect de la neutralité religieuse dans les entreprises 
et les associations, depositada ante la Asamblea Nacional el 24 de abril de 2013.  
 Proposition de loi nº 1027 visant à assurer le principe de laïcité dans les entreprises privées, 
depositada ante la Asamblea Nacional el 15 de mayo de 2013. 
Proposition de loi nº 2316, visant à inclure les sorties scolaires dans la loi du 15 mars 2004 
encadrant, en application du principe de laïcité, le port de signes ou de tenues manifestant 
une appartenance religieuse dans les écoles, collèges et lycées publics, depositada ante la 
Asamblea Nacional el 22 de octubre de 2014. 
Proposition de loi visant à étendre le principe de laïcité aux établissements publics 
d'enseignement supérieur n° 2595, depositada ante la Asamblea Nacional el 18 de febrero 
de 2015. 
ALEMANIA 
1. Legislación  
Allgemeines Landrecht für die Preußischen Staaten (1794). 
Paulskirchenverfassung, de 28 de marzo de 1848. 
Verfassungsurkunde für den Preußischen Staat, de 31 de enero de 1850. 
Código Civil (BürgerlichesGesetzbuch-BGB), de 18 de agosto de 1896. 
Constitución Imperial de Weimar, de 11 de agosto de 1919 (Verfassung des Deutschen 
Reiches o Weimarer Reichsverfassung). 
Ley Fundamental de la República Federal de Alemania, de 23 de mayo de 1949. 
Betriebsverfassungsgesetz, de 15 de enero de 1972. 
Ley general de igualdad (Allgemeines Gleichbehandlungsgesetz-AGG), de 18 de agosto de 
2006. 
2. Legislación de los Länder 
Baden-Württemberg 
Schulgesetz für Baden-Württemberg, de 1 de agosto de 1983. 
Gesetz zur Änderung des Schulgesetzes, de 1 de abril de 2004.  
Gesetzentwurf zur Änderung des Schulgesetzes für Baden-Württemberg und des 




Gesetz zur Änderung des Niedersächsischen Schulgesetzes und des Niedersächsischen 
Besoldungsgesetzes, de 29 de abril de 2004. 
Baviera  
Volksschulordnung, de 21 de junio de 1983. 
Bayerische Gesetz über das Erziehungs- und Unterrichtswesen, de 31 de mayo de 2000. 
Gesetz zur Änderung des Bayerischen Gesetzes über das Erziehungs- und Unterrichtswesen, 
de 24 de noviembre de 2004. 
Berlín 
Gesetz zur Schaffung eines Gesetzes zu Artikel 29 der Verfassung von Berlin und zur 
Änderung des Kindertagesbetreuungsgesetzes, de 27 de enero de 2005. 
Berliner Ladensöffnungsgesetz, de 14 de noviembre de 2006. 
Bremen 
Gesetz zur Änderung des Bremischen Schulgesetzes und des Bremischen 
schulverwaltungsgesetzes, de 28 de junio de 2005. 
Hesse  
Hessischen Beamtengesetzes, de 11 de enero de 1989. 
Hessischen Schulgesetzes, de 2 de agosto de 2002. 
Gesetz zur Sicherung der staatlichen Neutralität, de 18 de octubre de 2004. 
Renania del Norte Westfalia 
Schulgesetz für das Land Nordrhein-Westfalen, de 15 de febrero de 2005. 
Gesetz zur Änderung des Schulgesetzes für das Land Nordrhein-Westfalen, de 13 de junio de 
2006. 
Sarre 
Gesetzes zur Ordnung des Schulwesens im Saarland, de 21 de agosto de 1996. 
Gesetz zur Änderung des Gesetzes zur Ordnung des Schulwesens im Saarland 
(Schulordnungsgesetz), de 23 de junio de 2004. 
3. Otros documentos  
Informe de la comisión parlamentaria de investigación acerca de las llamadas sectas o 
psico-grupos, de 29 de mayo de 1998. 
Grundordnung des kirchlichen Dienstes im Rahmen kirchlicher Arbeitsverhältnisse, de 22 de 
septiembre de 1993, modificado el 17 de abril de 2015. 
566 
 
Grundordnung über die Anforderungen der privatrechtlichen beruflichen Mitarbeit in der 
Evangelischen Kirche in Deutschland und des Diakonischen Werkes der EKD, de 1 de julio de 
2005. 
4. Jurisprudencia del Tribunal Constitucional Federal 
(Bundesverfassungsgericht) 
BVerfGE 12, 1 (1960)  
BVerfGE 18, 385 (1965) 
BVerfGE 19, 1 (1965) 
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BVerfGE 70, 138 (1985) 
BVerfGE 75, 40 (1986) 
BVerfGE 76, 143 (1987) 
2 BvR 263/86 (1991) 
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BVerfGE 93, 1 (1995) 
BVerfGE 99, 100 (1998) 
BvR 1500/97 (2000) 
BVerfGE 102, 370 (2000) 
BVerfGE 105, 279 (2002) 
1 BvR 1783/99. BVerfGE 104, 337 (2002) 
1 BvR 1962/01 (2002) 
BVerfGE 108, 282 (2003) 
1 BvR 792/03. BVerfGK 1, 308 (2003) 
2 BvR 1463/02 BVerfGE 108, 282 (2003) 
1BvR 1522/03(2003) 
2 BvR 496/01 (2004) 
BVerfGK 8, 151 (2006) 
2 BvR 677/05 (2006) 
BVerfGK 10, 423 (2007) 
BvR 717/08 (2008) 
1 BvR 2857/07. BVerfGE 125, 39 (2009) 
2 BvR 661/12 (2014) 
BVerfGE 137, 273 (2014) 
1BvR 471/10 BVerfGE 138, 296 (2015) 
BVerfGE 139, 321 (2015) 
5. Jurisprudencia del Tribunal Federal Supremo (Bundesgerichtshof) 
BGH V ZR 271/99, de 11 de febrero de 2000. 
BGH V ZR 261/02, de 28 de marzo de 2003. 




BVerwGE 7 C 11.96, de 26 de junio de 1997. 
BVerwGE 109, 40, de 21 de abril de 1999. 
BVerwGE 6 C 20.10, de 30 de noviembre de 2011. 
BVerwGE 6 C 7.12, de 26 de septiembre de 2012. 
7. Jurisprudencia del Tribunal Federal de Trabajo (Bundesarbeitsgericht) 
BAG 1 AZR 70/76, de 25 de abril de 1978. 
BAG 1 AZR 125/78, de 4 de marzo de 1980. 
BAG 2 AZR 591/80, de 21 de octubre de 1982. 
BAG 7 AZR 232/83, de 31 de octubre de 1984. 
BAG 7 AZR 506/87, de 25 de mayo de 1988. 
BAG 2 AZR 268/96, de 24 de abril de 1997. 
BAG 2 AZR 712/98, de 16 de septiembre de 1999. 
BAG 2 AZR 139/00, de 21 de febrero de 2001. 
BAG 2 AZR 543/10, de 8 de septiembre de 2011. 
BAG 2 AZR 579/12, de 23 de abril de 2013. 
BAG 8 AZR 501/14 (A), de 17 de marzo de 2016. 
BAG 2 AZR 746/14 (A), de 28 de julio de 2016. 
Berlín VG 27 A 214/93, de 25 de octubre de 1993. 
8. Otra jurisprudencia 
Sentencia del Verwaltungsgericht de Berlín (VG 27 A 214/93), de 25 de octubre de 
1993. 
Sentencia del Oberverwaltungsgericht de Berlín (OVG 5 B 20.94), de 14 de diciembre 
de 1995. 
Sentencia del Arbeitsgericht de Dusseldorf (6 Ca 2377/09), de 30 de julio de 2009. 
Sentencia del Landesarbeitsgericht de Dusseldorf (5 Sa 996/09), de 1 de julio de 2010. 
CONSEJO DE EUROPA 
1. Documentos 
Estatuto del Consejo de Europa, de 5 de mayo de 1949. 
Convenio Europeo de Derechos Humanos, de 4 de noviembre de 1950. 
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Carta social europea, de 18 de octubre de 1961. 
Carta europea de las lenguas minoritarias o regionales, de 5 de noviembre de 1992. 
Convenio sobre la lucha contra la trata de seres humanos, de 16 de mayo de 2005. 
Convenio para la protección de los menores contra la explotación y el abuso sexual, de 25 
de octubre de 2007. 
Guía para la Revisión Legislativa de Leyes que afectan la Religión o las Creencias, 
adoptada por la Comisión de Venecia en su 59 sesión plenaria (Venecia, 18 y 19 de junio 
de 2004) CDL-AD (2004 028). 
Opinión de la Comisión de Venecia acerca de la Ley CCVI de 2011 de libertad de 
conciencia y religión y estatus legal de iglesias, confesiones y comunidades religiosas 
(CDL-AD (2012)004-f), adoptada en su sesión plenaria nº 90, celebrada los días 16 y 17 
de marzo de 2012. 
Opinión de la Comisión de Venecia acerca de la cuarta reforma de la Ley Fundamental 
(Constitución) de Hungría (CDL-AD (2013)012-e), adoptada en su sesión plenaria nº 95, 
celebrada los días 14 y 15 de junio de 2013. 
Guía Conjunta relativa a la Personalidad Legal de las Comunidades Religiosas o de 
Creencias, adoptada por la Comisión de Venecia en su 99 sesión plenaria (Venecia 13 y 14 
de junio de 2014) CDL-AD (2014 023). 
 
2. Jurisprudencia de la Comisión y del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos 
Relación onomástica 
Agga c. Grecia (nº 2) (aps. nº 50776/99 y nº 52912/99), de 17 de octubre de 2002. 
Agga c. Grecia (nº 3) (ap. nº 32186/02), de 13 de julio de 2006. 
Agga c. Grecia (nº 4) (ap. nº 33331/02), de 13 de julio de 2006. 
Ahtinen c. Finlandia (ap. nº 48907/99), de 23 de septiembre de 2008. 
Alexandridis c. Grecia (ap. nº 19516/06), de 21 de febrero de 2008. 
Alujer Fernández y Caballero García c. España (dec. adm. ap. nº 53072/99), de 14 de junio 
de 2001. 
Angeleni c. Suecia (dec. adm. ap. nº 10491/83), de 3 de diciembre de 1986. 
Arrowsmith c. el Reino Unido (dec. adm. ap. nº 7050/75), de 16 de mayo de 1977. 
Ásatrúarfélagið c. Islandia (dec. adm. ap. nº 22897), de 18 de septiembre de 2012. 




Asociación de los Caballeros del Loto de Oro c. Francia (ap. nº 50615/07), de 13 de enero 
de 2013. 
Asociación para la solidaridad con los Testigos de Jehová y otros c. Turquía (aps. nº 
36915/10 y 8606/13), de 24 de mayo de 2016. 
Asociación religiosa “Testigos de Jehov|-Rumanía” –Organizaţia Religioasă “Martorii lui 
Iehova-Rom}nia”– y otros c. Rumanía (ap. nº 63108/00), de 11 de julio de 2006. 
Asociación Testigos de Jehová c. Francia (ap. nº 8196/05), de 20 de junio de 2011. 
Bayatyan c. Armenia (GS ap. nº 23459/03), de 7 de julio de 2011. 
Baudler c. Alemania (dec. adm. ap. nº 38254/04), de 6 de diciembre de 2011. 
Bekir-Ousta y otros c. Grecia (ap. nº 3515/05), de 11 de octubre de 2007. 
Borisov y otros c. Bulgaria (dec. adm. ap. nº 62193/00), de 8 de septiembre de 2005. 
Boychev y otros (ap. nº 77185/01), de 27 de enero de 2011. 
Buscarini y otros c. San Marino (GS ap. nº 24645/94), de 18 de febrero de 1999. 
C. c. el Reino Unido (dec. adm. ap. nº 10358/83), de 15 de diciembre de 1983. 
Çam c. Turquía (ap. nº 51500/08), de 25 de febrero de 2016. 
Campbell y Cosans c. el Reino Unido (aps. nº 7511/76 y 7743/76), de 25 de febrero de 
1982. 
C}rmuirea Spirituală a Musulmanilor din Republica Moldova c. Moldavia (dec. adm. ap. nº 
12282/02), de 14 de junio de 2005. 
Caso relativo a ciertos aspectos del régimen lingüístico de la enseñanza en Bélgica c. Bélgica 
(aps. nº 1474/62, 1677/62, 1691/62, 1769/63, 1994/63 y 2126/64), de 23 de julio de 
1968. 
Catan y otros c. Moldavia y Rusia (GS aps. nº 43370/04, 8252/05 and 18454/06), de 19 de 
octubre de 2012. 
Centro Bíblico de la República Chuvash c. Rusia (ap. nº 33203/08), de 12 de junio de 2014. 
Cha’are Shalom Ve Tsedek c. Francia (ap. nº27417/95), de 27 de junio de 2000. 
Chappell c. el Reino Unido (dec. adm. ap. nº 12587/86), de 14 de julio de 1987. 
Chassagnou y otros c. Francia (GS aps. nº 25088/94, 28331/95 y 28443/95), de 29 de 
septiembre de 1999. 
Chipre c. Turquía (ap. nº 25781/94), de 10 de mayo de 2005. 
C.J., J.J. y E.J c. Polonia (dec. adm. ap. nº23380/94), de 16 de enero de 1996. 
Comunidad Autónoma del País Vasco c. España (dec. adm. ap. nº 29134/03), de 3 de 
febrero de 2004. 
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Congregación de la Mezquita de Juma y otros c. Azerbaiyán (dec. adm. ap, nº 15405/04), de 
8 de enero de 2013. 
Congregación Religiosa Griega de Múnich y Baviera y otros c. Alemania (dec. adm. ap. nº 
52336/99), de 18 de septiembre de 2007. 
Cumhuriyetçi Eğitim Ve Kültür Merkezi Vakfı c. Turquía (ap. nº 32093), de 2 de diciembre 
de 2014. 
D. c. Francia (dec. adm. ap. nº 10180/82), de 6 de diciembre de 1983. 
Dahlab c. Suiza (dec. adm. ap. nº 42393/98), de 15 de febrero de 2001. 
Darby c. Suecia (ap. nº 11581/85), de 23 de octubre de 1990. 
Dietrich Reuter c. Alemania (dec. adm. aps. nº 32741/06 y 19568/09), de 17 de enero de 
2012. 
Dimitras y otros c. Grecia (aps. nº 42837/06, 3237/07, 3269/07, 35793/07 y 6099/08), 
de 3 de junio de 2010. 
Dudgeon c. el Reino Unido (ap. nº 7525/76), de 22 de octubre de 1981. 
Dudová y Duda c. la República Checa (ap. nº 40224/98), de 30 de enero de 2001. 
El Majjaoui & Stichting Touba Moskee c. Holanda (GS ap. nº 25525/03), de 20 de diciembre 
de 2007. 
Efstratiou c. Grecia (ap. nº 24095/94), de 18 de diciembre de 1996. 
Eriksson c. Suecia (ap. nº 11/1988/144/209), de 22 de junio de 1989. 
Eweida y otros c. el Reino Unido (aps. nº 48420/10, 59842/10, 51671/10 y 36516/10), de 
15 de enero de 2013. 
Federación Cristiana de los Testigos de Jehová de Francia c. Francia (dec. adm. ap. nº 
53430/99), de 6 de noviembre de 2001. 
Feldek c. Eslovaquia (ap. nº 29031/95), de 12 de julio de 2001. 
Findlay c. el Reino Unido (ap. nº 22107/93), de 25 de febrero de 1997. 
 Finska Församlingen i Stockholm y Hautaniemi c. Suecia (dec. adm. ap. nº 24019/94), de 
11 de abril de 1996. 
Folgerø y otros c. Noruega (aps. nº 15472/02), de 29 de junio de 2007. 
Francesco Sessa c. Italia (ap. nº 28790/08), de 3 de abril de 2012. 
Fusu Arcadie y otros c. Moldavia (ap. nº22218/06), de 17 de julio de 2012. 
Golder c. el Reino Unido (ap. nº 4451/70), de 21 de febrero de 1975. 
Gorzelik y otros c. Polonia (ap. nº 44158/98), de 17 de febrero de 2004. 
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Grzelak c. Polonia (ap. nº 7710/02), de 15 de junio de 2010. 
Gütl c. Austria (ap. nº 49686/99), de 12 de marzo de 2009. 
Hanna y Peter Müller c. Alemania (dec. adm ap. nº 12986/04), de 6 de diciembre de 2011. 
Hasan y Chaush c. Bulgaria (GS ap. nº 30985/96), de 26 de octubre de 2000. 
Hasan y Eylem Zengin c. Turquía (ap. nº 1448/04), de 9 de octubre de 2007. 
Hazar y Acik c. Turquía (dec. adm. aps. nº 16311/90, 16312/90 y 16313/90), de 11 de 
octubre de 1991. 
Hoffmann c. Austria (ap. nº 12875/87), de 27 de julio de 1993. 
Hubaux c. Bélgica (dec. adm. 11088/84), de 9 de mayo de 1988. 
Hyde Park y otros c. Moldavia nº 4 (ap. nº 18491/07), de 7 de abril de 2009. 
Iglesia Bautista “El Salvador” y José Aquilino Ortega Moratilla c. España (dec. adm. 
17522/90), de 11 de enero de 1992. 
Iglesia Católica de Canea c. Grecia (ap. nº 143/1996/762/963), de 16 de diciembre de 
1997. 
Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días c. el Reino Unido (ap. nº 7552), de 4 de 
marzo de 2014. 
Iglesia de la Cienciología de Moscú c. Rusia (ap. nº 18147/02), de 5 de abril de 2007. 
Iglesia de la Cienciología de San Petersburgo (ap. nº 47191/06), de 2 de octubre de 2014. 
Iglesia Evangélica Misionera y Salaûn c. Francia (ap. nº 25502/07), de 13 de enero de 
2013. 
Iglesia de X c. el Reino Unido (dec. adm. ap. nº 3798/68), de 17 de diciembre de 1968. 
Iglesia Metropolitana de Bessarabia y otros c. Moldavia (ap. nº 45701/99), de 13 de 
diciembre de 2001. 
ISKCON y otros c. el Reino Unido (dec. adm. ap. nº 20490/92), de 8 de marzo de 1994. 
İzzettin Doğan y otros c. Turquía (ap. nº 62649/10), de 26 de abril de 2016. 
Jakóbski c. Polonia (ap. nº 18429/06), de 7 de diciembre de 2010. 
Jiménez Alonso y Jiménez Merino (dec. adm. ap. nº 51188/99), de 25 de mayo de 2000. 
Karaahmed c. Bulgaria (ap. nº 30587/13), de 24 de febrero de 2015. 
Karaduman c. Turquía (dec. adm. ap. nº 16278/90), de 3 de mayo de 1993. 
Karlsson c. Suecia (dec. adm. ap. nº 12356/86), de 8 de septiembre de 1988. 
Károly Nagy c. Hungría (ap. nº 56665/09), de 1 de diciembre de 2015. 
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Keller c. Alemania (dec. adm. ap. nº 36283/97), de 4 de marzo de 1998. 
Kernell y Hardt c. Suecia (dec. adm. ap. nº 4733/71), de 29 de mayo de 1973. 
Kjeldsen, Busk Madsen y Pedersen c. Dinamarca (aps. nº 5095/71, 5920/72 y 5926/72), de 
7 de diciembre de 1976. 
Kimlya y otros c. Rusia (ap. nº 76836/01 y 32782/03), de 1 de octubre de 2009. 
Knudsen c. Noruega (dec. adm. ap. nº 1104/84), de 8 de marzo de 1985. 
Kohn c. Alemania (dec. adm. ap. nº 47021/99), de 23 de marzo de 2000. 
Kokkinakis c. Grecia (ap. nº 14307/88), de 25 de mayo de 1993. 
Konrad c. Alemania (dec. adm. ap. nº 35504/03), de 11 de septiembre de 2006. 
Kosteski c. la Antigua República de Macedonia (ap. nº 55170/00), de 13 de abril de 2006. 
Kovaļkovs c. Letonia (dec. adm. ap. nº 35021/05), de 21 de septiembre de 2001. 
Krupko y otros c. Rusia (ap. nº 26587/07), de 26 de junio de 2014. 
Kuznetsov y otros c. Rusia (ap. nº 184/02), de 11 de enero de 2007. 
Lang c. Austria (ap. nº 28648/03), de 19 de marzo de 2009.  
Launikari c. Finlandia (ap. nº 34120/96), de 5 de octubre de 2000. 
Lautsi c. Italia (ap. nº 30814/06), de 3 de noviembre de 2009. 
Lautsi c. Italia (GS ap. nº 30814/06), de 18 de marzo de 2011. 
Leela Förderkreis e.V. y otros c. Alemania (ap. nº 58911/00), de 6 de noviembre de 2008. 
Leyla Şahin c. Turquía (ap. nº 44774/98), de 10 de noviembre de 2005. 
Leuffen c. la República Federal de Alemania (dec. adm. ap. nº 19844/92), de 9 de julio de 
1992. 
Löffelmann c. Austria (ap. nº 42967/98), de 12 de marzo de 2009. 
Magyar Keresztény Mennonita Egyház (Iglesia Cristiana Menonita de Hungría) y otros c. 
Hungría (aps. nº70945/11, 23611/12, 26998/12, 41150/12, 41155/12, 41463/12, 
41553/12, 54977/12 y 56581/12), de 8 de abril de 2014. 
 Manoussakis y otros c. Grecia (ap. nº 18748/91), de 26 de septiembre de 1996. 
Mansur Yalçin y otros c. Turquía (ap. nº 21163/11), de 16 de septiembre de 2014. 
Masaev c. Moldavia (ap. nº 6303/05), de 12 de mayo de 2009. 
Miembros de la Congregación Gldani de los Testigos y Jehová y otros c. Georgia (ap. nº. 
71156/01), de 3 de mayo de 2007. 
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Miroļubovs y otros c. Letonia (ap. nº 798/05), de 15 de septiembre de 2009. 
Movimiento Raeliano Suizo c. Suiza (GS ap. nº 16354/06), de 13 de julio de 2012. 
Noel Narvii Tauira y otros 18 c. Francia (dec. adm. ap. nº 28204/95), de 4 de diciembre de 
1995. 
Nolan y K. c. Rusia (ap. nº 2512/04), de 12 de febrero de 2009. 
Obst c. Alemania (ap. nº 425/03), de 23 de septiembre de 2010. 
Partido Comunista Unido de Turquía y otros c. Turquía (GS ap. nº 19392/92), de 30 de 
enero de 1998. 
Partido Democrático Cristiano del Pueblo c. Moldavia (ap. nº 28793/02), de 14 de febrero 
de 2006. 
Pellegrini c. Italia (ap. nº 30882/96), de 20 de julio de 2001. 
Pentidis c. Grecia (ap. nº 23238/94), de 9 de junio de 1997. 
Perry c. Letonia (ap. nº 30273/03), de 8 de noviembre de 2007. 
Pretty c. el Reino Unido (ap. nº 2346/02), de 29 de abril de 2002. 
Refah Partisi (el Partido del Bienestar) y otros c. Turquía (GS aps. nº 41340/98, 41342/98, 
41343/98 y 41344/98), de 13 de febrero de 2003. 
Revert y Legallis c. Francia (dec. adm. ap. nº 14331/84 y 14332/84), de 8 de septiembre 
de 1989. 
Roland Reuter c. Alemania (dec. adm. ap. nº 39775/04), de 6 de diciembre de 2011. 
Spampinato c. Italia (ap. nº 23123/04), de 29 de marzo de 2007. 
Santo Sínodo de la Iglesia Ortodoxa Búlgara (Metropolitano Inokentiy) y otros c. Bulgaria 
(ap. nº 412/03 y 15677/04), de 22 de enero de 2009. 
S.A.S. c. Francia (GS ap. nº 43835/11), de 1 de julio de 2015. 
Sección de Moscú del Ejército de Salvación c. Rusia (ap. nº 72881/01), de 5 de octubre de 
2006. 
Seremetis c. Grecia (ap. nº 38330/05), de 27 de marzo de 2008. 
Serif c. Grecia (ap. nº 38178/97), de 14 de diciembre de 1999. 
Schüth c. Alemania (ap. nº 162/03), de 23 de septiembre de 2010. 
Sidiropoulos y otros c. Grecia (ap. nº 7/1997/841/1047), de 10 de julio de 1998. 
 Šijakova y otros c. la Antigua República Yugoslava de Macedonia (dec. adm. ap. nº 
67914/01), de 6 de marzo de 2003. 
Sinan Işık c. Turquía (ap. nº 21924/05) de 2 de febrero de 2010. 
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Sivananda de Yoga Vedanta c. Francia (dec. adm. 30260/96), de 16 de abril de 1998. 
Sofianopoulos y otros c. Grecia (dec. adm. aps. nº 1988/02, 1997/02 y 1977/02), de 12 de 
diciembre de 2002. 
Spetz y otros c. Suecia (dec. adm. ap. nº 20402/92), de 12 de octubre de 1994. 
Staatkundig Gereformeerde Partij c. Holanda (dec. adm. ap. nº 58369/10), de 10 de julio 
de 2012. 
Sukyo Mahikari France c. Francia (ap. nº 41729/09), de 8 de enero de 2013. 
 Šupa c. Eslovaquia (dec. adm. ap. nº 72991/01), de 6 de febrero de 2007.  
Supremo Santo Consejo de la Comunidad Musulmana c. Bulgaria (ap. nº 39023/97), de 16 
de diciembre de 2004. 
Svyato-Mykhaylivska Parafiya c. Ucrania (ap. nº 77703/01), de 14 de junio de 2007. 
Tamara Skugar y otros c. Rusia (dec. adm. aps. nº 40010/04), de 3 de diciembre de 2009. 
Tanyar y Küçükergin c. Turquía (ap. nº 74242/01), de 7 de junio de 2005. 
Testigos de Jehová de Moscú y otros c. Rusia (ap. nº 302/02), de 10 de junio de 2010. 
Timishev c. Rusia (aps. nº 55762/00 y 55974/00), de 10 de diciembre de 2005. 
Tsirlis y Kouloumpas c. Grecia (aps. nº 19233/91 y 19234/91), de 29 de mayo de 1997.  
Tyler c. Reino Unido (dec. adm. ap. nº 21283/93), de 5 de abril de 1994. 
Universelles Leben e.V. c. Alemania (dec. adm. ap. nº 29745/96), de 27 de noviembre de 
1996. 
V. c. Holanda (dec. adm. ap. nº 10678/83), de 5 de julio de 1984. 
Valsamis c. Grecia (ap. nº 21787/93), de 18 de diciembre de 1996. 
Vartic c. Rumanía (nº 2) (ap. nº 14150/08), de 17 de diciembre de 2013. 
Vergos c. Grecia (ap. nº 65501/01), de 24 de junio de 2004. 
W. c. Reino Unido (dec. adm. ap. nº 18187/91), de 10 de febrero de 1993. 
Williamson c. Reino Unido (dec. adm. ap. nº 27008/95), de 17 de mayo de 1995. 
X. c. Alemania (ap. nº 8741/79), de 10 de marzo de 1981. 
X. c. Dinamarca (dec. adm. ap. nº 7374/76), de 8 de marzo de 1976. 
X. c. la República Federal de Alemania (dec. adm. ap. nº 9501/81), de 7 de diciembre de 
1981. 
X. c. Reino Unido (dec. adm. ap. nº 5442/72), de 20 de diciembre de 1974. 
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X. c. Reino Unido (dec. adm. ap. nº 8121/78), de 6 de marzo de 1982. 
X. y la Iglesia de la Cienciología c. Suecia (dec. adm. ap. nº 7805/77), de 5 de mayo de 
1979. 
Relación cronológica 
Caso relativo a ciertos aspectos del régimen lingüístico de la enseñanza en Bélgica c. Bélgica 
(aps. nº 1474/62, 1677/62, 1691/62, 1769/63, 1994/63 y 2126/64), de 23 de julio de 
1968. 
Iglesia de X c. el Reino Unido (dec. adm. ap. nº 3798/68), de 17 de diciembre de 1968. 
Kernell y Hardt c. Suecia (dec. adm. ap. nº 4733/71), de 29 de mayo de 1973. 
X. c. Reino Unido (dec. adm. ap. nº 5442/72), de 20 de diciembre de 1974. 
Golder c. el Reino Unido (ap. nº 4451/70), de 21 de febrero de 1975. 
X. c. Dinamarca (dec. adm. ap. nº 7374/76), de 8 de marzo de 1976. 
Kjeldsen, Busk Madsen y Pedersen c. Dinamarca (aps. nº 5095/71, 5920/72 y 5926/72), de 
7 de diciembre de 1976. 
Arrowsmith c. el Reino Unido (dec. adm. ap. nº 7050/75), de 16 de mayo de 1977. 
X. y la Iglesia de la Cienciología c. Suecia (dec. adm. ap. nº 7805/77), de 5 de mayo de 
1979. 
X. c. Alemania (ap. nº 8741/79), de 10 de marzo de 1981. 
Dudgeon c. el Reino Unido (ap. nº 7525/76), de 22 de octubre de 1981. 
X. c. la República Federal de Alemania (dec. adm. ap. nº 9501/81), de 7 de diciembre de 
1981. 
Campbell y Cosans c. el Reino Unido (aps. nº 7511/76 y 7743/76), de 25 de febrero de 
1982. 
X. c. Reino Unido (dec. adm. ap. nº 8121/78), de 6 de marzo de 1982. 
D. c. Francia (dec. adm. ap. nº 10180/82), de 6 de diciembre de 1983. 
C. c. el Reino Unido (dec. adm. ap. nº 10358/83), de 15 de diciembre de 1983. 
V. c. Holanda (dec. adm. ap. nº 10678/83), de 5 de julio de 1984. 
Knudsen c. Noruega (dec. adm. ap. nº 1104/84), de 8 de marzo de 1985. 
Angeleni c. Suecia (dec. adm. ap. nº 10491/83), de 3 de diciembre de 1986. 
Chappell c. el Reino Unido (dec. adm. ap. nº 12587/86), de 14 de julio de 1987. 
Hubaux c. Bélgica (dec. adm. 11088/84), de 9 de mayo de 1988. 
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Karlsson c. Suecia (dec. adm. ap. nº 12356/86), de 8 de septiembre de 1988. 
Eriksson c. Suecia (ap. nº 11/1988/144/209), de 22 de junio de 1989. 
Revert y Legallis c. Francia (dec. adm. ap. nº 14331/84 y 14332/84), de 8 de septiembre 
de 1989. 
Darby c. Suecia (ap. nº 11581/85), de 23 de octubre de 1990. 
Hazar y Acik c. Turquía (dec. adm. aps. nº 16311/90, 16312/90 y 16313/90), de 11 de 
octubre de 1991. 
Iglesia Bautista “El Salvador” y José Aquilino Ortega Moratilla c. España (dec. adm. 
17522/90), de 11 de enero de 1992. 
Leuffen c. la República Federal de Alemania (dec. adm. ap. nº 19844/92), de 9 de julio de 
1992. 
W. c. Reino Unido (dec. adm. ap. nº 18187/91), de 10 de febrero de 1993. 
Karaduman c. Turquía (dec. adm. ap. nº 16278/90), de 3 de mayo de 1993. 
Kokkinakis c. Grecia (ap. nº 14307/88), de 25 de mayo de 1993. 
Hoffmann c. Austria (ap. nº 12875/87), de 27 de julio de 1993. 
ISKCON y otros c. el Reino Unido (dec. adm. ap. nº 20490/92), de 8 de marzo de 1994. 
Tyler c. Reino Unido (dec. adm. ap. nº 21283/93), de 5 de abril de 1994. 
Spetz y otros c. Suecia (dec. adm. ap. nº 20402/92), de 12 de octubre de 1994. 
Williamson c. Reino Unido (dec. adm. ap. nº 27008/95), de 17 de mayo de 1995. 
Noel Narvii Tauira y otros 18 c. Francia (dec. adm. ap. nº 28204/95), de 4 de diciembre de 
1995. 
C.J., J.J. y E.J c. Polonia (dec. adm. ap. nº23380/94), de 16 de enero de 1996. 
Finska Församlingen i Stockholm y Hautaniemi c. Suecia (dec. adm. ap. nº 24019/94), de 
11 de abril de 1996. 
Manoussakis y otros c. Grecia (ap. nº 18748/91), de 26 de septiembre de 1996. 
Universelles Leben e.V. c. Alemania (dec. adm. ap. nº 29745/96), de 27 de noviembre de 
1996. 
Efstratiou c. Grecia (ap. nº 24095/94), de 18 de diciembre de 1996. 
Valsamis c. Grecia (ap. nº 21787/93), de 18 de diciembre de 1996. 
Findlay c. el Reino Unido (ap. nº 22107/93), de 25 de febrero de 1997. 
Tsirlis y Kouloumpas c. Grecia (aps. nº 19233/91 y 19234/91), de 29 de mayo de 1997.  
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Pentidis c. Grecia (ap. nº 23238/94), de 9 de junio de 1997. 
Iglesia Católica de Canea c. Grecia (ap. nº 143/1996/762/963), de 16 de diciembre de 
1997. 
Partido Comunista Unido de Turquía y otros c. Turquía (GS ap. nº 19392/92), de 30 de 
enero de 1998. 
Keller c. Alemania (dec. adm. ap. nº 36283/97), de 4 de marzo de 1998. 
Sivananda de Yoga Vedanta c. Francia (dec. adm. 30260/96), de 16 de abril de 1998. 
Sidiropoulos y otros c. Grecia (ap. nº 7/1997/841/1047), de 10 de julio de 1998. 
Buscarini y otros c. San Marino (GS ap. nº 24645/94), de 18 de febrero de 1999. 
Chassagnou y otros c. Francia (GS aps. nº 25088/94, 28331/95 y 28443/95), de 29 de 
septiembre de 1999. 
Serif c. Grecia (ap. nº 38178/97), de 14 de diciembre de 1999. 
Kohn c. Alemania (dec. adm. ap. nº 47021/99), de 23 de marzo de 2000. 
Jiménez Alonso y Jiménez Merino (dec. adm. ap. nº 51188/99), de 25 de mayo de 2000. 
Cha’are Shalom Ve Tsedek c. Francia (ap. nº27417/95), de 27 de junio de 2000. 
Launikari c. Finlandia (ap. nº 34120/96), de 5 de octubre de 2000. 
Hasan y Chaush c. Bulgaria (GS ap. nº 30985/96), de 26 de octubre de 2000. 
Dudová y Duda c. la República Checa (ap. nº 40224/98), de 30 de enero de 2001. 
Dahlab c. Suiza (dec. adm. ap. nº 42393/98), de 15 de febrero de 2001. 
Alujer Fernández y Caballero García c. España (dec. adm. ap. nº 53072/99), de 14 de junio 
de 2001. 
Feldek c. Eslovaquia (ap. nº 29031/95), de 12 de julio de 2001. 
Pellegrini c. Italia (ap. nº 30882/96), de 20 de julio de 2001. 
Kovaļkovs c. Letonia (dec. adm. ap. nº 35021/05), de 21 de septiembre de 2001. 
Federación Cristiana de los Testigos de Jehová de Francia c. Francia (dec. adm. ap. nº 
53430/99), de 6 de noviembre de 2001. 
Iglesia Metropolitana de Bessarabia y otros c. Moldavia (ap. nº 45701/99), de 13 de 
diciembre de 2001. 
Pretty c. el Reino Unido (ap. nº 2346/02), de 29 de abril de 2002. 
Agga c. Grecia (nº 2) (aps. nº 50776/99 y nº 52912/99), de 17 de octubre de 2002. 
579 
 
Sofianopoulos y otros c. Grecia (dec. adm. aps. nº 1988/02, 1997/02 y 1977/02), de 12 de 
diciembre de 2002. 
Refah Partisi (el Partido del Bienestar) y otros c. Turquía (GS aps. nº 41340/98, 41342/98, 
41343/98 y 41344/98), de 13 de febrero de 2003. 
Šijakova y otros c. la Antigua República Yugoslava de Macedonia (dec. adm. ap. nº 
67914/01), de 6 de marzo de 2003. 
Comunidad Autónoma del País Vasco c. España (dec. adm. ap. nº 29134/03), de 3 de 
febrero de 2004. 
Gorzelik y otros c. Polonia (ap. nº 44158/98), de 17 de febrero de 2004. 
Vergos c. Grecia (ap. nº 65501/01), de 24 de junio de 2004. 
Supremo Santo Consejo de la Comunidad Musulmana c. Bulgaria (ap. nº 39023/97), de 16 
de diciembre de 2004. 
Chipre c. Turquía (ap. nº 25781/94), de 10 de mayo de 2005. 
Tanyar y Küçükergin c. Turquía (ap. nº 74242/01), de 7 de junio de 2005. 
C}rmuirea Spirituală a Musulmanilor din Republica Moldova c. Moldavia (dec. adm. ap. nº 
12282/02), de 14 de junio de 2005. 
Borisov y otros c. Bulgaria (dec. adm. ap. nº 62193/00), de 8 de septiembre de 2005. 
Leyla Şahin c. Turquía (ap. nº 44774/98), de 10 de noviembre de 2005. 
Timishev c. Rusia (aps. nº 55762/00 y 55974/00), de 10 de diciembre de 2005. 
Partido Democrático Cristiano del Pueblo c. Moldavia (ap. nº 28793/02), de 14 de febrero 
de 2006. 
Kosteski c. la Antigua República de Macedonia (ap. nº 55170/00), de 13 de abril de 2006. 
Asociación religiosa “Testigos de Jehov|-Rumanía” –Organizaţia Religioasă “Martorii lui 
Iehova-România”– y otros c. Rumanía (ap. nº 63108/00), de 11 de julio de 2006. 
Agga c. Grecia (nº 3) (ap. nº 32186/02), de 13 de julio de 2006. 
Agga c. Grecia (nº 4) (ap. nº 33331/02), de 13 de julio de 2006. 
Konrad c. Alemania (dec. adm. ap. nº 35504/03), de 11 de septiembre de 2006. 
Sección de Moscú del Ejército de Salvación c. Rusia (ap. nº 72881/01), de 5 de octubre de 
2006. 
Kuznetsov y otros c. Rusia (ap. nº 184/02), de 11 de enero de 2007. 
Šupa c. Eslovaquia (dec. adm. ap. nº 72991/01), de 6 de febrero de 2007.  
Spampinato c. Italia (ap. nº 23123/04), de 29 de marzo de 2007. 
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Iglesia de la Cienciología de Moscú c. Rusia (ap. nº 18147/02), de 5 de abril de 2007. 
Miembros de la Congregación Gldani de los Testigos y Jehová y otros c. Georgia (ap. nº. 
71156/01), de 3 de mayo de 2007. 
Svyato-Mykhaylivska Parafiya c. Ucrania (ap. nº 77703/01), de 14 de junio de 2007. 
Folgerø y otros c. Noruega (aps. nº 15472/02), de 29 de junio de 2007. 
Congregación Religiosa Griega de Múnich y Baviera y otros c. Alemania (dec. adm. ap. nº 
52336/99), de 18 de septiembre de 2007. 
Hasan y Eylem Zengin c. Turquía (ap. nº 1448/04), de 9 de octubre de 2007. 
Bekir-Ousta y otros c. Grecia (ap. nº 3515/05), de 11 de octubre de 2007. 
Perry c. Letonia (ap. nº 30273/03), de 8 de noviembre de 2007. 
El Majjaoui & Stichting Touba Moskee c. Holanda (GS ap. nº 25525/03), de 20 de diciembre 
de 2007. 
Alexandridis c. Grecia (ap. nº 19516/06), de 21 de febrero de 2008. 
Seremetis c. Grecia (ap. nº 38330/05), de 27 de marzo de 2008. 
Ahtinen c. Finlandia (ap. nº 48907/99), de 23 de septiembre de 2008. 
Leela Förderkreis e.V. y otros c. Alemania (ap. nº 58911/00), de 6 de noviembre de 2008. 
Santo Sínodo de la Iglesia Ortodoxa Búlgara (Metropolitano Inokentiy) y otros c. Bulgaria 
(ap. nº 412/03 y 15677/04), de 22 de enero de 2009. 
Nolan y K. c. Rusia (ap. nº 2512/04), de 12 de febrero de 2009. 
Gütl c. Austria (ap. nº 49686/99), de 12 de marzo de 2009. 
Lang c. Austria (ap. nº 28648/03), de 19 de marzo de 2009.  
Löffelmann c. Austria (ap. nº 42967/98), de 12 de marzo de 2009. 
Hyde Park y otros c. Moldavia nº 4 (ap. nº 18491/07), de 7 de abril de 2009. 
Masaev c. Moldavia (ap. nº 6303/05), de 12 de mayo de 2009. 
Miroļubovs y otros c. Letonia (ap. nº 798/05), de 15 de septiembre de 2009. 
Kimlya y otros c. Rusia (ap. nº 76836/01 y 32782/03), de 1 de octubre de 2009. 
Lautsi c. Italia (ap. nº 30814/06), de 3 de noviembre de 2009. 
Tamara Skugar y otros c. Rusia (dec. adm. aps. nº 40010/04), de 3 de diciembre de 2009. 
Sinan Işık c. Turquía (ap. nº 21924/05) de 2 de febrero de 2010. 
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Dimitras y otros c. Grecia (aps. nº 42837/06, 3237/07, 3269/07, 35793/07 y 6099/08), 
de 3 de junio de 2010. 
Testigos de Jehová de Moscú y otros c. Rusia (ap. nº 302/02), de 10 de junio de 2010. 
Grzelak c. Polonia (ap. nº 7710/02), de 15 de junio de 2010. 
Obst c. Alemania (ap. nº 425/03), de 23 de septiembre de 2010. 
Schüth c. Alemania (ap. nº 162/03), de 23 de septiembre de 2010. 
Jakóbski c. Polonia (ap. nº 18429/06), de 7 de diciembre de 2010. 
Boychev y otros (ap. nº 77185/01), de 27 de enero de 2011. 
Lautsi c. Italia (GS ap. nº 30814/06), de 18 de marzo de 2011. 
Asociación Testigos de Jehová c. Francia (ap. nº 8196/05), de 20 de junio de 2011. 
Bayatyan c. Armenia (GS ap. nº 23459/03), de 7 de julio de 2011. 
Baudler c. Alemania (dec. adm. ap. nº 38254/04), de 6 de diciembre de 2011. 
Hanna y Peter Müller c. Alemania (dec. adm ap. nº 12986/04), de 6 de diciembre de 2011. 
Roland Reuter c. Alemania (dec. adm. ap. nº 39775/04), de 6 de diciembre de 2011. 
Dietrich Reuter c. Alemania (dec. adm. aps. nº 32741/06 y 19568/09), de 17 de enero de 
2012. 
Francesco Sessa c. Italia (ap. nº 28790/08), de 3 de abril de 2012. 
Staatkundig Gereformeerde Partij c. Holanda (dec. adm. ap. nº 58369/10), de 10 de julio 
de 2012. 
Movimiento Raeliano Suizo c. Suiza (GS ap. nº 16354/06), de 13 de julio de 2012. 
Fusu Arcadie y otros c. Moldavia (ap. nº22218/06), de 17 de julio de 2012. 
Ásatrúarfélagið c. Islandia (dec. adm. ap. nº 22897), de 18 de septiembre de 2012. 
Catan y otros c. Moldavia y Rusia (GS aps. nº 43370/04, 8252/05 and 18454/06), de 19 de 
octubre de 2012. 
Congregación de la Mezquita de Juma y otros c. Azerbaiyán (dec. adm. ap, nº 15405/04), de 
8 de enero de 2013. 
Sukyo Mahikari France c. Francia (ap. nº 41729/09), de 8 de enero de 2013. 
Asociación Cultual del Templo Pirámide c. Francia (ap. nº 50741/07), de 13 de enero de 
2013.  




Iglesia Evangélica Misionera y Salaûn c. Francia (ap. nº 25502/07), de 13 de enero de 
2013. 
Eweida y otros c. el Reino Unido (aps. nº 48420/10, 59842/10, 51671/10 y 36516/10), de 
15 de enero de 2013. 
Vartic c. Rumanía (nº 2) (ap. nº 14150/08), de 17 de diciembre de 2013. 
Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días c. el Reino Unido (ap. nº 7552), de 4 de 
marzo de 2014. 
Magyar Keresztény Mennonita Egyház (Iglesia Cristiana Menonita de Hungría) y otros c. 
Hungría (aps. nº70945/11, 23611/12, 26998/12, 41150/12, 41155/12, 41463/12, 
41553/12, 54977/12 y 56581/12), de 8 de abril de 2014. 
Centro Bíblico de la República Chuvash c. Rusia (ap. nº 33203/08), de 12 de junio de 2014. 
Krupko y otros c. Rusia (ap. nº 26587/07), de 26 de junio de 2014. 
Mansur Yalçin y otros c. Turquía (ap. nº 21163/11), de 16 de septiembre de 2014. 
Iglesia de la Cienciología de San Petersburgo (ap. nº 47191/06), de 2 de octubre de 2014. 
Cumhuriyetçi Eğitim Ve Kültür Merkezi Vakfı c. Turquía (ap. nº 32093), de 2 de diciembre 
de 2014. 
Karaahmed c. Bulgaria (ap. nº 30587/13), de 24 de febrero de 2015. 
S.A.S. c. Francia (GS ap. nº 43835/11), de 1 de julio de 2015. 
Károly Nagy c. Hungría (ap. nº 56665/09), de 1 de diciembre de 2015. 
Çam c. Turquía (ap. nº 51500/08), de 25 de febrero de 2016. 
İzzettin Doğan y otros c. Turquía (ap. nº 62649/10), de 26 de abril de 2016. 
Asociación para la solidaridad con los Testigos de Jehová y otros c. Turquía (aps. nº 
36915/10 y 8606/13), de 24 de mayo de 2016. 
 
 
